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			Presentación de la colección Miradas Múltiples para Pensar a México y al Mundo

			En esta nueva década la sociedad mexicana no ha dejado de ex­perimentar transformaciones, algunas de la cuales apenas se vislumbraban al finalizar el siglo pasado. La inmediatez que ofrece la tecnología ha facilitado el intercambio de ideas, el entendimiento recíproco y la difusión de soluciones, pero también la expresión de violencia y frustración. Los problemas sociales crecen en amplitud y sofisticación, y por más que el Estado aumenta su tamaño y especialización, no es todavía capaz de atenderlos. No es sólo la desigualdad, que lo desafía cada vez en más frentes: a esa demanda de justicia social se suman otras por la seguridad pública, la equidad de género y la salvaguarda del planeta, por ejemplo, las cuales resultan muy graves, aunque sean sólo secuelas de viejas dificultades. Más que la manifestación de procesos internos, lo que aqueja localmente a las sociedades es el eco de transformaciones globales: la interconexión ha modificado la naturaleza y la dimensión de esos retos que, por manifestarse aquí y ahora, requieren atención y estudio.

			Considerando que las condiciones para una interacción interdisciplinaria están dadas, El Colegio de México ha emprendido un proyecto editorial destinado a articular los saberes constituidos desde las distintas disciplinas y tradiciones científicas de sus investigadores, para animar una discusión seria e informada sobre problemas actuales del país y también planetarios. Con la colección Miradas Múltiples para Pensar a México y al Mundo, El Colegio recupera y prolonga el espíritu que desde sus primeros años animó empresas colectivas como las que desembocaron en la Historia general de México y en Los Grandes Problemas de Mé­xico, de la década pasada. Se espera que los libros que integran esta colección sirvan como materia de reflexión, pero, sobre todo, como vehículo de transmisión del conocimiento acumulado a lo largo de años de investigación en campos diversos y con frecuencia complementarios.

			Los volúmenes de Miradas Múltiples para Pensar a México y al Mundo presentan y explican asuntos complejos desde pers­pec­tivas que van más allá de los enfoques disciplinarios de la in­vesti­gación universitaria. La colección busca promover una discusión que restituya la necesaria interlocución entre academia, ciudadanía y política en temas como las desigualdades socia­les, la actualidad de América Latina, la migración, el comer­cio internacional, el estado de derecho, la justicia intergene­racional y la transición hacia la igualdad de género. La ambición de este proyecto es con­tribuir al esclarecimiento de lo que experimenta la sociedad mexicana contemporánea en un mundo cambiante y complicado.
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			Introducción

			Blanca Torres y Boris Graizbord

			Antecedentes

			La preocupación por un desarrollo sustentable —o sostenible, como se le denomina en los documentos de las agencias de la Organización de las Naciones Unidas (onu)— no es nueva. En 1971 el secretario de la Conferencia de Naciones Unidas sobre el Ambiente Humano solicitó un informe acerca del “estado del planeta”. Este informe, con el título Una sola Tierra, se presentó en Estocolmo en 1972. Veinte años más tarde, en 1992, con la conciencia global generalizada de que las actividades humanas podrían poner en riesgo la vida en el planeta, se llevó a cabo en Río de Janeiro una segunda conferencia, La Cumbre de la Tierra, a la que asistieron representantes de casi todos los países del mundo (Jordan y Voisey, 1998). De esa cumbre surgió un documento denominado Agenda 21,1 con recomendaciones para su implementación. Diez años después, en 2002, se celebró una tercera reunión en Johannesburgo, Río + 10, que intentó evaluar los logros a partir de lo establecido en la Agenda 21.2 En el ínterin se organizaron reuniones internacionales sobre género, población y hábitat (Ojeda, 1999).

			La investigación científica que se realizó en esos años evidenció la presencia de sustancias agotadoras de la capa de ozono.3 Se empezó a comprender que la pérdida de la biodiversidad sucedía a una velocidad inusitada, que se estaban extinguiendo especies a un ritmo nunca antes visto y que la acumulación de gases de efecto invernadero (gei) podría producir grandes cambios en el clima global, lo cual podría llevar a cambios sustanciales en la vida del planeta. Se constató, asimismo, que el comercio ilegal de especies representaba una amenaza. Paralelamente, se dio paso a la negociación de numerosas declaraciones y la firma de varios tratados, convenciones, acuerdos, protocolos y otros instrumentos multinacionales para enfrentar algunos de estos problemas.

			De hecho, en los años ochenta se firmaron la Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Fauna y Flora Silvestres (cites) y la Convención de Ramsar, para proteger humedales; asimismo, se elaboraron el Convenio de Viena y el Protocolo de Montreal para la eliminación de las sustancias que agotan la capa de ozono.4 Pero pronto se hizo evidente que era necesario negociar una nueva generación de acuerdos internacionales relacionados con la diversidad biológica; el cambio climático; la lucha contra la desertificación y la sequía, y el control de los contaminantes químicos, entre otros aspectos. Asimismo, el tema del deterioro del medio ambiente y de la necesidad de hacerle frente se introdujo en la agenda de varias organizaciones, foros e instancias de concertación internacional, como la Organización Mundial del Comercio y el G20.5 Las discusiones en estos foros favorecieron una mayor propagación de los conocimientos adquiridos mediante numerosas investigaciones científicas. La constatación de que los problemas eran más graves de lo que se había señalado en Estocolmo impulsó también la adopción en muchos países de políticas para atenderlos. Posteriormente, algu­nos países o grupos de países del mundo desarrollado, considerando que los avances eran desiguales y demasiado lentos, decidieron vincular de una manera más estrecha las cuestiones comerciales con la protección del medio ambiente, y optaron por incluir compromisos de este tipo en los acuerdos bilaterales o regionales de comercio. El Tratado de Libre Comercio de América del Norte, suscrito por Canadá, México y los Estados Unidos, que entró en vigor en 1994, fue el primero donde este último país impulsó la inclusión del tema.

			A pesar de estas iniciativas, durante las últimas décadas los bosques han desaparecido a tasas sin precedentes; los gei en la atmósfera se han acumulado; la contaminación del aire y del agua se ha incrementado; especies vegetales y animales han desaparecido, y las enfermedades de origen animal y transmitidas por vectores han aumentado explosivamente. La degradación de los suelos ha intensificado la pobreza y el hambre, y ha provocado el abandono del campo en favor de las ciudades. Ya en los últimos años de los noventa Vitousek y colaboradores (1997) apuntaban que la alteración humana de la Tierra era sustancial e iba en crecimiento. En efecto, la transformación de la superficie terrestre afecta los ciclos biogeoquímicos, elimina especies o modifica genéticamente distintas poblaciones de los ecosistemas terrestres, además de alterar la forma en que los ecosistemas interactúan con la atmósfera y los sistemas acuáticos… (1997: 494). La actividad humana —continuaban estos autores— es la fuente de tales efectos: la combustión de energía fósil y, por tanto, las emisiones a la atmósfera; la presión sobre la calidad y la disponibilidad de agua; la extinción de especies, lo que representa un cambio global irreversible, y la alteración de otros ciclos a partir de la aplicación múltiple de químicos que, incluso sin ser tóxicos,6 causan problemas ambientales (1997: 497). Todo ello continúa hasta el “día de hoy”, aseguraban Melnick, McNeeley y Kakabadse (2005) al inicio del milenio.

			En el segundo decenio de este siglo, entre los graves problemas ambientales globales, se ha dado especial atención al problema del cambio climático (cc), al experimentarse con alguna intensidad sus efectos inmediatos a través del aumento de la temperatura promedio del globo terráqueo y la intensificación y recurrencia de eventos hidrometeorológicos con resultados desastrosos en distintos lugares del planeta. Se ha ido ampliando el conocimiento generado por el Grupo Intergubernamental de Expertos sobre el Cambio Climático (ipcc), establecido en 1988 por la Organización Meteorológica Mundial (omm) y el Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente (pnuma). Este órga­no internacional está desde entonces encargado de valorar los conocimientos científicos relativos al cambio climático, con el propósito de facilitar a las instancias normativas evaluaciones de sus repercusiones y futuros riesgos, así como las opciones existentes para adaptarse al fenómeno y atenuar sus efectos. Abierto a todos los países miembros de la omm y las Naciones Unidas, proporciona una base científica a los gobiernos (en la actualidad ciento noventa y cinco países miembros), para la formulación de políticas relacionadas con el clima, y apoya las negociaciones de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Clima y la Con­vención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático (cmnucc). Y si bien esas evaluaciones pueden servir para presentar proyecciones basadas en varias hipótesis, los riesgos que conlleva el cambio climático y las repercusiones de las posibles medidas de respuesta al mismo no determinan las medidas que deben adoptar las instancias normativas. Esta tarea ha quedado en manos de los Estados parte.

			Vinculado con la situación del medio ambiente (Banco Mundial, 1995; 2000; Instituto de Investigación Económica Aplicada de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe [cepal] y Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo [pnud], 2003) y con el desarrollo humano (Streeten, 1999), otro tema que ha aparecido en la agenda mundial al principio del milenio es el de la pobreza que afecta a millones de habitantes en el planeta. El tema y su estrecha relación con el medio ambiente se vio reflejado y se incorporó en los Objetivos del Milenio (odm) y, recientemente, en los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ods).7

			Alcance de los instrumentos de gobernanza global

			Pero ante tal marco incipiente de gobernanza global, cabe preguntarse cuál es el alcance de estos instrumentos internacionales, globales y regionales; cuáles son sus principales características, y cuáles han sido la forma y el nivel de su cumplimiento por parte del mundo desarrollado y aquél en desarrollo. Esas preguntas nos llevan de inmediato a uno de los temas más importantes en el estudio de las relaciones internacionales: la respuesta de los Estados ante problemas denominados globales, que obligan a la cooperación ya sea formal, a través de tratados y otros acuerdos internacionales, o informal. La discusión teórica ha sido intensa y hasta la fecha no puede hablarse de una visión única o mayoritaria sobre los motivos y alcances de la cooperación entre los Estados para enfrentar problemas comunes, y sobre las condiciones para lograrla.8 Los más escépticos, desde una perspectiva sistémica racionalista, subrayan los obstáculos para la cooperación, esto es, “cuando los actores ajustan su comportamiento a las preferencias actuales o anticipadas de otros, a través de un proceso de coordinación política”.9 Esa dificultad, argumentan, se explica por la anarquía que prevalece en el sistema internacional, en otras palabras, por la ausencia de una autoridad soberana que pueda elaborar acuerdos y obligar a los Estados a cumplirlos, pues éstos son usualmente egoístas y celosos de su soberanía, y buscan maximizar su poder e intereses (Krasner, 1983). Otros teó­ricos, en cambio, afirman que, a pesar de límites y obstáculos, los Estados han mostrado disposición a aceptar normas y reglas acordadas mutuamente, e incluso algunos argumentan que normas internacionales e instituciones internacionales han moldeado la práctica de los Estados, la cual también ha estado “guiada por propósitos morales” (Dunne, 2010: 268).

			Al ahondar en las formas de cooperación y específicamente en los tratados y otros acuerdos bilaterales, regionales y multilaterales relacionados con la protección del medio ambiente, así como en los compromisos que a través de ellos adquieren los Estados firmantes —aquéllos del tipo en que nos centramos en este libro—, observamos que la enorme mayoría se caracteriza por la inclusión de leyes denominadas “suaves”, no por leyes “duras”.10 Por “ley dura” se entiende: las “obligaciones vinculantes precisas (o que pueden precisarse a través de la adjudicación o con regulaciones posteriores más detalladas) y que delegan autoridad para la interpretación e implementación de la ley” (Abbot y Snidal, 2000). En otras palabras, implican la existencia de compromisos legales que establecen de manera clara las responsabilidades de los Estados y que otorgan facultades a una tercera parte para monitorear, interpretar e implementar las prescripciones normativas contenidas en un instrumento legal, ya sea un tratado o protocolo intergubernamental, a fin de obligar a los Estados a cumplirlas (Abbot y Snidal, 2000). Ofrecen, entre otras ventajas, reducir los costos de transacción y hacer más creíbles los compromisos de los firmantes, pero imponen restricciones al comportamiento de los Estados e incluso pueden afectar su soberanía (Abbot y Snidal, 2000). En cambio, las leyes denominadas “suaves” implican menor precisión, obligación y delegación (Simmons, 1998, y 2010). Los Estados, al parecer, “encuentran en las leyes suaves no sólo una forma de preservar su autonomía, sino que consideran que les facilitan llegar a compromisos entre Estados, y entre estos últimos y actores privados” (Abbot y Snidal, 2000).

			La clara opción o preferencia de los Estados por leyes “suaves” que caracteriza los instrumentos legales relacionados con la protección del medio ambiente no sólo se explica por las razones antes mencionadas, sino también por la naturaleza de los problemas que se abordan, sobre los cuales muchas veces no hay conocimiento científico suficiente o claridad sobre formas de hacerles frente. Con frecuencia estas últimas implican altos costos económicos y sociales para los Estados, y requieren cambios en el comportamiento de actores privados —personas y empresas—. Por ello, estudiosos, políticos y funcionarios consideran que los costos de implementación más bajos de las leyes “suaves” aumentan la probabilidad de llegar inicialmente a consensos entre los países, con la expectativa de introducir paulatinamente leyes más “duras”, casi siempre a través de protocolos, como ocurrió con el Protocolo de Montreal o el de Kioto arriba mencionados (Abbot y Snidal, 2000; Boyle, 1999; Birger, Stokke y Wettestad, 2006). Mientras esto sucede, se espera que los Estados tiendan a cumplir sus compromisos para evitar costos negativos en términos de reputación. No falta, sin embargo, quien cuestione esas aseveraciones (Schaffer y Pollack, 2010).

			Un problema adicional para llegar a acuerdos internacionales en materia de protección ambiental se deriva del hecho de que nuestra “nave espacial Tierra” (Boulding, 1966) es un bien común.11 Para evitar “la tragedia de los comunes” no gestionados (Hardin, 1968; 1994), es imperiosa la necesidad de tomar medidas e intervenir como sugiere Elinor Ostrom (1990; 1998). Pero cabe recordar que, en el escenario de Hardin —uno nacional—, los granjeros eran todos iguales. En el mundo real, al que aquí nos referimos, los actores, esto es, los Estados, son diferentes en sus capacidades, recursos e intereses.12 Desde hace varios decenios se han subrayado las enormes diferencias existentes entre países para implementar acuerdos regulatorios complejos (Weiss y Jacobson, 1998). Además, se trata de un grupo numeroso (ciento noventa y cinco países) que condiciona la dinámica de acción o comportamiento colectivo, ya que los grupos grandes usualmente propician que los involucrados opten por convertirse en free riders (Olson, 1965).13

			Estos acuerdos llevan necesariamente a un “diálogo entre la agenda internacional y las agendas nacionales”, pues son múltiples tanto los temas que mantienen un carácter de transversalidad como las interdependencias socioambientales en múltiples escalas. Esto es, se requiere enfrentar simultánea o sucesivamente relaciones internacionales (negociar) e intersectoriales (coordinar). Ambos casos tienen que ver con aspectos centrales de gobernabilidad. En el primero, se trata de instancias de negociación en la escala global, y, en el segundo, de la coordinación vertical (interguberna­mental) y horizontal (de vecindad y entre sectores) como el sine qua non para lograr decisiones efectivas de política en el ámbito nacional. Ambas agendas mantienen una relación recíproca.

			A pesar de esa complejidad y de los obstáculos para la cooperación internacional traducida en tratados o acuerdos ambientales, ha sido posible precisar los mecanismos de ejecución y seguimiento de varios de éstos, y algunos incluyen procesos formales para denunciar y penalizar su incumplimiento. La incorporación de ese tipo de procesos, como mencionamos antes, se ha convertido en una práctica común en los tratados de comercio tanto multilaterales como bilaterales. Hay que precisar, sin embargo, que no ha sido un proceso lineal. El ejemplo más claro es el Acuerdo de París (onu, 2015). En una primea fase, ciento noventa y dos países ratificaron el Protocolo de Kioto (1997), el cual los dividía entre aquéllos a incluirse en el Anexo 1 y los que se incluirían en el No Anexo 1, con compromisos diferenciados. Treinta y siete países, los industrializados o desarrollados, fueron incorporados en el primer anexo, que estableció objetivos legalmente vinculantes para la reducción de emisiones y penalizaciones por incumplimiento. No es aquí el espacio para analizar las dificultades de este acuerdo en cuanto al cumplimiento de metas y objetivos, a pesar de “mecanismos flexibles”,14 o el abandono paulatino del Protocolo por algunas de las partes. Se alegó que los países en desarrollo estaban ya registrando elevadas emisiones de gei, y sus reclamos tuvieron éxito, por lo cual se llegó al Acuerdo de París. Éste establece que todos los países —ricos, pobres, desarrollados y en desarrollo— deben cumplir sus responsabilidades con el fin de prevenir que la temperatura global se incremente en 2 °C, impulsando una meta más ambiciosa: que no sobrepase los 1.5 °C. Los países deberán presentar planes detallando cómo intentan reducir sus emisiones de gei, técnicamente referidos como Contribuciones Nacionalmente Determinadas (ndc, por sus siglas en inglés).15 De esta manera, las partes comunican las medidas que tomarán para reducir sus emisiones con el fin de alcanzar los objetivos del Acuerdo. Asimismo, informarán sobre las acciones que tomarán para crear resiliencia y adaptarse a los efectos del aumento de la temperatura.16 En otras palabras, las contribuciones determinadas a nivel nacional canalizan, sin ser vinculantes, los esfuerzos de cada país para reducir las emisiones nacionales y adaptarse a los efectos del cambio climático. No han faltado escépticos que sugieren que en el Acuerdo no se establece vigilancia adecuada.

			Cumplimiento e implementación

			Los teóricos de las relaciones internacionales también han profundizado en cuanto al cumplimiento de los compromisos adquiridos en esos instrumentos legales.17 La mayoría de los estudiosos coincide en que el cumplimiento ocurre cuando “el comportamiento de un sujeto determinado se adecua al comportamiento prescrito y el no cumplimiento o la violación cuando el comportamiento se aleja significativamente del comportamiento prescrito” (Young, 1979; Simmons, 1998). Por muchos años también concordaban en señalar los enormes problemas, tanto conceptuales como metodológicos, en la medición del nivel de cumplimento de los tratados, aunque encontramos visiones muy distintas sobre las dificultades al respecto dependiendo de las teorías o enfoques a los que acudían (Simmons, 1998; 2010; Brown, 1998).

			En cambio, esos teóricos coinciden aún al distinguir entre el comportamiento tendiente al cumplimiento (compliance behavior) y la implementación de un tratado, entendiendo por esta última “la adopción de reglas o regulaciones domésticas que buscan facilitarlo”, pero que por sí mismas no constituyen cumplimiento de los acuerdos internacionales. También establecen una diferencia entre cumplimiento y efectividad, en virtud de que cumplir con un tratado no necesariamente produce un impacto decisivo en la situación de un fenómeno o problema ambiental (Chayes y Chayes, 1993, y Simmons, 2010). Sin embargo, investigaciones más recientes parecen indicar que en ciertos terrenos, como en materia de derechos humanos y en la protección del medio ambiente, es posible una mejor evaluación de la implementación de los acuerdos y la generación de estimaciones confiables y útiles sobre cumplimiento.18 Asimismo, como ya hemos dicho, encontramos numerosas sugerencias sobre formas de asegurar o alentar el cumplimiento y las discusiones sobre si la interpretación y el cumplimiento de este tipo de tratados deben quedar exclusivamente en manos de los Estados (self-enforcement) o si es necesaria la intervención de terceros, esto es, si los procedimientos formales de resolución de disputas son esenciales para lograr el cumplimiento de los tratados.

			Otro tema relacionado tanto con la introducción de la protección del medio ambiente en la agenda internacional como con la firma y el cumplimiento de los tratados y otros instrumentos legales que pronto atrajo la atención de los investigadores fue el papel de los actores no gubernamentales en estos procesos. Advir­tieron cómo la preocupación de numerosas organizaciones ambientalistas por el deterioro ambiental y su percepción de que muchos de los problemas trascendían las fronteras nacionales y sólo podrían enfrentarse a través de la cooperación entre países las llevó a exigir su inclusión en aquella agenda y, más recientemente y de manera específica, en los tratados comerciales. Al apoyo a esta incorporación, pronto se sumaron aquéllos con objetivos proteccionistas; esto es, empresarios y otros actores preocupados ya fuera por una mayor competencia de bienes producidos en países con estándares ambientales más bajos, por la posible introducción de barreras arancelarias al comercio o por afectaciones o impedimentos a la inversión extranjera que se buscara justificar con propósitos de protección ambiental.

			El grado de influencia de estos actores, a niveles tanto interno como externo, se convirtió también en tema importante de investigación académica, y se sugirió que es mayor en la introducción del tema en la agenda que en los compromisos finalmente adoptados por los Estados (Betsill y Correll, 2001; Rietig, 2016). También atrajeron la atención de los analistas aspectos como las preferencias de esos actores sobre la adopción de leyes duras o suaves en materia ambiental. Se sugiere que las organizaciones no gubernamentales y, en general, aquellos con intereses normativos o valores tienden a preferir las primeras, mientras que quienes poseen intereses económicos apoyan uno u otro tipo según el tema específico.

			Un fenómeno más reciente que también ha comenzado a interesarles a los académicos es la actividad creciente a nivel internacional de gobiernos subnacionales —estados, provincias, ciudades— en temas relacionados con el medio ambiente. No sólo han procurado influir directamente, y no a través de sus gobiernos centrales, en los organismos internacionales, sino que algunos pretenden modificar esas organizaciones para obtener su inclusión formal. Los impulsan tanto los impactos de esos problemas en sus jurisdicciones como los compromisos o la ausencia de éstos en las agendas de sus gobiernos nacionales. Por ejemplo, varias entidades federativas de los Estados Unidos presionaron por esa participación en las conferencias sobre el cambio climático, en especial frente a la posición de la administración de Donald Trump en ellas. Los gobiernos subnacionales, entre los que destacan las ciudades, también negocian cada vez con mayor frecuencia y llegan a acuerdos entre congéneres no sólo para el intercambio de conocimientos y experiencias, sino para la adopción de políticas internas comunes.

			Tomando en cuenta la evolución de los esfuerzos internacionales por enfrentar el grave problema del medio ambiente mediante la firma de tratados y otros instrumentos internacionales, así como sus alcances, sus limitaciones y lo que denominamos diálogo entre la agenda global y la nacional, en este libro nos planteamos como pregunta principal ¿cuáles han sido algunos de los principales tratados u otros acuerdos internacionales que el Estado mexicano ha suscrito en los últimos decenios y cómo ha intentado hacer frente a los compromisos adquiridos mediante ellos? También se procura identificar a actores estatales y no estatales que han participado en este proceso y las formas y el alcance de tal participación, además de explorar cómo las vinculaciones con el exterior han tenido impacto en la situación ambiental interna de algunos sectores económicos nacionales.

			Así, en los capítulos aquí incluidos, sus autores, desde distintas disciplinas y enfoques, no sólo procuran analizar los esfuerzos de implementación de esos tratados que se expresan en la elaboración de las leyes y políticas ambientales en México, sino que algunos de ellos enfocan también la participación de actores no gubernamentales y sociales en ese proceso, los cuales con frecuencia han tenido posiciones distintas o francamente opuestas. En varios de los capítulos se alude a otras influencias internacionales que se reciben a través de distintos canales y también han tenido impacto en las políticas ambientales mexicanas. Otros se centran en los impactos ambientales que las vinculaciones con el exterior tienen sobre algunos sectores económicos internos y la forma en que se ha buscado enfrentarse a ellos. Se presentan asimismo algunas recomendaciones para mejorar esas leyes y políticas, así como la aplicación efectiva de los compromisos internacionales. Se impusieron varios criterios de selectividad en cuanto a los tratados o acuerdos cuya implementación habría que analizar, tanto por el gran número de instrumentos legales de los que México es parte como por el tamaño de la publicación y el tiempo de realización del proyecto. Considerando que la diversidad es una fuente de riqueza, se optó por la inclusión de contribuciones tanto de académicos como de funcionarios mexicanos que tuvieron a su cargo ya sea la negociación de estos acuerdos, su puesta en práctica o la dirección de organismos intergubernamentales y no gubernamentales que de una forma u otra han tenido que ver con esa implementación.

			Acuerdos

			El volumen se divide en tres partes o secciones. En la primera, algunos de los autores de los capítulos se enfocan en la negociación de los principales tratados y acuerdos de los que México es parte, y otros se centran en la implementación de unos cuantos de éstos expresada, principalmente —como hemos subrayado—, en la elaboración de legislación ambiental y la creación de instituciones. En varios de los capítulos sus autores hacen también breves referencias a otro tipo de influencias del exterior sobre las políticas ambientales mexicanas. La investigación que llevaron a cabo nos ofrece asimismo indicios sobre la influencia que, en algunos casos, la experiencia mexicana ha tenido sobre otros países.

			De entrada, Rodolfo Lacy nos presenta una amplia visión sobre las vinculaciones entre lo internacional y lo nacional, para lograr la gobernabilidad ambiental del país en este siglo, lo que, reconoce, será una tarea difícil. Ante los cambios que el planeta está sufriendo, nos dice, no es posible suponer que México pueda tener una gestión exitosa de sus recursos naturales de manera aislada y asincrónica respecto a lo que ocurre a nivel internacional. La experiencia indica, subraya, que la alineación de los objetivos nacionales con los objetivos globales, así como el desarrollo institucional y social que esto detona incrementan la protección del medio ambiente y permiten lograr mayores niveles de bienestar entre la población. Añade que se están abriendo nuevas fronteras para transformaciones desde las instancias multilaterales que nuestro país está en posibilidades de aprovechar, en especial en el camino para lograr un desarrollo de cero emisiones. Igualmente, subraya que podemos contribuir de manera creativa y constructiva a este proceso desde el liderazgo ambiental que el autor considera que México ha construido en las últimas décadas.

			Por su parte, José Luis Samaniego y Enrique Provencio presentan en primer lugar un esquema sobre el proceso mediante el cual los tratados, convenciones y otros instrumentos, tanto del sistema multilateral como también de nivel regional o binacional, han influido sobre las políticas ambientales mexicanas. Argumentan que la intensidad de la influencia del marco global en éstas ha variado, según los temas. Fue menor en aquellos renglones donde ya existían políticas y prácticas gubernamentales más consolidadas —como la gestión del agua o de los recursos forestales— y más profunda en los temas que surgieron en los años sesenta del siglo pasado, entre ellos, la protección de la capa de ozono, el cambio climático y los organismos genéticamente modificados.

			Destacan, en consecuencia, la influencia de algunos de los instrumentos legales internos generados a partir de la denominada Cumbre de la Tierra, celebrada en Río de Janeiro en 1992, y de los protocolos o acuerdos que le siguieron en los años subsecuentes: la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre Cambio Climático, su Protocolo de Kioto y el Acuerdo de París, así como el Convenio de Diversidad Biológica y sus Protocolos de Cartagena y Nagoya, además de los esfuerzos de implementación de los mismos. Asimismo, analizan las medidas adoptadas para implementar los compromisos adquiridos con el ingreso de México a la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (ocde) en 1994, especialmente en lo que respecta a la introducción y el manejo de sustancias químicas, que llevaría un decenio más tarde al primer inventario de las sustancias químicas industriales existentes en el país (reach).

			También se refieren brevemente a la importancia que en las políticas ambientales mexicanas han tenido corrientes de pensamiento que han moldeado la acción colectiva global para la protección ambiental. Asimismo, hacen hincapié en la influencia de diversas prácticas internacionales que se adoptan en redes o instituciones independientes, pero que acaban asociadas a las reglas de interacción entre los países, como pueden ser ciertos mecanismos de certificación, códigos de nomenclatura y otros. Esas influencias, añaden, no sólo se observan en la administración pública, también se manifiestan en los quehaceres legislativo y judicial, y se extienden a las organizaciones de la sociedad civil y a las empresariales.

			Considerando que el cambio climático es el problema más agudo que enfrenta el planeta, los dos siguientes capítulos profundizan en los compromisos internacionales sobre la materia adquiridos por México. En el primero, Soffia Alarcón continúa con el análisis de la implementación de esos compromisos internacionales, que el capítulo de Samaniego y Provencio cubre hasta 2012. En su texto se vislumbra los problemas de transversalidad y coordinación intersectorial a los que hemos hecho referencia. Así vemos cómo la construcción de la política de cambio climático en este país de 2013 a 2016 evolucionó a la luz de diversos acontecimientos no sólo externos, sino principalmente internos. Aunque contó con el apoyo de una institución bien establecida y grupos altamente especializados, la propuesta inicial de éstos se fue diluyendo y finalmente careció de incentivos, penalizaciones y transversalidad con otras metas sectoriales, lo que dio como resultado una política desintegrada, difícil de implementar. Se encuentra lejos, nos dice, de permitir el cumplimiento de las metas de mitigación comprometidas en la Ley General de Cambio Climático y aquellas necesarias para hacer frente al cambio climático global y a los compromisos internacionales de México en la materia.

			Por su parte, José María Valenzuela describe la brecha existente entre la ambición del Acuerdo de París y la política energética en México, y propone un enfoque internacional para explicarla. El argumento destaca la influencia del modelo de política energética prevaleciente no sólo en México, sino también en toda América del Norte, y el esfuerzo de armonización formal e informal que se buscó en el sexenio 2012-2018 en la construcción de la reforma energética, el cual afianza la expansión de la producción y el consumo de combustibles fósiles en México. El capítulo recuerda que las metas climáticas y de transición energética del país se han mantenido virtualmente intactas por casi una década, y presenta argumentos para la adopción de una meta de emisiones netas cero.

			Finalmente, Valenzuela propone que la contrarreforma del gobierno 2018-2024 puede representar una oportunidad para elegir entre la armonización de las instituciones mexicanas con el proyecto liberal vinculado con la expansión de la industria fósil que se asocia en la historia reciente a los Estados Unidos y la Agencia Internacional de Energía, opción seguida por México en los sexenios previos, y los modelos de coordinación estatal y regulación activa para la descarbonización propuestos, aunque con algunos tropiezos, tanto por la Unión Europea como por algunos de sus Estados miembros y organismos de las Naciones Unidas. Finalmente, debido a la escasa participación del sector privado mexicano en iniciativas internacionales de cambio climático, el capítulo llama a mayores involucramiento y activismo de estos actores, al igual que del banco central y los reguladores financieros, para contribuir a alinear la inversión de corto plazo con las necesidades de infraestructura de bajas emisiones del futuro.

			En cuanto a acuerdos trinacionales firmados por México, sin duda el más amplio y ambicioso es el Tratado de Libre Comercio de América del Norte (tlcan), suscrito por este país, Canadá y los Estados Unidos. Mencionamos antes que, junto a la adopción de convenciones y otros acuerdos multilaterales en materia ambiental a los que se refieren los autores anteriores, en las últimas décadas se observa la incorporación de la protección del medio ambiente en los tratados de comercio e inversión que han firmado tanto países desarrollados como en desarrollo. La inclusión de este tema en el tlcan fue exigida por los Estados Unidos, a pesar de la reticencia inicial de las otras dos partes. Sirvió de base para la incorporación del tema ambiental en los subsecuentes tratados de la misma índole que negoció este último país hasta llegar a la firma del Tratado México-Estados Unidos-Canadá (t-mec) y su protocolo modificatorio en 2020.

			Blanca Torres, al tratar el tema, se refiere inicialmente a un aspecto poco mencionado en la literatura respectiva: las razones por las cuales en el tlcan, al igual que en el Acuerdo de Cooperación Ambiental de América del Norte (acaan), paralelo a aquél, en buena medida se optó por la “ley suave”. Precisa que el tlcan sí incorporó mecanismos de vigilancia y penalización en su Parte Quinta, pero que ésta nunca se aplicó. Es decir que, a pesar de la inclusión de un proceso formal para denunciar y penalizar el incumplimiento de los compromisos, el gobierno estadunidense prefirió apoyar y dar incentivos para el fortalecimiento paulatino de las instituciones ambientales mexicanas, incluyendo la legislación respectiva. La autora ahonda luego no sólo en el papel que distintos actores no gubernamentales, principalmente estadunidenses, tuvieron en la incorporación del tema ambiental en el tlcan, sino también en los esfuerzos subsecuentes de este tipo de actores por introducir compromisos ambientales vinculantes en los siguientes tratados negociados por los Estados Unidos. Entre ellos destacan el Tratado Transpacífico (tpp, por sus siglas en inglés) —aunque finalmente nunca entró en vigor— y, en fechas recientes, el t-mec y su protocolo. Este minucioso rastreo nos permite ver cómo se han ido incorporando compromisos más precisos y exigibles en los acuerdos comerciales en los que los dos países vecinos son parte.

			Argumenta también que, aunque hay estudiosos y observadores que consideran que en materia ambiental el t-mec es prácticamente idéntico al tpp, existen diferencias sustantivas entre ambos, las cuales la autora procura identificar. Afirma que, si bien en el t-mec se incorporan varias provisiones del tpp que reflejan el intento de megarregulación de este último según algunos analistas, se recogen no sólo algunos elementos del tlcan, sino también la experiencia obtenida de su aplicación y, en general, de la cooperación trilateral existente entre los tres países de América del Norte desde hace un buen tiempo para hacer frente a problemas ambientales de la región. Más aún, subraya que el t-mec y su protocolo modificatorio van más allá que el tpp en cuanto a compromisos y mecanismos para impulsar su aplicación efectiva. Finaliza su presentación reflexionando brevemente sobre los retos que enfrenta México para el cumplimiento de los recientes compromisos adquiridos y aquellos que se derivan de algunos de los objetivos del ambicioso Plan Verde de Joe Biden, actual presidente estadunidense.

			En cuanto a los acuerdos bilaterales relacionados con cuestiones ambientales firmados por el Estado mexicano, destaca el Tratado de Límites y Aguas firmado por los Estados Unidos y México en 1944, que sirve de base a la estructura binacional para atender los problemas de esa índole entre los dos países. En su capítulo, el último de esta sección del volumen, Judith Domínguez aborda este tema y, al mismo tiempo, resalta la ausencia de un tratado similar para enfrentar aquellos que aquejan a las aguas del sur de México compartidas con Guatemala y Belice. La autora opta por centrarse en el papel de los gobiernos mexicanos en el manejo de las aguas transfronterizas, considerando la existencia de un buen número de análisis recientes que se enfocan en la gobernanza poniendo el acento en la participación de distintos sectores de la sociedad.

			En la frontera norte, sostiene, existe un buen grado de cooperación y entendimiento entre los funcionarios de los dos gobiernos. También se encuentran espacios para la participación de otros actores, aunque siguen siendo limitados y en fechas recientes se han mostrado insuficientes, lo que llevó, nos dice, a la politización del agua. Para demostrar esto último, hace referencia a los problemas en el estado mexicano de Chihuahua y el conflicto abierto suscitado en 2020 en relación con la entrega de agua a los Estados Unidos, de acuerdo con el tratado bilateral entre ambos países arriba mencionado. Este conflicto hizo evidente un fallo de gobernanza y de los arreglos institucionales que se creían vigentes y válidos entre los tres órdenes de gobierno y los agricultores en México. En el sur y en particular en relación con las aguas que este país comparte con Guatemala, subraya la autora, no sólo no se ha logrado un tratado que regule de manera definitiva el uso, el aprovechamiento, la conservación y la distribución de las aguas, sino que hay limitaciones claras en el intercambio de información que no les permiten a los dos países tomar decisiones adecuadas respecto al aprovechamiento y la conservación de los recursos hídricos, abundantes en esa zona. Con Belice existe mayor diálogo y comunicación que con Guatemala, pero la cooperación es mínima, debido a las circunstancias socioeconómicas de ese país. Domínguez nos plantea, finalmente, una ausencia muy grave en la discusión entre gobiernos en ambas fronteras: el manejo de las aguas subterráneas, cuya explotación excesiva en la zona norte es especialmente preocupante, por la escasez relativa del recurso.

			Sectores económicos y recursos naturales

			En relación con los impactos negativos en materia ambiental que los vínculos económicos con el exterior tienen sobre algunos sectores de la economía mexicana, se optó por la selección de dos de esos sectores, la agricultura y la minería, porque los impactos negativos sobre el medio ambiente son profundos y, además, afectan principalmente a sectores vulnerables de la sociedad en términos de prevalencia de la pobreza y, en general, de deterioro de sus condiciones de vida. No se desconoce, por supuesto, que los problemas que estos sectores enfrentan tienen carácter transversal, abarcan múltiples escalas, y son centrales en la preocupación de organismos y dependen de la fragmentada estructura gubernamental mexicana, lo que en ocasiones impide su adecuado diagnóstico y solución.

			Así, esta segunda parte del libro se inicia con el capítulo de Antonio Yúnez, Jhair López y María Sabine Santana, donde se abordan algunos problemas ambientales que afectan al sector agroalimentario y rural mexicano poniendo especial atención en el uso del suelo y del agua. A partir de las tendencias en la producción y el comercio agrícola y ganadero experimentadas por México durante los últimos treinta años, se enfocan en el intercambio comercial México-Estados Unidos, así como en sus consecuencias en materia ambiental. Los autores sostienen que hubo un crecimiento considerable de la producción y el comercio agropecuario en la última década, pero a costa de la calidad del medio ambiente y a partir de la sobreexplotación del capital natural sin que se diera mejoría en la situación alimentaria de los mexicanos. Esta dinámica, afirman, no ha contribuido a que nuestro país cumpla con sus compromisos en materia de cambio climático en el marco del Acuerdo de París. Los autores se refieren a continuación a los compromisos adquiridos en el reciente Tratado México-Estados Unidos-Canadá y sus posibles impactos tanto en la relación entre la producción, el intercambio y el cumplimiento de los compromisos internacionales del país en materia ambiental como en la situación alimentaria de la población. Concluyen proponiendo que la promoción de un desarrollo rural sustentable y la seguridad alimentaria requieren mejorar y aplicar las leyes de México en la materia, así como la puesta en práctica de políticas eficientes y eficaces basadas en datos y diagnósticos rigurosos que incluyan acciones capaces de mitigar los perniciosos efectos derivados de la pandemia de covid-19.

			Leticia Merino y Sol Pérez Jiménez, por su parte, evalúan la forma en que la actividad minera en nuestro país y la legislación en que se basa contribuyen al logro de los Objetivos de Desarrollo Sustentable que México ha aceptado o lo obstaculizan. En su análisis se refieren a las contribuciones de la minería al “bien público” definido en términos de: contribución fiscal, al empleo y al producto interno bruto. En México, argumentan, al igual que en el resto de América Latina, la actividad minera, en la que se involucran inversionistas tanto extranjeros como nacionales, ha contribuido poco al bienestar de las regiones donde se extraen minerales. Las grandes ganancias mineras, afirman, se han concentrado en pocas manos, generalmente fuera de las regiones y de los países productores. Tampoco han generado reinversión ni diversificación productivas significativas. Después de analizar lo que sucede en el caso específico de la extracción de oro, se centran en las diferencias entre los compromisos adquiridos por México al adherirse a los ods y lo que sucede en las regiones mineras del país. De ahí que cuestionen la visión presente de la Ley Minera mexicana, que establece que la minería es una actividad prevalente sobre el resto de las actividades económicas y propósitos de uso del territorio.

			En el capítulo de Samaniego y Provencio se señala que en el caso mexicano las influencias internacionales fueron relativamente más profundas en los temas que adquirieron prioridad en la agenda internacional a partir de los años sesenta del siglo pasado que en aquéllos donde ya existían políticas y prácticas gubernamentales más consolidadas. Pero esto no quiere decir que no hayan existido previamente. En su capítulo, Luis Aboites nos habla de las influencias internacionales en el manejo de un recurso muy preciado, el agua. Se centra en la dimensión política del agua en tres épocas distintas del México del siglo xx: a) el paso del agua local al agua nacional, 1888-1926; b) el agua para el progreso de la patria 1926-1980, y c) el agua como amenaza de la patria, 1980-2001. Al caracterizar cada época mexicana, se explicitan las influencias del manejo de los recursos hídricos en otros países y, especialmente en los Estados Unidos. El periodo de estudio tiene como punto de partida una ley de 1888 y como punto de llegada una declaración presidencial de 2001. Se trata de señales gubernamentales que el autor toma como indicios de transformaciones de fondo. El trabajo concluye con un breve epílogo que reflexiona sobre la pertinencia de extender la última época hasta fechas recientes.

			Tomando en cuenta que México es un país megadiverso, los siguientes dos capítulos abordan temas relacionados con la conservación de esa biodiversidad. Ángela Nava Bolaños y Jorge Soberón se centran en la importancia de los polinizadores como servicio ecosistémico a nivel mundial y mencionan algunos factores que están influyendo en su disminución poblacional. De acuerdo con los autores, esa reducción coloca a las sociedades en una situación alarmante, puesto que más de tres cuartas partes de los principales cultivos alimenticios del mundo dependen de sus servicios. Enseguida revisan la situación actual del conocimiento sobre los polinizadores en México, país que ocupa el segundo lugar en el mundo en riqueza de especies polinizadoras, y subrayan la creciente disminución de estas últimas en este país. Entre los factores de esa reducción se encuentran el cambio de uso de suelo, las prácticas agrícolas industriales y, al igual que en otras latitudes, el cambio climático. Se ha puesto poca atención, afirman, a la conservación de los polinizadores, y, si bien el Estado mexicano es parte de distintas convenciones y otros instrumentos jurídicos que intentan proteger una amplia variedad de especies, de tal manera que en 2021 se publicó la Estrategia para la Conservación y Uso Sustentable de Polinizadores y se participó directamente en la elaboración del más reciente documento internacional al respecto, la Intergovernmental Science-Policy Platform in Biodiversity and Ecosystem Services (ipbes), las acciones concretas son pocas. Concluyen los autores con importantes sugerencias a tomar en cuenta para enfrentar la disminución mencionada, advirtiendo que enfrentar problemas de biodiversidad a partir de procesos internacionales es difícil y no necesariamente conveniente, ya que tienden a tener un fuerte componente local que las recomendaciones internacionales a menudo ignoran.

			Ramón Pérez-Gil en el capítulo sobre el uso sustentable de la fauna silvestre nos presenta una muy detallada y oportuna reflexión sobre los valores, la importancia, los tipos de uso y el abanico de percepciones a nivel mundial, incluido México, en torno al uso y al abuso de este tipo de fauna. Se refiere a los atributos que permiten calificar la utilización de los animales silvestres como causa de la pandemia que sufrimos. Considera que, dado que el comercio de la fauna silvestre es un tema donde la polarización social, en posturas extremas, es frecuente, la conservación de ésta exige un proceso colaborativo entre partes con intereses encontrados y divergentes acerca de su valor. Recomienda propiciar un diálogo mundial —indispensable en México— para tratar de avanzar hacia un mejor entendimiento acerca de la defensa de la naturaleza y los servicios ambientales que ésta brinda, como amortiguador entre los humanos y las enfermedades. Parece indispensable, dice el autor, reconstruir nuestra relación como especie con la naturaleza; no interferir y, por el contrario, aprovechar y usar como apoyo soluciones basadas en ella para la reconstrucción del planeta. Finaliza su colaboración refiriéndose a diversas disyuntivas que, considera, permitirían tomar decisiones sobre los nuevos cursos de acción en este tema del uso sustentable de la fauna silvestre.

			Actores

			En la tercera y última sección del volumen se incluyen cuatro capítulos sobre actores cuyo papel en la protección del medio ambiente mexicano no ha sido suficientemente analizado: los empresarios, las organizaciones no gubernamentales (en este caso una ong internacional), los gobiernos de las ciudades y algunos actores urbanos que participan en un sector importantísimo en el funcionamiento de la ciudad.

			Respecto al primer tipo de actores mencionado, Ismael Aguilar Barajas, reconociendo que toda actividad económica afecta negativamente en mayor o menor grado al medio ambiente, nos habla de la diferenciación que se ha experimentado en los últimos años a nivel mundial entre aquellos empresarios que se oponen a regulaciones ambientales o que impulsan un modelo de protección determinado y los que no sólo están mejor dispuestos a aceptar esas regulaciones, sino que además encuentran nuevos campos de actividad económica en los esfuerzos comunes entre gobiernos y empresarios para abordar problemas específicos. Da cuenta de ejemplos de colaboración gobierno-sector privado en México que recogen la experiencia de otros países en relación con un tema de gran importancia: la seguridad hídrica. Analiza esta relación en el área metropolitana de Monterrey. En esta metrópolis el problema de escasez de agua ha sido recurrente y se ha unido intermitentemente a otro tipo de fenómenos, como las inundaciones provocadas por ciclones y otros fenómenos meteorológicos. Nos habla de los logros y, en ocasiones, fracasos de esa colaboración. El autor termina el capítulo sugiriendo que la experiencia regiomontana, con sus bemoles y aceptando diferencias de contexto, puede ser de gran utilidad no sólo para otras poblaciones mexicanas, sino también para otros países de América Latina. Incluso menciona esfuerzos de algunas empresas regiomontanas por compartir o extender sus experiencias incursionando, entre otros, en proyectos sobre fondos de agua en esa región.

			En los últimos cuatro decenios ha aumentado considerablemente el número de organizaciones no gubernamentales ambientalistas que han tenido logros importantes en sus esfuerzos por hacer patente una amplia variedad de problemas de esa índole en nuestro país. Muchas de ellas han experimentado influencias de sus congéneres de otras latitudes y mantienen vínculos más o menos estrechos con ellos. Para este volumen, se decidió incorporar el análisis de la actividad en México de una de las más importantes organizaciones internacionales, donde participan distintos tipos de actores, incluidos gobiernos: la Unión Internacional para la Conservación de la Naturaleza (uicn). Ramón Pérez-Gil aborda con detalle el importante papel que a través de muchos decenios ha tenido esa organización a nivel mundial resaltando la importancia de la conservación y procurando demostrar que la influencia internacional sobre lo local es innegable. El trabajo de la uicn ha tenido en nuestro país, como en muchos otros, un papel preponderante en darle forma al movimiento conservacionista; marcando rumbo; recomendando metodologías; creando tendencias; ideando creativamente nuevos productos y herramientas, y orientando sobre nuevas formas de avanzar. Su impacto en México, a través de sus redes técnicas y de la membresía mexicana y el propio trabajo de la Unión en colaboración con el gobierno de México, ha sido provechoso para ambas partes. La incidencia de la uicn en los temas globales y la influencia de su quehacer local son constantes, nos dice el autor, y apoya su argumento con los resultados de entrevistas con miembros de las organizaciones mexicanas ligadas con aquélla.

			Las ciudades constituyen incubadoras para el cambio. También son el terreno en que se prueban la regeneración cultural y la integración social, pues proporcionan empleos y acceso a la educación y al cuidado de la salud para un importante porcentaje de los pobres y de la emergente clase media. Puesto que son las mayores emisoras de carbono, las ciudades influyen enormemente en las presiones antrópicas al calentamiento global. Como la migración rural-urbana por inercia continúa sin disminuir, las ciudades representan el campo de batalla en el cual se librará la lucha por el futuro de toda la humanidad. En este capítulo Boris Graizbord explora el diálogo entre las agendas internacional y nacional e insiste en que, en efecto, la ciudad es un sistema complejo, y la vida urbana, como asienten muchos, totalmente ambigua. Y que en este escenario debe implementarse la política ambiental. Ésta se nutre de recomendaciones exógenas, pero responde a interpretaciones a veces encontradas de los procesos locales (que pueden tener un origen externo a la propia ciudad), y debe asumir la transversalidad de los problemas, así como el impacto de las acciones que trascienden espacio-temporalmente el ámbito donde existe el propósito de implementarlas. En los temas ambientales pasa igual, no sólo en los que claramente tienen una escala global (cambio climático o especies invasoras), sino también en los relativos a la protección de los recursos naturales in situ, por ejemplo. Estas acciones no pueden omitir la consideración de efectos sociales con el propósito de atender rezagos, pobreza y desigualdades sociales y espaciales. Tales condiciones caracterizan a las metrópolis en todos los países y, en especial, a aquellas megaciudades de los países pobres y en desarrollo —incluida la Ciudad de México— en las que se concentrará el crecimiento demográfico en los próximos treinta o cincuenta años. Tomando en cuenta esos desarrollos mundiales, Boris Graizbord analiza como han impactado las políticas ambientales del gobierno de la Ciudad de México y los esfuerzos para responder a compromisos internacionales del país donde la ciudad tiene un peso considerable.

			Finalmente, Patricia Romero-Lankao y Carolina Neri desarrollan su capítulo a partir del tema central de la movilidad en las ciudades del siglo xxi. La transición hacia la movilidad sustentable, que se observa ya en varios países desarrollados, sugieren las autoras, no sólo implica innovaciones tecnológicas, sino también nuevos mercados, sistemas de gobernanza y cambios en los patrones y las prácticas de movilidad. La transición plantea una serie de problemas particulares para la Ciudad de México. Esta ciudad posee un sistema de transporte ineficiente con altos niveles de congestionamiento y contaminación, además de patrones de movilidad inequitativos. En este contexto, se preguntan: ¿qué tipo de transición se está desarrollando o se busca desarrollar? Y para responder aventuran una disyuntiva: una que conduciría a aumentos en los niveles de tráfico y de emisiones de gei, a patrones de movilidad inequitativos y al deterioro de la calidad de vida, o una que redundaría en una ciudad más saludable y habitable, con opciones de movilidad equitativas, rentables y seguras, con menores emisiones de gei y contaminantes, y mejoras en la salud y la calidad de vida de la población. El objetivo de las autoras es abordar esta pregunta bajo el supuesto de que la transición va más allá del ámbito tecnológico e involucra ajustes institucionales. Es, ante todo, nos dicen, un proceso sociopolítico de involucramiento de actores con distintas visiones, expectativas, intereses y recursos para incidir en la toma de decisiones en torno a inversiones, infraestructuras y políticas. Para comprender la visión de los actores privados y gubernamentales (gobierno, representantes de la sociedad civil y académicos) en relación con este tema, organizaron dos talleres focales en la Ciudad de México, en septiembre de 2019. Estructuraron las respuestas de estos actores en tres aspectos: visión y expectativas, su interés en diferentes tipos de mejoras, y sus estrategias para lograr implementar tales cambios. Los lectores tendrán oportunidad en la lectura del capítulo de conocer la amplitud y el alcance de tales visiones sobre la forma en que debe funcionar cotidianamente la ciudad.

			La lectura de los textos aquí incluidos nos lleva a algunas conclusiones preliminares. Se parte de la apreciación de que la naturaleza de los problemas ambientales presenta gran complejidad y de que los gobiernos han decidido impulsar conjuntamente respuestas concretas por parte de actores nacionales o transnacionales que tienen sus propios intereses, y lo hacen en un marco de incertidumbre y complejidad sobre lo que, se espera, sucederá en el largo plazo. Por ello, en la gran mayoría de los tratados y otros acuerdos internacionales se ha optado por la “ley suave”, que facilita la negociación entre los Estados y entre éstos y sus actores internos. En ausencia de un gobierno supranacional, los actores (las Partes) han buscado incentivar el acatamiento de los acuerdos y, en varios casos han logrado establecer reglas y tomar acciones para castigar la no cooperación. 

			Indudablemente limitado, este conjunto de trabajos permite constatar que en la elaboración de las políticas ambientales en México se han adquirido importantes compromisos, ya sea mediante acuerdos multinacionales, trilaterales o bilaterales, aunque han existido otras influencias, algunas derivan de prácticas de países vecinos; otras, de la pertenencia a algunos organismos, como la ocde y el G20. Los tratados y acuerdos internacionales suscritos por México que aquí consideramos optan por leyes suaves, aunque algunos tienen mecanismos más elaborados para impulsar su acatamiento. Los avances mexicanos se han concentrado en la implementación, esto es, en la introducción de leyes y creación de instituciones. Tanto en este proceso de implementación como en la aplicación de las leyes y reglas adoptadas a nivel nacio­nal participan activamente varios actores subestatales y no gubernamentales, ya sea impulsando una mejor protección ambiental o tratando de acotar y, muchas veces, ignorar las disposiciones jurídicas. De ahí se derivan avances desiguales según el sector o tipo específico de problemas que buscan enfrentar los numerosos tratados y otros instrumentos legales que México ha suscrito. En otras palabras, al analizar los avances en la implementación y en la aplicación efectiva de las políticas adoptadas, se hacen evidentes las especificidades de los problemas que se enfrentan en diversas escalas, así como los esfuerzos de las instancias nacionales para implementar medidas que concuerdan con las que en el plano internacional se señalan como fundamentales, pero que enfrentan oposición o incapacidad de actores internos para llevarlas adelante. En consecuencia, a pesar de algu­nos avances en materia de protección del medio ambiente, observamos cómo crece y se intensifica progresivamente el rango de problemas ambientales en México, entre ellos, el aumento de su contribución al calentamiento global, la pérdida de la biodiversidad, las dificultades para una gestión adecuada del agua, la contaminación transfronteriza y urbana, las afectaciones a la salud pública, etcétera.

			Explorar el dialogo, a veces de sordos, entre la agenda global y la local es tarea permanente en virtud de las características de los problemas que afectan a la especie humana y que la enfrentan, y más aún a la vida en el planeta. Temporalmente, sin duda, el esfuerzo es doble: es tarea actual y del presente en un ámbito de enormes desigualdades sociales y geográficas en múltiples escalas, pero es para las generaciones futuras, como bien lo señalaba el Informe Brundtland (1987) acerca de la sostenibilidad.

			Entre la percepción de los riesgos globales que identifica la comunidad internacional (sondeo de percepciones del Foro Econó­mico Mundial, 2022, https://www.weforum.org/reports/global-risks-report-2022), y que México debe tener presente, cinco de los diez son ambientales: i) que fracase la acción climática; ii) que se llegue a niveles extremos del clima; iii) que se pierda la biodiversidad; iv) que continúe el deterioro ambiental, y v) que se llegue a una crisis de recursos. Pero tres más son de orden social: vi) que se erosione la cohesión social; vii) que haya una crisis de medios de vida, y viii) que aumenten descontroladamente las enfermedades. Hay dos más, una de carácter económico: ix) que lleguemos a una crisis de deuda, y la ultima de carácter político —aunque podríamos imaginar las interdependencias—: x) que se llegue a confrontaciones geoeconómicas.

			Otra forma de entender los límites que enfrenta la humanidad, cuya dinámica transita entre la escala local o regional y la global, es la de las “fronteras planetarias”. De acuerdo a Will Steffen y un grupo numeroso de científicos (Steffen et al., 2015), cinco de los limites planetarios operan intensamente en escalas regionales y su transgresión afecta el sistema terrestre en la escala global y, diríamos, recíprocamente, la local: la integridad biótica (la biodiversidad), los flujos biogeoquímicos (los ciclos del fósforo y el nitrógeno), los cambios en el uso del suelo (la pérdida de cobertura vegetal), el uso de agua dulce (y su contaminación) y la carga atmosférica de aerosoles (y las emisiones de gei en general).

			Aquí no pretendemos llegar a un análisis concluyente. Simplemente hemos intentado conjuntar una serie de textos que apuntan a varios aspectos de las “fronteras planetarias” y del panorama actual y realista de lo que sucede en nuestro país en cuanto a la defensa del bien común “la Tierra”, que es, como decía Boulding (1996), “nuestra Nave Espacial”, y según Ward y Dubos (1972), una sola.
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					1 Las bases conceptuales para la elaboración de la Agenda 21 surgen de la resolución 44 / 228 de la Asamblea General de Naciones Unidas del 22 de diciembre de 1989. Como resultado de las negociaciones de ciento setenta y dos naciones en la Cumbre para la Tierra, celebrada en Río de Janeiro en junio de 1992, se acordó la elaboración de la Agenda 21 con un plan de acción mundial para promover el desarrollo sustentable y el establecimiento de la Declaración de Río de Janeiro sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, entre otros asuntos. Los temas abordados se dividen en cuarenta extensos capítulos integrados en cuatro grandes apartados: a) dimensiones sociales y económicas; b) conservación y gestión de los recursos; c) fortalecimiento del papel de los grupos sociales, y d) medios para la puesta en práctica (onu, 1993; 1997).

				

				
					2 Para una muestra de la preocupación sobre la Agenda 21, véase Bryner (1999).

				

				
					3 Se reconoció la importancia de las investigaciones de Mario Molina y colegas sobre este problema al otorgarles el Premio Nobel de Química en 1995.

				

				
					4 Véase nota supra.

				

				
					5 La discusión sobre el impacto del comercio internacional sobre el medio ambiente continúa hasta el presente. Quienes tienen una visión negativa hacen hincapié en el aumento de la producción que involucra un consumo mayor de insumos, incluidos energéticos. Estudios rigurosos han llegado a la conclusión de que ese comercio tiene consecuencias de distinta naturaleza: efectos de escala de la economía, efectos de productos o sustitución, efectos de estructura. Por esa razón varios académicos derivan que, a la larga, puede tener efectos positivos. Sin embargo, no faltan quienes insisten en que, si bien esto se observa en el caso de los países desarrollados, no sucede lo mismo en aquellos que están en desarrollo. Véase Cruz y Lendo (2019), y Le, Youngho y Park (2016).

				

				
					6 Los persistentes y volátiles clorofluorocarbonos, que Molina y colegas descubrieron, sin ser tóxicos, causaban efectos en la capa de ozono estratosférica.

				

				
					7 Ambas iniciativas, impulsadas por Naciones Unidas, “constituyen un llamamiento universal a la acción para poner fin a la pobreza, proteger el planeta y mejorar las vidas y las perspectivas de las personas en todo el mundo” (https://www.un.org/sustainabledevelopment/es/development-agenda/).

				

				
					8 Respecto a las condiciones para lograrla, algunos teóricos subrayan la necesidad de que la potencia hegemónica esté dispuesta a impulsar esa cooperación en un área o un tema determinado con ese fin y pagar los costos que ello implique, o que un grupo de potencias haga lo mismo (Keohane y Axelrod, 1985; Milner, 1992).

				

				
					9 La definición de cooperación señalada, propuesta por Keohane, es considerada por Milner como “una de las más aceptadas entre este tipo de académicos” (Milner, 1992).

				

				
					10 Esta diferencia la establece el enfoque de legalización de las relaciones internacionales, la cual ha aumentado considerablemente a partir de la Segunda Guerra Mundial. Sobre esta discusión, véase, por ejemplo, Goldstein y colegas (2000); Finnemore y Toope (2001).

				

				
					11 Un bien común es un recurso al que acceden múltiples usuarios en principio con derechos iguales, aunque puede generar efectos adversos sobre los intereses de los demás al ser usado por uno o varios. Así, si no existe una instancia reguladora o con poder para negociar, coordinar o asignar usos, las acciones o decisiones individuales pueden terminar en desastre para todos.

				

				
					12 En este contexto caben varias preguntas: ¿cómo se alcanzan las decisio­nes?; ¿cómo y quiénes definen las reglas?; ¿cómo se resuelven las diferencias?; ¿qué se hace con los que rompen o transgreden las reglas?; etcétera. Siguiendo a Ostrom (1990), los bienes comunes gestionados exitosamente i) definen con claridad las fronteras; ii) aseguran que los costos sean menores que los beneficios; iii) tienen reglas diseñadas por los interesados; iv) crean un sistema de monitoreo; v) imponen sanciones a los infractores; vi) desarrollan mecanismos para resolver conflictos, y vii) se cuidan de mantener su autonomía frente a instancias externas o de otras autoridades (Robbins, Hintz y Moore, 2010: 55-56).

				

				
					13 “Cuando el número de participantes es numeroso, el participante típico sabe que su esfuerzo probablemente no tendrá efecto, no ejercerá gran diferencia en los resultados, y más bien que se verá afectado por las decisiones generales sin importar que tanto esfuerzo dedicó” (Olson, 1998: 39), lo cual promueve una reacción contraria; de ahí el peligro del free rider (Olson, 1998: 39-50).

				

				
					14 Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático (unfccc) (2011), Fact Sheet: The Kyoto Protocol.

				

				
					15 Véase https://unfccc.int/es/process-and-meetings/the-paris-agreement/the-paris-agreement/contribuciones-determinadas-a-nivel-nacional-ndc, consultado el 28 de enero de 2021.

				

				
					16 Véase https://unfccc.int/es/process-and-meetings/the-paris-agreement/el-acuerdo-de-paris, y el documento de la onu (2015), Acuerdo de París.

				

				
					17 Algunos proponen que los Estados están dispuestos a cumplir sus com­promisos y discuten las razones del cumplimiento (Chayes y Chayes, 1993).

				

				
					18 El estudio del cumplimiento de los tratados ambientales tuvo un primer auge entre fines de los noventa del siglo xx y el primer decenio de la centuria siguiente; entre ellos encontramos a Mitchell (1994); Victor, Raustiala y Skolnikoff (1998); Brown (1998); Crossen (2003), y De Sombre (2006). De los más recientes, podemos mencionar los de Al Doyaili-Wangler y Wrangler (2017); Kim, Tanaka y Matsuoka (2017), y Simmons (2010).
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			I. Efecto transformacional de los acuerdos internacionales ambientales en la gestión ambiental de México

			Rodolfo Lacy

			Introducción

			En las dos primeras décadas de este siglo nuevos regímenes e instancias de carácter multilateral en materia de protección al medio ambiente han impulsado la evolución de la gestión ambiental en nuestro país. La adhesión de México a las iniciativas de las Naciones Unidas, como los Objetivos de Desarrollo Sostenible, o a los principios de foros mundiales, como el G20, ha permitido la creación de instituciones, leyes, programas y esquemas de gobernanza ambiental, que en conjunto representan una transformación progresiva del Estado mexicano para lograr un mayor bienestar social, mayor actividad económica, la protección de los ecosistemas y el cumplimiento de nuestros compromisos internacionales. En su mayoría estos acuerdos y declaratorias se han adoptado de manera voluntaria, mientras que de otros se ha aceptado su condición vinculatoria; todos han contribuido a posicionar a México como un país confiable y vanguardista en el cuidado de la naturaleza a nivel mundial.

			Se puede afirmar que en las estructuras del gobierno federal y en no pocos gobiernos locales la administración de los recursos naturales y la protección del medio ambiente se ligan y sincronizan intrínsecamente, en sustancia y desarrollo institucional, con los regímenes ambientales internacionales. Después de la Cumbre de Río en 1992 se creó la primera secretaría de Estado dedicada al medio ambiente, y México transitó de un enfoque de salubridad general a una gestión ambiental integral con una visión ecosistémica (Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales [Semarnat], Secretaría de Cultura e Instituto Nacional de Estudios Históricos de las Revoluciones de México [inehrm], 2018), en correspondencia con las tres convenciones sobre biodiversidad, cambio climático y desertificación derivadas de la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y Desarrollo y la Agenda 21. La propia Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección del Medio Ambiente expedida en 1988 se actualizaron en 1996 con una clara influencia del Informe Brundtland de las Naciones Unidas, Nuestro futuro común, publicado diez años antes, al incorporar por primera vez en el marco legislativo mexicano el concepto de desarrollo sostenible.

			El ejemplo más reciente y claro en este siglo es el relacionado con el cambio climático, donde el proceso de negociación para lograr el Acuerdo de París de 2015 facilitó la aprobación unánime en el Congreso de una ley en la materia tres años antes y su posterior actualización tres años después, lo que dio pie a la creación del Instituto Nacional de Ecología y Cambio Climático (inecc), así como a múltiples unidades administrativas e iniciativas gubernamentales a niveles federal, estatal y municipal para atender el tema en interacción con la población, la sociedad civil organizada y los sectores productivos. México fue de los primeros diez países en tener una legislación climática específica a escala mundial (Organización Global de Legisladores [Globe], Unión Inter-Parlamentaria y Grantham Research Institute, 2015) con una visión de largo plazo, la inclusión de metas numéricas relativas y la adopción del principio de progresividad del Acuerdo de París, acorde a las características incrementales del proceso de calentamiento del planeta (Ley General de Cambio Climático). La reforma y la transición del sector de la energía constituyeron, a su vez, un cambio transformacional, con inmensas repercusiones ambientales de carácter positivo, surgidas de un esfuerzo de Estado por actualizar a este rezagado sector del país en un dinámico y cambiante contexto global. La Ley de Transición Energética fue expedida en diciembre de 2015 en el contexto de la celebración del Acuerdo de París y aprovechando su impulso, después de que por primera vez se reunieran los ministros de Energía en el G20, aprobaran un plan de acción conjunta y declararan su apoyo al proceso de negociación climática.1

			Recientes iniciativas legislativas2 y diversas políticas de austeridad y control centralizado de las políticas energéticas del país (Ember, 2021) amenazan con la interrupción de la transición energética hacia fuentes de energía limpias, su posible regresión o su acotamiento para proteger los monopolios estatales de energía basados mayoritariamente en combustibles fósiles, sin asumir plenamente la responsabilidad ambiental que poseen sus operaciones. De llegar a concretarse, se pondrían en riesgo los avances logrados para reducir la emisión de gases de efecto invernadero, y México quedaría en entredicho en el nuevo contexto internacional de gestión climática que está surgiendo de la COP26.3 Algo similar a lo ocurrido en cambio climático, pero no con la misma intensidad institucional y multisectorial, sucedió en las últimas dos décadas con las agendas nacionales de biodiversidad y desertificación, la emergente atención al océano o la administración ambiental de sustancias químicas.

			Lograr la gobernabilidad ambiental del país en este siglo será una tarea difícil, tanto desde la perspectiva global como desde la local. La ubicación de México en el hemisferio norte, entre dos océanos y en la transición ecológica de las regiones Neártica y Neotropical, así como la apertura de la economía al comercio mundial y el libre tránsito de bienes y personas implican una alta vulnerabilidad ante eventos meteorológicos o epidemiológicos extremos relacionados con el cambio climático (Semarnat e inecc, 2018), o ante el mal manejo de la biodiversidad planetaria, como ha ocurrido con la pandemia de covid-19 derivada de una zoonosis (Schmeller, Courchamp y Killeen, 2020).

			A nivel global están ocurriendo fenómenos naturales que diversos científicos califican ya como “puntos de no retorno” a las condiciones ambientales que se conocían el siglo pasado, lo que ha colocado al planeta en un estado de verdadera emergencia (Lenton et al., 2019). En el más reciente reporte del Panel Intergubernamental de Cambio Climático (ipcc) (Masson-Delmotte et al., 2021) se consigna que “en 2019, las concentraciones de bióxido de carbono (CO2) atmosférico fueron más altas que en cualquier otro momento en al menos 2 millones de años”, y que las concentraciones de metano (CH4) y óxido nitroso (N2O) “fueron más altas que en cualquier otro momento en al menos 800 000 años”. El reporte considera también otros gases y partículas emitidos en exceso por el hombre, que en conjunto han modificado sustancialmente la química atmosférica con múltiples consecuencias, muchas de ellas difíciles aún de entender y pronosticar. Ahora el ipcc indica que “es prácticamente seguro que los extremos cálidos (incluidas las olas de calor) se han vuelto más frecuentes y más intensos en la mayoría de las regiones terrestres desde la década de 1950, el cambio climático ya está afectando a todas las regiones habitadas del mundo”.

			Cabe destacar que todos los escenarios posibles analizados por el ipcc para este siglo en su reporte AR6, en cuanto a aumento de la temperatura se refiere, indican que incluso alcanzando la neutralidad del carbono en 2050, el planeta rebasará los 1.5 °C en los próximos treinta años. Un aumento de esta magnitud implicaría la desaparición de territorios insulares y costeros en diversas partes del planeta, así como la disminución adicional de hasta 90% de los arrecifes de coral (Masson-Delmotte et al., 2018), entre otros impactos físicos a la biodiversidad y evidentemente a las condiciones socioeconómicas de múltiples pueblos y naciones. La Plataforma Intergubernamental de Ciencia y Política en Biodiversidad y Servicios Ecosistémicos (ipbes) (Brondizio et al., 2019), así como el Fondo Mundial para la Naturaleza (wwf, siglas en inglés de World Wildlife Fund) (Almond et al., 2020) han indicado, por su parte, que la extinción masiva de las especies que ha ocurrido en el último siglo es tal vez la consecuencia más dramática de un conjunto de procesos acumulados que van desde la contaminación de los ecosistemas con sustancias tóxicas hasta el uso extensivo y la sobreexplotación de recursos naturales (Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente [pnuma], 2019), pasando, evidentemente, por el cambio climático.

			Lejos de ver una reversión de las presiones sobre los ecosistemas del planeta, lo que se está midiendo en las extensas redes de observación y monitoreo ambiental que operan a nivel internacional es que estos fenómenos de deterioro ambiental global se están exacerbando: la acumulación de gases de efecto invernadero en la atmósfera no se ha podido detener —véanse los registros históricos de Mauna Loa, Estados Unidos, realizados por la Oficina Nacional de Administración Oceánica y Atmosférica [noaa, por sus siglas en inglés])—;4 siguen desapareciendo grandes superficies boscosas, en particular, en África, el Sudeste Asiático y el Amazonas (Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura [fao], 2020); los océanos presentan niveles inauditos de contaminación con plásticos (Carney y Eggert, 2020), y el consumo de bienes y servicios sigue creciendo, incluso bajo condiciones de confinamiento sanitario (Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos [oecd], 2020), entre muchos otros incidentes globales que presentan sinergias con repercusiones impredecibles.

			Bajo estos escenarios, no es posible suponer que México puede tener una gestión ambiental exitosa si ésta se encuentra aislada y es asincrónica respecto a lo que ocurre a nivel internacional. La experiencia indica que la alineación de los objetivos nacionales a los objetivos internacionales, así como el desarrollo institucional asociado incrementan la protección del medio ambiente y permiten lograr mayores niveles de bienestar. La administración del agua en México durante la segunda mitad del siglo pasado así lo testifica (Rolland y Vega Cárdenas, 2010), ya que la dotación de agua potable y el tratamiento de aguas residuales municipales fue y sigue siendo una prioridad sanitaria de la Organización de las Naciones Unidas (onu), impulsada desde la Organización Panamericana de la Salud en Latinoamérica, con importantes programas de financiamiento a la inversión, la investigación, la transferencia tecnológica, la capacitación y el desarrollo institucional.

			La coordinación internacional de esfuerzos organizativos, financieros y tecnológicos permite lograr esquemas de gobernanza ambiental que derivan en mayores beneficios para la población y mejores efectos distribucionales (Serret y Johnstone, 2006), en especial cuando se lleva a cabo con nuestros vecinos físicos, con quienes compartimos ecosistemas y recursos naturales (los Estados Unidos de América, Guatemala, Belice y Cuba), con los países de nuestra región económica natural (el Caribe y Latinoamérica) y con nuestros principales socios comerciales (los Estados Unidos, Canadá, Europa, Japón y China, en lo particular). La transforma­ción ambiental de las actividades productivas y urbanas en este siglo, para disminuir su huella ecológica y lograr su sustentabilidad, es cada día más un esfuerzo global, donde están surgiendo nuevos paradigmas de crecimiento, como el de crecimiento verde (ocde, 2011); de progreso, como el de la economía circular (Webster, 2017), o de comportamiento social con respecto a la naturaleza, como el de la civilización ecológica (Kuhn, 2019; Hansen, Li y Svarverud, 2018), este último promovido por China.

			De cómo los objetivos globales se enlazan a los consensos nacionales

			Uno de los grandes retos en los procesos de planeación y acción ambiental gubernamental en México ha sido siempre la definición de objetivos numéricos, los cuales son comunes en países desarrollados y en acuerdos internacionales. Sólo es posible transformar la realidad si se tiene una idea clara de los objetivos que se persiguen. Es relativamente sencillo fijar objetivos cualitativos moralmente irrebatibles, en especial si se carece de información detallada del origen y la magnitud del problema ambiental a resolver; sin embargo, puede resultar extremadamente difícil fijar una meta cuantitativa en las esferas gubernamentales, si se carece de los recursos para formularla con base en un conocimiento científico sólido y una evaluación económica y social robusta. Aun si estas necesidades fueran superadas, a la hora de adquirir compromisos de gobierno en un periodo determinado, las constantes limitaciones económicas del país y la prudencia política se imponen con frecuencia a la practicidad de generar dinámicas de trabajo conjunto entre diversos sectores de la sociedad, con el objetivo común de lograr el cumplimiento de una meta clara con indicadores de seguimiento, bajo situaciones tensas de negociación y supervisión.

			Siendo así, debido a la tradición de la diplomacia mexicana de posicionar a nuestro país como un actor con responsabilidad y liderazgo global, ha resultado más aceptable para la sociedad en su conjunto la adopción de objetivos en materia ambiental cuando éstos son definidos en el seno de la onu, si son de largo plazo y además adquieren un carácter universal. De esta forma, los actores políticos, los sectores involucrados y la opinión pública no ven amenazados sus intereses de corto plazo, especialmente los económicos.

			Al inicio de este siglo, México se adhirió activamente a la Declaración del Milenio (onu, 2000), que por primera vez definió objetivos “medibles” para elevar la calidad de vida de la población y garantizar la sostenibilidad ambiental a escala mundial, con metas para 2015. En términos administrativos, un gobierno saliente (el de Ernesto Zedillo, del Partido Revolucionario Institucional [pri]) firmó la declaración que poseía compromisos que debían cumplirse a lo largo de los tres sexenios posteriores (los de Vicente Fox y Felipe Calderón, del Partido Acción Nacional [pan], y el de Enrique Peña Nieto, nuevamente del pri). Aun así, los llamados Objetivos del Milenio (odm) correspondientes a medio ambiente no lograron cumplirse en su totalidad, como se muestra en la tabla I.1. La deforestación, la extinción de especies y la emisión de gases de efecto invernadero, los principales procesos de deterioro ambiental con implicaciones globales, no pudieron revertirse de manera contundente en quince años de gestión ambiental, existiendo ya una estructura institucional a nivel de secretaría de Estado (Semarnat).

			Debido a la complejidad de los problemas sociales asociados a los procesos de deforestación, México nunca ha definido una meta numérica anual de reducción del fenómeno de deforestación o una meta de protección de bosques y selvas expresada en porcentaje territorial en los programas del sector ambiental. Sin embargo, en las dos Contribuciones Determinadas a nivel Nacio­nal (ndc, por sus siglas en inglés) en materia climática (Gobierno de México, Semarnat e inecc, 2020), se comprometió ante Naciones Unidas a lograr una tasa cero de deforestación para 2030. Anteriormente, México adoptó las Metas de Aichi en 2010, como parte de sus compromisos con la Convención de las Naciones Unidas sobre la Diversidad Biológica, por lo que transfirió dichas metas a los programas sectoriales y sincronizó su cumplimiento con la expansión del Sistema Nacional de Áreas Naturales Protegidas. Si bien la tasa de deforestación ha disminuido en nuestro país (Presidencia de la República, 2015), como un efecto multidimensional derivado de una mayor vigilancia ambiental, la migración poblacional del campo a la ciudad y, finalmente, agresivos programas de reforestación, la expansión agrícola y ganadera en el país ha sido y continúa siendo la principal causa de la desaparición, degradación y fragmentación de sus ecosistemas naturales (Semarnat, 2019), con la subsecuente pérdida de las poblaciones de flora y fauna silvestre asociadas.

			De la tabla I.1 también destaca el incumplimiento de los indicadores de emisión de dióxido de carbono (CO2), pues tiene un antecedente relevante en el posicionamiento de México en la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático, derivada de la Cumbre de Río realizada en 1992. México logró excluirse de los anexos I y II de esta Convención y posteriormente del anexo B del Protocolo de Kioto en 1997, al aludir a su condición de país en vías de desarrollo bajo el principio de responsabilidad común pero diferenciada, para evitar así compromisos de reducción de gases de efecto invernadero que hubieran implicado efectos económicos “negativos”. Este aparente éxito diplomático tuvo como resultado el innecesario retraso en el desarrollo y la adopción de tecnologías de bajo carbono, pues se mantuvo una matriz energética subordinada al empleo de combustibles fósiles, bajo condiciones monopólicas de mercado y una regulación ambiental industrial rezagada en materia de contaminación atmosférica que aún persiste. Hasta ahora, Mé­xico no posee estándares de emisión de gases de efecto invernadero para el sector industrial, y sus normas de emisión de contaminantes criterio (por ejemplo, de óxidos de nitrógeno, partículas y óxidos de azufre) son más permisivas que las de los países de donde provienen las principales plantas industriales en territorio mexicano: los Estados Unidos, Europa, Japón y Canadá.

			Tabla I.1 Cumplimiento de los Objetivos de Desarrollo del Milenio en materia ambiental

			[image: ]
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			Notas:

			a/ Se refiere a los Indicadores de la Lista Oficial de las Naciones Unidas y a los indicadores reformulados por México.

			b/ La línea base y el dato más reciente, son las que se indican en el título, a reserva de que se especifique lo contrario.

			p/ Cifras preliminares a partir de la fecha en que se indica.

			r/ Reformulados por México con el fin de adaptarlos a la información disponible en el país.

			Fuente: Presidencia de la República, 2015. Los Objetivos de Desarrollo del Milenio en México. Informe de avances 2015.

			

			Hoy en día, la onu,5 la ocde (2018) —la Agencia Internacional de Energía (iea, por sus siglas en inglés) (2021)— y el G20 (G20 Sustainability Working Group, 2017), instancias multilaterales a las que México pertenece, están sugiriendo la alineación de las pautas de desarrollo económico a las metas del Acuerdo de París, en particular al logro de un balance cero de carbono en la primera mitad de este siglo para evitar un aumento global de temperatura superior a 1.5 °C. Esto implicaría, por parte de México, actualizar los marcos ambientales regulatorios, así como el impuesto y el mercado de carbono, además de profundizar la transición energética hacia energías limpias. Por parte de nuestros socios comerciales e industriales, esta alineación concertada implicaría el establecimiento de reglas que impidieran la simulación de un desempeño ambiental eficiente (greenwashing) (Freitas Netto et al., 2020; Horiuchi et al., 2009) o la fuga de carbono (carbon leakage), como ha ocurrido en la Unión Europea con el perfeccionamiento de su mercado de carbono (Naegle y Zaklan, 2019), así como con su reciente decisión de crear un mecanismo que ajuste en frontera los precios de carbono de los bienes que importan,6 para igualarlos a los que se pagan en los países e industrias europeos.

			La agenda internacional ambiental ha ayudado en primera instancia a tener una visión de futuro y un espectro de actuación coherente y articulado para lograr esa visión sustentable del país en un tiempo razonablemente perentorio. Si bien es cierto que muchas de las metas aspiracionales de los acuerdos internacionales se han plasmado en el conjunto de normas de calidad para distintos ambientes o recursos, en congruencia con el derecho constitucional de vivir en un ambiente sano,7 han surgido nuevos planteamientos de política ambiental que imponen retos cada vez más ambiciosos y complejos.

			Por ejemplo, la meta de lograr un aire limpio tiene como referencia las recomendaciones de la Organización Mundial de la Salud, y podríamos suponer que hemos logrado “limpiar” la atmósfera cuando las normas de calidad del aire para un grupo de sustancias tóxicas se cumplan; siendo así, lo único que los gobiernos federales y locales deben definir es en qué fecha eso debería suceder, quién colaboraría, cómo y con qué presupuesto. Es paradójico constatar que ahora la tecnología nos permite ser más ambiciosos, y que, a fin de que las concentraciones de muchos de estos contaminantes criterio disminuyan a niveles que no representen riesgo para la salud y los ecosistemas, la mejor política es la adopción de una meta “emisión cero” y su correspondiente regulación.

			Algo similar se puede postular para las emisiones industriales de gases de efecto invernadero, los plásticos no biodegradables, el tráfico ilegal de especies de vida silvestre, ciertos organismos genéticamente modificados o la deforestación, temas con una meta cero en plazos determinados fijada por muchos países y ciudades. Adoptar los nuevos paradigmas de neutralidad en materia de impacto ambiental es una tarea difícil en la planeación ambiental, pues se requiere de la construcción de consensos y de mantener la voluntad de acción entre los sectores que deben asumir el reto transformacional. Los cambios de gobierno o incluso la ocurrencia de crisis económicas o desastres naturales pueden revertir estas metas, como sucedió recientemente en algunos países desarrollados e isleños, con la reutilización de bolsas y artículos de plástico de un solo uso durante la pandemia de covid-19.

			Antes de que estas postulaciones extremas surgieran formalmente en el panorama de políticas ambientales globales, en 2015 México se adhirió a la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible en la onu asumiendo los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ods). Como sucedió con los odm, la Presidencia de la República organizó el esfuerzo institucional de implementación de los ods, al crear un esquema administrativo que derivó finalmente en una significativa reforma legislativa en materia de planeación (véase el recuadro), donde destaca la instrucción de fijar objetivos y metas, así como la posibilidad de que las administraciones públicas federales que tengan a su cargo el seguimiento de la Agenda 2030 entre 2018 y 2030 incorporen los ods en sus planes de desarrollo (Ley de Planeación).

			
			Ley de Planeación

			contenidos de importancia en planeación ambiental


			Ley de Planeación (reforma aprobada el 13 de diciembre de 2017)


			Artículo 2°.- La planeación deberá llevarse a cabo como un medio para el eficaz desempeño de la responsabilidad del Estado sobre el desarrollo equitativo, incluyente, integral, sustentable y sostenible del país, con perspectiva de interculturalidad y de género, y deberá tender a la consecución de los fines y objetivos políticos, sociales, culturales, ambientales y económicos contenidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Para ello, estará basada en los siguientes principios:

			[…]

			II.- La preservación y el perfeccionamiento del régimen representativo, democrático, laico y federal que la Constitución establece; y la consolidación de la democracia como sistema de vida, fundado en el constante mejoramiento económico, social y cultural del pueblo en un medio ambiente sano;

			III.- La igualdad de derechos entre las personas, la no discri­minación, la atención de las necesidades básicas de la población y la mejoría, en todos los aspectos de la calidad de la vida, para lograr una sociedad más igualitaria, garantizando un ambiente adecuado para el desarrollo de la población;

			[…]

			Artículo 3°.- Para los efectos de esta Ley se entiende por planeación nacional de desarrollo la ordenación racional y sistemática de acciones que, en base al ejercicio de las atribuciones del Ejecutivo Federal en materia de regulación y promoción de la actividad económica, social, política, cultural, de protección al ambiente y aprovechamiento racional de los recursos naturales así como de ordenamiento territorial de los asentamientos humanos y desarrollo urbano, tiene como propósito la transformación de la realidad del país, de conformidad con las normas, principios y objetivos que la propia Constitución y la ley establecen.

			Mediante la planeación se fijarán objetivos, metas, estrategias y prioridades, así como criterios basados en estudios de factibilidad cultural; se asignarán recursos, responsabilidades y tiempos de ejecución, se coordinarán acciones y se evaluarán resultados.

			Artículo 8º [reformado en 2012].- Los Secretarios de Estado al dar cuenta anualmente al Congreso de la Unión del estado que guardan sus respectivos ramos, informarán del avance y grado de cumplimiento de los objetivos y prioridades fijados en la planeación nacional que, por razón de su competencia, les correspondan y de los resultados de las acciones previstas.

			Informarán también sobre el desarrollo y los resultados de la aplicación de los instrumentos de política económica, social, ambiental y cultural en función de dichos objetivos y prioridades, precisando el impacto específico y diferencial que generen en mujeres y hombres.


			Transitorios


			Quinto.- Las Administraciones Públicas Federales correspondientes a los periodos 2018-2024 y 2024-2030 podrán considerar en su contenido las estrategias para el logro de los Objetivos de Desarrollo Sostenible y sus metas, contenidos en la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible.

		

			

			Cabe destacar que el primer Plan Nacional de Desarrollo que incluyó indicadores numéricos de desempeño fue el de 2013-2018, que estableció el Índice de Competitividad Global del Foro Económico Mundial (wef, por sus siglas en inglés) como referencia de desempeño económico (Gobierno de la República, 2013: 167). En ese entonces, el wef preveía la futura utilización de un factor de ajuste en materia de sustentabilidad ambiental que se basaba en el Índice de Desempeño Ambiental (epi, por sus siglas en inglés) desarrollado por la Universidad de Yale (wef, 2013), circunstancia que a su vez motivó que en el Programa Sectorial de Medio Ambiente y Recursos Naturales 2013-2018 (Promarnat) quedara incluido el Índice de Sustentabilidad Ambiental de la Competitividad dentro de los diecisiete indicadores numéricos con metas cuantificables. Sin embargo, no es hasta el Promarnat 2020-2024 cuando los objetivos prioritarios del sector ambiental quedaron alineados a los ods establecidos en 2015 (Semarnat, 2020), pero sin referencia al epi, lo que limitará en el futuro la comparación del desempeño ambiental integral de México en el contexto internacional.

			Figura I.1

			Relación de los odm y los ods ambientales
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			Fuente: extracto tomado de Semarnat (2019), Informe de la situación del medio ambiente en México 2018. Compendio de estadísticas ambientales, indicadores clave, desempeño ambiental y de crecimiento verde.


			México aún no realiza una medición cuantitativa sistémica en todos los indicadores de los ods que tienen relación con el medio ambiente, en parte porque siguen las negociaciones para definir los indicadores cuantitativos para diversos ods y sus metodologías de medición, y en gran medida porque no todos los indicadores se han incorporado orgánicamente al Sistema Nacional de Información Ambiental y los programas sectoriales (Gobierno de México e Instituto Nacional de Estadística y Geografía [inegi], 2021). La Comisión Económica para América Latina y el Caribe (cepal) identifica que 43% de los indicadores de los ods necesitan estadísticas ambientales, y que prácticamente hay implicaciones ambientales en todos los objetivos.8 De los ciento treinta y tres indicadores que ya se reportan en México (de un total de doscientos treinta y uno; véase onu, 2020), sólo 20% se relaciona con medio ambiente, como el indicador 13.1.2 sobre el número de muertos, personas desaparecidas y personas afectadas por desastres (naturales) por cada cien mil habitantes, que es parte del objetivo 13, relacionado con cambio climático. Otros requieren de un desarrollo institucional específico, como la medición de la huella nacional de consumo de materiales, per cápita y con respecto al producto interno bruto (pib) (indicador 12.2.1), o el índice de eutrofización costera y la densidad de residuos plásticos flotantes (indicador 14.1.1). El reporte de los avances en la preparación del país para el cumplimiento y la medición de estos indicadores es una tarea fundamental, que aún no se incluye en los documentos gubernamentales respectivos y, por lo tanto, no está en el radar de acciones administrativas y presupuestales prioritarias a nivel federal ni a nivel local.

			Por su parte, la Universidad de Yale ha ubicado a nuestro país en el lugar cincuenta y uno entre ciento ochenta países evaluados en su último reporte epi, de 2020 (Wendling et al., 2020), que incluye treinta y dos indicadores vinculados implícitamente a los ods (véase la figura I.2), pero con un mayor detalle tratándose de contaminantes e infraestructura ambiental básica. México se ubica por debajo del promedio de desempeño ambiental del G20 y de la ocde, pero se destaca como número uno de Latinoamérica y el Caribe en el grupo de indicadores que miden la vitalidad ecosistémica (ecosystem vitality), y queda en el lugar número quince entre treinta y dos países de la región en materia de salud ambiental (environmental health).

			Figura I.2

			Indicadores empleados en el Índice de Desempeño Ambiental desarrollado por la Universidad de Yale

			[image: ]

			Fuente: Wendling et al. (2020: IX), Environmental Performance Index 2020.


			Como puede observarse, el espectro de indicadores ambientales de los ods y del epi, dos referencias nítidas de gestión ambiental a nivel internacional, aún no queda cubierto en su totalidad por las instituciones mexicanas. Nuevas metas nacionales y globales se seguirán definiendo o ajustando en las agendas ambientales posteriores a 2020, cuando se lleven a cabo las renovaciones quinquenales de las Contribuciones Determinadas a nivel Nacional (ndc, por sus siglas en inglés) en materia de cambio climático, y tenga lugar la COP15 de Biodiversidad en la ciudad de Kunming, China, a realizarse en dos partes debido a la pandemia de covid-19, una en octubre de 2021 y otra aún sin definir en 2022. Lo mismo puede ocurrir con los temas del océano y el manejo de químicos y residuos, que igualmente tendrán conferencias globales resolutivas en 2022.

			La reciprocidad institucional en temas globales de relevancia nacional

			En una vertiente similar a la de fijar objetivos y metas ambientales, la cooperación internacional ha jugado un papel catalizador de vital importancia en la creación de instituciones, la formación de equipos profesionales especializados y el logro de la suficiencia presupuestal necesaria para mantener un diálogo global constructivo, mientras se logra el cumplimiento de las obligaciones internacionales adquiridas por México. A nivel multilateral, destacan por su presencia, apoyo y seguimiento permanente a la evolución de la agenda ambiental nacional los organismos especializados de las Naciones Unidas, específicamente el Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente (pnuma), la Organización Mundial de la Salud (oms), la Organización Panamericana de la Salud (ops), el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (pnud), la Organización de las Naciones Unidas para el Desarrollo Industrial (onudi) y la fao; las divisiones ambientales del Banco Mundial, el Banco Interamericano de Desarrollo, la cepal y la ocde, así como las agencias bilaterales de cooperación internacional, destacadamente la Sociedad Alemana de Cooperación Internacional (giz), la Agencia de Estados Unidos para el Desarrollo (usaid), la Agencia Francesa de Desarrollo (afd), Prosperity Fund y la Agencia Japonesa de Cooperación Internacional (jica) —de Alemania, los Estados Unidos, Francia, Reino Unido y Japón, respectivamente—.

			La memoranda de entendimientos, el financiamiento de iniciativas exploratorias (conferencias, cursos de capacitación, estudios, proyectos, etcétera), los créditos de política y las evaluaciones entre pares son los instrumentos de cooperación que nutren a las instituciones del sector ambiental con recursos humanos y económicos adicionales para abordar temas emergentes o asuntos de alta especialización. Por ejemplo, onudi ha sido instrumental para la instalación y la operación de la Unidad de Protección de la Capa de Ozono en México, derivada del Protocolo de Montreal; la fao ha dado soporte técnico para el monitoreo satelital de los cambios de uso del suelo que han permitido definir las tasas de deforestación; el Banco Mundial ha financiado la instalación de las redes de monitoreo automático de la calidad del aire a nivel metropolitano, y el pnuma y el Foro para el Medio Ambiente Mundial (gef, por sus siglas en inglés) permitieron la creación del Corredor Biológico Mesoamericano, entre otras muchas acciones de cooperación de largo plazo.

			Por lo general, los problemas ambientales van más avanzados que las instituciones que los atienden, más si éstos son globales y no existen manifestaciones críticas a nivel local que motiven una demanda ciudadana o sectorial de acción gubernamental inmediata. La disminución en las poblaciones de la vida silvestre o la emisión de gases de efecto invernadero son ejemplos de problemas ambientales cuya percepción social en la vida cotidiana fue nula y, por lo tanto, se mantuvieron como inexistentes en las prioridades de la clase política o los grupos de poder económico.

			Para facilitar la conformación de una masa crítica participativa de la sociedad civil organizada alrededor de los temas ambientales, el pnud apoyó a la Semarnat a lo largo de veinticinco años dando soporte organizativo a los Consejos Consultivos para el Desarrollo Sustentable, siendo éste un ejemplo de la organicidad entre el sector ambiental y las instancias internacionales (pnud, 2014). Sin embargo, el reto de lograr la inclusión de la ciudadanía en las decisiones y acciones de gobierno se ha agigantado con la explosión de las redes sociales en plataformas electrónicas; el Big Data social es una herramienta que posee un potencial sumamente interesante ahora que existe una conciencia ecológica articulada a nivel global. El fenómeno de Greta Thunberg (Einsiedel, 2020) en la agenda climática, que ha motivado una transformación conductual entre los jóvenes ante la incertidumbre de su futuro, nos ilustra cómo podrían evolucionar los modelos de gobernanza ambiental en las sociedades contemporáneas. No es casual que en las recientes elecciones europeas los partidos verdes ganaran más escaños y gobiernos, incluso ocupando ministerios y posiciones gubernamentales más allá de las meramente ambientales o climáticas.9

			De manera complementaria, y no en pocas ocasiones su­pletoria a las dinámicas sociales internas, los movimientos ambientalistas internacionales han fincado también su activismo en México atrayendo la atención de la opinión pública y articulando la coordinación gubernamental. Tal es el caso de la presencia en nuestro país del wwf, el World Resources Institute (wri), el Environmental Defense Fund (edf) o Greenpeace, entre muchas otras ong globales que tienen oficinas en México y mantienen una vinculación constante con las organizaciones e instituciones ambientales nacionales.

			Desde su ingreso a la ocde, el gobierno mexicano ha tenido que adoptar el conjunto de regulaciones ambientales que esa organización ha definido como obligatorio para su membresía (veintisiete decisiones y recomendaciones temáticas de su Consejo de Gobierno), con el objetivo de ir desacoplando la degradación ambiental del crecimiento económico, lo cual no ha sucedido hasta el momento. México ha sido sujeto de tres evaluaciones de desempeño ambiental por parte de la ocde (ocde, 1998; 2003, y 2013), y éstas han contribuido a acelerar su desarrollo institucional. Vale la pena recapitular algunos avances inspirados en las recomendaciones de la ocde, entre otros: la creación del Registro de Emisión y Transferencia de Contaminantes con una interfaz pública; el establecimiento de esquemas flexibles de manejo de áreas naturales protegidas y la biodiversidad con la participación de la sociedad civil y la incorporación de instrumentos económicos; la implementación a nivel estatal y en las ciudades con mayores problemas de contaminación atmosférica de programas de verificación vehicular; la eliminación de subsidios a los combustibles fósiles; la inclusión de acreditaciones iso en plantas de tratamiento de aguas residuales; la regulación de recursos genéticos; la incorporación al Sistema de Aceptación Mutua de Información para la autorización comercial de sustancias químicas, y el mejoramiento de los sistemas de información y reporte sobre el estado del medio ambiente.

			Además de este seguimiento por filiación de la ocde, que ahora reúne a las treinta y ocho economías más importantes del planeta, excluyendo al grupo brics,10 México se ha adherido voluntariamente a las declaratorias e iniciativas temáticas de gobernanza ambiental del G20, que sí incluye a las economías emergentes de dicho grupo. Cada año, el G20 selecciona temas relevantes a discutir para facilitar la cooperación internacional o atender problemas fuera de los compromisos adquiridos en las convenciones y tratados de las Naciones Unidas. Como país sede, en 2012 México impulsó el crecimiento verde y la creación del Fondo Verde del Clima (gcf, por sus siglas en inglés) (G20, 2012), una propuesta mexicana en la COP16 de Cancún, como mecanismo de financiamiento para lo que después sería el Acuerdo de París. Finalmente, esta propuesta fue aceptada y concretada de manera exitosa, lo que permitió la inclusión de un Fondo de Cambio Climático en la Ley General de Cambio Climático para captar los recursos del gcf.

			De igual forma vanguardista y eventualmente controversial, en la reunión del G20 en 2020, presidida por Arabia Saudita, se impulsó el concepto de economía circular del carbono (G20 y Kapsarc, 2020), para brindar una opción de inclusión a los países que basan su economía en la producción, el uso y la venta de combustibles fósiles, México incluido entre ellos. Esta iniciativa retoma las recomendaciones del reporte especial del ipcc sobre la utilización masiva de múltiples tecnologías de captura y remoción de bióxido de carbono en la industria pesada y las actividades agropecuarias, para evitar las consecuencias de un escenario climático con un aumento de 1.5 °C (Masson-Delmotte et al., 2019).

			Aunque existen críticas a esta forma reducida de multilateralismo (German Development Institute, 2019), en especial por el posicionamiento de la pasada administración de los Estados Unidos, que dificultó sistemáticamente la adopción unánime de documentos y declaratorias forzando a comunicados de la presidencia basados en la fórmula 19+1, el G20 ha permitido alinear las agendas ambientales al más alto nivel ejecutivo: ministros y jefes de gobierno. De esta forma, por ejemplo, se abordó el tema de la contaminación de plásticos en el océano bajo la óptica de la economía circular durante las presidencias de Alemania en 2017 y Japón en 2019, donde fue lanzada la Osaka Blue Ocean Vision (Masson-Delmotte et al., 2019), que pretende crear consenso en un tema aún no regulado a nivel mundial. Con la presidencia italiana en 2021 del G20 y su copresidencia en la COP26, se impulsó el alineamiento de las discusiones financieras a la agenda climática, considerando su importancia para lograr un consenso sólido entre los principales bloques negociadores a fin de concluir el denominado Rule Book del Acuerdo de París y avanzar en su implementación plena esta década.

			Ante la pandemia de covid-19 que ha paralizado la economía global, ha surgido colectivamente el planteamiento de una recuperación verde para crear una nueva normalidad de baja emisión de carbono y resiliente ante nuevas crisis planetarias, ya sean éstas financieras, de salud o relacionadas con las emergencias ambientales más evidentes del planeta: el cambio climático y la extinción masiva de la biodiversidad. Se abre una nueva frontera para cambios transformacionales desde las instancias multilaterales, donde México puede contribuir desde el liderazgo ambiental que ha construido en este siglo.
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			II. Agendas internacionales y política ambiental en México

			José Luis Samaniego y Enrique Provencio

			La interacción entre los tratados ambientales internacionales y la política ambiental de México

			Las políticas ambientales mexicanas han tenido una relación directa no sólo con el marco internacional de tratados, convenciones, protocolos, acuerdos, declaraciones y otras piezas del sistema multilateral, regional o binacional, sino también con las corrientes de pensamiento que han moldeado la acción colectiva global para la protección ambiental. En el ámbito público, esto ha ocurrido tanto con la política gubernamental como con el quehacer legislativo y el judicial, y en el social y el privado tal influencia se extiende a las organizaciones de la sociedad civil y a las empresariales.

			De manera operativa, llamaremos aquí marco global al conjunto de componentes formales y no formales del derecho ambiental internacional,1 incluyendo a los que forman parte del denominado derecho suave, como las declaraciones, principios y otras formas de compromisos no vinculantes; a los posicionamientos y otras expresiones conceptuales que tienden a modificar visiones, concepciones o fundamentos del quehacer ambiental, y también a diversas prácticas internacionales que se adoptan en redes o instituciones independientes, pero que acaban asociadas a las reglas de interacción entre los países, como ciertos mecanismos de certificación, códigos de nomenclatura y otros. Es el derecho ambiental internacional el componente que tiene el peso determinante, por supuesto, pero no se debe desdeñar la incidencia de los otros aspectos señalados.

			La influencia del marco global en la política ambiental mexicana ha ido cambiando en las últimas décadas, y su intensidad ha sido variable entre sus diferentes componentes. La influencia del marco global ha sido más intensa en los temas que fueron surgiendo o cobraron peso en las políticas desde los años setenta, como ocurrió claramente con los derivados de la Convención de Viena y el Protocolo de Montreal, relacionados con las sustancias agotadoras de la capa de ozono, el cambio climático y los organismos genéticamente modificados, por ejemplo. Tal influencia ha sido menor en campos de políticas que tenían antecedentes más sólidos en las prácticas gubernamentales o más arraigados en la normatividad previa a los años setenta del siglo pasado, o que incluso contaban con instituciones de larga data, como en los casos de la gestión del agua y de los recursos forestales, entre otros.

			Con el paso del tiempo, sin embargo, el conjunto de políticas ambientales se fue ligando de manera cada vez más estrecha al marco global, en la medida en que fue creciendo el conjunto de tratados internacionales, y según fueron precisándose sus mecanismos de ejecución y seguimiento. Algunos de los componentes de la política ambiental mexicana de hecho surgieron de manera globalizada, tuvieron su origen en la aprobación de tratados, y se ligaron de forma indisoluble a ellos a través de la adopción de las medidas nacionales en la legislación y las normas, los instrumentos de aplicación, la creación o la reforma de organizaciones gubernamentales y otros elementos de las políticas.

			La impronta global se encuentra de hecho en los propios orígenes de la política ambiental contemporánea de México, que desde 1971 se compartió con la mayor parte del mundo y tuvo como marco la preparación para la Conferencia de Naciones Unidas que dio origen a la Declaración de Estocolmo sobre Medio Ambiente Humano. A la distancia, los principios de dicha Declaración, sobre todo los relacionados con el derecho al medio ambiente de calidad, la obligación de proteger el medio, la preservación para las generaciones futuras y los principios básicos de lo que posteriormente se denominaría sustentabilidad del desarrollo, fueron elementos fundadores, aunque lentamente se asimilarían y aún se asimilan.

			La influencia de dicha Conferencia y su Declaración, al menos en México, fue mayor en el plano intelectual que en la gestión pública; pero a la postre tuvo repercusiones innegables en la legislación ambiental. Desde ese momento, las políticas ambientales han estado íntimamente vinculadas a las negociaciones internacionales y a los tratados, aunque con diferente grado de intensidad en las distintas áreas que abarcan (Provencio, 2019).

			En este trabajo abordamos dicho proceso en el caso de los principales tratados derivados de la Cumbre de la Tierra de 1992 y las políticas nacionales asociadas:2 la Convención Marco de Naciones Unidas sobre el Cambio Climático, su protocolo de Kioto y el Acuerdo de París, así como el Convenio de Diversidad Biológica y sus protocolos de Cartagena y Nagoya, al considerar que son representativos para ilustrar la influencia del marco global sobre las políticas nacionales, y por tratarse de algunos de los tra­tados más significativos de las décadas recientes. En ciertos casos el abordaje de estos tratados remitirá a otros con los que se encuentran asociados.

			La relación formal entre tratados y políticas nacionales ha tenido cambios sustantivos en el transcurso de las últimas décadas, desde la situación previa en la que tácitamente se asumía su jerarquía secundaria ante la Constitución, hasta la situación actual, cuando se asume que los tratados son una ley suprema cuya aplicación es indudablemente obligatoria. En este proceso la reforma del artículo 1o constitucional de 2011, sobre los derechos humanos, significó un parteaguas, al introducir a la norma máxima la disposición de que “Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con esta Constitución y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia”. La adopción del principio pro-persona y otros relativos, entre ellos el de convencionalidad, representó un paso muy significativo en el tema que nos ocupa.

			No sobra decir que, independientemente de que todos son tratados vinculantes, en los hechos tienen una jerarquía diferenciada, sea por la relevancia que poseen en la arena internacional o por la complejidad de los procesos y las políticas involucradas. Se carece de un seguimiento preciso acerca del cumplimiento de los tratados adoptados, y tampoco se cuenta con análisis sistemáticos de sus implicaciones para las políticas públicas.

			Como parte de los cambios en la arena de las relaciones internacionales, en las últimas décadas han concurrido dos procesos: por un lado, la sustentabilidad del desarrollo adquirió centralidad en la arquitectura institucional global, y, por otro, avanzó un debilitamiento del multilateralismo. El segundo proceso no impidió que los tratados y sus adhesiones siguieran su curso o incluso que surgieran nuevos, pero ha vuelto más difícil su aplicación efectiva y sobre todo el despliegue de los llamados medios de ejecución, destacadamente los de financiamiento y cooperación tecnológica.

			En alguna medida el sistema de organismos internacionales ambientales pierde empuje y capacidad, y las relaciones globales se descentralizan. Otros grupos de coordinación, como los que regulan los estándares de calidad o de certificación, o los de telecomunicaciones e internet, adquieren un peso creciente y configuran una tendencia hacia una gobernanza global del tipo multiactor y multigubernamental (Aguilar, 2019). Sin embargo, a pesar de este contexto, las nuevas agendas globales, como el Acuerdo de París o la propia Agenda de Desarrollo Sostenible 2015-2030, junto con las principales convenciones adoptadas en 1992, son las que indudablemente orientan las nuevas políticas y dan fundamento a urgencias de gobernanza global, que aún no encuentran soluciones acabadas (Lucatello, 2015).

			En lo procedente, se utiliza una aproximación a la interacción de los tratados ambientales con las políticas nacionales respectivas, siguiendo los siguientes momentos:

			

			1)	El proceso de participación o intervención en las fases preparatorias a la adopción de los tratados puede considerarse un primer momento que preconfigura las implicaciones para las políticas. En algunos casos dicha participación ha involucrado a grupos sociales o científicos que contribuyen a orientar las propuestas de los representantes nacionales en las negociaciones, lo que, a su vez, ha implicado en ocasiones aportes significativos para la conformación de las agendas públicas en el tema.

			2)	La aprobación, adopción o ratificación de los tratados suele tener relevancia en la definición de políticas, no sólo porque supone la intervención de representantes gubernamentales y no gubernamentales en las negociaciones y en sus espacios paralelos del Poder Legislativo, a través sobre todo del Senado de la República, y también de la interlocución pública tejida durante los diferentes momentos del proceso, sino, sobre todo, porque tiene peso en la conformación de los acuerdos o agendas nacionales para la adopción de políticas.

			3)	Un componente decisivo de la incidencia de los tratados en las políticas es, sin duda, su influencia en la reconfiguración de las plataformas programáticas, la innovación en los instrumentos de aplicación, la creación de redes para acercar el conocimiento necesario para las reformas o la formulación de políticas. La introducción o el aplazamiento de cambios institucionales de nuevos instrumentos, mecanismos financieros, sistemas de información y otros componentes de la aplicación de las políticas directamente relacionados con el tratado relativo da cuerpo a su influencia en las políticas. En algunos casos este impacto llega incluso a las entidades federativas y se extiende a los participantes e interlocutores de las políticas reformadas o creadas. Como este conjunto de aspectos remite al ámbito operativo, se abordará sólo de manera general. Al igual que los demás aspectos, se trata de procesos de duración variable, pero que suelen requerir periodos largos de maduración.

			4)	Una parte muy relevante de dicha configuración puede ser la introducción de nuevas leyes o de reformas legislativas, lo cual ha ocurrido efectivamente en algunos de los casos escogidos para este trabajo, o bien la modificación reglamentaria o normativa asociada a la política en cuestión. Si bien se tra­ta de un elemento que puede relacionarse con la tercera fase de esta secuencia, lo destacamos por separado considerando su trascendencia en las políticas públicas ambientales.

			5)	En general, el seguimiento de los tratados involucra la adopción de medidas de política que supone esfuerzos significativos. En algunos casos estos compromisos se han integrado orgánicamente a las políticas y forman parte de sus ins­trumentos, por ejemplo, en lo relacionado con el cambio climático.

			Figura II.1

			Componentes de la interacción entre los tratados ambientales internacionales y las políticas ambientales

			[image: ]

			Fuente: elaboración propia.


			No se trata, por supuesto, de fases secuenciales sino sobrepuestas en los hechos, ya que por lo general los tratados y sus protocolos o los acuerdos asociados se mantienen en evolución activa, y lo mismo ocurre con sus derivaciones nacionales. Se trata, en todo caso, de una aproximación general que podrá resultar de mayor validez en ciertos casos o que puede ser menos aplicable en otros.

			Como salta a la vista, el esquema no es ajeno al de un ciclo de formación de políticas públicas, aunque no se pretende hacer aquí un análisis de la influencia de los tratados utilizando algún método de análisis de políticas públicas. Se sostiene, eso sí, que en la conformación de políticas públicas nacionales los tratados y en general el marco global son parte constitutiva de la conformación de las agendas públicas, en sentido amplio, y también, por supuesto, de las gubernamentales (Piguerón, 2016).

			Este capítulo se circunscribe en su mayor parte a la década de los noventa para hacer referencia a la interrelación entre, por un lado, los acuerdos ambientales y comerciales mencionados arriba y que fueron fundamentales para ese periodo, y, por el otro, la evolución de la política y la institucionalidad ambiental en México.3 También nos referiremos a la redinamización en los mismos años de las relaciones ambientales de México con el resto de América Latina a través de los tratados de Tuxtla, la relación con la Comisión Centroamericana de Ambiente y Desarrollo (ccad) y el relanzamiento del Foro de Ministros de Medio Ambiente de América Latina y el Caribe.

			La intensa e innovadora actividad ambiental nacional, regional e incluso global en los años noventa se enmarcaba en el espíritu positivo del fin de la Guerra Fría y del reacomodo de la cooperación internacional que podía atender los temas de desarrollo, liberada del peso de la carrera armamentista y sus equilibrios geopolíticos. Entre los gobiernos de las Américas y en el interior de los acuerdos globales, este espíritu dominó hasta el fin de la década, cuando se hizo evidente que primaban los movimientos financieros y en la economía real para profundizar la globalización económica, y que habían ganado importantes espacios en materia de desregulación al disminuir las capacidades gubernamentales y su tamaño relativo.

			Para finales de la década, por ejemplo, la entrada en vigor del protocolo de Cartagena fue seriamente demorada. En un acto propositivo, pero con una posición de relativa debilidad, Naciones Unidas, desde el Programa de Desarrollo (pnud), lanzó en la Cumbre del Milenio objetivos mínimos de desarrollo para la actuación de un Estado subsidiario en materia social. Cerraron el ciclo normativo las convenciones para la eliminación y el comercio informado previo de sustancias químicas peligrosas para la salud humana, Estocolmo, Rotterdam y Minamata. Y desde su entrada en vigor, el Protocolo de Kioto, con su apuesta al cambio de patrones de producción y consumo en los países desarrollados para luego globalizarse, languideció. Hasta ahora la Convención Marco de Cambio Climático no ha logrado mellar el aumento global de emisiones, por ejemplo, y disposiciones clave, como la adopción de presupuestos de carbono alineados con las contribuciones nacionales al Acuerdo de París, por lo menos en América Latina y el Caribe, y al momento de escribir esto, sólo se han identificado en dos países, Chile y Argentina, sin certidumbre sobre su cumplimiento.

			La articulación entre acuerdos internacionales y la política nacional sigue su curso. El Acuerdo de París, si se cumple, será una poderosa fuerza de cambio no sólo de la política ambiental de México, sino también de la estrategia de desarrollo nacional en su conjunto, pues tendrá repercusiones de gran alcance en cuanto a la producción y el consumo de energía; la forma de hacer y mantener ciudades, y los patrones de movilidad urbanos y nacionales. Como se ve en el correspondiente capítulo, el nuevo acuerdo ambiental trinacional también podrá ser un poderoso motor para la modernización en la política ambiental de México, a pesar de los reveses sufridos en la última década originados en la política nacional.

			La Cumbre de la Tierra y la institucionalidad ambiental de México

			La influencia más poderosa y visible de los acuerdos internacionales sobre la institucionalidad y la política ambiental de México fue derivada de la realización de la Cumbre de la Tierra en junio de 1992 y la adopción de sus resultados: las tres convenciones sobre bienes ambientales globales, cambio climático, biodiversidad, y desertificación; la Agenda XXI, y los Principios de Rio. El efecto mismo de la Cumbre fue determinante al dar visibilidad a la tensión crecientemente insostenible entre el patrón de producción y consumo nacional y la integridad ambiental del país, su base material y su naturaleza.

			La cumbre se produjo dos años antes del cambio de gobierno de Carlos Salinas de Gortari. El titular de la Secretaría de Desarrollo Urbano y Ecología en 1992 encabezó la delegación mexicana.4 La cumbre convocó también a cerca de diecisiete mil organizaciones de la sociedad civil.5 México había reformado poco antes su institucionalidad por efecto directo de la nego­ciación del Tratado de Libre Comercio de América del Norte (tlcan), para preparar su entrada en vigor. La Secretaría de Desarrollo Urbano y Ecología (Sedue) separó la función ambiental y se transformó en una Secretaría de Desarrollo Social en 1992, que en pleno Consenso de Washington se encargó de la política compensatoria basada en transferencias condicionadas y no condicionadas a grupos sociales focalizados, tanto en el medio rural como en el urbano. La función ambiental de la Sedue se dividió entre, por un lado, un Instituto Nacional de Ecología,6 encargado de emitir normas ambientales, reportes sobre el estado del medio ambiente, acuerdos de producción más limpia, protección de la vida silvestre y ningún instrumento de política económica, y, por otro lado, la Procuraduría Federal de Protección Ambiental, encargada de la observancia de la Ley y medidas asociadas, como las inspecciones a los establecimientos productivos. Este diseño respondía a la condicionalidad del Programa Ambiental de México y a la negociación con los Estados Unidos en respuesta al señalamiento de baja capacidad de hacer cumplir la ley por parte del gobierno mexicano. Tal capacidad se estimó como una condición para la efectividad de los acuerdos ambientales trinacionales y para hacer frente al incremento en las presiones ambientales que resultarían de una mayor actividad de comercio internacional y de integración productiva sobre la franja fronteriza. Tanto así, que México asumió una deuda adicional con el Banco Mundial para reforzar la actividad en dicha Franja: el Programa Ambiental de la Frontera Norte.7

			La campaña electoral de 1993 para la presidencia de la república fue escenario de un debate intenso respecto al dilema entre profundizar una política de fomento productivo y mayor explotación de los recursos naturales en el medio rural, o bien, con base en los impactos de la Cumbre de la Tierra, modificar el rumbo hacia un desarrollo más sostenible. Un mayor productivismo se expresaría en el nuevo gobierno en una reforzada Secretaría de Agricultura y Pesca, que ya contaba con la Comisión Nacional del Agua como garante del insumo agropecuario, y la institucionalidad dedicada a bosques y caza. El candidato a la presidencia, Ernesto Zedillo, puso un sello personal en el rumbo finalmente adoptado.8 La Cumbre de la Tierra y su visión terminaron por ganar la mano en el diseño institucional del nuevo gobierno, a lo que ayudó el debilitamiento, por el otro lado, de la institucionalidad agropecuaria. Recién ganada la elección, Zedillo pidió a la hasta entonces presidenta del Instituto Nacional de Ecología una propuesta de institución especializada en los temas ambientales que pusiera bajo la óptica del desarrollo sostenible los recursos naturales, renovables y no renovables sobre la base institucional existente de la pequeña Secretaría de Pesca. El cambio fue demasiado radical y la oposición de los sectores ligados al extractivismo energético y mineral no aceptaron este diseño. La nueva institución, la Secretaría de Medio Ambiente, Recursos Naturales y Pesca (Semarnap), quedó a cargo entonces de la gestión de los recursos naturales renovables, agua, fauna, bosques, pesca y territorios protegidos, y del cuidado de la salud humana ligada al medio ambiente. Y su primer titular, a cargo de la propuesta para modificar la Ley Orgánica de la Administración Pública, fue la expresidente del Instituto Nacional de Ecología.

			Este Instituto creó una nueva dirección para la gestión de las sustancias peligrosas, con muy poca atención en México y de alta preocupación tanto en los Estados Unidos como en Canadá; un área especializada en cambio climático; un área especializada en calidad del aire, que era un tema de preocupación compartida tanto por México como por los Estados Unidos, y, para responder al Convenio de Diversidad Biológica y las preocupaciones nacionales, una dirección para la vida silvestre y otra para las áreas protegidas, que a partir del año 2000 sería una comisión desconcentrada. Bajo la Comisión para el Conocimiento y Uso Sustentable de la Biodiversidad (Conabio) quedaron las responsabilidades de atender a los grupos tlcan y fronterizos sobre biodiversidad, así como a la autoridad científica del Convenio de Diversidad Biológica (cbd), de la Convención para prevenir el Tráfico de Especies (cites, por sus siglas en inglés) y de los otros tratados sobre biodiversidad.9 El Instituto Nacional de Ecología contó con un área de normatividad ambiental fuerte que operó cercana y activamente con la Procuraduría Federal de Protección al Ambiente (Profepa), la cual fue revirtiendo la percepción de los socios del arreglo trinacional sobre la debilidad o laxitud en la observancia de las leyes y normas ambientales en México.

			La protección de los bienes públicos globales

			Política para la acción climática

			El proceso de la política pública mexicana de cambio climático y su interacción con la convención y las negociaciones multilaterales relacionadas sigue en marcha tres décadas después de su inicio a partir de las negociaciones que condujeron a la Conferencia de Naciones Unidas sobre Medio Ambiente y Desarrollo de 1992 (Glender y Lichtinger, 1994). Se trata de un largo recorrido en el que se ha conformado progresivamente un entramado complejo, aunque inacabado, de estrategias, programas, instru­mentos, estructuras institucionales, normatividad, mecanismos financieros, plataformas de gestión de conocimiento, sistemas de información, espacios de participación ciudadana y otros componentes, que al paso del tiempo han cobrado la forma de una po­lítica pública propiamente dicha, pero que no han teni­do una secuencia lineal en su integración.

			La conformación estratégica

			La preparación para la formulación programática de cambio climático en México inició de hecho desde que transcurrían las negociaciones hacia la Convención, pero durante la década de los noventa no pudo concretarse, a pesar de los esfuerzos explícitos por adoptar una estrategia antes de que acabara el siglo xx. Los compromisos establecidos en el artículo 4 de la Convención se refieren, entre otros, a “Formular, aplicar, publicar y actualizar re­gularmente programas nacionales y, según proceda, regionales, que contengan medidas orientadas a mitigar el cambio climático”, y a “Tener en cuenta, en la medida de lo posible, las consideraciones relativas al cambio climático en sus políticas y medidas sociales, económicas y ambientales pertinentes”. En línea con el cumplimiento de estos compromisos, las autoridades ambientales mexicanas ya tenían en marcha en 1992 los trabajos de investigación para los inventarios nacionales de emisiones de gases de efecto invernadero y otros más que estaban previstos para el estudio del país y las futuras comunicaciones nacionales a la Convención, y desde esas bases se intentó la formulación de la primera estrategia después de 1996 (Instituto Nacional de Administración Pública, 2000; Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales [Semarnat], 2012).

			La estrategia nacional de acción climática pionera fue formulada en el Instituto Nacional de Ecología con el soporte de decenas de estudios especializados y, sobre todo, a partir de la información del primer inventario y la comunicación nacional de 1997.10 Ese mismo año fue instalado, sin la formalización suficiente, un Comité Intersecretarial para el Cambio Climático, que, entre otras, tenía la encomienda de coordinar y sancionar la estrategia. El documento fue elaborado y sometido a discusión entre las instituciones que formaban dicho comité, y entre grupos sociales y académicos. Se presentó a consulta pública en 1999, e incluso se validaron e incorporaron las aportaciones recibidas, pero la estrategia no tuvo efectos prácticos, pues fue publicada poco antes del periodo de transición entre el mandato gubernamental que concluyó el 1 de diciembre de 2000 y el que asumió el poder para los siguientes seis años.

			Desde ahí pasarían de hecho siete años más para que se contara con una estrategia formal, y nueve años para que apareciera el primer Programa Especial de Cambio Climático. Dicho de otra forma, entre la firma de la Convención y el primer instrumento programático propiamente dicho transcurrió una década y media. Este rezago ocurrió a pesar de la voluntad expresa de contar con un programa de cambio climático desde mediados de los años noventa, que proyectara la política e involucrara no sólo a las autoridades ambientales sino también al resto de las instituciones federales y a las estatales, e integrara las iniciativas privadas y sociales. Los programas de cambio climático de las entidades federativas se retrasaron aún más, aunque en algunas entidades se elaboraron de forma casi simultánea con los nacionales.

			En términos de formación de agendas públicas, ocurrió que, a pesar del compromiso internacional adquirido y reconocido; de que se tuvieran las bases mínimas de información y conocimiento, de que hubiera capacidades de formulación, entre otros requisitos, no existía un acuerdo político, legislativo y social suficiente ni una decisión de la mayor jerarquía para adoptar la decisión de Estado que mandatara la elaboración de una estrategia o un programa, lo cual pasó efectivamente de 2007 en adelante. La adopción del programa es sólo un paso en el proceso completo de una política pública, como bien se sabe, y no garantiza per se que ésta se ejecute y logre los resultados buscados, ni que se lleven a cabo los compromisos pactados en una convención, pero es un componente esencial para fines no sólo estratégicos, sino también comunicativos, pues encabeza el esfuerzo colectivo para reorientar el desarrollo en la dirección acordada en los instrumentos internacionales. En el sistema de planeación, por lo demás, también era necesario que los objetivos y las estrategias de acción climática se introdujeran en el plan nacional, lo cual ocurrió de 2007 en adelante, y en los programas de medio ambiente, lo cual ya venía ocurriendo desde 1996.

			Puede decirse, entonces, que la formulación programática en cambio climático fue un proceso lento e intermitente durante un periodo de quince años después de la firma de la Convención, y que su institucionalización ocurriría sólo a partir de 2009 y se formalizaría en 2012 con la Ley General de Cambio Climático. Pero un programa no forma de manera independiente una política pública, que supone otros componentes, de los cuales enseguida se reseñan solamente los institucionales y legislativos.

			La conformación institucional y legislativa

			Con estos dos componentes el proceso fue también discontinuo y accidentado. A posteriori, la impresión general es que México pudo haber conformado con mayor anticipación un sistema nacional de cambio climático que permitiera avanzar con mayor celeridad en la mitigación y la adaptación, y que irradiara y permeara de forma consistente no sólo al resto de las políticas sino también a las estrategias de desarrollo en general. Como sucedió con la formulación programática, en las dimensiones institucionales, instrumentales y legislativas no se registró una secuencia lineal que respondiera a un plan maestro de aplicación de la Convención, el cual habría sido deseable, por cierto, sino que las decisiones se adoptaron gradualmente, y en algunos periodos por debajo de las posibilidades políticas y económicas concretas del momento.

			La dimensión institucional y organizativa ilustra cómo las decisiones operativas limitaron la creación más temprana de las bases administrativas mínimas para formular y conducir las políticas de cambio climático. En 1995 se planteó la opción de crear alguna estructura con la jerarquía suficiente para convocar y coordinar a los organismos o dependencias clave para la mitigación y adaptación, incluyendo a los de la Secretaría de Medio Ambiente, Recursos Naturales y Pesca. Las medidas de austeridad derivadas de la crisis económica de ese año postergaron la creación de, al menos, una dirección general facultada no sólo para ejercer liderazgos técnicos, sino también para asumir los actos de autoridad necesarios en la toma de decisiones. El resultado fue que el pequeño grupo de trabajo para cambio climático quedó anidado en el área regulatoria del Instituto Nacional de Ecología, y no fue sino hasta 2008 que se creó la dirección general adjunta de políticas de cambio climático en la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales, que en los siguientes años permaneció en la incertidumbre y, en alguna medida, en la precariedad. Después de 2012, el Instituto Nacional de Ecología y Cambio Climático asumió las funciones que la Ley General de Cambio Climático le asignó.

			Éste es sólo uno de los componentes de la institucionalidad, pero refleja que la conversión de los compromisos de la Convención en decisiones y acciones de política siempre ha estado condicionada por las medidas presupuestales, administrativas y operativas que mediatizan las prioridades de la acción climática y en general de medio ambiente. En ciertos momentos, sin embargo, lo que ha predominado es la insuficiente capacidad argumentativa y firmeza ante las autoridades hacendarias y ante el Congreso para sostener asignaciones presupuestales suficientes para la política de cambio climático. La elaboración de estudios sobre los costos económicos de la inacción y sobre la necesidad de anticipar inversiones para mitigar impactos fue uno de los intentos realizados para fortalecer los presupuestos de cambio climático (Galindo, 2010).

			La institucionalización legislativa de cambio climático tuvo su origen, por supuesto, en su firma el 13 de junio de 1992, en su aprobación por el Senado el 3 de diciembre de ese año, y en su entrada en vigor para México el 21 de marzo de 1994, en calidad de actos creadores de derecho. En la práctica, el tema fue asignado como atribución de la naciente Secretaría de Medio Ambiente, Recursos Naturales y Pesca el 28 de diciembre de 1994, y después como función del Instituto Nacional de Ecología. La Ley General de Cambio Climático no sería aprobada hasta 2012, y desde entonces es la pieza legislativa en la que se basa y ordena la acción climática. En los hechos, durante dos décadas las políticas de cambio climático y todo su entramado institucional, regulatorio, instrumental y de todo tipo se fueron montando sin contar con un marco jurídico propio, lo que, vale decir, significó que todo el proceso hasta 2012 se guio por la propia Convención y derivó de ella, siendo ésta reconocida como el acto fundador y constitutivo de la política nacional de acción climática.

			Fue significativo que la Ley General de Cambio Climático no fuera promovida por el Poder Ejecutivo, sino que surgiera de un conjunto de iniciativas de diferentes partidos políticos de ambas cámaras legislativas, lo que de algún modo reflejó el hecho, tardío sin duda, de que por fin el cambio climático estaba colocado en la agenda política y en la pública. En el análisis convencional suele ubicarse la conformación de la agenda como fase inicial de un proceso de política pública, pero en el caso de cambio climático en México tal proceso fue atípico en el sentido de que la secuencia real de las decisiones y medidas adoptadas tuvo un marcado pragmatismo, y respondió a la necesidad de ir atendiendo los compromisos de la Convención (inventarios, comunicaciones nacionales, informes de país y otros). En este sentido, la política de acción climática mexicana estuvo estrechamente asociada a la Convención, y desde 2012 en adelante a la Ley General de Cambio Climático, el Acuerdo de París y otros elementos del derecho internacional. Para cuando fue aprobada esta ley, ya estaban diseñados y en muchos casos operaban los instrumentos específicos de la política de cambio climático, por lo que en buena medida lo que se hizo fue formalizar los resultados de dos décadas de trabajo institucional.

			El proceso de la política mexicana de cambio climático, en síntesis, ha estado vinculado a la Convención y de hecho se guio directamente por ella al menos hasta 2012, cuando se adoptó la Ley General de Cambio Climático; al menos durante dos décadas se conformó de manera pragmática teniendo como plan maestro a la propia Convención, pero sin una ruta de largo plazo para adoptar las decisiones internas, como las legislativas, presupuestarias y otras. Sí ha existido, a pesar de todo, continuidad en algu­nos de sus componentes, por ejemplo, los relativos al esfuerzo de promover la investigación científica y los sistemas de información necesarios para cumplir con la formulación de los inventarios, estudios de país y comunicaciones nacionales. Aunque sea un proceso en curso e inacabado, sobre todo porque incorpora constantemente nuevas exigencias derivadas de las negociaciones internacionales, a partir de 2012 la política de cambio climático quedó dotada de una estructura formal, que sin embargo sigue sometida a las tensiones propias de un campo tan expansivo y exigente como el de la acción climática.11

			Los acuerdos internacionales en el manejo sostenible de la biodiversidad12

			En el sexenio de Miguel de la Madrid (1982-1988) se creó la Secretaría de Desarrollo Urbano y Ecología (Sedue), con una Subsecretaría de Ecología13 que incluyó el Sistema Nacional de Áreas Naturales Protegidas (Sinanp) (Castañeda, 2006). Durante esa administración se crearon reservas como la de la Biosfera Mariposa Monarca, Sian Ka’an, Calakmul, Manantlán, El Cielo, El Vizcaíno y otras, “con lo cual quedaron protegidas más de tres millones de hectáreas de ecosistemas terrestres y acuáticos casi inalterados”, que alcanzaron 1.5% de la superficie del país (Challenger, 1998). Castañeda señala que la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección del Ambiente (lgeepa, 1988) dispuso reglamentar las áreas incluidas en el Sinanp y que el gobierno de Salinas de Gortari convocó y fue anfitrión de la Reunión Internacional sobre Problemática del Conocimiento y Conservación de la Biodiversidad, a la que asistieron especialistas de talla internacional; asimismo, en 1992 creó la Conabio,14 además de diez reservas de la biosfera, dos parques marinos nacionales y once reservas de otro tipo. En total, estas zonas protegen cinco millones de hectáreas de ecosistemas naturales, equivalentes a casi la mitad de las zonas federales protegidas, que al término de su sexenio abarcaban una extensión de diez millones de hectáreas, es decir, 5% del territorio nacional (Challenger, 1998).

			De acuerdo con Benítez, la Conabio fue creada seis meses antes de la Cumbre de la Tierra como parte del proceso de preparación de la participación de México en ella y con el propósito de responder a los requerimientos derivados del Convenio de Diversidad Biológica (cbd), ratificado por México en 1992 y que entró en vigor al año siguiente. Los tres objetivos de este Convenio tuvieron una visión integral de la biodiversidad: 1) la conservación de la diversidad biológica; 2) la utilización sostenible de sus componentes, y 3) la distribución justa y equitativa de los beneficios derivados de la utilización de los recursos genéticos (Conabio, 2016). A diferencia de instrumentos previos y posteriores, su objeto es el material genético, las especies y los ecosistemas.

			El gobierno de Zedillo modificó la lgeepa en 1996 y fortaleció el sinanp, en línea con el cbd. En ella se retomaron conceptos importantes como el de biodiversidad y sustentabilidad; se redefinieron los tipos de áreas naturales y se crearon otros nuevos; igualmente, se tipificó la conservación de los recursos naturales como responsabilidad conjunta de varias secretarías de Estado y se incorporaron las instituciones académicas y centros de investigación, además de organizaciones no gubernamentales y organismos de tipo social y privado en la gestión, la administración y el manejo de las áreas naturales. También se facultó a las entidades para crear parques y reservas cuando sus áreas naturales presentaran gran relevancia, y a los gobiernos municipales se les otorgaron responsabilidades en el cuidado de parques ecológicos urbanos y zonas de preservación ecológica en su territorio.

			El cbd fortaleció en México la administración de áreas naturales protegidas, que se consolidó como Comisión Nacional y contribuyó en la atracción de importantes recursos para la conservación del Fondo para el Medio Ambiente Mundial (gef, por sus siglas en inglés), instrumento financiero de las convenciones de Río y de otros donantes. Por ejemplo, en 1997 con recursos del gef del Programa Ambiental de México, administrados por el Banco Mundial, se logró financiar un fideicomiso, el fanp I y II, para el mantenimiento de al menos diez áreas naturales protegidas de importancia nacional, una innovación en los procedimientos tanto del Banco Mundial como del gef. El financiamiento del gef a México ha sido de alrededor de 158 millones de dólares (Conabio, 2016). A fin de coordinar la actuación gubernamental ante el gef, se creó un grupo de trabajo que se encargaba de seleccionar de una cartera los proyectos a presentarse formado por la shcp (que es el punto focal del gef), la Semarnat, la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Pesca y Alimentación (Sagarpa), la se y la Conabio. México, en cumplimiento del cbd, elaboró su Estrategia Nacional de Biodiversidad (2000), las Estrategias Estatales de Biodiversidad (veintisiete) —ricas en información detallada—, la Comunicación Nacional, la publicación Capital natural de México y el Sistema Nacional de Biodiversidad. De acuerdo con la Conabio (2016), uno de los mayores obstáculos para el avance en la implementación del cbd es la mejora del marco normativo para la reparación de daños, el reparto justo, el acceso normado y la integración en el poder judicial de estas materias. En fechas más recientes, el cbd influyó sobre México a través de las metas aichi (2010), ya que avanzó hacia su cumplimiento adelantado mediante la ampliación del territorio protegido, que llegó a una superficie de noventa y un millones de hectáreas —setenta millones marinas y veintiún millones terrestres— con 182 Áreas Naturales Protegidas en total.

			La Cumbre de la Tierra de 1992 también fue el principal detonante internacional de la política mexicana contemporánea para la biodiversidad,15 ayudado por una sólida generación de especialistas formados sobre todo por la unam que pudieron tomar las disposiciones del cbd para su aplicación en México. A su vez, la actuación mexicana ha sido activa y propositiva en el cbd, lo que ha cimentado el reconocimiento de la Conabio como institución de excelencia.

			El Protocolo de Cartagena sobre la seguridad de la biotecnología

			En el seno del Convenio de Diversidad Biológica entre 1996 y 199916 se llevó a cabo la negociación del Protocolo de Cartagena17 con base en el principio 15 de la Declaración de Río, el Principio Precautorio, que frente a la duda sobre un potencial daño, recomienda evitarlo, para diferenciar en el comercio internacional (movimientos transfronterizos) a los organismos genéticamente modificados. Biológicamente, la preocupación es atendible. Su implementación conlleva importantes costos, por la necesaria separación de líneas de producción, embarque y comercio; sus correspondientes etiquetados y procesos de consentimiento informado previo, y, por supuesto, las limitaciones en el uso de este tipo de productos por decisión de los países miembros. Por parte de México, en la negociación participaron la Semarnap, la sre y la Conabio. México ratificó el Protocolo en 2003, año en que entró en vigor. Anticipando las implicaciones de política pública y políticas económicas del Protocolo, el gobierno creó en 1999, un año antes del cierre de su negociación, la Comisión Intersecretarial de Bioseguridad de los Organismos Genéticamente Modificados18 (Cibiogem), con la participación de la Sagarpa, la Semarnat, la Secretaría de Salud, la sep, la shcp y la se, así como del director general del Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología (Conacyt). Como en el ámbito internacional, la Cibiogem ha estado tensionada entre los promotores de los cultivos transgénicos19 y las preocupaciones por su efecto en la biodiversidad mexicana, en un país megadiverso que es al mismo tiempo centro del origen de importantes domesticaciones de plantas y animales, especialmente del maíz. Las funciones de la Cibiogem siguen el Protocolo de Cartagena en cuanto a autorizaciones para la importación de transgénicos; su empleo; el registro de organismos genéticamente modificados (ogm) en uso mundialmente; autorizaciones de importación, exportación, uso confinado y liberación al medio ambiente, y notificación de las liberaciones accidentales al medio ambiente, así como las revocaciones. También está autorizada a tener otra participación a escala internacional, como en la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (ocde), el grupo trinacional sobre biodiversidad (nabi), las reuniones del Protocolo de Cartagena y el Codex alimentario de la Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura (fao). Entre las autorizaciones importantes se han producido las de maíz y algodón. Tras la ratificación de 2003 y como complemento de la Cibiogem, se procedió a la elaboración de la Ley Federal de Bioseguridad que se publicó en 2005 y su reglamento en 2008.

			El Protocolo de Nagoya sobre acceso y reparto justo de los beneficios de la biodiversidad

			En el marco de la ocde, aprovechando las particularidades de México, de ser un país en desarrollo con alta biodiversidad, que lo singularizan en ese contexto, el representante de la Semarnap ante la entidad, con el acuerdo de la titular de esta Secretaría, promovió la idea de contar con un grupo de países megadiversos para la protección y el uso sostenible de su biodiversidad. El proyecto no prosperó, pero dejó la idea sobre la mesa. En 2002 la Conabio relanzó la idea en el marco del cbd y propuso la creación de un Grupo de Países Megadiversos Afines que alcanzó una declaración en Cancún en 2002 y sigue activo, con diecinueve países en desarrollo miembros. En el seno del cbd, se negoció durante siete años sobre acceso y reparto justo de los beneficios de la biodiversidad para evitar la biopiratería, que culminó en la Décima Conferencia de las Partes (cop10) del cdb, celebrada en Nagoya, Japón, en 2010, con la aprobación del Protocolo de Na­­goya. En este caso, México, a través de la Conabio, influyó sobre la institucionalidad del cbd. El Protocolo se abrió a la firma en 2011 y entró en vigor en 2013. La Conabio es su punto focal científico,20 pero el proceso de construcción institucional nacional está aún en proceso. El Protocolo toca materias que también toca la Organización Mundial de Propiedad Intelectual (ompi), que los Estados Unidos no han suscrito, como pasa con el cbd. Por tanto, debilita el proceso de demostración de “legal pro­cedencia”, base para el adecuado ejercicio del Protocolo en la relación bilateral, y no ha sido posible evitar el patentamiento de la biodiversidad fuera del país. También está pendiente fortalecer el marco nacional para la implementación del protocolo, por ejemplo, mediante la regulación del reparto justo de beneficios y las consultas con las comunidades, que se enmarcan en la Ley Nacional de Biodiversidad, así como ajustar los marcos jurídicos nacionales relacionados con el aprovechamiento de la biodiversidad (salud, propiedad industrial, producción de variedades vege­tales, etcétera) y los internacionales, como la ompi y la Organización Mundial del Comercio (Conabio, 2016).

			La Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Fauna y Flora Silvestres (cites)

			La cites entró en vigor en 1975 y México la ratificó en 1991. De acuerdo con Benítez, la entrada de México en la cites (o Convención de Washington) estuvo relacionada con la negociación del tlcan, pues los Estados Unidos exigía la más amplia implementación de la Convención y su objetivo comercial como parte del paquete para llegar a un acuerdo comercial más extenso. Para entonces, de las treinta y tres mil especies listadas, dos mil eran mexicanas. Por tanto, un trabajo sustancial ha sido ajustar los anexos (I, el más estricto; II, que permite el comercio con base en extracción sostenible de la naturaleza, y III, para las especies cuya protección requiere de colaboración internacional) a fin de promover el interés de México: el comercio legal de especies obtenidas sosteniblemente por producción in situ. La estructura de anexos, así como la reproducción ex situ por parte de países desa­rrollados generan una desventaja comercial importante.

			México tuvo que ajustar su institucionalidad para operar en la cites designando como autoridad administrativa a la Dirección de Vida Silvestre de la Semarnat a fin de que otorgara los permisos relacionados con los movimientos transfronterizos (repatriaciones incluidas) y registros de productores; como autoridad científica, a la Conabio, para verificar el estado de las especies mexicanas y reflejarlo adecuadamente en los anexos, y a la Profepa como autoridad para el cumplimiento de la ley. La Conabio ha logrado desde entonces la aprobación de veinte propuestas de ajustes a los anexos; se ha desempeñado como representante para Norteamérica en los comités de flora y fauna, y desde 2010 funge como vicepresidente del comité de flora. En 2014 recibió el Certificado de Mérito para la Ciencia,21 otorgado por vez primera por la cites por su labor científica en los comités. A su vez, promovió en la cites el uso de los Certificados de No Perjuicio o de extracción no perjudicial (ndf, por sus siglas en inglés) como respaldo a la comercialización de ejemplares, que facilita el uso sustentable de la conservación in situ, donde radica la ventaja de un país diverso, lo que ha generado importante actividad científico-administrativa dentro de la Convención. Entre las especies reclasificadas (hacia el anexo 1 o desde el anexo 1) están la langosta, el atún, la sardina, la caoba, palmas, iguanas y cocodrilos. Asimismo, se ha fortalecido la certificación de los ranchos cinegéticos, los decomisos de ejemplares ilegales (un cargamento de tortugas de quince mil ejemplares, como caso extremo), pepinos de mar, caballitos de mar, entre otros. La cabal implementación de la cites requiere de más expertos y de una actitud proactiva de los sectores privado y social para robustecer la capacidad productora y exportadora del país, que al mismo tiempo fortalezca las poblaciones de las especies con grados de amenaza. La cites no cuenta con fondos de cooperación internacional, por ser un tratado comercial.

			Los efectos del ingreso a la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos

			En 1994, con la entrada de México a la ocde (primer país latinoamericano en hacerlo), como parte de los compromisos22 de acceso se hizo el compromiso político de salir del G77, lo que tuvo enormes consecuencias en los alineamientos ambientales internacionales para México.

			Entre los compromisos para entrar en la organización se asumió el de contar con un laboratorio de referencia, capaz de validar resultados y de contar con el mutuo reconocimiento de los laboratorios de los países miembros para la introducción de sustancias químicas a su espacio económico. El mutuo reconocimiento es un instrumento de apoyo a la expansión del comercio internacional. Uno de los más importantes apoyos en el desarrollo del laboratorio y de su operación fue la cooperación con el gobierno de Japón a través de su agencia oficial de cooperación internacional, jica.

			Se asumió también el compromiso de someterse periódicamente a las Evaluaciones de Desempeño Ambiental, de las que México ha pasado por tres entre 1994 y 2020. Esta evaluación del desempeño ambiental incluye al gobierno mexicano, no sólo las acciones de la Semarnat. Por esa razón, implicó la instalación de un ejercicio inédito de coordinación transversal, en el entendido de que hay políticas ambientales explícitas e implícitas en otras secretarías, como en la de Agricultura, la de Hacienda y la de Obra Pública, así como acciones de cooperación ambiental internacional en la Secretaría de Relaciones Exteriores. Estas evaluaciones implican la recopilación de información para el examen de la política ambiental declarada y la política ambiental de facto. En su estructura contiene reconocimientos y recomendaciones, que, por el carácter periódico de las revisiones, se analizan para evaluar los avances. Eso les da un carácter intertemporal, pues abarcan distintos periodos de gobierno y, por tanto, han contribuido a aumentar la transparencia y la coordinación en el gobierno federal en materia ambiental. Ello también, y se trata de una cuestión no menor, ha obligado al gobierno mexicano a dialogar con otros miembros de la ocde que toman conocimiento de la evaluación del desempeño ambiental y la discuten con una representación transversal del gobierno, lo cual ha cambiado la tradicional forma de cooperación, basada en ayudas monetarias, por una forma de cooperación entre pares que razonan un problema de manera conjunta, en un ejercicio colectivo de fortalecimiento mutuo. México también pasó a formar parte de los equipos de evaluación de terceros países.

			La ocde absorbió como buena práctica los instrumentos desarrollados en los Estados Unidos y Canadá para informar a la población de los riesgos por la exposición de sustancias debida a la contaminación del medio ambiente, suelos, agua o aire que se deriva de la actividad industrial manufacturera o agrícola. Los Estados Unidos desarrollaron el Registro de Emisión de Contaminantes y sus Transferencias (Pollutants Release and Transfer Registry, prtr), y Canadá desarrolló su Inventario de Emisiones Tóxicas (Toxic Release Inventory), que la ocde armonizó en el Registro de Emisiones y Transferencia de Contaminantes, retc. El instrumento materializa en parte el derecho a saber a nivel local que postula el principio 10 de la Declaración de Río de 1992, sobre transparencia y democracia ambiental. México avanzó en una adopción gradual del instrumento, primero mediante la emisión de una Norma Mexicana, de carácter voluntario, del Instituto Nacional de Ecología, a fin de permitir que el sector privado se pudiera familiar con el instrumento. Entre 1994 y 1997 se hicieron los trabajos preparatorios; en 1997 se aplicó la fase piloto; en 1999 salió el primer informe; el 18 de abril de 2001 se publicó la Norma Mexicana del retc; el 31 de diciembre de 2001 se introdujo el retc en la lgeepa y se volvió obligatorio; el 3 de junio de 2004 apareció el reglamento de la lgeepa sobre el retc; el 25 de enero de 2014 apareció la Norma Oficial Mexicana 165 del retc. Tomó veinte años que un instrumento indispensable para dar transparencia a la información y seguridad a la población se aplicara finalmente de manera cabal. En 2020 sólo México y Chile contaban con un retc, ambos por pertenecer a la ocde y los acuerdos norteamericanos ambientales. Colombia y Costa Rica, admitidos en ese mismo año, deberán incluir el retc entre sus instrumentos. En el marco de la negociación del Acuerdo de Escazú sobre derecho a la información, participación y justicia ambientales, según el principio 10, se ha recogido el retc como vehículo de transparencia informativa, y con su entrada en vigor en 2021 se promueve su adopción en los países ratificantes del Acuerdo.

			Otro importante ámbito de repercusiones fue la presión de países miembros de la ocde sobre México, particularmente Reino Unido y los Estados Unidos, para formar parte del anexo 1 de la unfccc, que México resistió por razones tanto de procedimiento como de fondo. No había sido parte de las condiciones de acceso y, por tanto, no era procedente que se le exigiera, y si bien la unfccc se adoptó en Río en 1992, tenía varios años en negociación. Las emisiones mexicanas per cápita, de 5.71 to­neladas en 1994, eran considerablemente menores que las de los Estados Unidos, de 24.7 toneladas, y las europeas (UE28), de 10.4 toneladas per cápita, lo que chocaba de frente con uno de los valores centrales de la convención: responsabilidades comunes, pero (muy) diferenciadas. México ofreció avanzar, en cambio, en la medida de sus posibilidades, e incluso más adelante, en 1997, al aprobarse la estructura del protocolo de Kioto, propuso, como país de desarrollo intermedio, un espacio que per­mitiera la toma de compromisos voluntarios decididos nacio­nalmente. Esa opción no habría de materializarse23 sino hasta 2015, con la aprobación del Acuerdo de París y sus contribuciones nacionalmente determinadas. En cambio, participó desde el primer momento en el grupo de expertos del anexo 1, donde se analizaban opciones de política pública para la acción climática que pasaban a formar parte de la discusión nacional a través de la Semarnap y del Instituto Nacional de Ecología.

			También como consecuencia del acceso a la ocde, México participó en el Grupo de Análisis Avanzado de Indicadores Ambientales, que tuvo una repercusión directa en el Instituto Nacional de Ecología, en su papel de institución de investigación e innovación en materia ambiental. Tomó carta de naturaliza­ción el enfoque desarrollado en la ocde: el marco Presión, Estado, Respuesta, que permeó los informes periódicos sobre el estado del medio ambiente publicados por el Instituto, e incluso se produjeron pasantías de especialistas mexicanos en la ocde, para profundizar en el estudio y el uso de este marco metodológico.

			La salud y el manejo racional de las sustancias químicas y los materiales riesgosos24

			La entrada en la ocde y los señalamientos sobre sustancias químicas

			La ocde no tenía una agenda verde y sí en cambio agrupaba a los principales productores mundiales de sustancias químicas y generadores de residuos peligrosos. Por tanto, la condicionalidad ambiental se enfocó en esta materia.

			En su declaración de acceso a la ocde (ocde, 1994), México hizo las siguientes observaciones sobre el estado de su institucionalidad y de su política sobre sustancias químicas:

			

			1.	Sobre la Decisión del Consejo relativa al Conjunto Mínimo de Datos Previos a la Comercialización en la Evaluación de Productos Químicos [doc. núm. C(8 2) 196(Final)], observó que: “Salvo en pesticidas y drogas terapéuticas, México no cuenta con un sistema para identificar nuevos productos químicos y sus posibles riesgos antes de que sean comercializados”, para lo cual tomará en cuenta el “Conjunto Mínimo de Datos Previos a la Comercialización de la ocde. El análisis de las acciones necesarias para el establecimiento de un sistema de esta naturaleza, sus implicaciones, costos y beneficios, será llevado a cabo en los próximos meses, con miras a su puesta en práctica”.

			2.	En relación con la Decisión-Recomendación del Consejo sobre el Cumplimiento de los Principios de Buenas Prácticas de Laboratorio (bpl) [doc. núm. C(89) 87(Final)], observó que: “México reconocerla [sic] la garantía de un país miembro de la ocde que realice la prueba de datos de acuerdo con los principios de bpl señalados en esta Decisión. México procederá a preparar los procedimientos administrativos necesarios, para tal efecto”. Y que “Cuando sea necesario (para la industria química mexicana)”, los procedimientos de prueba especificados por las directrices de la ocde serían introducidos y llevados a cabo de acuerdo con los principios de la ocde de Buenas Prácticas de Laboratorio”.

			3.	En relación con la Decisión-Recomendación del Consejo sobre la Investigación Cooperativa y Reducción de Riesgos de Productos Químicos Existentes [doc. núm. C(90) 163(Final)], se observó que “México no ha puesto en práctica todavía un programa nacional para la investigación sistemática de los productos químicos existentes. Un análisis de las acciones que deben ser tomadas para el establecimiento de un programa de esta naturaleza, sus implicaciones, costos y beneficios, será llevado a cabo en los próximos meses”.

			4.	Y con respecto a la Decisión del Consejo relativa al Control de Movimientos Transfronterizos de Residuos Destinados a Operaciones de Recuperación [doc. núm. C(92) 39(Final)], se observó que 

			México está de acuerdo en controlar los movimientos transfronterizos de residuos destinados a operaciones de recuperación como se especifica en el Anexo I de esta Decisión. Sin embargo, algunos de los desperdicios incluidos en la lista verde están considerados como peligrosos por la legislación, regulaciones y normas oficiales, y quedarían sujetos a la clasificación y requerimientos nacionales. Las autoridades mexicanas notificarán al Secretariado sobre los resi­duos específicos que necesitarían ser controlados como si estuvieran asignados a la lista ámbar o a la lista roja, y sobre los requerimientos aplicables, como se establece en el Párrafo 6 en el pun­to “II. Disposiciones Generales” del Anexo I de esta Decisión.

			En pocas palabras, salvo para plaguicidas y medicinas, México no tenía una política ni institucionalidad que fueran útiles a la iden­tificación, el uso seguro y la autorización para el ingreso al mercado de las sustancias químicas, y tenía una clasificación de residuos peligrosos no armonizada para el comercio internacional.

			La ocde, por su parte, trabajaba para formar una base común regulatoria, protectora de la salud, del medio ambiente y que eliminara barreras técnicas al comercio. La armonización de los requerimientos de información para el comercio de sustancias químicas nuevas entre sus miembros evita la aplicación de costosas pruebas a cada producto, que además retrasan el ingreso de nuevas sustancias al mercado. La ocde armonizó las pruebas sobre peligrosidad de las sustancias químicas nuevas mediante guías prácticas de laboratorio y creó un grupo de inspectores para que los laboratorios nacionales aseguraran la correcta aplicación de las guías y su certificación. Debido a este compromiso, en México se realizó un taller de buenas prácticas para adecuar los laboratorios que produjeron seis guías25 en español. Al mismo tiempo, debido a su pertenencia al tlcan y dado que los Estados Unidos es el mayor consumidor de nuevas moléculas y el mayor desarrollador de sustancias químicas, era posible hacer un bloque para contrapesar a los productores europeos.

			En la ocde figuraba prominentemente la preocupación sobre los plaguicidas, que, por su naturaleza tóxica, hacían de las evaluaciones para entrar en el mercado un factor crítico para asegurar su inocuidad sobre las personas. El peligro deriva tanto de la molécula como de la forma como se utiliza, y varía según la vulnerabilidad de las personas / ecosistemas expuestos. En la ocde se acordó que el proceso de prueba era responsabilidad de cada país, pero sujeto a una metodología armonizada. Uno de los logros de la ocde, fue exigir a la propia industria la responsabilidad de evaluar los riesgos, que redujeron los costos para los países.

			La respuesta mexicana

			En 1992, en la preparación para el acceso a la ocde,26 la Sedesol publicó el primer diagnóstico (Cortinas, 1992) sobre el estado de la gestión de sustancias químicas en México. La respuesta del gobierno mexicano a la ocde fue la de fortalecer gradualmente la institucionalidad, entonces muy débil. En la Agenda 21 de Río 92 se aprobó un capítulo sobre sustancias químicas con la propuesta de establecer un Sistema Global Armonizado para la clasificación y la comunicación con etiquetados de los peligros de las sustancias químicas (sga, Sistema Globalizado y Armonizado de Clasificación y Etiquetado de Productos Químicos). Hasta entonces las etiquetas eran distintas, reflejo de la competencia entre los Estados Unidos y Europa por el mercado global de productos químicos. A través de la Secretaría de Comercio y Fomento Industrial, México emitió una norma voluntaria, para la aplicación del sga.

			En 1994 el Instituto Nacional de Ecología creó una Unidad de Sustancias Químicas y Evaluación Ambiental equipada con consultores, dependiente de la presidencia del ine, estructura que permaneció hasta 1998 cuando se le transformó en Dirección General de Materiales, Residuos y Actividades Riesgosas del Instituto Nacional de Ecología, de la Secretaría de Medio Ambiente, Recursos Naturales y Pesca (Semarnap), pasando a formar parte de la estructura presupuestal, que con cambios se mantiene en el Instituto Nacional de Ecología y Cambio Climá­tico (inecc).

			Los plaguicidas. En el mismo año y dentro de la recién creada Comisión de Cooperación Ambiental de América del Norte (cca), se formó un grupo de trabajo para el manejo racional de sustancias químicas (smoq, por sus siglas en inglés) del que México se benefició enormemente para fortalecer su propia gestión. El grupo técnico de plaguicidas creó un mecanismo para facilitar el registro de estos productos. Los tres países acordaron aceptar las pruebas de peligrosidad realizadas en laboratorios acreditados bajo la metodología convenida entre ellos. Tras la evaluación, el registro en uno de los tres países pasó a ser válido en los otros dos de forma automática con el significativo ahorro de tiempo y recursos económicos para los países.

			Esta iniciativa fue gestionada por la Agencia de Protección Ambiental (epa) con el apoyo de México y de Canadá, para su adopción por la ocde; actualmente, cuando un país del bloque aprueba un producto bajo las guías acordadas, queda automá­ticamente aceptado por los demás miembros. El etiquetado cumple con el derecho a saber de los consumidores, las hojas de seguridad de los materiales son un apoyo para los trabajadores que manipulan las sustancias, y es obligación de la industria dar a conocer a los consumidores y a los trabajadores la peligrosidad de las sustancias y las condiciones que las pueden hacer riesgosas. Éste es el objeto de la normativa mundial que regula las sustancias químicas, cuya elaboración tardó veinte años en lo tocante a clasificación y etiquetado.

			Con la creación de la Cofepris (Comisión Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios, en 2001),27 se dio origen a una ventanilla única para las pruebas sanitaria, agrícola y ambiental que debe hacer cada secretaría en plaguicidas y nutrientes vegetales, lo que les facilitó la realización de estos trámites a las empresas.

			Sustancias químicas industriales

			México es fundamentalmente un consumidor de productos químicos, e incluso con las normativas vigentes, los químicos de uso industrial entran fácilmente al país, porque no se ha reformado el plafest para incluir sustancias industriales.28 Las leyes General de Salud, de Equilibrio Ecológico y Protección Ambiental, de Sanidad Vegetal y Animal no establecen prohibiciones ni mecanismos para retirar el registro a sustancias ya registradas sin haber sido probadas en México.

			El compromiso ambiental 1 ante la ocde implica contar con el inventario de las sustancias químicas industriales existentes y un procedimiento de registro para nuevos químicos industriales (los agroquímicos están regulados por el plafest), para así distinguir las sustancias a las que se deban aplicar pruebas. Por ello, se consideró posible incluir en un solo reglamento los materiales peligrosos, los residuos peligrosos (fin del ciclo de vida) y las actividades altamente riesgosas. Para este ejercicio, el Instituto Nacional de Ecología convocó a representantes de la asociación nacional de la industria química nacional, de Canadá, de los Estados Unidos y de la Unión Europea, así como a expertos de la ocde, de la onu, y de la Chemical Abstracts Service (cas),29 quienes vinieron a México para elaborar en conjunto el Proyecto de Reglamento de Materiales y Residuos Peligrosos y Actividades Consideradas Altamente Riesgosas, que permitiera fortalecer la regulación nacional de productos químicos consistente con la Declaración de Adhesión de México a la ocde.30

			El único sistema de clasificación universal mundial era del cas. El proyecto contó con la aprobación de la Semarnap, de la Secretaría de Salud, de la Sagarpa y de la Secretaría de Trabajo y Previsión Social, así como del área jurídica de la Presidencia de la República, pero, aun así, no vio la luz en el Diario Oficial de la Federación ni en las siguientes administraciones gubernamentales. Ello a pesar de que la lgeepa previó desde 1988 la publicación de los reglamentos en las tres materias que cubren: materiales peligrosos, residuos peligrosos (el único que se publicó) y actividades altamente riesgosas. En enero de 2000 el gobierno federal declaró una mora regulatoria.

			El reach

			Para diciembre de 2006 México estableció el registro reach,31 y así nació, con base 2009, el primer inventario32 de las sustancias químicas industriales existentes en el mercado nacional. En 2015 inecc lo actualizó, con base 2014,33 y se hizo un ensayo de plataforma digital de registro de pruebas. Como reacción al reach de la Unión Europea, los Estados Unidos dictaron (2016) la Frank R. Lautenberg Chemical Safety for the 21st Century Act.34

			Valorización de residuos

			La ocde busca reducir la cantidad de residuos sólidos y México, en el marco de la elaboración de su ley en esa materia, publicó el Manual para valorización de residuos, innovación y participación social,35 donde se encuesta a los sectores y se resumen los casos exitosos presentados en las reuniones de la ocde sobre el tema.

			La Ley General para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos de 200336 (aprobada en abril y publicada en octubre del mismo año)37 surge del manual de referencia para la prevención estratégica de residuos (Reference Manual on Strategic Waste Prevention38 de la ocde, del año 2000, que a su vez fue utilizado por la Unión Europea como base para su política de economía circular promulgada en 2015).39 La preparación incluyó discusiones con la epa y Environment Canada en Washington. Fue la primera ley en América Latina y el Caribe que previene la generación y que utiliza los planes de manejo como instrumento para la prevención. Estos planes, pese a ser obligatorios, pueden ser elaborados según los intereses, necesidades y criterios de cada empresa, de modo que los potenciales residuos se reincorporen a los procesos productivos, se eviten pérdidas económicas40 y se generen actividades adicionales. Fue aprobada por las comisiones de Medio Ambiente, Ciencia y Tecnología y Asuntos Legislativos, y los partidos políticos la aprobaron en el Senado por unanimidad.41

			En 2020 el Consejo de Salubridad General42 (csg) publicó la Política Nacional Integral para la Gestión de Sustancias Químicas43 (noviembre de 2019), que tiene entre sus acciones previstas la expedición de la Ley General para la Gestión Integral de Sustancias Químicas (lggisq), lo que haría revitalizar el reglamento frenado del año 2000, el cual estaría en línea con el Objetivo de Desarrollo Sostenible 3 sobre salud y sustancias químicas. También formó un grupo de trabajo para el plomo, pues los niveles permitidos en la norma estaban muy por encima de lo establecido en otros países.

			De acuerdo con especialistas en la materia, gran parte de lo que México ha logrado en materia de sustancias químicas ha sido gracias a los convenios internacionales, al reducir el ingreso al país de sustancias que en el país exportador están prohibidas. México ha aprovechado mucho el trabajo con la cca. Varias legislaciones de residuos en América Latina se inspiraron en la mexicana, y en Brasil, Chile y Costa Rica, por ejemplo, se logró, a diferencia de México, incluir la responsabilidad extendida del productor. El trayecto recorrido, a semejanza de lo sucedido en cambio climático, ha sido sumamente prolongado, con muchas debilidades institucionales, y en ausencia de los acuerdos internacionales, la agenda de sustancias químicas estaría lejos de donde se encuentra ahora.

			Comentarios finales

			Como muestra la evidencia, la interacción entre los acuerdos internacionales y la política ambiental de México ha sido muy positiva y fructífera. En algunos campos, como el de sustancias químicas industriales y cambio climático, incluso podría ser incipiente. También se han producido importantes acciones desde México respecto de los acuerdos internacionales, como muestran con claridad los casos del Convenio de Diversidad Biológica y la cites. Pero no solamente México tuvo un importante impacto sobre la ocde y sobre la cca al instalar y vitalizar la agenda verde, la pertinente para la conservación y uso sostenible de la naturaleza. México también volvió la mirada hacia el res­to de América Latina y el Caribe y relanzó el Foro de Ministros de Medio Ambiente de América Latina y el Caribe, el Foro Ibe­roamericano de Ministros de Medio Ambiente y en Tuxtla II, para dinamizar la relación ambiental con la ccad y los países centroamericanos, el Corredor Biológico Mesoamericano y el Sistema Arrecifal del Caribe. En el bloque trinacional y aprovechando tanto la experiencia de los programas binacionales de frontera como el trabajo de la cca, se autonomizó y reforzó el trabajo en biodiversidad al crearse en 1996 la Comisión Trilateral de Vida Silvestre.

			Sin embargo, en la mayor parte de las dinámicas presentadas se puede advertir un patrón en el que la interacción directa con los acuerdos es dinámica, enérgica y creativa, pero va perdiendo empuje conforme la dinámica nacional se aleja de la frontera internacional y aparecen las insuficiencias en recursos humanos, presupuestales y de decisión política para modernizar la gestión fuera de las fronteras de las instituciones ambientales de gobierno. A veintiocho años de la Cumbre de la Tierra, algunas acciones claves para la gestión ambiental siguen dependiendo vitalmente de recursos de la cooperación internacional. Las instituciones encargadas de ayudar a cambiar el paradigma de desarrollo por uno más sostenible, comenzando por la Semarnat, han perdido presupuesto y capacidad humana de manera importante.

			Como se ha visto, el acceso a la ocde y los tratados emanados de la Cumbre de la Tierra han tenido los impactos más duraderos y profundos en la política ambiental de México. Ambos casos, con sus pulsos, Río+10, Río+20, la Agenda de Desarrollo Sostenible aprobada en 2015 y el Acuerdo de París, muestran el esfuerzo colectivo, difícil y de largo aliento para lograr el reconocimiento de los reales efectos y costos de la dinámica económica y social sobre el medio ambiente. El conjunto de acuerdos internacionales y su correspondencia nacional son instrumentos clave para reorientar el estilo de desarrollo hacia opciones menos destructivas, más sostenibles y más inclusivas, algunas de alcance nacional, mientras otras requieren de un multilateralismo sólido.

			El avance hacia un desarrollo más sostenible en su pilar ambiental se beneficia de la interacción vigorosa entre los avances internacionales y la respuesta regulatoria e institucional nacional, sin duda. Pero los acuerdos ambientales multilaterales son, finalmente, orientativos, pues marcan un rumbo y crean instrumentos para la interacción, sin mecanismos que los hagan observables o vinculantes de un modo más significativo. El efecto transparencia (sunshine effect) es su principal instrumento. Ése es su limitado poder, vulnerable frente a embates de distanciamiento, negacionismo o no suscripción.

			Hasta ahora, además, el enfoque principal de la interacción entre la política internacional y la nacional, fundamentalmente regulatoria, ha sido el de la mitigación del potencial daño ambiental, sea a la seguridad climática, a la biodiversidad o a la salud humana. La agenda disuasiva ha tenido muy poco acompañamiento desde otras áreas de la administración pública o ha demorado incluso más que algunas de las regulaciones reseñadas. Ejemplos de esto son la ausencia de instrumentos propios aplicables a las evaluaciones económicas ex ante de la inversión pública; el rezago y la poca amplitud en los impuestos a las emisiones dañinas, y, como se señaló arriba, el continuo embate contra el presupuesto de las instituciones ambientales y el debilitamiento del conjunto de la política ambiental. Durante la pandemia de covid-19, en 2020, México vio una reducción adicional de algo más de 20% en su gasto de protección ambiental,44 y el gasto en recuperación fue ostensiblemente favorable para actividades que van contra la acción climática, lo que amplió la distancia entre compromisos declarados, como la revisión de las Contribuciones Nacionalmente Determinadas, y la dirección de los recursos. Los avances en el sector financiero también son incipientes en materia de internalización de riesgos ambientales, liderados por el Banco de México y la Secretaría de Hacienda.

			Junto con la disuasión de las conductas dañinas, es crucial favorecer la agenda alternativa, que depende, fundamentalmente, de un cambio en las rentabilidades relativas en contra de las actividades dañinas y en favor de los sectores que no sólo tienen una menor huella ambiental, sino que son generadores de empleo y financiables con recursos internos. Este cambio, positivo, no sólo disuasivo, sería el resultado de una interacción virtuosa entre marcos regulatorios propiciatorios y una política económica y financiera coherente. Hay en este terreno signos de avance fuera de los tratados, como las taxonomías sobre gasto e inversión ambien­tal, condicionalidades ambientales a la inversión y otros campos de trabajo necesarios para rescatar el avance que los tratados internacionales y las respuestas nacionales lograron hasta ahora.
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					1 En lo que sigue el texto se referirá a los tratados por el nombre específico de los instrumentos o con el término de acuerdos. La Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, de 1969, establece que un tratado “es un acuerdo internacional celebrado por escrito entre Estados y regido por el derecho internacional, ya conste de un instrumento único o en dos o más instrumentos conexos y cualquiera que sea su denominación particu­lar” (artículo 2, 1, a). En México, según la Ley sobre la Celebración de Tratados, del 2 de enero de 1992, se entiende por tratado “el convenio regido por el derecho internacional público, celebrado por escrito entre el Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos y uno o varios sujetos de Derecho Internacional Público” (artículo 1).

				

				
					2 La relación exhaustiva y textos de los tratados ambientales adoptados por México puede verse en https://aplicaciones.sre.gob.mx/tratados/consulta_nva.php, donde se encuentra también la información acerca de su aprobación por parte del Senado, su entrada en vigor y otros elementos.

				

				
					3 Los autores de este capítulo participaron en la construcción institucional entre 1993 y el año 2000 como funcionarios de la Secretaría de Medio Ambiente, Recursos Naturales y Pesca del gobierno federal de México.

				

				
					4 Narrado recientemente (2 de julio y 12 de agosto de 2020), en ocasión de la discusión en el congreso peruano de la ratificación del Acuerdo de Escazú por el excanciller de Fujimori, el doctor Francisco Tudela, desde una perspectiva opositora al multilateralismo y a la intensa actividad de las organizaciones no gubernamentales (ong) (https://www.youtube.com/watch?v=5BaVpq7vKKk y https://reportperu.wordpress.com/2020/08/12/peligros-del-acuerdo-de-escazu, minuto 15).

				

				
					5 Entre los asistentes estuvo la maestra Julia Carabias, titular de la carrera en restauración ecológica de la Universidad Nacional Autónoma de México (unam), entonces directora del Programa de Aprovechamiento Integral de Recursos Naturales (pair), que buscaba el desarrollo sostenible a nivel de comunidad enfocado en la introducción de patrones de producción socialmente apropiados y con menor huella ambiental. El Secretario arriba mencionado la invitó a formular un plan ambiental para México que pudiera ser llevado a cabo inicialmente desde el Instituto Nacional de Ecología.
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					7 La oficina encargada de la implementación cotidiana de ambos créditos recayó en la Unidad de Crédito Externo del Instituto Nacional de Ecología.

				

				
					8 Era un deportista aficionado tanto al ciclismo como al buceo, y en sus recorridos por el país había constatado de primera mano el creciente deterioro de los ecosistemas, y especialmente el aumento de residuos, actualmente alarmantes, en el medio marino.

				

				
					9 Fue creada en 1992 y quedó a cargo de los doctores José Sarukhan y Jorge Soberón.

				

				
					10 A partir de la ratificación tanto de los Estados Unidos como de México de la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático (unfccc, por sus siglas en inglés), el Departamento de Energía del pri­mero de esos dos países financió algunos estudios importantes que permitieron publicar tempranamente los inventarios nacionales de 1995 y 1997. Se man­tuvo la cooperación internacional y se facilitó la publicación de las cuatro Comunicaciones Nacionales en el periodo 2000-2006, con apoyos del pnud y del Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente (pnuma), por arriba de las comunicaciones de China, India o Brasil. Eso impulsó el protagonismo de México ante la convención hasta 2009. También en ese año se elaboraron curvas de costos marginales de abatimiento por parte de Climate Works, Mckinsey y Francisco Barnés. Entrevista a Adrián Fernández, 5 de julio de 2020.
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					12 Esta sección se basa en una entrevista personal con Hesiquio Benítez, director general de Cooperación Internacional e Implementación, Conabio, ocurrida el 6 de junio de 2020.

				

				
					13 A cargo de la misma quedó la maestra Alicia Bárcena.

				

				
					14 El presidente de la Comisión, que cuenta con fondos presupuestales y no presupuestales, es el titular del Ejecutivo Federal, y está integrada por diez secretarías: la Semarnat, cuyo titular es ex officio secretario técnico de la Comisión, así como las de Agricultura y Desarrollo Rural (Sader), Bienestar, Economía (se), Educación Pública (sep), Energía (Sener), Hacienda y Crédito Público (shcp), Relaciones Exteriores (sre), Salud y Turismo (Sectur). Véase https://www.gob.mx/conabio/que-hacemos

				

				
					15 Es importante notar que durante la presidencia de Lázaro Cárdenas (1934-1940) hubo un acercamiento a la política estadunidense de Roosevelt (1933-1945) con la creación de parques nacionales; en México se decretaron treinta y nueve parques nacionales y se creó en 1939 el Departamento de Reservas y Parques Naturales. El acercamiento binacional en esta materia no volvió a vigorizarse sino hasta 1994; http://www.ub.edu/geocrit/sn/sn-218-13.htm
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					18 La Cibiogem cuenta con un secretario ejecutivo designado por el presidente de la república que, con el apoyo de la secretaría ejecutiva, ejecuta y da seguimiento a los acuerdos de la Comisión. Además, se apoya en tres órganos técnicos y consultivos: el Comité Técnico, el Consejo Consultivo Científico y el Consejo Consultivo Mixto. Su presidencia se ejerce de manera rotatoria en periodos de dos años entre los titulares de la Sagarpa, la Semarnat y la Secretaría de Salud. Tiene, además, un vicepresidente, fun­ción que ejerce de manera permanente el director general del Conacyt. Véase https://www.conacyt.gob.mx/cibiogem/index.php/cibiogem/acerca-de-la-cibiogem

				

				
					19 Una de las polémicas recientes notables (agosto de 2020) se ha dado en torno al glifosato, un poderoso plaguicida cancerígeno que se usa en los cultivos de granos transgénicos y que produce un monopolio químico transnacional. Su prohibición fue decidida en 2020 por iniciativa de la Semarnat, mientras la Secretaría de Agricultura promovía su uso.

				

				
					20 El punto focal administrativo radica en la Semarnat, como en el caso de cites.

				

				
					21 http://www.conabio.gob.mx/web/medios/pdf/bp146_conabio_cites_award_020514.pdf

				

				
					22 Vale la pena hacer notar que se presionó mucho al país para formar parte del anexo 1 de la Convención Marco de Cambio Climático de las Naciones Unidas, lo cual lo hubiera obligado a fijarse metas para llevar las emisiones a los niveles de 1990 en el año 2020. México no aceptó esta condición, ni Corea, que ingresó al mismo tiempo. Más adelante esto los uniría en la formación del grupo de negociación denominado de Integridad Ambiental, un puente entre las posiciones de los países industrializados y los países en desarrollo. La experiencia se repetiría también en el marco del Convenio de Diversidad Biológica y la negociación del Protocolo de Cartagena sobre bioseguridad.

				

				
					23 Durante la negociación del Protocolo de Kioto, el presidente de la Convención, el argentino Raúl Estrada Oyuela, desechó la propuesta mexicana, que se percibía en los primeros años de la convención como el debilitamiento de la pugna del mundo en desarrollo por comprometer tanto los recursos de cooperación de los países desarrollados como el cumplimiento de sus compromisos, en detrimento del principio de responsabilidades comunes y diferenciadas. Pasaron veinticinco años de inacción efectiva global para que la opción de los compromisos voluntarios se universalizara. La diferenciación fue la parte erosionada del principio referido. Después de la aprobación del Protocolo de Kioto, la jefatura de la delegación negociadora de los Estados Unidos, Frank Loy, en México, intentó que se avanzara con la idea de los compromisos voluntarios, en contra del acuerdo de la Convención, propuesta que la titular de Semarnat consideró inapropiada.

				

				
					24 Esta sección se basa en los datos y la bibliografía aportados por Cristina Cortinas de Nava el 26 de junio de 2020.

				

				
					25 oecd Test Guidelines for the Chemicals. Actualmente son ocho: TG 405, TG 437, TG 439, TG 442C, TG 458, TG 471, TG 488 y TG 491. Disponible en: https://www.oecd.org/env/ehs/testing/oecdguidelinesforthetes ofchemicals.htm

				

				
					26 Entrevista a la doctora Cortinas, antes mencionada.

				

				
					27 https://www.gob.mx/cofepris

				

				
					28 Permiso de importación de plaguicidas y sustancias tóxicas sujeto a control (https://www.gob.mx/tramites/ficha/permiso-de-importacion-de-plagui­cidas-y-sustancias-toxicas-sujetos-a-control-por-semarnat/COFEPRIS732).

				

				
					29 “Chemical Abstracts Service is a division of the American Chemical Society” (https://www.cas.org/). Cada molécula tiene un identificador cas correspondiente (hay trescientos millones de moléculas identificadas con sus respectivos cas). Según la doctora Cortinas, en el mercado se encuentran alrededor de ciento sesenta millones de sustancias diferentes. Usar el cas tiene un costo, pero no se cobró su elaboración, lo que facilitó de manera importante el desarrollo del reglamento.

				

				
					30 El proyecto de reglamento está disponible en la página: www.cristinacortinas.org

				

				
					31 Registration, Evaluation, Authorization and Restriction of Chemicals (reach) “es una regulación de la Unión Europea, adoptada para mejorar la protección de la salud humana y ambiental de los riegos que pueden ser generados por químicos, en tanto que fortalecen la competitividad de la industria química de la Unión Europea” [la traducción es nuestra] (https://eur-lex.europa.eu/legal-content/EN/TXT/?uri=CELEX:32006R1907).

				

				
					32 El Inventario Nacional de Sustancias Químicas: Base 2009, que elaboró el entonces Instituto Nacional de Ecología y que actualizó en 2015 el ahora inecc, es un sistema de consultas sobre la identidad de cinco mil ochocientas cincuenta y dos sustancias que se comercializan, producen o importan, así como su persistencia (P), bioacumulación (B) y toxicidad (T) en organismos acuáticos.

				

				
					33 El Perfil Nacional de Sustancias Químicas del inecc, elaborado en 2016, está disponible en https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/208068/PERFIL_NACIONAL_DE_SUSTANCIAS_QU_MICAS_final.pdf

				

				
					34 Disponible en: https://www.epa.gov/assessing-and-managing-chemicals-under-tsca/frank-r-lautenberg-chemical-safety-21st-century-act

				

				
					35 En https://cristinacortinas.org/sustentabilidad/book/manual-3-valorizacion-de-residuos-participacion-social-e-innovacion-en-su-gestion/

				

				
					36 Ley General para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos. Nueva ley publicada en el Diario Oficial de la Federación el 8 de octubre de 2003. http://biblioteca.semarnat.gob.mx/janium/Documentos/Ciga/libros2009/190117.pdf

				

				
					37 Actualizada en 2018. En http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/263_190118.pdf

				

				
					38 Environment Policy Committee, 2000. Strategic Waste Prevention oecd Reference Manual [env / epoc /ppc (2000)5/FINAL]. En http://www.oecd.org/officialdocuments/publicdisplaydocumentpdf/?doclanguage=en&cote=env/epoc/ppc(2000)5/final. 

				

				
					39 Policy Guidance on Resource Efficiency. En https://www.env.go.jp/press/files/jp/102850.pdf

				

				
					40 De acuerdo con la doctora Cortinas, para minimizar estas pérdidas se debería usar el retc en combinación con los planes de manejo que permiten entender los procesos de producción de residuos y fomentar la búsqueda de soluciones para su minimización, y, por ejemplo, cambiar un proceso o sustituir un elemento que puede reducir el residuo peligroso. Este objetivo del retc no se ha cumplido. Por ejemplo, la página web de la epa publica un listado de las sustancias que pueden sustituir a las peligrosas y pone a disposición un directorio de proveedores (Substance Registry Services, en https://ofmpub.epa.gov/sor_internet/registry/substreg/LandingPage.do). Con base en los acuerdos de cooperación ambiental con este país, se podría permitir a México utilizar esta información.
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			III. Los claroscuros en el diseño de la política de cambio climático: la construcción de la política pública de 2013 a 2016

			Soffia Alarcón Díaz

			Introducción

			A lo largo de la última década las políticas de cambio climático han logrado posicionarse como uno de los temas más visibles en las agendas públicas nacionales de países tanto desarrollados como en desarrollo. En México, en 2012 se publicó la Ley General de Cambio Climático (lgcc), que estableció objetivos indicativos de reducción de emisiones de Gases de Efecto Invernadero (gei) para 2020 y 2050. Se continuaba así con el esfuerzo de implemen­tación de los compromisos internacionales de México desde su adhesión al Convención Marco de las Naciones Unidas para el Cambio Climático.1 Desde su entrada en vigor en octubre de 2012, a finales del gobierno de Felipe Calderón, el gobierno mexicano se dio a la tarea de diseñar las políticas públicas estable­cidas en dicha Ley para hacer frente al cambio climático.

			Estas políticas se desarrollaron en el seno de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales (Semarnat), institución ambiental creada en los noventa para enfrentar y resolver los grandes desafíos en materia ambiental. Dotada de capacidades para regular, y para crear normas y reglas, la Semarnat ha contado con las herramientas para estructurar políticas públicas de forma colectiva en el corto y el mediano plazos. Con el tiempo, la Semarnat evolucionó para convertirse en una “institución muy bien armada [y] muy sólida” (Carabias, 2020), con el objetivo de hacer frente a los crecientes problemas ambientales. Sin bien esta Secretaría había tomado algunas medidas relacionadas con el cambio climático, a partir del empuje político de la Conferencia de Naciones Unidas sobre Cambio Climático (cmnucc, o Conferencia de las Partes —cop—) celebrada en Cancún en 2010, se adaptó para ser capaz de elaborar políticas públicas encaminadas a disminuir los impactos de ese fenómeno, canalizar recursos para el financiamiento climático y coordinar acciones de mitigación y adaptación en todos los sectores. No obstante, cuando el tema por fin alcanzaba su clímax a inicios de 2016, poco tiempo después de la firma del Acuerdo de París, la Semarnat sufrió un gran recorte presupuestario y con ello las dificultades para resolver los problemas ambientales se exacerbaron.2

			Desde antes de la publicación de la lgcc, la Semarnat había recibido cooperación internacional, sobre todo encaminada a facilitar el diseño y la posterior implementación de algunos documentos en materia de política pública de cambio climático, incluyendo la Estrategia Nacional de Cambio Climático de 2007 y la Economía del Cambio Climático en México de 2010. Con la entrada en vigor de la lgcc, el apoyo se aceleró para hacer frente a la necesidad de diseñar la política pública en la materia. Este apoyo provino principalmente de países con los que México había consolidado alianzas bilaterales, incluyendo Alemania, Canadá, España, Estados Unidos, Francia, Italia, Japón, Noruega, Reino Unido y Suiza. Tales recursos se dirigieron a fortalecer las capacidades técnicas tanto de funcionarios de gobierno como de cuadros de profesionistas mexicanos altamente calificados que habían quedado disponibles en el mercado de consultores después de haber trabajado en las filas del Protocolo de Kioto (Helm, 2012). A estos cuadros se sumaron académicos y extomadores de decisiones cuyo trabajo, desde hacía un par de décadas, había estado dirigido a hacer frente a los cada vez más frecuentes problemas ambientales, incluidos aquéllos en materia de calidad del aire, contaminación y manejo sustentable de ecosistemas y biodiversidad.3 Varios de ellos, como veremos, contribuirían en distintos momentos en la elaboración de proyectos sobre cambio climático, incluyendo el de la lgcc.

			La lgcc establecía la creación de diversos instrumentos de política pública durante los dos años siguientes a su entrada en vigor, una disposición legal que debía trascender sexenios y obligaba al nuevo gobierno a implementar el nuevo mandato legal. En un primer periodo, entre 2012 y 2016, se publicaron los siguientes instrumentos que conformarían la base regulatoria en materia de cambio climático del país: el Impuesto al Carbono;4 la Estrategia Nacional de Cambio Climático (encc), Visión 10-20-40; las Reglas de Operación del Fondo de Cambio Climático; el Programa Especial de Cambio Climático (pecc) 2014-2018; el Reglamento del Registro Nacional de Emisiones (rene); el Inventario Nacional de Emisiones; los Programas de Acción contra el Cambio Climático de algunas entidades federativas, y la Contribución Prevista y Determinada a Nivel Nacional (indc por sus siglas en inglés).5 Un segundo momento en la historia de las políticas públicas en materia de cambio climático de México —posterior a 2016— ocurrió cuando se publicó la Estrategia de Medio Siglo;6 se elaboraron los criterios para la verificación de los reportes del rene; se enmendó la lgcc para incluir la Política Nacional de Adaptación y un Sistema de Comercio de Emisiones (sce) vinculante, y se publicó el Acuerdo por el que se Establecen las Bases Preliminares del Programa de Prueba del sce. En este trabajo nos concentraremos en el primer momento, por ser el periodo en el que se estableció la base de la política climática, y también porque fue la etapa en que la autora siguió muy de cerca ese proceso, al desempeñarse como funcionaria pública en la Dirección General de Políticas para el Cambio Climático (dgpcc) de la Semarnat.7

			En ambos momentos se distingue un fuerte componente técnico que acompañó la elaboración de todos los instrumentos de política pública. En materia de mitigación, el diseño de cada uno contó con equipos especializados en contabilidad de gei en los sectores emisores en México, incluyendo: petróleo y gas, industria, electricidad, transporte, residuos, agricultura y cambio de uso de suelo. Todos los instrumentos presentaban un análisis técnico multisectorial y contaban con la revisión y, en algunos casos, el visto bueno del sector académico y privado especializado en los temas. No obstante, estos instrumentos de política pública en materia de cambio climático carecieron de mecanismos de transversalidad apropiados para impulsar la asignación adecuada de presupuestos y evitar la fragmentación institucional. De acuerdo con algunos estudiosos (Von Lüpke y Well, 2020), la omisión de estas decisiones puede llevar a una deficiencia importante en el ámbito político-administrativo, al evitar la integración de la política climática y su posterior implementación.

			El arte de diseñar una política pública

			En la literatura existe un extenso conjunto de estudios sobre políticas públicas que buscan explicar la relación entre su diseño y su implementación.8 Mientras que algunos se concentran en el diseño de la política, otros analizan las distorsiones de una política en la práctica, incluyendo las fuerzas políticas que la moldean sobre la marcha. Mauricio Merino menciona que los cambios en las preferencias, la ausencia de información simétrica, la falta de recursos, la multiplicidad de puntos de decisión operativa y la complejidad de las redes de implementación provocan que, inevitablemente, el diseño de la política difiera sustantivamente de su realidad (Merino, 2013). Un tema central en esta discusión es hasta qué punto estas distorsiones se pueden anticipar y resolver desde el diseño.9 Esto es, si las características clave del diseño de una política pública pueden modificarse para mejorar la implementación, lo que explicaría la importancia de considerar dichos componentes clave antes de su publicación. La perspectiva adoptada en este capítulo es que la elaboración adecuada de políticas puede superar las dificultades de implementación atribuibles a objetivos laxos y estructuras de ejecución complejas (May, 2012).

			De acuerdo con May, dentro del diseño de una política pública, las políticas ambientales se caracterizan por ser “políticas sin público” creadas en lo que parece ser un ambiente apolítico en el cual las soluciones están dominadas por las opiniones de expertos o científicos. Por su parte, Merino señala que las políticas públicas se desarrollan en un entorno institucional con historia y memoria propias que afectan y restringen los procesos de tomas de decisión y, por ende, el desarrollo de las políticas (Salazar Rebolledo, 2014).

			Otro gran elemento que incide sobre el diseño original de las políticas son las burocracias, sus dinámicas, sus rutinas y sus capacidades, que determinan, junto con las instituciones,10 el éxito o el fracaso de las políticas. En línea con esto, May sugiere que las políticas públicas deben contar con una serie de elementos para mejorar su implementación. Primero, el público; para construir un público, es necesario contar con a) provisión directa de programas por parte del gobierno para acelerar la respuesta, y b) estímulos para la formación de públicos o grupos de interés. Segundo, la intención; May también sugiere que, durante el diseño, es relevante analizar como la intención de la política pública afectará la implementación. Para lograr ese propósito, es necesario crear instrumentos consistentes con el objetivo último de la política pública, con el fin de que los elementos de diseño no se contrapongan y de asegurar que la política pública tenga el apoyo de los grupos de interés que la ejecutarán. Tercero, la vigilancia en la forma de sistemas de monitoreo y evaluación. Cuarto, rendición de cuentas. El personal gubernamental encargado de la implementación necesita discreción al interpretar las reglas y ejecutar los programas. El uso inconsistente de la discreción puede resultar en políticas que difieran de las intenciones de la política pública. Quinto, incentivos y penalizaciones. La noción básica es que cualquier política incorpore una variedad de elementos que le otorguen estabilidad y continuidad, lo que Giandomenico Majone llamaría “núcleo duro”.11

			Los problemas de implementación son más evidentes para las políticas que requieren acciones en múltiples niveles de gobierno (May, 2014). Otros estudios ahondan en la importancia de analizar cómo evolucionan las políticas durante su implementación para adaptarse a los nuevas demandas y circunstancias, sobre todo las políticas marcadas por altos costos de información y altos grados de conflicto. Aun cuando las características del diseño hacen más robusta una política pública, también es cierto que existen problemas que sólo se hacen patentes a la hora de la implementación.

			Para fines del presente análisis, haré referencia explícita a las características que May enlista en materia del diseño de la política, enumeradas en los párrafos anteriores. A simple vista, la política de cambio climático de México parece sólida, pero un análisis detallado de los esfuerzos para construirla, como veremos más adelante, o bien un vistazo más cercano a los arreglos institucionales creados para implementarla, nos indica que su debilitamiento no se debe a la falta de rigor técnico, sino a la fragmentación de las políticas, la falta de alineación y transversalidad entre políticas, así como a la ausencia de apoyo de grupos de interés y de mecanismos de financiamiento, sanción, seguimiento y rendición de cuentas desde su diseño (May, 2014). Al pasar por varios procesos de revisión internos y de negociación con el sector privado, los borradores de los documentos eliminaron gradualmente los mecanismos que les permitirían aplicarse de manera efectiva, por lo cual se convirtieron en un conjunto de buenas intenciones. A pesar de ser una política que se construyó tomando en cuenta un marco técnico robusto, uno de los grandes errores al diseñarla fue que nació sin una alineación clara con una política económica más amplia de reducción de emisiones. Además, el proceso fue encabezado por una institución usualmente castigada y lacerada por los recortes presupuestarios. Finalmente, al suplir sólo la escasez de una política pública en la materia, no contaría con mecanismos efectivos para cumplirse. Esta debilidad le impediría a México cumplir con las metas establecidas en la lgcc y aquellas que se retomarían en la Contribución Determinada a Nivel Nacional para responder al compromiso con el Acuerdo de París.

			Antes de entrar en el análisis más minucioso de este proceso de diseño e implementación de la lgcc, nos referiremos sucintamente a la forma en que el tema del cambio climático, que ha sido desarrollado en los capítulos anteriores de este libro, entró en la agenda ambiental mexicana. Enseguida, se hará mención de algunos de los momentos que dieron origen a un cuadro de profesionistas especializados en el tema ambiental, lo cuales, hacia la década de 2010, vestirían la futura política de cambio climático.

			Los arquitectos de la política de cambio climático

			El surgimiento de los arquitectos de la política de cambio climático se tiene que ver a la luz de la creación de la política de cambio ambiental de México y la evolución de las instituciones encargadas del tema desde los años setenta. Desde entonces, dijimos, el tema ambiental se posicionó gradualmente dentro de la agenda pública a nivel nacional con el fuerte impulso de los desarrollos a escala internacional.12 No fue sino hasta los “ochenta y noventa que cobra visibilidad más amplia” (Madrigal González, 2010).

			Aquí vale la pena recuperar el legado de la actividad de los ambientalistas en esos decenios. Desde 1966 se observan movilizaciones a lo largo del país que expresaban la preocupación de ciudadanos, organizaciones ambientales y académicos por la situación del medio ambiente. Los temas que salieron a la luz fueron, entre otros, la contaminación por parte de la industria petrolera; la erosión y la contaminación del suelo; la sobreexplotación de acuíferos; la tala inmoderada; la contaminación de la atmósfera, así como la conservación de la selva lacandona y el aprovechamiento de los bosques. Además de poner en evidencia el manejo irresponsable de los recursos naturales y cuestionar el modelo de desarrollo económico, esas movilizaciones fueron el “marco para la búsqueda de los primeros encuentros entre funcionarios, científicos y organizaciones ciudadanas” (Madrigal González, 2010). Durante la década de los ochenta las movilizaciones ambientales continuaron y se manifestaron de forma más evidente a nivel local.

			En estricto sentido, eran temas que requerían no una solución científica, sino una institucional, y, en consecuencia, el gobierno federal se vio en la “necesidad de hacer cambios en la estructura gubernamental” para atender este problema. Hacia finales de la década, en 1988, se introdujo la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección del Medio Ambiente (lgeepa), con el objetivo de definir el marco legal ambiental en México, y se hicieron ajustes en algunas dependencias gubernamentales. El gobierno mexicano comenzó a crear instituciones orientadas a elaborar políticas públicas para combatir la contaminación del aire, manejar de manera más sustentable los ecosistemas, o bien proteger especies. Estos esfuerzos culminaron, como mencionamos, en la creación en 1994 de la Secretaría de Medio Ambiente, Recursos Naturales y Pesca (Semarnap),13 la que lentamente fue ensanchando su aparato burocrático para planear el manejo de recursos naturales y políticas ambientales desde un punto de vista integral, al articular objetivos económicos, sociales y ambientales.14

			Asimismo, esta Secretaría comenzó a coordinarse con otras dependencias de la administración pública federal, estatal y municipal, debido, sobre todo, a las competencias y facultades señaladas por la lgeepa, que establecía “una distribución competencial en materia ambiental entre el gobierno federal, las entidades federativas y los municipios” (Domínguez, 2010). La Semarnat impulsó un marco legal, institucional y, en gran medida, financiero bajo el cual operan hasta la actualidad los programas ambientales y también de cambio climático en todos los niveles. Por varios años, el sector ambiental atrajo personal calificado, el cual paulatinamente construyó capacidades para resolver los desafíos de ese tipo que el país enfrentaba. Con un presupuesto creciente y cuadros de profesionistas especializados en la materia, la Semarnat se fortaleció formalmente cada año para convertirse en una institución sólida.

			La década de los noventa estuvo marcada por tres eventos que terminaron de consolidar el tema en materia de cambio climático en México: 1) las discusiones en torno al Tratado de Libre Comercio de América del Norte (tlcan); 2) la incorporación de México a la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (ocde), que “aumentó las expectativas y presión por la adopción de compromisos y acción climática y la demostración de liderazgo en el tema” (Balderas Torres, Lázaro Vargas y Paavola, 2020). Ambos acontecimientos produjeron una “intensa actividad legislativa, normativa e institucional […] que hizo de ese decenio una de las décadas de mayor actividad gubernamental en materia ambiental” en México (Lezama, 2010). Por último se encuentra 3) la negociación de la cmnucc en 1992 y su posterior ratificación en 1994, durante la cual académicos de la unam e investigadores del Instituto Nacional de Ecología se involucraron en las investigaciones que fortalecieron los debates de índole científica (Balderas Torres, Vargas y Paavola, 2020). Este enfoque de apoyo a las negociaciones climáticas influyó en la participación de México a largo plazo y logró consolidar el tema del cambio climático en el país.

			Gráfica III.1

			Presupuesto asignado a la Semarnap / Semarnat, 1998-2020

			[image: ]

			Nota: se reporta el presupuesto original asignado; no incluye recortes presu­puestales de cada año.

			Fuente: Semarnat (2020a), y Merino y Tovar (2002).

			

			Este tema pasó de ser uno científico a uno de política pública (Pulver, 2006). Al margen de la creación de un marco institucional, una oleada de profesionistas provenientes del sector académico se unió a las filas del gobierno. Destaca no sólo su elaboración de insumos técnicos que fungirían como la base científica de los primeros documentos de política pública,15 sino su papel cada vez más proactivo en las conferencias internacionales sobre el tema. Uno de los momentos cúspide fue la ratificación del Protocolo de Kioto en 1997 por parte del gobierno mexicano, proceso que ganó prominencia pública y política en la arena internacional y, en consecuencia, comenzó a reconocerse como un tema más importante para México. Los años siguientes no resultaron tan significativos para la acción climática. No obstante, la entrada en vigor de dicho Protocolo en 2005 marcó un parteaguas en la historia climática del país. La actividad comercial derivada de la implementación de proyectos mdl en México aceleró la capacitación de personal tanto del sector público como del privado como consecuencia principalmente de los ciento noventa y dos proyectos que se registraron y ejecutaron en México a partir de 2007.16 Además de pasar por un proceso de aprobación por parte del gobierno, los proyectos debían contar con la revisión y la validación de organismos independientes. Sin embargo, en 2009, como consecuencia de la crisis económica, el mercado de carbono derivado del Protocolo de Kioto se derrumbó y los precios colapsaron (véase la gráfica III.2).

			No obstante, en 2012, a partir del cambio de gobierno y la publicación de la lgcc, los funcionarios que habían participado en la toma de decisiones en el sector ambiental en los setenta, así como aquellos que habían participado en encuentros internacionales en los noventa, líderes de organizaciones civiles y académicos de la unam se unieron a las nuevas instancias de coordinación, comunicación, concurrencia y colaboración que dicha Ley había creado. No tardaron mucho en aparecer como representantes de estas nuevas instituciones o bien como tomadores de decisiones en el gobierno federal y los estatales, y fueron los encargados de dirigir el diseño de la política climática. En un tema como el cambio climático, el cruce de disciplinas sociales, económicas y científicas se hizo cada más evidente.

			Gráfica III.2

			El legado del Protocolo de Kioto
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			Fuente: icap (2020).


			Una visión de conjunto de la elaboración de la Ley General de Cambio Climático

			Inspirada en la Ley de Cambio Climático (2008) de Reino Unido (Nachmany et al., 2014), la lgcc se elaboró con el objetivo de convertir la política de cambio climático en una política de Estado. Se aprobó por unanimidad en el Senado y entró en vigor noventa días después de su publicación el 5 de junio de 2012. Fue un hito sin precedente en la historia de la diplomacia climática global.

			La elaboración de la lgcc fue un proceso fuertemente influido por acontecimientos internacionales. El más importante fue el ofrecimiento del gobierno mexicano de ser el anfitrión de la cop16 en Cancún en 2010 después de la fallida Cumbre de Copenhague. Esta cop mostró a México como un país responsable, comprometido a encontrar soluciones multilaterales a nivel global (Torres Ramírez, 2014). Aun cuando México no llegó con una ley publicada a la cop16, la inercia de publicación del marco legal se mantuvo después de la conferencia.17

			Antes incluso de la cop en Cancún, el dinamismo por contar con una ley en la materia se había reflejado desde 2007 con la introducción de borradores de ley a ambas cámaras (De Mauleón Medina y Saito, 2012). A nivel político, camino a la cop16 en 2010, México organizó en el mes de mayo —junto con Alemania— el Diálogo sobre el Clima de San Petersburgo. El objetivo era crear una posición política para las negociaciones después de Copenhague. A este evento le siguió el Diálogo de Ginebra convocado por Suiza y México a principios de septiembre de 2010, que representó una conversación informal entre representantes de alto nivel de cuarenta y seis países y la Unión Europea para facilitar el acuerdo en la cop16 en Cancún y establecer iniciativas para materializar el financiamiento climático. El Diálogo de Cartagena por la Acción Progresista fue otro foro donde México se comprometió con la comunidad internacional para promover la acción contra el cambio climático (Sosa-Nunez y Lucatello, 2016). Pero no fue sino hasta después de la cop16 que el proceso de elaboración de la ley arrancó formalmente.

			El desarrollo de la lgcc involucró diálogos y negociaciones con actores tanto nacionales como internacionales. A nivel nacional, la academia, las organizaciones no gubernamentales y el sector privado acompañaron el proceso tanto técnico como político. A nivel internacional y en línea con la posición de México de tener al cambio climático como piedra angular de la política exterior, el gobierno del Reino Unido y el gobierno mexicano (incluyendo los legisladores) mantuvieron una estrecha colaboración y dialogaron durante todo el proceso en distintos foros.18 En este diálogo, los congresistas empezaron a reconocer los beneficios positivos de la legislación sobre el cambio climático, que van desde la eficiencia energética y una mayor seguridad energética hasta la reducción de la contaminación del aire. Esto, a su vez, representó un cambio crucial en el debate político sobre el cambio climático. Mientras que por muchos años se había enmarcado en gran medida en torno a la narrativa de compartir una carga global, ahora los legisladores veían cada vez más el tema como un asunto de interés nacional. Desde esta perspectiva, cada país adoptaba el propósito de maximizar los beneficios que implicaba contar con legislación en la materia. Para México, ello significaba ser receptor de mucha mayor inversión internacional en tecnologías bajas en carbono, porque existiría certeza comercial (en lugar de un alto riesgo regulatorio) para tales inversiones (Kun-ha, 2011).

			De estos diálogos internacionales, resalta uno que dio como resultado un avance clave en el proceso. En octubre de 2011, durante una reunión convocada por Globe International y dirigida por el exviceprimer ministro de Reino Unido, lord Prescott, los legisladores de diferentes partidos, que habían propuesto borradores separados de la ley de cambio climático, acordaron fusionarlos en una sola propuesta. Este evento fue el parteaguas final para lograr el último empuje al diseño y la negociación de la ley que culminaría en la publicación de la lgcc en abril de 2012 (Nachmany et al., 2014). Como cualquier marco legal, pasó por varios procesos de negociación, diálogo y aprobación entre múltiples actores involucrados.

			La negociación de la lgcc es un ejemplo de cómo los textos pueden debilitarse a la luz de las negociaciones internas con el sector privado, en detrimento de una política efectiva. Por ejemplo, en su versión original, el artículo 34 establecía metas de reducción de emisiones vinculantes. En medio de un torbellino de votaciones, vaivenes políticos, peticiones del sector privado y cambios propuestos por legisladores, esta meta en particular pasó de ser vinculante a voluntaria. Las industrias acerera y carbonera fueron las que públicamente se opusieron a que la Ley de Cambio Climático se aprobara (Ávila Akerberg, 2012). En un comunicado de prensa de diciembre de 2011, la Cámara Nacional del Acero (Canacero) explica: “la industria siderúrgica se vería afectada si se aprueba la ley, al establecer un mercado de emisiones […] y fijar limitaciones al uso de energía proveniente de combustibles” (Canacero, 2011).

			Este cambio en los borradores, aunque intrínseco al proceso de elaboración de cualquier legislación, fue el primer indicio de cómo un marco robusto puede debilitarse a la luz de negociaciones o acuerdos internos previos a su publicación. Así, la política de cambio climático plasmada en el texto final de la Ley carecería de mecanismos de sanción19 (salvo para el rene),20 lo que verosímilmente daría origen a políticas inefectivas. Además, al ser voluntaria, carecería de incentivos para ponerse en práctica, elementos que May considera relevantes para mejorar la implementación de la política.

			La construcción de una gobernanza climática en México

			A la luz de la entrada en vigor de la lgcc, así como de la llegada del nuevo gobierno en diciembre de 2012, una gran oleada de recursos del exterior comenzó a fluir hacia México. Esta asistencia internacional fue clave en la consolidación de plataformas para el intercambio de información y conocimiento en los tres órdenes de gobierno, así como en la academia y la sociedad civil.21 Como se aprecia en la gráfica III.3, los recursos internacionales siguieron una tendencia al alza cuando pasaron de cuatro mil quinientos millones de pesos en 2010 a un poco más de seis mil millones en 2012 y a casi nueve mil millones de pesos en 2017.

			La lgcc retoma aquellos arreglos institucionales ya existentes tales como la Comisión Intersecretarial de Cambio Climático (cicc) y el Consejo de Cambio Climático (C3); creó nuevas instancias de coordinación como el Sistema Nacional de Cambio Climático (Sinacc), y confirió el quehacer a la Semarnat, por medio de la Subsecretaría de Planeación y Protección Ambiental (sppa). Ésta, a su vez, delegó a la adscrita Dirección General de Políticas para el Cambio Climático (dgpcc) el diseño y la ejecución de la política. La Ley también transformó al Instituto Nacional de Ecología en Instituto Nacional de Ecología y Cambio Climático (inecc).

			Gráfica III.3 Fuentes de financiamiento internacional por rubro 2009-2017 (pesos)
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			Incluye las siguientes fuentes: Banco Mundial (bm), Banco Interamericano de Desarrollo, Agencia de Cooperación Alemana (giz), Fondos de Inversión del Clima (cif, bm), Global Environment Facility, Comisión de Cooperación Ecológica Fronteriza, Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo, Agencia Francesa para el Desarrollo, The Nature Conservancy, Fondo de Prosperidad del Gobierno Británico, United States Agency for International Development, International Tropical Timber Organization.

			Fuente: Semarnat e inecc (2016).


			Para entender el proceso de construcción de esta política pública, es necesario echar un vistazo a los arreglos internos que soportaban la toma de decisiones y que a la larga conformaron la gobernanza climática en México. En el interior de la Semarnat en 2012 existían tres subsecretarías (véase diagrama III.1). Cada subsecretaría usualmente cuenta con varias Direcciones Generales encargadas de dar el seguimiento a los temas más específicos. En materia de cambio climático, la dgpcc, bajo la tutela de la sppa, asumió la responsabilidad entera de diseñar los instrumentos de política pública que la lgcc había establecido. Con un equipo multidisciplinario —incluidos los consultores externos y funcionarios de otras áreas de la Semarnat— que osciló de once a veinticinco integrantes en tres años,22 la dgpcc logró publicar los siguientes instrumentos: la encc, el pecc 2014-2018, el Reglamento del rene, la Contribución Determinada a Nivel Nacional (cdn) y las bases preliminares del Programa de Prueba del sce. Una vez publicados, la dgpcc estaría encargada de darle seguimiento a cada uno de estos instrumentos.

			Diagrama III.1 Arreglo interno general dentro de la Semarnat
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			Fuente: elaboración propia.


			El recién nombrado inecc también fungiría como una pieza clave en este diseño. Además del cambio en el nombre, su natu­raleza jurídica se modificó. En lugar de ser un órgano desconcen­trado jerárquicamente subordinado a la Semarnat, se convirtió en un organismo público autónomo con facultades expresas para coordinar y realizar estudios y proyectos de investigación científica o tecnológica en materia de cambio climático. Conservó su estructura interna antigua, con la diferencia de que su enfoque ahora integraría el cambio climático. Asimismo, como institución nacional tendría facultades para apoyar a los tres niveles de gobierno y no sólo a la federación (véase diagrama III.2).

			Diagrama III.2

			Estructura interna general del inecc
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			Fuente: elaboración propia.


			A la par, la lgcc designó oficialmente a la cicc como la entidad facultada para promover la coordinación de acciones de las dependencias de la Administración Pública Federal (apf) en la materia. La relevancia de la cicc se tiene que analizar a la luz de la labor que sus grupos de trabajo desarrollarían en esos años.23 En el seno de estos grupos es que los insumos técnicos para las políticas públicas se discutían de forma ordenada. Durante estas sesiones, la transversalidad de las políticas tanto en adaptación como en mitigación fue un tema recurrente. Sin embargo, como constata la evaluación estratégica del pecc 2014-2018, no existen pruebas de que se haya realizado un informe de los avances en materia de transversalidad de las líneas de acción del pecc.

			El C3 era un órgano de consulta de la cicc que integrarían miembros “provenientes de los sectores social, privado y académico con reconocidos méritos y experiencia en cambio climático”. De 2013 a 2016, el C3 estuvo presidido por Mario Molina, una de las principales voces del tema en México. Su identificación de la amenaza que representaban los clorofluorocarbonos (cfc) y los hidroclorofluorocarbonos (hcfc) para la capa de ozono —que lo llevó a obtener el Premio Nobel de Química en 1987— fue más tarde base de los estudios del Panel Intergubernamental de Expertos sobre el Cambio Climático (ipcc) sobre Contaminantes Climáticos de Vida Corta (ccvc).24 A la luz de los nuevos hallazgos científicos publicados por el ipcc en la década de 2010, se hacía evidente el impacto de los ccvc, como los hcfc y sus sustitutos, los hidrofluorocarbonos (hfc), en el calentamiento global. En la lgcc se reflejó este avance científico al incluir la mitigación no sólo de gases sino también de ccvc.

			Cada uno de los arreglos institucionales mencionados anteriormente incidió de forma complementaria en la elaboración de la política que analizamos. Naturalmente, se retomaron arreglos previos del gobierno pasado, pero mucho de lo que se construyó en esta época no tenía precedente alguno.

			Los instrumentos de política pública en materia de cambio climático de México

			La lgcc fue el primer mandato legal en México que establecía tres metas aspiracionales cuantitativas con plazos específicos. Estas metas consistían en reducir 30% de las emisiones con respecto a la línea de base hacia 2020 y 50% hacia 2050 en relación con las emitidas en el año 2000, y en que al menos 35% de la generación de electricidad proviniera de fuentes de energía limpia para 2024.25 A simple vista, las metas indicativas parecían adecuadas para un país en desarrollo. Sin embargo, una mirada más cercana permite constatar que las metas carecen de un marco metodológico, y, por tanto, se consideran más objetivos políticos para atraer financiamiento por parte de países desarrollados que objetivos de política pública. Este hecho no impidió que las metas de la lgcc constituyeran la piedra angular de la política de cambio climático de México. Primero, porque estaban plasmadas en una ley general. Segundo, porque el cambio climático sin duda requiere compromisos cuantitativos para hacerle frente.

			La lgcc recogió algunos de los documentos que habían constituido las directrices en la materia entre 2006 y 2012, incluyendo la Estrategia Nacional de Cambio Climático, el Programa Especial de Cambio Climático y los Programas de Acción Estatal contra el Cambio Climático. Asimismo, la lgcc estableció mecanismos para evaluar la política nacional de cambio climático respecto a los objetivos en materia de mitigación y adaptación que en ella misma se señalaban. A continuación, repasaremos la construcción de los instrumentos de política pública de cambio climático, así como sus debilidades en el proceso de diseño.

			Estrategia Nacional de Cambio Climático 

			La encc representó el instrumento rector de la política nacional de cambio climático en el mediano y el largo plazos tanto en adaptación como en mitigación. La encc fungió como base para que tanto Estados como municipios elaboraran sus programas locales en materia de cambio climático. Como documento fue de los más visibles en foros internacionales en México, no sólo por proponer una visión de largo plazo para el país, sino por haber incluido por primera vez un diagnóstico de las emisiones de ccvc. Éste luego se desdoblaría en políticas específicas de reducción de gei y ccvc en el pecc 2014-2018, la cdn y las políticas de los gobiernos estatales. También se convirtió en ejemplo de política pública para otros países como Chile, Camerún, República Centroafricana, Costa de Marfil, Mauricio, Marruecos y Nigeria.

			La encc, como documento guía, no requería ningún tipo de mecanismo para asegurar su cumplimiento. Por su robustez, permaneció a lo largo del sexenio. Desde luego, en algún momento debía actualizarse a la luz de tres mandatos que se adoptaron después de su publicación: a nivel nacional, 1) la reforma energética de 2014, y a nivel internacional, 2) los Objetivos de Desarrollo Sostenible y 3) el Acuerdo de París, ambos adoptados en 2015.

			Programa Especial de Cambio Climático (pecc 2014-2018)

			A diferencia del pecc 2009-2012, el Programa de 2014-2018 abarcó el sexenio completo y por primera vez siguió las disposiciones de la Ley de Planeación para elaborar planes sectoriales, institucionales, regionales y especiales en línea con el Plan Nacional de Desarrollo (pnd) vigente. Conforme a las directrices de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público (schp), el pecc 2014-2018 se apegó a un formato particular que incluía un diagnóstico general del problema a resolver, la alineación con las metas nacionales, así como la propuesta para atender el conjunto de problemas en forma de objetivos, estrategias y líneas de acción. Este pecc contaba por vez primera con indicadores de seguimiento que debían estar ligados a las estrategias establecidas. También el presupuesto propuesto debía estar vinculado a los objetivos sectoriales y a sus indicadores, y seguir las disposiciones de la lgcc.

			Su diseño consideró varias etapas. En la primera, la dgpcc, con apoyo de la cooperación internacional, contrató a un grupo de consultores para diseñar las primeras medidas de adaptación y mitigación que después se pondrían a consideración de las dependencias.26 Este método de “proponer” medidas limitó la apropiación de éstas y propició que algunas dependencias no las aceptaran. En las siguientes etapas, la dgpcc entró en un proceso de negociación con las dependencias, lo que llevó a la modi­ficación o eliminación de ciertas líneas de acción y, a la larga, influyó en el cumplimiento de las metas.

			El pecc que nos ocupa estableció ciento noventa y nueve líneas de acción. En materia de mitigación, incluyó treinta medidas con una estimación de reducción anual de gei tope de 83.2 MtCO2e. Destaca su visión innovadora, al cuantificar la mitigación utilizando dos potenciales de calentamiento global: a cien y a veinte años. Para medir el avance del pecc, se propusieron diez indicadores27 a los que contribuirían sólo sesenta y un líneas de acción. Su sistema mrv (monitorear, reportar y verificar) consistió en que todas las líneas de acción tendrían una ficha técnica que incluiría: línea base, metas anuales y totales, una metodología de cálculo, a los responsables de su ejecución y, en algunos casos, la estimación presupuestal.28 No obstante, la mayoría de las líneas de acción no se vinculaba con el Anexo Transversal del Presupuesto de Egresos de la Federación (at-pef) en materia de cambio climático de 2013,29 ni definía metas asociadas a indicadores de desempeño, sólo de gestión (por ejemplo, número de reuniones, cursos de capacitación, entre otros).30

			Aunque el pecc se diseñó con herramientas sólidas, este instrumento de política pública nació sin elementos propios para hacerse efectivo. Asimismo, debido a la falta de recursos y los recortes presupuestarios durante el sexenio, las dependencias no tuvieron incentivos para ejecutar las líneas de acción. En concordancia con el marco teórico antes señalado, el pecc carece de tres elementos clave para mejorar la implementación de la política: la intención, los incentivos y el mrv.

			Registro Nacional de Emisiones (rene)

			El Reglamento de la lgcc en materia del Registro Nacional de Emisiones se publicó el 28 de octubre de 2014 en el Diario Oficial de la Federación. En sentido estricto, el rene fungiría como el primer repositorio de datos de emisiones de gei en el país. Aunque existía el Registro de Emisiones y Transferencia de Contaminantes (retc), que recopilaba información de las empresas sobre sus emisiones de gei y otros contaminantes desde 1988, el rene sería la primera herramienta que contaría con información y datos verificados por un tercero calificado.

			Su elaboración enfrentó dos grandes retos para lograr su operación efectiva: los elementos técnicos y la plataforma de reporte. En cuanto a los elementos técnicos, destaca del rene su carácter vinculante para las empresas que rebasaran un umbral de veinticinco mil toneladas de bióxido de carbono equivalente (CO2e). Las únicas sanciones que estableció la lgcc se aplicarían por no reportar a tiempo o reportar información falsa. Para el rene, se actualizaron muchos de los preceptos que ni siquiera se habían considerado en países en desarrollo. Una de las decisiones fue utilizar los potenciales de calentamiento global (pcg) más actualizados. Mientras que alrededor del mundo aún usan los sugeridos por la cmnucc que se publicaron en el Segundo Reporte de Evaluación del ipcc, México adoptó los más actuales publicados en el Quinto Reporte.31 El propio inecc retomaría estos puntos para actualizar el inventario nacional de gei en 2014. Otro de los preceptos fue el número de gei. Mientras otras jurisdicciones incluían sólo los seis gases regulados por el Protocolo de Kioto, la dgpcc amplió la lista para incluir los ccvc. Eso representaba un reto, ya que no existían metodologías para reportar los ccvc y eso podría reflejarse en una subestimación de los cálculos. Otro de los preceptos fue la inclusión de la medición directa —método más exacto de contabilización de gei— para ciertas fuentes de emisión, lo que podría dificultar el reporte de las empresas, que, en su lugar, se inclinarían por el cálculo o la estimación de gei.

			En cuanto a la plataforma de reporte, la dgpcc tomó en cuenta la experiencia global en registros de emisiones, sobre todo de aquellas jurisdicciones que ya operaban un sce. Una de las características sobresalientes es que los registros de emisiones deben ser independientes de cualquier otro sistema de recolección de datos, pero deben estar alineados o incluso vinculados al registro de transacciones. En México, una demanda del sector privado volcó los esfuerzos de la Semarnat a rediseñar la existente Cédula de Operación Anual (coa)32 —que se ha utilizado para integrar el retc33— y a vincular el rene con la coa, lo que podría conllevar obstáculos técnicos y de seguridad a la hora de establecer continuidad con el registro de transacciones del futuro sce. El rene fue un instrumento que nació sólido técnicamente, pero con el tiempo deberá fortalecerse para permitir la adecuada operación del sce.

			Impuesto al carbono 

			El impuesto al carbono es un instrumento fiscal establecido en la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios (lieps), que entró en vigor en enero de 2014. Este gravamen fue parte de un paquete de medidas fiscales que atenderían la necesidad del gobierno federal de aumentar la recaudación. Se establece un monto gradual del impuesto a los combustibles importados o enajenados de acuerdo con su contenido de carbono. La tasa inicial se fijó en MXN$39.80 (US$3.50), y los montos debían ajustarse anualmente de acuerdo con la inflación. El único combustible fósil exento es el gas natural, por considerarse el de referencia al generar menos contaminación local y CO2 por unidad de energía.

			Para sustituir el pago del impuesto, las entidades afectadas pueden entregar un número equivalente de derechos de emisión provenientes de proyectos mexicanos registrados bajo el mdl. El valor de los derechos de emisión para compensar las obligaciones del impuesto al carbono se determinaría de acuerdo con el valor de compra de los cer (créditos de carbono). En otras palabras, se tomaría en cuenta sólo el precio del cer, en vez de la cantidad de toneladas reducidas como consecuencia de la implementación del proyecto mdl. Si este impuesto había nacido con fines recaudatorios, la inclusión de la prerrogativa “ambiental” del mdl tampoco lo categorizaba como un instrumento fiscal para hacer frente al cambio climático.

			La versión original del impuesto buscaba gravar todos los combustibles fósiles a un precio de 70.68 pesos por tonelada de CO2e. En el análisis económico presentado por el Centro Mario Molina en 2013, se enfatizaba la importancia de un precio uniforme por tonelada de CO2 para todos los combustibles comprendidos por el impuesto. No obstante, las coaliciones y negociaciones dentro del Congreso (influidas en ocasiones por el sector privado)34 modificaron los montos para establecer el costo en función del tipo de combustible fósil. La tabla III.1 muestra los cambios en precios.

			Mientras que su diseño original consideraba una tasa impositiva que desincentivaría el uso de combustibles fósiles, el resultado fue un instrumento fiscal con precios escalonados tan bajos que los incentivos para cumplirse eran nulos. El bajo nivel de la tasa del impuesto35 inhibe el potencial para modificar un cambio de comportamiento necesario a fin de propiciar la mitigación de gei. Asimismo, al no cubrir gas natural, el impuesto excluye al menos un tercio de las emisiones de CO2 en el país. Otra de sus debilidades es que los recursos terminan en las arcas de recaudación de la schp, lo que impide una adecuada reasignación de recursos encaminados a impulsar el desarrollo sustentable. Finalmente, la existencia de subsidios a los combustibles fósiles mediante tarifas eléctricas, sobre todo al sector agrícola y pesquero, restan fuerza al efecto del impuesto.

			Tabla III.1 Cambios en los precios del impuesto al carbono en México
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			Fuente: Belausteguigoitia (2014).

			37 Tasa de cambio de 19.31 pesos por dólar.

 
			Aunque en la narrativa de política pública en materia de cambio climático el impuesto al carbono se presenta como un instrumento orientado a reducir emisiones de gei, es simplemente un impuesto recaudatorio. El impuesto al carbono de México fue punta de lanza para otros impuestos que se adoptaron más tarde en Latinoamérica, incluyendo Colombia (2017), Chile (2017) y Argentina (2018).36 Una estrategia para fortalecerlo sería aumentar la tasa impositiva, incorporar el gas natural y reinvertir los recursos en programas que promuevan la reducción de emisiones. El impuesto no nació como un instrumento alineado a las políticas sectoriales en materia de reducción de emisiones. El afectado sería más bien el consumidor, al que se le trasladaría el costo del pago del impuesto.

			Contribución Determinada a Nivel Nacional (cdn)

			México presentó su primera cdn en marzo de 2015 y se convirtió en el primer país en desarrollo en hacer públicos sus compromisos antes de la firma del Acuerdo de París.38 El gobierno de México dejaba ver una vez más su responsabilidad global en materia de cambio climático. Sin embargo, esta cdn es otro ejemplo de política pública que nació sin todos los elementos para hacerse efectiva.

			En materia de mitigación, la cdn considera dos tipos de medidas: a) no condicionadas, aquellas que el gobierno llevaría a cabo con recursos públicos y que llevarían a la reducción de 22% de gei y de 51% de carbono negro (total, 25% en 2030), y b) condi­cionadas, sujetas a la adopción de un acuerdo global que incluya un precio global al carbono, ajustes a los aranceles por contenido de carbono, cooperación y transferencia de tecnología, y que lleva­rían a la reducción de hasta 36% de gei y de 70% de carbono negro (total, 40% en 2030, debajo de la línea base de la cdn).

			Estas metas se establecieron de manera sectorial y estarían en línea con el objetivo de llegar al pico de emisiones en 2026. La propuesta contenida en la cdn fue consistente también con el sendero enunciado en la propia lgcc de reducir 50% de las emisiones en 2050 con respecto a las emisiones del año 2000. Finalmente, con la inclusión de estos ccvc, el gobierno incrementó su nivel de ambición, ya que esa reducción era adicional a lo que el país ya había comprometido con anterioridad.

			La elaboración de la cdn llevó aproximadamente cuatro meses. Esto no hubiera sido posible sin la colaboración de grupos de académicos, consultores, agencias internacionales y repre­sentantes del sector privado que apoyaron a los funcionarios gubernamentales del inecc y de la sppa / dgpcc en la elaboración del documento final. Pero en la ronda de conversaciones y negociaciones entre participantes, se destacaron dos metas que dieron cuenta de la falta de elementos para hacer efectiva la contribución.

			Metas condicionadas y no condicionadas comparadas a una línea base

			A pesar de que fue un modelo alabado y copiado por numerosos países, también se le criticó bastante.39 En la realidad, la contabilidad de las reducciones, al asociarse con una línea base en constante cambio, da incertidumbre a la evaluación, y podría provocar que el país, en una recesión, cumpla cabalmente las metas sin ningún esfuerzo. Además, las metas condicionadas que se vinculan con el apoyo externo enfrentarían retos a la hora de contabilizar gei en función de la división entre apoyo externo / recurso público. En política pública de cambio climático, es el inventario nacional de emisiones de gei el único instrumento que refleja las emisiones totales como resultado de las políticas de reducción de gei, independientemente del financiamiento (Alarcón Díaz, 2018).

			Meta del sector industrial

			El sector industrial (sin petróleo y gas) corresponde en promedio a 18% de las emisiones totales del país. En un escenario tendencial, las emisiones del sector aumentarían 47% de gei y 69% de carbono negro de 2013 a 2030. En la cdn, los compromisos del sector sólo contribuyen con 1% al esfuerzo nacional y representan una disminución de 5% respecto a las emisiones tendenciales del sector. Los compromisos de la industria son: 1) ejecutar la Acción Nacional Apropiada de Mitigación (nama, por sus siglas en inglés) del sector cementero; 2) participar en las metas de generación y autoabasto con energías limpias; 3) utilizar esquilmos como combustible, y 4) sustituir combustóleo por combustibles más limpios, como el gas natural.

			Una meta que contenía compromisos de la industria tan poco ambiciosos impediría implementar de manera efectiva la cdn. A pesar de que ésta fue un documento que aprovechó todo el conocimiento generado en el país hasta la fecha, es una política pública que sólo representa un conjunto de buenas intenciones. De acuerdo con Climate Action Tracker, es una meta “insuficiente” para cumplir con la de limitar el aumento de la temperatura en 1.5 °C (mucho menos con 2 °C) establecida por el Acuerdo de París. Finalmente, la cdn no contó con un adecuado sistema de monitoreo ni incentivos o penalizaciones, elementos que harían de ella una política robusta, lo que May llamaría una falla en el diseño.

			Por añadidura, inmediatamente después de la firma del Acuerdo de París, la Semarnat sufrió su primer gran recorte presupuestario (véase la gráfica III.1), del cual no se lograría recuperar durante los años posteriores.40 A ello se añadió la alta rotación de personal y el hecho de favorecer ocasionalmente intereses privados sobre los públicos, todo lo cual diezmó gravemente a la institución.

			Una reflexión final

			En este capítulo procuré analizar cómo la construcción de la política de cambio climático en México evolucionó de 2013 a 2016 a la luz de diversos acontecimientos internos y externos, así como del soporte técnico de grupos de interés locales especializados y organizados por las instituciones ambientales que sentaron las bases de las prioridades en la materia. No obstante, a pesar de contar con una institución bien establecida y grupos altamente especializados, la gran mayoría de los instrumentos de política pública en materia de mitigación no cuenta con mecanismos efectivos para su implementación.

			Las políticas públicas eficaces se definen por contar con mecanismos que las hagan cumplirse. Aun cuando las políticas se pueden diseñar de manera sólida, su debilitamiento ocurre a la luz de las modificaciones que sufren durante su diseño y de la falta de elementos que las hagan efectivas. De acuerdo con May, como mencionamos, algunos de estos elementos son la fragmentación de las políticas, la falta de alineación y transversalidad entre ellas, así como la ausencia de apoyo de los grupos de interés que las ejecutarán y la falta de mecanismos de financiamiento, sanción, seguimiento y rendición de cuentas: claroscuros de la políticas débiles e ineficaces en la implementación.

			En México la construcción de la política de cambio climático estuvo dirigida por un grupo de funcionarios de gobierno de la Semarnat y el inecc apoyados por consultores y académicos que habían trabajado en el tema ambiental y de cambio climático desde los setenta. Sin intereses políticos y con un fuerte componente técnico, se dieron a la tarea de diseñar la política con los más altos estándares técnicos. Si bien la Semarnat contaba ya con más de dos décadas de trabajo en materia ambiental, requirió el apoyo de consultores y académicos para enriquecer el contenido de los documentos en materia de cambio climático. 

			No obstante, el pecc, el rene, el impuesto al carbono y la cdn fueron documentos que, al pasar por varios procesos de negociación, experimentaron la eliminación de componentes esenciales que reflejaban una política fuerte. El pecc no logró asociar los presupuestos federales con las metas de cambio climático y tampoco contó con un sistema más estricto de mrv para dar seguimiento a las metas. El rene utilizó la Cédula de Operación Anual como instrumento de reporte obviando los retos de no contar con una herramienta independiente que después pudiera vincu­larse con el futuro Sistema de Comercio de Emisiones. Al establecerse el impuesto, se eliminó el gas natural y se redujeron las tasas de todos los tipos de combustibles. Finalmente, la cdn de México se propuso metas condicionadas y no condicionadas que se vincularon a una línea base en constante cambio; además, esta­bleció 5% de reducción de emisiones del sector industrial, que produce al menos 18% de las emisiones del país. Desde el inicio de su diseño, la política pública careció de incentivos y penaliza­ciones reales para atraer el interés de los grupos encargados de ponerla en marcha de forma efectiva. Asimismo, a la política le faltó coherencia y transversalidad con otras metas sectoriales, y los mecanismos de monitoreo fueron débiles, lo que conllevaría a una ejecución inadecuada. Estas debilidades intrínsecas de la política pública fueron resultado de un diseño enclenque, así como de los procesos de negociación con el sector privado en su propio detrimento.

			A pesar de que la política se presumió como sólida en foros internacionales, la realidad es que enfrentaría retos a la hora de implementarse. Fue valiosa porque suplanta la ausencia de una política en la materia. Pero ha sido un fracaso, y eso será más evidente a medida que se tenga que modificar o actualizar en el futuro. Si una política carece de elementos para ejecutarse de manera efectiva, pierde su “núcleo duro”, y si no se corrigen sus debilidades, entonces seguirá sin surtir efecto.

			En resumen, si bien es cierto que en ninguna parte del mundo existen las políticas públicas perfectas, la de cambio climático de México es desintegrada y difícil de implementar, tiene objetivos laxos, y carece de incentivos, mecanismos de sanción y detallados sistemas de seguimiento con presupuestos asociados. Si a esto le sumamos que ha sido encabezada por una institución desarmada que sufre recortes presupuestarios constantes, la política de cambio climático establecida en el marco de la lgcc pasará a la historia como una de escaparate, de apariencia ostentosa pero carente de un plan de ejecución. A largo plazo, una política robusta con mecanismos para cumplirse resulta relevante a la luz de los cambios de gobierno, crisis económicas o incluso de salud pública. Si no existe robustez, la política de cambio climático está destinada al fracaso o a su desaparición.
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					11 En el núcleo duro de una política se encuentran, por lo tanto, al menos tres elementos que no pueden pasarse por alto. El primero se refiere a la causalidad del problema que se quiere atender: las causas que hayan generado, a juicio del analista de políticas y de quien toma las decisiones, el problema que se ha seleccionado. El segundo se refiere a la forma en que se quiere modificar el statu quo: el punto al que quiere llegarse o, si se prefiere, el resultado específico que quiere producirse tras la intervención del Estado. Y el tercero considera la argumentación exacta sobre el sentido y el propósito de la política que se está llevando a cabo, a partir de los valores que se defienden y que le dan sentido a la intervención. Tres componentes básicos que enfatizan que la definición de un problema público no equivale a la descripción periodística o efectista de una determinada situación problemática (Merino, 2013).

				

				
					12 Véase el capítulo de José Luis Samaniego y Enrique Provencio en este mismo libro.

				

				
					13 Esta Secretaría devino en la Semarnat en el año 2000.

				

				
					14 El Instituto Nacional de Ecología y la Procuraduría Federal de Protección al Ambiente (Profepa) se crearon en 1992; la Comisión Nacional del Agua (Conagua), en 1989, y el Instituto Mexicano de Tecnología del Agua (imta), en 1986. Estas instituciones se incorporaron como organismos desconcentrados o descentralizados en los primeros años de creación de la Semarnat (Domínguez, 2010). En el año 2000 se creó la Comisión Nacional de Áreas Naturales Protegidas; en 2002 se creó la Comisión Nacional Forestal, y a partir de 2002 se asignó presupuesto independiente a la Subsecretaría de Fomento y Normatividad Ambiental, a la Subsecretaría de Gestión para la Protección Ambiental y a la Subsecretaría de Planeación y Política Ambiental (Semarnat, 2020a).

				

				
					15 Durante 1994-2006 se publicaron tres Estrategias Nacionales de Cambio Climático que correspondían a las tres administraciones que gobernaron entre 1994-2006 (Balderas Torres, Lázaro Vargas y Paavola, 2020).

				

				
					16 Tan sólo ciento noventa se registraron entre 2007 y 2012 (Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente [pnuma] y Copenhagen Climate Centre [ccc], 2020).

				

				
					17 La lgcc fue resultado de acuerdos entre diferentes partidos políticos, incluidos el Partido Acción Nacional, el Partido de la Revolución Democrática y el Partido Revolucionario Institucional (Ávila Akerberg, 2012).

				

				
					18 Un ejemplo de estos diálogos fue el que se dio dentro de la red Global Legislators Organization (Globe), organización internacional integrada por parlamentarios nacionales de más de setenta países comprometidos a encontrar soluciones legislativas para los desafíos planteados por el cambio climático y desarrollo sostenible.

				

				
					19 Averchenkova y Guzmán (2018) mencionan que el hecho de que la lgcc no establezca sanciones es uno de los grandes obstáculos asociados a su diseño. También listan la falta de mecanismos de coordinación e implementación, la falta de presupuesto, así como brechas en el liderazgo y el compromiso que exacerbaron los retos para su implementación.

				

				
					20 Las únicas sanciones que menciona la lgcc se encuentran en el título noveno, sobre “Inspección y Vigilancia. Medidas de Seguridad y Sanciones”, y se refieren a aquellas personas físicas y morales que no entreguen información al rene o bien la entreguen falsa. Véanse artículos 114 y 115. Las sanciones no aplican por la falta de ejecución de las políticas de cambio climático establecidas en la lgcc.

				

				
					21 De hecho, había sido la única fuente disponible para financiar a los numerosos consultores externos que participaron en la elaboración de la ley.

				

				
					22 El equipo multidisciplinario se componía de ingenieros, biólogos, internacionalistas, así como maestros en leyes, diversas ingenierías, estudios inter­nacionales, políticas públicas, gestión energética y ambiental y administración pública. Véase Semarnat (2013), y Semarnat e inecc (2020).

				

				
					23 Los grupos de trabajo que componen la cicc son: Grupo de Trabajo para el Programa Especial de Cambio Climático (gt-pecc); Grupo de Trabajo de Políticas de Adaptación (gt-adapt); Grupo de Trabajo sobre Reducción de Emisiones por Deforestación y Degradación (gt-redd); Grupo de Trabajo de Mitigación (gt-mitig); Grupo de Trabajo de Negociaciones Internacionales en Materia de Cambio Climático (gt-int); Comité Mexicano para Proyectos de Reducción de Emisiones y de Captura de Gases de Efecto Invernadero (comegei), y Grupo de Trabajo de Vinculación con la Sociedad Civil (gt-vinc) (Semarnat, 2020). Las referencias sobre los grupos de trabajo no están disponibles en internet, excepto por Semarnat (2018a).

				

				
					24 También denominados Forzadores Climáticos de Vida Corta, se trata de compuestos cuyo impacto en el clima ocurre en una escala menor de tiempo que los gei. De acuerdo con el ipcc, estos compuestos se acumulan en la atmósfera durante el primer decenio tras su emisión y contribuyen al total de forzamiento radiativo antropogénico. Además de los hcfc y los hfc, destacan el metano (CH4), el monóxido de carbono y el carbono negro (cn) por su contribución en la absorción de la radiación solar (ipcc, 2013).

				

				
					25 Las metas de mitigación fueron las mismas que México había presentado en el Acuerdo de Copenhague, incluido el condicionamiento de su cumplimiento a la recepción de apoyo financiero. En la lgcc este apoyo condicionado se transformó en las metas aspiracionales.

				

				
					26 Entre las organizaciones estaban el Centro Mario Molina, World Wildlife Fund México y el Instituto Mexicano para la Competitividad.

				

				
					27 De los diez indicadores, cuatro medirían mitigación; tres, adaptación, y tres serían de gestión.

				

				
					28 El reporte se haría por medio del Sistema de Información de la Agenda de Transversalidad del Cambio Climático (siat-pecc), instituido por la Semarnat en 2009. Auspiciado por cooperaciones internacionales, este Sistema se retomó en la administración 2012-2018 para hacer frente a la necesidad de reporte. Su ajuste tomaría varios años, lo que impediría el adecuado seguimiento de las metas.

				

				
					29 De acuerdo con la evaluación del anexo transversal, son las áreas de presupuesto y programación de las dependencias las que participan o deciden qué incluir en el anexo, y para ello normalmente no existe comunicación con las áreas sustantivas.

				

				
					30 Una crítica sobre las fichas técnicas puede consultarse en inecc (2017).

				

				
					31 La razón del rezago es que la adopción de los informes con los datos científicos más actualizados usualmente demora varios años en el seno de la cmnucc. Así pues, en su mayoría los países en desarrollo siguen utilizando estos preceptos desactualizados.

				

				
					32 La coa fungía como el repositorio de la información proveniente de los establecimientos de competencia federal en materia de residuos peligrosos, descarga de aguas residuales y emisiones de contaminantes al aire a cuerpos de agua y al suelo.

				

				
					33 Al inicio de las discusiones sobre el rene, otra demanda provino del Consejo Coordinador Empresarial, que sugería: “evolucionar el Programa gei México para convertirlo en el rene”. No obstante, la lgcc indicaba explícitamente que el rene sería responsabilidad de la Semarnat, no del sector privado. La dgpcc descartó esta propuesta unas semanas después de haberse hecho pública (Comisión de Estudios del Sector Privado para el Desarrollo Sustentable [Cespedes], Fondo Multilateral de Inversiones [Fomin] y Banco Interamericano de Desarrollo [bid], 2013).

				

				
					34 Cespedes, por ejemplo, presentó un comunicado público donde aducía que el impuesto al carbono afectaría la competitividad del sector privado en México (Cespedes, 2013).

				

				
					35 En la teoría económica, autores como Nordhaus, Hope, Tol y Stern proponen precios que oscilan entre doce y ochenta y cinco dólares por tonelada de CO2 (Belausegigoitia, 2014).

				

				
					36 De relevancia nacional se encuentran los impuestos ecológicos y a las emisiones de compuestos y de gei de Baja California (2020), Jalisco (2020), Tamaulipas (2020) y Zacatecas (2017) (Banco Mundial, 2020).
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			38 El Acuerdo de París es un convenio legal híbrido que reúne aportaciones voluntarias de países individuales, las cuales juntas suman a una contribución importante a la mitigación global. Para más información, véase Strand (2017), y Bugeda Bernal y Alarcón Díaz (2017).

		

		
			Los claroscuros en el diseño de la política de cambio climático 

		

		
			39 Algunos países que adoptaron este enfoque fueron: Afganistán, Angola, Argentina, Camboya, Chile (en 2020 eliminó esta perspectiva y presentó una nueva ndc), Cuba, Belice, Ecuador, Guatemala, Honduras, Indonesia, Irán, Israel, Líbano, Malasia, Mozambique, Nigeria, Panamá, Paraguay, Sierra Leona, Tailandia, Uruguay y Venezuela (Pearce, 2017). Para una crítica sobre este enfoque, véase Strand (2017) y Pauw, Castro, Pickering y Bhasin (2019).

		

		
		
			40 De acuerdo con el Informe de rendición de cuentas de conclusión de la administración 2012-2018, en materia de cambio climático, los indicadores con un desempeño por debajo de lo programado, como en los casos de la reducción de emisiones de CO2 o la estimación de reducciones de metano y carbono negro, obedecen, entre otras razones, a la reducción de los presupuestos de las dependencias federales que contribuyen con el pecc y a la rotación de su personal (Semarnat, 2018).

		

	
		
			IV. Descarbonización del sector energía y armonización institucional internacional post-París

			José María Valenzuela1

			Introducción

			El Acuerdo de París inició una nueva era en el sector energía. Cumplir los objetivos del Acuerdo para limitar el cambio climático requiere la descarbonización profunda y rápida del sector energía en las próximas tres décadas. La política energética de México no está alineada a tal ambición. Este capítulo tiene el propósito de exponer las limitaciones de la política energética para contribuir al esfuerzo climático global, y también pretende discutir el papel del sistema internacional en la explicación de estas limitaciones y futuras oportunidades, para redefinir la política energética en una economía pospandémica.

			En el sistema internacional confluyen proyectos políticos y económicos divergentes sobre el papel de la acción climática como parte de la economía nacional (Van der Graaf y Sovacool, 2020). La política climática de México responde directamente a demandas de coordinación internacional. El Protocolo de Kioto y la Conferencia Climática en Cancún en 2010 (cop16), por ejemplo, impulsaron el desarrollo de un marco de políticas nacionales en materia de cambio climático (Torres, 2014; Von Lüpke y Well, 2020). De manera simultánea, otras dimensiones del sistema internacional son causa de las debilidades de la política de transición energética. Es por ello que este capítulo tiene el objetivo de ampliar las perspectivas sobre el impacto del sistema internacional en el proceso de transición energética en México. Propongo que los límites de la política de transición energética se explican por el propósito de la coalición gobernante bajo el gobierno de Enrique Peña Nieto de armonizar el régimen local con marcos regulatorios y preferencias internacionales desfavorables a la descarbonización rápida y profunda, particularmente en relación con el modelo norteamericano de expansión de los mercados de gas natural.

			El régimen de política energética dominante en América del Norte ha sido contrario a la descarbonización profunda, pues ha sostenido el papel de los combustibles fósiles en una economía predominantemente privada (Mildenberger, 2020; Stokes, 2020). La política energética que definió las reformas para la liberali­zación del sector de 2013-2015 en el sexenio de Enrique Peña Nieto (EPN) es consistente con este régimen. Y es a la dimensión de liberalización del régimen a la que responde la contrarreforma emprendida por el gobierno de Andrés Manuel López Obrador (AMLO). El proyecto norteamericano tiene una dimensión global y ha sido, hasta hace poco tiempo, el paradigma dominante internacional. Pero no se trata del único proyecto, y hay alternativas internacionales prometedoras para México, como también discuto en esta contribución.

			Este capítulo propone que la política de transición energética mexicana se caracteriza por la falta de ambición climática frente al Acuerdo de París y la Ley General de Cambio Climático. Por un lado, la política energética que dio vida a la reforma de 2013-2015 afianzó el papel de los combustibles fósiles en la matriz energética del país. Y, por otro, la preferencia del gobierno de 2018-2024 para la coordinación estatal ha tenido impacto negativo sobre medidas de descarbonización que combinaban subsidios o garantías estatales con inversión privada. Estas proposiciones no están libres de controversia, pero las sostengo con base en el trabajo académico según el cual es necesario evitar inversiones en infraestructura que ancle el consumo de energía a los combustibles fósiles en el futuro, aun si parecen tener beneficios climáticos en el corto plazo (Buira y Tovilla, 2015; Geels et al., 2019; Martínez et al., 2020).

			El capítulo inicia con una discusión teórica sobre economía política internacional y el estudio crítico de los objetivos de largo plazo como evidencia empírica de preferencias políticas de las coaliciones gobernantes. A ello le siguen tres apartados empíricos. El primero se refiere a los compromisos de mitigación de México en el sector energía y, especialmente, en el eléctrico. El segundo describe la evolución institucional en el sector energía, con especial énfasis en la reforma energética y el giro político de izquierda al finalizar la década. El tercero discute la importancia de la armonización internacional para afianzar la economía fósil, es decir, la descarbonización del sector energía. Finalmente, presento conclusiones e implicaciones de política para la década de 2020.

			Marco teórico y metodológico

			Para explicar las causas de la debilidad de la política climática de México, la literatura reciente destaca la falta de coherencia entre política climática y energética (Von Lüpke y Well, 2020), la presencia de actores con capacidad de vetar la adopción de medidas ambiciosas en materia fiscal o regulatoria (Dibley y Garcia-Miron, 2020; Villarreal, 2019) y el conflicto derivado de las distintas concepciones sobre el papel de la infraestructura energética en el desarrollo local (Martínez, 2020). Este trabajo académico caracteriza el entorno internacional como una condición favorable para la existencia de una política de mitigación del cambio climático. En efecto, como ha demostrado Blanca Torres (2014), el robustecimiento de la política de cambio climático durante el sexenio de Felipe Calderón Hinojosa estuvo ligado a los objetivos de política exterior.

			El sistema internacional determina límites, alcances y po­sibilidades de la política interna de transición energética. Este argumento recupera una larga tradición en economía política que reconoce el papel del sistema internacional para determinar la política interna, debido a la existencia de regímenes internacionales que favorecen la armonización legal e institucional (Gourevitch, 1978). La armonización institucional ocurre por medio de la adopción de reglas, instituciones e ideas desde otras geografías (Dobbin et al., 2007; Haas y Haas, 1995; Lee y Strang, 2006). La armonización tiene propósitos políticos y económi­cos, por ejemplo, promover inversión extranjera (Elkins et al., 2006), y ocurre como resultado de la difusión de paradigmas políticos, administrativos y económicos (Holzinger et al., 2008; Manger et al., 2012).

			Al hablar de armonización institucional, es importante aclarar cuál es el régimen, el proyecto institucional o ideológico, que sirve como referencia para ésta. No existe un régimen dominante sobre la acción climática, a pesar de la existencia de instituciones como la Convención Marco de Naciones Unidas para el Cambio Climático (cmnucc), la Agencia Internacional de Energía (iea, por sus siglas en inglés) o la Agencia Internacional de Energías Renovables (irena, por sus siglas en inglés). Como argumentan Van de Graaf y Sovacool, “la arquitectura global está caracterizada por la falta de coherencia y autoridad, más que por la falta de instituciones” (2020: 195). Hay programas de acción climática que promueven aún un futuro predominantemente fósil, y al mismo tiempo programas de descarbonización profunda que demandan el declive del consumo de combustibles fósiles en todas sus formas. Pero son igualmente denominados programas de acción climática. No se trata de diferencias epistémicas, sino de conflictos políticos y económicos definidos por intereses materiales. Estas diferencias de preferencias sobre el futuro son inevitables. Las políticas de cambio climático generan costos materiales para actores económicos, no sólo por los impactos regulatorios o fiscales directos, sino también porque pueden generar una depreciación de activos, como en la industria de combustibles fósiles (Colgan et al., 2020).

			Uno de los retos para la investigación sobre esta materia es la flexibilidad del discurso político que esconde la falta de conflictos entre modelos de lucha contra el cambio climático. El trabajo empírico debe recurrir al análisis crítico de los argumentos en la esfera pública. Este ejercicio puede realizarse concretamente mediante el contraste entre, por un lado, escenarios, proyecciones o prospectivas, y, por el otro, las conclusiones de la literatura científica sobre las trayectorias de producción de energía requeridas para alcanzar las metas climáticas internas o internacionales (Jacoby et al., 2017). Como indican Ramírez y Wilkinson (2016), los escenarios del futuro son especialmente útiles para conocer a los actores en el presente, pues la representación del futuro se constituye a partir de intereses, objetivos y supuestos sobre el mundo. Esto es especialmente cierto cuando las metas o escenarios son objeto de conflicto político y económico.

			Para estructurar la discusión, caracterizo dos proyectos de política de transición energética. El primero es el que considera los combustibles fósiles como parte de la transición energética, y promueve o acepta la expansión de su producción y consumo en el corto y el mediano plazos. El segundo sostiene la importancia del objetivo de mantener el incremento de la temperatura global en 1.5 ºC y sugiere alcanzar un pico de emisiones tan pronto como sea posible a través de la reducción de la producción y el consumo de combustibles fósiles.2 A partir de 2019 esta visión se ha consolidado en compromisos de emisiones netas cero. En adelante me referiré al segundo de estos proyectos como el de descarbonización profunda.

			La visión que considera posible alcanzar las metas del Acuerdo de París con el crecimiento del sector hidrocarburos depende del desarrollo de tecnologías de captura de emisiones en el futuro. Y suele referirse al rango superior de los objetivos del Acuerdo de París, es decir, limitar el calentamiento global a 2 ºC. Dentro de este campo, la Agencia Internacional de Energía fue criticada por su papel en la contribución a legitimar e informar decisiones de política incompatibles con la ambición del Acuerdo de París, al sostener que es posible expandir y mantener un alto consumo de combustibles fósiles en el futuro mediante el uso de tecnologías de control ambiental (Mission 2020, 2020; Rathi y Roston, 2020). Reportes clave como el World Energy Outlook están definidos por el statu quo y favorecen la industria fósil (Mohn, 2020). Académicos en ciencia política han criticado las propuestas que consideran los precios al carbono (mediante impuestos o certificados) como mecanismos para incentivar la descarbonización, sin necesidad de otros mecanismos de cambio estructural (Green, 2019; Newell, 2019), y han asociado la falta de ambición con la consolidación de una plataforma ambiental neoliberal (Ciplet y Roberts, 2017).

			Desde la perspectiva de la descarbonización profunda, confiar en el desarrollo de tecnologías que “limpien” el consumo de combustibles fósiles mediante mecanismos de precios pone en riesgo el proyecto mismo de limitar el calentamiento global, al posponer la acción climática mientras se esperan nuevas tecnologías o futuras ventas de oportunidades económicas. En cambio, actores públicos y privados deben dejar de dedicarle capital a la expansión de las cadenas de valor de combustibles fósiles. Los activos de la industria de hidrocarburos que tienen sentido económico bajo escenarios que no consideran el cambio climático serán activos varados en algunos años (Baron y Fischer, 2015; Caldecott, 2017). Esto debería de tener implicaciones inmediatas en las decisiones de inversión, además de reflejarse en prospectivas y escenarios futuros. Geels, Sharpe y Victor (2019) argumentan que el objetivo crítico para cumplir las metas de cambio climático es detener en el presente la inversión física y los compromisos institucionales en tecnologías y combustibles fósiles que dificultan la transición acelerada en el futuro.

			Como parte de una crítica al orden liberal predominante, se esgrimen alternativas de reformas que reconocen la necesidad de intervenciones estatales o regulatorias. Estas propuestas incluyen in­tervenciones regulatorias sobre mercados financieros (Carney, 2019; Silver, 2016), la intervención del Estado para orientar la inversión explícitamente en tecnologías no fósiles (Mazzucato, 2015; Mazzucato y Semieniuk, 2018),y, de manera más general, el restablecimiento de la capacidad de coordinación económica estatal (Aronoff et al., 2019: Gallagher y Kozul-Wright, 2019).

			Esta agenda de acción climática expansiva ha significado ampliar el rango de actores y ámbitos de acción. El liderazgo de actores subnacionales y no estatales es parte de la arquitectura para incrementar la acción climática en el marco del Acuerdo de París (Hale, 2016).3 Y la decisión del gobierno de los Estados Unidos encabezado por Donald Trump de abandonar el Acuerdo incrementó su visibilidad e importancia. Empresas privadas, ciudades, organizaciones ambientales e incluso agencias autónomas de gobierno, como los bancos centrales, han adquirido un papel especialmente importante en conducir la descarbonización del sector energía. La escasa visibilidad de las acciones de estos actores en México invita a una reflexión sobre el efecto negativo del sistema internacional en la política climática. Pacheco-Vega (2020) explica la desintegración de los distintos ámbitos de política relevantes para la acción climática en la gobernanza centralista que inhibe la acción coordinada de múltiples actores. Pero antes de entrar en esta discusión, presentaré la revisión crítica sobre los compromisos de mitigación de cambio climático, y su relación con las políticas energéticas de reforma y contrarreforma.

			Compromisos de mitigación de cambio climático

			En 2015 México presentó su primera propuesta de compromisos en materia de cambio climático para la década de 2020, como parte de las negociaciones del Acuerdo de París. Las obligaciones climáticas del sector energía explícitamente reconocidas son laxas, y en el largo plazo son incompatibles con las metas de la Ley General de Cambio Climático (lgcc). Esta sección presenta evidencia sobre tal desacoplamiento mediante la revisión crítica de los escenarios y prospectivas presentados por el gobierno.

			Como he mencionado anteriormente, el Acuerdo de París adoptado en diciembre de 2015 estableció como meta “Mantener el aumento de la temperatura media mundial muy por debajo de 2 ºC con respecto a los niveles preindustriales, y proseguir los esfuerzos para limitar ese aumento de la temperatura a 1.5 ºC” (cmnucc 2016: artículo 2.a). El Grupo Intergubernamental de Expertos sobre el Cambio Climático (ipcc) concluye que mantener la temperatura por debajo de 1.5 ºC podría requerir la reducción de 45% de las emisiones observadas en 2010, y alcanzar emisiones netas cero en 2050. Aun el esfuerzo asociado a la meta de 2 ºC requeriría la reducción de emisiones en 25% para 2030 y emisiones netas cero en 2070 (ipcc, 2018).4 La construcción de una política energética post-París debe ser comprehensiva y responder a las conclusiones del ipcc sobre la necesidad de alcanzar emisiones netas cero a escala global en 2050. En el corto plazo esta política debe responder a la necesidad de evitar in­versiones en activos de altas emisiones y reorientar la inversión —mediante regulación o inversión pública— directamente en el sector energía o indirectamente a través del sistema financiero.

			Tomemos como ejemplo los compromisos nacionales o regionales de emisiones netas cero propuestas en la Unión Europea o por países como Chile o Reino Unidos (véase, por ejemplo, Committee on Climate Change, 2019; National Grid eso, 2020). Estos objetivos dependen de una reducción dramática de emisiones de la producción de energía, y, en particular, plantean como eje central la generación de electricidad de cero emisiones.

			México fue el primer país en desarrollo en presentar una propuesta de Contribuciones Nacionalmente Determinadas (ndc, por sus siglas en inglés) como parte de las negociaciones sobre el Acuerdo de París. Como parte de las ndc, el gobierno mexicano presentó una línea base con emisiones de 972 MtCO2e para el año 2030, y compromisos de reducción de 22% sin condiciones (762 MtCO2e), y hasta de 36% con apoyo internacional (622 MtCO2e).

			Desde una perspectiva histórica, estos compromisos no son particularmente ambiciosos. Entre el año 2000 y 2015 las emisiones del país se incrementaron menos de 10%, de 640 a 700 MtCO2e (Semarnat e inecc, 2018). En contraste, debido a un incremento cercano a 40%, en línea base, los compromisos del país para 2030 representan, en realidad, un incremento de 9% en el escenario no condicionado, o la disminución de sólo 11% frente al 2015 en el escenario condicionado.

			En el sector energía, las ndc de México presentadas en 2015 asumieron un indiscutible crecimiento del sector hidrocarburos y poca ambición por descarbonizar. En el escenario de mitigación no condicionada, el gobierno mexicano calculó un incremento neto en las emisiones del sector petrolero en 47.5% en 2030 frente a 2013.5 Este objetivo refleja la premisa política de fomentar la producción de petróleo y gas mediante la inversión privada en el sexenio 2012-2018. El propósito de la reforma energética fue incrementar la producción petrolera mediante la inversión del sector privado. La Secretaría de Energía (Sener) estimó el incremento en la producción de petróleo por arriba de los tres millones de barriles diarios (mbd), además de aumentar la producción histórica de gas natural y el volumen de procesamiento de petrolíferos (Sener, 2016). En cambio, en el sector eléctrico sí se ha planteado el papel de la política pública para reducir las emisiones de la generación de electricidad. Para el sector eléctrico, el compromiso no condicionado en 2030 es mantener el incremento de emisiones por debajo de 10% frente a las emisiones estimadas de 2013.6

			Nuevos escenarios sobre descarbonización en México propuestos por expertos del sector ambiental muestran que las emisiones del sector petrolero deberían representar alrededor de una tercera parte menos de las observadas en 2013, lo que sería factible si se permite la declinación progresiva de la producción de hidrocarburos (Martínez et al., 2020). A diferencia de lo ocurrido en el sexenio de EPN, el gobierno de AMLO ha limitado en la práctica la expansión del sector, pero no como parte de una política de declinación progresiva con propósitos climáticos. Sin embargo, de manera más general, durante la década de 2010 México no avanzó mucho más allá del horizonte ya propuesto en las reformas legales de 2011 y 2012, que discuto en la siguiente sección.

			Una primera debilidad persistente es que el marco jurídico sólo considera la descarbonización del sector eléctrico. En México la meta para incrementar la participación de energías limpias sólo se refiere a energía eléctrica. En contraste, la Unión Europea y países como China han propuesto metas de participación de energías renovables en el conjunto de la matriz energética (ren21, 2017). En general, las metas de participación de energías renovables en la matriz energética implican un mayor esfuerzo, dado que se extienden a los usos térmicos y el transporte, y dependen, en gran medida, de la eficiencia y la conservación de la energía en los usos finales. Entre estos ámbitos, México sólo cuenta con metas asociadas a la eficiencia energética a través de trayectorias de intensidad energética de la economía (Diario Oficial de la Federación, 2020b).

			En 2018 la electricidad sólo representa la quinta parte del consumo neto de energía total del país (Sener, 2020). Como puede observarse en la figura IV.1 sobre la oferta energética en México, las energías renovables y la nuclear presentaron un incremento moderado entre el año 2000 y 2018, a pesar del aumento significativo en el total de la oferta de energía. Y ese último año, las energías limpias representaron sólo 9% de la demanda total de energía, de los cuales sólo una fracción se utiliza para la generación de electricidad.

			Una segunda debilidad es la discordancia entre las metas de cambio climático y los escenarios de desarrollo del sector energético hacia 2050. Los estudios disponibles que modelan trayectorias de emisiones consistentes con la meta de largo plazo de la lgcc muestran tres grandes cambios estructurales: la contención del crecimiento de la demanda de energía, la electrificación del consumo de energía, y el uso de generación limpia para la mayor parte de la generación eléctrica. El estudio de descarbonización profunda destaca tres dimensiones de cambio entre 2010 y 2050: reducir la intensidad energética 59% (2.51 MJ / USD), reducir 96% la intensidad de emisiones de la electricidad (22 gCO2 / kWh), e incrementar la electrificación de usos finales en 28% (para alcanzar 42%) (Buira y Tovilla, 2015).

			Reducir 96% la intensidad de emisiones de electricidad significa que la generación eléctrica dependería casi por completo de tecnologías de cero emisiones. Otros modelos de descarbonización consideran, incluso, una intensidad de emisiones netas negativas a través del uso de captura geológica de CO2 (Veysey et al., 2016). El modelo de Buira y Tovilla presenta escenarios de generación eléctrica en los que virtualmente 50% de la energía es solar y eólica, y el resto depende de otras tecnologías de bajas emisiones en la generación, como la hidráulica, la geotérmica, la nuclear y las centrales de ciclo combinado con sistemas de captura de CO2 para su almacenamiento geológico. Estos modelos son consistentes con escenarios en países que el día de hoy ya cuentan con metas oficiales de emisiones netas cero, como Reino Unido (véase National Grid Eso, 2020).

			La figura IV.2 presenta una comparación entre la visión de 2050 de Buira y Tovilla, denominada aquí “meta requerida”, y la política oficial mexicana de alcanzar 35% de generación limpia en 2024 y 50% en 2050. Como se puede observar en la gráfica, las primeros cinco columnas provienen de la planeación indicativa del sector de 2018. Hacia el final de la década de 2030, se observará un estancamiento de la participación de generación eólica y solar, así como el crecimiento moderado de otras fuentes limpias. La planeación indicativa de generación publicada por la Secretaría de Energía en 2019 muestra una trayectoria similar, en que se alcanza 35% de generación limpia en 2024, y sólo 38% en 2030, sensiblemente superior al porcentaje de 36% reportado en la planeación de 2018, pero inferior al considerado factible en las ndc de 42%.

			Figura IV.1

			Oferta interna bruta total por energético (2000-2018)

			[image: ]

			Nota: la categoría renovables integra: biogás, biomasa y energía hidráulica, geotérmica, eólica y solar.

			Fuente: Balance Nacional de Energía. Sistema de Información Energética (Sener, 2020).

 
			El trabajo de Buira y Tovilla fue publicado en 2015 y sus con­clusiones fueron incluidas como escenarios públicos oficiales en primeras versiones de la Estrategia de Transición. Con más información disponible, el estudio publicado por la Iniciativa Climática de México en 2020 argumenta que tan sólo para 2030 la participación de energías limpias debería ser superior a 50%, muy por arriba de las prospectivas públicas (Martínez et al., 2020). Las metas existentes son insuficientes para atender la ambición climática de la Ley General de Cambio Climático y del Acuerdo de París. En las siguientes secciones discutiré el papel de la política energética y posteriormente el efecto de la armonización internacional.

			Figura IV.2

			Planeación indicativa del sector eléctrico en 2018 frente a la descarbonización
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			Fuente: Buira y Tovilla (2015); Sener (2018).

 
			Transformación de la política de transición energética

			La meta de generación eléctrica limpia de 35% en 2024 es una derivación del compromiso originalmente propuesto como reforma a la Ley de Aprovechamiento de las Energías Renovables y el Financiamiento de la Transición Energética (laerfte, hoy abrogada) en 2011, que limitaba la generación con fuentes fósiles en 65%.7 Esta reforma a la laerfte precedió a la Ley General de Cambio Climático de 2012 y, naturalmente, a la reforma energética de 2013-2015, la firma del Acuerdo de París en 2015, la implementación de la Ley de Transición Energética a partir de 2016 y un nuevo Programa Especial de Transición Energética publicado en 2020. Ninguno de estos momentos ha servido para incrementar la ambición o expandir metas a otros subsectores del sistema energético. Es decir, las metas de descarbonización energética no se han incrementado en los últimos nueve años, una década crucial para la lucha contra el cambio climático.

			Es éste el contexto en que deben entenderse las reformas legales de 2013-2015, su implementación y la revisión que actualmente realiza el gobierno en turno. Gutiérrez (Ortega Díaz y Gutiérrez, 2018) desarrolla una mirada crítica sobre los objetivos climáticos de la reforma energética. Y, en efecto, académicos y exfuncionarios públicos han discutido que el propósito principal de las reformas estructurales en el sector energía era el de expandir la inversión privada para incrementar la producción de hidrocarburos (Hernández Ochoa, 2018; Méndez, 2015). Los avances en materia de transición energética deben entenderse en el contexto de intereses con capacidad de veto dentro de la coalición gobernante y el sector privado (Ortega Díaz y Gutiérrez, 2018; Villarreal, 2019).

			Desde la promulgación de la reforma constitucional en diciembre de 2013, la política energética se caracterizó por el propósito de incrementar la capacidad física de dos cadenas de provisión de combustibles fósiles: primero, la producción de hidrocarburos en territorio mexicano y, segundo, la importación de gas natural desde los Estados Unidos. Esto no significó el abandono de una política formal de mitigación del cambio climático en el sector energía; por el contrario, como lo expone Soffia Alarcón en este libro, el gobierno continuó con la implementación de la Ley General de Cambio Climático.

			En 2018, en la comunicación nacional ante la Convención Marco de Naciones Unidas para el Cambio Climático, el gobierno mexicano destacó como los principales hitos en la política climática del sector energético el impuesto al carbono, la reducción de subsidios a combustibles fósiles, el mercado voluntario de carbono y los instrumentos para fomentar el crecimiento de energías renovables como parte de la reforma energética (Semarnat e inecc, 2018). Lo cierto es que el impuesto al carbono no ha tenido un efecto ambiental, y destaca en comparaciones internacionales por su bajo nivel; el mercado voluntario de carbono no ha tenido tampoco ningún efecto documentado en la industria, y la reducción de subsidios se explica como parte de la política de liberalización de mercados y el shock económico por la reducción de precios del petróleo (Dibley y Garcia-Miron, 2020). En cambio, los nuevos instrumentos para el fomento de energías renovables sí han sido particularmente exitosos para atraer inversiones privadas nacionales e internacionales. Gracias a ello, en 2019 México superó 25% de generación eléctrica limpia, una meta originalmente establecida para 2018.

			La expansión de energías renovables en el país se impulsó mediante mandatos legales de consumo de energía limpia a través de Certificados de Energías Limpias (cel) y el uso de subastas de largo plazo organizadas por las autoridades del gobierno federal (Hernández Ochoa, 2018; Shah et al., 2016). Estos instrumentos fueron definidos en la Ley de Industria Eléctrica siguiendo algunos breves lineamientos de la Reforma Constitucional. La primera serie de obligaciones de cel para el suministro básico de la Comisión Federal de Electricidad (cfe) y los grandes consumidores se publicó en diciembre de 2015. Semanas después se publicaría la Ley de Transición Energética, que añadiría especificaciones adicionales a la definición de energías limpias y la necesidad de alcanzar la meta de 2024, incluyendo metas intermedias en 2018 y 2021.

			Como resultado de tres subastas organizadas entre 2016 y 2018, se contrató la provisión de 19.8 TWh, principalmente de energía solar y eólica, que representarían más de 6% de la demanda esperada en 2020. La tercera subasta logró costos históricamente bajos, con un promedio de 19.8 dólares por MWh (Monitor Independiente del Mercado, 2018).8 Asimismo, se otorgó un periodo amplio después de la reforma para mantener los derechos de proyectos iniciados antes de ella que prefiriesen aprovechar el mecanismo de apoyo conocido como estampilla postal, el cual ofrece un pago reducido por el porteo de energía y supone un subsidio equiparable a más de 50% del costo de los servicios de transmisión y distribución.9

			Estos mecanismos de fomento dependen de una regulación asimétrica sobre la cfe como empresa de transmisión, distribución y suministro. Los instrumentos requieren que la cfe firme contratos de abastecimiento de energías limpias a partir de las subastas y asuma los costos del subsidio de la estampilla postal. Para los desarrolladores de proyectos renovables, estas subastas ofrecen contratos que suponen ingresos garantizados al menos por quince años y una contraparte cuasigubernamental, lo que permite la obtención de financiamiento asociado con un bajo riesgo. La cfe, sin embargo, queda expuesta a asumir todos los costos de la curva de aprendizaje de la industria renovable en el país.10

			Es decir, por un lado, se protegieron subsidios históricos sobre la interconexión al sistema eléctrico y, por otro se utilizó la demanda garantizada por la cfe a fin de apuntalar contratos de largo plazo para oferentes privados. En estas condiciones, entre 2015 y 2018 México fue tratado como un caso excepcional para la expansión de las energías renovables en el sector eléctrico por analistas del sector público y privado internacionales (BloombergNEF, 2018; iea, 2017).

			En la planeación oficial la participación de la generación solar y eólica en 2030 superaría solamente 16%, a pesar de los resultados positivos de la integración de energías solar y eólica observados en las subastas. Y con una meta de sólo 50% de energías limpias en 2050 no se reflejaría un incremento significativo de energías renovables durante décadas. Como se discutió brevemente, al abrogarse la laerfte, y con la entrada en vigor de la Ley de Transición Energética en 2015 desapareció cualquier referencia de largo plazo. Sin embargo, la Secretaría de Energía retomó la referencia como una meta en la Estrategia de Transición Energética (Sener, 2020).

			La referencia a 2050 es importante para informar las decisiones de inversión en el corto plazo. La empresa de suministro básico de la Compañía Federal de Electricidad cuenta con un total de cuarenta contratos de cobertura que concluyen entre 2030 y 2046, incluidos nueve que terminan en la década de 2040 (Centro Nacional de Control de Energía [Cenace], 2020). Metas más ambiciosas de generación limpia en el largo plazo podrían incidir en el diseño de contratos regulados en el sector eléctrico, pero la importancia de la consistencia entre políticas de corto plazo y la ambición de largo plazo se observa más claramente en la política de gas natural de la administración 2012-2018.

			En 2013 el gobierno de EPN determinó que, como parte de la reforma energética, se aprovecharía el abasto de gas natural de los Estados Unidos. Esto se logró a través de la firma de contratos “ancla” que hacen económicamente viable la construcción de gasoductos. Mediante estos contratos, la cfe tiene compromisos financieros y comerciales por treinta y cinco años para la compra de gas natural (Gobierno de México, 2020). La cfe se transformó en la principal comercializadora de gas natural del país. Y, como consecuencia de estas decisiones, en 2019 alrededor de 90% del gas utilizado para la generación de electricidad fue importado (Monitor Independiente del Mercado, 2020). Pero la transformación de la cfe en un comercializador de gas no era la única alternativa para el gobierno, como lo mostraron investigaciones periodísticas sobre los desacuerdos dentro del propio gobierno frente a la preferencia del entonces director general de la empresa, Enrique Ochoa (anteriormente subsecretario de Hidrocarburos y posteriormente presidente del Partido Revolucionario Institucional) (Cruz y López, 2019).

			Las inversiones para el transporte de gas natural no son resultado de la libre concurrencia de intereses privados, sino de la capacidad de coordinación del Estado a través de una empresa estatal y la decisión del gobierno en turno de fomentar el consumo del gas natural. Como resultado de las políticas gubernamentales en el sexenio de 2012-2018, la economía política de la transición energética se modificó radicalmente. Ahora la descarbonización rápida del sistema eléctrico tendría un costo directo para la cfe y la hacienda pública. Y, como consecuencia de esta circunstancia económica, la cfe tiene intereses materiales en impedir la expansión de otras fuentes de generación eléctrica diferentes a centrales termoeléctricas con base en gas natural. El plan de negocios 2018-2022 elaborado durante el gobierno de Enrique Peña Nieto muestra como eje central la expansión de su participación en el mercado nacional de gas natural, pero no en la generación de electricidad.

			Al mismo tiempo en que se determinó que la cfe se convertiría en una empresa de comercialización de gas natural, se canceló la mayoría de los proyectos de energías renovables financiados por la empresa, con excepción de un proyecto geotérmico dentro de la segunda subasta de largo plazo, con una capacidad de 25 MW. Otros proyectos en geotermia, energía solar y energía eólica en diferentes regiones del país desaparecieron completamente de los planes de inversión de la empresa.11 De hecho, de acuerdo con las entrevistas desarrolladas sobre el tema, la separación legal de la cfe en diferentes empresas de generación fragmentó la capacidad y el interés de desarrollar proyectos renovables, ya que la manera más segura de incrementar la competitividad de cada empresa subsidiaria en el corto plazo fue la de expandir la inversión en centrales de ciclo combinado basadas en gas natural.12

			En síntesis, la política energética hasta diciembre de 2018 se caracterizó por el propósito explícito de incrementar la producción de petróleo, la “gasificación” del sector eléctrico y la expansión controlada de energías renovables. La reforma rediseñó la infraestructura institucional del país para un futuro en el que las energías limpias seguirían teniendo un papel secundario en el sistema energético mexicano.

			A partir de diciembre de 2018, el gobierno de AMLO modificó la política energética. Las medidas más visibles incluyen cancelar y posponer indefinidamente nuevas rondas petroleras y subastas de largo plazo de electricidad. Estas decisiones tienen el propósito explícito de limitar la expansión de la participación de la inversión no estatal en la producción de energía. El giro en la política del sector y la suspensión de mecanismos como las subastas de largo plazo tienen cabida en un marco jurídico que originalmente se diseñó para dar a la Secretaría de Energía una enorme discrecionalidad en la coordinación del desarrollo del sector, la asignación de licencias y contratos, así como en decisiones sobre infraestructura (Valenzuela, 2017).13

			Con la publicación de los programas sectoriales y especiales en 2020, el gobierno de 2018-2024 ha confirmado el compromiso de alcanzar las metas de generación limpia en 2024 y los compromisos existentes ante el Acuerdo de París, pero no ha incrementado las metas climáticas. El gobierno ha propuesto como los ejes rectores de la política energética el fortalecimiento de las empresas estatales Pemex y cfe, así como la reducción de la dependencia de abastecimiento de energéticos del exterior.

			Utilizar las empresas públicas como coordinadoras de la inversión se ha descrito como una acción contraria a las prioridades de descarbonización del país. Ésta es una interpretación que, primero, omite reconocer que el consumo energético en México ha externalizado gran parte de sus costos ambientales, por ejemplo, importando gas natural y combustibles para el transporte de los Estados Unidos. Lo cierto es que el gas natural importado del sur de este último país tiene un impacto climático casi equivalente al del consumo de carbón (Álvarez et al., 2018). Pero es más importante aún, como discutí previamente, que el modelo de liberalización se fundamentó en una política explícita de limitar la inversión de la cfe en tecnologías limpias y redefinir a la empresa como una comercializadora de combustibles fósiles para solucionar problemas de abasto en el corto plazo. El mandato de las empresas estatales podría ser diferente.

			Como se mencionó anteriormente, los escenarios publicados por la Iniciativa Climática de México y otras organizaciones muestran la necesidad de superar 50% de generación eléctrica limpia en 2030, así como permitir la declinación de la producción de petróleo, de modo que en 2024 éste se produzca menos que en 2019 y se mantenga una declinación progresiva para cumplir con las metas de la lgcc y del Acuerdo de París (Martínez et al., 2020). Éste debe ser el marco de referencia para las acciones del sector. Regresar a la política anterior no es una alternativa. Las instituciones y la política energética de la administración 2012-2018 no respondían al nivel de ambición climática del Acuerdo de París. Cerrar la brecha entre la política energética y la ambición climática no puede restituir el marco institucional creado para otro tiempo, sino definir otros objetivos y mecanismos de implementación recuperando aquellos mecanismos existentes que sean útiles.

			Existen alternativas políticas e institucionales internacionales para transformar un modelo de participación estatal en el sector energía en un motor de la descarbonización. La armonización internacional hacia un “Estado emprendedor verde” puede ser una alternativa para el país. ¿Qué significa esto para México y cuál es el papel histórico de la armonización internacional?

			Armonización internacional y proyectos de acción climática en conflicto

			La gobernanza del sector energético internacional, igual que la climática, puede describirse como un régimen complejo, o una combinación y sobreposición de regímenes con distintos objetivos, instituciones y actores (Colgan et al., 2012; Keohane y Victor, 2011). Estos regímenes tienen efectos sobre la política interna energética, y los casos históricos específicos reflejan tensio­nes entre las múltiples direcciones que tiene el sistema internacional (Gourevitch, 1978). Los gobiernos interactúan estratégicamente y utilizan la armonización institucional para lograr objetivos políticos y económicos (Elkins y Simmons, 2005; Simmons, 2001).

			Esta sección discute cómo la interacción de México con actores e ideas internacionales y regionales proveyó una lógica de política y legitimidad institucional para reivindicar la preferencia de expandir las cadenas de combustibles fósiles. Esto quiere decir que las tensiones observadas en México no son únicas y, más bien, reflejan tensiones que tampoco se han resuelto en otras economías avanzadas y mecanismos de coordinación internacional. Por ejemplo, estudios de instituciones como el Fondo Monetario Internacional ofrecieron un rápido respaldo a las propuestas de reforma para la importación de gas natural para el sector eléctrico (Alvarez y Valencia, 2015).

			La idea de que la reforma energética representa un proyecto de armonización internacional no debería ser controversial. Hernández Ochoa (2018: 114) argumenta, por ejemplo, que la reforma del sector eléctrico se mantuvo “siempre dentro del marco de las mejores prácticas internacionales”. La importancia de ceñirse a modelos internacionales reside en el propósito de atraer capital extranjero mediante modelos de inversión, regulatorios y contractuales reconocidos por dar seguridad. Uno de los objetivos explícitos de la reforma energética de 2013-2015 fue la armonización del marco jurídico institucional con modelos de gobernanza similares a los de otras jurisdicciones de miembros de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (ocde), y especialmente con jurisdicciones dentro de los Estados Unidos.

			La influencia del sistema internacional en la política interna se refleja a través de regímenes informales y formales. Pero, históricamente, México había participado en la gobernanza energética con pocos vínculos formales. Así que la limitada presencia en regímenes formales explica, en buena medida, los mecanismos de armonización. A continuación, describo cuatro mecanismos de armonización que tienen efectos sobre la política interna:


			a)	la existencia de condicionantes para la membresía en organismos internacionales;

			b)	la integración económica e institucional con los Estados Unidos;

			c)	la cooperación internacional para la lucha contra el cambio climático, y 

			d)	la incorporación de actores no-gubernamentales en iniciativas transnacionales de acción climática.

			

			Los primeros dos tuvieron impactos negativos para la ambición climática, mientras que los últimos dos representan oportunidades no aprovechadas para redefinir la política de transición energética.

			Un primer mecanismo es la exclusión y el posible acceso de instituciones formales. Históricamente, México era el único país miembro de la ocde que no formaba parte de la Agencia Internacional de Energía (iea, por sus siglas en inglés) —hasta 2017, cuando el Senado ratificó el tratado de adhesión (García, 2017)—. En 2015 el país formalmente solicitó su entrada a la Agencia habiendo completado los pasos más importantes de la liberalización de los mercados de hidrocarburos y electricidad (Reuters, 2015). Aunque en su origen la iea se centró en coordinar la respuesta ante choques de suministro de petróleo de los principales países consumidores, en el presente tiene un papel creciente en la coordinación de iniciativas para el diseño, la comparación y la evaluación de políticas para mercados energéticos. Bajo un formato de club, la Agencia ofrece la oportunidad de coordinar y armonizar las decisiones de política compatibles con el libre mercado en el sector. Como parte de su trabajo, la Agencia tiene una gran capacidad para influir en la discusión sobre el futuro del sector. Van de Graaf y Sovacool argumentan que posiblemente uno de los principales instrumentos de la organización es la provisión de información y escenarios a través de publicaciones como el World Energy Outlook (weo) (2020: 195).

			Aún después del Acuerdo de París, los escenarios del reporte anual weo se han mantenido explícitamente alejados del mayor nivel de ambición climática que hace referencia a 1.5 ºC. Además, dependen de supuestos sobre el desarrollo de tecnologías de captura de geológica de CO2, de modo que representan un futuro con alta participación de energías fósiles.14 Por ello, la Agencia ha recibido múltiples y constantes críticas de organismos dedicados a la promoción de políticas ambiciosas de descarbonización (Mission 2020, 2020; Rathi y Roston, 2020).

			El reporte especial sobre México desarrollado por la Agencia muestra una perspectiva positiva sobre un portafolio de políticas. Reconoce, por ejemplo, que “el alcance y rango repre­senta la transformación del sistema energético más ambiciosa mundialmente en los últimos años” (iea, 2017: 9). De manera específica en materia de cambio climático, las recomendaciones se refieren a la necesidad de regulación sobre emisiones y la promoción de ccus (Carbon Capture, Use and Storage). En materia de electricidad, refieren a la necesidad de electrificación del transporte y las condiciones favorables para subastas de energías renovables. Pero en materia de petróleo y gas las recomendaciones están orientadas a la expansión de la producción e infraestructura para su consumo. Como lo documenta el libro publicado por quien fue subsecretario de Electricidad del anterior gobierno, el apoyo de la Agencia representaba la anuencia sobre un exitoso proceso de armonización institucional de liberalización de mercados, en el que la expansión de la producción y el consumo de petróleo y gas tenía completa concordancia con la ambición climática (Hernández Ochoa, 2018).

			El segundo mecanismo mediante el cual el sistema internacional tuvo un efecto en la política nacional es el de las condiciones de integración con América del Norte. Fuera de los asuntos ambientales fronterizos, la relación con los Estados Unidos en materia de energía y cambio climático tiene un carácter informal. La falta de un marco jurídico para la ambición climática que sea comprehensivo y estable en los Estados Unidos y Canadá ha favorecido que las iniciativas de colaboración en la región se expresen en ámbitos especialmente informales (Studer, 2013), como lo demuestra la colaboración para la presentación de las contribuciones nacionales anterior al Acuerdo de París, y el involucramiento político de los Estados Unidos (U. S. White House, 2015), así como el compromiso posterior anunciado como una declaración de líderes de América del Norte (U. S. White House, 2016).

			El carácter informal de esta relación no hace menos importante el impacto de los Estados Unidos sobre la política de cambio climático y energía de México. En particular, durante el gobierno peñista la presencia de informes institucionales de organizaciones estadunidenses sobre la reforma fue especialmente importante, y éstos se caracterizaron por suscribir la consistencia de los objetivos de inversión en fuentes fósiles de energía, incluso mediante la fracturación hidráulica, con objetivos de cambio climático. Orga­nismos como el Instituto México, del Woodrow Wilson Center, o el Instituto para las Américas en California favorecieron esta visión de consistencia (véase como ejemplo Wood, 2018).

			Durante la década de 2010 la reducción absoluta de emisiones de gases de efecto invernadero (gei) observada en el sector eléctrico de los Estados Unidos se debe a la expansión del gas natural y energías renovables en sustitución del carbón en la generación (United States Environmental Protection Agency [epa], 2020). Este hecho ha contribuido al discurso para promover el uso de gas natural como una medida de cambio climático. Sin embargo, la evidencia científica muestra que la huella de emisiones del gas producido en los Estados Unidos es mucho mayor a lo que refleja su uso como combustible en el sector eléctrico. En 2015 el volumen de emisiones de metano en la cadena de valor del petróleo y gas podría ser hasta 60% mayor que el estimado debido a las emisiones fugitivas (Alvarez et al., 2018). Y, de acuerdo con el ipcc, las emisiones de metano y de carbono negro deben reducirse de manera acelerada en las próximas dos décadas, especialmente en el sector energía (ipcc, 2018: 16).

			En el progreso de la armonización institucional y regulatoria con los Estados Unidos se alcanzaron logros concretos para mitigar emisiones de gei en el sector hidrocarburos. En el entorno de mayor integración con América del Norte, organizaciones ambientales, organismos públicos autónomos y sector privado han tejido una base mínima de demandas sobre la política climática nacional en el contexto de mayor integración económica (Pacheco-Vega, 2015; Studer, 2013; Torres, 2014). El ámbito de mayor impacto documentado posterior a la declaración de líderes de América del Norte de 2016 fue el desarrollo de regulación sobre las emisiones fugitivas de metano en el sector hidrocarburos. Este trabajo fue apoyado por organizaciones como el Environmetnal Defense Fund, el Centro Mario Molina y el Center for Clean Air Policy, y tuvo resultados concretos con la publicación de regulación específica por la Agencia de Seguridad, Energía y Ambiente en 2018 (Center for Clean Air Policy, 2018; Environmental Defense Fund, 2016).

			Este argumento no refiere que la Agencia Internacional de Energía, las instituciones de investigación (think tanks en inglés) o el gobierno de los Estados Unidos bajo la administración de Barack Obama estuviesen explícitamente en contra de la ambición climática. Pero la armonización significó reproducir la inconsistencia que se deriva de favorecer la expansión y el consumo de hidrocarburos y al mismo tiempo hacer esfuerzos de mitigación en el corto plazo.

			El tercer mecanismo representa la oportunidad de armonización institucional hacia el régimen de alta ambición climática. En México hay instancias de colaboración internacional que han mostrado oportunidades para reorientar la política energética nacional. En la historia reciente, estas iniciativas están afianzando la cooperación con socios europeos y organismos multilaterales bajo liderazgo europeo. Y han contribuido a impulsar iniciativas específicas en materia de energías renovables y eficiencia energética dentro del sector energía a un nivel técnico y operativo, además de proporcionar piezas necesarias para la descarbonización de largo plazo de la economía.

			Los programas de cooperación climática de Dinamarca y Alemania en México se inscriben explícitamente en una visión de descarbonización a través de la sustitución del uso de combustibles fósiles, ya sea por energías renovables o el cambio en la demanda de los sectores de consumo final, como el transporte o edificaciones.15 En el sector eléctrico estas iniciativas se han enfocado en actividades específicas a fin de mejorar la regulación para la integración de energías renovables a gran escala y en generación distribuida solar. El trabajo no es políticamente visible, pues no resulta de los anuncios presidenciales en América del Norte, sino que ocurre a un nivel técnico con actores como la Comisión Reguladora de Energía (cre), el Cenace o la Comisión Nacional para el Uso Eficiente de Energía (Conuee).

			Este nivel de trabajo se describe mejor bajo la lógica de la política transnacional. La colaboración ocurre entre agencias especializadas, con agendas definidas por profesionales y técnicos, y con el involucramiento de actores no estatales. Por ejemplo, como parte del trabajo realizado en el marco de la iniciativa 21st Century Power Partnership (21cpp), el gobierno mexicano se benefició del apoyo técnico del Laboratorio Nacional de Energías Renovables de Estados Unidos (nrel, por sus siglas en inglés), y con el financiamiento de la fundación Childrens’ Investment Fund Foundation (ciff, por sus siglas en inglés). 

			A pesar de que estas iniciativas están pensadas para acelerar la descarbonización y han tenido algunos resultados tangibles, no han tenido un impacto para modificar la estructura de políticas del sector energético en México. Las iniciativas en cuestión sugieren que existe la posibilidad de que el gobierno mexicano y otros actores en el país aprovechen estratégicamente espacios o ecosistemas ya formados claramente más favorables para la ambición climática del Acuerdo de París.

			El cuarto mecanismo es el de la participación de actores diferentes al gobierno federal en iniciativas de acción transnacional. Desde la perspectiva de armonización internacional, el nivel de mayor ambición está asociado con las metas de emisiones netas cero. La meta de emisiones netas cero ahora concentra el esfuerzo del sistema de coordinación internacional que ha surgido de la Convención Marco. Se trata de una “carrera hacia cero”, según se esgrime en la vigésimo sexta Conferencia de Partes de 2021 (Oxford University Net Zero Network, 2020). Esta iniciativa sigue una lógica que incluye a los gobiernos nacionales, pero especialmente actores subnacionales y no-estatales en la lógica inclusiva del Acuerdo de París (Hale, 2016).

			Hay tres tipos de iniciativas transnacionales cuya adopción generalizada en México tendría un impacto significativo sobre el sector energía. La primera es la definición de metas de descar­bonización por actores no estatales; la segunda, la coordinación de la demanda mediante compromisos de generación limpia, y la tercera, la regulación de los riesgos financieros asociados al cambio climático.

			Existen múltiples mecanismos para agregar, coordinar y difundir los compromisos de empresas en materia de cambio climático. Science-Based Targets Initiative (sbti) fue desarrollada por las organizaciones transnacionales cdp (Carbon Disclosure Project), wwf (siglas en inglés del Fondo Mundial para la Naturaleza), wri (World Resources Institute) y un Global Compact con el propósito de garantizar que los compromisos de las empresas estén realmente alineados al rango de metas del Acuerdo de París. Dentro de este mecanismo, sólo seis empresas mexicanas han registrado que están comprometidas con el mecanismo: Grupo Financiero Banorte (2016), Coca-Cola femsa (2018), América Móvil (2019), Nemak subsidiaria manufacturera de la empresa Grupo Industrial Alfa (2019), Orbia Advance Corporation, antes Mexichem (2019) y Grupo Cementos Chihuahua (2020). Además, en la preparación para la cop26, sólo dos empresas han expresado su compromiso con la meta de 1.5 ºC: América Móvil y Orbia. Entre todas estas empresas, sólo Coca-Cola femsa ha publicado metas aprobadas y, por lo tanto, se ha adherido plenamente al mecanismo.16

			RE-100 es una de las iniciativas más visibles para promover la compra corporativa de energías renovables. Esta iniciativa desarrollada por The Climate Group incluye compañías comprometidas con abastecer sus actividades enteramente mediante energías renovables. La reforma energética hizo posible para todas las empresas privadas en México adquirir energía renova­ble. Sin embargo, sólo una empresa mexicana participa en la iniciativa: Bimbo. La empresa Bimbo se ha comprometido al abasto de 100% de consumo eléctrico renovable en 2025, con una meta intermedia de 80% en 2020 (The Climate Group, 2020).

			Finalmente, los reguladores públicos y privados, así como el Banco de México podrían adoptar estándares sobre riesgos climáticos financieros. El cambio climático y las acciones para descarbonizar la economía tendrán impactos sobre cadenas de valor enteras, por restricciones regulatorias, innovación tecnológica y cambios en la demanda (Banco de México y Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente [pnuma], 2020; Carney, 2015). Se trata de impactos sistémicos con consecuencias para la estabilidad financiera internacional. Los reguladores financieros y bancos centrales han desarrollado un conjunto de recomendaciones elaboradas por el Task Force on Climate Related Financial Disclosures (tcfd). En el futuro cercano, la evaluación de posibles impactos a través de escenarios debería tener un efecto sobre la opinión de mercados financieros respecto de ciertas cadenas de valor y empresas. De acuerdo con la iniciativa, hay sólo tres empresas con sede en México que cotizan en la Bolsa Mexicana de Valores y que se han comprometido con el uso de las recomendaciones, la minera Fresnillo y Cemex, dos empresas que también cotizan en la bolsa de valores de Londres, así como Afore XXI Banorte (tcfd, 2020).

			Las multinacionales de origen mexicano en cemento, minería, química y alimentos que participan en estas iniciativas son emblemáticas, pero representan sólo una fracción minoritaria de las empresas con la dimensión para participar. Aunque un número de multinacionales con inversiones en México tiene una participación amplia en estas iniciativas, su incorporación no responde a la política de transición mexicana o a iniciativas de coordinación empresarial dentro del país. Las empresas estatales, Pemex y cfe, tampoco participan en estas iniciativas. El liderazgo de autoridades hacendarias y el Banco de México como autoridades regulatorias tendrá impacto en el apetito y la perspectiva del sector financiero respecto al desarrollo del sector energético (Banco de México y pnuma, 2020).

			Las iniciativas transnacionales enfocadas en empresas crean una oportunidad para buscar consistencia entre inversiones de corto plazo y las metas de largo plazo. Como se mencionó anteriormente, la cfe cuenta con numerosos contratos con el sector privado que van más allá de la década de 2040. Pero estos contratos podrían ser inconsistentes con las metas de cambio climático, tanto para la cfe como para inversionistas institucionales y empresas desarrolladoras y operadoras. En el futuro las decisiones de inversión en el sector energético estarán determinadas por la interacción entre metas de descarbonización locales, reglas sobre riesgo financiero impuestas en mercados de capitales internacionales y políticas corporativas que demandan menos inversiones en combustibles fósiles y más en energías renovables.

			La política energética en la década que empieza deberá ser radicalmente diferente a la de la década que termina, por lo que el modelo de armonización internacional y económico elegido en las reformas de 2013-2015 deberá superarse.

			Conclusiones

			La principal fuerza para la armonización internacional durante las últimas tres décadas es el régimen internacional que asigna al capital transnacional el papel de motor del desarrollo, y al Estado, el de garante frente a riesgos de inversión (Elkins et al., 2006). En América del Norte, esta visión se ha asociado con el incremento de la dimensión del sector hidrocarburos, aun ante las demandas políticas de transición a otros modelos de gobernanza energética. Por ello, en el modelo de la reforma energética de 2013-2015 el aparato regulatorio para atraer inversión tiene como base el retraimiento estratégico del Estado en áreas como la generación de energía eléctrica y la producción de petróleo, pero su expansión como garante de contratos de largo plazo en segmentos prioritarios como el transporte y la comercialización de gas natural.

			En el contexto político internacional de reconstrucción económica posterior a la pandemia, alternativas al modelo elegido en la reforma energética de 2013-2015 se volverán más evidentes. Y las bases internacionales de modelos heterogéneos de desarrollo adquirirán mayor legitimidad internacional (Gallagher y Kozul-Wright, 2019). Por ejemplo, Moreno-Brid y Gallagher (2020) destacan la posibilidad de transformar los bancos de desarrollo, como Nafin o Bancomext, en instituciones con objetivos claramente de política para el desarrollo verde. Podría ser conveniente y viable mantener o incrementar la participación de la propiedad estatal en las cadenas de valor del sector energía, sólo en virtud de que este incremento esté asociado a objetivos de descarbonización de la economía y la gestión de los efectos económicos negativos sobre grupos de población vulnerables. Una meta como “emisiones netas cero” clarificaría el propósito de todos los actores, incluyendo gobierno federal, reguladores y empresas estatales; y al mismo tiempo permitiría acelerar iniciativas de otros actores subnacionales y de los consumidores del sector privado.

			Establecer una meta de emisiones netas cero en 2050 es un paso crítico para redefinir la ambición climática de México. A partir de ello, los ejercicios de planeación del sector energía deberían reflejar la necesidad de reducir la intensidad de emisiones del sector eléctrico virtualmente a cero a más tardar en 2050, así como de reducir la intensidad del consumo de energía de la economía,17 compromisos para alcanzar emisiones netas cero. Es probable que los Estados Unidos hagan lo mismo al integrarse de nuevo al Acuerdo de París bajo el gobierno del Partido Demócrata. Esto significará que más de 90% de todas las exportaciones de países se dirigirán a mercados con compromisos de descarbonización rápida y profunda.

			Las empresas estatales podrían tener la capacidad de reorientar la inversión con una misión clara de descarbonización. Los reguladores del sector energético deberían rediseñar el sistema energético mexicano, incluyendo la revisión de las reglas y la estructura de mercados eléctricos, para funcionar enteramente con fuentes de energía limpia y no con combustibles fósiles, como el gas natural. Pero el cambio regulatorio deberá ir más allá, incluyendo el sector financiero, para reasignar el capital con perfiles de riesgos que reflejen apropiadamente fenómenos de largo plazo, como la reducción de la demanda de hidrocarburos.

			Durante 2020 la Unión Europea, el Reino Unido, China, Japón, Corea y Chile anunciaron que el proyecto de fortalecimiento de empresas estatales y la recuperación de la capacidad del Estado para orientar el desarrollo no tendrían que ser contrarios a la descarbonización profunda. Ha crecido el número de instituciones, académicos y políticos que reconocen la necesidad de desarrollar alternativas nacionales de coordinación económica que le permitan al Estado movilizar la inversión pública y privada con objetivos climáticos, y no en favor de mercados que no han respondido a los riesgos del cambio climático o la descarbonización. En los Estados Unidos y Europa estos debates se han materializado bajo el eslogan político del Green New Deal (Aronoff et al., 2019). Y su alcance en América Latina como un proyecto propiamente de coordinación y armonización internacional empieza a discutirse (Cohen y Riofrancos 2020).

			La investigación sobre la política de transición energética debe poner más atención a la relación entre fenómenos observables en el corto plazo y las expectativas en el largo plazo. Esto requiere un acercamiento crítico sobre documentos, como escenarios respecto a producción y consumo de energía. Académicamente, tales escenarios son útiles para proveer evidencia sobre las preferencias de los actores que los producen, especialmente cuando dichos escenarios o proyecciones pueden compararse con visiones alternativas del futuro elaboradas desde la academia o por organizaciones con programas políticos. La agenda de investigación debe incorporar a actores no tradicionales, como el Banco de México y otros reguladores del mercado financiero. En el futuro, la política de transición energética dependerá también de una nueva generación de regulación financiera climática internacional, tanto como hoy está definida por cadenas de producción y consumo de tecnología.
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			V. Del tlcan al t-mec: hacia compromisos de protección ambiental vinculantes

			Blanca Torres1

			Introducción

			A primera vista, el contenido del Tratado México-Estados Unidos-Canadá (t-mec) en materia de protección del medio ambiente sigue fielmente aquél del Acuerdo Transpacífico de Cooperación Económica (tpp, por sus siglas en inglés). Este último se considera un ejemplo de los esfuerzos estadunidenses por avanzar hacia lo que varios académicos denominan la regulación megarregional. Este tipo de regulación, nos dicen, implica la inclusión en los tratados de comercio e inversión de provisiones y disciplinas sobre muchos asuntos, entre ellos, la cuestión ambiental, que, al menos hasta ese momento —se consideraba—, correspondían al ámbito político interno de los Estados; su objetivo implícito es la paulatina alineación de la legislación y las políticas de los países participantes (Meidinger, 2019). Sin embargo, una lectura cuidadosa del t-mec nos permite advertir diferencias sustantivas entre esos acuerdos. En este último no sólo se incluyen nuevos y más amplios compromisos y se eliminan otros en materia de protección del medio ambiente, sino que se incorporan disposiciones de esa índole del Tratado de Libre Comercio de América del Norte (tlcan) y, sobre todo, del Acuerdo de Cooperación Ambiental de América del Norte (acaan). También se recoge la experiencia de la implementación de estos dos instrumentos y de otros esfuerzos de cooperación entre los tres países para enfrentar los agudos problemas ambientales de la región.2

			Distinguidos estudiosos consideran que, si bien el t-mec no es tan innovador como lo fueron en su momento el tlcan y el acaan, “contiene las provisiones ambientales más detalladas de todos los acuerdos” de comercio e inversión firmados hasta hoy (Sikina y Morin, 2020). Ahondar en la forma en que se llegó a ellas y la experiencia de los años durante los cuales los dos últimos instrumentos estuvieron en vigor quizá nos permite vislumbrar las posibilidades de México de cumplir con las mismas, considerando las profundas diferencias en el nivel de desarrollo económico y legislación ambiental de los tres países.

			Para ello, en este capítulo recogemos primero el seguimiento cuidadoso que han hecho varios analistas, la mayoría estadunidenses, del proceso que llevó a la firma de los compromisos ambientales en el tlcan y el acaan, con especial atención en el papel de los gobiernos y actores domésticos estadunidenses. Subra­yamos el esfuerzo continuo subsecuente de estos últimos por incluir compromisos vinculantes en materia de protección del medio ambiente en los tratados que continuaron firmando los Estados Unidos hasta llegar al t-mec. Mencionamos también cómo el diseño del acaan, que opta por “leyes suaves”, refleja algunas de las teorías y enfoques en boga a principios de los noventa del siglo xx sobre los acuerdos entre países con diferencias profundas en muchos aspectos, entre ellas, fuertes diferencias de poder o de capacidad inmediata de alguna de las partes para cumplir con los compromisos establecidos.

			Asimismo, con base en la revisión de los instrumentos legales mencionados; de numerosas entrevistas que la autora ha realizado a través de muchos años con negociadores de México y funcionarios de este país que han tratado de llevar a la práctica los compromisos adquiridos, y de la bibliografía secundaria existente, nos referiremos a los esfuerzos de aquellos negociadores por poner límites a los compromisos exigidos por el gobierno estadunidense e impulsar algunos objetivos propios en una agenda en buena medida establecida por el vecino del norte. También hablaremos de sus esfuerzos por dar prioridad a los aspectos de cooperación sobre los de fiscalización y penalización.3 Luego, mencionaremos de manera sucinta la puesta en práctica en el caso de México de los acuerdos en materia ambiental que nos ayudan a entender las nuevas exigencias estadunidenses durante las negociaciones del t-mec. Por razones de espacio, y tomando en cuenta la mayor similitud en el nivel de desarrollo económico y de la capacidad de protección ambiental de los Estados Unidos y de Canadá, no abordaremos esos temas para el caso de esta última. Por último, nos referiremos muy brevemente a los nuevos retos que puede presentar para México la puesta en práctica de los compromisos de campaña en materia ambiental del ahora presidente Joe Biden.

			La firma del tlcan y el acaan

			La preocupación por los efectos negativos potenciales de un incremento del comercio internacional sobre el medio ambiente impulsó hace algunos decenios a muchas organizaciones de la sociedad civil y a varios gobiernos a pugnar por la inclusión del tema en las negociaciones comerciales. Al apoyo a esta incorporación pronto se sumaron aquellos con objetivos proteccionistas; esto es, empresarios y otros actores preocupados ya fuera por una mayor competencia de bienes producidos en países con estándares ambientales más bajos, por la posible introducción de barreras arancelarias al comercio o por afectaciones o impedimentos a la inversión extranjera que se buscara justificar con propósitos de protección ambiental.4 Esto llevó a dar mayor importancia al tema en la agenda internacional del comercio, primordialmente en el Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio (gatt, por sus siglas en inglés). Ante la relativa lentitud en los avances en las negociaciones dentro de éste, se optó por su inclusión en una serie de tratados y acuerdos comerciales y de inversión, tanto bilaterales como regionales, y aun algunos de mayor alcance. Se considera que estos acuerdos cuentan con mecanismos para lograr mejores niveles de cumplimiento y aplicación efectiva (enforcement) que los tratados o acuerdos ambientales multilaterales (meas, por sus siglas en inglés). No faltó quien viera en esta inclusión la posibilidad de estimular el cumplimiento de varios de estos últimos y no sólo aquellos instrumentos legales o aspectos relacionados con el comercio.

			Los objetivos de los gobiernos, normalmente de países desarrollados, al impulsar la vinculación entre comercio y protección ambiental han sido tema de controversia entre los académicos. Hay quienes consideran que los gobiernos optan por esa vinculación por razones tácticas; usualmente, para responder a sectores internos preocupados por los posibles efectos negativos de un aumento del comercio o la inversión, o por temor a la creación de barreras para estos últimos. Otros insisten en que el propósito es la difusión de normas, de prácticas y valores que interesan a los países que impulsan esa liga (Laurens y Morin, 2019). Más recientemente, algunos analistas han propuesto que, conforme avanzó la globalización, tanto gobiernos de países desarrollados como empresas transnacionales han demostrado interés creciente por avanzar hacia la regulación megarregional, esto es, a la alineación de las regulaciones.5 De esta forma, los programas ambientales resultantes, al igual que los de otra índole, podían ser “legibles y navegables para los actores empresariales transnacionales, lo que contribuiría a una integración económica y política a través de técnicas administrativas comunes, comunicación creciente, ideas compartidas, redes de funcionarios e interacciones comerciales y regulatorias entre los miembros” (Meidinger, 2019).

			La forma en que organizaciones no gubernamentales (ong) ambientalistas, empresarios, políticos y funcionarios estadunidenses presionaron por la inclusión del tema en las negociaciones del tlcan ha sido objetivo de numerosos análisis. Muchos preveían, nos dicen, “una carrera hacia el fondo” en materia de protección ambiental.6 Por su parte, numerosos empresarios temían, nos dicen, la introducción de barreras al comercio o a la inversión argumentando razones ambientales. De ahí que, por razones tácticas, el gobierno estadunidense exigió la inclusión del tema ambiental en la agenda de las negociaciones, a pesar de la resistencia inicial de Canadá y México. Aquí vale la pena señalar que, no obstante esta renuencia inicial a incluir el tema, el gobierno mexicano tomó en esos momentos algunas medidas que buscaban demostrar su compromiso con la mejoría del medio ambiente, aunque algunas recibieron también otros impulsos, entre éstos, la celebración de la Cumbre Ambiental de Río de Janeiro en 1992. Tal parece haber sido el caso de la creación de la Secretaría de Medio Ambiente, Recursos Naturales y Pesca (Semarnat).

			Los que demandaban compromisos de protección ambiental sustantivos en el texto del tlcan, firmado durante el gobierno de George Bush, no tuvieron éxito; las provisiones de protección ambiental incorporadas en éste fueron notablemente limitadas. Sin embargo, lograron que el gobierno del recién electo presidente estadunidense William Clinton condicionara la aprobación del tlcan a la firma de un acuerdo trilateral paralelo en materia ambiental. De hecho, más que introducir o difundir nuevas normas, ya que prácticamente todas estaban incorporadas en acuerdos ambientales multilaterales de los que los tres países eran parte, la innovación del tlcan y del acaan consistió precisamente en vincularlas a un tratado de libre comercio e inversión.

			El diseño de lo que se refiere a la cuestión ambiental en el tlcan y en el acaan revela la preferencia por leyes suaves (soft law), opción esperable según algunos teóricos cuando existen altos niveles de incertidumbre sobre los impactos de los acuerdos a través del tiempo, recelos sobre sus implicaciones para la soberanía nacional, distintos intereses o valores y, como mencionamos, fuertes diferencias de poder o de capacidad inmediata de alguna de las partes para cumplir con los compromisos establecidos (Abbot y Snidal, 2000). Sin embargo, a muchos grupos ambientalistas les ha preocupado lo que denominan “vaguedad o falta de precisión de las provisiones ambientales” o “candados” introducidos en este tipo de legislación, porque hacen difícil probar la falta de cumplimiento y aplicación efectiva de esas leyes, y las han criticado acerbamente. Otros grupos ambientalistas han percibido que, en el caso de la opción por “leyes suaves”, la tarea de vigilancia del cumplimiento y la de adjudicación se facilita si se cuenta con arreglos institucionales fuertes.7 Muy posiblemente eso explique el que gran parte de los esfuerzos de esos grupos se haya enfocado desde esos años en el fortalecimiento de tales arreglos.

			El lenguaje del acaan no sólo expresa que se haya optado por la soft law por las razones mencionadas, sino que sugiere la influencia conjunta de dos visiones prevalecientes en los años noventa sobre el diseño de acuerdos y regímenes que favorecieran su cumplimiento y aplicación efectiva: la denominada “gerencial” (managerial) y la de aplicación efectiva (enforcement), que se han combinado también en otros acuerdos.8 Asimismo refleja visiones en boga en virtud de que pone énfasis en la transparencia, que favorecería el cumplimiento, al contarse con un sistema de información “adecuado, preciso y disponible” sobre las políticas y acciones de las partes. De acuerdo con esta visión, una mayor participación del público en la formulación y la aplicación de las leyes y regulaciones contribuye a garantizar la transparencia y favorece la generación o el fortalecimiento de actores internos que demandarían el cumplimiento de los compromisos adquiridos (Raustiala y Slaughter, 2002: 547).

			Aunque el instrumento principal del tlcan no incluyó un capítulo específico sobre medio ambiente, sí incorpora algunas disposiciones relacionadas con la cuestión ambiental. Vale la pena mencionarlas, porque algunas de ellas se recogen no sólo en el t-mec, sino también en otros acuerdos de comercio e inversión firmados por los Estados Unidos, incluido el tpp. Por principio de cuentas, en aquél se establece que, en el caso de incompatibilidad entre las disposiciones de media docena de acuerdos multilaterales y las del tlcan, aquéllas prevalecerían sobre estas últimas.9 Hay que precisar que esa jerarquización no ha sido incluida en varios de los tratados de libre comercio que los Estados Unidos han firmado posteriormente.

			De especial importancia para México, sin duda, son las provisiones que se incluyen en los capítulos de Medidas de Normalización (capítulo IX) y de inversión (capítulo XI). En el primero de esos capítulos se reconoce que los Estados conservan sus facultades legislativas para regular el marco legal ambiental interno y para establecer los niveles de protección ambiental que consideren apropiados, a fin de lograr objetivos legítimos en la materia. Igualmente, cada parte puede prohibir la importación de bienes y servicios que no cumplan con los requisitos exigidos por dichas medidas de normalización.

			En cuanto al capítulo XI del tlcan, relacionado con las inversiones, en su artículo 1114 se establece que cada parte mantiene el derecho de adoptar y poner en ejecución “cualquier medida […] que considere apropiada a fin de que las inversiones en su territorio tomen en cuenta inquietudes en materia ambiental”, pero se añade, “por lo demás compatible con este tratado”.10 También se establece que es inadecuado alentar la inversión mediante el relajamiento de las medidas internas relativas a medio ambiente. Estas disposiciones son una innovación en virtud de que no habían sido incluidas en tratados de libre comercio previos.

			Sin embargo, el artículo 1116 del mismo capítulo introduce un proceso de solución de disputas que posteriormente se deno­mi­naría inversionista-Estado, el cual les permite a los inversionistas de un Estado miembro recurrir directamente, sin participación de su gobierno, al arbitraje internacional, si alegan que ciertas leyes ambientales o algunas medidas de una de las partes discriminan contra los inversionistas extranjeros de la región, o que alguna medida tomada por uno de los gobiernos los afecta negativamente constituyendo una expropiación indirecta.11 De hecho, como veremos este proceso tendría una utilización poco esperada en el momento de la firma. Por su parte, los ambientalistas temieron que llevara al “congelamiento” de la normatividad ambiental en los tres países.

			Por lo que se refiere al acaan, vale la pena subrayar que durante sus negociaciones se abandonó pronto la idea de uniformización de las leyes de los tres países. Tampoco se pretendió crear nuevas normas o reglas, sino que se puso énfasis en la aplicación efectiva de las existentes en cada país. En cuanto a sus objetivos, se encuentran: alentar la protección y el mejoramiento del ambiente; promover el desarrollo sustentable; aumentar la cooperación entre las partes para conservar, proteger y fortalecer el medio ambiente, incluidas la flora y la fauna; promover medidas ambientales efectivas y económicamente eficientes; evitar distorsiones comerciales o nuevas barreras al comercio; fortalecer la cooperación para elaborar y mejorar las leyes y regulaciones ambientales promoviendo la transparencia y la participación de la sociedad en su elaboración, y mejorar la aplicación de estas últimas.12 Posiblemente queriendo subrayar la evidente desigualdad de niveles de desarrollo entre las partes, se añadía que, si bien las partes reconocían los beneficios de esa cooperación para el logro del desarrollo sostenible, lo hacían “tomando en cuenta las respectivas prioridades y circunstancias nacionales”.

			En el Acuerdo se afirma, al igual que en el texto del tlcan, que las partes reconocen el derecho soberano de cada una de ellas para establecer sus propios niveles de protección ambiental interna y sus propias prioridades ambientales, y para establecer, adoptar o modificar sus leyes de esta índole. Sin embargo, se precisa que las partes procurarán que “sus leyes y políticas ambientales prevean y alienten altos niveles de protección ambiental” y continúen mejorando esos niveles. Se establece el compromiso de las partes de no dejar de aplicar efectivamente sus leyes ambientales a través de “un curso de acción o inacción sostenido o recurrente de una manera que afecte el comercio o la inversión entre las partes”. Se establece igualmente que una parte no renunciará a aplicar ni derogará u ofrecerá renunciar a aplicar o, en su caso, derogar sus leyes ambientales de una forma que debilite sus niveles de protección ambiental con el objetivo de alentar el comercio o la inversión entre las partes.

			Se establece también que cada parte mantiene el derecho a ejercer discrecionalidad y a tomar decisiones en relación con asuntos de investigación, judiciales, regulatorios y de cumplimiento, y para la asignación de recursos en relación con otras leyes ambientales que se determine que tienen una prioridad mayor. Por último, reafirmando la potestad de las partes, se asevera que “nada de lo dispuesto en este capítulo se interpretará en el sentido de facultar a las autoridades de una Parte para realizar actividades de aplicación de la ley ambiental en el territorio de otra Parte”.

			El acaan establece también un novedoso proceso de solución de controversias entre las partes derivadas de una pauta persistente de incumplimiento de la aplicación efectiva de la legislación ambiental por alguna de ellas. Está contenido en la Parte Quinta del Acuerdo. Asimismo, se introduce un nuevo mecanismo relacionado con fallas del tipo mencionado a disposición del público con la denominación “petición ciudadana”. La atención a esas peticiones quedó a cargo de la Comisión de Cooperación Ambiental (cca), institución trilateral establecida en el acaan responsable de la implementación de este acuerdo.

			Hacia la megarregulación en materia ambiental

			Al iniciarse el siglo xxi la preocupación y el consiguiente activismo de los ambientalistas estadunidenses aumentó conforme su gobierno comenzó a negociar numerosos tratados comerciales bilaterales o con pequeños grupos de países (Corea del Sur, Panamá y Colombia, entre otros). Percibieron que el mejor momento y lugar para presentar sus demandas era durante el proceso de aprobación de la Autoridad de Promoción Comercial (Trade Promotion Authority).

			El cabildeo de las ong ambientalistas y de otros actores que compartían sus preocupaciones e intereses encontró eco en varios congresistas del Partido Demócrata.13 Con el triunfo de este Partido en el medio periodo para el Congreso en 2006, se abrió una amplia ventana de oportunidad para su cabildeo. Apenas un año después se llegó a un acuerdo bipartidista para condicionar los tratados de libre comercio, incluyendo los que ya se estaban negociando, a una serie de provisiones ambientales. Se requería la inclusión de estas provisiones en el texto principal de los acuerdos, la incorporación de la obligación de cumplimiento de siete de los acuerdos multilaterales ambientales de los que los Estados Unidos eran parte —algunos de ellos mencionados en el tlcan—, la obligación de no derogar leyes ambientales en una forma que afectara el comercio o la inversión y el sometimiento de las obligaciones ambientales a los mismos mecanismos de solución de disputas aplicables a otras provisiones.14 Los meas incluidos eran la cites, el Protocolo de Montreal, la Convención Internacional para la Prevención de la Contaminación de los Buques (marpol), la Convención de Ramsar sobre Humedales, la Convención sobre los Recursos Vivos Marítimos Antárticos, la Convención Ballenera Internacional y la Convención Interamericana del Atún Tropical.15

			Siguiendo esas instrucciones, el Ejecutivo estadunidense comenzó a demandar la inclusión en los tratados de comercio e inversión de una amplia gama de problemas ambientales y las leyes y medidas para hacerles frente. Ello lleva de inmediato a la pregunta sobre la selección de tales problemas. Algunos analistas señalan que normalmente se incorporaron aquellos ya incluidos en la legislación y la práctica en los Estados Unidos, lo que reducía los costos y facilitaba la aceptación de los empresarios que consideraban que esto “emparejaba el suelo” de la competencia con productos de los futuros socios comerciales (Sikina y Morin, 2020). Añaden que, al parecer, influyeron también en la selección, la conversión de un problema en un “problema critico (hot spot) o la percepción de que un determinado problema ambiental era especialmente agudo en un socio potencial (Sikina y Morin, 2020: 156-157).

			No faltan analistas que consideran que simplemente se trató de replicar las prioridades y la legislación estadunidense, visión que creemos necesario matizar. Cierto es que varias propuestas iniciales de los negociadores estadunidenses se ajustaban estrictamente al acuerdo bipartidista arriba mencionado, recogido en la Autoridad de Promoción del Comercio de 2007, y que varios de los artículos finalmente incluidos en los tratados incluyen al pie de la letra muchas de las disposiciones de la Autoridad de 2015.16 Pero la incorporación de algunos temas sugiere que también ha existido presión de empresas estadunidenses poderosas que enfrentan la competencia de productores extranjeros o buscan obtener algún otro beneficio, entre ellos, aprovechar sus avances tecnológicos en varios terrenos.17 Igualmente puede observarse la ocasional inclusión en los tratados de propuestas de la o las contrapartes.

			En 2008, bajo el gobierno de Barack Obama, los Estados Unidos se incorporaron a la negociación o renegociación del Acuerdo Transpacífico de Cooperación Económica (tpp), con lo cual se inició, como señalan los académicos arriba mencionados, un nuevo periodo de negociaciones de tratados que incorporan a países de muy distintos niveles de desarrollo y que incluyen, entre muchas otras disciplinas, amplias provisiones ambientales, esto es, la megarregulación. De hecho, el acuerdo comercial suscrito por los Estados Unidos del que México formaba parte y que contenía las provisiones ambientales de mayor envergadura hasta ese momento fue, sin duda, el tpp, que se firmó en 2012, aunque finalmente no entró en vigor.

			Si bien los Estados Unidos anunciaron el retiro de este Trata­do al llegar a la presidencia Trump, los países restantes, incluido México, por propuesta de Japón, decidieron firmar el Tratado In­tegral y Progresista de Asociación Transpacífico (tipat), que en materia ambiental es prácticamente idéntico a su antecesor. Muchas de las disposiciones del tpp serían recogidas también en el t-mec, pero, como dijimos, hay ausencias o diferencias notables entre ambos.

			La cooperación ambiental bajo el tlcan y el acaan

			La cooperación en materia ambiental entre los tres países, y en particular entre México y los Estados Unidos, tiene una larga historia, como se menciona en otros capítulos de este libro. Antes de la firma del tlcan existían varios acuerdos y programas entre diversas dependencias gubernamentales de los dos países que siguieron vigentes, e incluso algunos se ampliaron, y se siguieron intro­duciendo otros. La colaboración ambiental canadiense-mexicana que ya existía también se fortaleció; nuevos rubros fueron incluidos.

			Esta cooperación bilateral se mantuvo de una manera paralela a las actividades de la recién creada cca. Igualmente, comenzaron a operar la Comisión de Cooperación Ecológica Fronteriza (Cocef), así como el Banco de Desarrollo de América del Norte (Bandan), creados al amparo de un acuerdo bilateral suscrito entre México y los Estados Unidos, cuya firma también estuvo ligada a la aprobación del tlcan, y que tiene como principal función atender los graves problemas ambientales de la frontera de los dos países.

			Aquí solamente deseamos resaltar que en la implementación del acaan el gobierno mexicano buscó y logró poner énfasis en los aspectos de cooperación establecidos en éste y dejar de lado los aspectos fiscalizadores y punitivos. De hecho hubo una especie de acuerdo informal entre todos los participantes de no acudir a la Parte Quinta de ese acuerdo. Las ong no ejercieron fuertes presiones para la utilización de ésta. En cambio, varias de las ong pronto se dieron a la tarea de probar el mecanismo de petición ciudadana.

			También es importante subrayar que el acaan contribuyó a fortalecer un poco el peso de la recién creada Secretaría de Medio Ambiente, Recursos Naturales y Pesca (Semarnap) y a su sucesora, la Semarnat, tanto frente a otras dependencias gubernamentales como ante el sector privado. Asimismo, ofreció mayores posibilidades de acceso a fuentes de información, particularmente a través de la creación de grupos de trabajo, comités y seminarios que permiten a funcionarios mexicanos seguir más de cerca los avances en la protección ambiental de sus dos socios comerciales, lo que ha favorecido avances sustantivos en las instituciones, leyes y regulaciones ambientales de México. Dio también un fuerte aliento al gasto y la inversión ambiental, tanto gubernamentales como del sector privado; se calcula que el gasto ambiental experimentó entre 2003 y 2016 un crecimiento anual tres veces superior al del producto interno bruto (pib) (Lendo y Cruz, 2019). Asimismo, se le ha atribuido una importante labor y logros en el “empoderamiento” de la sociedad civil mexicana (Zavala Hernandez, 2020), en buena medida debido al fortalecimiento de los lazos transnacionales de las ong de los tres países. Sin embargo, la aplicación de la legislación ambiental no ha sido estricta y el deterioro ambiental del país sigue siendo considerable.18

			Las negociaciones del t-mec

			Al iniciarse las negociaciones del t-mec, varios observadores consideraron que, debido al sesgo claramente antiambiental del gobierno del presidente Trump, podría esperarse la exclusión o el debilitamiento del tema de la protección del medio ambiente en el texto del futuro tratado. Sin embargo, esto no sucedió. Esto se explica, en buena medida, porque la Autoridad de Promoción del Comercio de 2015, bajo la cual comenzó a negociarse el t-mec, así lo estipula.19 Mas aún, la presión de algunos congresistas demócratas y de ong impulsaba a la introducción de nuevos compromisos o la precisión de otros.

			De hecho, la delegación estadunidense llegó a las negociaciones con instrucciones muy similares a las correspondientes al tpp, entre las cuales estaban aquéllas no incluidas o poco desarro­lladas en el acaan: acceso seguro a procedimientos administrativos y judiciales justos, equitativos y transparentes en la aplicación de las leyes ambientales de las partes; ampliación de la participación del público interesado en la formulación de leyes y otras regulaciones en los países miembros, y reforzamiento de la implementación de aquellos acuerdos multilaterales señalados en el acuerdo bipartidista de 2007.20 Objetivos prioritarios eran la inclusión de los compromisos ambientales en el texto principal del t-mec y la aceptación de que las divergencias en materia ambiental se sometieran al mismo proceso que las comerciales. La delegación canadiense, debido al cambio de gobierno en Canadá, inicialmente fue la que con mayor intensidad intentó impulsar una agenda ambiental muy ambiciosa, enfocada al reforzamiento de las provisiones de protección de esta índole, aunque aquélla se fue diluyendo con cierta rapidez. Varias de sus propuestas sólo se incluyeron en el preámbulo, pero, como veremos, unas cuantas, entre las cuales había algunas apoyadas por México, sí fueron recogidas en el texto final. Por su parte, la delegación mexicana aceptó de entrada negociar tomando como base el tpp, pero con la clara intención de subrayar la cooperación y evitar en lo posible los aspectos de fiscalización y punitivos. De ahí su interés, en particular de los funcionarios del sector ambiental, por garantizar, entre otras medidas, reuniones periódicas de funcionarios del más alto nivel de su sector, lo que en buena medida explica su apoyo al mantenimiento de la cca.

			En términos generales, puede afirmarse que el texto principal del t-mec recoge en un novedoso capítulo ambiental buena parte de las provisiones incluidas en el acaan. Aquéllas relacionadas con la estructura institucional, esto es, la cca y algunos órganos consultivos, mencionadas en el capítulo, se detallan en un nuevo Acuerdo de Cooperación Ambiental (aca). Del tpp se recuperan varias provisiones que en su momento buscaban la megarregulación y una decena de temas específicos que se introdujeron en sus negociaciones. También encontramos algunas innovaciones propuestas ya fuera por Canadá o por México.

			Así, vemos cómo el t-mec incluye provisiones relacionadas con la protección ambiental no sólo en el capítulo ambiental, sino también en los que se refieren a obstáculos técnicos al comercio, competitividad, inversión, agricultura, entre otros. Por las limitaciones de espacio, ahondaremos únicamente en algunas de ellas subrayando las que consideramos innovaciones más importantes.

			En el capítulo ambiental (capítulo 24) se reconoce, como en el acaan, el derecho soberano de cada parte para establecer sus propios niveles de protección y sus prioridades ambientales, y para establecer o modificar su legislación y políticas de esta índole. Se añade que las partes procurarán asegurar que sus leyes y políticas provean y promuevan altos niveles de protección ambiental. Aquí vale la pena adelantar que en otras cláusulas y capítulos se exhorta a las partes al alineamiento de esa legislación y de las políticas respectivas.

			Los principales objetivos y compromisos generales establecidos en ese capítulo son también parecidos a los del acaan, aunque con afinaciones para adecuarlos al momento actual. Reconociendo que un medio ambiente sano es parte integral del desarrollo sostenible al que se pretende llegar y que a éste contribuye el manejo y el uso sostenible de los recursos naturales, las partes se comprometen a impulsar altos niveles de protección ambiental. Se da mayor énfasis a la contribución del comercio al desarrollo sostenible y a la cooperación entre los miembros para lograr tanto este último como para mejorar su “gobernanza ambiental” y “apoyar la implementación de los acuerdos ambientales internacionales de los que son parte”.

			Entre las innovaciones respecto tanto al acaan como al tpp impulsadas sobre todo por Canadá, se encuentra el reconocimiento del papel del medio ambiente en el bienestar de los pueblos indígenas y de las comunidades locales, y de la importancia de tomarlos en cuenta en la “conservación a largo plazo del medio ambiente”. También se establecen medidas de protección de los ecosistemas indígenas y se incorpora el tema de la gestión forestal sostenible capaz de proporcionar sustento y oportunidades de empleo, “incluso para los pueblos indígenas”, y de proveer beneficios para las generaciones futuras.

			Por su parte, México logró que se reconociera como “una grave amenaza para la salud pública, la integridad de los ecosistemas y el desarrollo sostenible a la contaminación del aire […] tanto nacional como transfronteriza”, y la importancia de la cooperación trinacional para hacerle frente. Al respecto, se introduce simplemente un llamado al intercambio de información y experiencias.

			En la línea de adecuación que se menciona arriba, impulsada sobre todo por los Estados Unidos, se recoge el tema de la ampliación de la participación pública. Se habla de garantizar la promoción del conocimiento de leyes y regulaciones por parte del público, la respuesta a preguntas e inquietudes de personas de cada parte sobre la implementación de este capítulo y la búsqueda de opiniones sobre asuntos relacionados con la misma. En el artículo correspondiente a asuntos procesales también se establece que cada parte “asegurará” que las personas interesadas puedan solicitar que las autoridades competentes investiguen presuntas violaciones a sus leyes ambientales y que las personas “con un interés reconocido” en un asunto determinado “tengan acceso apropiado a procedimientos administrativos, judiciales y cuasijudiciales” y que estos procedimientos “sean justos, equitativos y transparentes y cumplan con el debido proceso. Afinando la terminología utilizada en el acaan, y a diferencia del tpp, se considera también la participación del público en el proceso de evaluación del impacto ambiental precisando que se trataría de los proyectos propuestos a nivel de los gobiernos centrales.

			En el capítulo ambiental también se “afirma” el compromiso de las partes de implementar los meas de los cuales son parte, aunque sin incluir el listado que solicitaban los estadunidenses. Sin embargo, se incorporan numerosos temas y provisiones, algunos de los cuales se derivan de varios de esos acuerdos y que habían sido incorporados en el tpp. Además del compromiso de tomar medidas para la protección de la capa de ozono y del medio marino de la contaminación por buques y basura marina, se encuentran disposiciones relacionadas con conservación y comercio, comercio y biodiversidad, especies exóticas invasoras, manejo sostenible de pesquerías, conservación de especies marinas, subvenciones a la pesca, pesca ilegal no declarada y gestión forestal sostenible y comercio.

			En el tema de conservación y comercio, que se refiere básicamente a considerar ilegal y penalizar el tráfico de especies de flora y fauna en peligro de extinción, había habido divergencias en la posición de las delegaciones estadunidense y mexicana en las negociaciones del tpp, al considerar esta última que algunas de las propuestas de la primera tenían aspectos de extraterritorialidad. En el t-mec, aunque se mantiene en gran parte el lenguaje de compromiso al que se llegó en aquel momento, se acepta considerar ese tráfico como un delito grave, en virtud de que para entonces México había suscrito la Convención de las Nacio­nes Unidas contra la delincuencia organizada transnacional.

			También se conserva del tpp el tema de comercio y biodiversidad propuesto por algunos de los países megadiversos participantes en aquellas negociaciones y que incorpora varios de los compromisos del Protocolo de Nagoya, que no ha sido suscrito por los Estados Unidos. En aquella ocasión, un tanto a regañadientes, la delegación estadunidense aceptó que en el texto final se incluyera el reconocimiento de que “algunas de las Partes requieren, a través de medidas nacionales, el consentimiento informado previo para acceder a dichos recursos genéticos” y, “cuando sea otorgado, el establecimiento de términos mutuamente acordados, incluyendo con respecto a la distribución de los beneficios derivado del uso de esos recursos genéticos entre usuarios y proveedores”.

			Al igual que en las negociaciones del tpp, los Estados Unidos propusieron exitosamente la eliminación de los subsidios a la pesca, tema sobre el cual no se había llegado a un acuerdo en la omc, además de varias disposiciones sobre mejores técnicas de pesquerías.21 Estos últimos compromisos no dejaron de preocupar a la delegación mexicana que advertía falta de capacidad de cumplimiento en el corto plazo.22 Esta delegación apoyó también una redacción más favorable a la liberalización del comercio de bienes y servicios ambientales que la que había mantenido hasta entonces.

			Llama la atención la eliminación de una cláusula incluida entre los compromisos generales del acaan, de interés para México, según la cual “las partes examinarán la posibilidad de prohibir la exportación a territorio de otras Partes de pesticidas y de sustancias tóxicas cuyo uso esté prohibido en su propio territorio” (artículo 2), la cual se deriva del Acuerdo de Basilea, que, hay que subrayar, no está incluido en la lista de los meas impulsada por el congreso estadunidense.

			Por último, en el capítulo ambiental se considera tanto el mecanismo de petición ciudadana, que sigue quedando a cargo de la cca, como el proceso de solución de controversias cuando una de las partes considera que alguna de las otras no está cumpliendo con la aplicación del capítulo ambiental. Se establece un largo camino de consultas a distintos niveles, pero si éstas no logran la resolución del problema, la parte consultante podrá solicitar el establecimiento de un panel conforme al artículo 31.6, que corresponde, como dijimos, también a las controversias comerciales.

			Del capítulo 3, sobre agricultura, requiere mención especial la incorporación de provisiones para alentar las innovaciones del siglo xxi y, en particular, la biotecnología, tema abordado en otro de los capítulos de este libro.23

			En el capítulo sobre barreras técnicas al comercio, que en buena medida recoge el estímulo a la megarregulación, se urge a las partes a que sus agencias consulten y coordinen y a que conduzcan el análisis de impacto regulatorio. También se requiere que cada parte les permita a personas de la otra parte participar en el desarrollo de regulaciones técnicas, estándares y procedimientos de evaluación en términos no menos favorables que los que acuerde para su población. Estas disposiciones, que repiten casi literalmente las del tpp, pueden considerarse, como lo menciona Meidinger para el caso de este último instrumento, una expresión del intento de llevar a la alineación gradual de las estructuras administrativas de los tres países, lo que las haría cada vez más legibles para los actores transnacionales.

			Respecto al tema ambiental en el capítulo sobre inversiones, se introducen cláusulas de excepción ambiental tanto en los artículos que se refieren al ámbito de aplicación como en el relacionado con requisitos de desempeño y en el anexo 14-B sobre expropiación. Se precisa que las medidas regulatorias de esa índole deben estar diseñadas y aplicarse para proteger objetivos legítimos de bienestar público, tales como la salud, la seguridad y el medio ambiente.

			Según algunos funcionarios, se trató de reforzar el compromiso empresarial con este tipo de regulaciones con la introducción, en este capítulo sobre inversiones, de la responsabilidad social empresarial, en forma parecida a lo que se hizo en el capítulo ambiental, aunque aquí precisando que los estándares, directrices y principios de responsabilidad social corporativa “podrán incluir las directrices de la ocde para empresas multinacionales y éstos podrán referirse a materias tales como laboral, medio ambiente, igualdad de género, derechos humanos, derechos de pueblos indígenas y aborígenes y corrupción”.

			En cuanto al proceso inversionista-Estado, hay que señalar que éste desaparece en los casos de los Estados Unidos y Canadá.24 Las ong y otros actores lograron así su eliminación, por la que habían luchado desde los primeros años de vigencia del tlcan.

			Para entender mejor esta decidida oposición, aquí vale la pena recordar las principales preocupaciones de los ambientalistas, que fueron incluidas en un informe preparado por el International Institute for Sustainable Development (iisd) (Von Molke y Mann, 1999). Se recogía la preocupación bastante generalizada de que la posibilidad de que los inversionistas exigieran indemnizaciones millonarias alegando “expropiaciones indirectas” llevara a sus autoridades a no introducir nuevas leyes y medidas ambientales, a pesar de que estas últimas fueran científicamente sensatas y no discriminatorias, como se exigía en el tlcan. Se añadía que el riesgo y la incertidumbre crecían por la amplísima definición de “inversionista” y “el rango excepcionalmente amplio de medidas incluidas” en el capítulo respectivo. Pero el informe expresaba también preocupaciones más generales: que el proceso inversionista-Estado, por sí mismo, introducía “un sistema legal alternativo, sin ninguna de las salvaguardas de procedimiento o de interés público que proveen los procesos judiciales de los países desarrollados y de muchos de los en desarrollo”; “se introducía un sistema de arbitraje no transparente, con secrecía y no apelable”. Además, le daba al inversionista derechos y remedios que no se ofrecían a inversionistas del propio país.25 Por todo ello, en el informe se recomendaba una “declaración interpretativa” de provisiones específicas del capítulo XI. En ella había que clarificar el término de “trato nacional”, al igual que la relación entre comercio y medio ambiente y el alcance de las provisiones sobre expropiación para excluir medidas ambientales no discriminatorias. Asimismo, se recomendaba la inclusión de garantías de transparencia y apertura del procedimiento al público. Dentro del gobierno estadunidense, lo mismo que entre funcionarios de los otros dos gobiernos, existían posiciones distintas sobre el tema, pero a fin de cuentas se llegó a “declaraciones interpretativas” que recogieron varias de las recomendaciones arriba expresadas.

			Sin embargo la insatisfacción de las ong continuó, sobre todo porque, si bien este recurso parecía tener inicialmente a México como un destinatario claro, pronto fue utilizado por inversionistas canadienses contra alguna instancia gubernamental estadunidense, usualmente gobiernos estatales, y por inversionistas de esta nacionalidad contra autoridades canadienses. Varios de los casos se referían a leyes o medidas de tipo ambiental que los quejosos alegaban que “eran discriminatorias o no apropiadas” y que habían afectado negativamente sus inversiones y sus perspectivas de ganancias, por lo que exigían indemnizaciones que, con frecuencia, eran muy elevadas (Cosby, 2003). En los años siguientes, aunque algunos estudios rigurosos señalaban que se observaba que los panelistas estaban tomando en cuenta las precisiones de aquellas declaraciones interpretativas, que los fallos no siempre favorecían a los inversionistas y que las indemnizaciones propuestas en algunos fallos favorables a estos últimos eran mucho más reducidas que las que se solicitaban, el recurso siguió siendo utilizado (Vega Cánovas, 2005).

			Aunque el proceso inversionista-Estado sí se incorpora en el t-mec para el caso de México y los Estados Unidos, se introdujeron modificaciones importantes. Un análisis riguroso al respecto requeriría un amplio artículo. Aquí sólo mencionaremos un par de comentarios a partir de las lecturas de las numerosas páginas que lo detallan. Los negociadores buscaron prevenir demandas “frívolas”. Se insta a las partes a la búsqueda inicial de resolver la controversia mediante consulta y negociación, lo que podrá “incluir el uso de procedimientos de carácter no vinculante con participación de terceros, tales como buenos oficios, conciliación o mediación” (amicus cureau), lo cual hace más transparente el proceso, objetivo que, se dice, fue apoyado insistentemente por la delegación mexicana (VanDuzer, 12).

			Se requiere también que, antes de acudir al arbitraje, los inversionistas agoten las instancias nacionales y esperen treinta meses o la decisión del tribunal de mayor jerarquía del país demandado.  Sin embargo, se establece una excepción importante: las controversias que surjan con respecto a contratos gubernamentales “relacionados exclusivamente” con petróleo, gas natural, servicios de generación de energía, telecomunicaciones, transporte e infraestructura. No faltaron estudiosos que advirtieran que esta provisión implica un gran riesgo de que se limite la mejoría de los estándares ambientales de México, al mantener la posibilidad de que este país sea demandado en relación con ese tipo de contratos gubernamentales (Polaski, Capaldo y Gallagher, 2019; Labonté, Crosbie, Gleeson y McNamara, 2019).

			Las innovaciones contenidas en el borrador del t-mec hecho público en 2018 y suscrito finalmente en 2019 fueron bien recibidas por el Comité Asesor de Política Ambiental estadunidense, cuyo Informe establecía que el capítulo ambiental en buena medida cumplía con los requerimientos fijados por el Congreso en el Bipartisan Trade Act de 2015.26 Este Comité Asesor se sumaba, en cambio, a una de las principales críticas de los grupos ambientalistas estadunidenses: la ausencia del tema del cambio climático y el calentamiento global.27 Esta ausencia y la vaguedad de las provisiones para alentar la inversión en energías renovables, mercados de carbono y mayor eficiencia energética que se incluyen solamente en el nuevo aca preocupaban también a estudiosos y ong ambientalistas (Schott, 2019; Malkawi y Kazmi, 2020).

			Mencionar aquí otras de las principales críticas de varios grupos ambientalistas es útil, en virtud de que algunas fueron recogidas, como veremos, en el Protocolo que reforma el t-mec. No estaban de acuerdo en la reducción del número de meas mencionadas en el tratado y no les satisfacía la forma en que se abordaba el vínculo entre inversión y protección ambiental. Señalaban que, al establecerse que la medida en cuestión debe ser compatible con el capítulo respectivo y aplicarse de manera no arbitraria o no justificada y que no constituya una restricción encubierta al comercio internacional o a la inversión, se podía dar pie a demandas.

			En cambio, varios grupos ambientalistas vieron con buenos ojos algunas de las modificaciones en el proceso de resolución de controversias, en particular que el proceso fuera abierto al público interesado y la posibilidad de que entidades no gubernamentales residentes en el territorio de una de las partes contendientes presenten solicitudes para dar opiniones relacionadas con la disputa. Pero seguían considerando que el proceso establecido es muy largo y complicado, y que puede iniciarse sólo cuando se considera que una de las partes tiene un patrón persistente de fallas en la aplicación efectiva de sus leyes ambientales. Los desalentaban especialmente las disposiciones que establecían que la parte que reclamaba el incumplimiento por otra de las partes tenía que demostrar que eso afectaba el comercio o la inversión, y que la intención de la parte violatoria al tomar una medida determinada era fortalecer su ventaja comparativa para alentar el comercio o la inversión, intención que, por lo general, es difícil de probar.28

			No faltó quien subrayara que seguía existiendo el riesgo de que, aunque se observara la falta de aplicación de las leyes por alguna de las partes, ninguna de las otras dos presentara la reclamación consiguiente.29 Señalaban que tanto el acaan como el t-mec buscaban evitar disputas políticamente muy sensibles; que ambos acuerdos trataban de encontrar acomodos al asunto a través de la etapa de consultas confidenciales.30

			Numerosos grupos ambientalistas, que en su momento habían criticado la debilidad de la estructura institucional encargada de vigilar no sólo el cumplimiento de los compromisos sino también la cooperación ambiental que había establecido el tlcan, se mostraron satisfechos porque el t-mec dispone la preservación de la cca y no se limita a establecer la creación de un Comité Ambiental, que debe ser integrado por funcionarios de alto nivel designados por las autoridades de comercio y ambientales de las partes, pero cuyas facultades son limitadas y sus decisiones deben ser tomadas por consenso (artículo 24.26).31

			El protocolo de revisión de t-mec

			Las presiones de los grupos ambientalistas sobre los congresistas demócratas para que se rechazaran o modificaran el tratado en los meses siguientes a su firma se centraron en la ausencia del tema del cambio climático y del principio precautorio, que no se atendiera adecuadamente el problema de sustancias toxicas, la debilidad de los mecanismos de cumplimiento y aplicación efectiva de las leyes, y el apoyo que se daba en el tratado al aumento de la producción y el comercio de los energéticos fósiles.32 Insistieron en la inclusión del compromiso de acatar los meas incluidos en el acuerdo bipartidista de 2007 mencionándoles específicamente, y la recuperación de la provisión del tlcan que otorgaba prioridad a sus disposiciones respecto a las provisiones del t-mec.

			Después de varios meses de negociaciones, en la segunda semana de diciembre de 2020 la Casa Blanca y los demócratas del Congreso llegaron a un acuerdo para fortalecer provisiones relacionadas con trabajo, medio ambiente y farmacéutica que garantizaron su ratificación. Trump lo manejó como uno de sus mayores logros legislativos; Nancy Pelosi, desde el Capitolio, lo consideró una victoria para los trabajadores: “un acuerdo infinitamente mejor que el propuesto por la administración” de Trump.

			El Congressional Reaserch Service ha resumido los cambios introducidos en el Protocolo en materia ambiental, los cuales recogen varias de las demandas de los grupos ambientalistas.33 Antes de mencionarlos, vale la pena subrayar uno que no se incluye en ese documento, y que, consideramos, es una de las más importantes modificaciones introducidas por el Protocolo. Se refiere al proceso de solución de controversias, al incorporarse la presunción de que las violaciones ambientales —al igual que en el caso laboral— afectan el comercio y la inversión, y de que la carga de la prueba en contrario recae en el país acusado de aquéllas.34

			Cambios importantes que sí se incluyen en aquel resumen consisten en la mención específica de los meas señalados en el acuerdo bipartidista de 2007.35 También se resalta que, para atender las preocupaciones sobre la aplicabilidad de las provisiones ambientales, se expandieron la cobertura, la aplicación y las funciones de monitoreo del acuerdo.36 Asimismo, se subraya la creación de un Comité Interagencial ambiental para monitorear el cumplimiento y la aplicación efectiva de las provisiones análogo al del capítulo laboral, y se establece la figura de agregado ambiental, que tendría su sede en la Ciudad de México para monitorear el cumplimiento del acuerdo. Otros cambios incluyen aquellos relacionados con la penalidad en el caso de una falla en el cumplimiento de las leyes; si hay una falla, la penalidad será la suspensión del tratamiento arancelario para mercancías manufacturadas; de continuar fallas, se podrán establecer sanciones sobre productos. Se permitirá el bloqueo de exportaciones de una empresa que insiste en violaciones por más de dos ocasiones.

			Por último, el Protocolo autoriza las donaciones bajo el Programa de Infraestructura de Agua de la Frontera México-Estados Unidos, el Fondo Fiduciario para el Control del Comercio y la recapitalización de Nadbank para otorgar créditos concesionales, lo que no se había logrado durante las negociaciones del t-mec.

			Sin duda, el Protocolo incluye disposiciones importantes para impulsar el cumplimiento más estricto de los compromisos ambientales contraídos por México. Esto constituye un reto importante para este país, debido a la llegada a la presidencia estadunidense de Joe Biden. Como candidato, este último presentó un ambicioso plan en materia de energía limpia y justicia ambiental.37 Si bien su plan es relativamente más moderado que el que propusieron otros miembros de su partido, incluye con mucha mayor precisión el tipo de medidas a tomar. Éstas incluyen, además de una amplia serie de acciones a nivel interno, la incorporación de la lucha contra el cambio climático como tema prioritario de su política exterior y de seguridad nacional. Su Plan parte del convencimiento de que el cambio climático es el reto más importante que enfrentan los Estados Unidos y, en general, el mundo. Propone, a nivel interno, convertir esa amenaza en una oportunidad para revitalizar el sector energético que lleve a su país a convertirse en una superpotencia energética, impulse el crecimiento de toda la economía y aumente la creación de empleos de alta calidad. Tiene como objetivo central lograr una economía estadunidense basada 100% en energía limpia y emisiones cero de gases de efecto invernadero (gei) para 2050, con avances sustantivos para 2025. Para lograrlo, ofrece cuantio­sas inversiones en energía limpia, innovación y promoción de nuevas tecnologías, incluyendo aquéllas para el secuestro de carbono. Propone la eliminación gradual de los combustibles fósiles. Entre sus objetivos y medidas específicas, plantea la electrificación total del parque vehicular mediano y un avance considerable en el pesado, la introducción de un impuesto al carbono y regulaciones estrictas sobre emisiones de metano en las operaciones petroleras y de gas.

			En cuanto a la prioridad del tema en política exterior, en el Plan se destaca no sólo su compromiso de adherirse nuevamente de manera inmediata al Acuerdo de París, sino también el de “unir al mundo” en la lucha contra el cambio climático. Se propone impulsar a los países más grandes a elevar sus compromisos de ambición presentados hasta hoy conforme a ese Acuerdo, hacerlos más transparentes y cumplirlos de manera efectiva. Sub­rayando la intención de no “separar el comercio de los objetivos climáticos”, ofrece condicionar la firma de nuevos acuerdos comerciales al cumplimiento de los socios potenciales de sus compromisos con ese Acuerdo, e introducir impuestos y cuotas a la importación de bienes intensivos en carbono de países que no cumplan sus compromisos climáticos. Igualmente, se propone lograr el compromiso de los países del G20 a eliminar los subsidios a las exportaciones de productos de alto contenido de carbono y prevenir que las instituciones de crédito multilaterales financien ese tipo de proyectos, excepto en el caso de los países más pobres. Plantea también la promoción de acuerdos para reducir las emisiones del transporte aéreo y marítimo.

			Vale la pena destacar aquí algunas otras propuestas incluidas en el Plan, porque pueden tener impactos en México. Una es el estímulo a la adhesión de los países al Acuerdo Kigali del Protocolo de Montreal para reducir los hidrofluorocarbonos. La segunda, proteger la biodiversidad reduciendo las tasas de extinción de especies, con atención particular en los parques naturales y otras áreas protegidas. Por último, busca fortalecer la cooperación y la colaboración en las Américas. Esta propuesta incluye el establecimiento de un marco para limitar las emisiones de gei relacionadas con el uso de la tierra, los bosques y la agricultura; nuevos estándares comunes para hacer más limpia la manufactura y la minería, y una red energética desde México hasta Colombia que incluya una creciente proporción de energía limpia. Estas iniciativas planteadas implican para México indudables retos de cumplimiento, pero también ofrecen oportunidades de colaboración.

			El nombramiento de John Kerry como delegado especial de la presidencia ante el clima y su integración al Consejo de Seguridad Nacional; el decreto ejecutivo que reintegra a los Estados Unidos al Acuerdo de Paris, y algunas medidas internas adoptadas en el primer año de su gobierno demuestran la intención de Biden de avanzar en la puesta en práctica de sus ofrecimientos de campaña en materia de cambio climático y, en general, ambiental. Ha enfrentado, como era esperable, fuerte oposición doméstica a varias de estas medidas, considerando la polariza­ción existente alrededor de varios temas. Igualmente, ha encontrado resistencias a nivel internacional. Habrá que esperar para ver hasta dónde logra impulsar su agenda.

			Reflexiones finales

			Los Estados Unidos impulsaron con éxito la introducción de la protección ambiental en los dos grandes acuerdos comerciales y de inversión trilaterales que ha suscrito con Canadá y México. La gran mayoría de los temas y problemas ambientales exigidos por ese país son indudablemente importantes. Hay estudios que indican o sugieren explicaciones sobre las motivaciones estadunidenses para la selección de los asuntos o problemas a introducirse en los tratados, a partir de la amplísima gama de problemas de esta índole en la región. Sin embargo, estimamos que se requieren estudios más acuciosos sobre este tema para entender las razones últimas de la selección de muchos de ellos.

			A lo largo de las negociaciones de los acuerdos, se vislumbra el deseo de los negociadores mexicanos de ganar tiempo para enfrentar compromisos que con frecuencia rebasaban y aún rebasan las capacidades de cumplimiento del país. Ya en la implementación de los primeros acuerdos firmados, en particular, el Acuerdo Ambiental de América del Norte (acaan), vemos también el esfuerzo por poner énfasis en la cooperación y relegar sus aspectos punitivos. Pero todo indica que la inclusión de la protección ambiental tanto en el tlcan como en ese acuerdo paralelo impulsó un mayor esfuerzo mexicano en el terreno que nos ocupa, en comparación con los compromisos adquiridos por el país en otros tratados y acuerdos ambientales. Esto es, indica que fue acertada la combinación de los enfoques gerencial y de aplicación efectiva, que consideran, respectivamente, incentivos para la construcción o el fortalecimiento de las capacidades de las partes, con visión de largo plazo, y la provisión de sanciones moderadas. Esta combinación estimuló y facilitó mejoras sustantivas en las leyes e instituciones ambientales mexicanas y un modesto esfuerzo en la aplicación de las primeras. Sin embargo, hay que hacer hincapié en que el deterioro ambiental sigue siendo profundo. Es necesario subrayar, además, que las prioridades estadunidenses no coincidieron necesariamente con las mexicanas, como tampoco las políticas o acciones con que ambos países han deseado enfrentar determinados problemas. Aunque en este capítulo no se recogió este tema, una revisión rápida de la agenda ambiental mexicana, de la orientación del gasto en la materia y de ciertos problemas sociales provocados por algunas de las políticas o medidas para hacer frente a varios compromisos así lo sugieren.

			En cuanto al t-mec, éste incorpora muchos elementos del esfuerzo de megarregulación mencionado inicialmente. Pero, como hemos visto, también toma en cuenta las peculiaridades de la región de América del Norte y la experiencia de cooperación ambiental que han tenido los tres países antes y después del tlcan. Aunque el diseño tanto del reciente acaan como del t-mec sigue mostrando la preferencia de las partes por la soft law, en este último y, sobre todo, en su Protocolo se observa una mayor precisión de la mayoría de las provisiones ambientales incorporadas; en algunos casos son mandatorias. También vemos el fortalecimiento de los arreglos institucionales a cargo de las divergencias entre las partes en relación con el cumplimiento de los compromisos de esa índole, al quedar estas controversias sujetas a los mismos procedimientos que las diferencias comerciales. Todo ello había sido objetivo de mediano o largo plazo de varios actores no estatales desde la firma del tlcan, y no cejaron en su empeño hasta lograrlo.

			Si bien los nuevos compromisos en el t-mec y la mayor precisión de otros pueden dar un impulso a una mejor protección ambiental en México, también pueden generar una serie de demandas que distraigan a las autoridades de ese objetivo último. La importante introducción en el Protocolo modificatorio del t-mec de la cláusula que establece que en las controversias entre las partes en relación con violaciones de las leyes ambientales, los tribunales deben asumir que las mismas tienen impactos en el comercio y la inversión, y que es la parte demandada la que tiene que demostrar lo contrario, elimina un disuasivo a la presentación de controversias. La aceptación de la vigilancia por parte de funcionarios estadunidenses del cumplimiento de la legislación ambiental en nuestro país, lo que no ocurre en el caso de Canadá, puede alentar igualmente la presentación de demandas, sobre todo si tomamos en cuenta el denominado “plan verde” del nuevo presidente. También habría que comenzar a estudiar en detalle la posible aplicación de aranceles o cuotas a exportaciones mexicanas de productos con alto contenido de carbono. Más importantes aún son las posibles represalias por la falta de cumplimiento mexicano del Acuerdo de París. Lejos estamos del cumplimiento de los compromisos adquiridos hasta ahora, déficit acentuado por las políticas en materia ambiental del gobierno de Andrés Manuel López Obrador, su énfasis en el crecimiento de la producción de combustibles fósiles y su relativo desdén por el aumento de la inversión en energías limpias.

			En las negociaciones del t-mec, si bien puede hablarse de que los delegados mexicanos trabajaron en equipo, se observan algunas diferencias esperables en la proclividad de los funcionarios del sector comercial por defender a los productores; los diplomáticos, por evitar propuestas con visos de extraterritorialidad, y los del sector ambiental, por impulsar algunas prioridades de esta índole. La visión de los funcionarios gubernamentales mexicanos sobre el conjunto de compromisos establecidos en el t-mec tiene variaciones importantes. Aquéllos preocupados por el creciente deterioro ambiental y la depredación de los recursos naturales en México ven en estos acuerdos una mayor capacidad de negociación de las dependencias ambientales ante otras dependencias gubernamentales y los empresarios. Perciben también espacios y oportunidades importantes de cooperación bilateral. Pero, aunque esperan lograr que se siga dando prioridad a la colaboración para fortalecer las capacidades mexicanas de cumplimiento de los compromisos sobre los aspectos fiscalizadores y punitivos del t-mec, no están y no deben estar seguros de que esto suceda.
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			VI. Gestión del agua transfronteriza en México

			Judith Domínguez

			Introducción

			Water is politics, así inicia el reporte de 2019 del Consejo Mundial del Agua (World Water Council, 2020: 13), que destaca los tres temas que abordarán los siguientes Foros Mundiales del Agua: la ubicación de la gestión del agua como un tema político de la más alta prioridad, el financiamiento de la gestión sustentable del agua y una buena gobernanza con instituciones fuertes. Si hay tema significativo que demuestra que el agua es una cuestión política, es la gestión de recursos hídricos. La dimensión política está muy presente en la gestión de estos recursos, ya que esta última no está exenta de conflictos dentro de los países que se pueden exacerbar en el corto o mediano plazo, porque se prevé que el cambio climático afectará la calidad y la disponibilidad del agua. La gestión tampoco está exenta de conflictos a nivel bilateral o internacional por el uso o reparto de ella, incluso cuando existen tratados y otros acuerdos internacionales, pues al compartir el agua, se coopera o se entra en conflicto.

			La discusión que se aborda en este capítulo se relaciona con la “politics del agua” entre México y sus vecinos fronterizos; en el norte con los Estados Unidos, y en el sur con Guatemala y Belice. Existen varios estudios sobre la frontera norte de México en los que se analiza la evolución y la conformación de las decisiones sobre la gestión de las aguas compartidas, a través de los instrumentos establecidos, entre los que destaca el Tratado de Límites y Aguas firmado por los Estados Unidos y México en 1944. Los análisis recientes sobre la gestión de este recurso, que, hay que subrayar, es escaso en la región, lo hacen a partir de un enfoque de gobernanza y seguridad hídrica destacando los aspectos participativos, sea para criticar su ausencia o para analizar los incipientes esquemas que las instituciones binacionales han promovido. Recientemente México cumplió con la obligación de entrega de agua derivada del Tratado arriba mencionado, pero el conflicto que surgió entre usuarios y autoridades federales mostró la fragilidad del marco normativo e institucional para el reparto de este preciado líquido 

			En el sur, el agua que se comparte con Guatemala y Belice es abundante, pero no existen tratados del alcance que tiene aquel sobre las aguas fronterizas firmado entre México y los Estados Unidos; los esquemas de cooperación a nivel institucional son limitados o incipientes. En el caso de Guatemala, esto se debe a puntos de vista distintos sobre la propiedad del agua. El Estado guatemalteco sostiene el argumento de la soberanía absoluta sobre las aguas, y aun cuando ha habido peticiones de cooperación de las autoridades mexicanas al más alto nivel político, los avances en materia de cooperación son mínimos. Respecto a las aguas que se comparten con Belice, se han realizado algunos estudios sobre las cuencas (río Hondo), pero debido a la situación socioeconómica en que se encuentra este último país, no tiene en su agenda prioritaria el tema del agua transfronteriza debido a la falta de recursos. Los principales problemas que se presentan respecto al líquido en la región fronteriza del sur de México son de contaminación por las descargas no controladas de aguas residuales, pero no hay condiciones jurídicas ni políticas para atenderlos conjuntamente; ni siquiera se abordan a nivel nacional de forma sistemática. Existe entre los actores locales cooperación en otros temas, como los ambientales, migratorios y de salud, aunque no a través de las instituciones binacionales.

			Tanto en la frontera con los Estados Unidos como en la que se comparte con Guatemala y con Belice se creó una estructura binacional para atender los problemas de límites y aguas, pero la asimetría está presente; los avances de cooperación no son iguales, no sólo por la capacidad institucional de los países, sino también por la confianza —o falta de ella— que al final los determina. En la frontera norte existe un alto grado de cooperación y entendimiento basado en el principio del derecho internacional de la buena vecindad y la cordialidad con el país vecino, y existen espacios participativos, pocos, pero diversos. Esto es, existe experiencia en la negociación diplomática y la movilización de las dimensiones sociales y políticas cuando se toman decisiones y que han favorecido en gran medida a México, tal como se puede comprobar con las actas de la Comisión Interna­cional de Límites y Aguas (cila), creada en conformidad con el acuerdo bilateral de 1944 arriba mencionado. Sin embargo, aún está por construirse una agenda común de uso, aprovechamiento y conservación de los recursos hídricos compartidos, sobre todo respecto a las aguas subterráneas y sus aspectos ambientales en el contexto del cambio climático, y hace falta identificar los futuros desafíos (Alfie, 2005; Cortez, 2014). En el sur, y en par­ticular en relación con Guatemala, no ha sido posible ni siquiera un adecuado intercambio de información que les permita a los dos países tomar decisiones respecto al aprovechamiento y la conservación de los recursos hídricos. Con Belice existe diálogo y comunicación, aunque la cooperación es mínima, debido a las circunstancias socioeconómicas de ese país.

			En este capítulo exponemos con más detalle la situación actual en ambas fronteras destacando la ausencia de elementos del concepto de gobernanza, tal como la define la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (ocde, 2011), a saber: de confianza, intercambio de información, participación entre todos los actores sociales, transparencia y rendición de cuentas (Orme et al., 2015). 

			Metodología y unidad de análisis 

			La metodología que utilizamos en este capítulo es cualitativa; se realizó una revisión de documentación oficial relevante, y de textos académicos y científicos disponibles para ambas fronteras, así como algunas entrevistas con actores principales en la gestión de esas aguas.1 Este capítulo no tiene por objetivo presentar la voz de todos los actores sociales, sino la de aquellos que han toman las decisiones y han sido considerados “herméticos” por algunos estudiosos, por lo que no aborda las experiencias de cooperación a nivel local, para lo cual remitimos a la literatura existente (Olvera et al., 2011; García y Kauffer, 2011; Hidalgo, 2007).

			La información obtenida da sentido al análisis de la “politics del agua”, que se complementa con una descripción de las cuentas transfronterizas de México y su manejo, así como con una breve revisión histórica de la suscripción de acuerdos entre las partes y los intereses que estuvieron detrás para mostrar que se mueve en procesos de altibajos y negociaciones, en los que la confianza, la experiencia y la información compartida permitieron avanzar en esquemas de cooperación y creación de instituciones formales, pero de manera desigual. Para señalar un ejemplo reciente de la politización del agua, nos referimos a los problemas en el estado mexicano de Chihuahua. La revisión hemerográfica y el seguimiento de los foros, pronunciamientos y debates sobre la entrega de agua a los Estados Unidos en 2020 hacen evidente un fallo de gobernanza y de los arreglos institucionales que se creían vigentes y válidos entre los tres órdenes de gobierno y los agricultores en México.

			En cuanto a la delimitación geográfica, se parte del enfoque de cuenca, en este caso binacional, que comprende ríos y acuíferos, atendiendo el ciclo hidrológico. La gestión por cuencas presenta dificultades en contextos transfronterizos, pero no ha sido obstáculo en otras latitudes para instaurar un andamiaje institucional a través de comisiones binacionales o formas cooperativas entre los usuarios o autoridades locales del agua; para la delimitación territorial que atiende a límites político-administrativos (Estados, países), e, incluso, para la delimitación hidrológico nacional destinada a la gestión. En el caso de México la región hidrológico-administrativa (rha) no se refiere a la cuenca que traspasa las fronteras. Para algunos autores, éste es un argumento que lleva a la gestión nacional absoluta de las aguas (Castro et al., 2011), que hoy en día es un llamado a la soberanía nacional, pues el límite administrativo impide gestionar más allá de él y, por tanto, sirve de argumento para no establecer instituciones binacionales.

			Aproximaciones teóricas a la gestión del agua transfronteriza

			En el análisis de la gestión de los recursos hídricos en los últimos años, el concepto de gobernanza del agua ha sido utilizado en muchos contextos, desde la escala internacional, que la define como un sistema político, económico, social y administrativo para gestionar el recurso hídrico y su entrega a través de servicios en diferentes niveles de la sociedad (Rogers y Hall, 2003); la gobernanza policéntrica y adaptativa (Castro et al., 2011; Mumme et al., 2012; Norman et al., 2012; Julien, 2012; Kauf­fer, 2018; Mello Sant’anna y Villar, 2015; Castro y Cortez, 2018), para el análisis de casos específicos, como la cuenca del río Colorado, del río Tijuana (Castro et al., 2018) o del río Hondo en el sur del país (Olvera et al., 2011), hasta la escala comunitaria, que comprende la ecología de saberes, las capacidades colectivas y la gestión comunitaria del agua (Banco Interamericano de Desarrollo [bid], 2019). Otros estudios se plantean desde un análisis hidropolítico (Castro et al., 2011; Kauffer, 2005b), resaltando los aspectos legales y de gobernanza (Orme et al., 2015). En el trabajo de gabinete se identificó la bibliografía especializada sobre gestión del agua transfronteriza en la frontera norte de México (Alfie, 2005; Bravo, 2005; Brown, 2005; Brown y Mumme, 2000; Browning-Aiken et al., 2004; Bustillos, 2004; Cáñez, 2018; Castro et al., 2011; Cortez, 2014; Cortez y González, 2019; Escobedo, 2008; Michel, 2003; Mumme et al., 2012; Mumme, 2001); con menor suerte en la búsqueda, tratándose de las cuencas binacionales del sur del país (Kauffer, 2018, 2004; García y Kauffer, 2011; Cruz et al., 2018; Olvera et al., 2011; Tamayo, 2015; Hidalgo, 2007).

			El enfoque de gobernanza en esos trabajos normalmente abarca dos dimensiones de análisis; por un lado, la institucional, que se centra en las instituciones tanto formales como informales que se han creado en torno al agua y su gestión (Ostrom y Merino, 2011; Batchelor, 2006; Domínguez, 2011), y, por otro, enfoca la participación de los diversos agentes sociales (Domínguez, 2006; Cortez y González, 2019), que en ocasiones sustituyen incluso al Estado (Muñoz, 2005) en ámbitos donde aquéllos pueden obtener resultados más eficaces, en procesos permeados, a su vez,  por las ideas de democracia participativa o deliberativa (Eckersley, 2004; World Water Forum, 2011). El análisis del agua transfronteriza entre México y los Estados Unidos, además de los ya mencionados, incluye estudios técnicos o ambientales (Sánchez, 2006) sobre aspectos como la salinidad (Cortez, 2014); la situación de los acuíferos en el futuro contexto del cambio climático (Wilder et al., 2010; Arreguín et al., 2018); mercados de agua (Christos, 2013); la seguridad hídrica y la resiliencia (Varady, et al., 2016; Cortez y González, 2019); la hidrodiplomacia (Global Water Partnership [gwp] e International Network of Basin Organizations [inbo], 2012; Wilder et al., 2020), y la hidropolítica (Kauffer, 2005b).

			Estos análisis sin duda han contribuido a un buen conocimiento sobre el manejo de las aguas transfronterizas del norte y el sur del país. Sin embargo, muestran poco sobre la experiencia, los procesos y las razones por los cuales se toman las decisiones desde las instituciones gubernamentales e intergubernamentales; decisiones respaldadas por argumentos técnicos que no habían sido tan cuestionados como lo están siendo hoy en día. En este capítulo se recupera el análisis de una dimensión de la gobernanza, la del funcionamiento de las instituciones, sin profundizar en la dimensión participativa. Actualmente, bajo los postulados más comunes de lo que significa gobernanza, revisar sólo las instituciones parecería una limitante, sin embargo, es necesaria, pues los estudios recientes no han profundizado en ésta. La participación social por sí sola no resuelve los problemas; es necesaria la presencia del Estado y las instituciones formales creadas; si no funcionan, pueden revisarse, pero no sustituirse ni eliminarse. Este tipo de análisis cae bajo el ámbito de gobernanza según la ocde y es el que seguimos aquí. Así, las preguntas que guían este análisis son: ¿qué factores son los que han determinado los acuerdos de cooperación formal entre los países involucrados?, ¿cuáles son las limitantes que frenan esos acuerdos?, y, finalmente, ¿cómo avanzar en las áreas de oportunidad (y cabría decir, de necesidad) para una buena gestión del agua compartida? ¿Debe transformarse el Estado y hacia dónde?

			Las cuencas transfronterizas de México

			En primer lugar, se expondrá la región de estudio para visualizar las cuencas y la parte proporcional que ocupan en los países. El territorio mexicano está delimitado por 3 152 kilómetros en la frontera norte con los Estados Unidos; y en la frontera sur por 956 kilómetros con Guatemala y 193 kilómetros con Belice. Existe una conexión hídrica con estos países a través de ocho cuencas hidrográficas: tres compartidas con los Estados Unidos (Bravo, Colorado y Tijuana); cuatro con Guatemala (Grijalva-Usumacinta, Suchiate, Coatán y Candelaria), y una con Belice y Guatemala (río Hondo) (Conagua, 2018a). Para la gestión del agua, el país se divide en trece Regiones Hidrológico Administrativas (rha), para las cuales la presencia regional de la Conagua se da a través de los organismos de Cuenca. En la región norte existen tres, Baja California; municipio de San Luis Río Colorado, Sonora, Alto Noroeste, y Río Bravo, y en el sur, Río Grijalva Usumacinta y una pequeña porción de Costa de Oaxaca. No existe, como dijimos antes, una gestión por cuenca en las fronteras norte y sur de México debido a los límites administrativos, por lo que se han creado instituciones binacionales para resolver problemas comunes respecto a los ríos, pero no sobre las cuencas transfronterizas. A nivel nacional, existen instancias donde participan gobiernos, usuarios y sociedad civil, los Consejos de Cuenca, si bien han sido criticados por su falta de operatividad e influencia en las decisiones. Esta estructura institucional debe transformarse en virtud de la alteración en los recursos hídricos que conlleva el cambio climático y por la presión social que demanda espacios participativos y decisorios. Respecto a los acuíferos, no existe aún unanimidad en el número de los que son transfronterizos, y es muy poca la información sobre su funcionamiento; hablar de una gestión compartida de los mismos está muy lejos de que se haga realidad.

			Cuencas transfronterizas en el norte de México

			En el norte, cinco estados de la república están delimitados por los ríos Bravo y Colorado. La región norte del país genera una mayor aportación al Producto Interno Bruto (pib) que la región sur, pero la disponibilidad geográfica del agua es inversa. Se encuentra 99.4% de la cuenca del río Colorado en los Estados Unidos, país que en varias ocasiones consideró que no había por qué dar agua a México, y en otras presentó la entrega de agua como un asunto de “cordialidad” y no de derecho. Sin embargo, las negociaciones a lo largo de los años han permitido construir un andamiaje institucional sólido a través del cual se han resuelto problemas y se han pacificado los conflictos. Nuestro país recibe tres veces más agua de la que entrega por el río Bravo; por ello, hay quienes afirman que el tratado bilateral firmado en 1944 es benéfico para México;2 sin embargo, del lado mexicano existen voces que actualmente reclaman su revisión. La Conagua, por su parte, ha sido clara al afirmar que ello no es conveniente —al menos en estos momentos—. Los acuerdos que se han tomado en la cila por ambos países dan cuenta de la creciente cooperación establecida para la gestión del agua, incluyendo temas como humedales, recuperación de caudales, saneamiento y cambio climático. El tema pendiente es el de las aguas subterráneas, sensible para ambos países, pero cuya discusión no se podrá postergar.

			Mapa VI.1

			Cuencas transfronterizas en el norte de México

			[image: ]

			Fuente: Conagua (2018a: 50).


			Esa región fronteriza de México comprende cinco entidades federativas, y la gestión de las aguas la realizan los organismos de cuenca de dos rha (I Península de Baja California y VI Río Bravo), en las cuales el mayor volumen de extracción de aguas superficiales y subterráneas corresponde al sector agrícola y pecuario. En la rha VI el uso agrícola representa un volumen de extracción de 4 060 hectómetros cúbicos de agua superficial y 3 564 hectómetros cúbicos de agua subterránea (Conagua, 2019), seguido por la generación de energía (5 400 hectómetros cúbicos), el público urbano (1 302 hectómetros cúbicos) y el uso industrial (301 hectómetros cúbicos). La situación actual de disponibilidad de agua en la zona es crítica, pues existe un déficit hídrico anual (tabla VI.1) de 1 809.93 hectómetros cúbicos.

			La presión sobre los recursos hídricos principalmente subterráneos, y en algunos estados con un sobreconcesionamiento, hace vulnerable la región por la escasez, que puede recrudecerse con el cambio climático.

			Tabla VI.1

			Situación actual de los recursos hídricos en las cuencas transfronterizas (lado mexicano)

			[image: ]

			1 Cálculos correspondientes según Región Hidrológica Administrativa

			* Disponibilidad de agua renovable: volumen total de agua que puede ser explotado

			Fuente: elaboración propia con base en datos de Conagua (2018a; 2018b; 2019; 2020); imta (2020).


			En la cuenca del río Colorado el sobreconcesionamiento es de 8.6% en el lado norteamericano. Los usuarios de la parte alta de la cuenca utilizan (en hectómetros cúbicos por año): Arizona (62), Colorado (4 761), Nuevo México (1 036), Utah (2 109) y Wyoming (1 283), y en la cuenca baja, Arizona (3 454), California (5 427), Nevada (370), Utah, adicional usada en California (1 234). En la parte baja de la cuenca se encuentra México (1 850) (imta, 2020). En la rha I el total de volumen concesionado es de 783.12 hectómetros cúbicos, que sobrepasa la recarga anual del acuífero del valle de Mexicali, que es de 520.5 hectómetros cúbicos (imta, 2020: 11). El reparto de aguas es un tema que ocupa cada ciclo agrícola a los usuarios, quienes, hay que subrayarlo, no están haciendo un uso eficiente del agua. La eficiencia global promedio del agua apenas alcanza 40.15% (imta, 2020: 19); con cultivos de alto consumo de agua (algodón, trigo, sorgo, alfalfa, cebollín, zacate verde). Las Estadísticas Agrícolas de los Distritos de Riego muestran que la producción aumentó con menor superficie sembrada (imta, 2020); no obstante, en el Distrito de Riego (014), el más importante de esta cuenca,3 ello no es suficiente para hacer un uso sustentable del agua. En la rha I la generación de energía es la que más volumen concesionado tiene (2 858 hectómetros cúbicos), seguida por el uso agrícola (638 hectómetros cúbicos), el público urbano (485 hectómetros cúbicos) y el industrial (68 hectómetros cúbicos).

			El uso y el reparto del agua han generado conflictos, tanto internos como con el país vecino en diversos momentos. Durante el gobierno del presidente Vicente Fox y de George W. Bush uno de los temas importantes de la agenda binacional fue el agua, y actualmente aún lo es; en los últimos años han surgido varios problemas por la instalación de empresas trasnacionales en la frontera mexicana que demandan agua para su producción, ante una fuerte oposición social. En 2020 la entrega de agua al país vecino fue motivo, dijimos, de movilización social en Chihuahua. A pesar del andamiaje institucional, los conflictos por el agua —y ambientales— se intensifican.

			Cuencas transfronterizas en el sur

			A diferencia del norte del país, la frontera sur que México comparte con Guatemala y Belice se caracteriza por ser una región de abundancia hídrica. Proviene de Guatemala 47% de las aguas que fluyen en el sur de México, país que posee una ventaja estratégica, dado que se ubica en la parte alta de las cuencas transfronterizas (García y Kauffer, 2011). Se identifican cinco cuencas transfronterizas. El mapa VI.2 presenta la ubicación de las cuencas transfronterizas en el sur de México.

			Mapa VI.2

			Cuencas transfronterizas entre México, Guatemala y Belice

			[image: ]
		
			Fuente: Conagua (2018b: 50).


			En esas cuencas transfronterizas, si bien hay abundancia de agua superficial y subterránea, la participación de este líquido en el volumen de producción del país es baja. El río Usumacinta tiene abundante agua, no existe problema de disponibilidad para su aprovechamiento. Si bien no es posible proponer la construcción de una gran presa por el tipo de suelo kárstico de la zona, la generación de energía eléctrica con turbinas es posible. México aporta sólo 17%, y Guatemala, 83%. El DR 046 localizado en esta cuenca es el que realiza el principal aprovechamiento de agua, mientras que Guatemala se abastece de ríos alternos. En su mayor parte las actividades económicas son de subsistencia; no están muy desarrolladas, pero generan problemas ambientales y cambio en el uso de suelo. Éstas y otras condiciones identificadas por Olvera, Kauffer, Schmook y Huicochea (2011), tales como las asimetrías, la indefinición de competencias, las decisiones unilaterales sin incluir a todos los actores de la cuenca, el deficiente papel institucional o el contexto político electoral de los países, son propicias para que se generen conflictos sociales relacionados con los derechos de propiedad sobre las aguas y el resguardo frente a los problemas ambientales de las cuencas, situación que da cuenta de la desconfianza entre los participantes. La región no sólo está inmersa en ese tipo de cuestiones; se suman los conflictos generados por la construcción de hidroeléctricas, las afectaciones de fenómenos hidrometeorológicos recurrentes y disputas por el uso de agua a nivel local y comunitario. Los problemas más apremiantes para resolver son relativos a la calidad de agua, debido a las descargas de centros de población o los vertederos. La situación de los recursos hídricos en estas cuencas se muestra en la tabla VI.2.

			Estas cuencas se ubican en dos rha (XII Península de Yucatán y XI Frontera Sur). En la rha XII el uso público urbano es el que cuenta con más títulos de concesión, seguido por el agrícola y usos múltiples, pero el mayor consumo lo tiene el uso agrícola (2 063 hectómetros cúbicos), seguido por los usos múltiples (1 517 hectómetros cúbicos), de servicios (657 hectómetros cúbicos), el público urbano (642 hectómetros cúbicos) y el industrial (87.23 hectómetros cúbicos) (Conagua, 2019). Aquí existe un superávit de agua, que en su mayoría proviene de Guatemala, donde se ubica la cuenca alta. En la rha XI Frontera Sur, es la generación de energía eléctrica la que mayor consumo representa (61 969 hectómetros cúbicos), seguida por la agricultura (1 691 hectómetros cúbicos), el público urbano (729 hectómetros cúbicos), el industrial (119 hectómetros cúbicos) y los usos múltiples (111 hectómetros cúbicos) (Conagua, 2019). En este caso, la generación de energía hidroeléctrica es motivo de conflicto; desde hace varios años existen proyectos que no han podido realizarse ante la oposición social a los megaproyectos. Las tablas VI.1 y VI.2 resumen los títulos de explotación concedidos en ambas rha.

			La información y los estudios disponibles en la frontera sur son escasos en comparación con los generados en el análisis de la gobernanza del agua en el norte del país. Esos estudios indican que la llamada “hidrodiplomacia” (Global Water Partnership [gwp] e International Network of Basin Organizations [inbo], 2012) o hidropolítica (Kauffer, 2005b) no ha funcionado, y, por lo tanto, se ha generado poco conocimiento, cooperación o arreglos binacionales. Algunos de los análisis se centran en subcuencas y organización social (Kauffer, 2008b; Olvera et al., 2011; Kauffer, 2018), o dan cuenta de la ausencia de una visión de cuenca y una política específica de gestión del agua binacional (Kauffer, 2008a). Aunque escasos, estos estudios resultan valiosos para la comprensión de la complejidad social y política, ya que abordan experiencias locales de cooperación en temas ambientales, migratorios, de salud y combate a incendios que pueden servir de base para arreglos institucionales de mayor escala a partir de enfoques de gobernanza policéntrica o multinivel, frente a las acciones gubernamentales binacionales que no encuentran continuidad, diálogo o cooperación.

			Tabla VI.2

			Situación de los recursos hídricos en las cuencas transfronterizas del sur de México

			[image: ]

			1 Cálculos correspondientes según Región Hidrológica Administrativa.

			Fuente: Conagua (2018a; 2018b).


			La institucionalidad de la gestión de las aguas compartidas

			La descripción anterior es útil en la medida en que muestra los problemas latentes en ambas fronteras que impulsan o detienen los arreglos institucionales internos o binacionales. Existe un problema de sobreconcesionamiento y acaparamiento del agua en el norte que debe resolverse o agravará la situación de sobreexplotación y degradación de los recursos hídricos, siendo un escenario propicio para el conflicto, mientras que en el sur la degradación de la calidad del agua va en aumento. La solución tiene que ver, desde el punto de vista normativo, con la aplicación de la ley y la revisión del sistema de concesiones, pues el esquema actual no sólo favoreció el acaparamiento de agua, las extracciones irregulares y el sobreconcesionamiento, sino que también ha sido un marco permisivo para los usuarios que, ante la falta de vigilancia por parte de la Conagua, no siempre cumplen con las condiciones establecidas en los permisos de descarga, lo que provoca contaminación en los cuerpos de agua. Desde el punto de vista institucional, se requiere la revisión de los arreglos vigentes para considerar esquemas de participación social en ámbitos donde es posible, siendo una demanda social cada vez más insistente. El papel de los gobiernos nacionales y estatales también está en debate. La identificación de problemas comunes en ambos lados de la frontera ha permitido llegar a visiones compartidas; tal es el caso de las sequías en el norte de México, mientras que, en otros casos, como las inundaciones en la frontera sur, no han sido objeto de preocupación binacional. Más bien, las actividades del escaso andamiaje institucional binacional se han centrado en el mantenimiento de los límites. Cabe preguntarse: ¿qué factores explican que en unos casos exista cooperación y en otros no?

			En las dos fronteras de México hay tres comisiones. En el norte, la Comisión de Límites y Aguas (cila), desde el Tratado de 1944; en el sur, con Guatemala, desde 1961, y con Belice, desde 1993 (Tamayo, 2015). La creación de estos órganos binacionales obedeció en primera instancia a la definición de límites entre los países, y, posteriormente, se añadió el tema del agua. Si bien existen asimetrías territoriales, económicas y sociales entre los países, hay un componente político determinante que favorece o impide la cooperación y que atiende a intereses de gobiernos y usuarios, el cual puede ser favorable o desfavorable para establecer canales de comunicación: confianza e intercambio de información. Mientras en el norte el andamiaje institucional comenzó a establecerse en el siglo xix (Michel, 2003; Mumme et al., 2012), no sucede lo mismo en la frontera sur, donde las pláticas binacionales son de fines del siglo xx.

			Hoy en día, es un hecho que la protección de las aguas y el ambiente traspasa las fronteras del territorio, y que aludir a la soberanía absoluta o la territorialidad de las aguas constituye una limitante. Sin embargo, ha sido un argumento recurrente tanto en el norte (por parte de los Estados Unidos en las negociaciones de los primeros tratados y convenciones) como en el sur (actualmente alegado por Guatemala), impulsado por la desconfianza e intereses nacionales.

			Sin embargo, en la frontera norte se han desarrollado esquemas de gobernanza transfronteriza (institucionales y de participación, aunque esta última, para temas ambientales, en general) que permiten el aprovechamiento de agua por ambos países y el desarrollo de proyectos de saneamiento o ambientales, sin faltar momentos tensos en las negociaciones, mientras que en el sur la posición de Guatemala no ha permitido ni siquiera esos momentos tensos.

			En ambos contextos existe la necesidad de avanzar y crear arreglos institucionales que promuevan y garanticen el uso pacífico de las aguas compartidas, en entornos ya sea de escasez de ese líquido, de salinidad, de sobreexplotación de acuíferos, de contaminación y de cambio climático. Hablar de gobernanza implica involucrar a todos los agentes sociales en el territorio, incluyendo las organizaciones sociales que se han convertido en actores clave de una transición hacia propuestas más democráticas y ambientales (Castro et al., 2019). Su ausencia ha sido una crítica a la cila mexicana, a la que se ha visto como una instancia de negociación técnico diplomática hermética (Cortez y González, 2019), “soberana y defensiva con un histórico legado de suspicacias” (Mumme et al., 2012).

			La evolución de la arquitectura institucional en las cuencas transfronterizas del norte de México y el esquema de cooperación y cordialidad

			Históricamente, a nivel mundial los acuerdos internacionales sobre las aguas han tenido el propósito de superar o evitar los conflictos por el uso del recurso; el caso de México no fue la excepción. La relación entre México y los Estados Unidos tiene una larga historia en la búsqueda de soluciones para el uso del agua de los ríos Colorado, Bravo y Tijuana. Con altibajos, se logró ir hacia adelante en la instauración de un esquema de gobernanza binacional o transfronteriza que ha permitido usar el agua, en términos generales, de forma pacífica. El ilustre abogado y jefe del Departamento Jurídico y Consultivo de la Secretaría de Relaciones Exteriores, Ernesto Enríquez Coyro (2003), da cuenta en dos sendos volúmenes, con gran riqueza narrativa, de la conformación de los diversos tratados y convenios que se firmaron entre México y los Estados Unidos para establecer límites y, posteriormente, para el reparto de aguas, así como de los intereses que los motivaron.

			La historia sobre los acuerdos relativos a las aguas compartidas en México podemos llevarla hacia atrás hasta 1889, con la creación de la Comisión Internacional de Límites (cil) entre México y los Estados Unidos, como organismo internacional orientado a resolver las diferencias en materia de límites; de ahí en adelante, se sucedieron otros tratados y diversas convenciones que han sido objeto de numerosos estudios.

			Los registros de los tratados y las convenciones suscritos entre México y los Estados Unidos de América apuntan a que las dificultades sobre los límites territoriales entre ambos países ocuparon la agenda de diálogo por más de cincuenta años. No fue hasta el 21 de mayo de 1906 que se firmó la Convención para la Equitativa Distribución de las Aguas del Río Grande (Tratado de Agua para el Valle de Juárez), cuyo acuerdo principal era la equitativa distribución de las aguas del río para fines de irrigación.4 En la mención de este proceso debe subrayarse que la referencia a la soberanía absoluta sobre las aguas ha sido un elemento presente (Enríquez Coyro, 2003).

			Los estudios y proyectos de carácter técnico que la cil llevaba a cabo y que estaban enfocados especialmente a librar a las poblaciones y tierras productivas de los peligros de inundación y a la estabilización de la línea divisoria entre ambos países llevaron a México y los Estados Unidos a firmar el 1 de febrero de 1933 el Tratado de Rectificación del río Bravo de común acuerdo, cuyo objetivo fue ejecutar las obras necesarias de rectificación del río Bravo del Norte (Grande).

			La distribución de las aguas fue un tema que cobró importancia a partir de 1906; el Tratado sobre Distribución de Aguas Internacionales entre los Estados Unidos Mexicanos y los Estados Unidos de América, firmado el 3 de febrero de 1944, ya mencionado, amplió lo dispuesto en el Tratado de Paz (1848) y el Tratado de Límites (1853), dado que ambos acuerdos reglamentaban únicamente para fines de navegación el uso de las aguas de los ríos Bravo (Grande) y Colorado. Sin embargo, debido a la importancia de utilizar el recurso para otros fines, los dos países decidieron establecer un aprovechamiento distinto al regulado en los tratados anteriores, así como fijar y delimitar claramente los derechos de las dos naciones sobre los ríos Colorado y Tijuana y sobre el río Grande (Bravo). La aplicación de este Tratado, la reglamentación y el ejercicio de los derechos, así como el cumplimiento de las obligaciones quedaron confiados a la Comisión Internacional de Límites y Aguas (cila), organismo creado en el mismo instrumento (Bustamante, 1999).5

			El cauce de los ríos fue un problema recurrente de negociación entre los gobiernos de los Estados Unidos de América y México. La Convención entre los Estados Unidos Mexicanos y los Estados Unidos de América para el problema del Chamizal, firmada el 29 de agosto de 1963, estableció que en el tramo Ciudad Juárez-El Paso el río Bravo fuese cambiado a un nuevo cauce, de acuerdo con el Plan de ingeniería que recomendó el acta 214 de la cila.6 Finalmente, se firmó en la Ciudad de México el 23 de noviembre de 1970 el Tratado para Resolver las Diferencias Fronterizas Pendientes y para Mantener a los Ríos Bravo y Colorado, como Frontera Internacional entre los Estados Unidos Mexicanos y los Estados Unidos de América.7

			Hoy se puede afirmar que existe un conjunto de normas internacionales que rigen las relaciones entre ambos países en torno al agua. El Tratado de aguas de 1944 se complementa con las actas o minutas que surgen de reuniones en la cila para resolver problemas de diversa índole, y que desarrollan, interpretan e incluso abordan temas no previstos en aquél.8 Estas minutas son productos de largas negociaciones, sobre todo cuando se vislumbra un conflicto por el uso de las aguas. Baste citar el Acta o Minuta 323 “Ampliación de las medidas de cooperación y adopción de un plan binacional de contingencia ante la escasez de agua en la cuenca del río Colorado”, o el Acta 306, que estableció un marco de trabajo para la cooperación entre los Estados Unidos y México a través del desarrollo de estudios conjuntos y la formulación de recomendaciones para proyectos que aseguren el uso de agua para propósitos ambientales de la ecología ribereña y del estuario del Tramo Limítrofe del Río Colorado y su Delta, con base al principio de una distribución equitativa de los recursos (Secretaría de Relaciones Exteriores, 2014), así como el acta 319, ejemplo de una nueva forma de cooperación (Cortez y Vega, 2019). El esquema VI.2 presenta la evolución de la arquitectura institucional, normas internacionales y creación de organizaciones binacionales.

			En este largo camino, el poder de los Estados Unidos se hizo presente en varias ocasiones. La doctrina Harmon, elaborada a partir de un dictamen del juez Marshall de la Suprema Corte de ese país en la controversia por las aguas en el Valle de Juárez, declaró que: “La jurisdicción de la nación dentro de su propio territorio es necesariamente exclusiva y absoluta. No es susceptible de limitación alguna que no sea impuesta por el Estado mismo”, tesis a partir de la cual el procurador Harmon consideró que las normas de derecho internacional no imponían obligación ni responsabilidad al país, salvo las contraídas por tratados internacionales.

			Frente a la doctrina Harmon, en México el presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, José N. Vallarta, desarrolló otra tesis (doctrina Vallarta), que sostenía que “el agua debía dividirse proporcionalmente entre los países limítrofes de una cuenca transfronteriza, a falta de mayores datos, por la mitad” (Enríquez-Coyro, 2003: 11). Muestra de las confrontaciones argumentativas para el uso de las aguas es la insistencia estadunidense de que tanto el agua del río Bravo como la del Colorado debían aprovecharse al máximo, sin dejar gota alguna al lado mexicano, mientras que del lado mexicano se aludía al principio de equidad. Más adelante, las aguas fronterizas se consideraron como “un todo”, lo que conformó la base para la firma de la Convención de Aguas del Valle de Juárez de 1905, que desde la perspectiva de los Estados Unidos representó una cortesía internacional, para entregar agua a México. Años más tarde, estudios técnicos elaborados por mexicanos (el número especial de 1945 de la revista Irrigación en México, de la Comisión Nacional de Irrigación, integra el estudio técnico del ingeniero Adolfo Orive Alva) y jurídicos (Enríquez Coyro, 2003) sirvieron de soporte a México para las negociaciones políticas, y estuvieron confrontados con argumentos y tesis jurídicas contrarios que se fundamentaban en otros estudios desarrollados por expertos del vecino país. Finalmente, dijimos, se llegó a un acuerdo favorecedor —en opinión de algunos analistas (véase Torres, 2011)— para México, producto de una negociación diplomática en un clima de fuerte oposición de los estados fronterizos de los Estados Unidos que prevalecía en ese entonces. Un factor contextual que aumentó la capacidad de negociación mexicana fue la Segunda Guerra Mundial, debido a que los Estados Unidos requerían del apoyo mexicano para su esfuerzo bélico (Torres, 2011; Enríquez Coyro, 2003).

			Esquema VI.1

			Tratados y convenciones sobre límites entre México y los Estados Unidos (1848-1970)

			[image: ]

			Fuente: elaboración propia con datos de la cila Norte, Secretaría de Relaciones Exteriores (2014).


			Los estados fronterizos del país vecino participaron en las negociaciones desde etapas tempranas, debido a las atribuciones que en la materia ostentan, por lo que podría hablarse de un esquema de “gobernanza multinivel temprana”, e incluso hubo participación de otros actores sociales. No ha sido así en el lado mexicano, ya que las negociaciones han quedado principalmente en manos de la cila sección mexicana, con el apoyo técnico de la Conagua, aunque estas dependencias mantienen pláticas con los interesados o posibles afectados en temas específicos. El fortalecimiento y la inclusión de otros actores se dio con el Tratado de Libre Comercio de América del Norte, cuando se demandó el fortalecimiento de las instituciones ambientales del lado mexicano, tanto de legislación y participación como de programación, lo que se observa ya en el diseño del Programa Frontera XXI.

			En términos operativos, la construcción de proyectos de infraestructura hidráulica con apoyo de organismos binacionales creados para tal efecto —la Comisión de Cooperación Ecológica Fronteriza (Cocef) y el Banco de Desarrollo de América del Norte (bdan)—, ahora fusionados, ha favorecido a varios municipios mexicanos fronterizos en materia ambiental y de aguas. Varios de ellos construyeron plantas de tratamiento de aguas residuales y realizaron obras de saneamiento ambiental (Torres, 2011). A nivel interno existe actualmente coordinación entre la cila y la Conagua; esta última proporciona la información técnica en la que se apoya la cila para tomar decisiones.

			La visión hoy coincidente en el seno de la cila sobre problemas comunes como la sequía, así como un ambiente de cordialidad en las discusiones permiten avanzar en varios temas no previstos en el Tratado de aguas de 1944 (saneamiento, aguas subterráneas, cambio climático). Esto ha hecho posible, por ejemplo, diferir las entregas de agua de México (acta 319) y guardarlas por un año; la atención al problema de la salinidad; la variabilidad de las entregas; el rescate ecológico del río Colorado; el reconocimiento por parte de los Estados Unidos de la importancia del Delta del río Colorado (que, valga decir, llevó dos años de negociación y alrededor de cuatrocientas reuniones), y los ahorros voluntarios. El acta 323 fue favorable a ambos países, pues no sólo abordó el problema del Delta, la salinidad y la variabilidad climática, sino que busca también que no se acabe la reserva de la presa Meade a través del establecimiento de reglas internas sobre los niveles de las presas para trasvasar agua, además de que se asegura un flujo ambiental, negociaciones que se dieron en el seno de la cila con la participación de la Conagua para las cuestiones técnicas.9

			Sin embargo, dijimos, todos estos acuerdos no han evitado el surgimiento de conflictos sobre el reparto de las aguas. En los momentos en que se elaboró este artículo, el conflicto entre los usuarios agrícolas de Chihuahua y la Conagua por la extracción de aguas de las presas ubicadas en este estado (para dar cumplimiento a las obligaciones del país contraídas por el Tratado de aguas de 1944, de entregar 600 hectómetros cúbicos a los Estados Unidos, que son los que faltaban para completar el ciclo quinquenal) alcanzó un punto de máxima conflictividad social. Éste se dio con la toma de la presa La Boquilla por parte de agricultores, alcaldes, funcionarios municipales, diputados y senadores locales y federales que representan al estado junto a muchos otros ciudadanos. Alegaban que no estaba garantizada el agua para las cosechas de 2021. Por su parte, la cila, conjuntamente con la Conagua, emitió informes en los que se aseguraba lo contrario. Los agricultores emprendieron marchas e incendiaron las instalaciones y camionetas de la Conagua para evitar la extracción de agua de la presa. La sociedad de Chihuahua se volcó en el resguardo de las presas (federales), y no permitió que la Guardia Nacional o la Conagua estuvieran en ellas, lo que dio paso a lo que ya se ha llamado la “guerra por el agua”, que cobró la vida de una agricultora y en la que se involucraron autoridades locales y estatales en tiempos electorales, y donde han tenido lugar acciones legales y financieras contra los que protestaban.

			Los agricultores chihuahuenses consideran tener derechos sobre la propiedad del agua y no permiten compartirla ni siquiera con Tamaulipas; el argumento es que no está garantizada el agua para sus cosechas. Por su parte, el gobierno federal, a través de la Secretaría de Gobernación, manifestó que el agua es de la nación, y que no se crean derechos reales sobre la misma por contar con un título de concesión.

			La tensión durante los últimos meses de 2020, que involucró a toda la sociedad del estado de Chihuahua y a los agricultores de Tamaulipas, expresó la reticencia hacia la autoridad del agua con discursos confrontados; la Conagua expuso el acaparamiento de agua por algunos pocos usuarios agrícolas (concesiones que la propia autoridad otorgó en algún momento), y los usuarios mostraron con datos técnicos la falta de agua para el siguiente ciclo agrícola. Si bien la extracción de agua de otras entidades federativas se realizó en la proporción que correspondía (Coahuila, Nuevo León y Tamaulipas), el conflicto mostró la fragilidad institucional de los arreglos entre la Conagua y los usuarios del agua, así como las fallas de gobernanza.

			Finalmente, sin utilizar el agua del río Conchos, del cual se debía tomar para hacer el pago, se cumplió en el último momento con aguas de ríos internacionales, mediante una previa negociación con la contraparte estadunidense. A partir de ahora, es urgente analizar por qué se llegó a esta situación extrema, si en ocasiones anteriores no se habían exacerbado condiciones similares; identificar las relaciones que fallaron, los factores que influyeron en el malogrado diálogo. De entrada, hay que tomar en cuenta que la ley de aguas nacionales no se refiere al agua binacional, y la entrega de agua no se discutió previamente en los consejos de cuenca.

			Y si bien algunos autores han caracterizado a la cila como una institución hermética, la Conagua sí instauró mesas de diálogo con el gobierno del estado y los usuarios, pero éstas fracasaron. Las instituciones formales fallaron. De ahí que consideremos necesario, dentro de la visión de este nuevo gobierno, establecer los canales de diálogo sin que el Estado pierda la rectoría. Sería un gran error dejar las decisiones a los consejos de cuenca exclusivamente, tal como lo proponen algunas iniciativas de ley general de aguas, en temas donde se aborda no sólo el agua nacional, sino la compartida con otros países.

			Hay que subrayar que el retraso en la entrega de agua a los Estados Unidos ha sido un problema recurrente, pero no había llegado al nivel de conflictividad de este quinquenio; México registra cuatro ciclos quinquenales de incumplimiento de las entregas de agua anuales para ese país, situación que generó tensión e incertidumbre entre ambas naciones (Aguilar, 2020). Sin embargo, en algunas ocasiones, la cila sección mexicana y la Conagua negociaron y acordaron con el país vecino realizar la entrega con posterioridad e incluso para que “guardara” el agua correspondiente a México, ante el daño a la infraestructura que causó el sismo de 2017. Del lado estadunidense se han dado las entregas que le corresponden en tiempo. Sin embargo, estas consideraciones pueden cesar ante condiciones externas que influyen en las obligaciones contraídas. Hay que subrayar que en esta ocasión los Estados Unidos enviaron una nota diplomática al gobierno de México para que tomara acciones y entregara el agua comprometida para este ciclo quinquenal (Enciso, 2020).

			En cuanto al papel que en el conflicto de Chihuahua tuvo la Secretaría de Relaciones Exteriores, de la cual depende la cila, hay que precisar que intervino para negociar a nivel diplomático la entrega de agua a los Estados Unidos, con el temor de que este país sancionara por otras vías a México. Propuso en un primer momento que el gobierno vecino aceptara agua de las presas internacionales, solicitud que fue rechazada inicialmente. Sin embargo, tras laboriosas negociaciones, finalmente se firmó el acta 325 en la cila, y se cumplió con la obligación. La entrega de agua se realizó el 23 de octubre, un día antes de que se cumpliera el plazo, y fue firmada de inmediato, pero los gobiernos de ambos países se dieron cuenta de la fragilidad del Tratado ante las condiciones inciertas sobre la cantidad de agua,10 por lo que en el acta también se previó la creación de grupos de trabajo para desarrollar herramientas que permitan confiabilidad y predictibilidad en las entregas de agua. En resumen, la Secretaría de Relaciones Exteriores, de la que depende la cila, con notas diplomáticas respaldó la decisión de cumplir con la obligación internacional, pero fue la Conagua quien llevó el diálogo y negociaciones con los agricultores, un diálogo que no llegó a acuerdos, lo que da cuenta de un fallo de gobernanza y la falta de autoridad y credibilidad de la institución. Es posible y deseable que este conflicto abra las puertas para una renegociación y nuevos arreglos institucionales entre los actores locales (usuarios, gobiernos estatales y gobiernos municipales).

			La arquitectura institucional en las cuencas transfronterizas del sur de México y el recuento de una negociación institucional fallida

			Las cuencas transfronterizas en el sur de México disponen de agua en cantidad suficiente. Los problemas que enfrentan se relacionan a la contaminación del recurso, los derechos de propiedad sobre las aguas y los cambios en el uso del suelo provocados por la constante deforestación, aun cuando en la región se ubican importantes áreas naturales protegidas.

			La historia de acuerdos para el uso de aguas compartidas es incipiente en la frontera sur.11 Como en la frontera norte, se creó la Comisión Internacional de Límites y Aguas entre México y Guatemala, y la Comisión Internacional de Límites y Aguas entre México y Belice. Ambas comisiones fueron inicialmente creadas para establecer los límites entre México y los países colindantes.

			En el caso de México y Guatemala, la Comisión Internacional de Límites tiene su origen en la Ley del 23 de febrero de 1861, que encarga a la Secretaría de Relaciones Exteriores lo relativo a los límites de la República (Secretaría de Relaciones Exteriores, 2016). Se creó mediante un intercambio de notas diplomáticas en 1962, con la función específica de asesorar a los gobiernos limítrofes y realizar recomendaciones al gobierno. Está integrada por una sección mexicana y una sección guatemalteca, con un comisionado diplomático, dos ingenieros principales, dos secretarios y un asesor jurídico, al igual que en la frontera norte. La motivación fue atender asuntos del río Suchiate, porque el cauce se movía; así, los gobiernos podrían proteger a la población y linderos a través de obras hidráulicas.

			A fines de los años cincuenta tuvo lugar la Guerra de los Espigones, que marca el inicio de la Comisión. En ese entonces no se consideró relevante el reparto de aguas. El fundamento técnico fue un estudio de la Universidad Nacional Autónoma de México, que estableció hasta donde se podía realizar una obra en un país de tal manera que no afectara al otro. En cuanto a las corrientes de los ríos, la cila tendría a su cargo estudiar las corrientes fluviales internacionales a fin de elaborar proyectos para el uso y el aprovechamiento de sus aguas (río Usumacinta y río Suchiate). El gobierno mexicano por largo tiempo ha tenido la intención de firmar un tratado con Guatemala, y para ello se requieren información, datos hidrométricos en las cuencas para saber cuánto aporta cada país y cuáles son las posibilidades de desarrollo. En 1980 se creó el grupo asesor cila con técnicos de la Secretaría de Agricultura y Recursos Hidráulicos (sarh), la Comisión de Estudios del Territorio Nacional y la Comisión Federal de Electricidad, por parte del gobierno de México, y los técnicos de Agricultura, Obras Públicas e Instituto Nacional de Electrificación (inde), por parte de Guatemala. La realización del estudio duró cinco años; hubo intercambio de la información disponible sobre los ríos, y en 1985 se publicó el atlas físico de las cuencas de los ríos internacionales entre México y Guatemala, el único documento que existe a la fecha. Con esta información, México solicitó a Guatemala la firma de un tratado de aguas, país que no aceptó iniciar pláticas, hasta que en 1990 expresó que la cila no tenía facultades para recomendar las bases técnicas para un tratado, por lo que primero había que darle esas facultades y tenía que ser a través de un tratado.

			Como primer paso, se firmó un tratado el 17 de julio de 1990, con el propósito de fortalecer a la Comisión de Límites y Aguas, cuyo artículo 13 estipuló que la cila estudiaría, investigaría y sometería a la consideración de los gobiernos recomendaciones técnicas que sirvieran de base para un tratado para el uso, el aprovechamiento y la conservación de las aguas de los ríos internacionales. Ese instrumento fue firmado en Palacio Nacional y aprobado por la Cámara de Senadores en 1991; Guatemala continuó demorando su aprobación hasta que su Congreso lo aprobó en 2002 y lo promulgó el 5 de marzo de 2003, gracias a la intervención del presidente de México (Decreto número 54-2002 publicado en el Diario Oficial de Guatemala el 5 de marzo de 2003, referente a fortalecer la Comisión Internacional de Límites y Aguas). Del lado guatemalteco ha existido la percepción de que hay un desequilibrio en capacidades y falta preparación para avanzar. En una visita de Estado del 22 de febrero de 2005, se publicó un Comunicado conjunto en el que el presidente de México señaló su interés en la actualización del atlas físico mencionado anteriormente, lo que permitiría conocer la situación actual del sector hídrico en la frontera, sus estaciones hidrométricas, topografía, disponibilidad de agua, esquema de lluvias y escurrimiento, a fin de identificar los tipos de descarga y tener los elementos para la firma de un tratado. El presidente de Guatemala escuchó esa propuesta, pero nunca hubo respuesta, aun cuando se pidió por nota diplomática. En la novena reunión de la comisión binacional entre México y Guatemala (29 de mayo de 2006), el comisionado mexicano logró que se introdujera el siguiente párrafo “La Comisión binacional instruyó a los cancilleres de la cila para que en el plazo de sesenta días presente un Programa de trabajo para recopilar la información técnica necesaria a fin de sentar las bases para firmar un tratado, para el uso, aprovechamiento y distribución de las aguas internacionales que comparten ambos países”. En 2007 el comisionado de Guatemala contestó que propondría una fecha para celebrar esa reunión, hecho que nunca ocurrió.

			Cuando el presidente de México visitó Guatemala el 14 de enero de 2008, en el comunicado conjunto ambos mandatarios coincidieron en “la necesidad de avanzar en la negociación de un instrumento internacional que regule de manera definitiva el uso, aprovechamiento, conservación y distribución de las aguas”. En abril de ese año el comisionado de Guatemala respondió a la propuesta de reunión de su contraparte mexicana señalando que ésta no podría efectuarse, debido a la reestructuración a nivel profesional de diversas instituciones guatemaltecas relacionadas con el tema del agua, por lo cual comunicaría una nueva fecha. El tema subió de nivel y lo trataron los cancilleres en noviembre de 2008. La delegación mexicana expuso la necesidad de adoptar elementos técnicos actualizados para conocer el balance hidráulico, y la delegación guatemalteca tomó nota. En marzo de 2009 se realizó una segunda reunión, donde la delegación mexicana reiteró la importancia de estos estudios y ofreció financiarlos. Desde esa fecha la delegación de Guatemala mantiene que “el principio de la compensación por los servicios hidrológicos debe ser parte indispensable de la negociación de un Tratado internacional, que debería consistir en un pago en dinero, prestación de servicios o proyectos de cooperación bilateral”. En la reunión binacional de puertos y ríos fronterizos Guatemala señaló que mientras México no remitiera su propuesta de pago por servicios ambientales no continuaría con las reuniones para formalizar los estudios técnicos a fin de firmar un posible tratado de aguas.

			En abril de 2010 el ministerio de Relaciones Exteriores de Guatemala comunicó a la Embajada de México por nota diplomática que no trataría el tema de la negociación de un tratado de esa índole hasta que México le informara de manera oficial el mecanismo de compensación por el uso de las aguas soberanas guatemaltecas. En octubre de 2010 México envió nota diplomática que en resumen exponía: “1. El agua es un recurso natural que fluye por sus cauces, muchos de ellos que sólo cruzan por sus cauces, pero otros que cruzan o delimitan el territorio de los Estados, el agua es compartida en una cuenca hídrica, el aprovechamiento del recurso hídrico no debe causar perjuicio a ninguno de los estados. 2. El Estado ribereño tiene la obligación de preservar el recurso hídrico compartido para su propio aprovechamiento y para no afectar a otros; por lo que son necesarios esquemas de cooperación internacional aceptados de común acuerdo, para preservar y administrar el recurso hídrico compartido; que deben definir los términos y elementos que cada Estado aporta para el aprovechamiento mutuo, así como la oferta y la demanda, por lo que se insistió en que la información era importante. 3. Un estudio técnico hidrológico permitiría mostrar la disponibilidad y volumen superficial; era deseable conocer la calidad del agua, que no comprometería la posición de cada parte en el futuro”; era un referente técnico. A través de una nota diplomática del 8 de octubre de 2010, el país vecino manifestó: “El estado de Guatemala expresamente rechaza y no acepta ninguna acepción o definición que se oriente a cuencas compartidas, cuencas internacionales, cuencas regionales u otras, exclusivamente conoce los cursos de aguas nacionales como objeto de negociación”. La política de Estado en materia de aguas internacionales debería observar los siguientes criterios: “1. Cada curso de agua internacional debe ser negociado por un tratado bilateral específico, 2. Es necesario establecer esquemas de compensación para Guatemala, 3. Previo a elaborar un estudio técnico e hidrológico del curso de agua internacional correspondía a México hacer una propuesta del pago por servicios ambientales”. En julio de 2012 el Ministerio de Asuntos Exteriores de Guatemala publicó en el Diario de Centroamérica el Acuerdo Gubernativo 117/2012 por el que se Aprueba la Política de Estado en Materia de Cursos de Aguas Internacionales, que recoge los puntos de la nota diplomática mencionada.

			Esta narrativa muestra el fracaso en los intentos de negociación entre ambos países y la desconfianza que existe. Varios autores destacan los factores que explican la escasa cooperación, como la asimetría, las cuestiones político-electorales y la falta de confianza mutua, considerando una hidropolítica fallida o inexistente (Kauffer, 2017; García, 2010). Kauffer (2011) resalta la ausencia de una política mexicana de aguas respecto a las cuencas transfronterizas del sur. Sin embargo, como hemos mencionado, México propuso en nueve ocasiones entre 2005 y 2011 la realización de los estudios técnicos y cubrir en su totalidad el costo de ellos, y Guatemala en cinco ocasiones reiteró que sólo aceptará una vez que se acuerde el esquema de compensación que exige a México. Los presidentes de ambos países en dos ocasiones han manifestado su interés en avanzar (2005 y 2008), y en cuatro ocasiones el tema ha sido objeto de amplias reuniones (entre 2004 y 2012), pero este asunto se encuentra estancado.

			En lo que respecta a Belice, el río Hondo es la frontera entre los dos países; las aguas de este caudal son duras y hay problemas de contaminación (Olvera et al., 2011). Existe un tratado de límites que se firmó en 1893 con la Honduras Británica en el que México reconoció la independencia de Belice y que es necesario renovar.12

			En un canje de notas diplomáticas para la formación de la Comisión Internacional de Límites y Aguas entre México y Belice, fechadas el 6 de julio de 1993, ambas naciones acordaron la creación de dicha Comisión y la extinción de la Comisión Binacional México-Belice de Límites y Cooperación Fronteriza. La Comisión creada se encargaría de la aplicación de los acuerdos bilaterales sobre límites, el aprovechamiento bilateral de las aguas de los ríos internacionales y el saneamiento fronterizo. Este organismo lo integraría un comisionado de Límites y Aguas de cada cancillería. Las negociaciones entre México y Belice dieron un paso adelante, al incorporar el saneamiento fronterizo, y existe un incipiente intercambio de información meteorológica. Otras acciones en el camino de la cooperación binacional fueron el Acuerdo para Establecer el Programa de la Correcta Descripción Técnica de la Línea Divisoria Internacional entre las Dos Naciones, firmado en 1998, y el Acuerdo para Definir los Términos de Referencia Necesarios para Elaborar el Diagnóstico para el Manejo Sustentable del Agua en la Cuenca Internacional del Río Hondo, México-Belice al Año 2025. Pero las condiciones económicas de este último país siguen obstaculizando una mayor colaboración.

			Los temas pendientes en la gestión del agua en cuencas transfronterizas

			Los acuíferos transfronterizos

			Un tema de gran relevancia es el de los acuíferos transfronterizos. En la frontera norte, la necesidad de identificación precisa de los acuíferos transfronterizos y la falta de definición, delimitación y diferencias en los marcos jurídicos y de jurisdicción en ambos países no han permitido que exista un acuerdo sobre las aguas subterráneas. Si bien existen algunos estudios académicos para su identificación (Sanchez, Lopez y Eckstein, 2016), pesa más la decisión política de no abordar este tema como objeto de negociación (oea, 2020).

			Entre los avances en la materia se encuentra el Acta 242 de la cila, firmada el 30 de agosto de 1973 en el Distrito Federal, que tuvo tres ejes fundamentales: 1) prevé que en un futuro se logre un acuerdo general en materia de aguas subterráneas; 2) establece la consulta recíproca sobre los nuevos desarrollos o modificaciones a la aguas subterráneas y superficiales transfronterizas, y 3) define la distribución de agua subterránea en la frontera Sonora-Arizona. Posteriormente, el Acta 289, firmada el 13 de noviembre en El Paso, Texas, otorgó a la cila la jurisdicción para realizar la observación de la calidad de aguas internacionales, incluidas las aguas superficiales y subterráneas (Secretaría de Relaciones Exteriores, 2014).

			Por su parte, la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (unesco), en coordinación con el Programa Hidrológico Internacional y la iniciativa Internationally Shared Aquifer Resources Management (isarm), identificaron dieciocho acuíferos transfronterizos para México en 2010, entre ellos, once para la frontera norte: San Diego-Tijuana, Sonoyta-Pápagos, Cuenca Baja del Río Colorado, San Pedro, Nogales, Santa Cruz, Los Mimbres-Las Palmas, Conejos Médanos-Bolsón de la Mesilla, Bolsón del Hueco-Valle de Juárez, Edwards-Trinity-El Burro y Cuenca Baja del Río Bravo-Grande. Para la frontera sur, el proyecto identificó siete acuíferos transfronterizos: Península de Yucatán-Candelaria-Hondo (México, Guatemala y Belice), Ocosingo-Usumacinta-Pocóm-Ixcán, Boca del Cerro-San Pedro, Trinitaria-Nentón, Soconusco-Suchiate-Coatán, Chicomuselo-Cuilco-Selegua y Márquez de Comillas-Chixoy-Xaclbal (International Groundwater Resources Assessment Centre [igrac] y unesco International Hydrological Programme [unesco-ihp], 2020). Esta iniciativa contó con el apoyo político de la Organización de Estados Americanos [oea]. No obstante, estudios recientes, como el de Sanchez y Eckstein (2017), han identificado treinta y seis sistemas acuíferos transfronterizos entre México y los Estados Unidos, situación que denota complicaciones, al no existir consenso sobre el número de acuíferos transfronterizos, menos aún sobre su funcionamiento (Sanchez, Lopez y Eckstein, 2016). El mapa VI.3 presenta los acuíferos transfronterizos identificados por la unesco (unesco, 2008).

			Mapa VI.3

			Acuíferos transfronterizos de México
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			Fuente: igrac y unesco-ihp (2020).


			A nivel multilateral, existen recomendaciones que podrían tomar en cuenta los países involucrados. Como parte del derecho internacional del agua, existe la Resolución 63 / 124. En el Derecho de los Acuíferos Transfronterizos de la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas (onu), del 11 de diciembre de 2008, en que se aprobó un proyecto de la Comisión de Derecho Internacional sobre este asunto, se alienta a los Estados a que tomen en cuenta su contenido al celebrar acuerdos bilaterales o regionales sobre estos recursos, pero no ha sido adoptado por México. Es un documento importante, porque busca la utilización equitativa y razonable de los acuíferos o sistemas acuíferos transfronterizos, y se propone la obligación de no causar un daño sensible a otros Estados cuando se utilice un acuífero o sistema acuífero transfronterizo; la obligación general de cooperar; el intercambio de datos e información; la protección y la preservación de ecosistemas; la prevención, la reducción y el control de la contaminación, y la vigilancia. Respecto de las acciones sobre ordenación, promueve que los Estados, por acuerdo entre ellos, decidan planificar el aprovechamiento sostenible del curso de agua internacional, así como la regulación del caudal, la construcción, el mantenimiento y el financiamiento de las obras hidráulicas, u otras medidas que controlen el caudal y que hayan convenido en ejecutar. Sin embargo, no ha sido adoptado por México, los Estados Unidos de América, Guatemala o Belice. Cabe decir que fue la base de derecho internacional para acuerdos de gobernanza tan exitosos como el de Acuífero Guaraní, signado por cinco países que lo comparten, y para sentar bases en acuíferos compartidos en Centroamérica y Perú.13

			En el norte de país, la alta dependencia de las aguas subterráneas para el desarrollo económico y social representa un tema preocupante, pues debe revertirse la situación actual de sobreexplotación. La generación de información y conocimiento es esencial. En esta tarea, las instituciones académicas fronterizas han realizado algunos estudios, pero son parciales. Por su parte, la cila también ha realizado otros a partir de foros ciudadanos para abrir la discusión, pero poco se ha avanzado (Cortez y Vega, 2019). Existe trabajo conjunto con Arizona, Nuevo México y Texas sobre el acuífero de la Mesilla, y entre Sonora y Arizona, para generar conocimiento de las condiciones físicas de los acuíferos (Sanchez, Lopez y Eckstein, 2016). Las universidades de los estados fronterizos promueven estudios o foros binacionales, pero ello ocurre en un ámbito diferente al político. A nivel de Estados nacionales, no parece que exista voluntad de avanzar en una gestión compartida de los acuíferos (Arreguín et al., 2018). El derecho internacional de los recursos hídricos transfronterizos puede guiar un futuro acuerdo sobre las aguas subterráneas que compartimos, no obstante, las diferencias legales serán otro aspecto que superar en estados como Texas.

			¿Legislar en México en materia de aguas compartidas?

			La Ley de Aguas Nacionales no se refiere a las cuencas compartidas, binacionales o fronterizas. En la actual discusión de una nueva Ley General de Aguas (lga) puede incluirse, pero debe ser en la dirección correcta, que no implique un retroceso. Existe una iniciativa ciudadana de lga que logró presentarse y entrar a trámite en el Congreso de la Unión (Diario Oficial de la Federación, 14 de abril de 2020) y que establece la soberanía absoluta de las aguas mexicanas y obliga a la revisión inmediata del Tratado de aguas de 1944 para actualizarlo, con la propuesta de que en la cila haya representantes ciudadanos que recomienden a los comisionados las decisiones a tomar. Ésta es una muestra del desconocimiento de la historia, las negociaciones, la dependencia hídrica de México, al menos en el caso del río Colorado y, valga decir también, de las asimetrías de poder actuales para una negociación. Pareciera también un retroceso referirse ahora a la soberanía absoluta sobre las aguas, si el objetivo es la protección y la conservación de los recursos hídricos, además de su uso sustentable. Es verdad que la sociedad demanda espacios de participación, que la cila inició con algunos foros para ella, y que podría llevarse a los Consejos de cuenca fronterizos, o a las instancias participativas que existen; éste podría ser un aspecto para incluir en una futura ley de aguas en México. En los discursos en ambas fronteras se tiende a argumentar la soberanía, un referente muy socorrido en estos tiempos, y éste es un aspecto que debe ser aclarado para definir los alcances de lo que se considera soberano, tratándose de una cuenca transfronteriza compartida o de acuíferos transfronterizos. Es difícil legislar en un país cuando las aguas son compartidas. Los convenios internacionales proporcionan un marco para la gestión compartida14 basado en los principios del derecho internacional, pero el avance es difícil en este terreno, pues previamente aquéllos deben ser ratificados por los países. A nivel local, se desarrollan proyectos de cooperación y participación para atender conflictos que pueden servir para escalar hacia arriba, es decir, hacia las instituciones formales, la responsabilidad y la gestión compartida.

			Hacia una gobernanza eficaz: confianza, visiones compartidas, información actualizada y experiencia de los actores principales

			Existe camino que andar en materia de aguas transfronterizas. México y los Estados Unidos han logrado reflejar en acuerdos o tratados los problemas sociales y políticos derivados de la escasez de agua en las cuencas que comparten, y han incorporado mecanismos de corrección de los problemas ambientales que a lo largo de los últimos dos siglos se han suscitado, así como de participación, a raíz de la experiencia de los organismos que se crearon con la firma del Tratado de Libre Comercio. Pero quedan por lo menos dos temas que abordar: la inclusión de participación social en las decisiones y las aguas subterráneas, siendo este último un camino difícil de transitar. 

			En el norte, es a través de las Actas de la cila que se abordan algunos problemas de interés para México y los Estados Unidos no incluidos en el Tratado de aguas de 1944. Sin embargo, es necesario revisar y considerar las otras propuestas de cooperación, principalmente entre actores no gubernamentales, como propuestas de gobernanza que han surgido ante las limitaciones del marco legal o institucional vigente, como las de seguridad hídrica ante el cambio climático.

			La construcción del andamiaje en la frontera norte revela que la confianza es un factor clave en la cooperación, para permitir una visión compartida de los problemas, aunque no haya estado exenta de confrontación y negociación. Es por ello por lo que la experiencia (lo que se ha llamado los “intangibles” de la gestión) en las negociaciones internacionales es importante; por otro lado, el cambio climático exige la generación de información y conocimiento actualizado que permita tomar decisiones en la incertidumbre que conlleva. En el sur, es imperativo establecer mecanismos para la generación de datos que permitan un mejor conocimiento de las cuencas y los acuíferos compartidos.

			Reflexiones finales

			La situación respecto de las cuencas transfronterizas descrita en los apartados anteriores deja en evidencia los problemas y desafíos de gestión del agua que los agentes gubernamentales enfrentan ante las posturas diversas y muchas veces opuestas de los actores sociales, que son determinantes en los arreglos institucionales y la efectividad de un régimen de gobernanza ambiental (Young, 1999) y, concretamente, de gobernanza del agua. En la frontera norte, debido a la escasez natural del recurso, las cuencas tienen una extracción y explotación del agua mayor al agua renovable, lo que representa un escenario propicio para el conflicto. Existen, además, disputas internacionales latentes por incumplimiento de los compromisos asumidos o por la falta de voluntad para llegar a arreglos institucionales que permitan cumplir con las obligaciones derivadas del Tratado de aguas de 1944, y que conserven y protejan las fuentes de agua entre usuarios y gobierno. Destaca también el asunto del uso y la gestión de las aguas subterráneas para toda la cuenca, es decir, binacional. No es cuestión sencilla. El conflicto de la entrega de agua en 2020 puso en evidencia la fragilidad de los arreglos institucionales, la debilidad institucional de la Conagua y las fallas en el régimen de gobernanza que se creía instaurado.

			El principal desafío de gobernanza en el norte del país y a nivel interno es con los usuarios del agua para lograr un arreglo institucional diferente, considerando que el actual no responde ni incorpora las percepciones de los diversos actores en el terreno. Es necesario buscar mejores canales de comunicación que permitan el diálogo con los usuarios y los estados para aceptar la idea de que el agua es compartida (nota informativa de la cila del 17 de julio de 2020); de que el Estado federal tiene como base de su creación y funcionamiento el principio de solidaridad interregional (a efectos del aprovechamiento de agua por parte de otros estados, Tamaulipas y Sonora), lo que algunos autores llaman hidrosolidaridad (Castro et al., 2011), y de que existen compromisos internacionales que cumplir, porque de ellos también se beneficia el país en su conjunto. En términos ambientales también existen desafíos, por lo menos tres importantes: la reserva de agua para flujos ambientales, la gestión de la escasez extrema y la garantía de agua para el uso público urbano.

			En cuestiones de gobernabilidad, la autoridad ha fracasado por la falta de aplicación de la ley de aguas nacionales, decisiones verticales y su opacidad en la gestión. Los usuarios tienen la firme creencia de haber adquirido derechos aun con extracciones ilegales, y en los cuales las autoridades judiciales han fallado en su favor, por ejemplo, si tienen cultivos en pie, lo que agrava el conflicto político de no permitir el trasvase de agua para cumplir las obligaciones internacionales. El Organismo de Cuenca (autoridad regional de la Conagua) tiene un papel protagónico de comunicación con los usuarios y debe existir mayor sinergia con los Consejos de Cuenca. Los argumentos técnicos y legales no son suficientes; es en el contexto local donde se complica la negociación, por un problema de gobernanza que la federación no puede resolver por no contar con todo el andamiaje para ello, aun teniendo las atribuciones para los asuntos de cuencas transfronterizas.

			Durante la negociación de entrega de agua en 2020 se percibieron tres conflictos latentes: la entrega de agua de México, cuyo principal usuario es el estado de Texas, receptor del volumen de agua de México; el reparto de agua a Tamaulipas, que se beneficia del paso de agua hacia este país, y el del Noroeste de Sonora (tres módulos de riego) que está politizado, pues de Chihuahua sale agua que alimenta al río Yaqui y al río Fuerte. La solución de aquí en adelante pasará por construir nuevos entendimientos o arreglos institucionales internos que permitan una visión conjunta y compartida para negociar hacia el exterior, incluyendo no sólo a los usuarios del agua, sino también a estados y gobiernos municipales, así como a organizaciones sociales. La actividad económica en la frontera norte es dinámica, y, sin agua, no es posible.

			En las cuencas de la frontera sur existe cantidad de agua suficiente para aprovechamientos; sin embargo, las actividades económicas sin nociones de sustentabilidad han provocado la contaminación y el deterioro de los ecosistemas en las cuencas, y no existe voluntad política para avanzar en un tratado de aguas. La negativa al diálogo que mantiene Guatemala si no media el pago por los servicios ambientales hidrológicos constituye una barrera desde la perspectiva del gobierno mexicano. La insis­tencia en doctrinas de soberanía absoluta no es acorde a estos tiempos, que requieren esquemas de gobernanza ambiental global, multinivel o policéntrica. La desconfianza y las capacidades institucionales asimétricas hacen dudar de la buena fe, que, como principio internacional, debe regir las relaciones de vecindad. Ante el cambio climático, no quedará más opción que cooperar. Con Belice existe una relación cordial y de cooperación entre los actores locales, y lo mismo sucede con Guatemala, pero escasa a nivel de las instituciones formales creadas para tal efecto. La asimetría en la que México ocupa una posición de mayor poder o control por el andamiaje institucional con el que cuenta, incluido un marco normativo y programático, parece ser una desventaja frente a sus contrapartes, aun cuando no sea ése el objetivo; la percepción de ésta genera desconfianza, sobre todo con Guatemala. Pero existe una situación valiosa que destacar y que puede promover esquemas de gobernanza de abajo arriba, toda vez que no hay resultados desde el marco institucional, y ésta se refiere a la cooperación entre comunidades y actores que comparten los recursos hídricos, los cuales, como en el Trifinio, podrían detonar arreglos institucionales legítimos y aceptados por todos. Los actores sociales mexicanos pueden tener mayores injerencias para generar estas condiciones.
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					1 Se realizaron cuatro entrevistas semiestructuradas a los siguientes funcionarios: comisionado de la Comisión Internacional de Límites y Aguas entre México y Estados Unidos (en adelante, cila Norte), comisionado de la Comisión Internacional de Límites y Aguas entre México y Guatemala (en adelante, cila Sur), comisionado de la cila entre México y Belice; jefe de la sección de Gestión Integrada de Recursos Hídricos del Departamento de Desarrollo Sostenible de la Organización de Estados Americanos (oea) y subdirector general técnico de la Conagua, de quien depende la Gerencia de Asuntos Binacionales. Con estas entrevistas se expone el posicionamiento de los principales responsables de la gestión en ambas fronteras. La autora agradece la disponibilidad de los entrevistados para la realización de este capítulo, en el cual, si existen errores de apreciación, son de su exclusiva responsabilidad.

				

				
					2 El agua que recibe México por virtud del Tratado es de 1 850.23 hectómetros cúbicos de agua del río Colorado (Secretaría de Relaciones Exteriores, 2015); esta asignación, sumada al escurrimiento natural del río de 12.52 hectómetros cúbicos, significa una disponibilidad anual de la cuenca de 1 862.75 hectómetros cúbicos, distribuida en 1 645.04 para riego agrícola, específicamente para el distrito de Riego (dr)-014; 65.77 se destinan a uso industrial; 16.20, a uso urbano; 1.25 son de caudal ecológico y 2.08 se destinan a otros usos (imta, 2020).

				

				
					3 El dr-014 consume 88.31% del agua disponible del río Colorado en el lado mexicano; tiene una superficie de 204 036 hectáreas, de las cuales aproximadamente 66% se riega con agua superficial y la parte restante con agua subterránea (imta, 2020); 180 239 hectáreas pertenecen al Valle de Mexicali y 27 726 hectáreas al Valle de San Luis Río Colorado, Sonora (ceabc, 2018).

				

				
					4 En esta convención se dispuso que los Estados Unidos entregaran a México un total de sesenta mil acres pies de agua anualmente, en el lecho del río Grande. Los Estados Unidos asumieron el compromiso de asegurar la entrega de esa cantidad y de distribuirla durante el año en las mismas proporciones que la cantidad de agua que se proyectaba entregar.

				

				
					5 La preferencia en los usos comunes de las aguas internacionales se estableció considerando preferencias de: usos domésticos, agricultura y ganadería, energía eléctrica, otros usos industriales, navegación, pesca y caza, y cualquier otro uso benéfico determinado por la Comisión. El contenido central del Tratado, que era la asignación de las aguas internacionales, se tradujo en una retribución de 431 721 000 metros cúbicos anuales para los Estados Unidos por parte de México, mientras que a México le correspondió un volumen garantizado de 1 850 234 000 metros cúbicos anuales de las aguas provenientes del río Colorado. Respecto del río Tijuana, el Tratado únicamente estableció que la Comisión Internacional de Límites y Aguas emitiría recomendaciones para la distribución equitativa entre los dos países de las aguas provenientes de ese sistema.

				

				
					6 El cauce del río sería cambiado de localización, de manera que se transferiría del norte al sur del río Bravo una superficie de 333 260 hectáreas integrada por 148 115 hectáreas en El Chamizal, 78 170 hectáreas en la parte sur del Corte de Córdova y 106 975 hectáreas al este del Corte de Córdova. La línea media del nuevo cauce del río se estableció como el límite internacional.

				

				
					7 Tuvo como fin resolver los casos limítrofes pendientes de los Cortes de Ojinaga-Presidio, el Corte del Horcón, la Isla de Morteritos y las islas, y para restituir al Río Bravo como límite internacional en los sitios donde se había perdido, entre el Golfo de México y su intersección con la línea divisoria terrestre.

				

				
					8 Los resultados de las discusiones de los ingenieros principales son presentados en informes conjuntos en español y en inglés para ser considerados por los Comisionados. Posteriormente, la cila documenta su decisión formal mediante la firma de un Acta en ambos idiomas, las que son atestiguadas por los secretarios respectivos de la Comisión.

				

				
					9 La Ley de Aguas Nacionales establece la responsabilidad para el Ejecutivo federal de adoptar las medidas necesarias para el cumplimiento de los acuerdos y convenios internacionales en materia de aguas, considerando el interés nacional, regional y público; asimismo, deberá suscribir los instrumentos internacionales en coordinación con la Secretaría de Relaciones Exteriores, e instrumentalizar los lineamientos y estrategias para cumplirlos. En lo que respecta a la Conagua, este organismo deberá programar, estudiar, construir, operar, conservar y mantener las obras hidráulicas federales para el aprovechamiento integral del agua en los casos que correspondan, afecten o repercutan en tratados y acuerdos internacionales en cuencas trasfronterizas.

				

				
					10 “Medidas para concluir el actual ciclo de entregas de agua del Río Bravo sin faltante, para proporcionar apoyo humanitario para el abastecimiento municipal de agua de las poblaciones mexicanas, y para establecer mecanismos de cooperación futura, a fin de mejorar la predictibilidad y confiabilidad de las entregas de agua del Río Bravo a los usuarios de México y de los Estados Unidos.”

				

				
					11 El 7 de diciembre de 1877 ambos países firmaron una convención preliminar sobre límites en la que se estableció enviar la “Comisión Mixta de Reconocimiento de la frontera entre México y Guatemala”; finalmente, el 27 de septiembre de 1882 se firmó el Tratado de Límites, que buscaba terminar amistosamente las dificultades existentes entre ambas repúblicas. Los puntos más importantes que resaltan en este Tratado fueron: la renuncia de la república de Guatemala sobre los derechos del estado de Chiapas y el distrito de Soconusco, sin exigir indemnización. Los límites definidos en el Tratado fueron a perpetuidad.

				

				
					12 En el caso de las relaciones entre México y Belice por aguas transfronterizas, el avance ha sido lento. El Tratado sobre Límites entre México y Honduras Británica, celebrado el 8 de julio de 1893, y la Convención adicional celebrada el 7 de abril de 1897, establecían que para la conservación de las relaciones amistosas era necesario definir con claridad la frontera referida con la Honduras Británica en el Tratado de Límites con Guatemala. Como punto a destacar en el tratado, el Gobierno de México y el Gobierno Británico llevarían a cabo toda clase de esfuerzos por evitar que los indios que viven en los respectivos territorios de los países incursionen en los dominios de la otra parte. Conflictos de este tipo se presentaban a una escala local, interna del país, cuando los pobladores de las cuencas reclamaban los derechos de propiedad de las aguas.

				

				
					13 Previamente, se han adoptado otras normas internacionales, tales como el Convenio sobre la Protección y Uso de los Cursos de Agua Transfronterizos y los Lagos Internacionales, adoptado en Helsinki en 1992, y que entró en vigor en 1996, el cual hace referencia a las aguas subterráneas, aunque no con la referencia específica de la Resolución antes citada. A partir de éste la Comisión Económica para Europa de las Naciones Unidas (unece) desarrolló las Directrices sobre seguimiento y evaluación de aguas subterráneas transfronterizas (2000) y las Disposiciones modelo para las aguas subterráneas transfronterizas (2014). En un principio, únicamente los Estados miembros de la Comisión Económica de las Naciones Unidas para Europa (cepe) y las organizaciones regionales de integración económica constituidas por esos Estados podían adherirse; no obstante, mediante adenda, desde marzo de 2016 todos los Estados miembros de la onu pueden adherirse al Convenio (unece, 2020). Para los países de América éste es un tema que no se aborda aún a nivel político, incluso cuando se han hecho algunos foros gubernamentales propiciados por la unece para que los países, al menos los latinoamericanos, lo suscriban, siendo Perú uno de los promotores. Otro documento internacional es la Convención sobre el Derecho de los Usos de los Cursos de Agua Internacionales para Fines Distintos de la Navegación (A / RES / 51 / 229) de 1997, que entró en vigor en 2014 y hace una referencia limitada a las aguas subterráneas, pues sólo reconoce los acuíferos no confinados.

				

				
					14 Convenio sobre la Protección y Utilización de los Cursos de Agua Transfronterizos y de los Lagos Internacionales que entró en vigor en 1996; la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho de los Usos de los Cursos de Agua Internacionales para Fines Distintos de la Navegación de 1997, o el Derecho de los Acuíferos Transfronterizos, Resoluciones de la Asamblea General de las Naciones Unidas de 2008.
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			VII. El comercio agroalimentario en Norteamérica: implicaciones en el desarrollo sustentable y en la seguridad alimentaria de México

			Antonio Yúnez Naude

			Jhair López López

			María Sabine Santana Sosa

			Introducción

			La tierra no sólo es recurso necesario para la obtención de alimentos, también es la base principal para la vida, al proveer agua fresca, múltiples servicios ecosistémicos y biodiversidad. La tierra produce y retiene gases de efecto invernadero (gei), y juega un papel fundamental en el intercambio de energía, agua y aerosoles entre la superficie terrestre y la atmósfera. La actividad agropecuaria afecta los ecosistemas de la tierra y la biodiversidad, que son vulnerables al cambio climático.

			Según el informe especial de 2019 del Grupo Intergubernamental de Expertos sobre Cambio Climático (ipcc, por sus siglas en inglés) en relación con la tierra y la seguridad alimentaria, en el ámbito global y con variabilidad regional, durante las últimas seis décadas el crecimiento de la población mundial y su demanda de alimentos han impulsado la producción de éstos, y con ello la emisión neta de gei y la pérdida de ecosistemas naturales (bosques, pastizales naturales, pantanos, entre otros) y de la biodiversidad. Asimismo, el cambio en los patrones alimentarios de la población mundial ha provocado aumentos sustanciales en el sobrepeso y la obesidad, aunque prevalece la desnutrición.

			Respecto a la formación natural de suelos, la erosión de éstos causada por la actividad agropecuaria es ahora alrededor de cien veces mayor que la de hace seis décadas. A ello se le suma la erosión provocada por el cambio climático. El calentamiento, la modificación del patrón de precipitaciones y la mayor frecuencia de eventos extremos están reduciendo la seguridad alimentaria (ipcc, 2019).

			Por su parte, y también en el ámbito global, de 2007 a 2016 la agricultura, la ganadería y otras actividades que usan la tierra contribuyeron con 23% de las emisiones antropogénicas de gei: 13% de CO2, 44% de metano (CH4) y 82% del óxido nítrico (N2O) (ipcc, 2019).

			Lo expuesto da cuenta de la vital importancia que tendrá la producción primaria de alimentos a partir del uso sustentable de los recursos naturales y de la reducción de sus emisiones de gei. A ello se le suma la necesidad de que las actividades humanas se adapten a las consecuencias del cambio climático, ya que el fenómeno no desaparecerá al menos en el mediano plazo, aun si se lograse poner en práctica de manera cabal los compromisos internacionales de la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático (onu, 1992) y del Acuerdo de París (onu, 2015).

			En el mundo el crecimiento observado de la producción y el comercio agroalimentario ha aumentado los flujos de gei; además, ha causado, en parte, la sobreexplotación y el deterioro del capital natural. Estos procesos significan que un reto de resolución pendiente es cómo promover la seguridad alimentaria a partir del desarrollo sustentable de la producción agropecuaria.

			Sin lugar a duda, el dilema es aplicable a México, en cuyo caso el diseño y la aplicación de políticas de desarrollo sustentable exigen tomar en cuenta la heterogeneidad con la que se producen alimentos en el país. Nos referimos a la coexistencia de agricultores de corte empresarial y comercial, y de productores en pequeña escala. Una considerable proporción de estos últimos vive en condición de pobreza alimentaria, y está formada por hogares rurales que destinan una gran parte de los alimentos obtenidos por ellos al consumo familiar y de sus animales. Estos hogares diversifican sus actividades económicas y fuentes de ingreso, y una proporción significativa de ellos tiene acceso a la explotación forestal y ha conservado la biodiversidad genética de los cultivos de la llamada milpa (maíz, frijol, calabaza, quelites, etcétera).

			Si bien el sector rural mexicano es heterogéneo, sus componentes tienen vinculaciones con la economía internacional, sobre todo con la de los Estados Unidos de América. Además del comercio agropecuario, tales vinculaciones van desde la migración de mexicanos a ese país y el trabajo de jornaleros en pobreza del sur que se aprovecha en los campos de cultivos de exportación en el centro-occidente de México, hasta la compra de alimentos chatarra por parte de la población rural.

			Lo expuesto da cuenta de lo complejo que es conocer las implicaciones del comercio agroalimentario del México contemporáneo en cuanto al desarrollo rural sustentable y la seguridad alimentaria de sus habitantes. Estudiar estos temas se complica aún más por limitaciones que hay en cuanto a los datos oficiales existentes y las diversas perspectivas en la materia.

			Ante dichas dificultades, nuestro objetivo en el capítulo se circunscribe a proponer una serie de hipótesis sobre los efectos del comercio internacional agropecuario mexicano en la producción interna del sector, en su uso de suelo y agua, y en la se­guridad alimentaria, a partir de las reformas económicas de la década de 1990 y, en particular, durante la vigencia del Tratado de Libre Comercio de América del Norte (tlcan). Con base en este diagnóstico, presentamos una serie de reflexiones sobre las perspectivas que México tiene en cuanto a la sustentabilidad rural, la seguridad alimentaria de sus habitantes y la lucha contra el cambio climático, tomando en cuenta los compromisos internacionales que tiene el país en la materia, en particular, aquéllos provenientes del Acuerdo de París y del Tratado México-Estados Unidos-Canadá (t-mec), de las políticas correspondientes de la actual administración federal y de los posibles efectos de la pandemia provocada por la covid-19.

			El capítulo está dividido en dos grandes partes. En la primera estudiamos la evolución del sector agropecuario en los años de vigencia del tlcan; en la segunda, discutimos los nuevos retos. En cuanto a la primera parte, en su primer apartado presentamos la evolución de la producción interna agroalimentaria, del comercio y de la seguridad alimentaria en México; en el segundo discutimos las consecuencias de los cambios en la producción primaria de alimentos en el uso del agua y el suelo, y en el tercero, las referentes a las emisiones de gei. En la segunda parte del capítulo exponemos las principales leyes mexicanas sobre la materia y, luego, los compromisos internacionales del país en materia ambiental correspondientes al sector agroalimentario, así como aquéllos contenidos en el t-mec. Por último, nos referimos a las tendencias y las perspectivas del desarrollo agroalimentario y rural sustentable. Concluimos el capítulo con una reflexión sobre las opciones de política que tiene México para promover este tipo de desarrollo.

			El sector agropecuario en los años del tlcan

			La producción y el comercio agropecuarios y la seguridad alimentaria

			Las expectativas del gobierno de Carlos Salinas de Gortari (1988-1994) a raíz de las medidas que tomó para liberalizar la economía mexicana y lograr un acuerdo de libre comercio con sus vecinos del norte que incluía al sector agropecuario fueron que con estos cambios México tomaría la senda de un desarrollo económico moderno y sostenido. En el texto principal del tlcan no se incorporaron compromisos medioambientales o laborales sustantivos, aunque se firmaron acuerdos paralelos de cooperación en ambas materias.

			En el aparato gubernamental salinista había consenso en que el tlcan y la liberalización interna —incluyendo la privatización de tierras ejidales— harían crecer el comercio agropecuario, al transformar la estructura y la orientación de la agricultura mexicana de producir cultivos “no competitivos” (cereales y oleaginosas) a especializarse en competitivos (frutas y hortalizas); también se esperaba que tales cambios promoverían la compactación de las propiedades agrícolas y, en el mediano plazo, disminuirían los incentivos a la migración rural a los Estados Unidos. Por su parte, los críticos del tlcan argumentaron que la liberalización comercial provocaría el desplome de la producción de alimentos básicos en México destacando la del maíz.

			Para que la agricultura se adecuara a las nuevas reglas del juego, el gobierno de Salinas implementó políticas de subsidios generalizados al ingreso de la mayoría de los productores de culti­vos no competitivos-básicos y de subsidios a la comercialización de estos bienes para sus medianos y, sobre todo, grandes productores (Yúnez-Naude, Dyer y Hernández, 2020). Estas medidas se diseñaron para la transición, pero los gobiernos siguientes continuaron aplicándolas sin modificaciones sustanciales. A tales subsidios se les sumaron los canalizados al combate de la pobreza rural.

			Las expectativas sobre los efectos de las reformas en el sector agrícola y el tlcan se han cumplido sólo parcialmente, ya que la estructura agraria no experimentó modificaciones sustanciales (por ejemplo, subsisten el ejido y el minifundio), la producción de maíz creció y los hogares rurales que lo cultivan en muy pequeña escala lo siguen destinando al consumo familiar, mientras que la pobreza rural no decreció sustancialmente. Según datos de la Encuesta Nacional Agropecuaria (ena) de 2017 y estimaciones propias, 45% de los productores de maíz (que sigue siendo el cultivo más importante de México) sembró en unidades de producción de menos de dos hectáreas, y más de 80% de la cosecha del grano la destinó al consumo familiar (Instituto Nacional de Estadística y Geografía [inegi], 2019, y Yúnez-Naude y López, 2020).1 En cambio, en materia de migración sí hubo modificaciones notables. Después de un fuerte crecimiento durante los primeros quince años del tlcan, la tasa de migración de trabajadores del medio rural a los Estados Unidos bajó a partir de la segunda mitad de la década del 2000 (Yúnez-Naude, Mora y Govea, 2020).

			Se cumplió más cabalmente la expectativa de un pronunciado crecimiento del comercio internacional agropecuario. Durante la vigencia del tlcan aumentaron significativamente las importaciones mexicanas de cereales, oleaginosas y de carne de ave y cerdos, así como sus exportaciones de frutas y vegetales. México experimentó un boom exportador de estos bienes a mediados de la primera década del siglo xxi, lo que llevó a que este país pasara de tener una balanza comercial agropecuaria deficitaria a una positiva a partir de esa fecha (gráfica VII.1).

			Este notable superávit se debe a la recuperación del crecimiento del sector durante lo que va del siglo (más de 3% en promedio anual, Yúnez-Naude, Dyer y Hernández, 2020), y al marcado crecimiento de las exportaciones de aguacate, cítricos, las llamadas frutas del bosque (frambuesas, fresas, zarzamoras, etcétera) y de jitomate, que siguieron creciendo sustancialmente desde 2008. En promedio, el valor en dólares constantes de las exportaciones de aguacate creció en 6.5 veces de 2008 a 2017 respecto a los quince primeros años de vigencia del tlcan; el de los cítricos, en 2.4 veces; el de las de frutas del bosque se triplicó, y el del jitomate se duplicó (Yúnez-Naude y Govea, 2019).

			Gráfica VII.1

			Comercio internacional de productos agropecuarios, 1993-2019*

			[image: ]

			*Deflactado al considerar el Índice de Precios al Consumidor anual de los Estados Unidos.

			Fuente: elaboración propia con datos de inegi, Banco de Información Económica. Disponible en: https://www.Inegi.org.mx/app/indicadores/?tm=0&t=1100#divFV203914 [consultado el 10 de junio de 2020]. 


			Como para otros sectores de la economía mexicana, los Esta­dos Unidos han sido el principal socio comercial de México en materia agroalimentaria. El peso del comercio de productos primarios de México con su vecino del norte ha sido mayor a 80%, y para el caso del jitomate, de 100% (Yúnez-Naude y Govea, 2019). La integración agroalimentaria de México con los Estados Unidos ha estado acompañada por la creciente participación de empresas multinacionales productoras de semillas (destacando las de granos y oleaginosas); de comercializadoras de cereales y de frutas y hortalizas destinadas a los mercados interno y estadunidense, así como cada vez más de empresas que intervienen en la producción de estos exportables proveyendo tecnología y financiamiento a los agricultores que los cultivan (Yúnez-Naude y Govea, 2019). Es decir, estas empresas están involucradas en el sector agroalimentario mexicano, situación que explica en parte por qué fue fluida la renegociación del tlcan en materia agrícola y por qué se incluyó en el capítulo correspondiente del t-mec una sección sobre biotecnología agrícola.

			Otra de las más importantes expectativas de los promotores de la incorporación de la agricultura al tlcan fue que ello promovería la seguridad alimentaria en México, pues con el tratado se reducirían los precios de los alimentos básicos. Una manera de conocer si esto ha sucedido es recurrir a lo que significa esta noción y contrastarlo con lo sucedido en México.

			La seguridad alimentaria se refiere a la situación en la que todas las personas siempre tienen acceso a alimentos suficientes en cantidad y calidad conforme a sus preferencias, lo que las lleva a una vida activa y sana. Para garantizarla, se requiere de una oferta de alimentos obtenida con base en sistemas de producción sostenibles, adecuada, inocua y oportuna. Las tendencias sobre la incidencia de la pobreza en el país y el aumento en la obesidad de sus habitantes indican que esto no ha sucedido. En efecto, no obstante las políticas sociales aplicadas desde la década de 1990, mientras en 1992 la cantidad de personas en pobreza alimentaria fue de 18.6 millones (21.4% de la población), en 2008 era de 20.8 millones (18.6%).2 Por su parte, a partir de su medición de la pobreza en términos multidimensionales, el Coneval reporta que en 2008 había 23.2 millones de personas con carencia por acceso a la alimentación (21.7% de la población), y que en 2018 esta carencia afectó a 25.5 millones (20.4%).3

			A la inseguridad alimentaria se le han sumado la inadecuada ingesta de comida y la desigualdad en la diversidad de alimentos consumidos: en 2018, 72.5% de la población mexicana mayor a los veinte años tenía sobrepeso u obesidad, y el decil de menores ingresos consumía 6.5 grupos de alimentos básicos de un total de 12, mientras que el del más alto consumía 9.1. A lo anterior hay que agregar que no se ha hecho realidad otra expectativa salinista, la esperada convergencia regional que traerían consigo la liberalización y el tlcan. Por ejemplo, siguen siendo los pobladores del sur los que más padecen la pobreza multi­dimensional, incluyendo la extrema y alimentaria (Coneval, 2019).

			Implicaciones de la dinámica productiva y comercial del sector agropecuario en el uso de recursos naturales

			El funcionamiento interno de cualquier sector que produce bienes y servicios comerciables, es decir, que participa en el comercio internacional, tiene repercusiones en el medio ambiente y en el uso de recursos naturales. Entre los últimos destacaremos al agua y a la tierra por su importancia en la producción agropecuaria.

			En relación con los recursos hídricos está la noción de agua virtual o huella hídrica, definida como el volumen del líquido requerido para producir un bien o servicio; es, pues, un indicador de la cantidad de agua usada en la producción interna y en el comercio (Hoekstra y Chapagain, 2007; Mekonnen y Hoekstra, 2011). La medición de la huella hídrica es fundamental para la agricultura, pues es el sector económico que más recurre a ella: en México recibe más de 75% del agua concesionada por la Comisión Nacional del Agua (cna).

			Durante la vigencia del tlcan, México fue un importador neto de agua virtual, ya que el contenido del recurso en sus importaciones ha superado al de sus exportaciones. Aunque esto siguió sucediendo, debido al cambio en la balanza comercial del sector, el balance promedio de comercio en materia de agua virtual se ha reducido, de un promedio de 21 200 millones de metros cúbicos de agua virtual de 1994 a a 20 600 millones de 2007 a 2017.4

			La superficie total de suelo nacional dedicada a la agricultura creció a 2.7 millones de hectáreas en promedio en el periodo 1994-2018, respecto a 1980-1993. La mayor parte de esta expansión se ha dado en la agricultura de temporal (más de 2.4 millones de hectáreas). No obstante, en los años de vigencia del tlcan el área sembrada con maíz irrigado aumentó en cerca de 300 000 hectáreas y decreció en 228 000 hectáreas en tierras de tempo­ral. De 1994 a 2018 se cultivó en 25% de la tierra agrícola con irrigación (antes del tlcan ocupó en promedio 21%). Por su parte, la proporción del maíz cultivado en con­diciones de temporal sigue siendo muy elevada: de más de 40% entre 2004 y 2018 (de casi 50% en el periodo previo), y continúa ocupando 92% de la superficie cultivada con cereales en condiciones de temporal (arroz, cebada, maíz y trigo en grano, y otros de menor importancia). Esto significa que, en contra de las expectativas de hace treinta años, el maíz sigue siendo el principal producto agrícola en el país.

			En cuanto a los forrajes (alfalfa, sorgo de grano y forrajero, trigo, cebada y maíces forrajeros, pastos y otros), su producción ha crecido en ambos tipos de agricultura, lo cual da cuenta del creciente papel del cultivo de alimentos para ganado en la agricultura mexicana. El área sembrada con frutales (aguacate, cítricos, frutas del bosque, mango, plátano, uva, entre otros de menor peso) y hortalizas (chiles y pimientos, jitomate, pepino, etcétera) también ha crecido en los dos tipos de agricultura, aunque en mucho menor medida la cultivada con hortalizas bajo temporal (en México, la mayor parte de las hortalizas se produce con riego). En cuanto al grupo de cultivos industriales (algodón plumo, cacao, café, caña de azúcar, tabaco, etcétera), el área dedicada a su cultivo no varió durante el tlcan respecto al periodo previo, mientras que la dedicada a las leguminosas (frijoles, habas, lentejas y otros) y a las oleaginosas (semilla de algodón, cártamo y soya, etcétera) decreció, sobre todo en las últimas.

			Si las tendencias expuestas han significado un cambio estructural del sector agropecuario mexicano a partir de las reformas y del tlcan, ello es una cuestión compleja que requiere una investi­gación amplia y rigurosa aún no hecha.5 Lo que puede afirmarse es que el maíz sigue siendo el cultivo por excelencia, y que la producción agrícola se ha reorientado parcialmente a los forrajes, frutas y hortalizas, a expensas de los cultivos industriales (la excepción es la caña de azúcar) y las oleaginosas, procesos que, como discutimos abajo, tienen implicaciones en el uso de recursos naturales y en la seguridad alimentaria.

			En cuanto a otros efectos medioambientales importantes, hay evidencia de que durante el periodo estudiado se ha intensificado el uso de agroquímicos. Datos proporcionados por la fao muestran que en 2009 para la producción agrícola de México se aplicaron respecto a 2000 dos veces más pesticidas y 16% más de fertilizantes nitrogenados, lo cual ha llevado a una mayor degradación de los suelos.6 

			En relación con la eficiencia en el uso de la tierra dedicada a la agricultura, una manera de medirla es calculando la diferencia entre la cantidad de hectáreas cosechadas respecto a las sembradas. Utilizando los datos del siap por régimen hídrico y de cultivos y por grupo de éstos para el periodo de 1990 a 2018 (https://www.gob.mx/siap), llegamos a los siguientes resultados: durante el lapso se redujeron las pérdidas de hectáreas entre el principio y el fin del ciclo agrícola, lo cual indica que, en estos términos, ha mejorado la eficiencia de la agricultura mexicana. Empero, las pérdidas han sido mucho mayores en el caso de los cultivos de temporal, aunque con alzas y reducciones, si dividimos en dos al periodo del tlcan.

			En el caso de los cereales irrigados, de 1990-1994 a 1994-2007 la proporción de pérdidas promedio bajó de 4.3% a 2% y subió a 3.7% en 2008-2018; para los cereales de temporal las proporciones se redujeron durante los tres periodos, de 18.6% a 14.7% y a 9.9%, respectivamente. Un proceso similar al del conjunto de cereales irrigados y de temporal experimentó el maíz en grano, lo cual se debe a su dominancia en la producción de cereales en ambos tipos de agricultura.7

			En cuanto al uso de la tierra y suelo por sector y ecosistema, la información oficial existente es limitada para conocer sus cambios durante los años del tlcan. La proporcionada por el inegi es para 2007 y 2014, y sus datos no son plenamente compa­rables.8 En la tabla VII.1 presentamos una aproximación para conocer dichos cambios. Esos datos indican que en 2007 la agricultura ocupó 15.8% del suelo nacional, porcentaje que en 2014 subió a 16.9%, mientras que decrecieron las participaciones de: los pastizales naturales (en promedio la superficie ocupada por éstos bajó a un ritmo promedio anual de -7.2%), de la selva (-4% anual) y del matorral Xerófilo (-0.8%). La participación del bosque subió levemente (0.4%) y marcadamente la de las áreas sin vegetación (12%) y del suelo urbano (73%). Por último, el área ocupada por cuerpos de agua decreció sustancialmente (cerca de 40%).9

			Por su parte, la Semarnat proporciona datos anuales de 2000 a 2018 sobre cambio autorizado en el uso de suelo forestal (selva, bosque y desierto) para llevar a cabo actividades agropecuarias, obras de infraestructura y otros usos (caminos de acceso, banco de materiales, granjas acuícolas, etcétera). En la tabla VII.2 reportamos las diferencias de los cambios en el uso del suelo según datos de esta institución respecto a los del inegi expuestos en la tabla VII.1. Lo hacemos para el promedio del periodo reportado por el inegi (2007-2014) y para los aspectos en los que la información de las dos instituciones es comparable.10

			Tabla VII.1

			Ocupación del suelo nacional por sector y ecosistema: 2007, 2014 y cambios*

			[image: ]

			Para 2007 se omiten el pastizal inducido y otros tipos de vegetación, y para 2014. El uso forestal y otro tipo de vegetación. No obstante, la distribución es para el total, que calculamos a partir de la extensión del territorio de México, de 196 437 500 de ha 

			Fuentes: para 2007, elaboración propia con base en información de Yúnez-Naude y Aguilar (2012: 16), y para 2014, de inegi (2017). Disponible en: https://www.inegi.org.mx/temas/bosques/default.html#Tabulados [consultado en junio de 2020].


			Tabla VII.2

			Cambio en el uso del suelo de 2007 a 2014: diferencias entre el inegi y la Semarnat

			[image: ]

			* El dato para 2007 se equipara con el rubro pastizales cultivados de la tabla VII.1. 

			Fuentes: (A) Semarnat, Base de Datos Estadísticos del Sistema Nacional de Información Ambiental y de Recursos Naturales (Badesniarn). Disponible en: http://dgeiawf.semarnat.gob.mx:8080/ibi_apps/WFServlet?IBIF_ex=D3_SUELO02_07; suelo”)&IBIC_user=dgeia_mce&IBIC_pass=dgeia_mce&NOMBREENTIDAD=*&NOMBREANIO=* [consultado en junio de 2020; (B), cuadro 1].

			

			La tabla VII.2 indica que la superficie autorizada por la Semarnat para el cambio de uso de suelo difiere sustancialmente de lo reportado por el inegi. En efecto, la extensión autorizada para su uso en actividades agrícola y pecuaria no alcanza 1% de lo reportado por la segunda institución. En el caso de la selva sucede lo contrario, ya que la información sobre superficie autorizada por la Semarnat representa sólo 1.6% de la pérdida del suelo selvático, según datos del inegi.

			En el caso de la selva, la discrepancia puede deberse a que la superficie autorizada excluye las pérdidas provocadas por incendios o plagas. De acuerdo con los datos de la Semarnat, para el periodo 2007-2014 los incendios ocurridos en la superficie arbolada ocasionaron una pérdida de 147 457 hectáreas, y las plagas en los ecosistemas, una de 703 324 hectáreas. Al descontar la suma de estas cifras a los datos del inegi sobre la reducción de la superficie selvática, la pérdida pasa de 1.34 a 0.49 millones de hectáreas. Aunque los datos sobre incendios y plagas cubren extensiones mayores a las ocupadas por la selva, la discrepancia sigue siendo elevada, ya que la pérdida de selva según datos del inegi resulta ser veintidós veces mayor al área autorizada por la Semarnat. Cabe entonces preguntarse si las diferencias que encontramos se deben a la presencia de un agudo proceso de sobreexplotación y destrucción ilícita de la selva.

			Nuestros hallazgos muestran que la dinámica del sector agropecuario a partir de las reformas y la vigencia del tlcan trajo consigo una sobreexplotación de los recursos naturales de México que se ha profundizado desde la segunda mitad de la década del 2000, cuando el sector tuvo ritmos de crecimiento por arriba de los experimentados en los tres quinquenios que le precedieron.

			Emisiones de gei por las actividades agropecuaria y silvícola

			Los principales gei que emite el sector compuesto por la agricultura, la ganadería, la silvicultura y otros usos de la tierra11 son: dióxido de carbono (CO2), metano (CH4) y óxido nitroso (N2O). A diferencia de otras actividades productivas, el sector es también fuente de absorción o sumideros de estos gases, a causa principalmente de los procesos de captación por parte de la vegetación durante la fotosíntesis (Semarnat e inecc, 2018a). En las estimaciones del inecc se considera la absorción de CO2 a partir de lo que se llama 3BTierra,12 cuyo resultado se conoce como emisiones netas, que pueden ser positivas o negativas.

			De acuerdo con información del inventario nacional de gei del inecc, de 1990 a 2017 México aumentó sus emisiones de estos gases en 64.69%, al pasar de 446 098.44 a 734 663.42 Gg CO2eq.13 A partir de los datos, siguiendo los criterios de la Semarnat y el inecc (2018b), en la gráfica VII.2 presentamos las tendencias de las emisiones de gei en los ámbitos nacional y del sector agropecuario, silvícola y otros usos de la tierra (o afolu): las emisiones de todo el país son brutas, mientras que las que corresponden al sector afolu se consideran con y sin absorción 3BTierra.

			Nuestras estimaciones indican que de 1990 a 2017 las emisiones de gei en México han crecido con la excepción de los años de su crisis macroeconómica de 1995, la financiera internacional de 2008-2009 y de 2017. De la gráfica VII.2 también se desprende que, si bien durante el periodo de 1990 a 2015 las emisiones del sector afolu crecieron, su balance siguió siendo negativo, ya que sus emisiones de gei fueron inferiores a su absorción, aunque la diferencia bajó a partir de 2008: de -51 900 a 46 200 Gg CO2eq.14 De lo anterior podemos proponer que la función de la tierra como sumidero se redujo a partir de la segunda mitad de la década del 2000, lo cual coincide con los hallazgos expuestos sobre el aumento en la actividad agropecuaria y la pérdida de la selva.

			Gráfica VII.2

			Emisiones de gei nacionales y del sector agropecuario, 

			silvícola y otros, o afolu*
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			* El eje derecho corresponde a las Emisiones Nacionales Brutas y el izquierdo al resto de las variables.

			fuente: elaboración propia con datos del inecc, Inventario Nacional de gei. Disponible en: https://datos.gob.mx/busca/dataset/inventario-nacional-de-emisiones-de-gases-y-compuestos-de-efecto-invernadero-inegycei [consultado en junio de 2020].


			Extendimos el diagnóstico en materia de emisiones de gei de la agricultura y la ganadería calculando sus cambios previos y durante la vigencia del tlcan. Para tomar en cuenta las implicaciones respecto de la recuperación del crecimiento de estas dos actividades, dividimos en dos al segundo periodo. Los resultados muestran que, mientras las emisiones promedio generadas en todo el país crecieron en promedio durante los tres periodos, las del sector agropecuario decrecieron en el transcurso de los primeros 14 años del tlcan y crecieron a partir de 2008, y que la ganadería (fermentación entérica y manejo del estiércol) es el componente que más contaminó, al mantener una participación de 68% de las emisiones durante todo el periodo estudiado (tabla VII.3).

			Tabla VII.3

			Emisiones promedio de gei (miles de Gg de CO2Eq)

			[image: ]

			* Fermentación entérica y gestión del estiércol.

			Fuente: elaboración propia con datos del inecc, Inventario Nacional de gei. Disponible en: https://datos.gob.mx/busca/dataset/inventario-nacional-de-emisiones-de-gases-y-compuestos-de-efecto-invernadero-inegycei [consultado en junio de 2020].


			En conclusión, mientras que las emisiones de gei de México han aumentado sostenidamente desde la década de 1990, las del sector agropecuario disminuyeron durante los primeros catorce años de vigencia del tlcan y crecieron después. Lo último coincide con el aumento en la producción agropecuaria y, en consecuencia, en el comercio y en la producción de alimentos.

			Retos futuros

			La experiencia de los años de vigencia del tlcan impone el análisis de los retos que nos presentan el cumplimiento de los compromisos adquiridos en el Acuerdo de París y en el t-mec, de los riesgos de impactos negativos sobre el sector agropecuario mexicano que este último conlleva y de las oportunidades que ofrece. Antes de presentar los resultados de este análisis, creemos conveniente una rápida mención de las leyes mexicanas en la materia y de las necesidades de mejoría de éstas y, sobre todo, de su revisión y aplicación efectiva para lograr un desarrollo agropecuario y rural sustentable y un cumplimiento adecuado de los compromisos internacionales adquiridos antes mencionados.

			Legislación mexicana en materia de desarrollo agropecuario y rural sustentable

			Desde la década de 1990, el Congreso de México ha emitido leyes encaminadas al uso racional de los recursos naturales no sólo por razones internas, sino además para cumplir con los compromisos internacionales que ha adquirido a lo largo del tiempo y particularmente en relación con la reducción de emisiones de gei.15 En el último año también se han llevado a cabo algunas modificaciones para adecuarlo a los compromisos adquiridos en el t-mec.

			Por su enfoque en el medio rural, visión e instrumentos para su implementación, destaca la Ley de Desarrollo Rural Sustentable (ldrs), promulgada en 2001. La cobertura de esta ley va más allá de la tradición del Estado mexicano de relacionar lo agropecuario con lo rural; incluye los recursos naturales o capital natural, así como la descentralización y la coordinación intersecretarial de las políticas al campo. Si bien estas características son fundamentales para cualquier política que tenga el propósito de promover el desarrollo sustentable, la ldrs no se ha implementado conforme a sus preceptos (Yúnez-Naude y Aguilar, 2012).

			Además de la Ley General de Cambio Climático de 2012 (a la que se hace referencia en el texto del t-mec, véase abajo), hay otras relacionadas con el medio ambiente y el sector rural, como la Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable; la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección del Ambiente; la Ley de Variedades Vegetales, y la Ley de Bioseguridad de Organismos Genéticamente Modificados (véase abajo). Lo expuesto en las dos secciones previas indica que durante el tlcan, sus propósitos no se han cumplido cabalmente para el sector agropecuario y rural (detalles en Semarnat e inecc, 2019b).

			A lo anterior hay que agregar que hay otras leyes relacionadas con el medio ambiente y los recursos naturales que hacen fricción con los propósitos de sustentabilidad. La Ley de Energía para el Campo promulgada en 2002 y reformada en 2012 promueve el deterioro ambiental, al otorgar subsidios al uso del diésel y de la gasolina para actividades agropecuarias, así como a la energía eléctrica para el bombeo del agua, incluyendo la del subsuelo (Sagarpa, 2012). A los efectos perniciosos de esta ley se suman los incentivos perversos de la Comisión Nacional del Agua (Conagua). Ello debido a que el volumen del líquido concesionado para la irrigación está exento del pago de derechos por su explotación, uso o aprovechamiento. Sólo se le cobra una cuota al productor cuando el volumen que se usa se excede del concesionado.16

			Los compromisos mexicanos conforme al Acuerdo de París y el t-mec en el ámbito agroalimentario

			En cuanto a los numerosos compromisos internacionales en materia de protección ambiental, resaltamos que México forma parte de la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático (onu, 1992) y del Acuerdo de París (onu, 2015), con los cuales se compromete a reducir las emisiones de gei en 50% para 2050. A ello se añaden las provisiones en materia agrícola y ambiental contenidas en el t-mec, en cuyo documento se incluyen dos anexos relacionados con la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente a los que haremos referencia más adelante.

			La Convención Marco fue firmada por México en junio de 1992. Incluye compromisos sobre la conservación del agua, los suelos, la biomasa y los bosques; la promoción de la agricultura, ganadería y silvicultura de manera sustentable, así como la emisión de ordenamientos sobre la adaptación en cuanto a los recursos hídricos de la agricultura y los ecosistemas terrestres afectados por la sequía y la desertificación a causa del cambio climático.

			El Acuerdo de París es más específico que la Convención de la onu. Tiene como propósito reforzar la respuesta mundial a la amenaza del cambio climático, en el contexto del desarrollo sostenible y de los esfuerzos por erradicar la pobreza. En el Acuerdo se añade que las medidas para el logro del propósito serán determinadas en el ámbito nacional y que cada cinco años los países firmantes comunicarán sus contribuciones. Desafortunadamente, los documentos oficiales relacionados con el cumplimiento de México de sus compromisos internacionales no reportan avances en términos cuantitativos (véase abajo, la tercera parte de esta sección).

			A los compromisos multinacionales de México en el ámbito medioambiental se les han sumado los correspondientes al t-mec. Los acuerdos en los temas agropecuario y respecto a cultivos genéticamente modificados están expuestos en el capítulo 3, “Agricultura” del t-mec.17 Los aspectos más relevantes en materia agroalimentaria de productos no procesados se refieren a las políticas internas que pueden distorsionar al comercio del sector, a cuestiones sanitarias y fitosanitarias y a la biotecnología.18

			Políticas internas. En el capítulo 3 se establece que no puede haber subvención a la exportación en ninguna mercancía agrícola destinada al territorio de la otra parte. Si una parte considera que una ayuda de financiamiento para exportaciones otorgada por otra parte resulta o podría resultar en un efecto distorsionante sobre el comercio entre las partes o considera que una subvención a la exportación está siendo otorgada por otra parte con respecto a una mercancía agrícola, podrá solicitar la discusión del asunto con la otra parte. Se permite la imposición de aranceles u otras restricciones a la exportación con el objetivo de prevenir o remediar una escasez crítica, y el país tendrá que notificarlo. Quedan exentos de notificación los productos de los que la parte que quiera imponer la restricción haya sido importador neto en los últimos tres años. En materia de comercio agropecuario entre México y los Estados Unidos, las excepciones podrán favorecer más al segundo país, ya que México es un importador neto de bienes agrícolas estadunidenses, cuyos productores pueden estar recibiendo subsidios (destaca el maíz de los Estados Unidos), mientras que el gobierno mexicano no subsidia a sus exportadores de frutas y legumbres.

			En cuanto a la ayuda interna a productores agropecuarios, en el t-mec se reconoce que éstas pueden ser importantes para el sector, por lo que, si una parte proporciona ayuda a sus productores, ésta podría aplicar sólo aquellas medidas de ayuda interna que no tengan o tengan mínimos efectos de distorsión al comercio o efectos en la producción. Si alguna de las otras dos partes considera que estos subsidios han tenido un impacto negativo en el comercio entre ellas, las partes compartirán entre ellas información pertinente en relación con la medida de ayuda interna y discutirán el asunto con el fin de buscar minimizar dicho impacto. Nuevamente, para el comercio México- Estados Unidos, los precios de garantía para los pequeños y medianos productores de arroz, frijol maíz, trigo y leche establecidos por el gobierno de López Obrador como fundamentales para promover la seguridad alimentaria podrían ser considerados como distorsionantes por el segundo país.

			El ámbito fitosanitario. Entre otras, en el t-mec se establece que las medidas sanitarias y fitosanitarias se emplearán para proteger la vida y la salud de personas y animales. Durante el tlcan, los gobiernos mexicanos privilegiaron la aplicación de estas precauciones a los cultivos de exportación. La voluntad política del Estado mexicano por procurarles a sus habitantes una alimentación más sana será una oportunidad ofrecida por el t-mec. En contraste, y como antaño, el acuerdo en materias sanitarias y fitosanitarias también puede abrir la puerta a que los Estados Unidos lo utilicen para restringir las exportaciones mexicanas de productos frescos (el caso emblemático fue el del aguacate).

			La biotecnología. En la sección B del capítulo agrícola del t-mec se presentan los acuerdos en materia de biotecnología agrícola.19 En su artículo 3.14 se establece que “Las partes confirman la importancia de alentar la innovación agrícola y facilitar el comercio de productos de la biotecnología agrícola” (las cursivas son nuestras; Gobierno de México, 2019). El compromiso puede llevar a que, de haber restricciones del gobierno mexicano a la importación de transgénicos, podrían los socios comerciales de México en Norteamérica considerarlas como una violación al t-mec (véase Hernández, 2019).

			“Facilitar” la entrada a México de transgénicos no excluye al maíz, lo cual tendrá, frente a otros cultivos, más agudas consecuencias negativas para México, y contraviene los propósitos de su gobierno por promover su biodiversidad. Ello debido a que reduciría la diversidad con la que lo cultivan los campesinos me­xicanos, así como la del resto de los cultivos de la llamada milpa (calabaza, frijol, quelites, etcétera). Además, quienes cultiven con semillas transgénicas tendrán que comprarlas a las empresas productoras de semillas genéticamente modificadas. Lo firmado por México en la materia contraviene los propósitos de su gobierno por preservar la riqueza genética con la que sus campesinos cultivan el grano.

			Un caso reciente de las fricciones comerciales ocasionadas por restricciones de México a la importación de bienes agrícolas transgénicos es la queja del representante comercial de los Estados Unidos para el tlcan, Robert Lighthizer. En su audiencia del 16 de junio de 2020 en el Congreso de ese país, expuso que se estaba considerando presentar una queja debido a que durante los últimos dos años México no ha aprobado la importación de productos biotecnológicos estadunidenses, lo cual contraviene sus compromisos en el tlcan. Lighthizer añadió que las bases del gobierno de López Obrador para imponer dicha restricción son “filosóficas”; es decir, carecen de fundamentos científicos.

			Lo expuesto está vinculado con otro aspecto del t-mec: los derechos de propiedad y, en nuestro caso, lo relacionado con las semillas usadas en el comercio agrícola, asunto que, como otros sobre derechos de propiedad, es del interés estadunidense y de empresas multinacionales. La cuestión requiere que México haga adecuaciones a su Ley Federal de Variedades Vegetales, para lo cual el diputado federal de Morena, Eraclio Rodríguez Gómez, presentó una propuesta que los diputados integrantes de la Comisión de Desarrollo y Conservación Rural, Agrícola y Autosuficiencia Alimentaria empezaron a estudiar a mediados de junio de 2020. A diferencia de otras leyes relacionadas con los compromisos de México en el t-mec, aprobadas a fines de ese mes, la reforma a la Ley Federal de Variedades Vegetales quedó pendiente de aprobación.

			En la exposición de motivos, el diputado Rodríguez Gómez especifica que dicha reforma únicamente protege y garantiza el derecho de los obtentores20 de variedades vegetales que hayan sido objeto de un proceso de mejoramiento comprobable. Añade que no busca legislar sobre el acceso a los recursos fitogenéticos, ni tiene competencia sobre organismos genéticamente modificados (Cámara de Diputados, 2020). A nuestro entender y el de otros especialistas, aun cuando lo que se añade sea cierto, la aprobación de la propuesta de reforma a la ley tendrá efectos sobre el acceso a recursos genéticos y en el comercio agrícola de México con su vecino del norte.

			En una entrevista de Greenpeace, el diputado Diego del Bosque Villarreal, miembro de la mencionada Comisión encargada de proponer la reforma a la Ley de Variedades Vegetales, dijo que dicha modificación es con el propósito de hacerla compatible con el Acta de la Unión Internacional para la Protección de Obtenciones Vegetales 1991 (Upov91), que reconoce que las semillas agrícolas pueden patentarse y que obliga a que cada Estado que se adhiera cree los mecanismos institucionales para garantizar el cobro de las regalías de los obtentores. México aceptó participar en Upov91 cuando ratificó el t-mec, pero tiene cuatro años para cumplir con el compromiso. El Upov91 establece que cada Estado adherente debe crear los mecanismos para garantizar a los portadores de las patentes el cobro de regalías como obtentores de variedades vegetales protegidas (Gilet, 2020a).

			Sin embargo, Greenpeace argumenta que la reforma es una puerta de entrada para los transgénicos (Lázaro, 2020) y Malin Jonsson (Gilet, 2020b), de la Fundación Semillas de Vida, y que es parte de campaña Sin Maíz No Hay País”, considera que con la aprobación de la iniciativa de reforma se reconocerán derechos a las empresas trasnacionales que controlan de manera monopólica el mercado de las semillas, para protegerlos, y no los de los campesinos, que han sido los verdaderos desarrolladores de las semillas, y quienes pierden control sobre ellas cuando estas empresas las patentan como propias.

			Desarrollo agropecuario y rural sustentable y reducción de emisiones de gei

			Reflexionar sobre las perspectivas de una producción primaria de alimentos más amigable con el medio ambiente, en particular, en lo relacionado a las emisiones de gei, requiere de datos duros sobre los avances que México ha logrado para cumplir con sus objetivos y compromisos internacionales en la materia. Sin embargo, los documentos oficiales recientes no contienen información precisa al respecto.

			En su evaluación del Programa Especial de Cambio Climático (pecc), el inecc se circunscribe a reportar los avances en la construcción de indicadores del programa para medir sus resultados hacia 2018 (inecc, 2017). Por su parte, en su informe sobre el convenio marco de la onu, la Semarnat y el inecc (2018b) tampoco presentan datos sobre los avances en la mitigación de gei derivados de acciones gubernamentales o privadas.

			Se cuenta, sin embargo, con un estudio del equipo de investigadores para México del Consorcio para la Alimentación y el Uso del Suelo (fable, por sus siglas en inglés), en el cual se sugiere que, en materia de recursos naturales y alimentarios, el país no ha estado cumpliendo con sus propósitos de desarrollo sustentable y de seguridad alimentaria ni con sus compromisos internacionales. En la parte propositiva, fable-México plantea un sendero que puede llevar al país al uso de la tierra y a un sistema alimentario sustentables, a fin de contribuir con los propósitos de política por mitigar el cambio climático y proteger la biodiversidad. Los cálculos de fable-México son para 2020 y los siguientes seis quinquenios que llegan al año 2050, con base en dos escenarios (fable, 2020).

			En el primer escenario, simulan los posibles efectos en la emisión de gei que tendría la extensión de las tendencias de los últimos años experimentadas por México en materia agroalimentaria, al incorporar las acciones para reducir dichas emisiones propuestas por la pasada administración federal. En específico, los supuestos usados para construirlo son: bajo crecimiento de la población; limitaciones a la expansión de la frontera agropecuaria; bajas metas de reforestación; aumento menor a 1% de las áreas naturales protegidas; mantenimiento de la productividad de la actividad ganadera; falta de cambios en la dieta alta en cereales, azúcar, y grasas, en combinación con baja actividad física; aumento en el comercio internacional, y mantenimiento de la eficiencia en el uso del agua (Escenario Tendencial, en adelante). El segundo escenario es el sustentable, basado en la simulación de esfuerzos significativos para adoptar políticas y prácticas sustentables. A diferencia del primero, el sustentable se caracteriza por la mejora en la dieta (mayor ingesta de frutas, vegetales y tu­bérculos y de proteínas en cantidades saludables); una mayor reforestación; ampliación a 30% de la tierra en áreas protegidas; mantenimiento del área dedicada a actividades agropecuarias, pero con un aumento en su productividad, y una mayor densidad de rumiantes por hectárea de pastos (Escenario Sustentable).

			Al comparar los resultados de las proyecciones para el año 2050 del Escenario Tendencial con el Sustentable, fable encuentra que, de seguir el segundo sendero, el sector afolu lograría en 2050 contribuir en un 18% más a reducir sus propias emisiones de gei respecto a las tendencias.

			En su informe, fable concluye que, para lograr sus objetivos de desarrollo alimentario y sus compromisos internacionales de reducción de emisiones de gei, en México se requiere promover un sistema alimentario productivo y sustentable, a partir de políticas que reduzcan las presiones para el cambio de uso de la tierra hacia actividades agropecuarias y que promuevan la extensión de las áreas naturales protegidas, el uso eficiente del agua y el acceso a una alimentación sana de sus habitantes.

			En los ámbitos de comercio y producción interna agropecuaria, en fable se discute la tensión entre el impulso a la autosuficiencia alimentaria de México —que reduciría las importaciones correspondientes—y la necesidad de no expandir la tierra dedicada al cultivo y pastoreo para promover la reducción de emisiones gei y el desarrollo sustentable del sector. Como sería improbable resolver la tensión a partir de aumentos en su productividad y, en particular, para reducir el uso de pastizales dedicados a la alimentación animal, fable propone que México tendrá que recurrir a la importación de leche, carnes y maíz para la alimentación del ganado.

			La inclusión en el t-mec de aspectos ambientales podría contribuir a mejorar las perspectivas de México en la materia. En el documento del acuerdo se incluyen dos anexos sobre la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente (Semarnat, 1988), a lo cual se añade el Acuerdo en Materia de Cooperación Ambiental. Lo anterior significa que en el t-mec se reconoce tanto la importancia del medio ambiente como la de los pueblos indígenas y las comunidades en la conservación de la diversidad; la del uso de mecanismos de participación en la toma de decisiones relativas a la diversidad, y la del intercambio de conocimiento entre los países firmantes (Gobierno de México, 2019).

			El Acuerdo en Materia de Cooperación Ambiental da continuidad a la Comisión para la Cooperación Ambiental (cca), que formó parte del tlcan. En su plan de trabajo la cca, entre otros propósitos, busca promover la gobernanza ambiental; la reducción de la contaminación; la conservación y la protección de la biodiversidad y los hábitats; la gestión sostenible; el crecimiento verde, y el desarrollo sostenible. En el ámbito de los ecosistemas, los objetivos de la cca incluyen el impulso a la conservación, la protección y el manejo sostenible de la flora y la fauna silvestre y sus hábitats. Asimismo, los países firmantes se comprometen a promover la membresía en la cca de organizaciones no gubernamentales, la academia, el sector privado, los pueblos indígenas, los ciudadanos sin afiliación política y los jóvenes (Gobierno de México, 2019, y Cosbey, 2019).

			Reflexiones finales

			Algunas de las expectativas del gobierno de Salinas de Gortari sobre los efectos de las reformas que llevó a cabo y el tlcan se han cumplido y otras no. Respecto a las segundas y en cuanto a temas que hemos estudiado en el capítulo, destacamos la permanencia de la heterogeneidad en la producción primaria de alimentos y la inseguridad alimentaria de los habitantes de México. A lo anterior añadimos que, si bien desde antes de la década de 1990 se han promulgado leyes encaminadas al desarrollo sustentable del país, éstas se han aplicado parcialmente en el mejor de los casos.

			En el ámbito agropecuario, la recuperación del crecimiento del sector y el surgimiento de una balanza comercial favorable al mismo que experimentó México durante los últimos diez años han ocurrido a costa del medio ambiente y de la pérdida de capital natural. Para revertir estas dos últimas tendencias, el Estado mexicano enfrenta desafíos que tiene que atender, a fin de cumplir con parte de los objetivos de desarrollo sustentable y sus compromisos internacionales de reducir las emisiones de gei, así como para promover en paralelo la seguridad alimentaria de sus habitantes.

			A pesar de que componentes de algunas de las leyes mexicanas relacionadas con el uso sustentable de los recursos naturales hacen fricción con los de otras leyes (un ejemplo es la Ley de Energía para el Campo), podemos decir que, en general, México cuenta con legislación cuyo cumplimiento promovería el cuidado del capital natural. Sin embargo, la experiencia del país sugiere que ello es insuficiente: es necesario diseñar políticas viables y aplicables con base en diagnósticos que deben elaborarse con rigor a partir de datos duros históricos y actualizados. Estas políticas eficaces y eficientes para el desarrollo rural sustentable requieren, entre otros elementos, la coordinación de las acciones dentro y entre las secretarías de Estado en los tres ámbitos del gobierno (federal, estatal y municipal), además de una amplia descentralización, como se expone en la Ley de Desarrollo Sustentable. El reto que hay para cumplir con estos requerimientos ha crecido por la reorientación de las políticas para el desarrollo rural de la actual administración federal (Presidencia de la República, 2019).

			La diversidad de los ecosistemas y recursos naturales de México, así como la de quienes habitan en el medio rural hacen necesaria la participación de los últimos en el diseño de las políticas de desarrollo rural, es decir, la inclusión de un enfoque de abajo a arriba (Berdegué, Franco, Gordillo, Robles, Scott, Soloaga, Toledo y Yúnez-Naude, 2015).

			El reto que hay para cumplir con estos requerimientos ha crecido por la reorientación de las políticas de desarrollo agropecuario y rural de la actual administración federal (Presidencia de la República, 2019). Frente a la separación que hubo entre los subsidios a los agricultores comerciales y los canalizados al combate a la pobreza rural durante el periodo de reformas y del tlcan, ahora los primeros están dirigidos a pequeños y medianos productores de cultivos básicos y de leche, a los que se le han añadido acciones para promover actividades agroforestales. El enfoque de la actual administración federal abarca entonces a población rural en pobreza, y algunas de sus políticas vinculan lo productivo con lo social.

			Si bien la reorientación de la política de desarrollo rural puede ser acertada, hasta ahora su diseño e implementación son incipientes. Es el caso de dos programas emblemáticos de la nueva Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural (Sader): Producción para el Bienestar y Precios de Garantía. La diferencia del primer programa respecto a Procampo, aplicado desde la década de 1990, es que las transferencias directas de ingreso a productores de cultivos básicos ahora sólo se aplican a los pequeños y medianos. La limitante en cuanto al cuidado del capital natural es que, como antaño, la recepción del apoyo no está condicionada, por ejemplo, a la aplicación de técnicas de conservación del suelo. Por su parte, el programa Precios de Garantía supone que éstos incentivarán a los pequeños productores a venderle al gobierno lo que cultivan. Es de esperarse que el supuesto no aplique a la gran cantidad de hogares rurales que cultivan maíz para el consumo familiar. Para ellos sería adecuado aplicar una política que los incentive a conservar la biodiversidad del maíz y de otros alimentos que cultivan en la llamada milpa (véase Yúnez-Naude, 2019, y Yúnez-Naude y López, 2020).

			En cuanto a los programas forestales, destaca Sembrando Vida de la nueva Secretaría de Bienestar Social, cuyos propósitos son generar empleo, promover la autosuficiencia alimentaria, aumentar los ingresos de los beneficiarios y reforestar 1 075 000 hectáreas. La población objetivo del programa son sujetos agrarios que habitan en localidades rurales en veinte entidades federativas, cuyos municipios se encuentran en condiciones de rezago social y que son propietarios o poseedores de 2.5 hectáreas disponibles para ser trabajadas en un proyecto agroforestal (Secretaría del Bienestar, 2020). A la fecha no hay reportes oficiales sobre los avances en el cumplimiento de sus propósitos.

			Por lo que se refiere al t-mec, el acuerdo puede ser un impulso para que en México se avance en la implementación de políticas amigables para el medio ambiente, y también para mejorar la seguridad alimentaria de sus habitantes. Hay, sin embargo, varios peligros; entre ellos está la posibilidad de que los Estados Unidos promuevan controversias argumentando que los pre­cios de garantía distorsionan el comercio y afectan sus exportaciones de maíz, trigo, arroz y leche a México, y que hagan lo mismo frente a las restricciones mexicanas de importar semillas de maíz transgénico.

			A estos peligros se le suma uno mucho más agudo: los estragos en la economía y en el bienestar social que está provocando y provocará la pandemia de covid-19. Como sabemos poco sobre sus efectos, lo que podemos preguntarnos ahora es si, por la urgencia de tomar medidas de política pública para mitigarlos y recuperar el crecimiento, se pospondrán aquéllas cuyo propósito es promover la sustentabilidad del desarrollo.
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					1 Véase también Yúnez-Naude y Hernández (2018); Appendini (2010), y Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (Coneval) (s. f.). Si bien los hogares rurales que producen maíz en pequeña escala son los que mantienen la biodiversidad del cultivo, hay evidencia de que ésta se ha reducido (Dyer, López-Feldman, Yúnez-Naude y Taylor, 2014).

				

				
					2 Estimaciones propias a partir de los datos de la Encuesta Nacional de Ingreso y Gasto de los Hogares (enigh).

				

				
					3 Disponible en Coneval (s. f.). La metodología del Coneval para medir la pobreza cambió de usar una línea de pobreza alimentaria a un enfoque multidimensional. La institución reporta sus estimaciones de pobreza multidimensional a partir de 2008, en las que especifica la carencia por acceso a la alimentación.

				

				
					4 Estimaciones propias con base en datos de la Organización para la Alimentación y Agricultura (fao, por sus siglas en inglés) y los cálculos de huella hídrica de Mekonnen y Hoekstra (2011). Las cifras expuestas en los párrafos que siguen también son estimaciones propias, a partir de datos del Servicio de Información Agropecuaria y Pesquera (siap).

				

				
					5 Por ejemplo, Porter (2003) argumenta que la baja elasticidad-precio en la producción de maíz en México explica por qué su oferta en este país se mantuvo durante el tlcan, y propone que, entre otras, las razones de ello se relacionan con fenómenos medioambientales.

				

				
					6 Disponible en: http://www.fao.org/docrep/015/i2490e/i2490e00.htm. Un estudio sobre el tlcan y el uso de fertilizantes en México es el de Vilas-Ghiso y Liverman (2006).

				

				
					7 Sería aventurado argumentar que dichos cambios se deben sólo al tlcan, ya que hay otros fenómenos que podrían explicarlos, como la fuerte dependencia que tiene la agricultura en las condiciones climáticas, sobre todo en la de temporal (abajo discutimos el tema).

				

				
					8 La categorización del inegi de los usos de suelo y vegetación cambió: para 2007 no proporciona datos sobre el sector pecuario y forestal, mientras que sí los hay para 2014. Disponible en: https://www.Inegi.org.mx/temas/bosques/default.html#Tabulados [consultada el 30 de mayo 2020]. La información que hay para el primer año es sobre los pastizales cultivados e inducidos. Por ello, cuando usamos los datos de esta institución, excluimos a los sectores forestal y pecuario. Por su parte, en la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales (Semarnat) y el Instituto Nacional de Ecología y Cambio Climático (inecc) (2018a) hay información sobre la superficie forestal por ecosistema de 1994, y sólo hasta 2011.

				

				
					9 Las tendencias son, en general, similares a las reportadas por Food, Agriculture, Biodiversity, Land-Use, and Energy Consortium (fable) (2020), y sugieren que durante el siglo xxi ha habido una tendencia no sustentable en el uso del suelo. Asimismo, el signo de los cambios según la tabla VII.1 son los mismos a los reportados por la Semarnat y el inecc (2018b: 291, Tabla 3.37).

				

				
					10 Según la Semarnat y el inecc (2018a), el área dedicada a la ganadería es mucho mayor a la que usamos para elaborar la tabla VII.2 a partir de datos del inegi (74.8 y 28.7%, respectivamente). Esto se debe a las discrepancias en cuanto al periodo considerado (2012 a 2016 contra 2007 a 2014) y, sobre todo, a que la Semarnat y el inecc consideran al agostadero —que incluye pastizales naturales— como de uso ganadero y nosotros no. Por falta de datos sobre la proporción de pastizales naturales usados para el pastoreo, no hay manera de hacer precisiones. De todas formas, consideramos que es pertinente la discusión que sigue.

				

				
					11 El ipcc llama a este sector afolu (siglas en inglés). A partir del inecc (2018b), los otros usos del suelo corresponden a tierras gestionadas donde se hayan realizado actividades de producción, ecológicas o sociales (que no incluyen a las forestales y de cultivo).

				

				
					12 Hay seis categorías generales, consideradas como la base para la estimación y la declaración de emisiones y absorciones de gei derivadas del uso de suelo y de los cambios en su uso: tierras forestales, praderas, tierras agrícolas, humedales, asentamientos humanos y otras tierras (aquellas que incluyen zonas de suelo desnudo, roca, hielo, además de todas las zonas de tierras que no pertenecen a las otras cinco categorías de uso de la tierra).

				

				
					13 Los gei están formados por dióxido de carbono (CO2), metano (CH4), óxido nitroso (N2O), hidrofluorocarbonos (hfc) y Fosfofluorocarbonos (pfc). Las cifras son elaboración propia a partir de datos abiertos de México, Inventario Nacional de gei, inecc (https://datos.gob.mx/busca/dataset/inventario-nacional-de-emisiones-de-gases-y-compuestos-de-efecto-invernadero-inegycei, consultado en junio de 2020). Véase también Semarnat e inecc (2018b).

				

				
					14 El inecc no proporciona datos para 2016 y 2017 sobre 3Btierra, por lo que no reportamos el balance neto del sector afolu para esos años. Lo que sí sabemos a partir de la información del inecc es que en 2017 y a diferencia de las emisiones nacionales, las brutas del sector afolu crecieron en 1.87%.

				

				
					15 El compromiso del Estado mexicano es bajar en 50% estas emisiones para 2050 (Gobierno de la República, 2014).

				

				
					16 La cuota es de las más bajas y las contribuciones de los agricultores beneficiados se circunscriben al mantenimiento de la infraestructura para la irrigación (Yúnez-Naude y Aguilar, 2019).

				

				
					17 En textos finales del Tratado entre México, los Estados Unidos y Canadá (t-mec). Disponible en: https://www.gob.mx/t-mec/acciones-y-programas/textos-finales-del-tratado-entre-mexico-estados-unidos-y-canada-t-mec-202730?state=published. En la versión en español del t-mec hay una imprecisión, ya que se usa el término “Agricultura” para referirse a la agricultura y la ganadería (lo mismo aplica para el término agrícola versus agropecuario).

				

				
					18 En lo que sigue, el término “parte” se refiere a alguno de los tres países del t-mec, que es el usado en el documento oficial del Tratado. 

				

				
					19 La biotecnología agrícola se refiere a la manipulación deliberada de organismos con el fin de introducir, quitar o modificar una o más características hereditarias para su uso en la producción agrícola. La biotecnología no incluye a las tecnologías tradicionales usadas en la mejora y la selección.

				

				
					20 Un obtentor es una persona física o moral que mediante un proceso de mejoramiento haya obtenido y desarrollado una variedad vegetal de cualquier género y especie.

				

			

		

		
	
		
			VIII. Minería en México y objetivos del desarrollo sostenible

			Leticia Merino Pérez y Sol Pérez Jiménez

			Introducción

			El artículo 6 de la Ley Minera de 19921 define a la minería en México como actividad de utilidad pública. Con esta Ley, cuya publicación antecedió en dieciocho meses la entrada en vigor del Tratado de Libre Comercio de América del Norte, se inició un nuevo periodo en los cinco siglos de historia minera en el país caracterizado por la presencia de empresas extranjeras en la actividad, por la gran extensión espacial y la larga duración de concesiones y por la intensidad de la extracción.2 Si bien corporaciones internacionales son titulares de la mayoría de las concesiones en el país, varias empresas mexicanas, especialmente los grupos México, Frisco y Peñoles, tienen una participación muy importante en esta actividad y aportan el mayor monto de inversión.3

			En México, como en varios otros países de América Latina, se ha observado en los últimos decenios un auge minero, un aumento notable de la extracción de los variados recursos existentes en la región. La presencia de importantes yacimientos hace de América Latina la región del mundo con mayores reservas de algunos de los minerales de mayor valor, como el oro y la plata, y de otros clave para los procesos industriales: 61% de las reservas mundiales de litio, que se ocupa en la construcción de pilas de almacenamiento de energía, particularmente solar y eólica; 39% de las reservas de cobre, el tercer metal más usado en la industria, en especial en materiales eléctricos y electrónicos; 32% de las de níquel; 25% de las de estaño; 23% de las de zinc, el cuarto mineral más usado en la industria, y 25% de las de molibdeno. A la vez, América Latina y México cuentan con una rica naturaleza; cinco de los diez países de mayor diversidad en el mundo —Brasil, Colombia, Ecuador, Perú y México (Intergovernmental Science-Policy Platform on Biodiversity and Ecosystem Services [ipbes], 2018)— se encuentran en la región, que alberga 57% de los bosques primarios de la Tierra y posee gran parte de las reservas mundiales de agua dulce. En gran medida, esta riqueza es resultado de lo accidentado del territorio y la compleja geología; gran parte de ella se ubica en las cordilleras que atraviesan la región y coincide con la presencia de sociedades y culturas indígenas que han resistido cinco siglos de colonización y despojo.

			En este contexto la conservación de los ecosistemas y recursos naturales enfrenta el enorme costo de oportunidad que representan las ganancias potenciales de la explotación de los minerales del subsuelo, que en las legislaciones de los países latinoamericanos son definidos como propiedad nacional. En la narrativa desarrollista esta paradoja remite al conflicto entre conservación y desarrollo, que desde nuestra perspectiva constituye un falso dilema. Considerar a la minería como sinónimo indiscutible de desarrollo responde al imaginario colonial de los yacimientos minerales como riqueza en espera de ser extraída, y a la ideología nacionalista para la que las decisiones de los gobiernos centrales son siempre garantía del bien común. Este tipo de perspectivas está presente en la ley minera mexicana, que establece que la minería es una actividad prevalente sobre el resto de las actividades económicas4 y propósitos de uso del territorio, a excepción de la extracción de hidrocarburos, en virtud de que responde al interés público.

			La historia de la actividad muestra una realidad diferente; las formas subordinadas en que la minería se ha practicado en México y América Latina, de la colonia a la actualidad, poco han contribuido al bienestar de las regiones donde se extraen minera­les, y tampoco han generado reinversión ni diversificación productivas. Las grandes ganancias mineras de los últimos decenios se han concentrado en cambio en pocas manos, generalmente fuera de las regiones y de los países productores. Por otra parte, la gran capacidad económica asociada a la minería se ha traducido en enorme poder político, “poder para destruir la naturaleza, la vida humana, los derechos y mundos locales que no se alinean con el orden extractivo, sin ninguna responsabilidad real de transparencia o rendición de cuentas” (Bebbington et al., 2020).

			Ante esta situación, la reflexión colectiva y democrática sobre el futuro de la actividad minera en América Latina y, específicamente, en México es más necesaria que nunca (Bebbington et al., 2020). Este trabajo busca contribuir a este esfuerzo, incluyendo, además de una sección introductoria sobre lo sucedido en la región latinoamericana, una caracterización de las contribuciones de la minería al bien público visto en términos de: contribución fiscal, contribución al empleo y al producto interno bruto en México y condiciones de vida para la población en las regiones en que aquélla prevalece. Se presenta enseguida el caso de la extracción de oro, que ejemplifica claramente los impactos, contribuciones y ganancias privados de la gran minería y sus efectos en las poblaciones involucradas. En una tercera sección utilizamos el marco de los Objetivos de Desarrollo Sustentable (ods) 2030 (https://www.undp.org/content/undp/es/home/sustainable-development-goals.html), aprobados en 2015 por la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas (onu), como marco de evaluación de la forma en que la actividad minera en México y la legislación que la fundamenta contribuyen u obstaculizan el logro de esos ods que el Estado mexicano ha aceptado. Hacemos, igualmente, algunas recomendaciones de cambio. Finalmente, presentamos una sección de conclusiones.

			“El auge minero” en América Latina

			El auge minero en la región latinoamericana se presenta en el contexto de lo que se ha calificado como la reprimarización de las economías de los países, impuesto a partir de las décadas de 1980 y 1990, como parte de las medidas de reorientación de la política económica, en el contexto de la renegociación de sus deudas externas y el avance de la globalización (Bebbington, 2009; Svampa y Viale, 2014; Martínez Allier, 2011). Entre esas medidas destacan las políticas de recorte del gasto gubernamental; de control de la inflación y la deuda pública, y de privatización de bienes públicos, desregulación de las actividades económicas y apertura a los mercados globales. Con este pronunciado giro, las principales economías latinoamericanas pasaron, si bien en distintos grados, a insertarse en la economía global prefe­rentemente como proveedoras de commodities, hidrocarburos, minerales y productos agrícolas, cuyos precios se fijan en los mercados bursátiles, y abandonaron el camino de la industrialización para la sustitución de importaciones que habían seguido desde la posguerra.

			La reprimarización de las economías latinoamericanas respondió al crecimiento de la demanda y a altos precios de las materias primas, generados por el fuerte crecimiento de las “economías emergentes”, particularmente, China, a partir de la década de 1990, cuando ese país se convirtió en el mayor consumidor mundial de minerales.5 La mayoría de las inversiones en mineras globales proviene de Canadá, y en su mayor parte estas inversiones canadienses se dirigen a América Latina. Canadá es también el principal inversionista minero extranjero en México.

			Entre 1970 y 2017 la extracción de minerales en América Latina aumentó en 622%, al pasar de 659 millones de toneladas a 3 972. La mayor parte de los minerales de la región y del país se exportan como materia prima y generan muy limitado valor agregado y muchos menos empleos de los que se podrían crear con mayor industrialización. Durante este periodo, la proporción de productos elaborados en las exportaciones minerales de la región ha disminuido radicalmente y es incluso menor que la de África (Bárcenas, 2018).

			La prevalencia de la minería en la región latinoamericana ha favorecido, hasta ahora, procesos de captura de las instituciones por parte de las élites, con lo que ha obstaculizado la construcción de gobernabilidad democrática. En México y en otros países de la región la definición de la minería como “actividad esencial” durante la pandemia de covid-19 expresa la vigencia de este paradigma, que subordina incluso la salud pública a la obtención de ganancias mineras. De ahí que, más que una contradicción entre conservación y desarrollo, la explotación minera en la región se refiere, hasta ahora, al conflicto entre la preservación de bienes públicos —como los sistemas naturales—, los imprescindibles beneficios que éstos prestan a las sociedades (Díaz et al., 2018) y los modos de vida locales, a menudo con potencial de sus­tentabilidad, en oposición a la generación de ingresos privados, altamente concentrados a partir del “extractivismo”.

			Durante el ciclo de precios altos de los commodities, distintos gobiernos de América Latina con orientación socialista incrementaron de forma importante las inversiones en bienes públicos,6 y lograron incluso disminuir —temporalmente— los niveles de desigualdad, pero sin modificar la estructura productiva ni la de la propiedad.7 Al cabo de tres décadas, el ciclo de alta demanda y altos precios de las commodities ha llegado a su fin, y no parece viable que recupere el dinamismo precedente en el mediano plazo. La consecuente reducción de los ingresos fiscales ha restado recursos de los gobiernos para responder a las necesidades de sus poblaciones, de modo que ha erosionado su legitimidad y el propio pacto social, como lo expresa la amplia presencia del crimen en México y Centroamérica, o el vuelco hacia un gobierno populista de extrema derecha en Brasil. Por otra parte, el modelo extractivo ha generado escaso crecimiento económico,8 y ha profundizado las desigualdades históricas generando mayor exclusión (Esquivel, 2015) y un deterioro ambiental sin precedentes que afecta de manera desproporcionada a quienes viven en condiciones de mayor pobreza (Merino, 2019).

			Las contribuciones de la minería a los recursos públicos y a la sociedad de México

			Aunque en México la desindustrialización no ha sido tan intensa como en otros países latinoamericanos, el número de concesiones mineras otorgadas y la extensión afectada han crecido aceleradamente. Durante la administración de Salinas se otorgaron concesiones en 8.9 millones de hectáreas; durante la presidencia de Zedillo se entregaron diez mil concesiones en 34.6 millones de hectáreas; el gobierno de Fox concesionó a la minería 25 millones de hectáreas; Calderón, 35.5 millones, y Peña, 9.9 millones (Pérez Jiménez, 2020). El sentido económico de este amplio concesionamiento radica en la posibilidad de la compra-venta de concesiones9 y de su cotización en los mercados internacionales. A diferencia de lo que sucede en los Estados Unidos y Canadá, la Ley Minera en México permite que una misma concesión incluya actividades de exploración y explotación, sin nece­sitad de ningún trámite adicional para pasar de uno a otro tipo de actividad. La “flexibilidad” de la legislación, los bajos costos del trabajo y la riqueza de los depósitos minerales hacían de México en 2015 el cuarto destino más atractivo para la inversión minera en el mundo (Secretaría de Economía, 2018).

			La minería está presente en treinta y dos estados, pero 66% de esta actividad se concentra en Sonora, Zacatecas, Chihuahua, Guanajuato, Coahuila y Durango. De los proyectos de empresas extranjeras vigentes (2019), la Dirección General de Desarrollo Minero reporta que 78.19% se encuentra en fase de exploración, 10% en fase de producción, 4.3% en fase de desarrollo y 8% ha sido postergado. Por ello, la extracción y sus impactos se incrementarán considerablemente en los próximos años; la mayor parte de los proyectos en fase de exploración pertenecen a compañías canadienses. Además de los metales convencionales, en México abundan minerales utilizados en la tecnología de energías renovables, cuya demanda se incrementará de forma muy importante en los próximos años: aluminio, cromo, cobre, hierro, manganeso, níquel, plomo, zinc, utilizados en las turbinas eólicas y en los paneles solares, que también utilizan plata, y el litio, fundamental en la elaboración de baterías para el almacenamiento de energía.


			Gráfica VIII.1

			Títulos de concesión y hectáreas concesionadas por sexenio

			[image: ]

			Fuente: elaboración propia con base en Secretaría de Economía (2018); Servicio Geológico Mexicano (2020).



			Mapa VIII.1

			Concesiones mineras vigentes en México
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			Fuente: elaboración propia con base en Sistema Integral de Administración Minera (2019).




			En 2018, aunque muchas concesiones se habían cancelado, la superficie concesionada ascendía a 22 millones de hectáreas, 11.2% del territorio continental del país. Además, existen catorce concesiones en mares territoriales, 737 600 hectáreas de superficie marina. Las empresas mineras con actividad en México eran ciento once, con inversiones de 4 897 millones de dólares (Secretaría de Economía, 2018), y doscientas treinta y cuatro extranjeras, con una inversión de 1 404 millones de dólares. De éstas últimas, ciento ochenta y tres eran de capital canadiense, treinta y tres norteamericanas y trece chinas (Cámara Minera de México [Camimex], 2019). Si bien 77% de los proyectos en exploración y 79% de los proyectos en desarrollo son de empresas canadienses, en la actualidad 50% de los proyectos mineros en operación corresponde a compañías mexicanas.

			Gráfica VIII.2

			País de origen proyectos mineros en México
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			Fuente: elaboración propia con base en Secretaría de Economía (2018); Servicio Geológico Mexicano (2020).


			La importante presencia de capital mexicano en la minería no se ha traducido en mayores contribuciones, laborales, ambientales ni fiscales, al país, como lo muestran los tristemente conocidos casos de violaciones a derechos humanos, laborales y ambientales de Pasta de Conchos, Coahuila, en 2006, y Buena Vista del Cobre, Sonora, en 2014, ambos por parte de empresas filiales del Grupo México.

			En 2017 el conjunto del sector minero-metalúrgico aportó 4.9% del producto interno bruto (pib),10 pero la actividad de exploración y explotación de minerales sólo 0.9%, una participación comparativamente menor, respecto a la contribución de la industria manufacturera (19%), el comercio (18%) y la construcción (8%). Es también relevante mencionar que la producción forestal, que contribuye en muchos casos a la protección de los bosques y es realizada en gran medida por ejidos y comunidades agrarias generando empleos y beneficios locales sociales y ambientales, ha llegado a aportar 1.2% del pib (1999), sin haber recibido nunca los apoyos que han favorecido a la minería en México. Las contribuciones fiscales de las empresas mineras son muy reducidas. El pago de los derechos por hectárea es de 5.08 pesos y llega a $111.28 pesos al décimo año; aportan 0.5% del total de la recaudación fiscal. En 2018 el Impuesto Sobre la Renta de las empresas mineras ascendía a 0.28% del total recaudado por el gobierno federal, mientras sus contribuciones a los impuestos Especial sobre Producción y Servicios y al Valor Agregado eran negativas. De este modo, la aportación fiscal de la minería en México es en promedio la mitad de la que esa industria realiza en el resto de los países de América Latina (González, 2018). En cambio, algunos datos indican que entre 2007 y 2019 se entregaron 14 464 millones de pesos de estímulos fiscales a las empresas mineras (González, 2018).11

			Los empleos del conjunto de las industrias extractivas representan 0.66% del total de los empleos registrados por el Instituto Mexicano del Seguro Social. Esta participación contrasta con los empleos que generan las industrias de transformación (27.06%), la construcción (8.42%), la agricultura y la ganadería (3.51%) y los servicios (34.11%) (Olivera, 2019b). Adicionalmente, más de la mitad de los trabajadores mineros son contratados bajo outsourcing, lo que los coloca en condiciones de fuerte vulnerabilidad, considerando los riesgos de la actividad, donde se da 8% del total de las muertes en trabajo en el mundo, a pesar de que esta industria ocupa a 1% de los trabajadores (Pérez Jiménez, 2020).

			Las contribuciones marginales al bien público de las empresas de minería contrastan con sus ganancias. En 2018 se reportó que la explotación de oro generó 112 000 millones de dólares, 80 000 millones la de cobre, 70 000 millones la de plata, 1 600 millones la de plomo y 1 000 millones la de zinc (2015). La mayor parte de estas ganancias no permanece en México. Más de 50% de las exportaciones minero-metalúrgicas se dirige a los Estados Unidos, que importa 80% del oro mexicano, y a China, destino de más de 70% del cobre (Secretaría de Economía, 2012).

			Un cambio muy importante en la explotación minera de gran calado en nuestro país, como en otros, se ha dado a partir de la técnica de minería de cielo abierto que permite explotar yacimientos que se consideraban agotados bajo los parámetros de la minería de túnel (Sonter et al., 2018; García Aguirre, 2012; Centro Mexicano de Derecho Ambiental [Cemda, 2018]). La extracción se basa en la excavación de “tajos” de incluso varios kilómetros de diámetro y más de un kilómetro de profundidad y en el uso de grandes cantidades de agua, mezclada con mercurio y el cianuro, que se inyectan en la roca para separar los metales de interés del resto. Se generan grandes impactos ambientales al removerse completamente la vegetación de las zonas de los tajos, al explotar y contaminar grandes volúmenes de agua y al generar enormes volúmenes de desechos de roca. La minería es el segundo sector productivo de mayor consumo de energía. El agua y la energía en México son bienes de propiedad pública, utilizados intensivamente en procesos productivos que generan enormes ganancias privadas; 80% del oro y casi toda la plata y el cobre en México se extraen mediante esta técnica, a la que también se recurre para la extracción de litio, cuya demanda crece exponencialmente a partir de la transición energética.

			El caso del oro

			De acuerdo con el Instituto Nacional de Estadística y Geografía [inegi] (2019), en 2018 se extrajeron 89 078 kilogramos de oro. De los cuales 90% provino de los estados de Sonora (33.5%), Zacatecas (18%), Durango (16.5%), Chihuahua (12%) y Guerrero (10%). Tan sólo doce empresas fueron responsables de 98.4% de esta producción. Compañías canadienses son responsables de 58% de ella, y Grupo bal, propiedad de Alberto Baillères González, el tercer hombre más rico del país, fue la empresa mexicana que más oro extrajo en México, además de ser responsable junto con Minera Frisco12 de 40.3% de la producción nacional de plata (Pérez Jiménez, 2019).

			En los últimos años la intensidad de la extracción de oro ha sido tal, que en entre 1995 y 2015 se extrajo 5.7 veces más oro y más del doble de plata que durante los trescientos años de la colonia (García Zamora y Gaspar Olvera, 2020). Esto se explica por el hecho de que la mayor parte del oro en México (68% en 2018) fue en minas a cielo abierto, técnica que permite explotar yacimientos de baja ley que se consideraban agotados bajo los parámetros de la minería de socavón (Sonter et al., 2018; García Aguirre, 2012; Cemda, 2018). La extracción se basa, como mencionamos, en la excavación de “tajos”, e implica grandes impactos ambientales al requerir el uso de grandes cantidades de agua y de metales contaminantes, y al afectar la vegetación y generar enormes volúmenes de desechos de roca.

			La extracción de oro es un caso emblemático de los costos ambientales de la minería de cielo abierto: para obtener una onza se utilizan: 40 kilogramos de explosivos y entre 150 000 y 200 000 litros de agua —equivalentes al consumo anual de una familia—, así como 500 litros de combustible que emiten 650 kilogramos de CO2 a la atmósfera y desechan 150 toneladas de roca. Del oro que se extrae mundialmente, 53% se utiliza en joyería y 41% en monedas y reservas bancarias, usos prescindibles con altísimos impactos socioambientales (Pérez Jiménez, 2020).

			Minería y los objetivos de desarrollo sustentable

			Los diecisiete objetivos de la Agenda 2030 de la onu, aprobados por México junto con los otros ciento noventa y dos países miembros, constituyen un marco de referencia sobre el avance de las sociedades hacia la sustentabilidad. Para el análisis de la actividad minera en México, nos parece especialmente relevante considerar el ods 1, fin de la pobreza; el ods 2, hambre cero; el ods 3, salud y bienestar; el ods 6, agua y saneamiento, el ods 10, reducción de las desigualdades; el ods 15, vida de ecosistemas terrestres, y el ods 16, paz, justicia e instituciones sólidas.

			ods 1. Fin de la pobreza

			Puesto que 736 millones13 de personas en el mundo viven en pobreza extrema y 1 300 millones soportan condiciones de pobreza multidimensional, en la Agenda 2030 superar estas condiciones se asume como prioridad en la construcción de un mundo sustentable. En México, según el Consejo Nacional de Evaluación de la Política Social (Coneval), antes de la pandemia por covid-19, 61 millones de personas vivían bajo la línea de pobreza por nivel de ingresos y 21 millones de personas por debajo del nivel de pobreza extrema. ¿Cómo contribuye a la superación de esta realidad la minería, que la ley define como actividad de interés público? En los municipios productores de oro 50% de la población vive en pobreza y 11%, en pobreza extrema; en aquellos donde se extrae plata, 59% de las personas vive en pobreza y 15% en pobreza extrema. Frente a 19% del promedio nacional de población sin acceso a servicios básicos de agua potable y electricidad en las viviendas, 29% de la población de los centros productores de oro y 35% de los productores de plata carecen de acceso a estos servicios (Olivera, 2019a: 181).

			El Fondo Minero,14 mecanismo con el que se plantea compensar a los pobladores de los municipios mineros por las extracciones que se realizan en sus lugares, poco incide en sus condiciones de vida. En 2018, 77.5% se destinó a la Secretaría de Desarrollo Agrario y Territorial y 20% a la construcción de obras de infraestructura a cargo de los gobiernos estatales.15 En 2019 los gobiernos de Chihuahua, Coahuila, Durango, Sonora y Zacatecas reportaron el ejercicio de 66% de los recursos recibidos del Fondo, quedando pendiente reportar el ejercicio de 3 017 millones de pesos, otorgados durante cuatro años (Olivera, 2019b). En 2018 la Auditoría Superior de la Federación reportó que la Secretaría de Economía omitió sancionar a 1 918 concesionarios que incumplieron con el pago de derechos, cuando legalmente se les debió retirar la concesión (Olivera, 2019b).16

			Para cumplir con las metas del ods 1: 1.1, erradicar la pobreza extrema; 1.2, reducir la pobreza en 50%; 1.3, dar protección social universal, y 1.4, garantizar derechos a recursos económicos, propiedad de tierras y recursos naturales, se requiere una importante reorientación de la actividad minera en el país. Debe buscarse asegurar por distintas vías, incluyendo cambios legales, la contribución efectiva de la minería al bienestar social, a partir de una contribución fiscal significativamente mayor, canalizada a los municipios y estados involucrados, de transparencia y rendición de cuentas en el ejercicio de los recursos del Fondo Minero, y de una mucho mayor generación de valor agregado que permita incrementar significativamente el empleo local.

			Tabla VIII.1
 Pobreza y pobreza extrema en los principales municipios productores de oro y plata en México

			[image: ]

			* Produce 15% del oro que se extrae en México.

			** En 10.4% de las familias del municipio, los menores de dieciocho años hacen sólo una comida al día o no comen.

			Fuente: Azamar (2018); Oxfam México (2018); Secretaría de Desarrollo Social (2018).


			ods 2. Hambre cero

			Éste es un objetivo prioritario para México, donde 23.3% de la población padece pobreza alimentaria y 13%, desnutrición crónica, mientras 40% de los alimentos que se consumen son producidos por pequeños productores (Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura [fao], 2013) y cuatro de los cinco millones de productores agrícolas son productores familiares. Entre las metas de este objetivo destacan: 2.1, el fin de la desnutrición, y 2.3, duplicar la productividad agrícola y los ingresos de los pequeños productores de alimentos mejorando su acceso a recursos productivos, como la tierra.

			Los altos niveles de población en pobreza extrema en los municipios mineros refieren a ingresos insuficientes para adquirir la canasta básica alimentaria. El hambre entre los pobladores de municipios donde recursos de propiedad nacional generan ganancias extraordinarias es una condición inaceptable que el marco legal y la política pública deben revertir. Por otra parte, la minería en muchas regiones compite con la agricultura campesina en torno a dos recursos fundamentales: la tierra y el agua. En el caso del acceso a la tierra, la Ley Minera (artículo 19, fracción IV) establece que la Secretaría de Economía puede otorgar a los concesionarios derechos de “ocupación temporal” (por cincuenta años prorrogables a otros cincuenta), cuando no se logren acuerdos de compra o renta de los terrenos, lo que resulta contrario a los derechos definidos en la Constitución Federal y en tratados internacionales reconocidos por México, como el Convenio 169 de la Organización Internacional de Trabajo.

			La competencia por el agua da lugar a conflictos frecuentes, en los que los derechos de los ejidatarios y comuneros son con frecuencia menoscabados. Los casos de los agricultores de la Cuenca del Río Sonora y de los Valles Centrales de Oaxaca ilustran este tipo de confrontaciones. En ambos casos la producción de alimentos dedicados al consumo regional, en los municipios de Banamichi, Ures, Baviácora, Aconchi, San Felipe y Arizpe, en Sonora, y San Martín de los Cansecos, Monte del Toro, El Vergel y Los Ocotes, San Matías Chilazoa, Cerro de las Huertas y Magdalena Ocotlán, en Oaxaca, ha sido seriamente afectada, al privarse a los agricultores del agua que las empresas mineras reciben junto con las concesiones (Gallegos, 2017; Oxfam, 2018). En Sonora los miembros del Comité de la Cuenca del Río Sonora, que agrupa a ejidatarios afectados por el derrame tóxico de la minera Buena Vista del Cobre, sostienen que en su estado la agricultura campesina y no la minería debe ser considerada actividad de utilidad pública.17

			ods 3. Salud y bienestar

			Entre las metas de este objetivo la 3.9, reducir sustancialmente el número de muertes y enfermedades producidas por productos químicos peligrosos y la contaminación del aire, el agua y el suelo, y la 3.2, poner fin a las muertes evitables de recién nacidos y de niños menores de 5 años, son particularmente relevantes para esta reflexión. En las regiones mineras, junto a la escasa cobertura de servicios de salud, los impactos de la contaminación de los cuerpos de agua, el suelo y el aire, constituyen graves problemas de salud pública. La contaminación por mercurio18 y cianuro que se utilizan en los procesos de lixiviación del oro y la plata se asocia con daños renales, neurológicos, reproductivos, con artritis y con cáncer. Zacatecas y Chihuahua, estados prominentemente mineros, tienen la más alta incidencia de enfermedades renales en México (Ollaquindia, 2019) y Zacatecas, una alta incidencia de alteraciones del desarrollo.19 La exploración de minerales utiliza miles de toneladas de dinamita, que libera grandes concentraciones de nitratos y monóxidos de carbono, los cuales contienen minerales tóxicos-radioactivos. Entre ellos es abundante el sílice, que al depositarse en las vías respiratorias provoca silicosis, enfermedad degenerativa e irreversible.

			En Baja California Sur, investigación clínica reporta presencia de arsénico en quienes viven en antiguas comunidades mineras, en niveles doce a trece veces superiores a los que establece la NOM127-SSA (25 microgramos por litro) y treinta a treinta y tres veces mayores al límite que propone la Organización Mundial de la Salud (oms) (10 microgramos por litro).20 Concentraciones mayores a 2.5 microgramos por litro (1.6 litros por día) pueden tener efectos en la salud, a menudo asociados a cáncer (Instituto Nacional del Cáncer, 2015; oms, 2018).

			Los accidentes, asociados con los deficientes mantenimiento e infraestructura, han sido constantes en la minería reciente. Solamente el Grupo México tenía, en 2019, ciento veintisiete infracciones federales por distintos delitos ambientales, incluyendo derrumbes y grandes derrames de tóxicos, entre ellos, el de cuarenta mil metros cúbicos de sulfato de cobre acidulado en los ríos Bacanuchi y Sonora, que afectó a veintitrés mil personas y donde, a seis años del derrame, los enfermos de cáncer y de afecciones en la piel suman cientos. A este daño se suma el mal manejo del Fideicomiso constituido para reparación de los daños, entre ellos, la promesa incumplida de construir un hospital en la zona para atender los problemas de salud como resultado del derrame. Frente a ello, el Comité de Cuenca del Río Sonora ha interpuesto un amparo que ha sido atraído por la Suprema Corte de Justicia de la Nación (Medina, 2020).21 Otro derrame reciente de Grupo México con graves consecuencias ecológicas fue el de tres mil litros de ácido sulfúrico en el Mar de Cortés en julio de 2019. En ese mismo año, se afirma, los derrames de presas de jales mineros (donde se acumulan los lixiviados) eran más de doscientos (Cullell, 2019). El impacto de la actividad minera en la salud por exposición a contaminación es un tema que requiere, de forma urgente, investigación académica independiente, pero debido a los riesgos ya documentados de la minería, el otorgamiento de concesiones y la legislación en la materia deben sujetarse al principio precautorio como guía.22

			La prevalencia de estas afectaciones resulta aún más grave considerando la precariedad del acceso a servicios de salud para la población de las regiones mineras y para los trabajadores de las minas.

			ods 6. Agua y saneamiento

			La disponibilidad de agua renovable en México era de 3 338 metros cúbicos por habitante al año en 2015, calificada como baja por el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (pnud) (Mazari y Noyola, 2019; Comisión Nacional de Derechos Humanos [cndh], 2014), mientras la mayor parte de la actividad minera tiene lugar en los estados del norte, donde existen condiciones de estrés hídrico. Tan sólo en Sonora y Zacatecas las empresas mineras consumen más agua que la población. En México la población recibe solamente 34% del agua que se consume, cuando la recomendación de la onu es dedicar a ese uso 60%.

			Entre las metas relevantes para este análisis que la onu propone lograr para 2030, están: 6.1, el acceso universal y equitativo al agua potable; 6.3, mejorar la calidad del agua reduciendo la contaminación y eliminando el vertimiento y la emisión de productos químicos y materiales peligrosos; 6.6, proteger y restablecer los ecosistemas relacionados con el agua, incluidos los bosques, las montañas, los humedales, los ríos, los acuíferos y los lagos; 6.b, apoyar y fortalecer la participación de las comunidades locales en la mejora de la gestión del agua y el saneamiento.

			Mapa VIII.2

			Acuíferos con déficit hídrico en México y concesiones mineras
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			Fuente: elaboración propia con base en Comisión Nacional del Agua (Conagua) (2018) y Sistema Integral de Administración Minera (siam) (2017).


			En la evaluación del impacto de la minería sobre el agua y de su competencia con los ecosistemas y las poblaciones en torno a ese recurso deben considerarse tres dimensiones: el alto consumo, la contaminación que causa y la destrucción de fuentes de agua (Llano, 2016b). La minería en México se basa en el uso intensivo del agua subterránea, que abastece 50% del consumo del país, donde 20% de los acuíferos está sobreexplotado (Fundar, 2016; Mazari y Noyola, 2019). Las empresas mineras tienen concesiones para el uso de agua en 576 acuíferos con déficit hídrico. Se estima que el consumo anual de agua de la minería es de 437 643 288 de metros cúbicos en 2014,23 equivalentes al consumo anual de 12 millones de personas, cuando en México casi 14 millones de mexicanos carecen de agua en su vivienda (Llano, 2016a). La Secretaría de Economía considera confidencial la información sobre el consumo de agua de la minería.24 La mayor parte del agua concesionada a la minería es hoy propiedad del Grupo México, cuyo uso se estima en 90 616 943 metros cúbicos anuales, seguido por Gold Corp., con 47 656 034 metros cúbicos (Fundar, 2016).

			Las tensiones entre actividad minera y poblaciones locales y regionales en torno al agua tienden a incrementarse a partir de los impactos del cambio climático, que ocasiona periodos de sequía más prolongados. En junio de 2022, en 40% del territorio mexicano se presentaba algún nivel de sequía (Conagua, 2022).

			La Ley Minera vigente (artículo 19, fracciones V y VI) da a los concesionarios derechos para aprovechar sin mayor trámite el agua proveniente del “laboreo de las minas”, y les concede preferencia para obtener concesiones de agua adicionales, más allá del uso minero. Estas fracciones contradicen el artículo 6 constitucional, que reconoce el derecho humano al agua. Alinear la política hídrica con los ods exige modificar la Ley Minera, para que sea congruente con la Constitución y con la jurisprudencia internacional en la materia, al eliminar el trato preferencial a las empresas, sobre todo en condiciones de estrés hídrico. También es importante condicionar el otorgamiento de concesiones de agua a la realización de evaluaciones de impacto sociohídrico. Asimismo, es urgente establecer mecanismos de participación con decisiones de carácter vinculante para otorgar concesiones de agua, conforme a las mejores prácticas internacionales.

			ods 10. Reducción de las desigualdades

			Se estima que el costo de la destrucción ambiental que crea la minería equivale a 40% de la riqueza que genera (Fundar, 2016), pero mientras las empresas se apropian de las ganancias, las altas externalidades negativas de destrucción de la salud ambiental y pública son impuestas a las comunidades y a las regiones mineras. Entre las metas de este ods para el análisis de los impactos de la minería son relevantes: 10.1, un incremento de los ingresos del 40% con menores ingresos mayor al ingreso promedio; 10.3, eliminar leyes, políticas y prácticas que resulten discriminatorias, promoviendo leyes, políticas y acciones apropiadas para la promoción de mayor equidad de oportunidades. Adoptar políticas fiscales, salariales y de protección social que permitan conseguir progresivamente mayor igualdad.

			Los bajos ingresos de los municipios mineros, la prevalencia de la pobreza y la pobreza extrema indican claramente que la desigualdad de ingresos y riqueza entre los actores involucrados en esta producción es abismal, y la meta 10.1 está lejos de cumplirse. En relación con la meta 10.3, debe derogarse el trato preferencial que la Ley Minera concede a las empresas mineras, más que a ninguna otra actividad productiva, en virtud de que resulta contrario a los artículos 2 y 27 constitucionales, y a distinta jurisprudencia internacional adoptada por México. Otros aspectos de la Ley Minera que deben modificarse se refieren a los temas de participación de las comunidades afectadas, y buscan respetar su derecho al consentimiento previo, libre e informado. Debe anularse también el acceso preferente al agua y a la tierra del que hoy se benefician las empresas. Los daños ambientales, a la salud pública y laborales deben ser causales de cancelación de las concesiones. Se requiere manejar en concesiones separadas las actividades de exploración y de explotación, y prohibir la compraventa de concesiones y la especulación financiera con las mismas, que actualmente coloca a las comunidades afectadas en condiciones de fuerte incertidumbre (Peláez y Merino, 2021).

			Las contribuciones fiscales de la minería son menores que las de cualquier otra actividad legal y deben elevarse, al menos al nivel de las del resto de los contribuyentes, considerando su apropiación de bienes nacionales y los pasivos sociales y ambientales que genera. Es ilustrativo el caso del Fondo Minero en Zacatecas, donde en 2014 la minería generó ganancias de 14 765 millones de dólares, y las comunidades afectadas recibieron del fondo 8 centavos por cada 1 000 dólares percibidos por las empresas. También en relación con la meta que nos ocupa, debe eliminarse legalmente la práctica generalizada del outsourcing en esta industria, y concederse a los trabajadores derechos laborales plenos. En las condiciones en que la minería se practica en México, y bajo el marco legal vigente, esta actividad no sólo no contribuye a disminuir la desigualdad, sino que la profundiza drásticamente.

			ods 15. Ecosistemas terrestres

			Retomamos en esta revisión las metas 15.1, asegurar la conservación, la restauración y el uso sostenible de los ecosistemas terrestres, los ecosistemas interiores de agua dulce y los servicios que proporcionan, en particular, los bosques, los humedales, las montañas y las zonas áridas; 15.2, promover la gestión sostenible de todos los tipos de bosques, poner fin a la deforestación; 15.3, luchar contra la desertificación, rehabilitar las tierras y los suelos degradados; 15.4, asegurar la conservación de los ecosistemas montañosos, incluida su diversidad biológica, a fin de mejorar su capacidad de proporcionar beneficios esenciales para el desarrollo sostenible; adoptar medidas urgentes y significativas para reducir la degradación de los hábitats naturales y detener la pérdida de la diversidad biológica.

			La minería está incluida en los planes de manejo de setenta y tres áreas naturales protegidas y seis sitios Ramsar, y abarca sesenta mil hectáreas en concesiones amparadas por la actual Ley General de Biodiversidad. Existen concesiones mineras incluso en las zonas núcleo de las reservas de la biósfera de: el Alto Golfo de California y Delta del Río Colorado, el Pinacate y el Gran Desierto del Altar, el Triunfo, el Vizcaíno, Mariposa Monarca, los Tuxtlas, Río Lagartos, Sierra Gorda y Sierra Gorda de Guanajuato, Chamela-Cutzamala, Manantlán y Ziicuarán-Infiernillo (Llano, 2016a).


			Mapa VIII.3
 Concesiones mineras y vegetación natural
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			Fuente: elaboración propia con base en Boege (2008); inegi (2018), y siam (2019).




			De las concesiones mineras vigentes en 2017, 85% se encuentra en zonas con vegetación natural (bosques, selvas, matorrales y vegetación hidrófila) y hay ochenta y tres concesiones en territorios de pueblos indígenas que coinciden con zonas de alta diversidad biológica (Boege, 2008). En la mina El Boleo se practica minería de cielo abierto dentro de la reserva de la biósfera. Como se ha mencionado, la minería genera deforestación y pérdida de diversidad biológica, además de la contaminación del agua y el suelo, y realiza un alto consumo de energía.25 En las condiciones en que se practica hoy en día, la minería y la legislación minera y ambiental representan fuertes obstáculos para el avance en el ods 15, referente a la conservación de los ecosistemas y servicios ecosistémicos.

			ods 16. Paz, justicia e instituciones

			La gobernanza y la gobernabilidad son temas centrales para un desarrollo sustentable e incluyente que reconoce este objetivo. Para este análisis, retomamos las metas 16.1, reducir significativamente todas las formas de violencia y muertes violentas; 16.6, desarrollar instituciones efectivas, transparentes y con rendición de cuentas, en todos los niveles; 16.7, asegurar en todos los niveles procesos de toma de decisiones responsivos, incluyentes y participativos; 16.10, asegurar el acceso público a información y proteger las libertades fundamentales, de acuerdo con la legislación nacional y los acuerdos internacionales; 16.b, promover y hacer cumplir leyes y políticas no discriminatorias en pro del desarrollo sostenible.

			Los conflictos entre comunidades y empresas mineras son una constante en México y en América Latina que se asocia a la instauración de climas de violencia en esas regiones y de agresiones contra los defensores de las tierras, el agua y los derechos humanos. De 2012 al 31 de diciembre de 2018 se identificaron cuatrocientos sesenta casos de ataques a personas defensoras ambientales. Tan sólo de julio de 2016 a diciembre de 2017 se produjeron veintinueve asesinatos de defensores comunitarios (Cemda, 2017) y en 2019 el Cemda reportó quince homicidios de este tipo. Las mujeres que defienden los territorios, el agua y el medio ambiente enfrentan mayor vulnerabilidad; la violencia generada por combatir los intereses de actores económicos y políticos poderosos se exacerba por la situación de violencia generalizada y violencia de género que se vive en el país. En 36% de estos casos las agresiones provinieron de autoridades gubernamentales; 57% fueron perpetradas por gobiernos estatales, 26%, por autoridades municipales, y 17%, por autoridades del gobierno federal. La Red Mexicana de Afectados por la Minería estima que existían en el país cientos de conflictos de este tipo (Mijangos, 2018), y el Observatorio de Conflictos Mineros en América Latina evaluaba que en 2016 México era el país con mayor número de conflictos mineros en la región Latinoamericana.

			Adicionalmente, la Auditoría Superior de la Federación ha encontrado muchas deficiencias en la recaudación del pago de derechos: la Secretaría de Economía desconoce el nombre y la identificación de 23% de las concesiones mineras en el país, además de que ha omitido sancionar a 9 157 concesionarios que no han cumplido con informar sobre obras, beneficio y destino de los minerales extraídos (Castro, 2018).

			Como se ha expuesto, diversos temas de la Ley Minera son inconstitucionales e inconvencionales,26 particularmente en su carácter prevalente de la minería sobre cualquier otra actividad, en el acceso a la tierra para los concesionarios desconociendo los derechos de propiedad y en el acceso privilegiado al agua. El proceso mismo de otorgamiento de concesiones concedidas por la Secretaría de Economía en un lapso mínimo,27 sin necesidad de estudios ni consultas previas a los afectados, resulta violatorio del artículo 2 de la Constitución; del Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo, específicamente, su artículo 6, que establece el derecho a la consulta previa,28 y de la Declaración de las Naciones Unidas (artículos 19 y 32) sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas (Oxfam, 2018), ambos suscritos por México.

			Conclusiones

			La forma de minería que se ha impuesto en México durante los últimos treinta años es insostenible. La minería en México y en América Latina no ha superado el esquema colonial de enclave, que con frecuencia ha inhibido la diversificación económica y el desarrollo de capacidades productivas. El discurso desarrollista que le da preeminencia sobre el resto de las actividades, considerándola incluso dentro de las industrias esenciales en tiempos de emergencia sanitaria, resulta claramente falaz, de cara a sus mínimas contribuciones al bien público. Los escasos y precarios empleos, la exigua recaudación fiscal, la prevalencia de la pobreza en las regiones mineras, así como los enormes daños ambientales y a la salud pública son injustificables en sí mismos, y aún más frente a las exorbitantes ganancias de las empresas mineras, nacionales y extranjeras.

			A partir del extractivismo, se disputan constantemente el territorio y sus significados: la Ley Minera y las empresas buscan imponer una visión de los territorios vacíos (“terrenos libres”, de “vocación minera”, en palabras de la propia ley), mientras los pobladores reclaman derechos, identidades comunitarias y proyectos alternativos de vida. Enfrentamientos profundamente desi­guales con costos de vidas de miembros de comunidades que el Estado mexicano generalmente falla en proteger.

			La integración de México a los mercados globales como productor de minerales ha destruido modos de vida locales, campesinos y comunitarios, sostén en muchos casos de proyectos de sustentabilidad y gobernanza fundamentales para la reconstrucción de un país asolado por la violencia y carente de esperanza para muchos. En estas condiciones, la minería en el país no sólo no contribuye al desarrollo sustentable, como proponen los ods de la onu a los que el gobierno del país formalmente se ha sumado, sino que esa actividad y la actual Ley Minera constituyen obstáculos contundentes para su logro.

			Es previsible que en los siguientes años la demanda global de metales se intensifique, a partir de la construcción de infraestructura relacionada con el crecimiento de las ciudades y la adopción de tecnologías de energías renovables. Esto producirá mayores tensiones entre empresas mineras y comunidades, las cuales resultan muchas veces irresolubles por el desmedido trato preferencial que el Estado y la Ley Minera conceden a las empresas, con lo cual generan repetidas violaciones a los derechos humanos y violencia generalizada en diferentes contextos comunitarios. Destaca el caso del litio, utilizado en las baterías de almacenamiento de energía,29 y cuyo mayor depósito ubicado hasta ahora en el mundo se encuentra en el estado de Sonora. En condiciones de gobernanza democrática y descentralizada de los recursos minerales, este recurso podría ser una importante palanca de desarrollo regional. No obstante, con muy escaso conocimiento de la sociedad mexicana, se ha iniciado la construcción de la planta Bacanora Lithium-Gangfung Lithium, de capital norteamericano-chino, con una inversión de 3 420 millones de dólares, que planea iniciar operaciones en 2022. De mantenerse la actividad minera en México, debe darse forzosamente sobre nuevas bases sociales, ambientales y políticas, partiendo de un debate nacional, democrático, sobre cuánta minería y de qué tipo requiere el país, para evaluar sus grandes costos y sus precarios aportes (Gudynas, 2015). Las actuales condiciones definitivamente deben transparentarse y revertirse. La transparencia en el sector minero, fundamental para una gestión democrática y sustentable de los bienes de la nación, sigue siendo una asignatura pendiente en el país.
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					1 Vigente a la fecha (2022).

				

				
					2 La Ley Minera establece que las concesiones tienen una duración de cincuenta años, prorrogables a otros cincuenta, vigencia mucho mayor que la de las concesiones en el resto de América Latina, así como la de los Estados Unidos y Canadá (Peláez y Merino, 2021).

				

				
					3 Estas empresas mexicanas operan minas en los Estados Unidos y Perú.

				

				
					4 A excepción de la extracción de hidrocarburos.

				

				
					5 China consume 46% del acero mundial, 48% del aluminio, 46% del zinc, 23% del oro, 50% del níquel y 40% del plomo (Martínez Medina, 2016).

				

				
					6 Los gobiernos de Lula da Silva en Brasil (2003-2010), Morales en Bolivia (2006 -2019), Bachelet en Chile (2006-2010 y 2014-2018) y Correa en Ecuador (2007-2017).

				

				
					7 En México y en Colombia, en ausencia de gobiernos con orientación social, los beneficios sociales de la minería durante el periodo de precios altos estuvieron ausentes.

				

				
					8 Entre 1995 y 2015 el crecimiento anual promedio del país fue de 1%, mientras las fortunas de los cuatro billonarios mexicanos, todos ligados a la minería, creció doscientas cincuenta veces (Saldaña, 2019; Esquivel, 2015).

				

				
					9 La Ley Minera vigente otorga a los concesionarios la capacidad de vender y comprar las concesiones de minerales, e incluso de especular con ellas. Los beneficiarios de concesiones reciben ganancias importantes, incluso antes de iniciar las explotaciones. Es también común que empresas relativamente pequeñas se “especialicen” en tramitar concesiones que luego transfieren a empresas mineras con capacidad de iniciar explotaciones mineras de gran escala (Ley Minera, 1992; Peláez y Merino, 2021).

				

				
					10 Incluye manufacturas a partir de minerales.

				

				
					11 El trato fiscal de excepción que recibe la minería contrasta con el pago de impuestos de las empresas forestales comunitarias, que repetidamente han solicitado, incluso ante la Suprema Corte de Justicia, exenciones fiscales, a partir de su inversión en protección forestal y en obras locales de beneficio social.

				

				
					12 Minera Frisco es subsidiaria del Slim Helú Family Trust. Con información de: https://www.bloomberg.com/research/

				

				
					13 En 2015 el Banco Mundial redefinió el umbral de la pobreza extrema: 1.95 dólares, insuficiente para cubrir las necesidades alimentarias familiares.

				

				
					14 El Fondo Minero se constituye con el pago de derechos por las empresas.

				

				
					15 Los pobladores no participan en las decisiones sobre el uso de los recursos del Fondo Minero, los recursos se invierten muchas veces en construcción de caminos e infraestructura que utilizan las mineras.

				

				
					16 Véase artículo 55, fracción III, de la Ley Minera.

				

				
					17 Trabajo de campo, febrero de 2020.

				

				
					18 Gran parte del mercurio que la minería de oro utiliza proviene de minería artesanal ilegal, que se practica en la Reserva de la Sierra Gorda de Querétaro y no cumple con el Convenio de Minamata, suscrito por México.

				

				
					19 Trabajo de campo de 2017: visita al Centro para Menores con Discapacidad de Comunidades Mineras del Estado de Zacatecas.

				

				
					20 Estudios realizados por Carlos Colín Torres y Murillo, disponibles en: https://www.culcobcs.com/educacion-y-sociedad/mineria-en-la-sierra-de-la-laguna-efectos-en-la-salud-humana/

				

				
					21 Fuente: trabajo de campo, febrero de 2020.

				

				
					22 La Ley Minera establece que son las propias empresas las responsables de las Manifestaciones de Impacto Ambiental (que sanciona la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales [Semarnat]), y que éstas deben realizarse una vez obtenida la concesión. En la Ley Minera las afectaciones al medio ambiente y a la salud o las violaciones de derechos laborales no son causas para retirar o declarar nulas las concesiones, el único motivo es no cumplir con el pago de impuestos o no presentar informes anuales. Las multas que llegan a aplicarse son mínimas; Grupo México pagó una multa por el derrame de 2014 que ascendió a 5% de sus ganancias durante el segundo semestre de 2014.

				

				
					23 Según el Registro Público de Derechos de Agua, este volumen ha sido concesionado a cuatrocientas diecisiete empresas de doscientos treinta grupos empresariales mineros, titulares de mil treinta y seis títulos de aprovechamiento de agua.

				

				
					24 Del mismo modo que el monto de sus ganancias.

				

				
					25 La minería es la segunda actividad industrial con mayor consumo energético (Fundar, 2016).

				

				
					26 Por violar distintas convenciones y acuerdos internacionales firmados por México.

				

				
					27 La resolución de las solicitudes de concesión toma un máximo de dieciséis días hábiles y está sometida a la positiva ficta.

				

				
					28 Que parte de los derechos de tercera generación, garantes de los derechos colectivos.

				

				
					29 El consumo mundial de litio en 2017 ascendió a 214 000 toneladas; se estima que para 2025 alcanzará 669 000 toneladas.

				

			

		

		
	
		
			IX. Tres periodos de la política en torno a los usos del agua en México en el siglo XX

			Luis Aboites Aguilar1

			Introducción

			El siglo xx trajo consigo una profunda transformación del medio natural, gracias al trabajo de la sociedad, potenciado por la generalización de la electricidad y de la energía derivada del petróleo. En esos cien años, la población mundial creció casi cuatro veces y se mantuvo en movimiento constante, como lo revelan las migraciones masivas. Millones abandonaron sus caseríos, pueblos y aun países de origen en busca de acomodo en otros lugares, algunos muy distantes. En un puñado de países ricos el campo se vació, aunque en la mayoría, los más poblados y pobres (sobre todo africanos y asiáticos), la población rural siguió siendo la predominante. Pero la tendencia general se sostuvo y después del año 2000 la población urbana se hizo mayoritaria. Así, por primera vez en la historia humana las ciudades dieron cabida a la mayor parte de la humanidad. Hobsbawm señala que tal es una de las principales singularidades del siglo xx (Hobsbawm, 1996).

			El cambio general tomó diversas modalidades. Una es la historia de Europa occidental y de Norteamérica, de gran avance industrial y urbano aun desde el siglo xix, y otra muy distinta la de zonas situadas en distintos lugares. Pero incluso entre los países más urbanizados existían diferencias notables. Mientras Europa expulsaba migrantes, Norteamérica los recibía. Un estudioso distingue a países con las llamadas “fronteras abiertas” durante el siglo xix (Canadá, los Estados Unidos, Argentina, Australia), de países más poblados, como los europeos, que no vivieron aquella experiencia (Federico, 2009).

			Los usos del agua, ámbito primordial de la relación naturaleza-sociedad, no fueron ajenos a esta historia. Constituyen una ventana que permite adentrarse tanto en la historia mundial como en las modalidades que tomó esa misma historia en diversas latitudes, incluyendo México. En casi todo el planeta se experimentó un aumento sustancial de los aprovechamientos de agua. Tal aumento obedeció no sólo al mayor número de habitantes, sino también al hecho de que esos habitantes elevaron el consumo per cápita. Piénsese en la labor de médicos, maestros y políticos durante el siglo xix en pro de la higiene pública, el baño personal más frecuente y el llamado drenaje “húmedo”, gracias a la introducción del agua potable en el interior de los hogares.2 Sin embargo, la demanda urbana, la industrial incluida, se quedaba corta frente a otro tipo de requerimiento, también propio del siglo xx por su escala: la agricultura de riego. No es comparable la cantidad de agua exigida por una ciudad, por más grande que sea, con el volumen requerido para atender los sembradíos de riego. Siguiendo tales tendencias, y especialmente lo que sucedía en el país vecino del Norte, los Estados Unidos, en México ese tipo de superficie agrícola creció más de cuatro veces entre 1930 y 1990. No en balde los expertos estiman que aún hoy el campo consume más de dos terceras partes del agua que se aprovecha en el mundo; lo mismo ocurre en México. La agricultura de riego fue cuna de grandes innovaciones y de aumentos espectaculares de la productividad agrícola.

			A la luz de esta perspectiva general, aquí se ensaya una caracterización de la dimensión política en tres épocas distintas de los usos del agua en México durante el siglo xx. En nuestro país se repitió la historia del elevado crecimiento demográfico y de la urbanización, aunque de manera más tardía que en los países ricos. También siguió algunas prácticas en el manejo y el uso de este preciado líquido, sobre todo estadunidenses. El periodo de estudio tiene como punto de partida una ley de 1888 y como punto de llegada una declaración presidencial de 2001. Se trata de medidas gubernamentales que se toman aquí como meros indicios de transformaciones de fondo. Éstas son las que importan, no tanto aquéllas. Al caracterizar cada época mexicana, se hará un intento por explicitar sus vínculos con la historia mundial.

			Los tres periodos mexicanos son los siguientes: a) el paso del agua local al agua nacional, 1888-1926; b) el agua para el progreso de la patria, 1926-1980, y c) el agua como amenaza de la patria, 1980-2001. El trabajo concluye con un breve epílogo que reflexiona sobre la pertinencia de extender la última época hasta nuestros días (2021).

			Del agua local al agua nacional, 1888-1926

			En 1888 el Congreso de la Unión aprobó una ley sobre vías generales de comunicación, que paradójicamente no incluía las vías de comunicación propiamente dichas. Su importancia reside en que dio entrada al gobierno federal en el manejo de los usos del agua de todo el territorio nacional, al menos en dos sentidos. El primero tiene que ver con La Laguna, que empezaba a formarse en su sentido moderno. Buscaba restablecer la armonía entre los agricultores de arriba (Durango) y los de abajo (Coahuila) del río Nazas, a propósito de la expansión del cultivo algodonero. Los de arriba pretendían usar mayores volúmenes, hecho que resentían los de abajo. Urgía una autoridad superior que instaurara un nuevo orden, visto el desorden provocado por la creciente demanda de agua de riego. En segundo lugar, la ley es importante porque con ella comenzó una atropellada y confusa historia legal e institucional que con los años dio lugar al agua de la nación. La Revolución de 1910 y la Constitución de 1917 no detuvieron ese movimiento político-jurídico. Al contrario, lo consolidaron, al elevarlo a rango constitucional. El propósito era alcanzar la plena nacionalización del agua, por así decirlo, una tendencia propiciada y posibilitada por la gigantesca escala de los nuevos aprovechamientos.

			Desde fines del siglo xix, en distintos lugares del planeta los usos del agua registraban cambios notables. Hidroeléctricas, obras para el abasto urbano y para la colonización que incluían la apertura de tierras agrícolas eran los ramos principales. Los tres involucraban considerables volúmenes de agua que debían ser controlados por las empresas y regulados por los gobiernos. Grandes hidroeléctricas dieron forma a compañías especializadas en la generación de energía, conducida además a largas distancias. A lo largo del siglo xix, en India y Egipto el gobierno inglés construyó obras para abrir o mejorar zonas agrícolas. En España, Francia y los Estados Unidos se repitió la historia, especialmente en el árido suroeste de este último país, lo que dio lugar al surgimiento del Bureau of Reclamation en la primera década del siglo. El nuevo organismo invirtió recursos públicos en la construcción de presas y canales (Gayol, 1994: 52-95).

			El conflicto lagunero mencionado expresa bien el rumbo de esta historia. El algodón del sur estadunidense brincaba la frontera y se extendía al norte de México, lo mismo a terrenos áridos y sin plagas de Texas, Nuevo México, Arizona y California. En La Laguna se adoptaron variedades texanas, de cultivo anual, a diferencia del árbol o arbusto perenne predominante en el centro y sur de México desde tiempos remotos. La variedad anual requería más humedad, pero a cambio daba mayor rendimiento. El nuevo modo de usar el agua no se limitaba a La Laguna. En otros lugares, empresas industriales y de agricultores también se interesaron en el ramo. Canales cada vez más largos y de mayor capacidad se construyeron en distintos lugares, lo mismo que grandes presas, tanto para abasto urbano como para la generación de electricidad a gran escala (Necaxa, Boquilla). Además de los algodoneros de La Laguna, cañeros de Morelos y Sinaloa y otros agricultores del noroeste se volcaron sobre las corrientes fluviales para ampliar las superficies de riego. Así hizo la familia Cusi en el valle de Apatzingán. Empresas mineras (Parral) y papeleras (Ame­cameca) también se involucraron en los nuevos usos del agua.

			Esas grandes empresas apuntalaron el esfuerzo del gobierno federal por convertirse en la autoridad suprema del ramo. Para sus dueños, resultaba más ventajoso tratar con un solo gobierno, y no con gobiernos estatales y menos aún con los municipios. Era preferible firmar contratos con la Secretaría de Fomento y, después de 1917, con la Secretaría de Agricultura y Fomento.

			Un ingrediente de la nueva autoridad política en el ramo fue la aparición de la jurisdicción federal en materia de aguas y, más tarde, en la Constitución de 1917, el surgimiento de la propiedad nacional, es decir, las aguas de todas aquellas corrientes que servían de lindero internacional o entre estados, o que cruzaban varias entidades federativas o formaban parte de la cuenca de corrientes mayores que desembocaban en el mar. El lector se dará cuenta de que se trata de las corrientes más importantes del territorio nacional. Ello obligó a mirar el punto de origen de los ríos y de sus afluentes. Sobre la hidrografía, resultante de la historia geológica, medida en millones de años, las cuencas comenzaron a existir como criaturas administrativas. Así dio inicio la dificultosa tarea de edificar una autoridad gubernamental empeñada en construir una nueva forma de relación con los usos del agua. Si bien el gobierno federal, según ley de 1888, carecía de la propiedad del agua, sí contaba con la jurisdicción y podía intervenir para regular el uso de las corrientes, dirimir conflictos y, algo fundamental, otorgar nuevas concesiones, De manera gradual se transitó de la jurisdicción a la propiedad, como se aprecia en el artículo 27 de la Constitución de 1917. Sin embargo, la primera ley de aguas de jurisdicción federal, expedida en 1910, permaneció vigente hasta 1929 (Kroeber, 1994; Aboites, 1998).

			No todo era grandes empresas y empresarios. La autoridad federal también comenzó la titánica tarea de imponerse sobre los derechos, usos y costumbres de los vecindarios de pueblos, haciendas, molinos y ranchos que constituían la base de las aguas locales, el modelo vigente desde siglos antes. Se definía ante todo por la pequeña escala de las explotaciones y por estar a cargo de las autoridades locales. A menudo, el peso de la autoridad municipal, de los ayuntamientos, era decisivo; en otros casos, los barrios o juntas de vecinos administraban el uso del agua. En algunos lugares, los derechos provenían de antiguos repartimientos del gobierno colonial, como en el río Cantarranas, en el actual estado de Puebla (Camacho Pichardo, 1998).

			Otra dimensión del cambio local al nacional era fiscal. Con el agua de la nación, los ayuntamientos perdieron una fuente de ingresos, porque las grandes empresas vieron la posibilidad de eludir el pago de derechos de agua a los municipios alegando que el recurso era ahora de jurisdicción federal y más tarde de propiedad nacional. El Archivo Histórico del Agua (aha) contiene abundante información sobre esa transición.

			Ese archivo también contiene documentos referentes a quejas y reclamos de ayuntamientos y vecindarios, a propósito de la decisión federal de cobrar por el uso de las aguas de la nación a partir de 1917. En su afán por promover el crecimiento económico y atraer inversiones privadas más cuantiosas, en un principio el gobierno federal no puso demasiado empeño en la cobranza por el uso del agua. Pero eso cambió en 1917, cuando el gobierno del presidente Venustiano Carranza dispuso la creación de un gravamen específico. Aunque el cobro de éste no se tradujo en elevados ingresos, sí generó una abundante documentación que revela la tensión de la transición del agua local al agua nacional. En 1929 ese gravamen se derogó. Al parecer, en 1934 se estableció de nuevo, pero sólo para la generación de hidroelectricidad; se mantuvo vigente hasta 1972, cuando nuevamente se suprimió.

			Así como debe resaltarse la continuidad de los gobiernos emanados de la Revolución de 1910 con respecto al esfuerzo iniciado en 1888 por construir una autoridad nacional en el ramo, también debe subrayarse la ruptura que significó la redistribución del acceso al agua vía la reforma agraria. En este ámbito, las autoridades federales hicieron una distinción clave: las tierras y demás recursos se otorgaban a los vecinos, no a los municipios. Hacer tal distinción es importante, porque en muchos casos los ayuntamientos cobraban a los vecinos por el uso del agua. Por ello, el agua ejidal, por llamar así a esta modalidad del agua nacional, implicaba otra pérdida de ingresos municipales, pueblerinos. Así, estudiar la administración del agua puede iluminar el despojo de ingresos de los gobiernos locales, algo que caracteriza al siglo xx.

			Está por hacerse la historia de la reforma agraria, derivada de la ley de 6 de enero de 1915 y del artículo 27 de la Constitución de 1917, desde la perspectiva de los usos del agua. ¿Cómo acompañó la demanda de agua a la demanda de tierras? ¿Cómo afectó la dotación ejidal de tierras y aguas el manejo local previo? ¿Propició una mejoría económica-productiva a los ejidatarios al elimi­nar las rentas cobradas por ayuntamientos y aguatenientes? Del alcance de la reforma agraria en materia de aguas no sabemos mucho, por ejemplo, el volumen total de las dotaciones ejidales. ¿Es más o menos equiparable al monto de tierras repartidas? Recuérdese que en 1991, al extinguirse la reforma agraria, la superficie ejidal superaba por poco la mitad del territorio nacional.3 Tampoco sabemos mucho de la suerte de los repartimientos coloniales, tan resistentes a los grandes acontecimientos, como la Independencia, la desamortización liberal y el auge industrial (textil, minero) de las últimas décadas del siglo xix.

			En suma, esta primera época se caracteriza por el aumento sustancial de los usos del agua. Una nueva agua en manos de grandes empresarios privados, nacionales y extranjeros. Además de ellos, pequeños y modestos productores se volcaron sobre las aguas a raíz del ascenso económico general, apuntalado por los ferrocarriles, el aumento de la población y de la economía, de las exportaciones, el surgimiento de nuevas actividades y localidades o por el simple crecimiento de las antiguas ciudades. La Ciudad de México, por ejemplo, pasó de doscientos mil habitantes en 1870 a un millón en 1930.

			Este primer periodo destaca también por la aparición y consolidación del agua de la nación, que significó el inicio de la intervención del gobierno federal en el manejo de las aguas locales. El agua nacional fue y es aún un invento jurídico-político de gran versatilidad e importancia en el arreglo que dio sustento al Estado posrevolucionario. Pero tardó en imponerse y aún es difícil sostener que llegó a alcanzar una auténtica cobertura nacional. Se limitó a las zonas de los grandes aprovechamientos, por ejemplo, los distritos de riego, como se verá en seguida. En otros lugares, los pueblerinos continuaron manejando el agua por su cuenta y riesgo, como ocurría en lugares de Chiapas, Puebla y Chihuahua, pero también lo hicieron de esa manera grandes industriales, como los de Monterrey, ignorando como aquéllos las regulaciones del gobierno federal.4 Aun así un alto funcionario federal, el ingeniero José Hernández Terán, afirmaba orgulloso en 1967 que, gracias a la nacionalización del agua y a la intervención federal, habían cesado los “privilegios ilimitados del uso privado” del agua (Aboites, 1998: 184). En cierto modo, se trata de caracterizar el lugar que ocupaba el gobierno federal en el escenario de los usos de agua; ese gobierno buscaba conciliar el propósito de desarrollo económico con el de justicia social, es decir, con una forma más equitativa de distribución de la riqueza. Todo ello como bastión de la grandeza de México.

			Para el progreso de la patria, 1927-1980

			En estos años, México siguió fielmente el rumbo del mundo, aunque con modalidades propias. En 1926 nació la Comisión Nacional de Irrigación (cni), con el lema “Por la grandeza de México”. Nació como parte de la ley de irrigación con aguas federales. Con ella dio inicio uno de los episodios más conocidos de los usos del agua en México en el siglo xx, a saber, la expansión de la frontera agrícola de riego. Con base en el artículo 27 constitucional, la ley de 1926 dio entrada al gobierno federal en la construcción directa en el ramo. Por ello, la inversión privada en materia de riego con aguas superficiales fue tan escasa. Además de administrar el uso del agua y de asignarla vía el reparto agrario, otro cambio significativo se dio precisamente con la construcción gubernamental de grandes obras de riego, siguiendo también modelos de otras latitudes. De no haber sido así, tal vez, es difícil que los grandes terratenientes hubieran permitido la expansión de la pequeña propiedad y de las dotaciones ejidales.

			La conexión con la historia mundial se fortaleció gracias a la contratación en 1927 de la White Engineering Corp., una empresa privada con sede en Nueva York. Algunos de sus ingenieros habían colaborado en la construcción del Canal de Panamá, inaugurado en 1914. Ese Canal probaba el avance de la capacidad técnica y económica estadunidense, indicio de su ascenso como nueva potencia mundial. Para bien o para mal, México era su vecino. Con la White, México entró a las ligas mayores de la ingeniería hidráulica mundial.

			La ingeniería ganó terreno. Se convirtió en una especie de supremo recurso de la sociedad para aumentar la riqueza de los países. Puentes, rascacielos, túneles, centrales hidroeléctricas, redes de oleoductos, canales y presas se multiplicaron a lo largo del planeta. Con base en nuevas fórmulas de financiamiento (entre ellos, la fiscal, propiciada por la generalización del income tax en estos mismos años), gobiernos y empresas ampliaron de manera sustancial la escala de los aprovechamientos de agua, quizá como nunca antes en la historia humana. En 1935 el gobierno federal estadunidense inauguró la presa Boulder o Hoover sobre el río Colorado, muy cerca de Las Vegas. Esa presa expresaba un patrón dominante en diversos lugares del mundo (Alemania, Italia, La Unión Soviética, España), a saber, el gasto gubernamental nutrido por el argumento científico. De éste provenía la ingeniería de presas, una innovación que trascendía fronteras e ideologías. Hacía pensar que por fin la humanidad domeñaba la naturaleza y la ponía al servicio del progreso de los pueblos (Nisbet, 1996).

			México no fue excepción. Entre 1926 y 1955 el Estado invirtió principalmente en grandes obras de riego haciendo a un lado la hidroelectricidad y la provisión de agua a las ciudades. En esos primeros años (1926-1936) la irrigación gubernamental se concentró en el norte, en especial en dos ríos afluentes del río Bravo, el Salado, en Coahuila y Nuevo León, y el Conchos, en Chihuahua, éste, el principal tributario de aquel río fronterizo. Varias razones explican esa vocación norteña. Una de ellas es que por esas fechas se negociaba un acuerdo general sobre aguas fronterizas con el gobierno estadunidense. Se trataba de ampliar el alcance de la Convención de 1906, referida a un pequeño tramo del río Bravo en torno a Ciudad Juárez-El Paso. Para reforzar la postura mexicana, la cni apuraba los usos del agua en el norte en busca de fortalecer el principio jurídico de “primero en uso, primero en derecho”. El Tratado de Aguas Internacionales entre México y los Estados Unidos, que se firmó el 3 de febrero de 1944, en plena guerra mundial, y entró en vigor el 8 de noviembre de 1945, aún permanece vigente.5

			Otra razón de la preferencia norteña tenía que ver con la promesa de cambio agrario de los vencedores de la Revolución de 1910. La irrigación nació como vía para impulsar la pequeña propiedad mediante la colonización, que a su vez serviría para acabar con los latifundios. La ley de 1926 contenía un mecanismo para alcanzar tal propósito: a cambio de latifundios conformados por agostaderos de baja productividad, la cni otorgaría pequeños predios con riego, de valor equivalente a aquéllos. El punto es que esa vía de cambio agrario se instrumentó preferentemente en el norte del país. El presidente Calles alegaba que en esa despoblada zona abundaban las tierras inexplotadas, así como grupos de arrendatarios y aparceros que con el tiempo podían conformar una nueva clase media agrícola. Sobre esa clase social recaerían dos metas de suyo valiosas: aumentar la producción agrícola y mediar entre terratenientes y agraristas. Mayor producción agrícola y mayor estabilidad social, y de paso fraccionamiento de latifundios. La ecuación perfecta, alegaba la cni. El defecto, sin embargo, era doble; por un lado, el alto costo de las obras y, por otro, su limitado alcance, en contraste con el baratísimo reparto ejidal.

			En 1937, una vez superado el conflicto con el grupo del expresidente Calles, el gobierno cardenista procedió a la construcción de varias obras de gran calado en el norte del país. El Estado mexicano tomaba la estafeta de origen callista y la impulsaba incluso con mayor vigor que antes. En 1937 comenzó la construcción de varias presas, entre ellas, la de El Palmito para La Laguna, La Angostura para el valle del Yaqui y la de El Azúcar para el bajo río Bravo. En 1939 sumó otro proyecto, la presa Sanalona, para el valle de Culiacán. Seguramente el exiliado Calles miraba con regocijo el espaldarazo que su acérrimo enemigo daba al norte.

			Años después se construyeron las presas de Oviáchic y Mocúzari en el sur de Sonora, así como una presa de derivación cerca de Mexicali. En 1953 comenzó la obra de la presa Mahone, sobre el río Fuerte y el largo canal Anzaldúas, en el bajo río Bravo, que abrió doscientas mil hectáreas al riego, casi todas sembradas de algodón. Durante años, el auge mundial de este cultivo dio viabilidad económica a la política irrigadora del Estado mexicano, al menos hasta 1956. Además de la presa Solís en Guanajuato, sobre el río Lerma, también se construyó la presa Falcón, una de las presas internacionales previstas por el tratado de aguas de 1944. Fue inaugurada en 1953; la otra, La Amistad, se concluyó en 1969.

			En 1946 se sustituyó la cni por la Secretaría de Recursos Hidráulicos (srh), de gran poderío presupuestal. La cuestión de las aguas alcanzaba rango burocrático de primer orden, caso quizá único en el mundo en ese momento. Por supuesto, la srh hizo suyo el lema de la cni, “Por la grandeza de México”. Aunque nació con la intención de diversificar la obra hidráulica (agua potable), en sus primeros años mantuvo el énfasis en la irrigación. El impulso gubernamental era espectacular. Con partidas que oscilaban entre 8 y 14% del presupuesto federal durante 1941-1955, se abrieron millones de hectáreas de riego. La apuesta dio frutos. En pocos años los distritos de riego aportaban casi la mitad del valor de las cosechas del país. Pocos gobiernos del mundo podían presumir un logro semejante, conseguido en tan breve tiempo.6

			Además, esta inversión pública cumplía de distintos modos con un propósito fundamental, a saber, la promoción de la inversión privada. El modo más simple ocurría en los distritos de riego y en las ciudades que fungían como cabeceras de las zonas de riego. Localidades como Ciudad Obregón, Mexicali, Torreón, Reynosa y Matamoros crecieron de manera inusitada, y atrajeron la migración interna y el florecimiento empresarial. Pero también se aportó personal técnico de la cni-srh para dar vida en 1947 a la empresa Ingenieros Civiles Asociados, una de las mayores constructoras privadas del país en la segunda mitad del siglo. Nabor Carrillo, Fernando Hiriart y otros se sumaron a la aventura empresarial. Se difundió entonces la mecánica de suelos, especialidad crucial para el diseño de grandes obras de riego y, en general, de infraestructura (puentes, edificios comerciales y residenciales, túneles, trenes subterráneos).

			Sin embargo, la década de 1950, además de muy seca en Norteamérica, presenció el final de la edad de oro de la irrigación gubernamental. El cambio general del país y del mundo impusieron nuevos requerimientos y atrajeron la atención presupuestal, entre ellos la construcción de presas hidroeléctricas, como las de Temascal en Veracruz, Infiernillo en Michoacán y Malpaso en Chiapas. No se olvide que en 1960 tuvo lugar la nacionalización de la industria eléctrica.7

			La caída de la inversión en riego en el norte también obedeció a un cambio en la esfera gubernamental: el gobierno federal puso su mirada en el sur del país, en las zonas tropicales. Está por hacerse la historia acerca del modo en que los ingenieros hidráulicos, pero también grupos políticos y de empresarios, “descubrieron” esa porción del país. A sus ojos, el trópico permanecía en buena medida despoblado e inexplotado, pero contaba con grandes reservas de materias primas, y el agua, entre las más valiosas. Ninguna otra zona registraba tan elevadas precipitaciones ni contaba con ríos tan caudalosos. Surgieron entonces las comisiones de cuenca, primero la del Papaloapan (1947) y luego la del Grijalva (1951), seguidas de otras más. Estas comisiones tenían un claro sello antifederalista, pues delimitaban un espacio a cargo del gobierno federal, sin importar la inclusión de porciones de varias entidades federativas.

			También ganaron preeminencia las obras que enfrentaban el problema de provisión de las zonas urbanas, en vista de su crecimiento explosivo, como en el valle de México. En 1941 se iniciaron las obras para captar las aguas del alto río Lerma destinadas a la capital del país. Años después, en la década de 1960, se puso en marcha un ambicioso plan nacional de agua potable para enfrentar las secuelas de la urbanización en todo el país.

			Por otra parte, la sequía de la década de 1950 acrecentó la extracción de aguas subterráneas. No es que antes no se usaran, pero de nuevo, el cambio, de alcance mundial por lo demás, tenía que ver con la escala. En México ese tipo de agua había pasado de noche al congreso constituyente de 1916-1917, pero el aumento de las extracciones en lugares como el valle de México y La Laguna obligó a incluirla en el artículo 27 constitucional en 1945 (Lanz Cárdenas, 1982: 13). La extracción adquirió ritmos notables en el mundo entero y pronto se regaban extensas superficies agrícolas. En los Estados Unidos destacaba la explotación del acuífero Ogallala, localizado entre Texas y Dakota del Sur. Muy pronto se entendió a fondo que el agua subterránea, aunque invisible, no era infinita y sí en extremo frágil.

			El agua del subsuelo no sólo se empleó para el riego agrícola. Durante las décadas de 1960 y 1970 numerosas localidades urba­nas de todos tamaños perforaron pozos para satisfacer la demanda de agua potable. Un pozo era más barato que una presa y, además, resolvía la escasez en un plazo más corto. El gobierno federal, consciente de la incapacidad financiera y técnica de los muni­cipios, intentó resolver el déficit, en algunos casos mediante Banobras, un banco gubernamental fundado en 1934. También se formaron más de setecientas juntas federales de agua potable de la srh en localidades grandes y medianas. Pero a mediados de la década de 1970 el gobierno federal tiró la toalla en este ramo. Empezaba a fraguarse la descentralización y, más allá, la transformación radical del agua de la nación, según se verá.

			La baja presupuestal en el rubro rural y, en particular, en materia de riego repercutió con fuerza en la agricultura. Todavía a mediados de la década de 1960 México exportó miles de toneladas de trigo y maíz. Pero a la vuelta de pocos años las exportaciones cedieron su lugar a crecientes importaciones. No ayudaba que las nuevas obras de riego eran más difíciles y costosas. Las más sencillas, entre ellas las del noroeste, ya se habían construido. El proyecto Pujal-Coy, en San Luis Potosí, muestra esas dificultades, incluida la oposición de los caciques locales. Aunque las superficies bajo riego no dejaron de crecer (llegaron casi a cinco millones de hectáreas en 1980, la tercera parte de ellas con aguas subterráneas), lo cierto es que la agricultura exhibía signos de estancamiento, por razones técnicas, comerciales y de política agrícola. La exportación agrícola se había desplomado y el gobierno federal había dejado de invertir en el campo, al menos desde mediados de la década de 1950. Así que el campo dejó de cumplir con dos funciones que habían ayudado a financiar la industrialización: la producción de alimentos baratos y suficientes, y la generación de divisas. En 1980 inició un periodo de casi cuarenta años de déficit de la balanza comercial agrícola. Desde entonces, la economía nacional se vio obligada a sostener al campo. De paso, el agua empezaba a dejar de ser bastión de la grandeza nacional.

			Amenaza de la patria, 1981-2001

			En 2001, el gobierno de Vicente Fox, el primer presidente de la república surgido de la oposición desde la fundación del partido gubernamental en 1929, declaró que el agua era asunto de seguridad nacional.8 En menos de veinte años el agua pasaba de ser motor de la grandeza de la patria a componente de la seguridad nacional. ¿Cómo se transitó de una noción a otra? En lo que resta del trabajo, se ofrecerán algunos elementos que pueden ser útiles para armar una respuesta.

			Varios acontecimientos mundiales y nacionales de la década de 1970 aceleraron el abandono del modelo irrigador, el principal ingrediente del agua entendida como bastión de la patria. El declive venía desde antes, pero el año de 1973 lo aceleró. En octubre, una nueva guerra árabe-israelí provocó un alza generalizada de los precios del petróleo. El encarecimiento de los combustibles agravó las turbulencias económicas que sacudían a la economía mundial. También fortaleció las voces que reclamaban mayor atención a la dimensión ambiental del crecimiento económico. La Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente Humano, celebrada en Estocolmo en junio de 1972, se considera como el punto de partida de la preocupación moderna en torno al medio ambiente (Urquidi, 2007: 49-50). El planeta sufría las consecuencias de la acelerada industrialización, de la urbanización y de la expansión de la sociedad de consumo. Poco a poco, el paradigma científico, expresado por expertos, pero también por políticos y empresarios, esencial para argumentar el progreso de la humanidad vía la industrialización, enfrentó cuestionamientos severos, algunos de ellos como resultado de investigaciones científicas de sólida fundamentación.

			La preocupación por el medio ambiente en materia de aguas ganó adeptos. Daba la razón a las tímidas posturas que desde antes subrayaban la gravedad de las secuelas de la sobreexplotación y la contaminación de corrientes y cuerpos de agua. En diversos lugares del planeta el acelerado aprovechamiento de aguas superficiales y subterráneas cobraba factura y ofrecía pruebas de su fragilidad. La entonces inminente desaparición del Mar Aral, situado en la extinta Unión Soviética, se citaba con frecuencia.

			De nueva cuenta, México no fue excepción. A principios de la década de 1960 se supo de dos pésimas noticias: por un lado, la intrusión de agua de mar en los acuíferos cercanos a la costa en Sonora y Baja California Sur, que inutilizaba las tierras de cultivo, y, por otro, el elevado contenido de arsénico del agua extraída de los pozos de la Comarca Lagunera. El Instituto Nacional de Nutrición documentó los daños de la población consumidora de ese lugar, que enfermaba de arsenicismo. Por el agua salada, el distrito de riego de la Costa de Hermosillo empezó a perder superficie de cultivo desde 1971; en 1990 tal baja llegó a la mitad de la antigua superficie regada. Fue otra señal que indicaba que el tiempo de la expansión acelerada de los aprovechamientos subterráneos llegaba a su fin (Moreno Vázquez, 2006). Frente al vendaval que exhibía la relación naturaleza-sociedad, el Estado mexicano, como cualquier otro, parecía empequeñecer. Expedir una nueva ley de aguas en enero de 1972 aparecía como un gesto más bien simbólico, pero inútil.

			Un acontecimiento administrativo dio fuerza al vendaval. En 1976 la srh se extinguió y sus restos se integraron a la nueva Secretaría de Agricultura y Recursos Hidráulicos (sarh). La srh, que ahora parecía redundante, se sumó a la débil Secretaría de Agricultura y Ganadería. Quizá algunos ingenieros de la srh, incrédulos y dolidos, explicaron su caída como parte del declive irrigador (y rural) iniciado desde mediados de la década de 1950 (Delgado Zepeda, s. f.). A la nación, incluido el Estado, le interesaba cada vez menos el campo y menos aún la costosa irrigación. En su lugar, la generación de electricidad y el abasto de agua potable a las ciudades absorbían el presupuesto, una tendencia que venía de antiguo. Debe subrayarse el avance de la co­bertura de los servicios de agua potable y alcantarillado, y la re­ducción del porcentaje de población carente de esos servicios. Del mismo modo, se construyeron dos grandes presas hidroeléctricas más para aprovechar el abundante caudal del río Grijalva, La Angostura y Chicoasén. Con ellas y con la de Malpaso, Chiapas se convirtió en importante fuente de energía eléctrica para un país que estrenaba su interconexión (casi) nacional. Como ocurría con el agua potable, crecía el porcentaje de mexicanos con servicio eléctrico. Al final de la década de 1970, el gobierno federal empezó la construcción del complejo y muy caro proyecto Cutzamala, para llevar aguas superficiales al sediento valle de México. Los hundimientos registrados desde la década de 1920 en la capital del país, por la acelerada extracción de agua del subsuelo, constituían otro indicio de su fragilidad o vulnerabilidad. Por lo pronto, obligaban a captar y conducir agua de lugares distantes y a elevarla mediante un costoso bombeo eléctrico. Quince años antes se había construido el drenaje profundo (1967-1974), otra obra monumental.

			Si bien durante la década de 1970, debido al endeudamiento externo y al auge petrolero, el gobierno federal intentó revertir el declive presupuestal en materia rural y de riego, lo cierto es que el descenso resultó imparable. Todavía en marzo de 1980 un orgulloso y petrolero presidente de la república ponía en marcha el Sistema Alimentario Mexicano, para resolver la mala situación productiva y alimentaria del país. Pero fue un acto retórico. A partir de junio de 1981 el mundo financiero se le vino encima al país.

			La debacle se originó en los cambios de la economía mundial, en este caso, por la coincidencia de la baja de los precios petroleros y el alza de las tasas de interés, una pinza frente a la que países como México poco podían hacer, salvo padecerla. Al gobierno federal no le quedó más remedio que reducir su gasto y enfrentarse al pago de una deuda externa que había crecido diez veces desde 1970. No había con qué pagar, declaró el secretario de Hacienda en agosto de 1982. El nuevo gobierno federal (1982-1988) heredó ese escenario y actuó en consecuencia. Detuvo el crecimiento de la economía mediante reducciones draconianas del gasto público, de los salarios, de precios agrícolas y de las importaciones. Numerosos organismos gubernamentales se extinguieron, entre ellos, las comisiones de cuenca. Por un acuerdo con el Fondo Monetario Internacional, que a su modo acudió en auxilio del país, el gobierno federal se vio obligado a reducir el déficit fiscal de 17% del producto interno bruto (pib) en 1982, a 3.5% en 1985. De esa manera, las aguas mexicanas, tan moldeadas por la inversión federal en las décadas anteriores, al compás de la tendencia mundial, sufrieron una embestida formidable, definida por la baja de la inversión pública y sus secuelas en la actividad privada. Así se lee en un libro conmemorativo del sexenio 1982-1988. Todavía cabe preguntarse con qué dinero se continuó la construcción de grandes obras, como una presa en Sinaloa, o la de Cerro Prieto en Nuevo León, el acueducto Mexicali-Tijuana y el proyecto Cutzamala.9 Si la década de 1980 se conoce en América Latina como la década perdida, en México hay buenas razones para llamarla de ese mismo modo. Por lo pronto, en esos años se registraron retrocesos en la cobertura del agua potable y alcantarillado en ciudades medias. No sobra agregar que el gobierno federal, cercado por la crisis económica, la alta inflación y las exiguas finanzas públicas, no sólo consolidó la tendencia previa hacia la descentralización, iniciada con timidez en materia de agua potable desde 1975, sino que retomó la vieja idea carrancista de cobrar por los usos y aprovechamientos del agua. En ese momento, fueron cobros discretos, pequeños.10

			Al final de la década de 1980, con un reducido gasto gubernamental y luego de las controvertidas elecciones presidenciales de 1988, el nuevo gobierno mexicano tomó decisiones de fondo. La demanda de agua en sus variadas modalidades y las quejas por su manejo o escasez habían perseguido a los dos últimos candidatos oficialistas a la presidencia de la república, según se lee en un estudio reciente (Delgado Zepeda, s. f.). Dio fuerza a aquellos que desde años antes habían empezado a elaborar nuevos argumentos sobre el agua, centrados en la escasez. Así nació la “crisis del agua”. Pero parecía que tal crisis, más que una escasez producida entre otros factores por la población creciente, tenía que ver con una nueva manera de observar el escenario. En la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Medio Ambiente y Desarrollo (cnumad), de 1992, conocida popularmente como Cumbre de Río, se expuso de manera puntual esa nueva visión. No fue casual que en México empezaran a ganar presencia las instituciones y las normas ambientales. De la modesta Subsecretaría para el Mejoramiento del Ambiente de 1972, se pasó a la creación de una secretaría hecha y derecha, la del Medio Ambiente y Recursos Naturales y Pesca (Semarnap), convertida en 2000 en la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales (Semarnat).

			En ese contexto se impuso una cirugía mayor en este ramo. Así debe entenderse el nacimiento de la Comisión Nacional del Agua (Conagua) en 1989 y, tres años después, la expedición de la nueva ley de aguas nacionales. Con ellas, el Estado mexicano buscaba situarse de modo distinto frente a los usos del agua. Destacaba el énfasis en la administración y regulación y el debilitamiento de la inversión pública, que quedaba como pieza de museo de historia. Más administración que otra cosa, como al inicio de esta historia, en 1888. Pero también buscaba devolver al gobierno federal el protagonismo perdido a causa del declive irrigador y la supresión de la srh en 1976. “Para enfrentar el reto del agua, debemos en primer lugar recobrar la autoridad en la materia”, admitía el presidente Salinas de Gortari en 1989 (Aboites, 2009: 45).

			La Conagua nació con los siguientes propósitos: mejorar la administración del agua, transferir los distritos de riego a los agricultores, para evitar subsidios; cuidar la calidad del recurso, y combatir las malas prácticas que llevaban a la sobreexplotación y la contaminación. También se expresó otro argumento fiscal. Con base en los esfuerzos de la década anterior, la Conagua pretendió hacer del ramo de aguas una fuente de ingresos que no sólo permitiría financiar al propio organismo federal, sino que además aportaría recursos al erario nacional, en cierto modo un pequeño Pemex de esa época. Este último aspecto es significativo. Al plantear ese objetivo, el Estado buscaba transformar por completo su relación con la sociedad. Además de dejar de gastar en las aguas, ahora pretendía cobrar a la sociedad por el uso de ellas.

			Luego de las elecciones de 1991, en las que el partido gobernante obtuvo mejores resultados que en 1988, el gobierno federal pudo impulsar su agenda legislativa. Contó para ello con el apoyo de su antiguo adversario político, el Partido Acción Nacional. Además de acabar con la reforma agraria y de aprobar leyes favorables a la inversión privada en la minería, el gobierno mexicano promovió la nueva Ley de Aguas.11 Con ella se buscaba consolidar un nuevo modelo en el que el mercado, a la luz de los aires intelectuales, académicos y políticos dominantes en las principales potencias mundiales, dictaría lo principal en cuanto a la asignación y la distribución del recurso. Quedaban atrás tanto el ánimo justiciero como la construcción de obras públicas, para ampliar la oferta de agua como modo de enfrentar las demandas populares. Se renunciaba al gasto público, aunque se dejó intocada la propiedad originaria de la nación. Se autorizaban los mercados de agua y se creaba el instrumento legal para tal práctica mercantil, el registro público de derechos de agua (Repda). Se alegaba que el mercado haría más eficientes y limpios los usos del recurso. Al preferir el mercado, el gobierno mexicano seguía muy de cerca los aires predominantes en Occidente contra el Estado de Bienestar. El ideal justiciero revolucionario quedó relegado, si no es que sepultado.12

			Las autoridades federales no ocultaban su optimismo. Atento a las tendencias globalizadoras favorables al mercado y a la propiedad privada, el gobierno mexicano optaba por centrar el quehacer gubernamental en la administración, la regulación y la vigilancia de los usos del agua; la construcción directa, de origen callista, quedaba como pasado incómodo. Se tenía una gran confianza en las bondades del nuevo esquema. ¿No acaso el Muro de Berlín había caído y la misma Unión Soviética había desaparecido? La resolución del pago de la deuda externa en 1990 y la firma del tlcan en 1993 confirmaba, por si hiciera falta, la misma apuesta, la de un país que el gobierno en turno y seguidores creían al borde del primer mundo.

			Pero pronto aparecieron las desilusiones. No sólo por el alzamiento indígena en Chiapas del 1 de enero de 1994, el mismo día en que entró en vigor el tlcan. En materia de aguas, quizá muchos no dimos importancia a un hecho clave: que los agricultores del valle del Mezquital se negaron a acatar la orden gubernamental de dejar de regar sus cultivos con las aguas negras provenientes del valle de México. El gobierno se mostraba incapaz de meter en cintura a grupos de pequeños productores que lo desafiaban a propósito del brote de cólera que sacudió al centro del país en 1991. Si pequeños productores lo desafiaban de esa manera, ¿qué no harían los grandes? A lo anterior se sumó la intensa y prolongada sequía que vació las presas norteñas. Los conflictos por el agua estallaron por doquier. Uno de ellos tenía que ver con los Estados Unidos. México batalló en 2002 para cumplir con la cuota quinquenal fijada por el tratado de 1944. Otro conflicto surgió a raíz de la construcción de la presa de El Cuchillo en 1993, destinada a dar agua a la capital de Nuevo León. Los agricultores del distrito de riego del río San Juan, con derechos otorgados a principios de la década de 1950, se sintieron despojados y actuaron en consecuencia. En el marco de ese conflicto federalista, el gobernador neoleonés se vio obligado a renunciar. Por poco la sangre llegó al río San Juan, como estuvo a punto de llegar al Nazas en la década de 1880.

			Por otro lado, las autoridades gubernamentales enfrentaron la firme oposición de los vecindarios a la construcción de grandes presas. Esa oposición confrontaba la idea del control de la naturaleza con base en la ciencia y la tecnología. El argumento científico, indiscutido en el pasado, hallaba nuevos y más potentes adversarios. Los resultados de investigaciones igualmente científicas sobre la contaminación de suelos, aguas y personas a causa del uso o abuso de pesticidas químicos o por el uso de hormonas de crecimiento ganadero comenzaron a acumularse. En los Estados Unidos la construcción de grandes presas se abandonó en la década de 1980; el consumo de leche de vaca también entró en rápido declive (Worster, 1985). Así, puede decirse que México seguía ciegamente al mundo, tanto al empezar el siglo como al final. No había escapatoria.

			Epílogo, la larga amenaza

			Al terminar el siglo xx, más que una crisis del agua provocada por la escasez, lo que padecía el país era una crisis política en el ramo. Ésa era la verdadera amenaza. Y los dos componentes de tal crisis eran, por un lado, la pérdida de la capacidad de gasto público, y por otro, el debilitamiento de la autoridad federal, del Estado. Lo primero repercutía en lo segundo.

			Se trata de una historia que está por hacerse. Puede formularse una pregunta: ¿por qué el gobierno federal, la Conagua, fue incapaz de evitar el debilitamiento continuo de la autoridad nacional, tan difícilmente construida desde 1888? A lo largo de su existencia, la Conagua no ha recaudado lo previsto, tampoco ha logrado regular los usos del agua, como lo revela el tráfico de licencias de pozos y la operación de miles de pozos ilegales o el huachicoleo de líquido de ríos, canales y acueductos; tampoco ha combatido la contaminación de corrientes y cuerpos de agua (río Santiago), ni tampoco ha paliado la sobreexplotación de acuíferos (Aboites, 2009: 100-114). Un panorama desesperanzador, amargo. Al respecto, un abogado comenta: “El interés que demostraron el Poder Ejecutivo y el Poder Legislativo en los albores de este siglo [xxi] al declarar el tema del agua como asunto de seguridad nacional se convirtió con el paso de los años en un engaño o mentira con apariencia de verdad” (Nava, 2008: 77).

			Hay razones para sostener que lo que ha imperado desde entonces y cada vez más es una especie de ley del más fuerte. Así lo revela el episodio del acueducto Independencia, construido en Sonora entre 2011 y 2013. Ni la Conagua ni nadie desde la Ciudad de México pudo frenar tal obra, pese a la extendida oposición popular (no sólo de los yaquis sino también de los grandes agricultores del sur sonorense) y los fallos de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en contra. Los empresarios inmobiliarios de Hermosillo, urgidos del agua del acueducto, impusieron sus reales. El gobernador panista los respaldó (Moreno, 2014). Así, no sólo los pequeños agricultores del valle del Mezquital desobedecieron en 1991; también lo hicieron los empresarios hermosillenses en 2013 y otros más, como los agricultores de Chihuahua en 2020. La lista es larga.

			En 2021 el panorama no ha variado. Si no hay modo de recuperar la inversión pública, que requeriría de una reforma fiscal a fondo, reforma que sigue durmiendo el sueño de los justos, sí podría al menos buscarse la manera de reforzar la autoridad federal, tal vez como la que se presumía en 1967. Una autoridad que sirva de contrapeso a los poderosos intereses que acaparan el agua, que la contaminan y sobreexplotan. Si se leen con cuidado los estudios de biólogos, agrónomos, antropólogos y otros estudiosos de las cuestiones ambientales (deforestación, contaminación), sale a la luz el reclamo popular por una autoridad fuerte, capaz de hacer cumplir las leyes y reglamentos. Sin duda, hay que tomarle la palabra a Hernández Terán y hacer realidad lo que señalaba en 1967 acerca de los logros de la nacionali­zación del agua gracias al poder federal. ¿Se pasaba de inocente o de demagógico ese funcionario al expresar semejante triunfalismo federal en ese momento, o su aseveración tenía fundamentos más o menos razonables? Si tenía fundamentos, dimensión que los historiadores hemos fallado en mostrar, habrá que regresar entonces a 1967. ¿Pero cómo regresar a ese tiempo cuando gobernaba el presidente Gustavo Díaz Ordaz, el mismo que ordenó la matanza de Tlatelolco de 1968?

			En una iniciativa de principios de 2020, encaminada a promover una nueva ley de aguas, queda clara la urgencia de fortalecer el poder de las autoridades gubernamentales. No se trata tanto de asignar mayor presupuesto al ramo sino de fortalecer al Estado con base en una sólida alianza con consejos y organizaciones ciudadanas. No es que esa iniciativa proponga delegar la autoridad gubernamental, al menos este autor no entiende la iniciativa de ese modo. Se trata más bien de buscar un mecanismo que permita contrarrestar la concentración, el acaparamiento y el deterioro ambiental que definen la situación actual de los usos del agua en el país. Argumentar que la autoridad no se delega y que los ordenamientos constitucionales establecen las facultades y capacidades inequívocas del titular del Poder Ejecutivo federal en la materia es un argumento en extremo formal. En su lugar, se requiere de cambios que permitan, por un lado, construir nuevas formas de organizar la relación sociedad-naturaleza y, por otro, regular de manera más eficaz a una sociedad desigual cuyos voceros pretenden que todo siga del mismo modo. Y hay numerosos indicios, señales, datos, cifras, protestas, reclamos e inconformidades que muestran que este modo es insostenible, tanto en México como en otros lugares del mundo.13 Y es que el agua, como componente del medio natural en su conjunto, de México y del mundo, ha ganado terreno como amenaza. En esa medida, ha perdido su antigua condición de ser instrumento de riqueza que se debía dominar, controlar o conquistar.
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			X. Polinizadores en un mundo cambiante

			Ángela Nava Bolaños y Jorge Soberón

			Para construir una pradera se necesita un trébol y una abeja

			Un trébol y una abeja…

			Emily Dickinson, 1755

			Allá fueron a hacer giros tus flores,

			tus mariposas.

			Con esto has causado alegría.

			Macuilxochitzin, circa 1450

			Prólogo

			En este capítulo abordamos la importancia de los polinizadores como servicio ecosistémico en México; hacemos énfasis en algunos factores que están influyendo en su disminución poblacional y extinción, tales como el cambio de uso de suelo, el cambio climático y las prácticas agrícolas industriales. La disminución de los números de los polinizadores coloca a las sociedades en una situación alarmante, puesto que más de tres cuartas partes de los principales cultivos alimenticios del mundo dependen de sus servicios. Pese a esto, en nuestro país se ha puesto poca atención a su conservación. Si bien México publicó la Estrategia Nacional para la Conservación y Uso Sustentable de Polinizadores (2021) en el Diario Oficial de la Federación y participó directamente en el más reciente documento internacional al respecto (convocado por el Intergovernmental Science-Policy Platform on Biodiversity and Ecosystem Services [ipbes] (Potts et al., 2016), las acciones concretas son pocas. Enfrentar problemas de biodiversidad a partir de procesos internacionales es difícil, ya que dichos problemas tienden a tener un fuerte componente local que las recomendaciones internacionales a menudo ignoran (Soberon y Sarukhan, 2009). En este trabajo revisamos la situación actual del cono­cimiento sobre los polinizadores en México y algunas de las políticas para su conservación, y concluiremos haciendo sugerencias al respecto.

			Introducción

			En los años recientes se ha hecho aparente la dependencia de los humanos de los servicios ecosistémicos que nos brindan las especies polinizadoras (Potts et al., 2016). Asimismo, el declive que enfrentan las especies, sus poblaciones, y los ecosistemas es de tal magnitud que se ha acuñado el término “Antropoceno”, para referirse a la época en que vivimos (Dirzo et al., 2014). En la actualidad, se registra una pérdida sustancial de diversidad y abundancia de especies que nos sitúa en la sexta extinción masiva (Barnosky et al., 2011). Como argumentan Barnosky y colegas (2011), la velocidad del actual proceso de extinción prácticamente no tiene precedentes, y se debe casi por completo a los impactos en la naturaleza de la actividad antropogénica, la cual conduce a una extensa transformación de ecosistemas naturales. Esto ha dado pie a la aparición de enfermedades nuevas, el movimiento de especies invasoras, la extinción de especies y la transformación de funciones ecológicas. Los ecosistemas están cambiando; con ello, su diversidad funcional y, finalmente, los beneficios de todo tipo (llamados servicios ecosistémicos) que las sociedades derivan de ellos (Sarukhan, 2006).

			Dentro de estos cambios, es destacable la pérdida de orga­nismos polinizadores (Abrol, 2011; Gonzalez-Varo et al., 2013; Potts et al., 2010). La comunidad científica ha alertado sobre las consecuencias ecológicas, sociales y humanas ante la desaparición de los polinizadores, cuyas poblaciones continúan disminuyendo rápidamente. Aunque es cierto que, aun con profundos cambios, los polinizadores no desaparecerían por completo, y que algunas plantas se polinizan por el viento o por autopolinización, muchísimas otras dependen de insectos, aves o mamíferos. Lo anterior ha generado interés por estudiarlos y conservarlos tanto en ambientes antropizados (como los agrícolas y urbanos), como en el medio silvestre (Harrison y Winfree, 2015; Winfree et al., 2011).

			La polinización como servicio ambiental

			Los componentes, la estructura o el funcionamiento de los ecosistemas que son utilizados activa o pasivamente para producir bienestar humano se llaman “servicios ecosistémicos” (Fisher et al., 2009). La polinización de especies agrícolas (o, en general, consideradas útiles), y realizada por especies silvestres constituye entonces un servicio ecosistémico. Independientemente de su importancia para las sociedades humanas, los polinizadores son un elemento importante en muchos ecosistemas, ya que permiten el intercambio de material genético entre plantas de la misma especie, al transportar polen de una a otra. Innumerables especies de plantas dependen de los polinizadores, puesto que sus estructuras han coevolucionado con las de sus polinizadores. En este trabajo no nos detendremos en estos beneficios “intrínsecos” para las especies, pero que no son de interés directamente económico.

			Desde una perspectiva antrópica, los cultivos de muchas frutas y verduras, fundamentales para la nutrición humana, dependen de los organismos polinizadores. Dentro de la producción agrícola que se beneficia de la polinización, podemos mencionar a los espárragos, almendras, manzanas, brócoli, zanahorias, coliflor, cerezas, pepinos, melones, nueces, cebollas, aceitunas, calabazas, fresas, algunos cereales, uvas y duraznos, entre otros (Klein et al., 2007). En tres cuartas partes de los cultivos más importantes del mundo, los polinizadores contribuyen directamente (Potts et al., 2016). Las abejas silvestres, que suelen ser polinizadores más importantes que las abejas melíferas, pueden duplicar el rendimiento de las fresas y las cerezas (Klatt et al., 2014), y son esenciales para el cultivo del café (Roubik, 2002). En ausencia de polinizadores, la producción de cerezas y almendras podría caer en 40 o hasta 90%, e incluso algunos tipos de vegetales como las calabazas y los pepinos podrían desaparecer, por su alto grado de dependencia de los polinizadores (Ashworth et al., 2009; Atlas, 2020).

			¿Quiénes son los polinizadores?

			La comunidad de organismos polinizadores es muy diversa. Aunque la especie más carismática y famosa es la abeja europea, Apis melífera, miles de especies de otros grupos animales polinizan cultivos y plantas silvestres. Por increíble que parezca, no existen listas autorizadas de los polinizadores del mundo. Se sabe de muchas especies que visitan flores, pero demostrar que la visita conduce a la polinización es mucho más difícil. En una de las muy escasas referencias existentes, Roubik (1995) documenta 1 300 especies de polinizadores de cultivos tropicales. El trabajo de Klein y colegas (2007)sugiere que en el mundo han de existir varios miles de especies polinizadoras de importancia agrícola. Muchos visitantes florales son pequeños vertebrados como murciélagos, aves e incluso algunos reptiles, pero de todos los animales que ayudan a fertilizar las plantas, los insectos son, por mucho, los más numerosos (Atlas, 2020). Dentro de los insectos visitantes de flores es posible mencionar abejas, moscas, mariposas, escarabajos y hormigas. De estos insectos, el grupo más importante es el de las abejas. Algunas especies polinizadoras son muy especializadas y sólo polinizan a una especie particular de plantas, pero la mayoría de los insectos polinizadores son generalistas, es decir, visitan a diferentes especies de plantas. Por ejemplo, para treinta y cinco especies de abejorros del género Bombus se han reportado quinientas ocho interacciones ecológicas con otras doscientas setenta y dos especies (globi, https://www.globalbioticinteractions.org/; Poelen et al., 2014).

			México es un país megadiverso (Mittermeier et al., 1997); forma parte del grupo de naciones que concentra gran parte de la diversidad de animales y plantas en el mundo. El país cuenta con un catálogo parcial de sus especies. El último inventario aporta casi cien mil conocidas para México (Sarukhan, 2006), pero cada año siguen descubriéndose nuevas, y en concreto, para los visitantes de flores, se sabe poco más allá de sus nombres (Sarukhan, 2006). Aunque no se ha publicado una lista de polinizadores de México, sabemos que su diversidad es amplia. La literatura sugiere al menos a 58 especies de colibríes, 16 especies de murciélagos, 2 128 especies de himenópteros de la superfamilia Apoidea —que incluye abejas, abejorros y avispas—, 407 especies de moscas, 202 especies de mariposas nocturnas de la familia Sphingidae y 16 especies de escarabajos (véanse tabla X.1 y figura X.1) (Nava-Bolaños, Osorio Olvera y Soberón, 2022).

			Tabla X.1
 Número de especies y familias de los principales grupos polinizadores en México

			[image: ]

			Fuente: elaboración propia.

			Figura X.1 
Porcentajes de los principales tipos de organismos polinizadores en México. El grupo dominante respecto al número de especies corresponde a los insectos de la superfamilia Apoidea, que incluye a las abejas, abejorros y avispas
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			Con la creciente disposición de datos para el conocimiento de la biodiversidad de México (Sarukhan et al., 2015), se pueden construir mapas de riqueza de las especies, que nos informan sobre cuáles son las zonas donde se concentra un grupo particular de especies y nos da luz sobre qué sitios podrían ser vulnerables. Para el caso de los polinizadores, este tipo de estudios es de gran importancia para implementar medidas de protección y mitigación para los sitios y especies vulnerables (Nava Bolaños, Osorio Olvera y Soberón, 2022). Aquí presentamos el primer mapa de riqueza de polinizadores de México (véanse figuras X.2 y X.3).

			Al dominar las abejas como especies polinizadoras documentadas, no es raro que el mayor número de especies se encuentre en el norte del país, ya que la diversidad de abejas es alta en esa parte de México.

			Figura X.2

			Riqueza de especies polinizadoras en México. Basada en modelación del área de distribución de las especies de la tabla X.1. Trabajo en preparación
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			Fuente: elaboración propia.

			Figura X.3

			Riqueza de especies de los principales grupos de polinizadores, colibríes y murciélagos en la parte superior; abejas y esfíngidos en la parte inferior
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			Fuente: elaboración propia.

			Valor económico

			En México la diversidad de cultivos es excepcionalmente alta, con más de trescientas especies mencionadas en la literatura (Ashworth et al., 2009). De éstas, casi el 85% las especies cultivadas en México depende en alguna medida de polinizadores (Ashworth et al., 2009). Aunque estos cultivos dependientes de polinizadores representan menos área de cultivo y producen menos volumen, generan mayores ingresos que los cultivos que no son dependientes de polinizadores (Ashworth et al., 2009). En México, en 2018 el impacto económico de los beneficios de polinizadores en cultivos asciende a más de 270 000 millones de pesos (Nava Bolaños, Osorio Olvera y Soberón, 2022) (véase la figura X.4). Además de la importancia de los polinizadores en los cultivos alimenticios, destaca su importancia en la reproducción de especies silvestres, que, aunque no son cultivadas, son recolectadas de la naturaleza para beneficio humano, por ejemplo, la mayoría de las especies de cactáceas y agaváceas. En México se conocen hasta ciento dieciséis especies de cactos y agaves utilizadas como alimentos o bebidas, o tienen uso ornamental o medicinal (Ashworth et al., 2009). Así, los polinizadores son fundamentales en los cultivos agrícolas de gran parte del territorio nacional, pero también en la agricultura urbana y periurbana, actividad económica importante en diversas ciudades de México (Robles, 2005; Roubik, 1995), en la que contribuyen a la producción de frutos, semillas, plantas ornamentales y medicinales. Además, son importantes para la provisión local de alimentos en huertos urbanos (Pérez y Uribe, 2005).

			Por otra parte, algunos visitantes florales (abejas y mariposas) son útiles para monitorear las condiciones ambientales de la ciudad, al ser bioindicadores que ofrecen información sobre los niveles de contaminación (Celli y Maccagnani, 2003; Kevan, 1999; Perugini et al., 2011).

			Figura X.4

			Valor económico de la producción de los cultivos agrícolas dependientes de polinizadores en 2018
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			Fuente: elaboración propia.

			

			Finalmente, uno de los principales productos de polinizadores es la miel. Se estima que al año se producen 1.6 millones de toneladas de miel en todo el mundo, de las cuales 300 000 se comercializan a nivel internacional, con una tendencia al alza. La Unión Europea es el mayor consumidor, con 200 000 toneladas de importaciones al año. El mayor productor de miel del mundo es China, con una cosecha anual de 500 000 toneladas. La Unión Europea ocupa el segundo lugar. Los 600 000 apicultores en la Unión Europea mantienen alrededor de 17 millones de colmenas y producen más de 230 000 toneladas de miel al año. Turquía viene después, con más de 100 000 toneladas al año. México, Rusia, los Estados Unidos, Argentina y Ucrania también son productores importantes (Atlas, 2020) (para producción en México, véase la figura X.5).

			Figura X.5

			Producción nacional de miel en 2012
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			Fuente: elaboración propia.


			¿Cuál es el estado de los polinizadores?

			Existen importantes lagunas de conocimiento sobre el estado de los polinizadores en todo el mundo. Para atender específicamente el problema de pérdida de biodiversidad, la Plataforma Intergubernamental Científico-Normativa sobre Diversidad Biológica y Servicios de los Ecosistemas (ipbes, por sus siglas en inglés), cuyo objetivo es de proporcionar asesoramiento científico a los responsables políticos en el campo de la diversidad biológica y los servicios de los ecosistemas, elaboró en 2016 un reporte sustancial sobre el estado de conocimiento de los polinizadores, la polinización y la producción alimenticia (Potts et al., 2016). En este documento se confirma la disminución de los polinizadores a gran escala en el noroeste de Europa y América del Norte, y se señala la necesidad de datos y de estudios que evalúen el estado de los polinizadores en otras partes del mundo, incluyendo a México. En el documento se resalta la escasez de información para México y América Latina. México, a pesar de ser un país que destaca por la riqueza de su biodiversidad, por su elevada producción agrícola, y por contar con información excepcionalmente buena sobre su biodiversidad (Sarukhan et al., 2015), presenta un gran hueco de información científica y especializada sobre sus especies polinizadoras. Si bien se ha puesto atención a algunas especies particulares de polinizadores (por ejemplo, Canto-Aguilar y Parra-Tabla, 2000; Rocha et al., 2006; Vergara y Badano, 2009), para la gran mayoría de especies se carece de información.

			Uno de los objetivos de la Unión Internacional por la Conservación de la Naturaleza (iucn, por sus siglas en inglés) es la evaluación y el asentamiento del estatus de conservación de las especies en el mundo, a través de la Lista Roja. Las evaluaciones globales están disponibles para muchos polinizadores de vertebrados, por ejemplo, aves y murciélagos. Se estima que 16.5% de los polinizadores de vertebrados está en peligro de extinción global (lo que aumenta a 30% para las especies que habitan en islas), con una tendencia hacia más extinciones (Potts et al., 2016). Aunque vale la pena reconocer el esfuerzo y los resultados de la iucn, para la mayoría de los insectos polinizadores no se han realizado evaluaciones. Las pocas especies que cuentan con estudios se ven ante altos niveles de amenaza. En Europa 9% de las abejas y 9% de las mariposas están amenazadas, y se reporta una disminución de sus poblaciones para 37% de las especies de las abejas y 31% de las mariposas. Pero para la mayoría de las especies no se cuenta con información. Incluso, para la mayoría de las abejas europeas los datos son insuficientes para realizar evaluaciones de la iucn. Sin embargo, las abejas polinizadoras de cultivos son generalmente especies comunes y rara vez especies amenazadas (Potts et al., 2016). A medida que haya más datos disponibles, muchas de las abejas actualmente no clasificadas también pueden verse amenazadas. Durante algunos años, las pérdidas de abejas melíferas fueron graves y generalizadas en gran parte de Europa, pero desde 2004 el número de colmenas ha aumentado constantemente (Potts et al., 2016).

			Además del grado de riesgo de extinción en el que pueden estar las especies, deben considerarse los cambios en la abundancia y la riqueza de especies de polinizadores, los cuales están relacionados en gran medida con la pérdida, la degradación y la fragmentación del hábitat, el cambio climático, el uso de insecticidas, cultivos genéticamente modificados, especies invasoras y susceptibilidad a enfermedades, entre otros factores. Esto se ha documentado para los diferentes organismos polinizadores, y los trabajos muestran una alta proporción de resultados negativos, particularmente para insectos como abejas, mariposas y moscas (Winfree et al., 2011).

			En México la falta de datos hace que sea difícil determinar cuántas especies de polinizadores se encuentran en alguna categoría de riesgo de extinción, pues la mayoría de las especies está aún sin ser evaluada (Nava-Bolaños, et al., en prensa). México cuenta con la Norma Oficial NOM-059-SEMARNAT-2010. En ella se señala que alrededor de 25% de los mamíferos y 20% de las aves se encuentran en alguna categoría de riesgo, pero es sobresaliente la ausencia de información para la mayoría de polinizadores invertebrados como abejas, abejorros y palomillas esfíngidas (véase la figura X.6). Pese a que las causas que afectan a los polinizadores específicamente en México están poco documentadas, existe suficiente información general al respecto.

			Las principales causas de amenaza para los polinizadores de México son la transformación de ecosistemas para la producción agrícola de tipo industrial, las especies introducidas y, probablemente, el cambio climático. Esto es debido a que el incremento en la actividad agrícola, bajo un modelo industrial, requiere de: 1) cambios de uso suelo que dan como resultado la pérdida y la degradación de los hábitats y una menor diversidad biológica (Bennett et al., 2014), y 2) la agricultura intensiva es dependiente de insumos agroquímicos. El uso de pesticidas ha mostrado un aumento desde 1930 en países de todos los continentes, particularmente en el continente asiático, con un consumo mundial por encima de los ciento cincuenta millones de toneladas (fao, 2014; Potts et al., 2016). En la década de 1960 la industria de los agroquímicos se valoraba en menos de 10 000 millones de dólares, y los agricultores podían elegir entre productos basados en alrededor de cien ingredientes activos diferentes. Hoy el sector vale más de 50 000 millones de dólares, y los clientes de todo el mundo tienen la opción de elegir entre seiscientos ingredientes activos diferentes (Atlas, 2020). Con esto, ha aumentado el consumo de insecticidas de tipo neonicotinoides, piretroides, carbona­tos, organofosforados y organoclorados (Dicks et al., 2016). Los insecticidas neonicotinoides han demostrado ser particularmente dañinos para las abejas (Atlas, 2020). En consecuencia, la Unión Europea ha restringido y prohibido el uso de algunos neonicotinoides (Atlas, 2020). Otro factor de la agricultura intensiva que podría afectar a los polinizadores es el uso de cultivos con organismos genéticamente modificados, ya que se ha documentado su efecto negativo en algunas especies de mariposas (Sears y Stanley-Horn, 2000). Sin embargo, estos daños parecen ser sobre todo indirectos, consecuencia del modelo de agricultura extensiva en terreno e intensiva en insumos químicos; en el caso de los organismos genéticamente modificados, específicamente, herbicidas que afectan la flora ruderal.

			La agricultura aunada a prácticas intensivas, como labranza y el uso de agroquímicos, así como una disminución en las prácticas agrícolas tradicionales han impactado en la composición de las especies polinizadoras en los ecosistemas. Sin embargo, cierto tipo de la agricultura también puede brindar oportunidades para apoyar a los polinizadores silvestres (Potts et al., 2016), esto es, a través de la intensificación ecológica (Bommarco et al., 2013; Graystock et al., 2013), y los sistemas agrícolas diversificados (Kremen et al., 2012) y el manejo integrado de plagas. La intensificación ecológica implica manejar la polinización y la regulación natural de plagas como parte del paquete agrícola. Este paquete puede ser tan rentable y productivo como los enfoques convencionales a nivel de granja (Bennett et al., 2014; Pywell et al., 2015). El manejo integral de plagas combina el monitoreo de plagas con una variedad de métodos de control, como la rotación de cultivos, el manejo del margen de campo y el control biológico; bajo este modelo, los pesticidas se usan como último recurso, sólo cuando otras estrategias son insuficientes (Ekstrom y Ekbom, 2011). Con el manejo integral de plagas es posible ayudar a disminuir el uso de pesticidas y reducir los riesgos para los organismos polinizadores (Dicks et al., 2016).

			Otro problema que enfrentan los organismos polinizadores es el de las especies invasoras. Entre ellos podemos mencionar el caso de la abeja europea, que es invasora en los otros continentes y la cual, pese a su importancia económica y alimenticia para el humano, puede constituir un problema ecológico, al ocupar espacios y competir con las especies de abejas locales. Otra amenaza de invasión que actualmente ha cobrado relevancia es el de las avispas que depredan abejas. En fechas recientes se ha documentado el avistamiento de avispas de origen asiático en el norte del continente americano; estas avispas son organismos depredadores y constituyen una amenaza tanto para las abejas melíferas como para las especies de abejas nativas. Ya han invadido otras regiones del mundo ocasionando problemas ecológicos en las poblaciones locales (Zhu et al., 2020).

			Los abejorros pueden causar una variedad de problemas para las comunidades locales de polinizadores cuando se introducen a regiones nuevas (Dafni et al., 2010). La especie Bombus terrestris, por ejemplo, se ha dispersado desde Europa a los demás continentes. Bombus hortorum y Bombus subterraneus han invadido de Europa a Nueva Zelanda, al igual que Bombus ruderatus; esta especie posteriormente arribó a América del Sur. Para las especies de Bombus, existe una clara fuente primaria de invasión originada en Europa. Una fuente secundaria de invasión comenzó en Nueva Zelanda, y finalmente se ha producido una notable propagación no intencional de Chile a Argentina, con una posterior propagación en el territorio argentino; este proceso de invasión está en curso actualmente (Morales et al., 2013). En México se han reportado dieciocho especies de abejorros y una especie invasora (Potts et al., 2016).

			El comercio legal de polinizadores, incluidas las especies domesticadas, constituye una fuente de recursos económicos al brindar el servicio de polinización en diversas localidades. Sin embargo, también puede constituir un riesgo sustancial de invasión. El comercio de abejorros ha crecido sustancialmente, y ha llevado a especies como Bombus terrestris más allá de su área de distribución nativa y aumentado el riesgo de transferencia de enfermedades a las poblaciones nativas de abejas silvestres y nativas (Graystock et al., 2013).

			El tema de las especies invasoras ha sido destacado en los Objetivos de Desarrollo Sostenible de las Naciones Unidas y el Plan Estratégico de Biodiversidad del Convenio sobre la Diversidad Biológica. Esto crea un impulso y una oportunidad para que los reguladores consideren limitar y gestionar mejor el movimiento de los polinizadores dentro y entre países (Dicks et al., 2016).

			Finalmente, otra de las amenazas a polinizadores la constituye el cambio climático antropogénico. Sobre el efecto del cambio climático en abejorros y mariposas europeas (Potts et al., 2016; Settele et al., 2008), se ha proyectado que para los años 2100 y 2080, con un escenario de Cambio Climático Severo (gras), solamente una especie de abejorro y catorce especies de mariposas no se verán afectadas. Estas proyecciones varían dependiendo de los años de proyección y el escenario de cambio climático; para escenarios más moderados, como el sedg (Sustainable European Development Goal), se proyecta que ocho especies de mariposas y ninguna especie de abejorro estarán al borde de la extinción; veintiséis mariposas y seis abejorros corren este alto riesgo, en particular bajo el escenario bambu (Business as Usual) de cambio intermedio, en comparación con el escenario gras de cambio más severo, que proyecta que cincuenta y nueve maripo­sas y nueve abejorros pierdan casi toda su área climáticamente adecuada, como fue detallado anteriormente. Sin embargo, este tipo de estudios y proyecciones del efecto del cambio climático no se han llevado a cabo para la mayoría de las especies polinizadoras (Potts et al., 2016), y la escasez de modelaciones es aún más acentuada para países en desarrollo como México.

			Figura X.6 
Riesgo de extinción de las especies de polinizadores en México evaluados por la iucn
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			Retos para el futuro

			Aunque México recientemente publicó la Estrategia Nacional para la Conservación y Uso Sustentable de Polinizadores, necesita urgentemente instrumentar políticas públicas y acciones de protección a sus polinizadores, así como asignar presupuesto específico para su conservación, a fin de que la estrategia vaya más allá de un documento con buenas intenciones. Hasta hoy, nuestro país se ha contentado con participar en foros internacionales como el ipbes contribuyendo a los reportes internacionales sobre el problema de los polinizadores (Potts et al., 2016). Sin embargo, como se dijo al principio, la protección de la biodiversidad tiende a ser un tema profundamente local. En ausencia de inexistentes fondos internacionales, los grandes programas internacionales son simples proveedores de consejos. En este sentido, la experiencia de México en la esfera internacional se encuentra reflejada particularmente en otros países en desarrollo. Pero es destacable el caso nacional, puesto que, al ser un país de alta diversidad, tenemos la responsabilidad de salvaguardar a los polinizadores, al ser nuestro país el que ocupa el segundo lugar en riqueza de especies polinizadoras en el mundo. Por esta razón, la implementación de las acciones nacionales de conservación tendrá un impacto en escala global y es un asunto de relevancia internacional.

			El extenso documento de ipbes sobre polinizadores no cuenta con listas de especies, con mapas, ni mucho menos con diagnósticos detallados sobre los problemas de cada país. Se sabe perfectamente que el café de altura depende en buena medida de la polinización por especies nativas (Potts et al., 2016), pero la identidad de dichas especies es distinta en México, Costa Rica, Vietnam, etcétera. Para la industria mezcalera de México, los murciélagos de la familia Glossophaginae son esenciales (Trejo-Salazar et al., 2016), pero la polinización de agaves no representa un beneficio económico en países que no producen mezcales. El corolario de estas observaciones es simple: la conservación de polinizadores es tarea nacional. Son las instituciones de México, en particular, las secretarías del Medio Ambiente y de Agricultura, las que deben encabezar la formación de políticas, legislación, asignación de presupuestos y protección y manejo de nuestros polinizadores.

			Si bien estas políticas pueden y deben ser consistentes con compromisos internacionales, específicamente, el Convenio sobre Diversidad Biológica (cbd) y el Convenio de Rotterdam (Convenio de Rotterdam para la Aplicación del Procedimiento Fundamentado Previo a Ciertos Plaguicidas y Productos Químicos Peligrosos Objeto de Comercio Internacional), es nuestra opinión que lo más importante para México serán las acciones orientadas a promover alternativas agrícolas más sustentables, en general, y a proteger especies ya identificadas como poliniza­dores amenazados. Si bien algunas de ellas tienen movimientos transfronterizos, el potencial de protección de especies basado en acuerdos internacionales parece limitado. En efecto, en primer lugar, con excepción de polinizadores tales como los murciélagos (Fleming, 2019)y las especies de colibríes migratorias, no sabemos qué especies de polinizadores mexicanas se muevan transfronterizamente. En segundo lugar, México, los Estados Unidos y Canadá no son parte del Convenio sobre la Conservación de las Especies Migratorias, por lo que dependemos de acuerdos regionales, tales como el tlcan (ahora t-mec), que es excepcional en cuanto a que pareciera otorgar jurisdicción internacional sobre asuntos ambientales de carácter estrictamente nacional.

			Debido a la importancia de los polinizadores, es tarea de los gobiernos la implementación de políticas públicas que garanticen la conservación de las especies polinizadoras y con ello el derecho humano a la seguridad alimentaria y a un ambiente sano.

			Históricamente, las políticas de conservación de especies que han sido más ampliamente adoptadas consisten en identificar y proteger especies amenazadas y crear áreas naturales para su protección. Si bien estas medidas han sido muy útiles, no son suficientes para mantener el valor global y sustancial de los servicios de polinización, debido a la distancia que puede haber tanto entre las zonas de protección como entre las áreas protegidas y los cultivos agrícolas. Además, aunque son muy diversas las especies de polinizadores, la mayor parte de la polinización de cultivos agrícolas es realizada por pocas especies que pueden no estar amenazadas (Klein et al., 2007). Por lo tanto, el diseño de políticas de conservación para los polinizadores debe asegurar un nivel mínimo de hábitat apropiado, con recursos de flores y nidos, distribuidos en paisajes productivos a escalas entre las que los polinizadores individuales puedan moverse (Dicks et al., 2016); esto se ajusta a la definición de “infraestructura verde” (European Commission, 2013). Aunque existen grandes huecos de conocimiento sobre la efectividad de las medidas para proteger a las especies polinizadoras (Potts et al., 2016), y la evidencia se limita en gran medida a los efectos a corto plazo y a escala local, y está sesgada hacia Europa y América del Norte, hay diez políticas que se han propuesto para ayudar a la conservación de las especies polinizadoras (Dicks et al., 2016):

			

			1.	Elevar los estándares en regulación de pesticidas. Éste es un tema que requiere coordinación entre la legislación local y los compromisos internacionales.

			2.	Promover el manejo integrado de plagas. Éste es un tema de política nacional del sector agrícola.

			3.	Incluir efectos indirectos y subletales en las evaluaciones de riesgo de cultivos genéticamente modificados. Tema nacional.

			4.	Regular el movimiento y el manejo de polinizadores. Tema interno de política agraria.

			5.	Desarrollar incentivos fiscales y de apoyo técnico para estimular prácticas de agricultura sustentable. Temas de política nacional y estatal.

			6.	Reconocer la polinización como un insumo agrícola en los servicios de extensión. Temas de política nacional y estatal.

			7.	Apoyar sistemas agrícolas diversificados. Temas de política nacional y estatal.

			8.	Conservar y restaurar la “infraestructura verde” (una red de hábitats entre los que los polinizadores puedan moverse) en paisajes agrícolas y urbanos. Temas de política nacional y estatal.

			9.	Desarrollar monitoreo a largo plazo de polinizadores y polinización. Temas de política nacional y estatal.

			10.	Financiar la investigación participativa para mejorar los rendimientos en la agricultura orgánica, diversificada y ecológicamente intensificada. Temas de política nacional y estatal.


			En estas medidas, es destacable la necesidad de un monitoreo extendido a largo plazo de las especies polinizadoras y los servicios de polinización. La participación profesional y ciudadana (Department for Environment, Food and Rural Affairs [defra], 2014) es necesaria, y conviene destacar que la Comisión Nacional para el Conocimiento y Uso de la Biodiversidad (Conabio) cuenta con programas de ciencia ciudadana para el monitoreo de especies invasoras. Cualquier intento de promover políticas de largo plazo para la protección de los polinizadores debe fomentar el intercambio de conocimientos entre científicos, agricultores y actores gubernamentales interesados en el tema (Dicks et al., 2016). Éste es el gran reto para el futuro.
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			XI. Uso sustentable de la fauna silvestre: perspectivas locales y globales

			Ramón Pérez Gil Salcido

			Introducción

			A partir de atrevidas extrapolaciones, pero sobre todo de conjeturas irresponsables, se culpa al uso de animales silvestres y a su comercio por el brote de la pandemia del covid-19. De hecho, desde que surgió la pandemia se habló de que se trataba de una zoonosis,1 y se culpó a murciélagos y pangolines de ser los portadores del virus que supuestamente pasó a los humanos. Lo que sabemos es que la fragmentación, depauperación y destrucción de los ecosistemas naturales, que alcanza ya planetariamente una gran escala, y la acelerada eliminación de miles de especies, sea por desforestación, por extracción selectiva, por sobreexplotación, por remoción deliberada (para control de especies), por introducción de especies ajenas a los ecosistemas (sea por simple traslocación2 o por liberación de exóticas),3 por contaminación o por destrucción de los hábitats —como las principales formas de alteración—, junto con el comercio globalizado de animales silvestres (tanto para consumo humano como para otros propósitos), se han señalado como los propulsores de la proliferación de enfermedades infecciosas que afectan recientemente a la humanidad.

			La pandemia está teniendo ya ostensibles consecuencias sociales y económicas innegables. Las cepas de este peculiar virus han provocado ya millones de empleos perdidos, el colapso de muchas empresas y giros comerciales, la caída brutal de los mercados de valores, trastornos sociales, más de 91.3 millones de contagios y arriba de 1.95 millones de muertes en todo el mundo. Poner en el centro a la naturaleza y verla como no la hemos visto antes podrá ayudarnos a comprender de dónde provienen las pandemias y cómo se pueden mitigar las consecuencias socioeco­nómicas y ambientales que de éstas se desprenden.

			En este capítulo ofrecemos argumentos y puntos de reflexión que pueden ser útiles a nivel mundial, incluyendo México, en donde se comparten visiones y problemas con otras regiones, para la reconstrucción de la relación con la fauna silvestre, en particular, y la naturaleza y su equilibrio, en general.

			La fauna silvestre

			La primera definición que se reconoció formalmente en México sobre fauna silvestre hablaba de que en el concepto se considera a todas aquellas especies animales, vertebrados e invertebrados, terrestres o acuáticos, que subsisten libremente sujetos a los procesos de selección natural y que han evolucionado como parte integral y funcional de los ecosistemas. En la definición se incluyen los productos y subproductos de éstas, así como a las especies migratorias, a los ejemplares de especies exóticas (no nativas, introducidas al país) y a los ejemplares de especies domésticas que al escapar del control del hombre se tornen ferales o cimarrones (Alcérreca et al., 1988).

			Para el público en general, la fauna silvestre se asocia generalmente con animales terrestres, de talla mayor y que son cazados, o, al menos, con aquellos animales que pueden conocerse en un zoológico. Conforme la legislación mexicana, que retomó parte de la definición anterior, se entiende por vida silvestre a “los organismos que subsisten sujetos a los procesos de evolución natural y que se desarrollan libremente en su hábitat, incluyendo sus poblaciones menores e individuos que se encuentran bajo el control del hombre, así como los ferales” (Diario Oficial de la Federación, 2000; 2018).

			Es decir, dejando fuera a la especie humana, nos referimos lo mismo a grandes animales: elefantes, gorilas, jirafas y rinocerontes de África; osos panda de China; el antílope saiga de las estepas semidesérticas de Asia Central; el cóndor y el huemul sudamericanos; los canguros de Australia; las águilas calvas, bisontes, osos pardos y osos polares del Norte de América; los orangutanes en Indonesia, o los tapires y águilas harpías de Centroamérica, por mencionar algunos ejemplos obvios. En el caso de México incluimos usualmente a la fauna cuyo peso va desde aproximadamente veinte kilogramos a los más de trescientos, como los tapires, pumas, hocofaisanes, cocodrilos, caimanes, vena­dos cola blanca, jaguares y el venado cabrito. Pero el concepto en realidad incluye también fauna de otra talla, como murciélagos, peces, anfibios varios, lagartijas, tortugas terrestres, dulceacuícolas o marinas, conejos, ratas y ratones, huevos de varias aves, mapaches, ardillas, palomas, gorriones, alacranes, arañas, serpientes, zarigüeyas o tlacuaches, cucarachas, ácaros, hormigas, mariposas y larvas de escarabajos, colémbolos del suelo, iguanas, caracoles y otros moluscos, crustáceos, termitas, abejorros y avispas. De hecho, la fauna menor es la que compone la mayor proporción de la biomasa animal del planeta (a razón de menos de doscientos kilogramos por hectárea) (Fittkau y Klinge, 1973).

			Es en esa enorme biodiversidad donde se cuentan las especies que son objeto de aprovechamiento para múltiples propósitos, pero también las que constituyen plagas, con las que tenemos conflicto, y aquellas que son nuestras aliadas al polinizar, controlar plagas, fertilizar y airear el suelo y otros servicios ambientales.4

			Algo de historia

			La historia de la humanidad puede explicarse y entenderse a partir de la relación que nuestra especie ha desarrollado (más allá incluso del punto de vista puramente utilitario) con las otras especies con las que cohabitamos el planeta: tanto con aquéllas prácticamente no-manejadas o no manipuladas, es decir, las llamadas silvestres o salvajes, como también con aquéllas manipuladas de cerca, las llamadas especies cultivadas o domésticas.

			Estas percepciones e interacciones han variado en el tiempo, de región en región, de etnia en etnia, de generación en generación, pero también por modas, con variaciones de enfoque o énfasis o de grado, y de la mano de los avances en otras esferas, como en la ciencia, las humanidades y la tecnología, las cuales han develado nuevas posibilidades o variantes de uso, o permitido la eliminación por sustitución de otras (Pérez Gil et al., 1996). La evolución en las modalidades de uso pone de manifiesto el hecho de que la humanidad, desde sus orígenes, no ha cesado en su acción de sacar provecho o beneficio de la vida silvestre. Hace doscientos mil años nuestra especie Homo sapiens empezó a florecer, y hace setenta mil incursiona fuera de África (Harari, 2018).

			En México hay registros prehispánicos del aprovechamiento de diversas especies de vertebrados silvestres en la dieta de los aztecas (cultura teotihuacana) y otros grupos (Valadez, 1992), lo mismo que del aprovechamiento de las especies y sus productos para otros fines, entre los que podemos nombrar pieles, patas, garras, colmillos, caparazones, osamentas, alas de mariposa, élitros de coleópteros, plumas, etcétera (Sahagún, 1969).5

			Los registros se repiten a lo largo y ancho de la geografía nacional. Los antiguos mexicanos y los contemporáneos hemos desplegado un abanico de modalidades de uso de la vida sil­vestre. De hecho, para el caso de los vertebrados terrestres en particular, por ejemplo, el primer proyecto que financiara la Comisión Nacional para el Conocimiento y Uso de la Biodiversidad (Conabio) apenas al iniciar sus operaciones, permitió documentar noventa actividades o usos de la fauna silvestre (Pérez Gil, 1996).

			Es válido reconocer también que la relación de la vida silvestre en general con los humanos no se limita al uso o aprovechamiento. Ocurren conflictos cuando las necesidades y comportamiento de la fauna silvestre tienen un impacto negativo sobre las metas o propósitos de los humanos y viceversa (Arroyo-Quiroz et al., 2017).

			Usos, valores e importancia

			En México hay variadas modalidades de uso de la fauna silvestre que dan cuenta de los distintos valores que se le reconocen. La fauna representa cuatro tipos de valores, el de uso (o su con­traparte de no-uso: la prevención de la utilización o la activa protección, como la mejor forma de “aprovechamiento”), el de cambio, el de existencia y el potencial (o de opción). Estos valores se traducen en distintos tipos de importancia, particularmente en importancias cultural, ecológica, económica, científica, educativa recreativa y estética. Así, la diversidad de usos que vemos que las comunidades humanas hacen de la vida silvestre es la expresión de tales importancias.

			En un esfuerzo pionero (Pérez Gil et al., 1996), los usos de la fauna silvestre de nuestro país se agruparon en noventa modalidades de actividades de uso dentro de cinco grandes encabezados, que son: 


			•	Captura o colecta comercial (vivos o muertos).

			•	Captura o colecta no comercial, incluyendo la científica (vivos o muertos), las modalidades de cacería (subsistencia /cultural, sanitaria, deportiva, para cebar).

			•	Crianza y manutención, sea comercial o no comercial.

			•	Observación, directa e indirecta.

			•	Otras directas, indirectas, importación y otras.


			Hay usos directos e indirectos,6 consuntivos y no consuntivos7 de la vida silvestre, o como la legislación vigente les llama, extractivos y no extractivos.8 Los directos y consuntivos o extractivos son los más relevantes en cuanto a su participación en los ciclos de comercio y mercado. De forma más clara son los valores de uso y de cambio los que hoy representan la mayor importancia económica de la fauna silvestre mexicana.9 Sin embargo, también los valores de opción y existencia tienen repercusiones de índole económica; de hecho, no reconocer las implicaciones económicas de dichos valores ha sido uno de las causales de la subvaloración de la fauna silvestre (Estrada et al., 2018).

			El comercio

			En la historia hay registros muy remotos del comercio de la vida silvestre. Por ejemplo, en las primeras ciudades en Egipto y Grecia se realizaban transacciones comerciales relacionadas con la vida silvestre, y también hay registros del uso comercial insostenible a gran escala de la vida silvestre durante el Imperio romano (Sas-Rolfes et al., 2019).

			El intercambio de la vida silvestre por la vía del comercio se da de muchas formas. Hay comercio regulado lo mismo que comercio libre. Al hablar de regulado, no nos estamos refiriendo a la existencia de instrumentos legales necesariamente para ordenar o normar este comercio. Puede no estar especificado en legislación alguna y ocurrir de manera libre, pero siguiendo o no algunos principios o reglas quizá locales, producto de la experiencia, para normar el aprovechamiento de las especies y su intercambio (Roldán, 2018). Por supuesto, hay comercio lícito e ilícito: puesto que el movimiento y la comercialización de algunos animales están prohibidos tácitamente o de forma explícita por las leyes nacionales (aun cuando sigan ocurriendo al margen de las normas y leyes vigentes). Es a este comercio ilegal al que popularmente se le conoce como tráfico, que en ciertos casos las leyes internacionales también buscan penalizar.10 En el Tratado de Comercio México-Estados Unidos, Canadá (t-mec), aunque con cierto lenguaje de compromiso, se le considera delito grave.

			El comercio ocurre en consecuencia lo mismo con “per­miso” que “sin permiso”: de lo anterior se deriva que haya necesidad en algunos casos de tramitar autorización, anuencia o permiso por escrito que expida la autoridad. El intercambio ocurre a distintas escalas, desde lo local, comunitario, subnacional, nacional y regional hasta lo internacional-global. Se puede afirmar que el comercio internacional de vida silvestre involucra prácticamente a todos los países y regiones del mundo. Se comercia tanto con ejemplares completos como con partes de ellos o incluso con subproductos o elementos derivados a la vida silvestre (como los nidos de golondrina). El uso y el comercio pueden ser sustentables y también no sustentables. Como puede verse, no es lo mismo comercio que tráfico (Arroyo, 2010; Arroyo y Wyatt, 2018).

			El comercio ilegal de especies silvestres, una de las formas más rentables de delincuencia transnacional, se ha señalado como una de las principales causas de pérdida de biodiversidad, y ahora se le postula como detonante de la pandemia. En muchas ocasiones, los animales involucrados están destinados al consumo humano: para comer, para usar como amuletos o tomarlos como medicina, en un negocio que mueve al año entre ocho mil millones y veinte mil millones de euros de dinero negro en el mundo (World Bank Group, 2019; Rejón, 2020; Wittemyer, 2020).

			Los donantes multilaterales y bilaterales proporcionaron más de mil trescientos millones de dólares en asistencia de 2010 a 2016 para abordar el comercio ilegal de vida silvestre sólo en países africanos y asiáticos. Pero debemos subrayar que el contrabando de animales no es exclusivo de Asia (los mercados chinos o asiáticos en general) o África (marfil y cuernos de rinoceronte), aun cuando el discurso y la atención globales tienen un enorme sesgo al respecto. En realidad, se trata de un mercado mundial; todas las regiones del mundo tienen un papel en algún eslabón de la cadena del comercio de vida silvestre, sea como fuente o punto de origen, tránsito o destino (regularmente, las cadenas tienen más de tres eslabones). Son grandes las demandas de los mercados de los Estados Unidos y en Europa; de hecho, el primero es el principal importador de vida silvestre del mundo. Sólo con los mamíferos que importa (entre 2000 y 2004 fueron mil millones de ejemplares), corre el riesgo de trasladar decenas de patógenos zoonóticos. “Una infinidad de oportunidades para introducir patógenos clave”, explicaba un estudio de la Organización Mundial de la Salud [oms] y el Wildlife Trust de Nueva York (United Nations Office on Drugs and Crimes [unodc], 2016; Arroyo y Wyatt, 2018; Rejón, 2020; Arroyo, 2020; Massé y Margulies, 2020).

			Los canales de comercialización y los métodos usados por los traficantes de fauna silvestre no son los usuales, los esperados, los típicos canales; constantemente varían, innovan y, con creatividad, intentan no ser repetitivos, para no revelar patrones y eludir los controles. Ello complica su detección y combate (Arroyo y Wyatt, 2018; Carrillo, 2018; Siriwat y Nijman, 2020).

			El añejo debate

			Siempre ha existido el debate en torno a qué usar, cómo usarlo, qué usos deberían o no permitirse o aceptarse y, en su caso, hasta normarse o legislarse. En realidad, también ha persistido la consigna de que “si no se usan las especies, éstas se perderán”; es una afirmación frecuente. En algunos sectores la premisa ha conseguido adeptos, pero el debate persiste, porque hay quienes por el contrario discrepan con esa visión que justifica en ocasiones aprovechamientos o explotaciones excesivos. Precisamente en el sector forestal, el concepto de tala sanitaria o el de tala de entresaque o espaciamiento se ha prestado a abusos (Huerta, 2018).

			Así como persiste el debate en torno a la utilización de los recursos naturales, éste se extiende de manera particular a lo que se refiere al intercambio, al comercio. Se aprueba socialmente el uso directo, doméstico, quizá de un venado, bajo el esquema conocido como cacería de subsistencia, más aún tratándose de pobladores de una comunidad rural o de un grupo indígena, que lo hacen en apego a sus prácticas y costumbres centenarias.

			Inspirados quizá en posturas pioneras como la de Leopold, han renacido cada vez con más fuerza, y recientemente con un crecimiento explosivo, diversos cuestionamientos éticos, tanto en la sociedad en general tanto como en círculos académicos, en relación con distintos tipos de uso (Leopold, 1949; Fox y Bekoff, 2011; Harari, 2018).11 Se debate ya no sólo la ética aplicada que hoy denominamos ética animal, sino la extensión de las consideraciones morales a los animales, los derechos de los animales (derecho a la vida, derecho a la libertad y hasta derechos laborales); la justicia ambiental, ecológica o de las especies; los argumentos utilitaristas y los igualitaristas; el rechazo a toda forma de explotación o aprovechamiento, y las formas de cultivo, incluso de la fauna doméstica.12

			La preocupación de conservación contemporánea por el uso no sostenible se remonta al menos a la década de 1960 (Sas-Rolfes et al., 2019). El concepto de protección de la vida silvestre en China es algo que resurgió desde el extranjero, debido al arraigo de una cultura milenaria que se ha encargado de construir y fomentar una visión totalmente utilitaria de la vida silvestre (Zhang, 2015).13 En síntesis, como pasa frecuentemente con algunas circunstancias o factores, la utilización de la fauna silvestre puede verse como un problema o como una oportunidad. 

			Uso y comercio como problema

			La utilización de la fauna silvestre es un problema si el uso se realiza de forma excesiva. La sobreexplotación es una de las principales causas que han llevado a muchas especies a la extinción y a muchas poblaciones actuales al borde de la desaparición. Los ejemplos de la extinción de la megafauna de vertebrados en Australia y en Norteamérica han reavivado el debate. Hace alrededor de diez mil o doce mil años, en Norteamérica, en el lapso de sólo dos mil años se perdieron treinta y cuatro de cuarenta y siete géneros de mamíferos de gran talla, y con ellos muchas especies asociadas. Nuestra especie Homo sapiens llevó a la extinción a más de la mitad de los animales mayores de cincuenta kilogramos mucho antes siquiera de haber inventado la rueda, la cerámica o la escritura (Harari, 2018). Más recientemente y próximo a nosotros, el declive en las poblaciones de vaquita marina por la sobreexplotación de la totoaba ha puesto al borde de la extinción a ambas especies, la extinción “más cantada, anunciada y advertida” (Alvarado et al., 2018; Equihua et al., 2020).

			La totoaba es un pez que se ha pescado desde hace mucho tiempo en México. Su pesca fue tan exitosa que, en tres décadas, debido al mismo auge, su producción cayó de 2 260 toneladas al año a menos de 60, es decir en más de 97%. (Alvarado et al., 2018). Por ello, desde 1975 su pesca está en veda permanente, aunque parezca increíble, porque seguimos escuchando cómo se le captura aun en estos momentos. Su vejiga natatoria es el blanco de la pesca; su carne se desperdicia, de hecho, toneladas de ella. El “buche” o vejiga natatoria de la bahaba, una curvina amarilla del Rio Yangtzé en China, se cotiza en ciento cincuenta mil dólares por kilo. La especie está, para efectos prácticos, extinta; por tanto, se buscó un sustituto, una especie de la misma familia, la totoaba mexicana.14

			El uso es también un problema cuando se realiza de forma no regulada, sin controles ni registros, sin reglas y protocolos o procedimientos para evitar impactos negativos. En ocasiones estas reglas no están consignadas en legislación alguna, obedecen más bien al conocimiento ancestral de quienes han hecho uso de las especies por generaciones. Comunidades de pescadores, familias de “pajareros” (como se conoce a quienes se dedican al comercio de aves canoras y de ornato en México), de recolectores o cazadores de ciertas especies, conocen de forma em­pírica las fechas en que no debe realizarse aprovechamiento o colecta alguna, por ser temporada de reproducción, anidamiento o crianza; de igual manera, han definido empíricamente el número óptimo de ejemplares a ser colectados y los procedimientos para obtenerlos (Roldán, 2018).

			En muchas culturas en el planeta se suceden rituales previos al aprovechamiento de las especies, algunos para agradecer a la madre naturaleza sus dádivas, en otros casos para pedirle permiso a fin de hacer uso de productos, etcétera. Muchas de estas disposiciones culturales son de hecho las normas que definen cómo puede darse el uso, al margen de las que la legislación pueda determinar (Mead, 2020).

			También es problema el uso cuando se realiza de forma ilegal, sin los permisos necesarios (donde teóricamente deben señalarse los límites, plazos o fechas, registros, condiciones o procedimientos bajo los cuales se permite el uso). Más problemática es la realización ilegal corrompiendo autoridades que fiscalizan, más aún cuando los actores detrás de este aprovechamiento fuera de la ley incurren simultáneamente en otras conductas delictivas (unodc, 2016; Arroyo y Wyatt, 2018).

			Cuando se realiza de forma cruel o sin ética, obviamente es un problema, como lo es cuando no se realiza de forma sostenible acatando los límites, controles, protocolos, registros, etcétera, que ello implica. Por supuesto hay muchos ejemplos donde todas estas condiciones se presentan juntas, de manera que existen usos ilegales, excesivos, sin protocolos, no sostenibles. El lamentable caso de “los malos” que aprovechan ilegalmente a la totoaba es un lacerante ejemplo de lo que no se debe hacer ni permitir; como lo señalan Alvarado y Martínez, se ha convertido en un “Caso paradigmático en el que el crimen organizado se ha diversificado abandonando prácticas delictivas tradicionales y migrando a esta nueva modalidad delictiva”. Es penoso, los ejemplos abundan, como el caso del aprovechamiento indiscriminado de aletas de tiburón, el de los pepinos de mar, tortugas, etcétera (Arroyo et al., 2007; Alvarado et al., 2018; Arroyo y Wyatt, 2018; Equihua et al., 2020).

			Los actores en el uso legal frecuentemente transitan al ilegal; el comercio legal y el ilegal están entrelazados. Es un mercado híbrido, pues frecuentemente una fracción del comercio sucede de forma legal, y detrás de éste ocurre el ilegal. Cuando el uso es ilegal, suele producirse el comercio indiscriminado y en grandes cantidades; lo ilegal tiene esa característica, la obtención de ganancias en el menor tiempo posible, así que grandes volúmenes y no selectivos de los ejemplares constituyen la norma (Arroyo y Wyatt, 2018).

			Cuando el uso es problema, tiene muchas implicaciones y complicaciones; el abuso tiene un impacto directo sobre las poblaciones de las especies, sobre su capacidad de recuperación y su sobrevivencia, un impacto sobre los ecosistemas y otros efectos negativos; frecuentemente lo mal hecho sólo beneficia a unos pocos, hay impactos sociales y en poblaciones humanas. Se ha argumentado que para que un ejemplar alcance el mercado, entre tres o cuatro más mueren en el camino, que 75% muere antes de llegar a ser vendido (Íñigo y Ramos, 1991; Roldán, 2018; Grupo Ecológico Sierra Gorda [gesgiap], 2020).

			No es casual, por tanto, que exista una percepción pública en contra del mal uso de las especies y sobre el deber ser al respecto.

			Uso y comercio como oportunidad

			La utilización de la fauna silvestre, incluido el comercio de las especies, puede también ser vista, y lo es por muchos, como una oportunidad, una vía alterna para combatir la pobreza, una vía para garantizar la permanencia de las especies, una vía para restablecer o restaurar poblaciones y, dejando actuar a la naturaleza, el equilibrio ecológico y la funcionalidad de los ecosistemas en muchos sitios hoy deteriorados. Para que así ocurra deben darse varias condiciones. La utilización es una oportunidad cuando ésta se realiza de forma sostenible o sustentable, acatando en consecuencia las reglas, procedimientos, principios, permisos, requisitos, límites, controles, métrica y registros asociados a un aprovechamiento sustentable o sostenible (Pérez Gil et al., 1996; iucn y ssc, 2012; Cooney et al., 2017; Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura [fao], 2017; ssc, 2019).

			Sólo puede ser oportunidad si se da en el marco de la sustentabilidad, es decir, atendiendo cabalmente las dimensiones de la sustentabilidad y sus diferentes parámetros: debe ser sustentable desde los puntos de vista cultural, económico, ecológico o ambiental, social, político, técnico y legal, además de atenderse las consideraciones indispensables de espacio y tiempo que pueden determinar si algún emprendimiento tiene o no visos de ser sustentable (Pérez Gil et al., 1996; Pérez Gil et al., 2011).

			Hay ya una percepción pública en torno al uso sustentable de las especies y también en torno al deber ser de esta actividad y de las posturas de los gobiernos o autoridades, de las empresas, de las organizaciones sociales y del público en general. En realidad, se ha extendido el reclamo social para alcanzar a las especies domésticas, cuya producción exigen los consumidores que sea de forma más sustentable (libre de pastoreo, sin hormonas, preferentemente orgánico, con forrajes y alimentos naturales, etcétera). Con toda razón, se argumenta que “su salud (la del ganado) es nuestra salud” (Alín, 2018; Medellín, 2020b).

			El comercio de la fauna silvestre puede darse como una actividad productiva lícita y regulada, y ocurrir a distintos niveles, desde el local hasta el global. En las distintas escalas son aplicables diferentes marcos normativos, dependiendo de la actividad. Para el caso del comercio internacional, existen incluso más reglas y estándares; trámites; la intervención de más autoridades y controles; herramientas para el análisis, y hasta existe una convención internacional, la Convención Internacional sobre el Comercio de Especies en Peligro de Extinción (cites, por sus siglas en inglés), en la cual México es un actor que ha mantenido con­tinuidad y se ha distinguido por estar actualizado, ser vocal y proactivo. En su actuación, ha dejado claro que reconoce la presencia importante de las especies mexicanas en el comercio internacional. Falta que nuestro país consiga sacarle aún más beneficios a su pertenencia a la convención logrando que la cites trabaje en favor de México y sus especies (Pérez Gil y Arroyo, 2004; unodc, 2012; cites, s. f.).

			Por supuesto, el uso como oportunidad tiene implicaciones y beneficios diversos; cuando se hace como debería, hay impactos positivos sobre las poblaciones de las especies. Se ha documentado profusamente que, si se hace un aprovechamiento sustentable de una población, ésta se mantiene saludable y en equilibrio en el corto y el largo plazos. Hay impactos positivos sobre los ecosistemas naturales (para el caso de la reintroducción de lobos en Yellowstone, véase Fox y Bekoff, 2011). Los beneficiarios de un aprovechamiento sustentable regularmente son muchas personas y derivan en beneficios de distintos tipos, ligados a los usos, valores e importancia reconocidos de las especies, cuya permanencia útil se garantiza en el tiempo (fao, 2017; Cooney et al., 2017; Conabio, 2018; Van der Westhuyzen et al., 2020).

			Actualidad

			Hoy, a más de un año de que se admitiera formalmente su existencia, el origen del virus causante de la covid-19 todavía no se ha establecido con certeza. Sin embargo, en la literatura se afirma que más de 60% de las enfermedades infecciosas tiene su origen en animales, y la Organización Mundial de la Salud (oms) calcula que 75% de las nuevas enfermedades humanas surgidas en los últimos cuarenta años ha tenido ese punto de partida. Así, se supone, por ejemplo, que el sars se transmitió a partir de un animal, y que el sida se originó en un chimpancé (Quinney, 2020; Rejón, 2020).

			Si bien Medellín sugiere que “El covid-19 es un virus humano, no zoonótico”, se desconoce a ciencia cierta aún si el sars-CoV-2 es un virus de origen zoonótico.15 Existe un virus 96% similar en murciélagos, el SL-CoV, no transmisible a los humanos, pero que fue quizá el causante de la confusión que llevó a culpar a los murciélagos primero, y a los pangolines y a las civetas después. No hay evidencia que indique que los murciélagos son reservorios especiales de virus zoonóticos; de hecho, no hay diferencia significativa entre la cantidad de virus que se encuentra entre murciélagos, roedores, otros mamíferos o las aves (Mollentze y Streicker, 2020; Medellín, 2020b).

			Aunque no se ha identificado con total seguridad el camino que el virus siguió hasta su primer huésped humano, se ha propuesto la localización de su epicentro más probable en un mercado de vida silvestre en Wuhan (China). En estos mercados se mezclan animales vivos y muertos, lo que facilita la expansión de enfermedades entre ellos y el contacto con el ser humano.16 Es innegable que ciertos mercados de fauna silvestre proveen circunstancias ideales para la propagación de zoonosis, como los de alimentos y mascotas, pero la culpa no la tienen los animales; para que un animal llegue a su destino, atrás hay un entramado de redes complejas compuestas por muchos eslabones, diversos actores y un gran número de países; animales que viajan y llegan a casas y mercados bajo condiciones de maltrato, abuso, hacinamiento y circunstancia insalubres, ya sea como alimento fresco, para uso medicinal o como animales de compañía. Como vemos, todo ha contribuido a que surja un reclamo social en favor de mayor severidad reglamentaria, para el combate al movimiento de especies, en favor de vetar el comercio, el consumo, de vetar el uso incluso (Arroyo, 2020; Evans, 2020; Standaert, 2020). De las zoonosis conocidas, 75% están asociadas con los animales domésticos y las mascotas comunes.17

			La deforestación mundial, que llegó a los veintiséis millones de hectáreas en 2018, facilita la captura de animales destinados al tráfico ilegal de consumo humano. Pero, a la vez, facilita la entrada en contacto de comunidades humanas con especies que actúan como reservorio de un patógeno —por ejemplo, distintos tipos de murciélago o primates—, como se ha constatado en algunos brotes de la llamada malaria de los macacos que saltó a los humanos en áreas deforestadas de Indonesia. Este país es uno de los que más han padecido la extinción de bosques tropicales para dedicar espacio al cultivo de palma (Rejón, 2020).

			Un estudio en la Amazonia Brasileña demostró que en zonas afectadas por actividades humanas, a mayor actividad, decrecía la diversidad (número de especies de hecho), lo mismo que la biomasa animal (tamaño corporal, no biomasa total) y la densidad (ejemplares de cada especie). Disminuyeron sensiblemente las especies mayores de cinco kilogramos, mientras que las menores de ese peso fueron las ganadoras, oportunistas que incrementaron su número (Peres, citado por Dirzo, 2017).

			La diversidad, la competencia y la depredación son mecanismos naturales que ayudan a prevenir la dispersión de enfermedades La defaunación propicia cambios en la estructura y la diversidad de los ecosistemas; la desaparición de diversas interacciones bióticas y abióticas, y el fenómeno de proliferación de roedores bautizado como “ratización”, que, como señalamos, aumenta los riesgos zoonóticos, entre otros; en síntesis, tiene efectos cascada en los ambientes naturales y la sobrevivencia de las especies (Dirzo, 2020).

			Epizootias que con seguridad serán más frecuentes como efecto de los cambios en distribución de climas que está provocando el cambio climático global. En las próximas décadas los efectos de este fenómeno se dejarán sentir de forma importante, interactuando con otros factores de perturbación como la sobreexplotación de especies, la fragmentación de la vegetación y otros factores de pérdida de la diversidad biológica (Conabio, 2006b; Pérez Gil et al., 2012).

			La biodiversidad y los ecosistemas del planeta manifiestan síntomas de un impacto antropogénico desde hace siglos, e incluso milenios, pero que ha sido particularmente agudo sobre todo en las últimas cuatro o cinco décadas; la mitad de los bosques tropicales y templados del mundo ha desaparecido, así como más de un tercio de los manglares; 75% de las pesquerías del mundo se han agotado o se explotan a su máximo nivel, etcétera. Si el ritmo anual de desforestación promedio mundial se mantuviese sin alteración, todos los bosques y selvas del planeta desaparecerán en un periodo de cien a doscientos años. Las consecuencias de ello obviamente empiezan a padecerse mucho antes de que se derribe el último árbol en pie. La fragmentación de los ecosistemas alcanza magnitudes escandalosas y tiene consecuencias negativas severas en la viabilidad de muchas poblaciones de especies animales con ámbitos hogareños que requieren extensiones importantes, lo cual a su vez tiene consecuencias negativas en la viabilidad de numerosas especies vegetales18 (Conabio, 2006b; Bologna y Aquino, 2020).

			Es muy frecuente que con las actividades humanas en un ecosistema dado, se trastoquen los equilibrios naturales y se favorezca la presencia de ciertas especies en detrimento de las poblaciones de otras, sea por desforestación, por extracción selectiva, por sobreexplotación, por remoción deliberada por control de especies, por introducción de especies ajenas al ecosistema (debido a simple traslocación o a liberación de exóticas), por contaminación o por destrucción de los hábitats, y esos desequilibrios pueden estar asociados a la emergencia de alguna enfermedad (McCallum, 2015).

			Los hábitats naturales se están reduciendo, lo que provoca que las especies vivan en espacios más cercanos que nunca entre ellas y con los humanos. A medida que algunas personas optan por invadir los bosques y los paisajes salvajes debido a intereses comerciales, mientras otras del otro extremo del espectro socioeconómico se ven obligadas a buscar recursos para sobrevivir, dañamos los ecosistemas, arriesgándonos a que los virus de los animales encuentren un nuevo hospedador: nosotros (Quinney, 2020).

			En el momento actual atravesamos por la crisis de la pandemia con todas sus implicaciones inmediatas, la punta del iceberg quizá, y después vendrán las secuelas. La desinformación domina, acuciada por verdades a medias, por la preeminencia de certezas y percepciones como las que hemos señalado y, fundamentalmente, por las hoy populares fake news, mentiras descaradas que se hacen pasar por información real. Sea como fuere, al uso de la fauna silvestre se le ha culpado de ser el origen de la pandemia, y, por tanto, se han desencadenado reacciones múltiples entre las que cobran mucha fuerza las que claman por prohibir su uso y comercio.

			Impactos

			La polarización de las posturas provoca enfrentamientos y cerrazón que impiden redescubrir los tonos de gris, los puntos medios (a partir de la comprensión por las partes de las razones detrás de las posturas extremas). La radicalización tendrá impactos en varios frentes, sobre las comunidades dependientes de los recursos naturales, la subsistencia de muchas personas, la ingesta de proteína animal de millones de personas que hoy consumen la fauna silvestre; afectará el modus vivendi de muchos, tendrá impacto sobre usos muy arraigados y que son icónicos, cacería, safaris, cacería fotográfica, visita a eventos de migración, ecoturismo especializado, avistamiento especies, etcétera. Alrededor de dos de cada cien habitantes del planeta dependen de una u otra forma de la cacería de subsistencia, de la cosecha de ejemplares de la vida silvestre para sobrevivir (Robinson, 2020).

			Las soluciones no pueden adoptarse a la ligera, los asuntos son muy complejos. Cómo abordar el tema de cerrar o no los mercados de animales vivos cuando se trata de prácticas culturales tan arraigadas, o cómo abordar el tema de esas prácticas culturales que inciden negativamente sobre la salud pública y sobre la propia supervivencia de las especies. Prácticas que no sólo tienen que ver con la venta final o el consumo de fauna, sino también con otros eslabones de la cadena, como la extracción, la distribución, el transporte y la reventa.

			Las decisiones y medidas que se adopten producirán impactos favorables lo mismo que desfavorables, tanto para la fauna silvestre como para los humanos y la naturaleza en general. Está por verse en qué medida o grado, y con toda seguridad no serán equitativas; una decisión citadina-urbana que vete el aprovechamiento de las especies de aves canoras y de ornato, con el sesgo urbanista, puede acarrear el colapso del modus vivendi de cientos de familias que han hecho del cuidado, la colecta y la venta de múltiples especies su medio de vida (Roldán, 2018).

			Por dar un ejemplo, la fauna silvestre está detrás de 50% del producto interno bruto (pib) de Zimbabwe, y al menos tres millones de familias en ese país, Sudáfrica, Namibia y Tanzania (de cinco personas en promedio cada una) están ahora sin posibilidades de ingresos por las cancelaciones. No hay turistas para safaris fotográficos ni para cacería; no hay cuotas de ingreso a los parques y áreas resguardadas, derechos por permisos, derrama por hospedaje, guías, auxilio turístico, etcétera (Van der Westhuyzen et al., 2020). Los impactos que se había pronosticado que podrían ocurrir en caso de que se impusiese una prohibición de hecho están ya teniendo lugar. En las áreas privadas de conservación de Sudáfrica, por ejemplo, cuya red cubre 14% del territorio nacional (el doble de lo que cubren las áreas naturales protegidas gubernamentales en el país), se practica la cacería deportiva (de trofeo), y representa un ingreso de ciento treinta millones de dólares al año; todo está de momento colapsado (Parker et al., 2020). El ecoturismo y la cacería han sido las fuentes de empleo y permiten cubrir los costos de inspección, patrullaje, vigilancia y aplicación de la ley.

			La vocación de muchos de estos espacios efectivamente ha demostrado ser el uso consuntivo y no consuntivo de la vida silvestre, por encima de otras vocaciones sugeridas, como la ganadería o la agricultura, que nunca dejarían de ser marginales. Entre los impactos esperados de un veto al aprovechamiento de la vida silvestre, podemos reiterar los siguientes: incremento de la cacería furtiva (sin control ni información), declive en el número de especies (pérdida de biodiversidad), pérdida del valor reconocido —importancia económica de hecho— de las especies (valen algunos ejemplares como trofeos únicamente, sin debatir su valor intrínseco, por supuesto), daño a los ecosistemas —porque no hay monitoreo de especies y medidas de atención—, depauperación genética de las poblaciones (la remoción de los viejos abate la competencia y permite a los jóvenes acceder a las hembras u otras prácticas de manejo poblacional útiles), suspensión de actividades de vigilancia, pérdida de empleos e ingresos, colapso de la derrama económica asociada, etcétera (Parker et al., 2020; Van der Westhuyzen et al., 2020).

			Los efectos de la oposición al uso se evidencian ya también en la puesta en práctica de prohibiciones y restricciones.

			Propuestas

			En reacción al recrudecimiento de las posturas, con toda seguridad vendrán nuevas propuestas; nuevos requisitos para el uso de las especies; el recrudecimiento de medidas de control ahora además con la incorporación más seria de las sanitarias; nuevas reglas en trámites de exportación, importación y traslados; con seguridad, más directrices, y la intervención de más autoridades.

			De hecho, se perfilan alternativas y escenarios múltiples, expresiones diversas, polos o grados de los extremos en percepciones de uso contra no uso. Existen ya planes emergentes con propuestas radicales en pleno debate; un plan de acción antiuso y sus contrapartes, que pugnan por una apertura al uso sostenible, entre otras, y que abordan la obligada definición de cursos de acción, de resoluciones en torno a varias disyuntivas que resumimos a continuación (Humane Society International [hsi], 2020; Sustaintable and Livelihoods Specialist Group [suli], 2020).

			Se discute que la recuperación global de los impactos de la pandemia habrá de darse únicamente a partir del reconocimiento explícito de nuevas relaciones con la fauna silvestre. Recuperación de la crisis, pero con la naturaleza, en una relación que los conservacionistas han postulado desde tiempo atrás, pero que quizá apenas será tomada en cuenta; el tiempo dirá (iucn, 2020). Lamentablemente, será momento también de remedios instantáneos que son de hecho una amenaza muy seria para la fauna silvestre; la destrucción de colonias de murciélagos en China, por ejemplo, como la solución inmediata al contagio por el coronavirus (Huabin, 2020).

			Ya se emitió una prohibición total temporal en China, y hay propuestas de prohibiciones parciales o totales para regiones específicas y para grupos taxonómicos definidos (Nian et al., 2020). Será sin duda más complicado hacer las cosas bien, y con ello se detona un estímulo directo a hacer las cosas mal, un impulso a la ilegalidad como consecuencia. Las prohibiciones al comercio de especies amenazadas o en peligro de extinción son una estrategia común en la protección de la vida silvestre. Pero este enfoque puede ser contraproducente. La restricción de especies de alto valor en realidad puede desencadenar auges en el mercado. Las prohibiciones totales de aplicación generalizada regularmente no son solución y en ocasiones agudizan los problemas, porque, entre otras cosas, se pierden el control, la información o los registros recabados cuando se otorgan per­misos, como fue el desafortunado caso de los psitácidos en México (prohibidos en el Diario Oficial de la Federación, 2008) (Arroyo et al., 2005; Di Minin et al., 2016; Parker et al., 2020; Lake Zhu, 2020).

			No hay certeza sobre cómo ni cuándo pueda frenarse el comercio ilegal de vida silvestre; será probablemente algo que persista, porque el comercio trasnacional continuará, de tal suerte que incorporar el concepto de “bienestar animal” como una pequeña alternativa de mitigación se antoja como algo importante (Baker et al., 2013).

			Disyuntivas

			Con el énfasis particular de cómo encarar la conservación, la producción y el aprovechamiento de elementos de la vida silvestre, comentaremos algunas disyuntivas que son objeto de reflexión, debate y controversia a nivel planetario y que son atendidas en diversos foros internacionales. 

			Cabe destacar a las seis comisiones técnicas de la uicn (www.iucn.org): la cec —Comisión de Educación y Comunicación—, que trata de impulsar el cambio a través de la comunicación, el aprendizaje y el conocimiento; la Comisión de Gestión de Ecosistemas (cge) o Comisión de Manejo de Ecosistemas, que promueve enfoques basados en los ecosistemas para la gestión de los paisajes terrestres y marinos; la cpaes —Comisión de Política Ambiental, Económica y Social—, que busca armonizar la conservación de la naturaleza y las preocupaciones sociales, culturales, ambientales y de justicia económica críticas de las sociedades humanas: la cse —Comisión para la Supervivencia de las Especies—, que pretende influir, alentar y ayudar a las sociedades a conservar la biodiversidad mediante la creación de conocimientos sobre el estado y las amenazas a las especies; la Comisión Mundial de Derecho Ambiental (cmda), que se encarga de promover el derecho ambiental para fortalecer los fundamentos jurídicos de la conservación de la naturaleza y el desarrollo sostenible, y, finalmente, la Comisión Mundial de Áreas Protegidas (cmap), que trabaja en desarrollar políticas, asesoramiento y directrices basadas en el conocimiento sobre el conjunto completo de cuestiones relativas a las áreas protegidas. Existe el grupo de especialistas suli, en el que participan miembros de las comisiones cse y cpaes de la uicn, que es el punto focal internacional para estas materias.

			También estos temas, de años atrás, son objeto de análisis y trabajo a nivel internacional en la Plataforma Intergubernamental Científico-Normativa sobre Diversidad Biológica y Servicios de los Ecosistemas (ipbes, siglas en inglés de Intergovernmental Science-Policy Platform on Biodiversity and Ecosystem Services, www.ipbes.net).

			Por último, vale la pena señalar los esfuerzos meritorios de dos organizaciones más: Conservation Vision Inc. (https://www.conservationvisions.com), que promueve activamente el uso sustentable de la vida silvestre compartiendo ideas, prácticas, lecciones y principios para empoderar e impulsar a todos los ciudadanos a reconocer la idea de que la vida silvestre nos pertenece a todos, y de que dependemos como humanidad de su conservación y racional aprovechamiento, y el Consejo Internacional para la Conservación de la Fauna Cinegética y la Vida Silvestre en General (cic, siglas en inglés de International Council for Game and Wildlife Conservation), que ha logrado exitosamente impulsar buenas prácticas de cacería y conservación de la vida silvestre en varias partes del mundo, y trabaja en desmantelar mitos y afirmaciones que desacreditan las bondades de la cacería como herramienta de conservación de la fauna silvestre.

			Desde mi punto de vista, las disyuntivas que habremos de analizar en el contexto nacional son las siguientes:

			

			Producción especializada versus diversificada. Ambas son estrategias complementarias, pueden existir paralelamente. La producción diversificada representa mayor seguridad en el mercado, pero no excluye la especialización. Es posible, de hecho, la especialización de la diversificación. La restauración productiva del paisaje a través de sistemas agro-silvo-pastoriles; sistemas agroforestales; ganadería diversificada y ganadería regenerativa; ecoturismo y de aventura en áreas de paisajes productivos, y esquemas de uso múltiple del bosque son rutas esperanzadoras (Simonit y Abadía, 2020; Angadi, 2020). Transitar de la especialización (que en agro es hablar de monocultivo) a la producción diversificada es decidir en favor de la naturaleza. La diversidad en todos los ámbitos de la vida humana es indispensable para el enriquecimiento y la resiliencia. En la naturaleza la diversidad permite equilibrios y desequilibrios complejos que impulsan la evolución. En algunas escalas y plazos se puede explicar y justificar el sacrificar la diversidad en aras de la eficiencia y la productividad económica.

			Autoconsumo versus comercialización. Más que oponer los términos, habría que equilibrar los niveles: consumo familiar, y mercados local, regional, nacional o internacional. El énfasis debería estar en lo local, en garantizar primero la autosuficiencia alimentaria a escalas local y nacional (Simonit y Abadía, 2020). Parece más sensata la comercialización después del autoconsumo, ya que ésta dará la experiencia y el conocimiento pleno (know how); favorecer la diversifi­cación de tal suerte que se incorporen cabalmente a la dieta elementos locales de la biodiversidad. Ello coincide con esfuerzos asociados al consumo estacional de lo que se produce localmente.

			Corto plazo versus largo plazo. Una cosa son las acciones inmediatas y otra es la actitud y la visión a corto plazo. La acción deberá de ser inmediata y siempre de largo plazo; en el caso de la naturaleza y la biodiversidad, el plazo es perenne. La recuperación de una población disminuida o la rehabilitación de hábitats para reconstruir corredores, incrementar la movilidad y probabilidades de sobrevivencia de las especies son procesos que toman muchos años y mucho esfuerzo. Las estrategias de conservación y uso sustentable son, por definición, de largo plazo. La restauración en la reconstrucción que habremos de encarar en favor de la viabilidad de la vida en el planeta, por tanto, debe también tener esa óptica (ssc, 2019; iucn, 2020; Pedraza, 2020).

			Pequeña escala versus gran escala. La vida cotidiana es a pequeña escala; hay ventajas ostensibles, de impactos positivos locales y pequeños, accesibles a casi todos; contribuyen al bienestar personal, familiar y comunitario; tienen un efecto demostrativo (contagioso) y, en conjunto, sumados, dan grandes cambios. La “gran escala” puede darse entendiéndola como la suma de las “pequeñas escalas”. Ahora bien, en el caso de la fauna silvestre, la producción a pequeña escala es lo recomendable, así sea una red de pequeños esfuerzos, en términos de sanidad, de abatir riesgos y de satisfacer la demanda actual (Palazuelos, 2020).

			Control total versus eventos aleatorios o azarosos. En el aprovechamiento sustentable de la vida silvestre, la idea de control total es absurda. En realidad, sólo se puede predecir lo trivial, y los componentes aleatorios son muy importantes. En la definición de tasas de aprovechamiento se incorpora invariablemente un símil del principio precautorio o de un concepto equivalente, el de in dubio pro natura (Benjamin, 2020). Habría que descontinuar la interferencia con la naturaleza, con intromisiones diversas que cuentan la historia de que algo estamos controlando. Es preferible apoyarse en las soluciones basadas en la naturaleza, en dejarla que tome su curso y aprovecharnos de ella (iucn, 2020).

			Medir lo que se puede versus lo que se debe. Las transformaciones de los ecosistemas para obtener bienes y servicios han traído beneficios para la humanidad, pero también han representado severos costos ambientales; no sabemos aún cómo valorar el balance entre costos y beneficios. Parece increíble que un país podría agotar sus recursos naturales sin que esto se vea reflejado en los parámetros tradicionales de pib, ingreso per cápita y otros indicadores. La fauna silvestre y las áreas naturales constituyen activos desde un punto de vista económico y, por ende, se aplican a ellas los mismos principios que para otros activos de capital (Conabio, 2006a; Conabio, 2006b; iucn, unep y Fondo Mundial para la Naturaleza [wwf], 1991; Pérez Gil, 1997). Así como las Metas de Aichi, el límite de 2 ºC en materia de cambio climático y, más recientemente, los objetivos de desarrollo sostenible (ods) permiten moldear políticas públicas y acicatear las respuestas de gobiernos ante retos globales, de igual forma se propone adoptar una “tasa de extinción global de las especies” como una medida factible, simple y que comunica con facilidad el mensaje. Todo el mundo entiende el concepto de extinción, el cual sintetiza muchos factores que determinan la pérdida de la biodiversidad. Cada país puede definir su compromiso nacional en torno a biodiversidad hacia la meta global (Rounsevell et al., 2020).

			Satisfacción de necesidades versus consumo insaciable (consumismo). En la reconstrucción de nuestra relación con la naturaleza éste es un factor crítico; hay que determinar el daño por la satisfacción de necesidades, y minimizarlo. Es menester que como humanidad trabajemos en lograr, a partir de las decisiones individuales, una reducción en la demanda de recursos hacia un menor impacto en agua, energía, alimentos, fibras y espacio, pugnando por un consumo responsable (sustentable, medido, ético y legal). Hoy sabemos que consumimos al año el doble de lo que el planeta puede proveer; se rompe el punto de equilibrio antes de concluir el año 2020; es el 22 de agosto la fecha calculada en la que habremos consumido lo que nos correspondía en todo el año. Junto con este absurdo está el de la producción de alimentos para una población creciente, pero alrededor de una tercera parte de dicha producción se desperdicia (Global Footprint Network, [gfn], 2020; Poder del Consumidor, 2020; Move for Hunger [mfh], 2020).

			Derecho de propiedad versus patrimonio de la humanidad. Generar un derecho de propiedad propicia un debate automático en cuanto a precedentes de otros y especialmente en distintas localidades. Es importante que el derecho de propiedad pueda definirse de manera justa y consensuada para evitar al máximo imposiciones “por el bien de la humanidad” y viceversa. En la dicotomía de los extremos se borran los puntos medios: derechos comunitarios, patrimonio regional o nacional, etcétera. Es importante considerar tradición y cultura de las comunidades o grupos sociales respecto al derecho de propiedad en relación con elementos de la vida silvestre. Hay que tener claro que el derecho de propiedad no solamente es de tipo privado, hay derecho de propiedad social, etcétera. Hay que considerar derecho de propiedad, pero también el derecho de uso o explotación, de usufructo. Es necesario vincular el derecho de propiedad con la obtención de regalías o de ingresos (Organización Internacional del Trabajo [oit], 1989).

			Regulación versus libre acceso. La biodiversidad nacional es tanto nuestra como del mundo, así que lo que se debería tener es un esquema de libre acceso y acceso con retribución y distribución de beneficios. El libre acceso no garantiza la explotación sustentable de los recursos, propicia la sobreexplotación y el mal aprovechamiento económico y sociocultural. Es necesario también poner límites a la apropiación privada de los beneficios del aprovechamiento de los recursos y a una socialización de los costos. Regular no debe tener el significado de prohibir, sino de planear la conservación a través del uso, por lo que la forma más segura de propiciar la conservación es la de precisar las formas de acceso al recurso. Se podría hablar de la autorregulación que han practicado las comunidades indígenas, pues los mapas de conservación coinciden con los étnicos, sin embargo, en la actualidad la desculturización está provocando en muchos sitios un uso desmedido de los recursos naturales por fallas en el control; se han perdido los mecanismos de regulación comunitaria (Roldán, 2018). Los cambios en la legislación agraria en términos de dar derechos de propiedad a lo que antes estaba bajo tenencia comunal no resuelven el problema, sino que lo empeoran (Carabias, 2020).

			Nativas versus introducidas. Es una realidad: las especies exóticas son introducidas voluntaria o involuntariamente a nuestro país; lo importante es valorar que ellas influyen directa o indirectamente en la supervivencia de las nativas, por depredación, competencia o enfermedades, entre otros impactos. La condición de México como megadiverso sumada a sus muchos endemismos hace que la fauna silvestre mexicana se vuelva atractiva para los extranjeros. Hay una importante demanda de las especies mexicanas (Arroyo y Wyatt, 2018). El hecho es un problema, pero al mismo tiempo una oportunidad. En México existen 13 211 unidades de manejo para la conservación de la vida silvestre, con una superficie de 38.87 millones de hectáreas (19.78% del territorio nacional) que están dedicadas precisamente a la producción de vida silvestre. Pensemos en ellas como una vía potencial para ir alimentando y satisfaciendo ese mercado, como el exitoso caso del manejo del cocodrilo de río o de pantano (Crocodylus moreletii) (Conabio, 2018; 2019). Es fundamental la ins­tau­ración de políticas encaminadas al fomento de la protección, conservación, producción y uso sustentable de especies nati­vas, aun reconociendo el valor del manejo de especies exóticas ya presentes en el país, pero bajo un estricto control de las mis­mas (Asociación Nacional de Ganaderos Diversificados [Angadi], 2020; ssc, 2019).

			Silvestre versus doméstico. Muchas especies silvestres simplemente no se pueden domesticar. No es lo mismo domesticado que en cautiverio. Muchas especies silvestres pueden ser manejadas (sus poblaciones) y, a través de ello, son susceptibles de aprovechamiento. Al manejar, por ejemplo, la población de una especie como el venado bura con propósitos de cacería sustentable, se tiene un efecto paraguas en su entorno que da oportunidad a un número inmenso de especies pertenecientes a dicho hábitat, y que se benefician de la protección. Hay esquemas mixtos, por ejemplo, los ganaderos diversificados, que lo mismo protegen y aprovechan vida silvestre que ganado doméstico (Angadi, 2020). Lo doméstico implica invertir energía adicional (alimento, medicina, etcétera), mientras que con las especies silvestres se participa en aprovechar la energía del ecosistema. Al fallar en favor de la naturaleza, preferentemente diversificamos; es ridículo que la alimentación del planeta dependa de un puñado de plantas y animales, así sumáramos todas las especies que se aprovechan, más allá de las obvias (arroz, trigo, maíz, sorgo, cebada, avena, etcétera, o ganado bovino, caprino, porcino, aves de corral, peces varios, las plantas aromáticas y hortalizas), e incluso considerando canguros, patos, venados, las plantas medicinales, cocodrilos, bisontes, mariscos varios, o lo que suena todavía más raro, como las hormigas, los alacranes, las cebras, los tepezcuintles, etcétera, o hasta lo prohibido (como los pepinos de mar o las aletas de tiburón); incluso sumando todas estas especies, apenas alcanzamos pocos centenares de ellas, habiendo millones. Garantizar una biodiversidad significativa en nuestra mezcla de calorías y dar prioridad a los productos locales sostenibles podría aumentar considera­blemente los niveles de resiliencia. Los sistemas actuales de provisión y producción de alimentos han demostrado su fragilidad y vulnerabilidad. Las comunidades que despliegan esquemas de aprovechamiento sustentable de la vida silvestre consumen por definición alimentos frescos, limpios y sustentables, y, por ende, están mejor preparadas para episodios como el que experimentamos, porque tienen mayor seguridad alimentaria, resiliencia e independencia. Además, hay que subrayarlo, son aliadas de la conservación de la naturaleza, porque no sobreexplotan: cuidan la fuente, en aras de un futuro de autosuficiencia. Hablamos de miles de cazadores, pescadores y recolectores de hongos y de vegetales y animales silvestres por todo el mundo (Mahoney, 2020).

			Bienestar individual versus sobrevivencia de la especie. Un problema que persiste es el enfrentamiento de ópticas extremas. Quienes se preocupan por el bienestar del individuo, de un ejemplar animal, en particular, y en función de ello construyen y defienden posturas, y quienes por el contrario pueden aceptar que un ejemplar en particular pueda ser “sacrificado” en aras de la supervivencia y el bienestar de las poblaciones de la especie. La postura en favor del bienestar individual explica muchas de las acciones que se oponen a la existencia de los circos, de los zoológicos y acuarios, la crianza en cautiverio y a diversas formas de aprovechamiento de la fauna silvestre. Por el contrario, la óptica inversa está detrás de mucha de la argumentación en favor de formas de aprovechamiento, como la cacería, la crianza en cautiverio y la exhibición en zoológicos y hasta las funciones que santuarios o centros de rescate, circos y zoológicos despliegan en favor de la conservación de las especies en el medio natural. En biología de la conservación, los intereses, necesidades, derechos y bienestar incluso de los individuos de una especie se subordinan en ocasiones, si se contraponen en cierta medida a los beneficios que se acumulan en niveles de organización superiores, como las poblaciones, la especie o hasta el ecosistema. Es un reto para los conservacionistas construir programas y planes de supervivencia de las especies que abarquen e incluyan los valores, aspiraciones o metas de los individualistas, porque la mayoría de la sociedad tiene vínculos emocionales muy fuertes para con el bienestar de los ejemplares animales en lo individual (Fox y Bekoff, 2011; Stuart et al., 2017; Mahoney, 2020; Sas-Rolfes, 2020).

			Comentarios finales

			Nuestra primera línea de defensa es la naturaleza. Debemos dejarla ser y actuar, evitar interferir a toda costa y, por el contrario, aprovechar y apoyarnos en soluciones basadas en la naturaleza para la reconstrucción del planeta. Tendremos que resolver en torno a diversas disyuntivas; presentamos por ello una relación de las que nos parecen más relevantes y nos permitirán tomar decisiones sobre los nuevos cursos de acción, los nuevos derroteros.

			Cerramos convirtiéndonos idealmente en una caja de resonancia para recomendaciones sensatas que conviene reiterar y que están alineadas con lo que hemos subrayado respecto de la necesidad de repensar nuestra relación con la vida silvestre. Son recomendaciones lógicas que hemos escuchado más de una vez, reiteradamente quizá en fechas recientes, y de las cuales hacemos eco aquí sin arrogarnos originalidad ni autoría.

			

			Es urgente detener la fragmentación y pérdida de ecosistemas naturales. Detener la sobreexplotación y controlar las malas prácticas de uso de los recursos naturales (para mantener la biodiversidad y ecosistemas funcionales).

			Es indispensable incluir en los esfuerzos y programas de restauración el cuidado del suelo, la re-vegetación (no sólo reforestación) y, de manera especial, la refaunación.

			Cada uno debe asumirse como parte de la solución, tomar acción (continuar propiciando y fortaleciendo el trabajo interdisci­plinario) y predicar con el ejemplo exigiendo a las autoridades, empresas, organizaciones y conciudadanos el respeto a la naturaleza.

			Es necesario incrementar los presupuestos destinados a generar conocimiento, a procesar información, a la investigación científica y al intercambio.


			Una serie de preguntas obligadas quedan en el aire: atender todos estos dilemas, propósitos y aspiraciones ¿se convertirá en una nueva esperanza para la sustentabilidad como norma y condición sine qua non del comercio y uso de la fauna silvestre a distintos niveles?, ¿se traducirá en una acción concertada que conduzca a un derrotero distinto de los augurios de extinción y desapariciones locales, abandonos y cierre?, ¿está siendo la fuerza de esta sacudida, la primera quizá de las que vendrán, la suficiente para vencer la inercia de regresar a lo mismo?
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					1 Zoonosis: enfermedades propias de los animales susceptibles de comunicarse (ser adquiridas o transmitidas) a otros vertebrados, incluidos los humanos.

				

				
					2 Liberación planificada al hábitat natural de ejemplares de una cierta especie, que se realiza para sustituir o fortalecer poblaciones desaparecidas o disminuidas de la misma especie (Unión Internacional para la Conservación de la Naturaleza [iucn] y Species Survival Commission [ssc], 2013).

				

				
					3 Especie exótica invasora: es aquella especie o población que no es nativa, que se encuentra fuera de su ámbito de distribución natural, y es capaz de sobrevivir, reproducirse y establecerse en los hábitats y ecosistemas naturales y que amenaza la diversidad biológica nativa, la economía o la salud pública (Diario Oficial de la Federación, 2000; 2018).

				

				
					4 Sugerimos una inmersión a la rica biodiversidad mexicana en los espacios e información que ofrece la Conabio: www.biodiversidad.gob.mx; www.conabio.gob.mx/; https://www.naturalista.mx/

				

				
					5 Por ejemplo, las plumas fueron moneda, tributo, cara ofrenda y, desde luego, parte fundamental del comercio; eran además el número centzontli (gran cabellera) = 400, usadas en vestimenta (por ejemplo: los caballeros águila, cuyo traje totalmente cubierto con plumas y hecho con telas destinadas para la indumentaria de la clase superior se tejía con hilos torcidos con plumas). En términos mágicos, quien usaba la pluma, símbolo de fertilidad, abundancia, riqueza y poder, era asociado con la divinidad. También tenía empleos más prácticos, como elaboración de flechas (talón), para escribir, como aplicador para curaciones delicadas y quemadas, como remedio, e incluso se emplumaba como castigo, burla o juego también desde esas épocas. Las plumas finas fueron utilizadas en tiempos prehispánicos por los artistas (amantecas) para producir piezas de la más alta calidad artesanal (Castelló, 1993).

				

				
					6 Nos referimos a si el tipo de actividad, para su realización, implica establecer contacto franco con uno o más ejemplares de la especie o si puede sucederse en ausencia física del animal y se relaciona más bien con sus manifestaciones de otro tipo (como rastros o efectos en el ambiente) (Pérez Gil et al., 1996).

				

				
					7 En virtud de si el tipo de actividad, para ser realizada, implica de hecho el consumo (la muerte a la larga o al menos la segregación del individuo de su grupo familiar o población de origen) de ejemplares de la especie; así, hay actividades que consumen o en las que se consumen varios individuos, como la peletería, y otras en las que no hay un consumo, como la observación al natural (Pérez Gil et al., 1996).

				

				
					8 La Ley General de Vida Salvaje establece que son aprovechamiento extractivo: la utilización de ejemplares, partes o derivados de especies silvestres, mediante colecta, captura o caza, en tanto que son aprovechamiento no extractivo las actividades directamente relacionadas con la vida silvestre en su hábitat natural que no impliquen la remoción de ejemplares, partes o derivados; de no ser adecuadamente reguladas, podrían causar impactos significativos sobre eventos biológicos, poblaciones o hábitats de las especies silvestres (Diario Oficial de la Federación, 2018).

				

				
					9 El detalle de las actividades identificadas lo proporciona la Conabio (Pérez Gil et al., 1996).

				

				
					10 Por ejemplo, el tráfico de especies de flora y fauna en peligro de extinción se considera también delito grave en la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional.

				

				
					11 Una publicación reciente que muestra la diversidad y la complejidad del debate contemporáneo al respecto es la de Aguilera, Lecaros y Valdés (2019).

				

				
					12 No a la producción en hacinamiento, sin moverse, sobre sus heces, sin espacio, con violencia, sufrimiento, insalubridad, maltrato, atrofias musculares y óseas. El artista Paul McCartney grabó para el grupo peta (Personas por el Trato Ético de los Animales) un mensaje donde asegura que, “si los rastros tuviesen paredes de cristal todos seríamos vegetarianos”; con ello expone precisamente las condiciones de producción industrial del ganado (peta, 2012).

				

				
					13 Hay factores que influyen en el comportamiento del consumidor (necesidades, motivaciones, percepciones, aprendizaje conductual y factores socioculturales). Un aspecto importante es que la población china tiene mayores preferencias hacia los productos y derivados de animales silvestres, puesto que consideran tienen mayor potencial curativo. Los practicantes profesionales de la medicina tradicional tienen un papel muy importante en el fomento de esta aseveración (lo silvestre es más eficaz, natural y tiene menos efectos secundarios que los medicamentos alópatas) (Liu et al., 2016).

				

				
					14 Un kilo del llamado “buche” en 2016 entregado a orilla de la embarcación alcanzaba el precio de quince mil dólares, y su precio escala cuatro veces para venderse en el mercado asiático a sesenta mil dólares. En su pesca se aniquila, como “pesca incidental”, a la vaquita marina; la pequeña marsopa queda atrapada en las redes y no puede subir para respirar. Cuando supuestamente se prohibió su pesca y hasta se presumió como una acción contundente, en realidad no se confiscaron las redes totoaberas ni se cerraron las pesquerías. Las poblaciones de vaquita pasaron de seiscientos ejemplares en 1997, a doscientos cuarenta y cinco en 2008, menos de sesenta en 2015, menos de treinta en 2016, menos de diecinueve en 2018 y quizá menos de un dígito en la actualidad (Alvarado et al., 2018; Equihua et al., 2020).

				

				
					15 Las zoonosis pueden clasificarse en cuatro categorías distintas, según su epidemiología y forma de transmisión: a) directa: en los casos en que el agente patógeno está presente en alguna especie silvestre que establece contacto con el hombre (ejemplos: rabia, brucelosis); b) ciclozoonosis: se necesitan cuando menos dos especies de vertebrados para la transmisión dentro del ciclo de vida del agente patógeno (ejemplo: nematodos); c) metazoonosis: se necesitan vertebrados e invertebrados como hospederos intermediarios (ejemplo: tripanosoma); d) saprozoonosis: además de vertebrados, es necesario que se den ciertas condiciones ambientales o reservorios (ejemplo: histoplasmosis).

				

				
					16 China ha prohibido, al menos temporalmente, este comercio de vida silvestre tras lidiar con su brote de coronavirus. La norma podría convertirse en ley definitiva (Rejón, 2020).

				

				
					17 Existen arriba de millón y medio de tipos de virus desconocidos en aves y mamíferos. De las ciento once familias virales conocidas, 90% son benéficas, pues nos ayudan al mantener bajo control a 50% de las bacterias. De los trescientos tipos de coronavirus sólo siete causan malestares en los humanos: cuatro, enfermedades como la gripe, y tres son causantes de las enfermedades graves, incluida la asociada con la actual pandemia (Medellín, 2020a).

				

				
					18 Hacia 1976 la cobertura vegetal original de los ecosistemas naturales del país se había reducido a 62%, y para 1993 representaba solamente 54% de su superficie original. La cobertura de los bosques y selvas del país representaba en 2002 solamente 38% de su extensión original, con las mayores pérdidas ubicadas en las zonas tropicales, por ejemplo, la de 80% de los bosques lluviosos de México en sólo una década (arriba de 1.5 millones de hectáreas al año). La Comisión Nacional de Desmontes diseñó y condujo el Programa Nacional de Desmontes (Pronade) (1972 a 1983). Las estimaciones más recientes indican que el país conserva sólo cerca de 50% de su cobertura de vegetación natural (en condición primaria) (Conabio, 2006a; Corral, 2018).
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			XII. Contribuciones empresariales a la seguridad hídrica: experiencias del caso Monterrey

			Ismael Aguilar Barajas1


			[…] the challenges related to increasing demands for different users of water versus a limited supply are daunting […]

			My perception is that the private sector earlier than many governments realizes the risk and challenges this situation will lead to, for themselves as companies, but also for the wider economy and for opportunities for continued growth and development as such

			Berntell (2018: 167)

			Introducción

			Ante las crisis del agua y los riesgos para las sociedades que ésta conlleva, el tema de la seguridad hídrica ha venido cobrando gran importancia en la discusión internacional. La publicación anual del reporte de riesgos globales del Foro Económico Mundial (wef, por sus siglas en inglés) es un excelente referente (wef, 2020). Organizaciones como Naciones Unidas (onu), el Banco Mundial (bm), la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (ocde) y el Banco Interamericano de Desarrollo (bid), entre otras, también han venido alertando de estas crisis y de la imperiosa necesidad de enfrentarlas con políticas públicas efectivas. Sin embargo, la pandemia sobre covid-19 ha venido a exhibir las carencias de varias de estas políticas, y a mostrar muy nítidamente que contar con mayor y mejor acceso al agua es, al final del día, una cuestión de supervivencia humana (Sandford, 2017).

			Más particularmente, en su informe de 2019 sobre agua para el futuro en América Latina y el Caribe, el bid evidencia que la seguridad hídrica en la región se encuentra amenazada y constituye uno de los principales desafíos a enfrentar para el desarrollo sostenible (Muñoz, 2020). En el informe se sostiene que los países están enfrentando profundos cambios socioeconómicos y ambientales, expresados en migración, concentración urbana, sequías, inundaciones, disminución de glaciares y progresiva desaparición de ecosistemas.

			Tal como ocurre en la arena internacional (Berntell, 2018), en México la discusión sobre el papel de la empresa en la seguridad hídrica es muy limitada. Esto se observa en las publicaciones2 y también en el mundo de las conferencias y congresos, sobre todo de la esfera académica. Por ejemplo, sorprende que en el reporte de la ocde sobre la reforma del agua en México (y su intrincado mapeo institucional) no aparezca la figura del empresariado (ocde, 2013: 52-53). Constituyen una excepción las publicaciones en las que hay referencias al papel empresarial.

			Más bien, como también ocurre en el resto del mundo (Berntell, 2018), es común encontrar, no sólo en el sector público sino también en el mundo académico y de las organizaciones no gubernamentales, escepticismo y perspectivas negativas en torno a las empresas y el agua. Como lo sostienen Armenta y Collado (2019), ha faltado serenidad y objetividad en esta discusión; con un buen diseño y regulación gubernamental apropiada, la participación privada en la construcción y la operación de infraestructura hidráulica, por ejemplo, es deseable.

			Sin desconocer que la producción de bienes tiene impactos negativos en el medio ambiente y que Monterrey es una ciudad con varias industrias muy contaminantes, como se ha documentado en varias publicaciones, la experiencia de varias décadas del caso de esa ciudad y el agua muestra que el involucramiento privado en beneficio de la sociedad en su conjunto es posible. Este involucramiento ayuda a explicar la buena calidad de los servicios de agua y saneamiento que tiene la ciudad, así como el funcionamiento de su organismo operador, Servicios de Agua y Drenaje de Monterrey (sadm). Más particularmente, este trabajo se centra en el papel empresarial en la construcción de una mayor seguridad hídrica para Monterrey, tanto por el lado del abastecimiento (frente a la escasez y su relación con las sequías), como por el lado de las inundaciones.

			La iniciativa privada ha apoyado a la ciudad en tiempos difíciles. En los años cincuenta y principios de los sesenta, en el marco de la sequía más severa del registro histórico, las empresas prestaron sus pozos al servicio público. Esta práctica ha continuado desde entonces. En 1963 tuvo lugar el cambio de uso de las aguas de la presa La Boca (de privado a público), para que la ciudad se pudiera beneficiar de ello. El sector privado también ha apoyado la construcción de infraestructura para proteger a la ciudad de inundaciones. Tras el paso del huracán Alex (2010), se estableció el Consejo Estatal de Reconstrucción de Nuevo León (cernl), cuyo trabajo permitió que en un periodo relativamente corto la ciudad recobrara sus funciones centrales (Aguilar-Barajas y Ramírez, 2019). La participación del sector empresarial, en conjunto con otras organizaciones de la sociedad civil, fue determinante para ello.

			Más recientemente, la ciudad se ha beneficiado del trabajo llevado a cabo por el Fondo de Agua Metropolitano de Monterrey (famm), el cual es una iniciativa liderada fundamentalmente por las empresas. En este mismo sentido, la Fundación femsa ha sido muy importante para el establecimiento del Fondo, y para iniciativas que han trascendido las fronteras nacionales, como la Alianza Latinoamericana de los Fondos de Agua. De cara al futuro, y los grandes retos por enfrentar —como los financieros y de modernización de la prestación de los servicios de agua y saneamiento—, esta participación empresarial será más relevante aún.

			Las contribuciones empresariales mencionadas son el centro de este capítulo, el cual se estructura en seis partes. Después de esta introducción, se presenta un marco analítico sobre seguridad hídrica y gobernanza, así como el papel que desempeñan las empresas. La tercera parte presenta un panorama básico de la Zona Metropolitana de Monterrey (zmm), para proporcionar contexto a este caso de estudio. La cuarta parte representa el corazón de este capítulo, al centrarse en la participación empresarial para aumentar la seguridad hídrica de la zona metropolitana. Posteriormente, se particulariza la contribución de la Fundación femsa y de la Alianza Latinoamericana de los Fondos de Agua. Finalmente, en la sexta parte se presentan la discusión y las conclusiones del capítulo. El caso de Monterrey muestra que, ante los retos actuales y potenciales, la participación privada para fortalecer la seguridad del agua es necesaria y posible, pero que también se tienen tareas pendientes que involucran a las em­presas y el entorno en que se ubican.

			Seguridad hídrica, gobernanza y el papel de las empresas

			Seguridad hídrica

			La seguridad hídrica es un concepto integrador, amplio, que conlleva, por definición, la necesidad de la cooperación coordinada entre los diferentes sectores y actores con intereses en el acceso al agua. Es decir, esa seguridad no se puede entender sino a partir de enfoques multidimensionales que entrelazan a la población, las actividades productivas y la naturaleza (Oswald Spring, 2011b). En este sentido, al discutir la seguridad hídrica también se tocan procesos sociales y políticos, propios del uso y la (re) asignación del agua, y que pueden ser abordados a través de los marcos normativos correspondientes, sin tener que entrar (necesariamente) en conflictos (Oswald Spring, 2011b; Armenta y Collado, 2019). Este concepto más integral de seguridad hídrica también abre la puerta a actores no estatales y a una escala geográfica más allá de la cuenca (Magsig, 2017). La seguridad hídrica es, pues, un paradigma envolvente (Sadoff et al., 2017). Así se desprende de la definición de trabajo propuesta por Naciones Unidas:

			Capacidad de una población para salvaguardar el acceso sostenible a cantidades adecuadas de agua de calidad aceptable, para el sostenimiento de los medios de subsistencia, el bienestar humano y el desarrollo socioeconómico, y así garantizar la pro­tección contra la contaminación transmitida por el agua y los desastres relacio­nados con el agua, y para preservar los ecosistemas en un clima de paz y estabilidad política (un-Water, 2013: 1).

			Es así que un buen marco de seguridad hídrica —vista como un gran tema de interés y responsabilidad comunitaria compartida, que cambia el enfoque de independencia en las decisiones a la interdependencia, a la concertación, y a la diplomacia— (Oswald Spring, 2011b; Magsig, 2017) ayuda al desarrollo económico de los países y sus regiones. Tales cuestiones sobre la naturaleza comprensiva de seguridad hídrica y sus implicaciones son relevantes para este caso de estudio.

			Gobernanza

			El diseño de la gobernanza para la seguridad hídrica comparte las premisas centrales consideradas explícita e implícitamente en el concepto de seguridad. De entre las diferentes nociones de gobernanza, la utilizada por Bressers y colegas (2016) es congruente con esta correspondencia, y le viene bien al caso de estudio analizado en este capítulo: “la interacción de actores públicos y privados orientada a resolver problemas sociales o crear oportunidades para la sociedad, en un contexto institucional con fundaciones normativas. El Gobierno ya no es el único tomador de decisiones y permite la influencia directa de otras partes” (pp. 3-4).

			Esto significa que los grandes retos en términos de sostenibilidad y seguridad hídrica no pueden ser resueltos utilizando el mismo paradigma del pasado. Se necesitan nuevos enfoques, una gobernanza más incluyente. La participación de la sociedad organizada, informada, preparada, responsable, es central en la solución de los problemas, al ser ésta la beneficiaria o afectada en caso de que tales retos no sean enfrentados efectivamente. Esto es ampliamente reconocido en la esfera internacional (Knutson, 2013; Sarni y Koch, 2018; Sarni y Grant, 2018). Como bien se expresa para México: “es un derecho de la sociedad involucrarse, mediante reglas, en los procesos de toma de decisión pública que afecten su calidad de vida” (Carabias y Landa, 2005: 139). Las nuevas exigencias en torno a la seguridad hídrica muestran que esta participación alineada de las empresas es indispensable y está ocurriendo. Las experiencias de Monterrey apuntan en esta dirección.

			Contribuciones empresariales a la seguridad hídrica

			En la arena internacional la preocupación y la ocupación del sector privado en torno a la seguridad hídrica constituyen un fenómeno que, si bien tiene mucho camino por recorrer, está teniendo más visibilidad. Se reconoce que las empresas han sido (y todavía lo son) parte del problema —con sus extracciones de agua de primer uso y sus descargas de aguas residuales (y sus potenciales impactos negativos en la calidad del agua), por ejemplo, Berntell (2018)—. También se reconoce que, ante las nuevas exigencias derivadas de la seguridad hídrica, el sector privado es (y necesita ser) parte de la solución.

			Hacia adentro (fences in) hay ejemplos muy exitosos de las tecnologías que se han aplicado en las empresas para hacer el uso más eficiente posible del agua en sus procesos. Estas acciones, sin embargo, no les garantizan que contarán con el recurso hídrico requerido por ellas para soportar su operación y crecimiento, ni tampoco que cumplirán más cabalmente con su responsabilidad en un nuevo contrato social, demandado por los nuevos retos en términos de seguridad hídrica (Sarni y Koch, 2018; Armenta y Collado, 2019).

			Las empresas deben moverse en un ámbito nuevo en el que tradicionalmente no accionan, y convertirse en agentes de cambio social. Esto es, salirse de sus límites y entrar en un ámbito exterior (fences out). Esto requiere promover la acción colectiva impulsando proyectos demostrativos y modelos de gobernanza que ayuden a garantizar la seguridad hídrica en sus regiones (Berntell, 2018). En este nuevo modelo de negocios —entendiendo la palabra en su sentido más comprensivo e incluyente— el sector privado puede aliarse con el sector público y los otros actores sociales, para ser parte de la solución. El caso de Monterrey muestra que esta cooperación es posible.

			El caso de la Zona Metropolitana de Monterrey

			La Zona Metropolitana de Monterrey (zmm), con una posición geoestratégica en el noreste de México, es un pilar fundamental para la economía del país (figura XII.1). En 2015 la metrópolis tenía una población estimada de poco más 4.7 millones de personas, distribuida en dieciocho municipios (Consejo Nacional de Población [Conapo], 2015). La zmm es considerada como el segundo centro económico del país, sólo detrás de la Ciudad de México. Es común referirse a Monterrey como la capital industrial de México. A niveles tanto de producción como de exportaciones manufactureras de la zmm, varias ramas tienen participaciones de dos dígitos del total nacional. Monterrey mantiene, históricamente, un papel crucial en el corredor comercial México-Estados Unidos. Es por todo ello que la seguridad para el agua en la metrópoli debe tratarse no como asunto local o regional, sino como un tema de interés nacional.

			Para la metrópolis, mantener las coberturas y la calidad en el servicio de abastecimiento de agua potable alcanzados a la fecha (coberturas de casi 100%, veinticuatro horas los siete días a la semana) será un reto mayúsculo. La ciudad está ubicada en una región semidesértica, de escasa precipitación y de alta variabilidad climática. Esta última se manifiesta en sequías prolongadas y la llegada de huracanes —los que, además de los daños causados, también se han constituido en muy importantes proveedores de agua—.

			La ciudad ha tenido que vivir con estos fenómenos prácticamente desde su fundación (Torres y Santoscoy, 1985; Salazar, 1996). La fuerte sequía de mediados de los cincuenta es un referente que ahora pareciera distante. Otras fuertes sequías ocurrieron a mediados de los ochenta y noventa. La sequía más reciente, de corta duración, tuvo lugar entre 2011 y 2013, justamente después del huracán Alex (2010). Por otra parte, la historia registra la gran inundación de 1909, en la que se estima perdieron la vida cinco mil personas (Graham, 1911). El huracán Beulah (1967) llenó el río a su máxima capacidad, aunque las aguas quedaron dentro de su cauce.

			Figura XII.1

			Ubicación de la Zona Metropolitana de Monterrey (zmm)

			[image: ]

			Fuente: elaboración propia.

			

			El huracán Gilberto (1988) sigue siendo un referente, por la pérdida de vidas y los daños causados, así como un parteaguas en relación con las obras de infraestructura que se construyeron para proteger a la metrópolis. La presa Rompepicos es un claro ejemplo de ello. De entonces a la fecha han impactado a Monterrey otros huracanes y tormentas tropicales, todos ellos con fuertes lluvias: Emily (2005), Dean (2007), Dolly (2008), Alex (2010), Ingrid (2013), Fernand (2019) y Hanna (2020).

			Incluso en ausencia de cambio climático, la necesidad de adaptación ante estas variaciones climáticas registradas en la zmm es clara y demandante. Así, los esfuerzos del gobierno y de la sociedad en su conjunto para una mayor seguridad hídrica de la metrópolis son de absoluta necesidad. A continuación, se presentan iniciativas relevantes de la participación empresarial hacia la seguridad hídrica del área metropolitana.

			Participación empresarial en la construcción de seguridad hídrica en la Zona Metropolitana de Monterrey

			Participación empresarial en el Consejo de Servicios de Agua y Drenaje de Monterrey

			Servicios de Agua y Drenaje de Monterrey, la institución pública encargada de proveer los servicios de agua, alcantarillado y saneamiento, tiene antecedentes como una empresa privada desde 1906.3 Desde 1956 sadm funciona como empresa pública descentralizada del gobierno del estado de Nuevo León, y con un Consejo de Administración. La participación empresarial —representada por las cámaras de comercio y servicios, propietarios de bienes raíces, y de la industria de la transformación— ha ayudado a colegiar las decisiones en el seno del consejo y a constituirse en un contrapeso a la influencia, que ciertamente existe, del ejecutivo estatal.

			La zmm es un referente nacional en la provisión de buenos servicios de agua, y su organismo operador tiene mucho del crédito. Entre las diferentes razones que lo explican, ciertamente está la organización de la institución, y, en línea con la contribución de este capítulo, el papel desempeñado por la iniciativa privada. sadm maneja con cierta autonomía sus procesos de gerencia, su presupuesto, la contratación de su deuda, así como la determinación de sus tarifas. Este grado de autonomía no es común entre los organismos operadores de México, como bien lo reconoce la calificadora internacional de deuda Fitch Ratings en su reporte del 7 de febrero de 2018 (p. 1). Más específicamente, con el liderazgo de la representación privada, actualmente se están promoviendo diversas iniciativas, entre las cuales se tienen la efectividad en la cobranza, la búsqueda de mayores eficiencias en el uso de energía eléctrica y la revisión del esquema de pensiones.4

			Además, para avanzar en la modernización del organismo, se ha creado una coordinación técnica del consejo, la cual es presidida por la iniciativa privada y tiene la participación de las instituciones académicas de la localidad, como el Tecnológico de Monterey y la Universidad Autónoma de Nuevo León, y del Fondo de Agua Metropolitano de Monterrey. Los temas que dicha comisión está impulsando son, entre otros, contar con un cuadro básico de indicadores sobre la efectividad, la eficiencia, la resiliencia y la transparencia de sadm, así como mejorar la eficiencia energética de la institución incluyendo el uso de energías renovables. También se considera desarrollar un plan a diez años para cada uno de los principales procesos, como la digitalización.

			Incorporación de la presa La Boca al sistema de abastecimiento de la Zona Metropolitana de Monterrey 19635

			El desabasto frente a una demanda creciente de agua fue parte del contexto en el que se creó la Comisión de Agua Potable de Monterrey (capm) en 1954. De estos años data una de las sequías más intensas que han afectado al país y a la zmm, cuya parte inicial le tocó al gobernador Ignacio Morones Prieto (1949-1952). Durante su gestión se empezó a construir la presa Rodrigo Gómez, mejor conocida como La Boca.

			En 1955 la capm analizó la posibilidad de que las aguas de esta presa, cuyos derechos eran propiedad del sector privado de Monterrey, a través de Agua Industrial de Monterrey Sociedad de Usuarios, fueran usadas para abastecer de agua potable a la metrópoli (Lavalle Arredondo, 2012). Esta propuesta, apoyada por la iniciativa privada (la cual recibió a cambio aguas negras para su tratamiento y reúso), se planteó ante el Gobierno Federal en 1956.

			El presidente Adolfo Ruiz Cortines apoyó financieramente las obras para la expansión de la capacidad de este embalse, el cual pasó de siete mil metros cúbicos a cerca de cuarenta mil. Este intercambio de tipo de agua se hizo efectivo el 15 de abril de 1963. La medida se fincó sobre la experiencia que había adquirido sadm a partir de 1960 en el tratamiento y el reúso de aguas negras para fines industriales, algo que se fortalecerá en los años por venir. Muchas empresas tienen una larga tradición de adquirir aguas negras del organismo y tratarlas en sus propias plantas (Chávez Gutiérrez, 2013).

			Los grandes proyectos de infraestructura para abastecimiento y distribución de agua, 1970-2010

			Para 1970 la población metropolitana había rebasado el millón de habitantes, y tenía una cobertura de agua entubada de 71%. Poco más de trescientos cuarenta mil habitantes carecían de acceso al agua (capm, 1977). Para finales de la década y hasta mediados de la siguiente, este déficit ya era motivo de diferencias y tensiones sociales. El recuento de estas protestas está muy bien detallado en los trabajos de Torres y Santoscoy (1985) y Bennet (1988, 1995). Se instrumentaron diferentes medidas para ahorrar agua. También se tuvo que activar un programa emergente de perforación de pozos en el área metropolitana (sadm, 2014a; Chávez Gutiérrez, 2013). Varias empresas cedieron los suyos para sumarlos a la red pública. Lo mismo ocurriría con la difícil situación de finales de la década de 1990 (agosto de 1998).

			Entre 1970 y 2010 se llevaron a cabo importantes proyectos de infraestructura para atender más sistemáticamente la acelerada demanda de agua (Lavalle Arredondo, 2012; sadm, 2014a; 2014b). En estos años se construyen proyectos emblemáticos como la presa Cerro Prieto (localizada a ciento treinta kilómetros de Monterrey e inaugurada en 1984), y la presa El Cuchillo (locali­zada a ciento veinticinco kilómetros de Monterrey e inaugurada en 1994). A pesar de ser construida durante los primeros años de la severa sequía de la década de 1990, este embalse resultó fundamental para dejar atrás las protestas sociales de los ochenta y brindar continuidad en el servicio de agua potable las veinticuatro horas de los siete días de la semana.

			La figura XII.2 muestra la hidrografía de la zmm y un contexto regional de suministro complejo: en ella aparecen estas presas, así como también la presa La Boca, ya referida anteriormente, así como las presas Marte R. Gómez (mrg) y Las Blancas, en el vecino estado de Tamaulipas. Todos estos embalses guardan una relación funcional con la zmm, fundamentalmente a través de la presa El Cuchillo, cuyas aguas son compartidas entre la metrópoli y el Distrito de Riego 026, ubicado en Tamaulipas, el cual es alimentado por la presa MRG. Una dimensión adicional de complejidad la da le vecindad con los Estados Unidos y las aguas compartidas del río Bravo, cuya cuenca ha sido motivo de diferendos entre los dos países y entre los estados mexicanos por la distribución del agua.

			Figura XII.2

			Hidrografía de la Zona Metropolitana de Monterrey y su contexto regional

			[image: ]

			Fuente: elaboración propia.

			El riesgo de desabasto de agua a finales de los años noventa

			En octubre de 1997, después de tener sólo gobiernos emanados del Partido Revolucionario Institucional, Nuevo León tuvo su primer gobernador panista en la persona de Fernando Canales Clariond (1997-2003), figura muy prominente de la esfera empresarial regiomontana.  Durante su administración —inconclusa, pues Canales solicitó licencia en enero de 2003 para incorporarse al gobierno del también presidente panista Vicente Fox (2000-2006), como secretario de Economía— se llevaron a cabo proyectos muy importantes para fortalecer la seguridad hídrica de la zmm, tanto por el lado del abastecimiento de agua como por el de la gestión de inundaciones (tema que se ve más adelante).

			Para abril de 1998 las tres presas (La Boca, Cerro Prieto y El Cuchillo) estaban a 18% de su capacidad conjunta de almacenamiento, aunque los volúmenes realmente disponibles eran todavía menores. A mediados de agosto la situación era en verdad crítica. sadm la informa a la comunidad, así como las acciones que se emprenderían para abordarla.6 El Estado enfrentaba la sequía más severa de los últimos cuarenta y dos años. Se pidió la colaboración de la comunidad. Habría reducción gradual del suministro de agua. También se ahorraría agua con acciones que involucraron a los sectores público y privado. Más particularmente, los acuerdos con el sector industrial implicaban que prestaran sus pozos para sumarlos a las redes de distribución de agua potable, promover la instalación de plantas para el reúso del agua e intercambiar agua tratada para la industria a cambio de agua potable.

			El huracán Gilberto (1988) y la cortina Rompepicos (2002-2003)

			Entre el 16 y el 17 de septiembre de 1988 el huracán Gilberto llegó a Monterrey y dejó a su paso lamentables pérdidas de vidas humanas y miles de damnificados, además de cuantiosos daños a la infraestructura de la ciudad (Salazar, 2008; De León Gómez, 2009). Por otra parte, tal y como va a ocurrir en el futuro con otros huracanes, como Ingrid en 2013, la tormenta tropical Fernand en septiembre de 2019 y la tormenta tropical Hanna en julio de 2020, Gilberto llenó las presas y recargó los acuíferos. En menor escala que Alex (2010), la coordinación de la reconstrucción tras el Gilberto requirió la colaboración del sector privado.

			El gobernador Canales retomó el proyecto de construir una cortina para el control de crecientes (Canales Clariond, 2011). El mandatario reconoció los problemas derivados de un proceso de urbanización anárquico que ponía en peligro la sostenibilidad de la zmm (que para entonces albergaba 85% de la población del estado) y los riesgos que representaban para la ciudad las avenidas extraordinarias. En este contexto se proyectó construir una cortina de concreto, conocida coloquialmente como la presa Rompepicos, enclavada en el cañón de La Huasteca (González Álvarez, 2009; Ramírez, 2011; figura XII.3). En 2002-2003 se construyó la obra, que se puso a prueba con éxito cuando llegaron los huracanes Emily (julio de 2005) y Álex (julio de 2010). Gracias a esta obra se pudieron desalojar paulatinamente grandes volúmenes de agua que fluyeron hacia el río Santa Catarina.

			El recuento de esta experiencia por el propio exgobernador Canales es muy revelador (Canales Clariond, 2011), y ofrece importantes lecciones para el análisis contextual de la gestión del agua en la ciudad y su relación con la política. La obra fue muy polémica; hubo críticas de diferentes actores de la comunidad, incluyendo partidos de oposición, medios informativos e incluso algunos organismos empresariales. Diez años después de la puesta en operación del proyecto, muchos críticos tuvieron que admitir que la obra había sido un acierto.

			El papel del cernl en la reconstrucción tras el huracán Álex (2010-2013)

			Julio de 2010 constituye una referencia muy importante para la historia reciente del agua en Monterrey.7 El último día de junio llegó la tormenta tropical Álex (figura XII.4).

			Figura XII.3

			El río Santa Catarina y la Zona Metropolitana de Monterrey
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			Fuente: Aguilar y Ramírez (2019).

			

			Según los registros de sadm, éste fue el fenómeno meteorológico de mayor fuerza en la historia reciente de Nuevo León. Aun así, la pérdida de vidas humanas fue menor que con el huracán Gilberto en 1988. El huracán Álex causó quince muertes y cincuenta y siete mil damnificados (sadm, 2010); los daños a la infraestructura urbana fueron muy considerables. Las dos arterias principales de la metrópolis —Constitución y Morones Prieto— fueron seriamente afectadas (figura XII.5). Esto no sólo causó severos problemas de movilidad, sino que también dañó la conectividad de la zmm con los mercados nacionales y con los Estados Unidos (vía Texas). Vale recordar que ya para entonces estaba en operación la presa Rompepicos. Existe un amplio consenso de que, sin esta obra, los impactos en la metrópolis habrían sido más devastadores. Esta vez la ciudad no fue tomada por sorpresa.

			Figura XII.4

			Río Santa Catarina durante el huracán Álex (1 de julio de 2010)
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			Fuente: realidadrxpuesta.org. (http://www.realidadexpuesta.org/2010/07/llena-huracan-alex-el-rio-santa.html). Creative Commons CC BY-NC-SA 4.0.


			Tan solo tres semanas después de la llegada del Álex, el gobierno del estado estableció el Consejo Estatal de Reconstrucción de Nuevo León (cernl), para orientar y coordinar todos los trabajos vinculados con la reconstrucción. La operación del Consejo se estructuró en diez comités, cuya coordinación recayó en prominentes figuras de la comunidad empresarial y académica. La coordinación general estuvo a cargo de Carlos Salazar Lomelín, entonces alto ejecutivo en el conglomerado empresarial femsa y actualmente (septiembre de 2020) presidente del Consejo Coordinador Empresarial.

			Figura XII.5

			Destrucción parcial de la avenida Constitución en el centro de Monterrey a raíz del Huracán Álex (2010)

			[image: ]

			Fuente: cortesía de El Norte.


			A pesar de las dificultades que el cernl tuvo que enfrentar —entre ellas, la alta dispersión de atribuciones metropolitanas—, los servicios básicos se restablecieron relativamente pronto. Esto incluyó el agua, la electricidad, el transporte y las escuelas (cernl, 2013). Aproximadamente 85% de la población metropolitana tuvo acceso a agua entubada a los tres días del evento. A los quince días, toda la población metropolitana tenía restablecido este servicio (sadm, 2010). Se trabajó además en la reconstrucción de las avenidas Constitución y Morones Prieto, las cuales representan el corazón de la movilidad metropolitana y arterias muy importantes del comercio entre México y los Estados Unidos (especialmente con Texas). En julio de 2013, tres años después del Álex, el Consejo terminó formalmente su misión.8 El costo total de la reconstrucción se estimó en diecisiete mil millones de pesos (aproximadamente, mil trescientos millones al tipo de cambio de la época). De este total, 60% provino del gobierno federal y casi 38% del gobierno estatal.9

			El (fallido) proyecto Monterrey VI (2008-2016)

			En septiembre de 2008 se retomó la discusión sobre una nueva fuente de suministro para Monterrey y su área metropolitana (Chávez Gutiérrez, 2013; sadm, 2014a; 2014b). Planteadas las opciones disponibles, se evaluaron, y con el tiempo se seleccionó la que consideraba transferir agua a la zona metropolitana desde la cuenca del río Pánuco. A este proyecto se le conoce como Monterrey VI.

			Sin embargo, el proyecto Monterrey VI se vio atrapado en la polémica, principalmente, en torno a su pertinencia, costos, beneficios, impacto ambiental y financiamiento. Estos cuestionamientos fueron muy visibles durante la campaña a la gubernatura para el periodo 2015-2021. Diversas organizaciones no gubernamentales y organismos empresariales mostraron una férrea oposición al proyecto. El papel del Fondo de Agua Metropolitano de Monterrey y su presidente Eugenio Clariond Reyes Retana, una figura muy reconocida en el ámbito empresarial, fue particularmente notorio. Durante los primeros meses del nuevo gobierno, encabezado por Jaime Rodríguez Calderón, se dio una indefinición en torno al proyecto, especialmente en lo referente a su financiamiento. Finalmente, en su versión inicial Monterrey VI fue cancelado y en su lugar se propuso la elaboración de planteamientos en el ámbito estatal y con un horizonte de más largo plazo. Éste es el marco de lo que se conoce como Plan Hídrico Nuevo León 2050, que se aborda posteriormente.

			El Fondo Metropolitano de Agua de Monterrey, 2013-presente

			El Fondo Metropolitano del Agua de Monterrey se estableció en 2013, con el propósito fundamental de contribuir a la seguridad hídrica en la metrópolis, especialmente en el tema de la conservación. El Fondo es una iniciativa liderada por el sector empresarial, que aglutina el trabajo de diferentes instituciones gubernamentales, privado, académico y social. Para septiembre de 2020 se tenían dieciséis organizaciones con una relación legalmente establecida con el Fondo (tabla XII.1). De ellas, doce son empresas y dos, organizaciones no gubernamentales (Fondo Mexicano para la Conservación de la Naturaleza y The Nature Conservancy). Entre las empresas participantes hay grandes nombres de consorcios regiomontanos con presencia internacional: Alfa, Cemex, Cervecería Cuauhtémoc-Moctezuma-Heineken México, Cuprum, Gruma y femsa. En relación con el sector académico, el Fondo ha mantenido relaciones de trabajo con el Tecnológico de Monterrey y la Universidad Autónoma de Nuevo León.

			El Fondo ha realizado trabajos de conservación y reforestación en la parte alta de la cuenca del río Santa Catarina, para limitar los escurrimientos hacia la ciudad. En la tabla XII.2 se muestran los principales resultados hasta ahora, en su intervención en el Parque Nacional Cumbres de Monterrey, la cual muestra claramente la cooperación entre los sectores público-privado y social. Además de las mil trescientas hectáreas reforestadas, se tienen otras mil doscientas hectáreas destinadas totalmente a su conservación. Poco más de diez mil hectáreas (ejidales y comunales) han sido conservadas vía el mecanismo de pago por servicios ambientales, con el apoyo de la Comisión Nacional Forestal (Conafor) y Heineken México. También se ha referido ya el fuerte liderazgo del Fondo para lograr la cancelación del proyecto Monterrey VI y la elaboración del Plan Hídrico Nuevo León 2050 (famm, 2018).

			Tabla XII.1

			Lista de organizaciones asociadas formalmente al Fondo de Agua Metropolitano de Monterrey (agosto de 2020)

			[image: ]

			Fuente: comunicación personal con el director del famm.

			Tabla XII.2

			Principales resultados del Fondo de Agua Metropolitano de Monterrey en su trabajo en el Parque Nacional Cumbres de Monterrey
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			Fuente: comunicación personal con el director del famm.

			Plan Hídrico Nuevo León 2050

			Después de discusiones intensas entre el nuevo gobierno estatal y varios sectores, se consensó la elaboración del Plan Hídrico Nuevo León 2050 (phnl 2050). Por solicitud del gobernador, en enero de 2016 se inició la elaboración del Plan, con la coordinación del famm (famm, 2018). El Fondo desempeñó un papel muy importante en esta responsabilidad, y se ha convertido en un referente nacional e internacional sobre la gestión del agua en la metrópoli y el papel que juegan las empresas, sobre todo en materia de conservación. La Fundación femsa y el Tecnológico de Monterrey fueron actores clave en la elaboración del Plan. Este último se desarrolló con una visión integral de largo plazo, en la que, además del abasto de agua a la zmm, se consideraron otras cuestiones tales como la protección de las cuencas hidrológicas, la mitigación del riesgo por inundaciones y sequías, y el uso eficiente del agua en los distintos sectores. En el marco del phnl 2050, sadm elaboró el Plan Hídrico 2030, el cual contó con la colaboración de la Comisión Nacional del Agua, del gobierno del estado de Nuevo León y del famm. Este Plan está diseñado para enfrentar la demanda de agua en los siguientes diez años (sadm, 2017).

			El famm forma parte de la Alianza Latinoamericana de los Fondos de Agua, a través de la cual se le da visibilidad a la participación empresarial de Monterrey, vía la Fundación femsa. Ésta ha sido un pilar muy importante en el apoyo y la promoción del trabajo del Fondo en la escala latinoamericana, pero además en la ayuda para el establecimiento y el fortalecimiento de otros fondos, tanto en México como en América Latina.

			Fundación femsa y la Alianza Latinoamericana de Fondos de Agua

			Sin dejar de reconocer la importancia o la validez de los esfuerzos para la filantropía, las fundaciones corporativas deben enfocarse cada vez más en la sostenibilidad. Ésta es la ruta que se ha trazado la Fundación femsa desde hace varios años impulsando varias iniciativas. Una de ellas es el apoyo, conjuntamente con el Tecnológico de Monterrey y el Banco Interamericano de Desarrollo, para el establecimiento y el impulso del Centro del Agua para América Latina y el Caribe. Ésta es una apuesta a la formación de capital humano y la investigación, como parte fundamental del esfuerzo por incorporar nuevas soluciones basadas en conocimiento y tecnología.

			En una escala regional más amplia, una de las iniciativas más importantes de Fundación femsa se centra en la Alianza Latinoamericana de los Fondos de Agua. Esta Alianza, constituida por el Banco Interamericano de Desarrollo, la Fundación femsa, The Nature Conservancy y el Ministerio del Ambiente Alemán desde 2011 ha promovido la figura de Fondos de Agua. Los fondos son organismos liderados por el sector privado que promueven la seguridad hídrica de las regiones donde se instalan, originalmente con la perspectiva de la conservación de las fuentes de agua; esto es, la conservación de bosques, humedales y zonas de recarga, etcétera. Es evidente que la conservación es sólo una parte, importante sí, pero sólo una parte del concepto más amplio de seguridad hídrica ya referido al principio del capítulo.

			Al ser una fundación empresarial cuya misión es promover la inversión social para la sostenibilidad, Fundación femsa trae a la plataforma de Fondos de Agua la visión de la industria sobre la necesidad de coadyuvar a la seguridad hídrica, y también los mecanismos para que las empresas se sumen a la acción colectiva. Esta perspectiva es congruente con la discusión internacional sobre el nuevo papel que deben jugar las empresas (Sarni y Koch, 2018; Sarni y Grant 2018).

			Para finales de 2019 se han establecido veinticinco fondos de agua en diez países de Latinoamérica, los cuales han invertido alrededor de veintiocho millones de dólares y han movilizado proyectos por más de doscientos millones de dólares.10 Se estima que se han conservado poco más de ciento veinte mil hectáreas, una población beneficiada de ochenta y cinco millones de personas, y la incorporación de más de quinientos setenta socios en los países donde se establecen los fondos.

			Es claro que el abordaje de muchos de los retos vinculados con esta iniciativa latinoamericana requiere también conocer y aplicar las experiencias de otros países. Por lo tanto, se ha buscado la participación activa de instituciones internacionales, las cuales nutren a los Fondos de Agua de herramientas y prácticas que han probado su efectividad en otras latitudes. La participación de la Fundación en la Semana Internacional del Agua en Estocolmo, así como en diversos foros académicos y con organismos internacionales (como la ocde) ha permitido contar con una visión vanguardista del pensamiento sobre sostenibilidad y el papel que le toca jugar a la empresa.

			Por otra parte, también se reconoce que una fundación sola puede hacer poco, que se requieren esfuerzos conjuntos. Afortunadamente, cada vez hay más conciencia de la importancia en las empresas y sus fundaciones, de la necesidad del trabajo participativo y coordinado. Ciertamente, con frecuencia ha sido un reto convencer a autoridades de la relevancia de las propuestas y proyectos, así como de la motivación que lleva a la Fundación a impulsar estas organizaciones. Sin embargo, es cada vez mayor el número de empresas y agencias gubernamentales que han reconocido esta nueva práctica de enfrentar de manera colectiva los retos de la seguridad hídrica.

			Discusión y conclusiones 

			Ante las crisis del agua y los riesgos para las sociedades que éstas conllevan, el tema de la participación privada en la seguridad hídrica ha venido cobrando una gran significancia en la discusión internacional. El concepto mismo de seguridad hídrica y el de gobernanza conllevan la necesidad de la cooperación coordinada entre los diferentes sectores. El caso de Monterrey muestra que esta cooperación es posible. Más aún, la influencia del empresariado regiomontano ha podido incursionar en el ámbito latinoamericano.

			El involucramiento de la iniciativa privada en la seguridad hídrica de la ciudad tiene una larga tradición, y se enmarca en un ambiente muy particular, que ha significado la presencia de ciertas condiciones y su interrelación. Es decir, no se trata de una explicación monofactorial ni lineal. Esto no significa que no haya lecciones a compartir, sino que más bien recuerda el cuidado que hay que tener para no extrapolar lecciones sin el contexto apropiado. Por ejemplo, para cuando se incorporó la presa La Boca al sistema de suministro de la ciudad en 1963 —vía el intercambio de agua tratada—, ya había experiencia en sadm para el tratamiento y el reúso de aguas negras para fines industriales. Esta práctica se ha fortalecido en los años sub­secuentes. Las tensiones sociales por la falta de agua han sido abordadas con diferentes medidas. En distintas ocasiones varias empresas han sumado sus pozos a la red pública, como en la fuerte sequía de finales de la década de 1990, además de promover la instalación de plantas para el reúso del agua e intercambiar agua tratada para la industria a cambio de agua potable.

			Otro ejemplo ilustrativo es la construcción de la cortina Rompepicos, pensada para proteger a la ciudad de las inundaciones. El gobernador (panista) Fernando Canales Clariond retomó un proyecto anterior (de administraciones priistas). Como se expresó en el cuerpo de este capítulo, el proyecto fue muy polémico y recibió muchos cuestionamientos, incluso de la clase empresarial, de la cual el gobernador era una figura muy prominente. Fue la llegada de los huracanes Emily (2005) y Alex (2010) la que mostró los grandes beneficios de esta obra. Como ocurre con otros importantes proyectos, la historia eventualmente ayuda a brindar perspectiva.

			Avanzar en la construcción de una seguridad hídrica por diseño, era una de las grandes aspiraciones del cernl al finalizar sus trabajos (en julio de 2013). El Consejo dejó sentadas las bases para una mejor gestión, elaboró manuales y protocolos de acción. Infortunadamente, el interés en este tipo visionario de planeación ha ido perdiendo interés. El caso Monterrey confirma lo que se sabe de la experiencia internacional: la construcción social de conocimiento para incrementar la seguridad hídrica puede perderse, no dura para siempre (Frantzeskaki y Kabisch, 2016; Muñoz-Erickson et al., 2017). Si bien parte de la herencia institucional del cernl se trasformó en el Consejo para la Planeación Estratégica de Nuevo León —con atribuciones más allá de la prevención ante fenómenos como el Alex—, y con ello continuó la sinergia de colaboración público-privada, en la práctica el aprendizaje obtenido tras el huracán se ha ido diluyendo.

			En las actuales circunstancias y los retos por venir, seguir con la filosofía del business as usual como principio para la seguridad hídrica ya no es una opción (Sarni y Koch, 2018). En el caso particular de los desastres, practicar esta filosofía después de que ha pasado la preocupación por el evento más reciente, y esperar a que llegue el siguiente, no corresponde una estrategia coherente (Shaw, 2005). A la luz de la relevancia de la zmm para México, lo que está en juego, como se indica al inicio de este capítulo, es de interés nacional y no sólo una cuestión local.

			Por el lado positivo, no obstante, derivado de la propia experiencia de la zmm en general y de la contribución empresarial en particular, es que la sociedad se puede organizar alrededor de un propósito común, y apoyar iniciativas hacia una mayor seguridad hídrica. En este sentido, por ejemplo, se orientan los trabajos del Fondo de Agua Metropolitano de Monterrey, cristalizados en diferentes iniciativas y proyectos: conservación de la cuenca alta del río Santa Catarina; apoyo al establecimiento y desarrollo del Centro del Agua para América Latina y el Caribe; participación activa en el debate sobre alternativas para el futuro abastecimiento de agua a la metrópolis, y el posicionamiento y el liderazgo a nivel latinoamericano a través de la Alianza Latinoamericana de los Fondos de Agua.

			Las experiencias del caso de Monterrey muestran, más particularmente, la fundamental relevancia de liderazgos con credibilidad. Por ejemplo, la reconstrucción de la zmm y de Nuevo León fue posible gracias al trabajo del cernl. La credibilidad en el liderazgo del Consejo fue crucial para coordinar y lograr la colaboración de los tres niveles de gobierno y de la sociedad en su conjunto. Reconstruir por diseño requiere, efectivamente, un enfoque trasformativo, inclusivo; ésta es también una de las grandes lecciones de la reconstrucción en Nueva Jersey tras el huracán Sandy (Ovink y Boeijenga, 2018).

			Sin embargo, hay limitaciones para avanzar a una mayor seguridad hídrica de la zmm, especialmente las financieras y de gobernanza, estas últimas expresadas en disfuncionalidad institucional entre diferentes instancias de gobierno. Se requieren esfuerzos conjuntos. Es necesario buscar esquemas de coinversión entre los distintos sectores; buscar ampliar la participación del sector privado, así como buscar fuentes de financiamiento internacionales para habilitar e incrementar la implementación de proyectos ambientales.

			Se tienen ejemplos y experiencias de nuevos modelos de negocios en torno a la seguridad hídrica de la metrópoli y su entorno regional. Como se apunta más abajo para el caso de la repartición de las aguas de la presa El Cuchillo, entre Nuevo León y Tamaulipas, bien diseñados, los mercados de agua y la compraventa de derechos pueden ayudar a reasignar el agua en la región, en un juego ganar-ganar. En el otro lado de la moneda, los volúmenes ahorrados ante las eficiencias en el uso del agua agrícola podrían ser vendidas a la ciudad. También se puede fortalecer la venta de agua tratada a las empresas, lo que significa ahorros para las mismas e ingresos para el organismo operador de agua. Están también las posibilidades para proyectos off-grid en agua y energía. Los nuevos desarrollos inmobiliarios podrían vincularse con el concepto de distrito hídrico y la economía circular. Un ejemplo adicional lo brinda el municipio de San Pedro Garza García y sus planes de construcción de plantas de tratamiento, a ser operadas por sadm.

			En esta visión de integralidad, no pueden soslayarse las obligaciones firmadas con el vecino estado de Tamaulipas y su Distrito de Riego 026 (dr 026), en 1996, para compartir el agua de la presa El Cuchillo, actualmente la principal fuente de agua superficial para la zmm. A la luz de los veinticinco años desde la puesta en operación de este embalse, una de las principales lecciones es que es posible dividir el recurso y compartir los beneficios (Aguilar y Garrick, 2019).

			En este sentido, eventualmente podrían presentarse escenarios de negociación económica, social y política con Tamaulipas. No ha sido infrecuente el llamado de distintos actores de la esfera gubernamental y social (incluyendo a organismos empresariales) de Nuevo León, de acordar la compra de derechos al Distrito de Riego 026. La experiencia internacional muestra claramente que, con un buen diseño, los mercados de agua pueden ser un buen instrumento para la gestión de los recursos hídricos y la resolución de conflictos en contextos donde podría ser necesaria la reasignación del agua entre usos y usuarios (Maestu, 2013; Griffin et al., 2013).

			Es previsible, sin embargo, que en el futuro haya mayor competencia por estas aguas, no sólo desde la perspectiva regional sino también desde la binacional, al considerar los eventos recientes en torno al Tratado Internacional de Aguas de 1944, firmado por México y los Estados Unidos.11 Ante las dificultades políticas con el estado de Chihuahua para extraer más agua de las presas de la entidad, y la imperativa necesidad de cubrir el déficit acumulado con el país vecino, la Comisión Nacional del Agua (Conagua) voltea la mirada a la presa El Cuchillo, a pesar de que las corrientes alimentadoras de este embalse no forman parte de las contempladas en el Tratado Internacional.

			A tono con lo discutido en este capítulo, la seguridad hídrica de la zmm requiere de una gobernanza metropolitana más proactiva e integrada, especialmente ante las complejidades y retos actuales y futuros por enfrentar. En este marco ampliado es indispensable un mayor involucramiento informado y responsable de los actores sociales, además del gobierno. Hay un espacio muy relevante para la iniciativa privada, como bien lo muestra la experiencia de Monterrey; esta participación será más necesaria y desafiante todavía.

			Vale la pena discutir en este contexto, con base en conocimiento de primera mano de los autores de este capítulo, el papel que ha jugado el Consejo de Cuenca del Río Bravo (ccrb). Con antecedentes desde 1993, y oficialmente establecido en 1999, el ccrb está conformado por un comité directivo (presidente y un secretario técnico), representantes de los estados de Durango, Chihuahua, Coahuila, Nuevo León y Tamaulipas (cuarenta y un vocalías en total) y siete miembros del ámbito federal. Entre los representantes de los estados figuran usuarios de los diversos usos, que asignan una vocalía al uso industrial por cada estado, con excepción de Durango (el cual tiene una muy pequeña parte de su territorio en la cuenca).

			Si bien en el papel el ccrb funciona como una instancia de coordinación y concertación entre sus integrantes, los representantes de los ámbitos agrícola y pecuario, con 26% de repre­sentación, en general inclinan la balanza en las discusiones. La representación de los usuarios industrial y agroindustrial alcanza apenas 10%, por lo cual sus argumentos y demandas no siempre tienen el mismo eco que las de otros usuarios.

			Sin dejar de reconocer que ha habido avances y contribuciones importantes al trabajo del Consejo —por ejemplo, la Cámara de la Industria de Transformación de Nuevo León (mejor conocida como Caintra) ha apoyado al Consejo en la realización de estudios y foros de discusión sobre la problemática de la cuenca—, en la práctica, sin embargo, éstos han sido mucho más modestos y lentos que lo deseable. Un ejemplo de esto es el Reglamento de Distribución de las Aguas en la cuenca, el cual, a pesar de numerosos esfuerzos de concertación, incluso basados en el uso de modelos numéricos de simulación, no ha sido, a la fecha, acordado y publicado.

			Una prueba fehaciente de lo anterior la proporcionan los conflictos entre el gobierno federal y el estado de Chihuahua, y la polémica generada sobre las aportaciones de Nuevo León a través de la presa El Cuchillo, en relación con las entregas de agua a los Estados Unidos, en cumplimiento de los compromisos de México contraídos en el Acuerdo Internacional de Aguas de 1944.12 No parece que el ccrb haya sido consultado o tenido participación en el proceso de toma de decisiones.

			Frente a sus indudables avances sobre sostenibilidad hídrica —a menudo más considerables que los propios avances gubernamentales, como ya se expresó anteriormente—, también debe reconocerse que las empresas tienen tareas pendientes, cuyo abordaje varía, entre otras razones, con su tamaño y recursos disponibles. Las empresas más grandes cuentan con una visión de sostenibilidad global y recursos especializados. En contraste, las empresas medianas y pequeñas, que forman el grupo más grande de la actividad empresarial, están más preocupadas por sobrevivir día con día.

			También es cierto que una gran parte del sector empresarial, al igual que muchos otros actores de la sociedad, sigue pensando que son los gobiernos los responsables de garantizar todas las condiciones que le permitan desarrollar sus actividades. Es indispensable que las empresas, en la medida de sus posibilidades, se involucren más allá de sus labores propias y participen activamente en la creación de las condiciones para que sus emprendimientos sobre seguridad hídrica sean también socialmente sostenibles. Las experiencias referidas en este capítulo muestran que esto es posible.

			Más específicamente, las organizaciones empresariales, como las cámaras y asociaciones industriales, deben tomar la responsabilidad de organizar a sus agremiados en proyectos concretos en los que puedan participar sin distraerse de sus operaciones básicas. Es también una tarea pendiente que la industria, como gremio, informe de una manera objetiva y confiable sobre el impacto que sus actividades representan en el uso de los recursos hídricos. Con frecuencia se desconfía de los datos disponibles, y el sector empresarial no ha desarrollado una narrativa convincente y debidamente difundida, lo que lo ha convertido en un blanco fácil de críticas y desinformación sobre su uso del agua. Es decir, la comunicación empresarial efectiva es una asignatura pendiente.

			Debe subrayarse que la problemática hídrica escapa a la acción individual de cualquier empresa. En el capítulo se asienta la relevancia de la acción colectiva, dentro y fuera del ámbito de los negocios. Como también se muestra en la arena internacional (Davies y Rosenblum, 2021), existen actores y fuerzas externas que influyen en el comportamiento corporativo sobre un uso más sostenible del agua (benéfico para las empresas y también para las comunidades): la regulación gubernamental, los consumidores, los inversionistas, los activistas ambientales, la academia y aun otros negocios.

			En este sentido, y regresando a la discusión internacional sobre el tema de este capítulo, vale la pena retomar las conclusiones del libro de Sarni y Grant (2018: 136). En referencia a la licencia para el crecimiento y el desarrollo económico, los autores sostienen que “una estrategia para el agua no es una estrategia de responsabilidad corporativa (csr, por sus siglas en inglés); el sector privado y el sector público pueden trabajar conjuntamente para diseñar una estrategia de seguridad hídrica para el siglo xx que soporte el desarrollo económico, el crecimiento de los negocios y el bienestar social”. El caso de Monterrey muestra que esto es posible. Más aun, ante la crisis de covid-19, el acceso al agua es una cuestión de supervivencia humana y de cooperación entre los diferentes actores sociales. En este marco más comprensivo debería ubicarse el futuro papel del empresariado en la seguridad hídrica de la metrópolis y del país.
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			XIII. Incidencia local del trabajo global en materia de conservación de la naturaleza1

			Ramón Pérez Gil Salcido

			Introducción

			Existen en México centenas de organizaciones no gubernamentales (ong) que se han movilizado desde hace algunos decenios en demanda de una mejor protección ambiental. Su surgimiento y actuación es relativamente reciente y tiene cierta coincidencia con la de movimientos ambientalistas en distintas partes del planeta. Las organizaciones mexicanas que han propugnado por la conservación de los recursos naturales del país tienen una historia más antigua. Respecto a estas últimas, el trabajo de una organización internacional, la Unión Internacional para la Conservación de la Naturaleza (uicn), que ha sido crítico en delinear las modalidades de gestión ambiental globales, ha tenido impacto en este país a través de sus redes técnicas y de la membresía mexicana. El gobierno de México y poco más de una veintena de ong son miembros de la uicn, y el mutuo acercamiento ha sido provechoso para ambas partes. En esta contribución ex­pondremos parte de su trabajo para mostrar su impacto y los resultados de entrevistas con las organizaciones mexicanas pertenecientes a la uicn, a quienes interrogamos sobre su incidencia en los temas globales que atiende ésta y cómo influye la Unión en su quehacer local.

			Estamos inmersos en un mundo “globalizado”; lo que sucede en la esfera internacional tiene un efecto a nivel nacional, la pandemia que atravesamos nos lo restriega en la cara cruelmente. En los temas ambientales, por supuesto, pasa igual, no sólo en los que claramente tienen una escala global como el cambio climático o las especies invasoras, sino también en los relativos a la protección de los recursos naturales in situ, por ejemplo. Es un solo planeta, sin embargo, la persistencia de las singularidades regionales y locales será la que en última instancia condicione cómo se dará nuestro desarrollo. No podemos negar la influencia de lo internacional sobre lo local ni la que hay en el sentido inverso. Se retroalimentan, así, el trabajo de las organizaciones locales será decisivo en moldear nuestro presente y, por tanto, nuestro futuro. La madurez de las organizaciones define su grado de autonomía, su independencia de agendas externas, de presiones, de sesgos, de apoyos incluso. Una muestra de lo que deja ver esta relación en dos vías de lo global a lo local y viceversa es lo que pretendemos aportar con la breve contribución que aquí hacemos.

			El planeta es muy complejo y diverso, lo mismo física que social, cultural y ecológicamente, de tal suerte que muchos de los problemas y retos en esos frentes podrán aprender de otros lugares, pero su atención será mejor con soluciones a la medida local. El polímata francés René Dubós por ello subrayó hace más de cuarenta años que en lo ambiental, lo mismo que en muchas otras esferas del quehacer humano, lo ideal es “Pensar globalmente y actuar localmente” (Dubós, 1977). La frase, hoy tan famosa, está inspirada en conceptos aplicados al urbanismo por el también polímata escocés Patrick Geddes, que hablaba apenas iniciando el siglo xx de la relación de lo local y lo regional con escalas mayores (Barash y Webel, 2017).

			Como lo sugiere la afamada frase de Dubós empleada como eslogan por varias organizaciones, entre ellas, Friends of the Earth, Sierra Club y la uicn (foei.org, sierraclub.org, iucn.org), las mejores soluciones, incluso para enfrentar problemas globales, son aquellas que se construyen localmente, tomando en consideración las peculiaridades de sus condiciones y recursos (sociales, geográficas, culturales, económicas y ambientales).

			En México algunas organizaciones no gubernamentales (ong)2 se han dado a la tarea de suplir o complementar al sector público en la atención de los retos en materia ambiental.3 Casi por definición los gobiernos, sean los locales (municipal o estatal) o el nacional, no tienen una relación tersa con todas las organizaciones de este corte. Hay una gran diversidad de ellas, las muy beligerantes en un extremo y las muy complacientes, por bautizarlas de alguna forma, en el otro. A pesar del abanico en percepciones y por tanto en aceptación por las partes, el conocimiento, la experiencia, la influencia, el impacto y el reconoci­miento de las ong ambientalistas son crecientes y evidentes.

			El trabajo pionero y decisivo de la uicn ha sido crítico en delinear las modalidades de gestión ambiental. Por ello, antes de entrar en el análisis de las ong conservacionistas mexicanas, nos referiremos a las características y actuación de esta organización internacional.

			La uicn

			La uicn, una singular unión democrática, es la red ambiental más grande, más antigua y más diversa del mundo. Tiene incuestionable autoridad mundial sobre el estado del mundo natural y es repositorio de los conocimientos, las redes de expertos, las experiencias, las herramientas y las mejores prácticas y medidas necesarias para salvaguardarlo. Nace en 1948 bajo el nombre de Unión Internacional para la Protección de la Naturaleza y los Recursos Naturales en Fontainebleau, Francia. También se le conoce como Unión Mundial para la Conservación (World Conservation Union) o indistintamente por las siglas iucn o uicn. Su visión es “un mundo justo que valora y conserva la naturaleza”, y su misión es la de “influir, impulsar, inspirar y apoyar a las sociedades de todo el mundo a que conserven la integridad y diversidad de la naturaleza y garantizar que cualquier uso de los recursos naturales sea equitativo y sustentable” (www.iucn.org).

			La condición formal de la uicn de ser observador permanente ante la Asamblea General de las Naciones Unidas se estableció en diciembre de 1999, siendo la única organización ambiental con ese reconocimiento. Ello le confiere una posición estratégica al más alto nivel de la diplomacia internacional para llevar e impulsar las perspectivas y prioridades de la comunidad conservacionista, y la convierte de facto en la voz de la naturaleza. En marzo de 2016 la uicn fue reconocida como Entidad Acreditada del Fondo Climático Verde (Green Climate Fund).

			La uicn ha fraguado una sólida reputación por desplegar al menos cinco funciones:


			•	Un papel técnico, dada la calidad de la ciencia independiente y el conocimiento que proporciona a múltiples gobiernos, foros, organismos, entidades, organizaciones y comunidades.

			•	Derivada del anterior, su papel de ejemplarizar con una gran cantidad de proyectos, metodologías, procedimientos, sistemas de información, publicaciones y muchas otras iniciativas, para abrir brecha y marcar rumbos.

			•	Su papel como defensor, abogado de la naturaleza, gestor en favor de su protección (precisamente con las mejores evidencias científicas disponibles).

			•	Su papel en la formación de recursos humanos, capacitación y entrenamiento a distintos niveles, y de educación ambiental, comunicación y sensibilización en temas ambientales.

			•	Su papel como convocante, por su habilidad para reunir al movimiento conservacionista mundial a fin de atender y concertar en torno a temas que muy frecuentemente son complejos y controversiales.

			Membresía

			Hacia el 5 de junio de 2020 la membresía de la uicn alcanzó la cifra de 1 400 miembros (uicn, 2020). De ellos, prácticamente 80% (1 117) corresponde a organizaciones no gubernamentales (73% nacionales y 7% internacionales); 15%, a Estados miembro (90 países), o dependencias o agencias gubernamentales (118 entidades), mientras que poco menos de 2% corresponde a organizaciones de pueblos indígenas-originarios, una categoría de reciente creación y que empieza a aumentar y, por último, menos de 4% lo constituyen los miembros de la categoría denominada “afiliados”.4 Los miembros se encuentran en ciento setenta países, distribuidos por región estatutaria como se muestra en la tabla XIII.1.

			Tabla XIII.1 Distribución de miembros de la uicn

			[image: ]

			Comisiones técnicas

			Las seis Comisiones de la uicn son: Comisión de Supervivencia de Especies (ssc), Comisión Mundial de Áreas Protegidas (wcpa), Comisión Mundial de Derecho Ambiental (wcel), Comisión de Gestión de Ecosistemas (cem), Comisión de Comunicación y Educación (cec) y Comisión de Política Ambiental, Económica y Social (cpaes) (ver sus páginas en www.iucn.org). En conjunto, reúnen a más de dieciséis mil miembros, expertos voluntarios quienes, de forma gratuita, proveen información científica independiente, asesoría y evidencias para fundamentar el trabajo de la uicn, y de su secretariado, sus miembros y otros interesados.

			Alcance global

			La plantilla del secretariado de la uicn a nivel mundial es cercana a las novecientas personas, de las cuales sólo 14%, poco más de cien, laboran desde las oficinas centrales en Suiza; el resto se ubican en casi sesenta locaciones en todo el mundo. El trabajo de la uicn es en realidad la suma del trabajo de todos sus constituyentes, es decir, de su amplia y diversa membresía, lo mismo que de los miles de expertos integrantes de las comisiones y, por supuesto, del personal del secretariado. El financiamiento de la uicn proviene de aportaciones de algunos gobiernos, de agencias internacionales, fundaciones, contadas empresas, las cuotas de los gobiernos y organizaciones miembros, de las subvenciones específicas para ciertos proyectos y de la retribución por los servicios específicos que brinda.

			De manera singular, en el universo de las organizaciones conservacionistas del planeta, la uicn posee una estructura en la cual tanto los gobiernos como las ong tienen la misma posición en la gobernanza de la organización. La Asamblea General de miembros es la máxima autoridad de la Unión y se reúne cada cuatro años. La uicn dispone de un consejo directivo electo democráticamente por la membresía en su asamblea general, que es donde también se adoptan las mociones o resoluciones lo mismo que el plan financiero y el programa global cuatrienal al que se ciñe todo el quehacer de la organización.

			A lo largo de su historia, la organización ha celebrado veinticuatro asambleas generales, regularmente al concluir reuniones técnicas convocadas ex profeso para discutir y resolver en torno a temas de conservación. A medida que el número de organizaciones que conforman la membresía se hacía mayor, lo mismo que se incrementaba el número de los integrantes de las comisiones técnicas de la uicn, fue creciendo también el interés por diversificar los temas a debatir en las sesiones técnicas y aprovechar el espacio y el tiempo de la convocatoria a las asambleas. En consecuencia, a partir de 1996 se concibieron los Congresos Mundiales de Conservación, que tienen dos partes: un Foro (con reuniones más técnicas y eventos diversos para debate e intercambio) y, enseguida. la Asamblea de Miembros. Los congresos ocurren cada cuatro años, salvo el de 2020, pospuesto para 2021.5 Estas reuniones cumplen el propósito de convocar a organizaciones y personas de todo el mundo, líderes y responsables de la toma de decisiones de gobiernos, sociedad civil, pueblos indígenas, empresas y el mundo académico, interesadas en la conservación de la naturaleza. Tienen una gran convocatoria y han ido creciendo en importancia, igual que ha aumentado la complejidad de las discusiones y aportaciones. Los congresos convocan a múltiples personalidades y a un número variable, pero cercano a un promedio de ocho mil participantes. En el último celebrado en 2016 asistieron más de diez mil personas de ciento ochenta países; más de treinta mil personas adicionales participaron por vía remota a través de Twitter y Facebook en sus mil trescientas ocho sesiones y los trescientos ochenta y ocho periodistas registrados emitieron a lo largo del congreso veintiún mil artículos de prensa, que alcanzaron varias decenas de millones de personas como audiencia.

			Son una auténtica caja de resonancia de los temas ambientales. Tanto dentro del programa como en eventos paralelos se suceden seminarios y reuniones técnicas a distintos niveles; capacitación y entrenamiento técnico específico; presentaciones de libros y similares; lanzamiento de herramientas y productos de conocimiento; anuncios oficiales y lanzamiento de iniciativas y de compromisos (nuevas áreas naturales protegidas, financia­mientos disponibles, convocatorias, arranque de proyectos, financia­mien­tos puntuales, etcétera),6 premiaciones de concursos varios (estudiantes, tesis, películas, libros, periodismo, fotografía, otros), entrega de reconocimientos (periodismo, trayectoria, proyectos, organizaciones, logros), eventos culturales, conferencias de prensa, para cerrar tratos y hasta pronunciamientos y compromisos políticos relevantes.

			La uicn, como conjunto, formula políticas que pretenden incidir en favor de la conservación gracias a procesos abiertos de consulta con su membresía, así como a su vasta red de expertos integrados en sus comisiones técnicas.7 Las resoluciones y recomendaciones que han surgido del seno de la uicn han tenido incuestionables efectos e influencias, y se puede afirmar que a lo largo de los más de setenta años de vida de la uicn han ido delineado las políticas globales en materia de conservación de la naturaleza.

			Daremos tan sólo un ejemplo. El primer documento que subrayó decididamente la relación inextricable entre la conservación de la naturaleza y el desarrollo, y que se publicó y presentó activamente por todo el mundo en 1980 fue la Estrategia Mundial de Conservación (emc), una publicación conjunta de la uicn, el Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente (pnuma) y el Foro Mundial por la Naturaleza (wwf)8 (iucn, unep y wwf, 1980). El término desarrollo sostenible se empleó por primera vez en ese documento y se incorporó en el vocabulario internacional a partir de entonces. El concepto ha sido determinante en el diseño de las agendas de conservación y en las políticas y prácticas de desarrollo a nivel planetario; ha sido retomado en diversas ocasiones, y forma parte actualmente del léxico de casi cualquier gobierno, empresa y organización no gubernamental. Figura, claro está, con variantes, en el imaginario colectivo. Una versión posterior, la publicación Cuidar la Tierra: Estrategia para el futuro de la vida, de 1991, amplía, enfatiza y clarifica para la acción práctica la emc (iucn, unep y wwf, 1991).

			Podemos agrupar el impacto o la repercusión del quehacer de la uicn y el que resulta de las resoluciones y recomendaciones según su efecto o derivación visibles. En síntesis, como veremos enseguida, la uicn ha tenido un liderazgo en la provisión de apoyo técnico para la concepción, el diseño y el desarrollo de programas, organizaciones y acuerdos internacionales; en la deli­neación del marco jurídico global; en crear, innovar, poner en marcha y mantener actualizados y a disposición pública materiales de comunicación y educativos, así como procedimientos, criterios, directrices, herramientas, información y mejores prácticas para el manejo de bosques, especies, ecosistemas, áreas naturales protegidas, el agua y el medio marino. Su liderazgo se extiende a ser pionera en la detección y el estudio de temas emergentes y relaciones multifactoriales y multisectoriales que no se consideraron antes relevantes. La uicn marca tendencias y rumbos. En resumen, la uicn tiene liderazgo en identificar temas emergentes; liderazgo en el desarrollo de un marco ju­rídico internacional; apoyo directo al diseño y la creación de programas internacionales; apoyo directo a la concepción y constitución de convenios o convenciones y organizaciones internacionales; apoyo directo a la formulación de protocolos, metas, compromisos, retos o acuerdos internacionales; constitución como el repositorio más importante, completo y confiable de las mejores prácticas; concepción, aplicación y promoción del uso de metodologías, procedimientos y herramientas para la conservación, así como su actualización; provisión de asistencia técnica y apoyo científico a partir del diseño, la aplicación y la promoción del uso de productos de conocimiento y recursos de información para la conservación, así como su actualización, y liderazgo reconocido y buscado para conseguir replicarlo en acciones concretas de conservación de especies, ecosistemas y áreas protegidas, conservación y manejo de agua, los bosques y el océano, comunicación y educación ambiental.

			¿Visionarios, acaso?

			Rudyard Kipling, en su conocido Libro de la selva, nos recor­daba que “la fuerza de la manada es el lobo y la fuerza del lobo es la manada”; de la misma forma, los miembros de la uicn le confieren una fuerza a la Unión y la Unión les da una fortaleza a los miembros que no tendrían por separado.

			La singular estructura de la uicn permite fusionar la experiencia, la creatividad, la flexibilidad y la agilidad de las ong con la autoridad y el poder de decisión de los gobiernos nacionales, lo que da beneficios a ambos: las ong consiguen comunicación, acceso e incidencia en políticas, y los gobiernos consiguen información, capacidad y experiencia, lo mismo que ejercen influencia. Su estructura la distingue de procesos y organizaciones internacionales o intergubernamentales, como las de la onu (pnuma y Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo [pnud]) o el Fondo Mundial para el Medio Ambiente (fmam, o gef, por sus siglas en inglés), y, desde luego, de las convenciones u organizaciones internacionales que ayudó a construir (cites [Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Flora y Fauna Silvestres], Ramsar o cdb [Convención sobre la Diversidad Biológica] y otras; Birdlife International o World Wildlife Fund) o de federaciones o alianzas locales de ong (Alianza Internacional para la Sobrevivencia de los Anfibios [asa], Federación Conservacionista Mexicana [Fecomex] o Alianza Jaguar, por mencionar ejemplos).

			El enorme valor de los procesos de la uicn radica en que conducen a la adopción de políticas, de estándares, de decisiones que afectan a toda la comunidad de conservación del planeta. Y en que participan en dichos procesos diversos sectores de la sociedad, lo mismo los gobiernos nacionales, que organizaciones no gubernamentales, organizaciones de pueblos indígenas y científicos independientes organizados en comisiones técnicas. Asimismo, la uicn dispone de los mecanismos, procedimientos y experiencia para facilitar las discusiones y propiciar el arribo a acuerdos en temas complejos y controversiales. Ello da pie a la reflexión sobre si los fundadores de la uicn fueron visionarios, en virtud de que una estructura con estas características se antoja como la vía idónea para lidiar con muchos de los problemas actuales en materia de ambiente y desarrollo.

			Otras organizaciones, por supuesto, tienen también capacidad de convocatoria, pero muy pocas pueden presumir la habili­dad y la credibilidad para reunir en un foro neutral y constructivo a voces en extremo polarizadas, con puntos de vista encontrados, opuestos de hecho. La uicn ha conseguido ese lugar gracias a que no adopta decisiones divisivamente, lo que ahondaría las diferencias, sino que, por el contrario, busca siempre tender puentes hasta alcanzar consensos. De otra forma estaría tan sólo duplicando la forma de tomar decisiones en otros foros donde las que son controvertidas se toman usualmente sometiéndolas a una votación (Stuart et al., 2017).

			Un curioso indicador de la importancia y la influencia de la uicn en la esfera internacional en los temas ambientales es el hecho de que sus directivos son reclutados para dirigir las organizaciones de la onu en materia ambiental, como ha sido el caso desde el 2006 hasta la fecha.

			Si bien el impacto de la uicn es visible de muchas formas, no todo es miel sobre hojuelas. La agenda ambiental global enfrenta muchos obstáculos, la hegemonía de lo económico por encima de todo, pero la lista de agravios a la naturaleza y sus causas profundas y proximales es enorme, y rebasa el ámbito económico. Por si fuera poco, existen las contradicciones, luchas, divisiones y competencias (así como las incompetencias) entre las organizaciones que conforman el sector ambiental. En el abanico que se despliega entre posturas extremas hay de todo, y no siempre es fácil que se alcancen acuerdos, lo común en cambio es que se mantengan las posiciones. La uicn ha conseguido en múltiples ocasiones que se arribe a acuerdos entre partes en conflicto, de eso se precia y presume; sin embargo, en más de una ocasión el proceso, que ocurre en las asambleas generales al discutir las mociones, se le ha ido de las manos, en temas controversiales como el comercio de aletas de tiburón, el comercio de marfil,9 entre otros que se han topado con pared, y no necesariamente se consigue abordar a resoluciones concertadas.

			El “problema” de la democracia en adopción de resoluciones también se ha señalado como un reto de la uicn, porque efectivamente hay ocasiones en que se aprueban o rechazan mociones por votación, y los resultados no dejan contentos a todos los miembros. Sin embargo, esta condición democrática de la uicn explica en parte su reputación y legitimidad. Históricamente, las resoluciones adoptadas de manera democrática han sido respetadas u honradas por todos los miembros. Conviene subrayar que el desarrollo del programa cuatrienal de la uicn es una responsabilidad compartida de todos sus constituyentes, no únicamente, como muchas personas suponen, tarea exclusiva de su secretariado. De hecho, frecuentemente se habla de la uicn para referirse, erradamente, sólo al personal que integra su secre­tariado. La uicn la integran sus miembros, los expertos de las comisiones y el personal del secretariado.

			Una crítica recurrente a la uicn ha tenido que ver precisamente con esta “crisis de identidad”. Es indispensable tener que repetirle al secretariado que no le compete hacerlo todo, y menos cuando en ello se pone a competir con parte de la membresía. Por ejemplo, en la región de Mesoamérica era frecuente que los funcionarios de la uicn, personal del secretariado, fueran los responsables de realizar trabajos técnicos en respuesta a una solicitud de asesoría o un proyecto de algún gobierno local, en competencia directa con las ong de la región. Se llegó por ello a un acuerdo: que el secretariado no desarrollaría proyecto alguno sin la participación de las organizaciones miembro, y preferentemente también de los expertos de las comisiones provenientes de la región. Además de atender el reclamo de competencia desleal que señalaba la membresía, se entró en una era de fortalecimiento mutuo que ha probado ser exitoso para maximizar la eficiencia y la eficacia de las intervenciones de la uicn en la región, ahí sí entendiendo como se debe a la Unión como la confluencia de las capacidades de sus organizaciones y Estados miembros, de los expertos parte de las comisiones técnicas y del personal que constituye el secretariado. Si bien, como señalamos, la idea funciona en Mesoamérica, la que califiqué como crisis de identidad es un problema presente aún en la uicn, que habrá de superar en los próximos años, si quiere mantener su liderazgo, reputación, fuerza e influencia.

			Otro problema digno de destacar es que, en ocasiones, al conseguir un acuerdo, se llega a lo que yo denomino “el mínimo común denominador”, es decir, quizá se concerte apenas lo mínimo en lo que pudieron ponerse de acuerdo las partes que debaten posturas contrastantes. Por ello, en ocasiones la relevancia de los consensos es pobre; ése es uno de los mayores retos en las discusiones de las mociones, no quedarse en lo básico sino ahondar y profundizar para no convenir sólo lo obvio o mínimo esperado.

			En su origen y a lo largo de toda su historia, la uicn ha defendido la conservación (de la naturaleza), concepto que engloba la protección y el uso racional (ahora decimos sustentable, y el concepto es más inclusivo) de los recursos naturales; de hecho, es parte de su misión. Sin embargo, en fechas recientes nuevas organizaciones han ingresado como miembros y, sorprenden­temente (en virtud de que se afilian adoptando los principios de la uicn), han sostenido posturas en contra de la cacería, del cautiverio de especies (para crianza o exhibición incluso en zoológicos, por ejemplo), en contra de la explotación forestal o de otras formas de aprovechamiento (así sean sustentables). La diversidad de su membresía puede en cierta medida verse como un problema, pero en realidad es una de sus fortalezas, a pesar de las complicaciones que imprime en la toma de decisiones colectivas, como en el caso de las mociones.

			Los congresos de donde emergen resoluciones y recomendaciones, propuestas de política y demás iniciativas relevantes, ocurren cada cuatro años. Las mociones deben presentarse con mucha anticipación para circularse entre la membresía y seguir procedimientos establecidos. Muchas cosas ocurren entre un congreso y otro, y la uicn en ocasiones no responde a temas emergentes con la celeridad que se esperaría o que se ve en otras organizaciones con estructuras de gobierno menos complejas. Por ello, los “tiempos” de la uicn han sido señalados también como un problema crítico a superar.

			La uicn ha sido impulsora de muchas iniciativas en alianza con diversas organizaciones y gobiernos (acuerdos, organizaciones, convenciones, programas, etcétera),10 pero desaprovecha las oportunidades que ello le brinda, se contrae y ha cedido los espacios que otras organizaciones han aprovechado. Así, las otras brillan más que la uicn y obtienen beneficios de su participa­ción en la alianza, y hasta se arrogan el crédito que no les pertenece en su totalidad. Esa modestia o reserva de la uicn hace que su papel en la Organización de las Naciones Unidas (onu) sea subutilizado, otro gran reto para la organización, más aún en estos tiempos.

			Como es evidente, la uicn no es infalible y padece los problemas que surgen en las organizaciones grandes: el eterno debate entre consolidar una estructura central o descentralizar, las complicaciones laborales propias de tener presencia en numerosos países con legislaciones y regulaciones administrativas muy dispares, los retos que impone tener tres idiomas oficiales (español, inglés y francés), y la diversidad de culturas de su personal, que obliga a flexibilizar algunas políticas, por mencionar sólo algunos de los desafíos cotidianos de una organización internacional antigua, diversa, compleja y grande.

			La política ambiental en México y la evolución de las ong

			México es un país relevante en el plano internacional. Tiene el decimocuarto producto interno bruto (pib) del mundo entre los más elevados, es el décimo país con mayor población, el sexto país más visitado del planeta, y cuenta con varios lugares importantes en cuanto a producción agroalimentaria y exportaciones diversas, etcétera (Expansión, 2020). En términos de conservación, lo es también sin duda por su posición geográfica, su condición de país megadiverso, de centro de origen y diversificación, y por los logros e iniciativas que sus organizaciones han desplegado (caso de la Comisión Nacional para el Conocimiento y Uso de la Biodiversidad [Conabio], premios globales a varias ong, etcétera), lo mismo que por las fallas y crisis que nos han exhibido (caso de la contaminación atmosférica de la Ciudad de México o el caso de la vaquita) (Centro Mexicano de Derecho Ambiental [Cemda], 2020; Conabio, 2020; Equihua, Medellín y García, 2020; Fondo Mexicano para la Conservación de la Naturaleza [fmcn], 2020; Grupo Ecológico Sierra Gorda [gesgiap], 2020).

			México es un actor clave a nivel global y actualmente cuenta con diversos espacios de influencia y colaboración internacionales que se han obtenido a lo largo de décadas de trabajo y de construcción institucional (Confederación Patronal de la República Mexicana [Coparmex], 2019). Nuestro país debe mantenerse en esa condición a través del diálogo político internacional con países y organizaciones estratégicas para ampliar la diversidad, el alcance y la calidad de las alianzas; la cooperación y el intercambio. Somos ya, como país, signatarios de una multiplicidad de acuerdos, convenios y tratados que abordan los temas ambientales, además de la pertenencia de México a más de noventa organismos internacionales (según la Secretaría de Relaciones Exteriores). Por supuesto, fortalecer las relaciones internacionales y la participación de nuestro país en organismos regionales es muy deseable, no sólo para promover la unidad en torno a valores y principios compartidos con nuestros países aliados, sino también para avanzar en una agenda común en materia de conservación y desarrollo sostenible.

			Si bien hay problemas exclusivos, los retos ambientales ya no son únicamente locales. Los problemas que se atienden en la agenda ambiental nacional, aun cuando se perciben como endémicos de nuestro país, en realidad son problemas similares unos, y compartidos otros, con demás países o el planeta en su conjunto. Podemos mencionar, por ejemplo, el cambio climático, la presencia y acción de las especies invasoras, la destrucción y la fragmentación de los ecosistemas naturales, la contamina­ción de aire, agua y suelos por fuentes diversas, la sobreexplotación de algunas especies y la protección de espacios naturales a través de categorías de áreas protegidas, entre otros.

			México participó en la Cumbre de Estocolmo en 1972, y si bien se habían dado chispazos de acciones previas, fue entonces cuando comenzó el desarrollo de una política ambiental propiamente dicha. Inicialmente, con un sesgo en la salud.11 La “diplomacia ambiental” participó activamente en la década hasta 1982, también en reuniones internacionales sobre pesca y conservación de especies, comercio de especies amenazadas, contaminación de los mares y derecho internacional del mar (López Vallejo, 2014). Algunas iniciativas nacían por interés unilateral de nuestros vecinos, más que por interés de los mexicanos. Por ejemplo, a mediados de 1974 se creó el Comité Conjunto México-Estados Unidos de América para la Conservación de la Vida Silvestre, aunque se formalizó, casi a regañadientes como pudimos atestiguar, diez años después por la Subsecretaría de Desarrollo Urbano y Ecología, y la Dirección General de Flora y Fauna Silvestre, y por el Departamento del Interior.

			El desarrollo del marco jurídico e institucional asociado a los temas ambientales en México no siguió un ritmo constante sino a modo de pulsos y letargos. La influencia del exterior fue crítica en ir marcando ese paso; por un lado, los eventos internacionales ambientales, la actuación de las ong ambientalistas de los Estados Unidos, dentro y fuera del país, con y sin aliadas mexicanas. También las modas de financiamiento de las agencias de cooperación internacional y los programas e iniciativas internacionales, dentro de ellos primordialmente los de las organi­zaciones de la onu, las reuniones asociadas a las convenciones internacionales y detrás de muchas de ellas, obviamente, la uicn. Justo antes de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Medio Ambiente y Desarrollo, celebrada en Río de Janeiro en 1992, se dio uno de estos pulsos. Surgieron nuevas organizaciones e iniciativas como resultado del reforzamiento de los vínculos internacionales de las ong ya establecidas. Fluyó para ello más financiamiento hacia las ong y los centros de investigación de México (Torres, 1999).12

			La política ambiental en México sin duda ha sido impulsada por las tendencias internacionales, especialmente a partir de la Cumbre de Río de 1992; quizá lo mismo puede decirse del avance al respecto en muchos puntos del planeta: de eso se trataba Río, precisamente, de reiterar el tema ambiental a veinte años de la cumbre de Estocolmo. Hay autores que afirman que, en el caso mexicano, la política ambiental fue particularmente transformada, lo mismo que sus instituciones, como resultado del Tratado de Libre Comercio de América del Norte (tlcan) y la participación en organizaciones de la gobernanza ambiental global (López-Vallejo, 2014; Hogenboom, 1998). Sin duda hay razón en reconocer el pulso que representó la preparación y la suscripción del tlcan y los acuerdos paralelos.13 Éste propició una natural división entre los ambientalistas en cada uno de los tres países, unos en favor, otros en contra. Ello determinó las alianzas del momento.

			Las ong que hacen trabajo en temas ambientales, y específicamente trabajo en conservación de los recursos naturales, han venido evolucionando a lo largo de las últimas décadas y hoy en día dan muestras de una madurez notable. Soberón (1999) sugiere que no es hasta la década de los noventa que podemos atestiguar el inicio de la madurez de las ong conservacionistas mexicanas, de sus participantes y de los procesos con los que pretenden enfrentar los problemas ambientales del país. Y afirma que, por el contrario, las dos décadas previas fueron la infancia, y que, si bien ocurrió el retorno de recursos humanos capacitados, el nacimiento de nuevas organizaciones, de cambios fundamentales en las estructuras gubernamentales, en la legislación y en la oferta de formación académica nacional, también esos años se caracterizaron por ser el escenario de luchas fratricidas, de descalificaciones y enfrentamientos, de una desorganización y desarticu­lación que no conseguía que las propuestas serias, las consignas y los argumentos en favor de la permanencia útil de los recursos naturales encontraran oídos receptivos.

			En la interacción con los recursos naturales hay un abanico de posturas entre posiciones extremas defendidas por personas y organizaciones. Los preservacionistas,14 en uno de los extremos, postulan evitar todo tipo de alteración a la naturaleza; la contemplación y la veneración son las actitudes que se privilegian. El otro extremo tiene al menos dos variantes: quienes menosprecian la naturaleza, no la valoran y destruyen sin miramientos; prevenir o mitigar una afectación contra los recursos naturales no pasa por sus mentes, no es prioridad en lo absoluto, se trate de destruir ecosistemas prístinos en el Chocó Colombiano con el nuevo puerto de Tribugá o los arrecifes de Cozumel con un muelle para cruceros, o el Bosque de Agua en el centro de México para atravesarlo con una carretera para vehículos de carga, y también quienes, igual en el extremo, consideran que hay que explotar los recursos naturales sin comedimientos, al margen de propiciar sobreexplotación y agotamiento, arrasando bosques sin dejar un árbol en pie o aniquilando poblaciones en una pes­quería. Por supuesto, sea en los extremos o en posturas interme­dias, podemos ubicar a las sociedades protectoras de animales, los grupos conservacionistas, las asociaciones de cazadores, los pescadores profesionales, los productores de fauna en cautiverio para distintos fines, los traficantes de animales, los grupos ecologistas, los observadores de aves, los ecoturistas, grupos promotores del desarrollo comunitario, los defensores de los derechos de los animales, grupos de bioética, a quienes combaten las corridas de toros o hasta a quienes las defienden, etcétera.

			La conservación como concepto y ciencia postula la protección, pero también el aprovechamiento de los recursos naturales, es decir, un manejo adaptativo para garantizar el uso sustentable. No es en sentido estricto una postura media entre los dos extremos que señalamos, puesto que oscila, precisamente por la condición de “adaptativo”, velando por la permanencia útil15 de los recursos naturales, y si nos viésemos forzados a ubicarle, se encontraría más próxima a la protección extrema que a la explotación extrema. La relevancia de la conservación frente a otras posturas es que frecuentemente demanda un proceso colaborativo entre partes que usualmente no se hablan; su bondad es precisamente ésa, la de garantizar la presencia de la biodiversidad, que, como bien sabemos, es condición sine qua non, si aspiramos como humanidad a un desarrollo sustentable.

			Inmersos en la globalidad, establecer vínculos se antoja como necesidad casi ineludible; de hecho, la oportunidad de vincularse con organizaciones similares en otras partes del mundo demostró ser una de las exitosas estrategias de consecución de apoyos, fondos y reconocimiento. Las ong extranjeras han contribuido a pro­veer recursos diversos a las mexicanas, tanto de apoyo financiero como de mayor capacidad técnica y organizativa en sus recursos humanos, acceso a mucha más información, más proyección y alcance, nuevos vínculos y oportunidades (Torres, 1999).

			Desde antes del tlcan, pero más a raíz de éste, las ong ambientalistas estadunidenses han tenido interés en México. Además de la cercanía geográfica y extensa frontera e intercambio, por varias otras razones:16 por la protección de los hábitats temporales de especies migratorias (mariposa monarca, aves acuáticas, ballenas); por nuestra condición de país megadiverso que apoya la investigación y proyectos orientados a la protección de especies y espacios; por cerrar filas con contrapartes mexicanas, vigilar empresas “sucias” o aliarse para otras causas y hasta ejercer presión sobre México a fin de que mejore su desempeño ambiental, y por el hecho incontrovertible de ser puerta de entrada a los países de Centroamérica y Latinoamérica en general (Torres, 1999).

			Empoderadas, con mayor seguridad y confianza, solas o en alianza con contrapartes extranjeras o nacionales y usando en ocasiones los foros internacionales, las ong han incidido en inducir cambios en el país, en la adopción de políticas públicas, en modernizar la legislación y normativa, en el cabildeo de decisiones y temas sensibles o controvertidos. Este hecho evidencia el influjo de lo global a lo local y en sentido inverso.

			Además del surgimiento y el desarrollo de las iniciativas nacionales de la sociedad para conformar una ong, organizaciones ambientales internacionales resolvieron también la apertura temporal o definitiva de oficinas de representación, filiales o “capítulos” (anglicismo que les gusta usar) en nuestro país. Ésta es otra de las vías por las cuales se atiende la agenda internacional en y desde México, y un medio para influir en las organizaciones locales. Así es como existen o existieron oficinas en México de Friends of the Earth, World Wildlife Fund, The Nature Conservancy, Forestry Stewardship Council, Greenpeace, Traf­fic, International Fund for Animal Welfare (ifaw) o Conservation International entre otras y una oficina de proyecto de la uicn. Por supuesto, hay que subrayar la presencia y la acción de las oficinas internacionales de organismos que tienen en su agenda trabajo ambiental, el Banco Mundial, la Sociedad Alemana de Cooperación Internacional (giz), la Organización de los Estados Americanos (oea), el Banco Interamericano de Desarrollo (bid), pero también algunas embajadas de países, los programas de la onu, en particular pnuma y pnud o bien la Organización de las Na­ciones Unidas por la Alimentación y la Agricultura (fao), la Organización de las Naciones Unidas por la Educación, la Ciencia y la Cultura (unesco), u otras como la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (ocde), entre algunas más que impulsan en nuestro país la agenda global, frecuentemente trabajando con entidades y organizaciones locales.

			El papel de las ong mexicanas en la esfera internacional fue incrementándose, en primer término, por la calidad de las personas que las integran, quienes fueron ganando el reconocimiento internacional, y también por las características e importancia estratégica de nuestro país. Algunas ong mexicanas y sus integrantes han sido o siguen siendo protagonistas relevantes en la escena internacional. Pertenecen a consejos directivos o asesores, y participan en jurados dictaminadores coordinando esfuerzos, siendo parte de grupos de trabajo, desarrollando proyectos o desplegando sus capacidades y experiencia en otros papeles que al final contribuyen a darle forma al quehacer conservacionista, o en cuestiones ambientales a nivel mundial. También “egresados” de ong nacionales se catapultan para ocupar cargos en organizaciones internacionales y dependencias nacionales directamente reconociéndoles a través de dichos nombramientos su capacidad.

			Con la lógica que expusimos párrafos atrás, algunas ong buscaron establecer vínculos cada vez más estrechos, orgánicos y formales con iniciativas, programas y organizaciones internacionales, dentro de ellas, con la uicn, cuya presencia en México ha sido muy poca hasta nuestros días a pesar de su larga historia. Desarrollar el potencial de una participación sólida de México en la uicn y de la uicn en México ha sido preocupación persistente del Comité de Miembros Mexicanos desde su creación.

			Sin desconocer la labor de cientos de organizaciones mexicanas que trabajan en temas ambientales, nos centraremos aquí en revisar la relación entre el quehacer local y la agenda global a través del trabajo de las ong mexicanas vinculadas al actor global más relevante en la materia: la uicn.

			Los miembros mexicanos de la uicn

			El doctor Enrique Beltrán Castillo, el primer biólogo de México, fue parte de la constitución de la uicn en Fontainebleau, Francia, en 1948, y su organización, el Instituto Mexicano de Recursos Naturales Renovables (Imernar), se afilia a la uicn al nacer en 1952; de esa fecha hasta 1989 fue la única organización miembro. Un puñado apenas de mexicanos participábamos de diversas formas con la uicn, algunos desde las décadas de los años sesenta y setenta, sea como científicos integrantes de las comisiones, en encargos específicos vinculados a reuniones o publicaciones, en iniciativas y gestiones de la uicn con otras organizaciones y hasta en proyectos de investigación. A partir de 1990 se van afiliando a la uicn nuevas organizaciones a un ritmo muy lento, casi una organización por año hasta el 2000, en que llegaron a ser nueve (once en realidad, pero dos dejaron de serlo). En 1992 se crea, con las cinco organizaciones miembro en ese momento, el Comité Mexicano de la uicn, con reconocimiento oficial.17 El 5 de junio del 2011, al celebrar los veinte años del Comité, ya eran doce los miembros, uno de ellos, el gobierno de México. 

			El gobierno de México accedió a adherirse a la uicn apenas en 2008 (uicn, 2008).18 La pertenencia de México a la uicn se ha desperdiciado; únicamente la Conanp ha podido aprovechar parcialmente la membresía y todo lo que la pertenencia representa, lo que de hecho rebasa el ámbito de la propia Conanp y de la Semarnat. Este desperdicio ocurre quizá porque no hay una adecuada valorización de la importancia de la participación internacional y, como consecuencia, una priorización de la actuación. Las relaciones internacionales deben ser reconocidas no como un gasto sino como una inversión. Una inversión que permite catapultar a otras esferas el trabajo local y potenciarlo (Confederación Patronal de la República Mexicana [Coparmex], 2019).

			En las últimas dos décadas la membresía de México en la uicn se ha triplicado y un comportamiento similar se ve en la pertenencia de científicos y expertos mexicanos en las comisiones o en participación en otras tareas y papeles dentro de la organización, como la conducción de una evaluación externa independiente, integrarse a los órganos de gobierno de las comisiones (ssc, wcpa, cel, ceesp), encabezar grupos de especialistas (en ssc y ceesp), atender encargos puntuales (task forces temporales del Congreso Mundial de Conservación, facilitación / moderación de discusiones o por petición del Consejo, dictaminar mociones y resoluciones, por ejemplo, presidir una Comisión Mundial (wcpa) y organizar un Congreso Internacional (De Parques) o ser electos para formar parte del Consejo Directivo (hecho que se ha dado en cuatro ocasiones) (Christoffersen et al., 1994; Hernández, Lahmann y Pérez Gil, 2002; Globedia, 2102; Cemda, 2012; uicn, 2015).

			La edad de las organizaciones que actualmente pertenecen al Comité Mexicano (cm) de la uicn es variable, dos se constituyen en los setenta y tienen más de cuarenta años, tres, en los ochenta, más de la mitad (catorce) nacen entre 1991 y el 2000, y aproximadamente 25% se crea entre el 2000 y 2011. No hay organizaciones más jóvenes en la membresía nacional. Ante pregunta expresa sobre las razones que llevaron a la creación de su organización, 60% explica que obedeció al interés de personas en incidir en la protección de la naturaleza a título personal. Dos argumentan que se constituyen como resultado de la sensibilización que trajo aparejada la Cumbre de Río en 1992, y cinco más por considerar que el sector público no atiende el tema ambiental adecuadamente. Son diez las que se constituyen para atender las cuestiones técnicas y administrativas de un proyecto y apoyar el desarrollo de comunidades. Tres más nacen con fines de docencia e investigación y como complementos a la formación académica de profesionales de la conservación.

			Las ong conservacionistas nacionales y la agenda global

			Una muestra fehaciente de la incidencia de las ong nacionales en la agenda global o visto inversamente de la influencia de la agenda global en el quehacer de las organizaciones mexicanas es repasar el trabajo de un grupo de ellas, concretamente, de las organizaciones conservacionistas no gubernamentales que están afiliadas como miembros a la uicn. La muestra, por tanto, la constituyen veintiséis de las veintiocho organizaciones mexicanas pertenecientes (excepción hecha del Estado mexicano, que es miembro desde 2008, representado por la Conanp, y de una organización internacional que se afiliara desde México en 2010, pero cuya sede actual está en Alemania, el Forestry Stewardship Council).

			El propósito de las entrevistas fue conocer el trabajo de las organizaciones, su vinculación con referentes del trabajo internacional y el impacto y la interacción que guardan con la uicn, de la que son parte constituyente. Para ello, se preparó un cuestionario que, aunque fue remitido por correo electrónico, en realidad sirvió de base para conducir una o más entrevistas semiestructuradas con los directivos o representantes designados de cada una de las organizaciones. Pocas de las preguntas se respondieron por vía electrónica.

			De las ong mexicanas afiliadas, 70% tiene una visión que empata con la de la uicn, y la misión de casi 80% de ellas es equivalente a la misión de la uicn. Consideran que, al ser miembro de la uicn, obtienen beneficios varios, por ejemplo, vinculación y colaboración (92%), acceso a la información y a expertos (77%), un aval casi curricular al formar parte de la Unión (54%), incidencia en políticas públicas (35%), estar al día en publicaciones e información ambiental (27%), incidencia en la agenda global (23%), traer exitosamente la agenda global al país (23%), y mayor credibilidad para acceso a fuentes financiamiento (12%). La uicn nutre la visión de la organización (4%), y de 4% asegura que no tiene ningún beneficio hasta el momento.

			Los miembros declaran especializarse en una o varias de las siguientes áreas: restauración y conservación (65%), comunicación y sensibilización (58%), incidencia en normatividad o política pública (50%), capacitación (50%) investigación y ciencia (38%), educación (35%), defensa y protección (31%), financiamiento y diseño de mecanismos financieros (19%), consultoría (15%).

			Los principales objetivos que persiguen son: conservación de biodiversidad y servicios ambientales asociados (62%), desarrollo de comunidades (54%), impulsar el manejo y el uso sostenible de los recursos naturales (54%), desarrollar y fortalecer capacidades (42%), conseguir mayor responsabilidad ambiental de la sociedad (38%), proporcionar herramientas (35%), proporcionar información y datos (27%), incidir en favor de la transversalidad en política ambiental (27%), crear conocimiento (23%), contribuir a la colaboración entre actores clave (23%), fortalecer las buenas prácticas ambientales en las actividades económicas (23%), conservar los recursos hídricos (19%), restaurar tierras degradadas (19%), equidad de género (15%), detener la deforestación (15%), rehabilitación, reproducción y conservación de fauna (12%), arborizar zonas urbanas (8%), prevenir y controlar la contaminación (8%). Por otra parte, los temas en los que tienen trabajo y proyectos son: conservación de ecosistemas y áreas protegidas, fortalecimiento de capacidades, trabajo con comunidades, conservación de especies, política pública, cambio climático, litigación y derecho ambiental, conservación de agua, investigación, divulgación y comunicación, acopio-manejo de información y sustentabilidad.


			
			Recuadro XIII.1

			Miembros mexicanos de la uicn entrevistados

			[image: ]

			* Las oficinas o sedes de las organizaciones del Comité Mexicano se encuentran ubicadas en 15 estados de la república, la mayor presencia en el centro del país, principalmente en la Ciudad de México, Estado de México y Morelos, seguido por las organizaciones presentes en sur-sureste en Chiapas, Oaxaca y la Península de Yucatán, pero también hay presen­cia en el Noroeste, en la Península de Baja California y en los estados de Jalisco, Veracruz, Gua­najuato, Michoacán e Hidalgo.

			** Por economizar, la Conabio se afilia a la uicn en 1998 no como entidad gubernamental, sino como un fondo, dado que la cuota hubiese sido muy alta, al no pertenecer el gobierno de México a la Unión en esa fecha.

			Fuente: Pérez Gil et al. (en prensa).

		

		

			Todas las organizaciones participan de manera directa o indirecta en temas o procesos críticos de la agenda ambiental en México. En la tabla XIII.2 mostramos su incidencia.

			
			Las organizaciones reconocen que en conjunto juegan papeles que empiezan a ser reconocidos en la sociedad: de vinculación y alianza entre el gobierno, la sociedad (comunidades) y el sector privado. Tienen un papel multifacético, al intervenir con herramientas, políticas públicas, normatividad, litigio, difusión, gestión, etcétera, encaminado hacia la conservación (local, regional y nacional), además de ser referentes y expertos en materia ambiental en México (en áreas naturales protegidas, en compraventa de bonos de carbono, en colecciones vivas, en consecución y conducción de financiamiento, en proyectos puntuales, en legislación ambiental, etcétera). Las ong entrevistadas consideran como sus principales aliados para lograr sus objetivos a las comunidades con las cuales trabajan, o bien a otras organizaciones nacionales, mientras que sólo 13% piensa que sus alianzas más importantes son con el gobierno o con organizaciones internacionales.


			Tabla XIII.2 Incidencia de las organizaciones mexicanas pertenecientes a la uicn

			[image: ]

			Fuente: elaboración propia.




			Todos los miembros realizan actividades que coinciden con el programa de la uicn, sus áreas de acción y los tres elementos clave del programa para generar impactos en especies, ecosistemas, derechos y medios de vida.

			Más de la mitad de las organizaciones (catorce) tienen una plantilla permanente menor de veinte personas, poco más de 30% (nueve) cuentan con arriba de veinte personas y sólo tres disponen de más de cincuenta personas. De veintiséis miembros, dieciocho cuentan con financiamiento tanto nacional como internacional, siete organizaciones cuentan exclusivamente con financiamiento nacional y una organización sólo con financiamiento internacional.

			Participa 62% de las organizaciones miembro en alguna de las comisiones de la uicn, y 88% de las organizaciones reconoce participar ocasional o muy frecuentemente en reuniones internacionales. La mitad de las organizaciones miembro ha tenido cierta incidencia o llevado su programa y actividades de alguna manera a la agenda global, mientras que la otra mitad no lo ha hecho directamente y ha mantenido su trabajo con enfoque local; 69% reconoce que no ha escalado directamente su trabajo a la agenda global, pero considera que sí tienen cierta incidencia en ella.


			Tabla XIII.3

			Actividades de las organizaciones mexicanas pertenecientes a la uicn
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			Fuente: elaboración propia.


			

			Paradójicamente, 31% no reconoce abiertamente que tiene cierta incidencia indirecta en la agenda global, aun cuando 92% admite que con su trabajo cumple con objetivos y metas globales. Trabaja localmente, piensa globalmente ha sido la consigna que la propia iucn ha defendido y vemos que en la práctica se trabaja localmente, se incide globalmente (en metas y objetivos globales), aun sin reconocer que en efecto aplica el “piensa globalmente”. Además de las entrevistas, se analizaron los programas y proyectos de los miembros, y se revisó si aportan al cumplimiento de las metas y objetivos internacionales; de la agenda global, además de los del programa de la uicn, mencionaron específicamente que cumplen con los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ods), los Objetivos del Milenio (odm), las Metas de Aichi, el Acuerdo de París y el Desafío de Bonn. En la siguiente gráfica se muestran los porcentajes de las organizaciones que mencionaron alguno de estos objetivos y metas internacionales.

			En síntesis, las actividades de cualquiera de las ong mexicanas miembro de la uicn cumplen con al menos cuatro objetivos y metas internacionales, incluyendo ods, odm, metas Aichi, el Acuerdo de París y el desafío Bonn; poco menos de 9% en promedio, con trece metas (casi 30%) y, como máximo, con veintiséis, que es más de la mitad de éstas (55%). Nos parece que ello evidencia el influjo en ambas direcciones, de lo global a lo local y viceversa.

			La membresía mexicana ha hecho un reconocimiento explícito de los impactos que sobre ella y sobre el país y el mundo ha tenido la uicn de la que forman parte; hace evidente, una vez más, la influencia de lo global en lo local. Las ong pertenecientes consideran que los mayores impactos de la uicn en México y en el mundo son hoy los que se muestran en la tabla XIII.4.

			
			
			Comentarios finales

			La uicn ha jugado un papel preponderante en darle forma al movimiento conservacionista, incluyendo el mexicano, al marcar rumbo, recomendar metodologías, crear tendencias, idear creativamente nuevos productos y herramientas, y orientar sobre nuevas formas de avanzar. Ha promovido la cooperación internacional a través de las convenciones a las que, además, ha asistido técnicamente. Enfrenta muchos retos para mantener su estatura y reconquistar su legendario liderazgo, pero a pesar de ello es innegable que ha dejado huella en la membresía mexicana y ésta, a su vez, en el trabajo de la Unión.


			Tabla XIII.4

			Impacto de la uicn en México y el mundo

			[image: ]

			Fuente: elaboración propia.



			El mundo y nuestras vidas están cambiando a una velocidad vertiginosa. Parece evidente que la amenaza de la pandemia no ha cesado; sin embargo, las múltiples consecuencias que ésta ha generado empiezan ya a sentirse en todos los frentes, social, cultural, económico, político, ambiental, etcétera, y son sin duda, los mayores desafíos que enfrentamos. Atender las consecuencias es un reto desproporcionado ya no sólo para los gobiernos, las organizaciones y las instituciones, sino, en primer término, para los individuos y su entorno inmediato. De ahí que reiteremos que el trabajo de las organizaciones locales será decisivo en moldear lo que es nuestro presente y, por tanto, nuestro futuro. La influencia de lo internacional sobre lo local es innegable y evidente, y la influencia en el sentido inverso también es una realidad. La frase de Dubós es aplicable.

			Los recursos naturales se nos van como arena de las manos, parece que estamos perdiendo la batalla. Para ser contundentes en materia de conservación de la naturaleza, no hemos formulado todas las preguntas y mucho menos conocemos aún todas las respuestas, pero debemos defender la primacía de la información científica, el conocimiento y los hechos, a fin de asegurar que la ciencia informe las decisiones y que la política se base en soluciones basadas en evidencia. En ello, las ong como actores clave y la uicn toda tiene un papel importante que desempeñar, “tenemos acceso al mejor conocimiento y experiencia científica, tenemos una capacidad única para convocar a la comunidad de científicos y conservacionistas y lograr consensos amplios, y podemos aprovechar el poder de nuestra Unión para compartir esta información estratégica e inteligentemente” (Robinson, 2020).

			Las ong y demás miembros de la uicn habrán de seguir trabajando con creatividad, innovando, adaptándose y empleando todos los recursos y mecanismos a su alcance para desplegar con la mayor eficiencia su diversidad de roles que son críticos para la sociedad, en la consecución de los objetivos de conservación y desarrollo sustentable.

			En estos tiempos las noticias falsas se producen y reproducen con regularidad y dolo, las posturas se polarizan fácilmente y la evidencia o el conocimiento se consideran de poca relevancia para la toma de decisiones; se busca marcar a toda costa a los vencedores y distinguirles de los vencidos con actitudes recalcitrantes en contra de cualquier tipo de negociación, respeto a las diferencias o acercamiento. Es muy fácil caer en esas actitudes, no sólo por ser lo más cómodo, sino también porque se está volviendo lo más común. 

			En materia de conservación, todo parece indicar que corresponderá a las ong conservacionistas de México, más aún a las afiliadas a la uicn, para honrar precisamente las características singulares de esa organización aglutinadora y facilitadora del diálogo de la cual forman parte, que privilegia el valor del conocimiento científico y la contundencia de las evidencias, trabajar para alcanzar las metas e impactos de largo plazo a las que aspiramos en materia de conservación y desarrollo sostenible desplegando su capacidad técnica, su experiencia y conocimiento, su capacidad de convocatoria, y apostando su credibilidad y profesionalismo, para que en materia de conservación en México “no haya vencedores y vencidos, sino sólo convencidos” del mejor rumbo a seguir.
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					1 Dedicado a la doctora Georgina Mace (qepd), pilar del movimiento conservacionista, parte de cuyo legado es el Millenium Ecosystem Assessment entre otros, pero sobre todo la garantía en el rigor científico de las categorías y criterios de las Listas Rojas; fue una gran amiga que hizo mucho por la conservación y la uicn.

				

				
					2 Al hablar de ong, hay una amplia diversidad y heterogeneidad de actores y organizaciones que participan y trabajan en este sector no lucrativo, y hay una ausencia de normativas que los uniformen, tipifiquen y regularicen, por lo que es imposible una definición unívoca de lo que son en realidad (Girardo y Mochi, 2012).

					El Directorio Verde en 1994 habla de 461 ong ecologistas o ambientalistas, 231 consultorías ambientales y 19 representaciones de organizaciones internacionales (Semarnat e inecc, 1994). El registro del Cluni (Clave Única de Inscripción al Registro Federal de las Organizaciones de la Sociedad Civil) habla de más de 6 800 registradas en 2007. Un aproximado (subestimación probablemente) del número de organizaciones conservacionistas mexicanas se consignaba en el Directorio de Organizaciones Conservacionistas, hoy descontinuado; en 2013 eran 376 registradas, pero en su última versión (2018) se hablaba de aproximadamente 420 organizaciones (Gutiérrez, 2020).

				

				
					3 Las ong son importantes, reconoce la autoridad, porque “han logrado penetrar a nivel social en sectores que tradicionalmente se han visto des­protegidos por la acción gubernamental. Su nivel de profesionalismo, horizontalidad de estructuras, equipos de trabajo reducidos, su compromiso y conocimiento de las áreas que atienden y su respuesta inmediata a las demandas o hechos que encabezan, les ha dado un amplio respaldo moral”. Surgen para: “Solucionar una demanda, necesidad o conflicto específico; Enfrentar medidas aplicadas por el Estado que son contrarias a los intereses de determinado grupo; o bien para defender una situación particular que se considera justa, contra quienes pretenden alterarla” (Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales [Semarnat] e Instituto Nacional de Ecología y Cambio Climático [inecc], 1994).

				

				
					4 Éstos no tienen derecho a voto, son casi observadores; es, en contraste con la anterior, una categoría que tiende a desaparecer. (En ella hay jardines botánicos, museos, zoológicos, academia, gobiernos locales o agencias de gobierno y hasta ong internacionales.)

				

				
					5 Han ocurrido en consecuencia seis congresos, el primero en Montreal, Canadá (1996), Amman, Jordania (2000), Bangkok, Tailandia (2004), Bar­celo­na, España (2008), Jeju, República de Corea (2012), Hawái, los Estados Unidos. Se ha buscado que sean eventos “verdes”, el último consiguió la cer­tificación ISO 20121 de evento sustentable; 100% del mobiliario, stands, templetes, etcétera, fue de cartón corrugado y reciclable; los viajes y emisiones de los participantes fueron compensadas (varias vías), entre otras medidas que se aplicaron (https://www.iucn.org/es/acerca-de-la-uicn/el-congreso-mundial-de-la-naturaleza/archivos-del-congreso).

				

				
					6 Por ejemplo, en 2016 en Hawái el titular de la Comisión Nacional de Áreas Nacionales Protegidas, de la Semarnat, anunció la protección de áreas marinas y el territorio insular de México para 2017.

				

				
					7 Los miembros formulan y presentan sus propuestas, denominadas mociones, a la consideración de todos los demás miembros; anteriormente se discutían siempre durante la Asamblea General de miembros y se resolvía en torno a ellas por votación. Actualmente las propuestas se conocen con antelación e incluso se debaten a distancia, por vía electrónica o digital, de manera que, en ocasión del Congreso que corresponda, durante la sesión de la Asamblea General de miembros se adoptan o rechazan según sea el caso y se convierten en “Resoluciones”, dirigidas a la uicn y sus consti­tuyentes y el trabajo por desarrollar, o bien “Recomendaciones”, que se dirigen a ter­ceros, otras organizaciones, convenciones internacionales, algún gobierno o incluso a la población en general, sin un destinatario definido. En el último congreso en Hawái, por ejemplo, se adoptaron ciento veintiún resoluciones y recomendaciones.

				

				
					8 En realidad, las bases de ese documento y del concepto mismo se fueron construyendo y afinando a partir de resoluciones y decisiones de los miembros de la uicn en distintas Asambleas Generales. En la de Edimburgo en 1956, se hizo un llamamiento a la planificación del paisaje sobre la base de la investigación ecológica como punto de partida para los proyectos de desarrollo, las evaluaciones de impacto ambiental en Atenas en 1958, y la promoción de los principios ecológicos para el desarrollo económico en Banff en 1972.

				

				
					9 Respecto al comercio de marfil, existe el ilegal, el cual debe ser prohibido y perseguido, pero también el legal, que habría que permitir, por los beneficios de todo tipo que trae aparejados para los países que han invertido en la conservación y la propagación de los elefantes para este propósito. Pero la trazabilidad de las piezas y la mezcla de lo lícito con lo prohibi­do, entre otros temas, complican el debate, como ocurrió en la Asamblea General en la discusión de la moción 007 en Hawái, en 2016. El debate se tornó mucho más agudo, porque sucedió justo antes de la conferencia de las partes de cites, donde cada uno de los defensores de los puntos de vista extremos quería para sí el “aval” de la uicn (Stuart et al., 2017).

				

				
					10 Entre las organizaciones que ha cofundado se incluyen el Fondo Mundial para la Naturaleza (wwf), cites, Ramsar, la Convención sobre Especies Migratorias (cms), la cbd, Traffic, el Centro de Monitoreo de la Conservación del Medio Ambiente (wcmc), Birdlife, la Alianza para la Sobrevivencia de los Anfibios (asa), el Programa Global de Especies Invasoras (gisp) y el Centro de Derecho Ambiental de Bonn. También intervino en las metas Aichi y en los Objetivos del Desarrollo Sostenible (ods), y acuñó muchos términos que hoy empleamos de forma generalizada: ecoturismo, desarrollo sustentable, lista roja, especie en peligro de extinción y listas verdes, por reiterar sólo algunos citados ya en esta contribución.

				

				
					11 La Subsecretaría de Mejoramiento del Ambiente pertenecía a la Secretaría de Salud, de Salubridad y Asistencia.

				

				
					12 También durante la etapa previa a la conferencia se dieron las condiciones para celebrar el primer Swap, el “intercambio de deuda por naturaleza”, por cuatro millones de dólares, para apoyar la protección de la selva en Chiapas (con el gobierno del estado, la Fundación Miguel Alemán y Conservation International) y la creación por acuerdo presidencial en marzo de 1992 de la Conabio (Conabio, 2012; Torres, 1999).

				

				
					13 Los temas ambientales no han sido prioritarios en la integración regional. Pero la presión de ong ambientalistas, en especial, estadunidenses, logró la firma en 1994 del paralelo Acuerdo de Cooperación Ambiental de América del Norte (acaan), que creó la Comisión de Cooperación Ambiental.

				

				
					14 Preservación, sensu proteger, resguardar. Servir para evitar que una cosa sufra cierto daño o molestia (Moliner, 1997: 835).

				

				
					15 Utilidad que no se define únicamente en relación con los seres humanos; la presencia útil incluye la provisión de servicios ambientales, y la funcionalidad de los ecosistemas depende del buen estado de los componentes que los integran. A muchos de los bióticos les denominamos recursos naturales.

				

				
					16 Señala Torres no sin razón, que es posible atribuir a las ong estadunidenses una influencia en la política ambiental mexicana, y continúa “existían diferencias sustantivas de enfoque entre las ong y los científicos de los dos países […] gradualmente lograron cierta convergencia en ideas, valores y normas; esto es, se dio una influencia mutua” (Torres, 1999).

				

				
					17 Convenido formalmente con la Dirección General de la uicn (sir Martin Holdgate), se inicia a partir de ello, en ese año de 1992, una activa promoción de la afiliación como miembros, de la integración de científicos y expertos mexicanos en las comisiones, y presión y gestiones para incidir en las decisiones de la Unión, construir un Comité Regional de Miembros, cambiar los estatutos de la organización, tener atención oficial del secretariado, lograr que la Oficina Regional para Centroamérica (orca) mutara a Oficina Regional para Mesoamérica (orma) incluyendo a México y los siete países del istmo de Centroamérica (Guatemala, Belice, Honduras, El Salvador, Nicaragua, Costa Rica y Panamá) y luego a Oficina Regional para México, América Central y el Caribe (ormacc) (véase orma, 2012, y uicn 2015).

				

				
					18 La cuota de filiación la ha cubierto una dependencia del sector ambiental, en concreto, la Comisión Nacional de Áreas Naturales Protegidas (Conanp), ni siquiera la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales (Semarnat), cabeza de sector, o idealmente la Secretaría de Relaciones Exteriores (sre) del gobierno de México, como sucede con las cuotas de pertenencia a otros organismos.

				

			

		

		
		
	
	
		
			XIV. De la agenda urbana global a la local. Las ciudades protagonistas en la ruta hacia la sostenibilidad

			Boris Graizbord

			Introducción

			La construcción de una agenda ambiental relacionada con la vida urbana tiene una larga historia, cuyo origen contemporáneo1 data del evento dramático ocurrido en Londres en diciembre de 1952 por una niebla tóxica (smog), que mató a más de cuatro mil personas. Desde entonces, las iniciativas y el interés en encontrar posibles respuestas para evitar estos sucesos (o mitigar sus efectos e intensidad), así como incorporar medidas en las agendas de la política urbana han sido prolíficas y tenido relativo éxito. Son los organismos intergubernamentales y algunas fundaciones e iniciativas de la sociedad civil quienes han promovido global, sectorial y regionalmente su formulación e impulsado su implementación. Pero ha sido tarea de las administraciones públicas en turno, en los distintos órdenes de gobierno (federal, estatal, y municipal en el caso de nuestro país), las que tienen que adoptar estas medidas y traducirlas operativamente en su gestión. En este capítulo exploro las vías de interconexión entre las agendas internacionales y la nacional. Destaco el papel protagónico de las ciudades y me refiero selectivamente a aquellas propuestas que de alguna forma creo que se reflejan en la agenda urbana, particularmente en la Ciudad de México.

			Exploro el diálogo entre las agendas internacional y la nacional en nueve apartados, además de esta breve introducción: the urban age o el antropoceno concentrado; el protagonismo de las ciudades; el impacto colateral; las ciudades como respuesta; la forma urbana; las ciudades en la agenda internacional; la agenda urbana en América Latina; la ciudad en la agenda nacional, y el diálogo de las agendas. Finalizo con las referencias bibliográficas consultadas.

			The urban age o el antropoceno concentrado

			Con la llegada del siglo xxi, se consolida la predominancia de la era de las ciudades, the urban age. Ahora, más de la mitad de la población mundial reside en una localidad urbana.2 En consecuencia, los interrogantes respecto a la forma física de las ciudades y las funciones urbanas (temas tradicionales de la geografía urbana —Carter, 1972; Herbert y Thomas, 1982; entre otros—) insisten cada vez más en la manera en que vivimos, trabajamos y nos movemos (aspectos de interés de los sociólogos urbanos desde Wirth, 1938); se enfocan en las condiciones de vida de la población que habita las ciudades, debido al impacto desigual de procesos económicos y las decisiones políticas (Pacione, 2009), y, no menos, en los impactos de la actividad humana (antrópica) en los recursos naturales, los servicios ambientales y la sustentabilidad (Newman y Jennings, 2008).

			Como centros del conocimiento, las ciudades constituyen incubadoras para el cambio. También son el terreno en que se prueban la regeneración cultural y la integración social, pues proporcionan empleos y acceso a la educación y al cuidado de la salud para un importante porcentaje de los pobres y de la emergente clase media. Y, por otro lado, puesto que son las mayores emisoras de carbono, las ciudades influyen enormemente en las presiones antrópicas al calentamiento global. Como la migración rural-urbana por inercia continúa sin disminuir, las ciudades representan el campo de batalla en el cual se librará la lucha por el futuro de toda la humanidad.

			En el prefacio de Megaciudades y cambio climático. Ciudades sostenibles en un mundo cambiante escribía Simon Lyster (2011), entonces secretario ejecutivo de Lead Internacional:

			Conforme el cambio climático se vuelve más evidente, tendrá enormes implicaciones para la vida urbana en todo el orbe. También se verán afectados de manera adversa servicios urbanos clave tales como transporte, agua, energía y uso del suelo. Empero, mientras que los escenarios tendenciales señalan un futuro desastroso, se pueden aprovechar varias oportunidades si se sigue un enfoque distinto. Con un liderazgo acertado, las ciudades podrían convertirse, potencialmente, en puntos de apalancamiento críticos para lograr una transición hacia un futuro más sostenible. Si podemos trabajar para que las ciudades respondan a los retos venideros de modo radical y previsor, las implicaciones para la sostenibilidad podrían ser profundas y muy significativas. ¿Cómo pueden las ciudades [sic] adaptarse a los cambios que vendrán?; ¿de qué manera pueden indicar el camino hacia un futuro de otro tipo, un futuro con bajas emisiones de carbono?; ¿cuáles son las lecciones que puedan aprenderse de las experiencias en el sur y en el Norte?; ¿qué tipo de liderazgo es necesario para identificar, promover y lograr los cambios requeridos? (p. 9).

			En los próximos cincuenta años, cuando el crecimiento demográfico mundial se estabilice, gracias a una drástica reducción en las tasas de natalidad y mortalidad en todo el mundo, las aglomeraciones urbanas más densamente pobladas y socialmente fragmentadas estarán ubicadas en los países en vías de desarrollo. Ya más de la mitad (55%) de la población del mundo vive en áreas urbanas, y al fin de esta segunda década del presente siglo casi uno de cada diez habitantes del planeta habita una de las treinta y tres megaciudades,3 de las cuales diecinueve se encuentran en Asia (seis en China y cuatro en la India), siete en las Américas, cuatro en Europa y tres en África.

			El protagonismo de las ciudades

			Los estudios urbanos durante el siglo xx y lo que va del presente muestran una fascinación por las grandes ciudades. En la literatura se reconocen dos tradiciones: la demográfica y la funcional. Ambas dan cuenta de aspectos constitutivos de un proceso de crecimiento y expansión de la actividad humana en el planeta. Primero, a partir de la Revolución Industrial, que se manifestó durante el siglo xx como urbanización acelerada por migración rural-urbana, y a partir de los primeros años del siglo xxi, de la más reciente Revolución Cibernética y la convergencia de la telemática y la digitalización (Dicken, 2013), en una contracción espacio-temporal que abrió las posibilidades de la globalización económica, social, cultural y, no menos, ambiental.

			En el caso del enfoque demográfico, se trata de estudiar (explicar) las implicaciones humanas y ecológicas de las grandes concentraciones, presentes y futuras, de la población en un número selecto pero cada vez más numeroso de megaciudades. La segunda tradición muestra interés en establecer el papel que juegan las grandes ciudades en la integración del proceso actual de globalización y la forma en que las grandes corporaciones encuentran en ellas los servicios necesarios para el funcionamiento del capital global y de los mercados. Se crea así, por lo tanto, una red mundial de ciudades (Friedmann, 1986: 71) que permite la circulación de flujos de dinero, personas, información y mercancías, cuyo propósito es la acumulación a escala global en un entramado denso y espacialmente articulado en el que domina una cultura cosmopolita (Friedman, 1995: 22-23). La idea de red, entonces, se entiende básicamente como un “espacio de flu­jos” (Castells, 1989) materiales, financieros y culturales, pero también como infraestructura física localizada (Dicken, 2003), que permite a cada ciudad jugar un papel en este entramado dinámico de la nueva división internacional del trabajo (Froebel et al., 1980) y, por tanto, en la configuración de una compleja jerarquía espacial de alcance mundial (Taylor, 2013).4

			Desde la perspectiva demográfica, el peso de las megaciudades en la economía mundial es importante, si bien social y políticamente una megaciudad puede no ser una ciudad mundial, y una ciudad mundial no necesariamente tiene que ser una megaciudad. En el primer caso, como bien indican Beaverstock y colaboradores (1999: 446), es fácil definir un umbral de tamaño (digamos, ocho millones de habitantes), mientras que el estatus de ciudad mundial no está claramente determinado en la literatura. Si bien Sassen (1991) ya había considerado, en el ámbito de la globalización, el alcance y el papel de las que llamó ciudades globales como sedes del poder económico (1991), antes Hall (1966) y Friedmann (1986; 1995) habían vislumbrado el papel de soporte de la estructura y el funcionamiento de la economía global de las que bautizaron como ciudades mundiales.

			En este contexto los organismos intergubernamentales (Banco Mundial, Naciones Unidas, Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos [oecd]) han puesto su atención en el papel que pueden y deben jugar las ciudades en respuesta a los grandes problemas que afectan a la humanidad y el reto que implica su reproducción en el futuro del planeta. Dos temas son centrales en el diagnóstico: la creciente desigualdad y el calentamiento global.

			El impacto colateral

			En palabras de Firebaugh (traduzco libremente), se pueden distinguir dos procesos encontrados en esta “nueva geografía de la desigualdad en el ingreso global”:5

			El ritmo de crecimiento de la población y el crecimiento económico durante los dos últimos siglos han probado que Malthus estaba en lo cierto acerca de la expansión de la población humana, pero equivocado en cuanto a la trampa (trap) pobla­cional […] la explosión poblacional se ha visto superada por la explosión en el ingreso mundial […] que ha crecido no sólo en términos absolutos sino en el per cápita […] Sin embargo, hay dos histo­rias acerca de la tendencia del ingreso mundial […] La segunda es que el crecimiento ha beneficiado desproporcio­nadamente a algunas regiones […] [situación] que ha empeorado dramáticamente a partir de fines del siglo diecinueve y la mitad del veinte (2003: 4-6).

			Quizá podemos pensar en un complemento a la segunda historia. Esta concentración del ingreso en los países industrializados (y ahora en algunos de Asia, principalmente China) y el incremento en el ingreso per cápita y de las familias se refleja en un bienestar material a través de un incremento desproporcionado en el consumo de bienes y servicios. Este incremento en la demanda exige explotación de recursos naturales (energía en particular) y se ha traducido en una degradación ambiental y en una afectación a la atmósfera terrestre que se expresa en un incremento gradual de la temperatura promedio del globo terráqueo, lo que se engloba en este proceso de cambio climático (cc) como, entre otras consecuencias, pérdida de la biodiversidad y elevación de la temperatura promedio del planeta.

			En la actualidad, la desigualdad se expresa entre naciones, pero también en el interior de los países tanto espacial como demográfica y socialmente. Entre países, se explica por el cambio tecnológico, la transición demográfica y el cambio en la estructura de las economías en favor de los servicios (Piketty, 2014) y, no menos, los cambios políticos (Unión Soviética y China, principalmente) en el mundo (Firebaugh, 2003: 22). Dentro de los países, estas desigualdades tienen efectos diversos. En la literatura se argumenta que una mayor desigualdad tiende a afectar el crecimiento y, por ende, a menor desigualdad mayor crecimiento (Corea del Sur). Todaro (citado en Firebaugh, 2003: 96) ofrece cuatro razones por las que en cualquier economía nacional una mayor desigualdad puede inhibir el crecimiento: i) los capitalistas locales no invierten en actividades productivas y tienden a colocar su capital en el extranjero; ii) los niveles muy bajos de ingreso reducen la productividad de los pobres por problemas de salud, nutrición y escolaridad; iii) la población de bajos ingresos reduce el tamaño efectivo del mercado doméstico, y iv) las amplias disparidades en el ingreso desincentivan a los más pobres.

			La omisión de la variable espacial, geográfica, quizá resulta en un limitado diagnóstico. Es precisamente la consideración de estos procesos desde una perspectiva espacial (urbana) lo que nutre las propuestas de los organismos intergubernamentales en su mirar hacia las ciudades. No son gratuitos el título “Triumph of the city”, de Edward Glaeser (2011), y el subtítulo: “De cómo nuestro mayor invento nos hace ricos, más listos, verdes, más sanos y dichosos”.

			Las ciudades como respuesta

			El éxito urbano tiene su origen, nos indica Glaeser (2011: 27), en la concentración del capital humano más que en la infraestructura física. La prosperidad se explica en la relación virtuosa entre la educación de la población adulta (fuerza de trabajo) y el ingreso per cápita: 10% de incremento de la población con educación universitaria entre 1980 y 2000 (en los Estados Unidos) propició 6% del crecimiento en el ingreso; un aumento de 10% en la proporción de población con educación universitaria propició que el producto per cápita de las zonas metropolitanas aumentara en 22%; un año más de escolaridad de la población norteamericana se asoció a más de 30% de incremento en el producto per cápita y representó un aumento de 8% del ingreso de los trabajadores. Pero esta relación no es exclusiva de los Estados Unidos. Las ciudades, dice Glaeser (2011), han sido los motores de la innovación: Florencia del Renacimiento; Birmingham de la Revolución Industrial, y la grandeza de Londres, Tokio o Bangalore se deben a la habilidad que existe ahí para producir nuevas formas de pensar.6

			Todas las ciudades, sostiene Taylor (2013), son extraordinarias. Lo que sucede en las ciudades ha tenido efectos cambiantes en la historia del mundo. E insistía en que la historia debía escri­birse a partir de las ciudades, de flujos, reflejo de relaciones, que generalmente tienen su origen y destino en las ciudades; proponía una visión geohistórica centrada en la dinámica urbana y no dominada por el destino de las naciones con sus variables absolutas y atributos que las caracterizan. Y proponía (2013: 4) enfocar el estudio de la historia a través de las ciudades (city-centric approach) y no sólo como ha sucedido en los últimos dos siglos (p. 12), centrado en las naciones (state-centric). Esto, dice, nos permitiría entender los grandes cambios macrosociales en la historia de la humanidad. Hemos estado inmersos en una trampa territorial, en los mapas, en los atributos, y se ha ignorado el poder material de las ciudades, los flujos, las interrelaciones…

			Destacaba seis “descubrimientos” disciplinarios recientes acerca de esta dinámica:

			

			•	Las ciudades son parte del discurso de la globalización que predica la desaparición o al menos la relativa pérdida de importancia del papel de las naciones en los asuntos de la economía global.

			•	Su importancia económica, por la concentración de las actividades humanas, y su influencia, crítica en los procesos económicos.

			•	Las ciudades globales y las redes urbanas resultan organizaciones político-administrativas alternativas a los territorios soberanos nacionales.

			•	La importancia de las ciudades como instituciones nacionales e internacionales ha modificado la original visión de éstas como problema en favor de una alterna en la que la ciudad se ve como solución y en la que la idea de ciudad-región resulta el escenario de las políticas públicas sociales, económicas y de desarrollo regional.

			•	El descubrimiento de que las ciudades, en las que ya vive y residirá la mayoría de la población mundial, y en las que el crecimiento se da en tugurios periféricos, son el futuro, y en ellas se encontrarán las soluciones “verdes” para el planeta.

			•	El descubrimiento por los historiadores de que las ciudades, y no cada una de manera individual, son el objeto de estudio de la historia: su naturaleza, el poblamiento, sus diferencias, sus relaciones, etcétera.

			La forma urbana

			Independiente de estos elocuentes reconocimientos, el proceso de urbanización durante el siglo xx trajo consigo diversos costos sociales y afectaciones al entorno inmediato del área urbanizada en la mayoría de las ciudades. La ciudad moderna típica del capitalismo industrial (monocéntrica) alcanzó elevadas densidades y alta concentración de actividades en un solo centro; creció privilegiando excesiva especialización de áreas industriales, comerciales y residenciales; el cambio técnico es una de las causas por las cuales se explica la fragmentación social, espacial y política (policéntrica), así como la enorme expansión de su periferia; en su estructura actual muestra una falta de integración y de identidad entre los espacios públicos y los privados. Los aspectos problemáticos de este proceso podrían resumirse como sigue: si bien la ciudad ha sido el sitio ideal para localizar la producción de bienes y servicios públicos y privados, el consumo, aspecto central de las ciudades, y los altos niveles de movilidad de la población y de las actividades económicas urbanas, así como el crecimiento y la expansión física del área urbanizada ejercen presión y propician cambios en el uso del suelo, requieren de un elevado consumo de energía, afectan recursos y servicios ambientales, e intensifican la desigualdad y la segregación espacial.

			La forma espacial que adoptan las ciudades en su crecimiento condiciona la movilidad de la población que utilizará los servicios disponibles de transporte y, por tanto, producirá contaminación (emisiones de CO2, entre otras), cuya intensidad estará determinada por un conjunto de variables tanto del lado de la oferta como del de la demanda. La forma espacial de la ciudad también afecta los cambios en el uso del suelo (de rural a urbano, básicamente) y, por tanto, la pérdida de hábitat de flora y fauna.

			La forma urbana resulta entonces una variable determinante para alcanzar la sostenibilidad y, en ese sentido, puede decirse que algunas formas espaciales serían ambientalmente más deseables que otras en términos físicos, sociales y económicos.

			Aquí se usa “forma de la ciudad”, “forma urbana” o “forma espacial de la ciudad” como sinónimos. Sin embargo, se entiende la forma espacial de la ciudad no sólo como expresión morfológica del marco construido (la estructura físico-arquitectónica del ámbito urbano), sino como síntesis de procesos de crecimiento (físico y poblacional) y funcionamiento (social, económico, político-administrativo) de la ciudad. En otras palabras, implica el papel que juegan los diferentes actores e instituciones que dan forma, influyen y utilizan [la infraestructura y] el espacio urbano (Whitehand y Larkham, 1992).

			La forma urbana podría constituir una variable determinante para alcanzar la sostenibilidad. Al respecto, encontramos dos posiciones extremas:

			

			•	La noción de “ciudad compacta”, defendida por la Comisión Europea, supone altas densidades, usos de suelo mixtos y mayor eficiencia energética, porque reduce las distancias de los viajes al trabajo y maximiza o hace mayormente viable el transporte público masivo.7

			•	Por otro lado, se piensa que a mayor densidad urbana, los habitantes urbanos verán más afectada su calidad de vida. Y se argumenta que la idea de ciudad compacta no concuerda con lo que ha sucedido en los últimos cincuenta años, es decir, la descentralización de las actividades económicas y de la población. De ahí que, como argumentan Breheny y Rook­wood (1993: 155), quizá sea impráctico, poco realista e indeseable pensar que una solución extrema pueda ser mejor que la otra, a pesar de que ambas tengan sus méritos. La posición intermedia (pragmática) se basa en estrategias de mitigación, es decir, en la reducción de los efectos nocivos del crecimiento económico,8 tanto como en estrategias de adaptación al cambio climático (cc).

			

			Esta discusión ha perdido su momentum en favor de una variable que parece imponer (¿o complementar?) la respuesta a los problemas ambientales y, en particular, a la contaminación atmosférica: las soluciones tecnológicas y la inteligencia artificial (ia) en la oferta de servicios, especialmente, en la movilidad y el transporte, que es, en términos de uso de energía, la actividad más contaminante (traduzco libremente):

			Las ciudades reconocen [sic] que los sistemas gestionados por administradores son ciertamente ineficientes y fallan continuamente en responder acertadamente a los retos que la demanda local les exige para un desempeño de calidad en los servicios públicos que se ofrecen […] [L]os datos digitalizados al servicio de los ciu­dadanos permiten que los servicios respondan a la información automáticamente para servir cualquiera aspecto de la experiencia social. De esa manera se crea una “ciudad inteligente” (mis comillas) en la que los ciudadanos comparten la solución a los problemas y en la que emerge una relación enfocada socialmente a una co­laboración entre las máquinas y los habitantes (Tabbitt, 2021).

			Esta apuesta optimista se enfrenta sin duda a una enorme brecha digital que caracteriza a los habitantes urbanos del mundo en desarrollo y, no menos, a las condiciones reales de las administraciones públicas que manejan los servicios públicos locales en nuestras ciudades en general. Pero, además, desatiende un aspecto central: el ámbito institucional de la política en la que los múltiples actores ven afectados sus intereses y participan o no en los procesos de toma de decisiones.

			Las ciudades en la agenda internacional

			Una primera aproximación en este esfuerzo por vincular en la agenda del desarrollo sustentable a las ciudades se propuso en un reporte del Town and Country Planning Association (Blowers, 1993), en el que se distinguen diversas escalas, desde el barrio hasta la región.9

			Una segunda es la aplicación en el plano local de la Agenda 21 (1992): 1) las condiciones de vida deben ser adecuadas y crearse para todos, de tal forma que por lo menos se alcancen estándares mínimos en la vivienda, la infraestructura, la seguridad social y la estabilidad; 2) los modos de producción y consumo sostenibles deben alcanzarse. La forma y la estructura urbanas deben preservarse o crearse con el fin de alcanzar las condiciones propuestas en 1 y 2.10

			Un tercer modelo es el que adoptaron los mil participantes en la Cuarta Conferencia Europea de Ciudades y Pueblos Sostenibles, Aalborg+10, en 2004. Se trata de la ratificación de los Compromisos de Aalborg, que, como declaración de la con­ferencia, fueron aceptados por representantes de ciento diez gobiernos locales que firmaron el documento.11

			Hay también abundante literatura sobre las “ciudades ecológicas” o “ciudades como ecosistemas” (Newman y Jennings, 2008), que no sólo integra el problema del cambio climático y los temas de sustentabilidad, sino que además presentan un abanico de estrategias en seguimiento de “los diez principios de Melbourne para las ciudades sustentables” (citado en Newman y Jennings, 2008: 4; http://www.upv.es/contenidos/CAMUNISO/info/U0668829.pdf).

			Por su parte, otros organismos intergubernamentales desde fines del siglo xx, como el ipcc,12 han insistido en incorporar las ciudades en los esfuerzos para enfrentar el cambio climático.13

			La ocde (www.oecd.org/gov/cities/climatechange; www.oecd.org/env/cc/cities; www.oecd.org/greencities) ha estado activa desde la primera década de este siglo. El papel de las ciudades parece central en el reto del cambio climático, pues son éstas las que aportan la mayor proporción de gases efecto invernadero, pero además son sumamente vulnerables a sus efectos. La ocde identifica el potencial innovador en las ciudades, así como las posibilidades de adoptar energías limpias y transformar los comportamientos de la movilidad poblacional en la generación de residuos sólidos urbanos. Adicionalmente, los gobiernos locales tienen posibilidades de responder con acciones y políticas frente al cambio climático. Los temas son diversos: urbanización, crecimiento económico, uso de la energía, eficiencia energética, desarrollo institucional, relaciones entre órdenes de gobierno, y la posible contribución de las ciudades al “crecimiento verde” y a la “economía circular”. Y un último punto, la forma urbana: “a menor densidad urbana más energía se consume para generar electricidad y mover el sistema de transporte público, mientras que las emisiones de CO2 caen significativamente conforme las áreas urbanas aumentan su densidad”.

			En una reunión en 2010 con veintiún alcaldes que representaron a sus respectivas ciudades, se llegó a la conclusión de que era necesario evaluar el impacto de las supuestas políticas verdes en las ciudades para conocer el impacto en el empleo, la calidad ambiental y el atractivo económico que ofrecen.14 Se propuso evaluar de qué manera el crecimiento verde y las políticas sustentables contribuían a mejorar el desempeño y la calidad ambiental de las metrópolis y la forma en que las áreas urbanas coadyuvaban al crecimiento nacional, a la calidad de vida de la población y a la competitividad.

			La Agenda 2030 es aceptada, indudablemente, como la guía global para “transformar el mundo” en los próximos años. En el preámbulo de Transforming our World: the 2030 Agenda for Sustainable Development (traduzco libremente) se enuncia que la Agenda es 

			un plan de acción para la gente, el planeta y la prosperidad […] Se reconoce que erradicar la pobreza en todas sus formas y dimensiones resulta el reto global más importante y requisito indispensable para el desarrollo sostenible […] Todos los países y partes interesadas (stakeholders) de manera colaborativa implementarán este plan […] para ‘curar’ y asegurar nuestro planeta.

			Los 17 Objetivos de Desarrollo Sostenible (ods) y las 169 metas […] demuestran la escala y ambición de esta Agenda universal [que] busca completar lo que no se alcanzó con los Objetivos de Desarrollo del Milenio (odm) […] al integrar las tres dimensiones del ds: lo económico, lo social y lo ambiental […] globales por naturaleza y aplicables universalmente (énfasis propio) (https://sustainabledevelopment.un.org/content/documents).

			Copio aquí las metas del ods 11, “Ciudades y comunidades sostenibles”, pues permite tenerlas como referencia cuando se revisan las iniciativas de política urbana en nuestro país, así como las estrategias y acciones que los distintos gobiernos han implementado en el plano local (https://www.un.org/sustainabledevelopment/es/cities/).

			Se trata de una propuesta que se ha incorporado a las agendas de los distintos órdenes de gobierno y de los diferentes secto­res de la administración pública (con mayor o menor convencimiento o capacidad) de la mayoría si no es que de todos los países (incluyendo los Estados Unidos, a pesar de no haber firmado el Acuerdo). Me parece necesario recordar el objetivo y destacar las metas y acciones que se han establecido como desiderátum para cumplirlo hacia 2030:

			

			Objetivo: Lograr que las ciudades y los asentamientos humanos sean inclusivos, seguros, resilientes y sostenibles.

			Metas y acciones:

			11.1 […] asegurar el acceso de todas las personas a viviendas y servicios básicos adecuados, seguros y asequibles y mejorar los barrios marginales;

			11.2 […] proporcionar acceso a sistemas de transporte seguros, asequibles, accesibles y sostenibles para todos y mejorar la seguridad vial, en particular mediante la ampliación del transporte público, prestando especial atención a las necesidades de las personas en situación de vulnerabilidad, las mujeres, los niños, las personas con discapacidad y las personas de edad;

			11.3 […] aumentar la urbanización inclusiva y sostenible y la capacidad para la planificación y la gestión participativas, inte­gradas y sostenibles de los asentamientos humanos en todos los países;

			11.4 Redoblar los esfuerzos para proteger y salvaguardar el patrimonio cultural y natural del mundo;

			11.5 […] reducir significativamente el número de muertes causadas por los desastres, incluidos los relacionados con el agua, y de personas afectadas por ellos, y reducir considerablemente las pérdidas económicas directas provocadas por los desastres en comparación con el producto interno bruto mundial, haciendo especial hincapié en la protección de los pobres y las personas en situaciones de vulnerabilidad;

			11.6 […] reducir el impacto ambiental negativo per cápita de las ciudades, incluso prestando especial atención a la calidad del aire y la gestión de los desechos municipales y de otro tipo;

			11.7 […] proporcionar acceso universal a zonas verdes y espacios públicos seguros, inclusivos y accesibles, en particular para las mujeres y los niños, las personas de edad y las personas con discapacidad;

			11.a Apoyar los vínculos económicos, sociales y ambientales positivos entre las zonas urbanas, periurbanas y rurales fortaleciendo la planificación del desarrollo nacional y regional;

			11.b […] aumentar considerablemente el número de ciudades y asentamientos humanos que adoptan e implementan políticas y planes integrados para promover la inclusión, el uso eficiente de los recursos, la mitigación del cambio climático y la adaptación a él y la resiliencia ante los desastres, y desarrollar y poner en práctica, en consonancia con el Marco de Sendai para la Reducción del Riesgo de Desastres 2015-2030, la gestión integral de los riesgos de desastre a todos los niveles;

			11.c Proporcionar apoyo a los países menos adelantados, incluso mediante asistencia financiera y técnica, para que puedan construir edificios sostenibles y resilientes utilizando materiales locales.

			

			Pero, no siendo pesimistas, ¿cómo cumplir qué, quién y cuándo? —como se preguntó Lasswell en 1936—, y ¿dónde?, como agregó Smith después (1974).

			Una respuesta a la pregunta de quienes, cómo, dónde, etcétera, quizá se encuentra en la evaluación a las iniciativas de organismos intergubernamentales, como en el caso latinoamericano la del Banco Interamericano de Desarrollo (bid).15 Esta iniciativa se compone de diversas acciones en múltiples ciudades, principalmente de tamaño intermedio, en el subcontinente.16 Quisiera destacar algunos de los factores que, según la evaluación del Banco, afectaron el grado de implementación (cito libremente):

			Primero, el apoyo político es importante para asegurar la apropiación y facilitar la coordinación en el seno de la municipalidad y entre ésta, el estado / provincia y el gobierno nacional […] La rapidez del proceso y el hecho de que se efectuó con la debida antelación en el mandato del alcalde también resultaron ser importantes [esto es especialmente relevante en el caso de gobiernos municipales trianuales como en México].

			Un segundo factor clave está relacionado con la capacidad de la ciudad.

			Tercero […] mayor aptitud para movilizar fondos para las prioridades del plan de acción.

			[…] [E]l seguimiento exhaustivo de la sociedad civil es crucial para dar continuidad a las actividades de planificación […]

			En el plano nacional, la iniciativa obtuvo los mejores resultados cuando había (i) descentralización política, (ii) capacidad fiscal subnacional, (iii) capacidades de planificación, (iv) socios para el desarrollo y (v) demanda de ciudades intermedias.

			

			Queda claro que las ciudades (las intermedias, así como las grandes igualmente) no son autónomas y requieren del apoyo económico y político y el fortalecimiento de relaciones entre órdenes de gobierno (estado y gobierno federal o central). En el caso de grandes áreas metropolitanas, resulta ineludible la concurrencia (¿cooperación?) de múltiples entidades municipales y estatales en términos de coordinación metropolitana y de mínimo consenso en las agendas y homologación normativa, fiscal y no menos operativa para asegurar la implementación y la gestión de los bienes y servicios públicos locales.17

			Si bien las iniciativas hacen referencia a términos variados como ciudades sostenibles, ciudades resilientes, etcétera, quizá habrá que definir qué es una “ciudad verde”. Recurro al texto del pnuma (2011: 460): “Las ciudades verdes las define el pnuma como aquellas que son ambientalmente amigables (sic). Pero advierte la interconexión con aspectos económicos y sociales. Los posibles beneficios económicos incluyen economías de aglomeración, bajos costos de infraestructura, de congestionamiento y reducción de emisiones de CO2. Los beneficios sociales que se esperan de una ciudad verde y ambientalmente amigable incluyen la creación de empleos, la reducción de la pobreza, una mayor equidad o calidad de vida, y cohesión comunitaria. Y todos interconectados o enclavados en beneficios ambientales, incluyendo reducción de la contaminación que mejora la salud pública y, sin duda, el potencial progreso en los ecosistemas urbanos (pnuma, 2011: 465). Todo ello tiene un costo. 

			En un estudio más reciente (unep, 2017), sin embargo, una ciudad amigable (¿verde?) que atiende a la salud de los habitantes, la gestión de riesgos, la calidad de vida, el impacto regional de la vida urbana y el consumo se resume en una ciudad resiliente y eficiente en el uso de recursos. Y si bien la resiliencia puede enfrentar tensiones frente a la eficiencia en el uso de recursos, el reporte insiste en la necesidad de vencerlos a través de una planeación urbana integrada y sensible a la búsqueda de áreas en común. Lograrlo permitirá alcanzar los objetivos amplios de la sustentabilidad urbana (p. 5).

			La agenda urbana en América Latina

			Varias referencias más son necesarias, dado que se generaron en América Latina y el Caribe y se focalizan en esta región. Quiero referirme primero a dos textos de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (cepal). 

			En la introducción de Gestión urbana para el desarrollo sostenible en América Latina y el Caribe (compilado por Ricardo Jordán y Daniela Simioni, Santiago de Chile: cepal-onu, 2003), Alicia Bárcena y Daniela Simioni nos recordaban: 

			En el curso de la última década en América Latina y el Caribe la agenda urbana ha evolucionado en estrecha relación con acontecimientos de carácter global. Hoy, los temas urbanos y el desarrollo territorial se abordan de una manera muy distinta a como se hacía en los años setenta y ochenta, cuando las regiones y las ciudades se analizaban dentro del contexto de los cambios a nivel nacional (p.17, mi énfasis).

			En efecto, en el capítulo I “Ciudad y desarrollo en América Latina y el Caribe”, se analiza el proceso de urbanización como manifestación y producto del desarrollo económico, se califica a la ciudad como el espacio del desarrollo humano, y se resalta la articulación de las ciudades con la globalización. Asimismo, se destaca el rol de las ciudades como factor de productividad económica e instrumento para la inserción comercial y financiera de los países de la región en la economía global. Se analiza también la sostenibilidad urbana como la relación entre habitabilidad y funcionalidad y se alude a los cambios y transformaciones necesarios para mejorar la gobernabilidad en relación con las políticas, programas y proyectos urbanos.

			Las ciudades juegan un papel central en el Panorama de las contribuciones determinadas a nivel nacional [cdn] en América Latina y el Caribe, 2019: avances para el cumplimiento del Acuerdo de París (Samaniego et al., 2019). Si bien son múltiples las acciones sectoriales necesarias para cumplir con las cdn, las ciudades se destacan en el análisis de vulnerabilidad de la infraestructura; la gestión y la prevención de los riesgos climáticos; la instalación de sistemas de alerta de desastres naturales; la construcción de infraestructura y servicios; la promoción de iniciativas verdes de sostenibilidad, sostenibilidad urbana, ordenamiento territorial y proyectos de inversión pública.

			Rescato del documento lo relativo a las “Medidas orientadas a reducir la vulnerabilidad y aumentar la resiliencia al cambio climático” (diagrama 4.1, p. 98):

			

			-	Análisis de vulnerabilidad de infraestructura.

			-	Capacitación en gestión y prevención de riesgos climáticos.

			-	Sistemas de alerta de desastres naturales.

			-	Construcción de infraestructura y servicios.

			-	Iniciativas verdes de sostenibilidad: edificios, agua, drenaje urbano, pavimentos permeables.

			-	Sostenibilidad urbana y acceso a suelo urbano.

			-	Instrumentos de ordenamiento territorial.

			-	Delimitación de áreas urbanas que puedan alcanzar condiciones climáticas fatales.

			-	Incorporación de criterios de adaptación en proyectos de inversión pública.


			Otros dos textos son igualmente relevantes, pues han permeado las agendas nacionales y locales de la mayoría, si no es que de todos los países de la región. Uno es el Consenso de Montevideo de 2013 sobre Población y Desarrollo, y la otra la Nueva Agenda Urbana, que se aprobó en la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Vivienda y el Desarrollo Urbano Sostenible III Reunión de un Habitat III celebrada en Quito, Ecuador, en octubre de 2017 (www.habitat3.org).

			En el caso del Consenso, además de reconocer múltiples antecedentes internacionales e identificar sus principales resoluciones logradas en los últimos veinte años sobre población (igualdad de género, respeto a etnias, reconocimiento de grupos etarios más vulnerables, derechos de los migrantes), se trata de enfatizar la implementación de aquellos aspectos en la región que permitan alcanzar el bienestar, la dignidad de las personas y la sostenibilidad. Destaco dos aspectos fundamentales: 1) el reconocimiento que se hace de la importancia de los ecosistemas terrestres para lograr un balance apropiado entre lo económico, lo social y lo ambiental, necesario para el desarrollo presente y el de las generaciones futuras; 2) la integración de la dinámica demográfica en el desarrollo sostenible con equidad y respeto a los derechos humanos tomando en cuenta el diseño y la ejecución de planes territoriales y urbanos y la oferta de bienes y servicios sociales, la promoción de la transición energética, de los procesos de producción y consumo sustentable y el fortalecimiento del sistema de ciudades, incluidas localidades de todos tamaños.

			Por su parte, la Nueva Agenda Urbana —decía Joan Clos, secretario general de la Conferencia—:

			incorpora un nuevo reconocimiento de la correlación entre la buena [sic] urbanización y el desarrollo. Subraya los vínculos entre la buena urbanización y la creación de empleo, las oportunidades de generar medios de subsistencia y la mejora de la calidad de vida, que deberían incluirse en todas las políticas y estrategias de renovación urbana. Esto pone aún más de relieve la conexión entre la Nueva Agenda Urbana y la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, en particular el Objetivo 11, que trata de las ciudades y comunidades sostenibles.

			Se trató, como sucede en estas grandes conferencias internacionales, de una reunión multitudinaria en la que además de los Estados miembros de las Naciones Unidas y los organismos y agencias intergubernamentales, participaron, quiero subrayar, “miles de gobiernos subnacionales y locales y todas las principales redes de gobiernos locales y regionales”.

			¿Qué dice la Nueva Agenda Urbana? Primero, reconoce que, si bien 

			[l]as acciones emprendidas hasta el momento distan mucho de ser una respuesta a estos y otros desafíos existentes y nuevos […] es necesario aprovechar las oportunidades que presenta la urbanización como motor impulsor de un crecimiento económico sostenido e inclusivo, el desarrollo social y cultural y la protección del medio ambiente, así como de sus posibles contribuciones al logro de un desarrollo transformador y sostenible. 

			Y que su aplicación “contribuye a la implementación y la localización integradas de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible y a la consecución de los Objetivos de Desarrollo Sostenible y sus metas, incluido el Objetivo 11 de lograr que las ciudades y los asentamientos humanos sean inclusivos, seguros, resilientes y sostenibles” (p. 4).

			Los compromisos son múltiples y se sintetizan en i) la promoción del desarrollo urbano sostenible en pro de la inclusión social y la erradicación de la pobreza (25 al 42); ii) aquellos que tienen como propósito fomentar la prosperidad urbana sostenible e inclusiva (43 al 62), y iii) los orientados al desarrollo urbano resiliente y ambientalmente sostenible (63 al 80). Pero se reconoce que, para su aplicación efectiva (p. 26), 

			harán falta marcos normativos propicios en los planos nacional, subnacional y local, integrados por la planificación y la gestión participativas del desarrollo espacial urbano, y medios de ejecución eficaces, complementados mediante cooperación internacional y actividades de creación de capacidad, por ejemplo, el intercambio de mejores prácticas, políticas y programas entre los gobiernos a todos los niveles.

			El desarrollo institucional, la ampliación del marco normativo, el fortalecimiento de los gobiernos locales, la participación ciudadana y quizá la consolidación de las relaciones intergubernamentales vertical, entre órdenes de gobierno, y horizontal, entre entidades locales contiguas o no, resulta un desiderátum necesario pero, me pregunto, ¿suficiente?

			La ciudad en la agenda nacional

			En la Ciudad de México encontramos el más elaborado modelo de política ambiental, ciudad verde y economía circular.

			Ya desde sexenios anteriores al actual, e incluso al de 2012-2018, se habían iniciado proyectos e implementado estrategias de política ambiental. Señalo tres importantes: la introducción de las ecobicis con el fin de atraer usuarios que optaran por abandonar sus vehículos motorizados para reducir emisiones y congestionamiento vial; el reforzamiento de los controles para proteger y conservar el llamado “suelo de conservación”, que, a lo largo del tiempo, pese a su importancia como área abierta, de captación de agua de lluvia y otros servicios ambientales que presta, ha sufrido invasión hormiga, perdido área verde y mostrado cambios en los usos del suelo; el pago por servicios ambientales a ejidos y comunidades con el fin de garantizar la protección de la cubierta forestal y detener la deforestación y el uso de maderables en áreas comunes y ejidales de bosque, también en el suelo de conservación en delegaciones del Distrito Federal, ahora alcaldías, al sur de la Ciudad de México.

			Compárese, si bien se plantearon antes de la Agenda 2030, las líneas de acción o temas propuestos por la Secretaría del Medio Ambiente del gobierno de la Ciudad de México (Sedema) en el sexenio 2012-2018 con las metas del ods 11:

			

			•	Calidad del aire y cambio climático: impacto ambiental.

			•	Movilidad sustentable: sistemas de transporte.

			•	Suelo de conservación y biodiversidad: patrimonio cultural y natural.

			•	Infraestructura urbana verde: zonas verdes y espacios públicos.

			•	Abastecimiento, calidad del agua, drenaje y saneamiento: viviendas y servicios básicos.

			•	Programas ambientales: políticas y planes integrados.

			•	Educación y comunicación ambiental: gestión participativa.

			

			Y ¿en la actualidad? La Sedema, al inicio de este gobierno (2019-2024), en el reporte del primer año de gestión del 5 de diciembre del 2018 al 31 de agosto del 2019, manifiesta explícitamente el 

			compromiso con la ciudadanía para construir una ciudad más verde (énfasis mío), donde las y los habitantes puedan disfrutar de mejores espacios públicos, un aire más limpio, más servicios ambientales y un mayor acceso a recursos indispensables como el agua, conociendo los beneficios de que exista una amplia biodiversidad de flora y fauna, ecosistemas saludables sin contaminación y un consumo responsable que contribuya a un desarrollo verdaderamente sustentable.

			Resulta, pues, una definición implícita, si bien parcial, de green city. El correlato son las “distintas materias y ejes abordados […]: Áreas Verdes y Espacios Públicos, Áreas Naturales Protegidas, Bosques y Suelo Rural, Zoológicos y Conservación de la Fauna Silvestre, Calidad del Aire, Resiliencia Social, Vigilancia Ambiental, Basura Cero y Agencia de Atención Animal”. Otras secretarías atienden movilidad y transporte, energía, así como la dotación de bienes y servicios urbanos, lo que confirma, por un lado, la transversalidad de los problemas y soluciones o respuestas de la política ambiental y, por otro, el reto de la coordinación y la cooperación o interrelación sectorial de una administración pública que proclama que su “política urbana es política ambiental”.

			Destaco dos intervenciones, entre varias que el gobierno de la ciudad ha realizado en los últimos dos-tres años: la “cosecha de lluvia” y el teleférico. En ambos casos existe una relación estrecha entre la agenda local y la agenda internacional.

			Se insiste en un nuevo modelo de gestión del agua ya no basado exclusivamente en el uso de infraestructura gris (construida por el hombre), que permitiría enfrentar los crecientes desafíos de seguridad hídrica implícitos en el aumento de la población y el cambio climático. La Comisión Europea, precisamente, está favoreciendo nuevos modelos de gestión del agua que privilegian “Soluciones Basadas en la Naturaleza” (SbN). El aumento de la capacidad de retención del agua en suelos agrícolas, la recarga de los acuíferos, los techos verdes, las ciudades esponja, son ejemplos de SbN aplicados a gestionar la disponibilidad del agua (World Water Assessment Programme [wwap], 2018).18

			En el caso de la ciudad, la captación pluvial domiciliaria es una alternativa innovadora y sustentable a la falta de agua. En un contexto en el que el sistema de dotación y distribución de agua potable registra escasez y depende en gran medida de la extracción y exportación a la ciudad desde cuencas lejanas (Cutzamala y Lerma), reporta fugas cuantiosas en la red de distribución, y el tratamiento de aguas residuales, así como el reúso y reciclado son incipientes, este programa ofrece soluciones a una importante proporción de los habitantes de la ciudad que a la fecha sufre de servicio intermitente (tandeo) y de calidad del agua servida que deja mucho que desear. Se anuncia que [s]erán beneficiados habitantes de 477 colonias, pueblos o barrios de las alcaldías Tlalpan, Tláhuac, Milpa Alta, Azcapotzalco, Gustavo A. Madero, Magdalena Contreras, Iztapalapa y Coyoacán. Pero además que [h]abrá subsidios de hasta 50% para que personas con menores [sic] niveles de marginación puedan acceder a un sistema de captación pluvial (Sedema, 2020).

			Desde 2019 la Secretaría del Medio Ambiente de la Ciudad de México inició la implementación del programa social Cosecha de Lluvia en más de veinte mil viviendas de las alcaldías de Iztapalapa, Xochimilco, Tlalpan, Tláhuac y Milpa Alta. El programa Cosecha de Lluvia se presenta como un compromiso para garantizar el “derecho al agua”, así como a una vida digna, y el derecho a la ciudad. En efecto, el sistema de cosecha de lluvia —como asegura la Sedema— aumenta el abasto de agua “de muy buena calidad” de las personas beneficiarias entre cinco y ocho meses al año. 

			Apenas este mes de junio pasado se inauguró en la Ciudad de México un teleférico que da servicio a la población que habita en las zonas altas de la ciudad y mejora su movilidad. El trayecto cubrirá unos nueve kilómetros en poco más de media hora y espera acoger a cuarenta y ocho mil pasajeros diarios. La línea 1 del Cablebús —como ya se le conoce— corre de Cuautepec a Indios Verdes, en la alcaldía Gustavo A. Madero, y es el sistema teleférico de transporte urbano más grande del mundo y el más largo en América Latina. (https://www.cdmx.gob.mx/portal/articulo/cablebus-l1-teleferico-mas-grande-del-mundo).

			El Cablebús funciona eléctricamente y se ha anunciado como una alternativa mucho menos contaminante para la capital, conocida por los elevados índices de polución en determinados meses del año y las declaratorias de contingencia ambiental, que se dan cuando los niveles sobrepasan los límites establecidos, y se prohíbe la circulación de algunos vehículos (https://www.forbes.com.mx/cdmx-inaugura-teleferico-movilidad-zonas-altas/).

			Este sistema de transporte puede mover en total a cinco mil personas por hora en sus trescientas setenta y siete cabinas con capacidad para diez personas cada una. Por el momento sólo seis personas podrán abordar cada cabina con el objetivo de mantener las medidas sanitarias contra la covid-19. El tiempo de viaje es de treinta y tres minutos, e interconectará con las líneas 1, 2, 3, 5 y 6 del Metro, la 1, 3 y 4 del Metrobús y el Mexibús. Tiene una tarifa subsidiada al público en general que además ofrece gratuidad a adultos mayores, personas con discapacidad y menores de cinco años.

			El Cablebús L1, se presenta como un transporte sustentable que permite la reducción de ruido y de CO2, además de reducir las desigualdades sociales y espaciales existentes en la Ciudad de México. Y cumple, si bien parcialmente, con la idea de que toda política social es política urbana y ésta es política ambiental.

			El diálogo de las agendas

			Las ciudades son sistemas complejos y la vida urbana, como asienten muchos, totalmente ambigua.19 En este escenario debe implementarse la política ambiental (Graizbord y González Granillo, 2019). Ésta se nutre de recomendaciones exógenas, responde a interpretaciones a veces encontradas de los procesos locales (que pueden tener origen externo a la propia ciudad), y debe asumir la transversalidad de los problemas, así como el impacto de las acciones que trascienden espacio-temporalmente el ámbito en el que se intenta implementar.

			Es ciertamente innovador en el Primer Informe de Labores de 2018-2019 de la Secretaría del Medio Ambiente del Gobierno de la Ciudad de México el apartado “Acciones de Sedema en el Ámbito Internacional”, aunque siempre ha habido tal relación. Se trata, creo, de una prueba fehaciente de la relación explícita de lo que llamo aquí el diálogo o la circulación de ideas entre las agendas internacional y, en este caso, local. Pero, además, en la “Presentación” se hace una explícita mención de la necesaria coordinación en respuesta a la transversalidad y al concepto de ciudad verde.

			A partir de las estrategias establecidas y las acciones ejecutadas desde cada una de las áreas de la Secretaría, en coordinación con diversas dependencias, entes y sectores, se reitera el compromiso con la ciudadanía para construir una ciudad más verde, donde las y los habitantes puedan disfrutar de mejores espacios públicos, un aire más limpio, más servicios ambientales y un mayor acceso a recursos indispensables como el agua, conociendo los beneficios de que exista una amplia biodiversidad de flora y fauna, ecosistemas saludables sin contaminación, y un consumo responsable que contribuya a un desarrollo verdaderamente sustentable.

			Me inclino a pensar que se priorizó en este primer año de labores la atención a la “agenda verde” (áreas verdes y espacios públicos, áreas naturales protegidas, bosques y suelo rural, zoológicos y conservación de la fauna silvestre), sin omitir la “gris” (calidad del aire y basura cero), el Programa de Acción Climática, compromiso con la federación y aspectos de regulación y vigilancia.

			En cuanto a las relaciones de cooperación internacional, se indica en ese primer informe un importante abanico que muestra el mencionado flujo de ideas entre agendas y la inevitable necesidad de cooperación, considerando los compromisos internacionales en materia ambiental de nuestro país. Y no ocupa un lugar menos destacado la centralidad de la Ciudad de México, principal centro urbano del país y el mayor contribuyente urbano nacional de emisiones a la atmósfera y, por tanto, al calentamiento global.

			La sección de “Acciones de Sedema en el ámbito internacional” (p. 88) es comprensiva y atiende a los temas que he mencionado en el recuento de la agenda internacional y la regional. Con el Banco Mundial, además de la propuesta “mip-Región Centro de México - Manejo integral del paisaje para la conservación de la biodiversidad y de los servicios ecosistémicos, la adaptación al cambio climático y la sostenibilidad alimentaria en la Región Centro de México” y fondos gef (Global Environment Fund) para 2021, hay una posible colaboración en adaptación al cambio climático, mientras que a través del International Financial Corporation existe asesoramiento para revisar el programa de sustitución de refrigeradores y el de hogares solares e identificar modelos financieros. Con diversas agencias de las Naciones Unidas, como la fao (Food and Agriculture Organization), se atienden temas de seguridad alimentaria y agricultura sustentable, tomando en cuenta las potencialidades ofrecidas en el suelo de conservación, que ocupa más de 50% del área de la Ciudad de México; el pnud (Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo) tiene líneas de colaboración técnica para el manejo ambientalmente adecuado de residuos orgánicos persistentes. Con la Unión Europea, se tratan temas de economía circular y calidad del aire, y se incluyen recientemente interven­ciones en la agenda “azul” (cosecha de lluvia) y la “gris” (teleférico). Existen otras iniciativas, como la Red de 100 Ciudades Resilientes de la Fundación Rockefeller (orientada a fortalecer la infraestructura verde y la resiliencia hídrica de la ciudad); el C40 (Grupo de Liderazgo Climático de Ciudades), un acuerdo que incluye temas de “calles saludables y limpias”, “edificaciones ‘cero carbono neto’ ”, y cursos de capacitación, además de acuerdos específicos con diversos países y agencias particulares, como la continua cooperación con la Agencia Alemana de Cooperación Internacional (giz, Deutsche Gesellschaft für Internationale Zusammenarbeit), principalmente en materia de eficiencia energética, tema prioritario de esa agencia y, desde luego, del gobierno de la ciudad y de la Sedema, para atender e identificar sistemas de gestión energética sustentables, con la finalidad, entre otras, de aportar a la reducción de emisiones de CO2. Este aspecto ha sido de importancia en el plano nacional, en virtud de que varias de las medidas de mitigación y reducción de la huella de carbono en la Estrategia Nacional de Cambio Climático de 2013 se vincularon a acciones en el ámbito urbano.20

			En fin, el abanico de relaciones y cooperación con organismos y agencias internacionales es amplio, útil y ofrece, como se reconoce en el informe (p. 88), áreas de oportunidad. Se ha establecido un diálogo que me parece que favorece a ambas partes, ya que, de alguna manera, la Ciudad de México es un laboratorio en sí y un elemento ineludible en el esfuerzo de cumplir con las contribuciones nacionalmente determinadas del Acuerdo de Paris.
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			XV. Visión, estrategias y expectativas de actores clave en torno a la electromovilidad en la Ciudad de México1

			Patricia Romero-Lankao y Carolina Neri

			Introducción

			A nivel mundial, la electrificación del transporte o electromovilidad se presenta como una estrategia crítica para lograr una transición energética sustentable, que permita, por ejemplo, reducir las emisiones de gases de efecto invernadero (gei) y mejorar de la calidad del aire y la salud de la población (Sovacool y Axsen, 2018; Romero-Lankao et al., 2019). Junto con Brasil, Colombia, Chile, Uruguay y Costa Rica, México ha introducido medidas para fomentar la movilidad eléctrica (Plataforma move y United Nations Environment, 2020). La Ciudad de México no es ajena a esta tendencia. En su Plan Estratégico de Movilidad 2019, las autoridades de la ciudad buscan impulsar la innovación tecnológica a través del desarrollo de programas que promuevan la movilidad eléctrica, así como de la elaboración de una hoja de ruta hacia la movilidad inteligente (Gobierno de la Ciudad de México y Secretaría de Movilidad de la Ciudad de México, 2019). Estos esfuerzos aún están en etapas tempranas, lo que representa una oportunidad para examinar la visión de actores clave en torno a su influencia en la transición hacia un sistema de movilidad sustentable.

			Sin embargo, la transición hacia la movilidad sustentable no sólo implica innovaciones tecnológicas, sino también nuevos mercados, sistemas de gobernanza, y cambios en los patrones y prácticas de movilidad. La transición plantea una serie de problemas, particularmente en la Ciudad de México, la cual cuenta con un sistema de transporte ineficiente con altos niveles de congestionamiento y contaminación, y patrones de movilidad inequitativos.

			En este contexto, es fundamental preguntarse ¿qué tipo de transición se está desarrollando o se busca desarrollar? ¿Una que conducirá a aumentos en los niveles de tráfico, y de emisiones de gei; a patrones de movilidad inequitativos y al deterioro de la calidad de vida? ¿O una que redundará en una ciudad más saludable y habitable, con opciones de movilidad equitativas, rentables y seguras, con menores emisiones de gei y contaminantes, y mejoras en la salud y la calidad de vida de la población?

			Nuestro objetivo es abordar estas preguntas bajo el supuesto de que la transición va más allá del ámbito tecnológico. Es ante todo un proceso sociopolítico de involucramiento de actores con distintas visiones, expectativas, intereses y recursos para incidir en la toma de decisiones en torno a inversiones, infraestructuras y políticas (Bakker et al., 2014; Kanger et al., 2019; Romero-Lankao et al., 2019).

			Para comprender la visión de los actores privados y gubernamentales sobre este tema, organizamos dos talleres focales en la Ciudad de México en septiembre de 2019. En el primero participaron doce representantes de la industria automotriz y proveedores de alimentos y de servicios de energía; en el segundo participaron ocho representantes de organizaciones no gubernamentales (ong) y académicos. Ambas sesiones contaron con doce representantes del gobierno.

			Para cumplir nuestro objetivo, en la segunda sección discutimos el marco teórico utilizado. En la tercera caracterizamos las condiciones actuales de movilidad y en la cuarta, las acciones y estrategias para fomentar la electromovilidad en la Ciudad de México. En la quinta sección se describe nuestra metodología de investigación, y en la sexta presentamos un resumen de los resultados. La séptima cierra con una serie de conclusiones.

			Actores, electrificación y transiciones sociotecnológicas

			La electrificación del transporte es promovida a nivel mundial y en México ha tenido eco en algunos sectores gubernamentales y privados, como una solución a los desafíos de la transición energética requerida para mitigar emisiones y enfrentar el cambio climático (Steinberg et al., 2017). Las ciudades juegan un papel clave en las estrategias de electrificación, ya que concentran población, actividades económicas e infraestructuras que impulsan y dependen de la generación, la distribución y el uso de electricidad. Los actores urbanos ocupan un papel central en arenas sociopolíticas del diseño y la implementación de acciones de relevancia para la puesta en marcha de transiciones energéticas eficientes y equitativas (Bai et al., 2018; Romero-Lankao et al., 2018). Con 4 100 millones de personas a nivel mundial, las ciudades generan alrededor de 80% del producto interno bruto (pib), consumen alrededor de 75% de la energía primaria mundial y son la fuente de más de 70% de las emisiones de gei relacionadas con el uso de energía (Department of Economic and Social Affairs [desa], 2014; The Sustainable Urban Systems Subcommittee, 2018). Sin embargo, incluso en las ciudades, noventa y siete millones de personas carecen de electricidad (World Bank, 2020). Las ciudades también son vulnerables a interrupciones eléctricas, las cuales, en el contexto del cambio climático, se verán agravadas por olas de calor, huracanes y otros eventos extremos. Una mayor electrificación contribuirá a agravar esas vulnerabilidades. Las ciudades son un referente fundamental en los esfuerzos para promover los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ods) de las Naciones Unidas aceptados por México, incluidos los de servicios energéticos asequibles, fiables y sostenibles (Objetivo 7); acción climática (Objetivo 13); y resiliencia urbana inclusiva (Objetivo 11).

			Durante la postguerra, la electrificación se centró en la difu­sión del uso de electricidad en hogares, industrias e infraestructuras. En los últimos años, la electrificación se ha convertido en un componente clave de la actual transición energética, la cual incluye el remplazo de combustibles fósiles por sistemas eléctricos automatizados y digitalizados (Romero-Lankao et al., 2019), por ejemplo, el remplazo de vehículos de combustión interna por vehículos eléctricos y automatizados. Estas innovaciones se están difundiendo en países industrializados y entre sectores de altos ingresos a nivel mundial; forman por lo mismo parte de nichos de mercado y sociales (Geels y Schot, 2007; Agencia Inter­na­cio­nal de Energía [iea], 2018).

			A pesar de que la electrificación del transporte implica cambios profundos en los sistemas de gobernanza, los estudios a menudo omiten el análisis de los actores de la electrificación. Un actor se definirá aquí por su poder para definir el imaginario sociopolítico de la transición e influir en la toma de decisiones. Un actor puede ser un individuo (por ejemplo, un empresario), un sector (por ejemplo, transporte) o una organización o red de organizaciones (por ejemplo, el C40, una coalición de autoridades urbanas). Un actor puede operar dentro del mercado (sector privado), el Estado (sector público), un sector intermediario (que puede involucrar tanto al sector público como al privado) y la comunidad (sociedad civil). Un actor, además, se puede clasificar como formal o informal, con o sin fines de lucro (Avelino y Wittmayer, 2016). El mercado automotriz, por ejemplo, es un ámbito formal, privado y con fines de lucro; el Estado, representado por el gobierno federal y de la Ciudad de México, es un ámbito formal, público y sin fines de lucro, y la comunidad o sociedad civil es privada, informal y sin fines de lucro. Más que una categoría residual, el sector intermediario se superpone con los otros sectores. Incluye cooperativas, empresas sin fines de lucro, algunas ong, y la comunidad académica y científica. Este sector es “intermediario entre el Estado, el mercado y la comunidad, cruzando las fronteras entre lo público y lo privado, con y sin fines de lucro” (Avelino y Wittmayer, 2016). Nuestro objetivo es analizar las visiones y expectativas de actores mexicanos representantes de estos sectores en torno al potencial y los retos de la electrificación del transporte en la Ciudad de México (Geels y Schot, 2007; Jasanoff y Kim, 2013; Levenda et al., 2019; Kanger et al., 2019; Romero-Lankao y Gnatz, 2013).

			Las teorías de las transiciones sociotecnológicas se centran en la visión, las expectativas, los intereses y las relaciones de poder no sólo entre los sectores representados por estos actores, sino también dentro de cada sector, e incluso de cada organización. Por ejemplo, en el interior de la industria automotriz, es posible identificar visiones y prácticas dominantes, y opuestas a la transición, articuladas alrededor de la producción, el mantenimiento, la distribución y el uso de automóviles de combustión interna. Al mismo tiempo, es posible encontrar, incluso dentro de la misma empresa, prácticas y visiones innovadoras que están avanzando la producción de vehículos eléctricos e incluso de vehículos autónomos. La coexistencia de estos actores tiene diferentes implicaciones para el análisis de la electrificación de la movilidad urbana.

			Debido al carácter sociopolítico de las transiciones, resulta fundamental examinar las visiones, motivaciones, expectativas e intereses de los actores involucrados. Sobre todo, porque los vehículos eléctricos pertenecen a una serie de disrupciones, tales como las plataformas de movilidad compartida y automatización de servicios (Uber, Amazon) que están alterando los sistemas de movilidad no sólo en países desarrollados, sino también entre los sectores acomodados de América Latina (Kanger et al., 2019; Sperling, Pike, y Chase, 2018). Sin embargo, con algunas excepciones, la literatura en torno a transiciones tiende a enfatizar el remplazo de vehículos, sistemas de computación y digitalización, y otros artefactos o infraestructuras de suministro de energía y de combustibles, y a descuidar la importancia de los actores en la promoción de ciertas visiones, acciones de política y trayectorias de cambio tecnológico (Kanger et al., 2019). Estas perspectivas tienden a centrarse en países europeos y en los Estados Unidos y Canadá, y a no considerar cómo las transiciones pueden desarrollarse de manera diferente en ciudades de países como México, con regímenes políticos diferentes y economías dependientes de la importación de tecnologías que no siempre responden a las necesidades de movilidad nacionales y urbanas (Bulkeley et al., 2010; Romero-Lankao y Gnatz, 2013).

			La literatura existente deja sin respuesta las siguientes preguntas: ¿Es factible y deseable electrificar el transporte de la Ciudad de México? De ser así, ¿cuáles serán las pautas de adopción de vehículos eléctricos en una ciudad de un país como México? ¿Qué nuevos parámetros sociotecnológicos, institu­cionales y de política se requerirán para introducir vehículos eléctricos que respondan de manera equitativa, eficiente y ambientalmente sustentable a las necesidades locales de movili­dad? ¿De qué forma los aspectos infraestructurales, técnicos y políticos limitarán o facilitarán la transición hacia la movilidad eléctrica?

			En este capítulo examinaremos la respuesta de actores clave a tales preguntas, no sin antes presentar un diagnóstico de las condiciones de movilidad de la capital y de las acciones y estrategias de fomento a la electromovilidad.

			Movilidad en la Ciudad de México

			El sistema de transporte de la Ciudad de México es un complejo de componentes que, en términos de planificación de infraestructura y servicios, se ve dominado por el uso de automóviles privados históricamente fomentado por políticas gubernamentales de planeación, construcción de infraestructura e incentivos (Islas, 2000; Graizbord, 2008; cts Embarq, Instituto Mexicano para la Competitividad [Imco] y Centro Mario Molina, 2013; onu-Hábitat, 2015). Por ejemplo, durante los últimos años, más de 81% de la inversión pública de fondos federales se ha orientado a la construcción, el mantenimiento y la expansión de carreteras para el transporte privado (Instituto para la Política de Transporte y Desarrollo [itdp], 2017). Esta política, junto con el subsidio a la gasolina y la eliminación del impuesto a la propiedad del vehículo, han alentado el uso del automóvil y exacerbado el congestionamiento (itdp, 2012; cts Embarq, Imco y Centro Mario Molina, 2013).

			El modelo de expansión urbana característico de la Ciudad de México ha sido disperso, descoordinado y expansivo, de manera que ha fragmentado el espacio urbano y aumentado las distancias y tiempos de traslado. Este modelo se ha combinado con un servicio de transporte público inefectivo, insuficiente e inequitativo, especialmente hacia sectores de bajos ingresos que viven en áreas periféricas, cuyos viajes duran 39 y 54% más que los que se realizan en automóvil particular (Gobierno de la Ciudad de México y Semovi, 2019). Del total de los viajes diarios, 23.5% se realiza en transporte privado, 49.8% en transporte público, y 26.0% a pie. Los minibuses mueven alrededor de 2.55 millones de personas y el metro mueve 1.33 millones diariamente. Ambos medios mueven el doble de personas que los vehículos privados, sólo 1.62 millones (Instituto Nacional de Estadística y Geografía [inegi], 2017).

			El transporte de la capital enfrenta problemas de congestionamiento, contaminación atmosférica e inseguridad, particularmente entre usuarias del transporte público (Crotte y Montes, 2019). De acuerdo con el índice de tráfico de 2018, la ciudad ocupa el cuarto lugar a nivel mundial en niveles de congestionamiento. La velocidad de desplazamiento promedio durante horas pico en áreas centrales se redujo de 38.5 kilómetros por hora en 1990 a 6.42 kilómetros por hora en 2017 (Imco, 2019). Estos problemas traen como consecuencia mayor consumo de combustible y emisiones de contaminantes. Por ejemplo, de las 22 millones de toneladas de CO2 equivalentes emitidas en 2016, 74% se atribuye al consumo de energía en forma de combustibles fósiles utilizados en el transporte. No sólo eso, afectan la salud y la calidad de vida de la población.

			La movilidad se ha convertido en un asunto prioritario dentro de la agenda del gobierno de la Ciudad de México, siguiendo pautas internacionales. En su Plan Estratégico, el actual gobierno de la ciudad propone: 

			mejorar la calidad de vida, reducir desigualdades sociales, disminuir emisiones de gases contaminantes y de efecto invernadero, y aumentar la productividad de la ciudad a través de la creación de un sistema integrado de movilidad que aumente la accesibilidad para la población, garantice condiciones de viaje dignas y segu­ras para todas las personas, y optimice la eficiencia del transporte de mercancías.

			Aunque es muy temprano para evaluar el alcance y la factibilidad de estos objetivos, y a pesar de que éste no es nuestro objetivo, sí podemos plantear que las estrategias implementadas durante las últimas décadas no han logrado crear las condiciones para su cumplimiento (onu-Hábitat, 2015; Gobierno de la Ciudad de México y Semovi, 2019).

			Acciones y estrategias de fomento a la electromovilidad

			El transporte eléctrico tiene una presencia mínima en los siguientes modos de transporte y de micromovilidad de la Ciudad de México: Sistema de Transporte Colectivo Metro, trolebuses, trenes ligeros, vehículos eléctricos privados, taxis híbridos, bicicletas y patines. Actores clave del gobierno y la iniciativa privada están trabajando para cambiar esta situación.

			En los últimos años, el Gobierno Federal y de la Ciudad de México han introducido diversos instrumentos para incentivar el uso de vehículos eléctricos. La Ley Federal de Impuestos a los Automóviles Nuevos exime a los vehículos eléctricos o híbridos de impuestos relativos a su venta o importación. La Ley del Impuesto sobre la Renta otorga mayores montos por deducciones permisibles a las personas que invierten en vehículos eléctricos e híbridos. Otro incentivo es un crédito fiscal por el monto de 30% de la inversión realizada en instalaciones públicas de suministro de energía para vehículos eléctricos.

			La Comisión Federal de Electricidad (cfe) promueve el uso de vehículos eléctricos mediante la instalación de un medidor de luz independiente. Esto evita que aumente el rango de tarifa de electricidad aplicable, lo que mantiene la tarifa del usuario de vehículos eléctricos dentro del espectro estándar nacional en lugar de la alta tasa de consumo. La cfe está trabajando con la industria automotriz para mejorar la infraestructura de recarga del país. Según estadísticas publicadas por el Gobierno Federal, en febrero de 2018 existían novecientos centros de recarga, 68% de las cuales son públicos. Los centros de recarga son financiados a través de un fideicomiso para la Transición Energética y el Uso Sostenible de la Energía (cms, 2020).

			El gobierno de la Ciudad de México también brinda incentivos para promover la compra y el uso de vehículos eléctricos e híbridos. Ambos están excluidos del proceso de verificación de vehículos y pueden circular diariamente, a diferencia de los vehículos de combustión interna sujetos al programa Hoy no Circula. Los estacionamientos, ya sean públicos o privados, deben incluir lugares exclusivos para vehículos eléctricos e híbridos. La Ciudad de México también tiene la EcoTAG, un tipo especial de tarjeta prepagada que se usa para transitar por las autopistas urbanas de la Ciudad. El EcoTAG es exclusivamente para propietarios de vehículos eléctricos e híbridos, y les otorga un descuento de 20% sobre la tarifa regular (cms, 2020).

			La Secretaría de Movilidad (Semovi) está colaborando con diferentes secretarías para fomentar el uso de vehículos eléctri­cos (Gobierno de la Ciudad de México y Semovi, 2019). En el marco del Plan de Reducción de Emisiones para el Sector de la Movilidad, se están implementando las siguientes acciones y estrategias:

			

			•	Programa de financiamiento para la sustitución de taxis modelo 2009 y anteriores, por vehículos eléctricos, híbridos o altamente eficientes.

			•	Programa de movilidad eléctrica para el transporte de carga de última milla y su sustitución por motocicletas y bicicletas eléctricas.

			•	Sustitución de mototaxis por mototaxis eléctricos y por ciclotaxis.

			•	Fortalecimiento de la red de carga para vehículos eléctricos.

			•	Construcción de cuatro líneas del Sistema Cablebús.

			•	Mejora e incremento del tren ligero en la red y el número de unidades de trolebuses en circulación.

			•	Centro de Innovación Tecnológica en Transporte y Energía (citte) con el objetivo de desarrollar proyectos de innovación tecnológica, líneas de investigación y desarrollo de energías renovables (energía solar y uso de biodiesel), e hibridación de autobuses para su implementación en la Red de Transporte Público.


			Con financiamiento de la Cities Finance Facility (cff) del C40, El Carbon Trust diseñó la Estrategia de Electromovilidad de la Ciudad de México. La visión de la Estrategia era lograr que para 2020 la Ciudad contara con un transporte urbano libre de carbono. Para realizar tal visión, esta Estrategia sugirió políticas públicas que promovieran el uso de tecnologías de movilidad inteligentes; estimularan el mercado de vehículos eléctricos; garantizaran que los vehículos eléctricos usaran electricidad alimentada por fuentes limpias y renovables, y fomentaran proyectos nacionales de investigación y desarrollo de sistemas de electromovilidad sustentables.

			A pesar de las acciones y estrategias descritas en la sección anterior, los niveles de electrificación de la flota vehicular son muy bajos. Aunque no contamos con datos a nivel de la Ciudad, a nivel nacional, por ejemplo, entre 2016 y 2019, se registraron 305 vehículos eléctricos, 1 339 híbridos enchufables y 23 964 híbridos convencionales. El país carece de buses eléctricos de baterías en el servicio de transporte público. En cuanto a la movilidad compartida eléctrica, existen sistemas de bicicletas eléctricas compartidas (Asociación Mexicana de la Industria Automotriz [amia], 2019). El bajo nivel de penetración es comprensible, dado que los vehículos eléctricos todavía forman parte de un nicho de mercado.

			Metodología

			Para examinar la visión, expectativas y la comprensión de los actores en torno a la viabilidad, el potencial y las barreras a la electrificación del transporte, realizamos dos talleres focales en la Ciudad de México en 2019. Una moderadora facilitó la discusión usando una guía temática descrita en la tabla XV.1 y centrada en tres temas principales, cada uno abordado mediante el uso de un enfoque y técnica particular (por ejemplo, lluvia de ideas). Se buscó la interacción entre los participantes como método para generar información. El primer taller focal contó con la participación de cuatro representantes de la industria auto­motriz, ocho de los proveedores de servicios eléctricos y energéticos, y siete del sector gubernamental. El segundo, con seis representantes de organizaciones no gubernamentales (ong), dos del sector académico y cinco del sector gubernamental. Los talleres focales (tabla XV.1) se plantearon como objetivos:


			•	Conocer el involucramiento de la organización representada por los actores en la electrificación del transporte.

			•	Comprender la visión, el interés y las expectativas de los actores hacia la electrificación del transporte o electromo­vilidad.

			•	Identificar los desafíos de mercado y de políticas enfrentados por la introducción de vehículos eléctricos, así como el potencial, las posibilidades y las dificultades relacionadas con la adopción de vehículos eléctricos.


			Antes del desarrollo de las reuniones, se envió una pequeña encuesta a los participantes que confirmaron su asistencia previamente. El objetivo de la encuesta era explorar el conocimiento de los participantes sobre el tema, sus necesidades, expectativas y posibles contribuciones. La encuesta consistió en seis pre­guntas, cuatro de ellas de opción múltiple y dos abiertas (no incluidas en este capítulo) respecto de los proyectos, estudios o programas que se han realizado o se realizarán en torno al tema de la electromovilidad en la Ciudad y el país. La encuesta se distribuyó a través del correo electrónico usando la aplicación Survey Monkey. En total se recibieron veintiséis respuestas, de las cuales catorce fueron de los representantes de la industria y organi­zaciones de la sociedad civil, y doce de los representantes del gobierno y la academia.

			Tabla XV.1 Talleres focales: guía temática, técnicas y objetivos

			[image: ]

			Fuente: elaboración propia. La selección de temas se sustentó en una lectura y adaptación de Bakker, Maat, y Van Wee (2014).


			Intereses, visión y expectativas de los actores de la electromovilidad

			En esta sección presentamos tanto lo que participantes en ambos ejercicios compartieron entre los dos talleres y en el interior de cada taller, como lo que cada uno planteó en torno a su visión y expectativas, interés y estrategias en el fomento de la electromovilidad. Procuramos preservar una estructura narrativa que discute las posiciones de cada sector representado por los par­ticipantes. En las tablas XV.2 y XV.3 proporcionamos una descripción sistemática y resumida.

			En términos generales, los participantes de ambos talleres focales mostraron bajas expectativas en torno al futuro de la electromovilidad en la Ciudad de México. De acuerdo con la mitad de quienes respondieron la encuesta, hacia 2025 el nivel de penetración de vehículos eléctricos será menor a 5%. Los par­ti­cipantes en los dos talleres consideran que el éxito de la transición hacia la movilidad eléctrica depende no sólo de la innovación tec­nológica desarrollada por las industrias automotrices, sino también de las iniciativas y reformas implementadas por el gobierno. Aunque hay incertidumbre de cuáles serán los cambios en los patrones asociados a la transición hacia la electromovilidad, los participantes tendieron a coincidir en que la electrificación del transporte ofrece una oportunidad para reducir emisiones y mejorar la calidad del aire en la ciudad.

			Primer taller focal

			Los participantes en este taller focal coincidieron en que, para poder hablar de un México con movilidad eléctrica, se debe cambiar la mentalidad social y crear sinergias. La opción de comprar un vehículo eléctrico no es redituable en el corto plazo, ya que usualmente la gente no conserva su automóvil por más de diez años. Por ello, los participantes sugirieron informar sobre la viabilidad y los beneficios de un vehículo eléctrico. Existe incertidumbre acerca de cuáles son los procesos que se van a seguir para alcanzar la electromovilidad en el futuro, pero se concertó que las autoridades deben comprometerse y desarrollar un marco regulatorio claro. Entre las estrategias a seguir para impulsar la electromovilidad en la Ciudad de México, los participantes en este taller resaltaron primero reordenar y regular, y luego transitar a la electromovilidad, sin perder de vista la producción eléctrica y el uso de energías renovables. Ante la diversidad de segmentos no sólo de usuarios sino también de vehículos, se deben identificar aquellos prioritarios y generar mapas de rutas que guíen adonde se quiere llegar, así como mecanismos de implementación. También se sugirió poner en funcionamiento centros de verificación de conversiones de vehículos eléctricos para garantizar la seguridad de la gente en las calles, y reordenar el uso del espacio público, donde los vehículos eléctricos tengan un papel puntual que no afecte a otros usos.

			Los representantes del gobierno de la Ciudad plantearon que la visión de la transición a la electrificación del transporte debe estar enfocada al uso de energías renovables (tabla XV.2). Los representantes del sector ambiental mencionaron que en el tema de la electrificación se deben considerar acciones que respondan a las peculiaridades de dos segmentos: el auto particular, que es un medio cómodo y seguro, y el transporte público. Plantearon, sin embargo, que en las zonas metropolitanas no todas las personas son propietarias de un automóvil, por lo que tienen que usar el transporte público. La Ciudad de México cuenta con opciones como el Metrobús y el Metro. Sin embargo, el transporte público no ha recibido los apoyos requeridos, no obstante que su demanda va en aumento. Sugirieron que esta situación se puede cambiar mediante subsidios al transporte público, promoción de tecnologías nacionales y desincentivos al uso de vehículos privados.

			Por su parte, los representantes de la cfe señalaron que la mayor parte de los usuarios dentro del sector eléctrico tienen cuentas subsidiadas, y que cuando las tarifas suben, los usuarios se inconforman. Mencionaron que uno de los grandes retos es el cambio de visión que se tiene acerca de la electromovilidad. En el marco de la Estrategia de Movilidad Eléctrica, agregaron, se debate el tema del desarrollo de modelos de servicio contra los modelos de negocio. La cfe considera que la electromovilidad debe ser concebida como un servicio. Además, el representante de Engie puntualizó que la calidad de los servicios de electricidad es un aspecto importante que no se menciona cuando se discute la promoción de los vehículos eléctricos. La cfe y la Secretaría de Energía (Sener) se ven afectadas con el incremento en la demanda que genera picos en la red, cuyas implicaciones pueden ser muy graves. Finalmente, los representantes de la cfe consideran que hay una disrupción tecnológica entre el transporte y la energía, y en el futuro la penetración de los vehículos eléctricos va a ser hacia las plataformas de transporte (por ejemplo, Uber).

			La visión de los representantes de la industria automotriz es la de un futuro de mayor presencia de los automóviles eléctricos. Debido a los altos costos de inversión inicial para la obtención de un vehículo eléctrico, los representantes de esta industria mencionaron que el gobierno debe crear más incentivos y rectificar los trámites para acceder a ellos. Asimismo, mostraron interés en el desarrollo de una infraestructura adecuada para la expansión de la electromovilidad y el fomento al liderazgo de las empresas mexicanas en el desarrollo de vehículos eléctricos. Actualmente existen ejemplos de empresas como Bimbo, que han logrado avances importantes en la construcción de sus propios vehículos eléctricos de distribución secundaria, pero se necesita generalizar esta cultura para otras empresas.

			Tabla XV.2

			Intereses, expectativas y estrategias de los participantes en el primer taller focal
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			Fuente: elaboración propia.


			Puntualmente, los representantes de la industria energética y de servicios consideran que la viabilidad para electrificar la Ciudad es muy alta, pero hay grandes desafíos que deben ser considerados. Entre éstos se incluyen aspectos relacionados con el transporte colectivo, microbuses y taxis, tales como: identificar rutas, ubicar dónde duermen los camiones, etcétera. En el mismo sentido, el sector inmobiliario también presenta grandes retos, ya que prácticamente se deben rediseñar los edificios para la instalación de cargadores.

			Segundo taller focal

			Un tema que desencadenó un debate amplio en el segundo taller (tabla XV.3) fue la idea de subsidiar los autos particulares eléctricos como estrategia de largo plazo de reducción de gei por parte del transporte. Los representantes del gobierno señalaron que, por un lado, esto va en contra de las estrategias de movilidad orientadas a reducir el número de autos en la Ciudad. Por otro, si el Gobierno Federal da créditos fiscales o se reduce el impuesto sobre el valor agregado (iva), sería regresivo desde el punto de vista de equidad socioeconómica, ya que beneficiaría a quienes más tienen. La postura de los representantes del gobierno, a partir del análisis de este tipo de incentivos, es que los subsidios deben estar orientados en el transporte público, y que estratégicamente se empezará por incentivar los vehículos eléctricos más baratos (por ejemplo, bicis y mototaxis). Por su parte, los representantes de las organizaciones de la sociedad civil puntualizaron que la Ciudad y el país no podrán cumplir con niveles de mitigación necesarios para lograr los objetivos del Acuerdo de París de limitar el calentamiento global por debajo de 2 °C respec­to de los niveles preindustriales y limitar el aumento de temperatura a 1.5 °C. Una estrategia orientada al transporte privado, señalaron, dará resultados en el corto plazo, pero si se quiere un impacto significativo, se debe reducir el parque vehicular.

			En esta misma cuestión, los representantes de la academia mencionaron que, ya sea el transporte público o privado, los menores costos de operación de los vehículos eléctricos son un factor importante; éste es un nicho de oportunidad de los vehículos eléctricos, en particular, para el transporte de última milla. Además, al hablar de electrificación del transporte público, se debe considerar que muchos de los sistemas de transporte han renovado recientemente su flota con gas natural y van a ser sustituidos en diez años.

			Los representantes del gobierno señalaron que la actual Estrategia de Movilidad del Gobierno de la Ciudad tiene como principal enfoque impulsar la movilidad eléctrica en el transporte público. Se considera que el transporte privado con vehículos eléctricos se irá desarrollando orgánicamente de acuerdo con las condiciones de mercado. Sin embargo, para el transporte público, se desarrollarán incentivos y estrategias que se puedan aplicar en los gobiernos locales, como las placas ecológicas para vehícu­los eléctricos. Asimismo, se diferenciará entre incentivos para vehículos eléctricos o híbridos, con la finalidad de no retrasar la entrada de los primeros.

			Los representantes de este taller focal (tabla XV.3) coincidieron en que el financiamiento es un tema importante para la difusión de los vehículos eléctricos. Destacaron que existen diferencias significativas entre el transporte público y privado. En el transporte privado resulta difícil comprar un auto más costoso, a pesar de que sus costos de mantenimiento y operación son más bajos. En el caso del transporte público, los transportistas responden que no tienen recursos, sin embargo, si alguien más los financia, ellos estarían dispuestos a operar los vehículos. En ese sentido, se mencionó que las casas de financiamiento, bancos y aseguradoras deben plantear esquemas que permitan al consumidor tener acceso a vehículos eléctricos o híbridos con un costo operacional similar a un vehículo de combustible. El papel del gobierno recae en la regulación de estos procesos, tanto para el transporte privado como para el público.

			Entre las propuestas a seguir, participantes en el taller coincidieron en que la electromovilidad debe ir de la mano con una transición energética. En este sentido, el papel de la generación distribuida será más relevante; con ello se podrían reducir problemas relacionados con el desabasto, que ha sido muy problemático en el caso de la gasolina utilizada por los automóviles de combustión interna. Se puntualizó que para la planeación en el corto y el largo plazos se deben desarrollar estrategias de comunicación diferenciadas entre los diversos usuarios. Se mencionó que el auto es una tecnología muy empoderada y es difícil que desaparezca, pero ésta es una visión sociotecnológica, y más allá de lo que puede existir con la electrificación y vehículos privados, sería interesante ver cómo están pensando los niños.

			Finalmente, se comentó que la electromovilidad va a generar una transformación disruptiva y afectará la manera en la que las personas se mueven. Actualmente, hay una tendencia entre los usuarios de la Ciudad a no usar el automóvil, y se deben considerar los impactos que tendrán las plataformas móviles y los vehículos autónomos que ya están generando un cambio de la visión que se tiene del automóvil. Este grupo focal puntualizó que los esfuerzos deben dirigirse hacia la electrificación del transporte público, sin dejar de lado al transporte privado. La transición del uso de vehículos con motores de combustión interna a uno basado en vehículos eléctricos es vista como una oportunidad para atender los problemas de movilidad en la Ciudad de México.

			Tabla XV.3 Intereses, expectativas y estrategias de los participantes en el segundo taller focal
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			Fuente: elaboración propia.


			Conclusiones

			Más que un proceso tecnológico, la transición hacia la electromovilidad es un proceso sociopolítico y de políticas. Por ello, en este capítulo analizamos las distintas visiones, expectativas e intereses de los actores involucrados en la toma de decisiones en esta materia. A pesar de las bajas expectativas de los participantes en los talleres focales en torno al futuro de la electromovilidad, todos coincidieron en que la electrificación del transporte ofrece oportunidades para reducir emisiones de gei y mejorar la calidad del aire en la ciudad.

			Aunque existe incertidumbre acerca de los cambios que se van a seguir para alcanzar la electromovilidad en el futuro, hubo consenso en que las autoridades deben comprometerse y desarrollar un marco regulatorio claro, ya que actualmente las tecnologías y prácticas asociadas con el uso de vehículos eléctricos están rebasando la normatividad.

			A diferencia de otros estudios de caso sobre transiciones sociotecnológicas, no observamos ningún intento por parte de los participantes de oponerse a la electrificación del transporte. Puede que esto se deba a que la transición es incipiente y a que la industria automotriz mexicana, dominada por unas cuantas corporaciones, representa 17.6% del sector manufacturero nacional. Esta situación limita las posibilidades de actores clave para tomar decisiones de forma independiente y romper con el paradigma del automóvil y su electrificación, pues tienen que negociar con un sector industrial poderoso.

			Las principales diferencias entre los participantes giraron en torno a cómo transitar hacia la electromovilidad. Dos opciones flotaron en el aire. La primera incluye un proceso orgánico de penetración de vehículos eléctricos, creación de infraestructura de recarga y solución de problemas con la provisión de electricidad. La segunda considera un proceso de regulación y reordenamiento tendiente a planificar y normar la electrificación del transporte.

			Otro elemento crucial de cómo lograr la transición gira en torno a cuál flota electrificar. Mientras representantes de las organizaciones de la sociedad civil sugirieron acciones orientadas a electrificar el transporte privado, representantes del gobierno plantearon centrarse en el transporte público. Más allá de objetivos ambientales, tales como mejorar la calidad del aire y mitigar los gei, el debate en torno a la movilidad eléctrica como servicio o como negocio desató una discusión que captura los retos sociopolíticos y éticos enfrentados por los actores urbanos en México y en otros países. ¿Cómo lograr que México desarrolle políticas que le permitan cumplir el Acuerdo de París, mientras se promueve un sistema de transporte más equitativo, efectivo y ágil? ¿Qué es más costoso y factible? ¿Incentivar a un sector como el del automóvil privado, que seguramente continuará beneficiando a unos cuantos, pero continuará generando impactos ambientales y sociales en el futuro, o promover un transporte público que beneficiará más a quienes menos posibilidades tienen de acceder a medios de transporte seguros, accesibles y efectivos?

			A pesar de no contar con respuestas a estas preguntas, podemos sugerir que, más allá de los retos de descarbonización o de reduc­ción del congestionamiento, ante la inefectividad y la inequidad imperantes en el sistema de transporte citadino, transiciones como la que nos ocupa acaban girando en torno a qué visión domina y articula las estrategias de electrificación, quién paga, quién se beneficia y quién asume los riesgos derivados de la adquisición y uso de vehículos.
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Grupo Orden de familias  de especies
polinizadoras _polinizadoras
Abejas, abejorros y avispas Hymenoptera 9 2128
Moscas Diptera 3 407
Polillas Lepidoptera 1 202
Colibries Apodiformes 1 58
Murciélagos Chiroptera 2 16
Escarabajos Coleoptera 1 16

Total 17 2827
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Porcentaje

Areas :
de miembros

Valorar y conservar la naturaleza

y t 85%
oDs: 6, 14,15
Promover y apoyar una gobernanza efectiva
de los recursos naturales 69%
oDs: 5,10, 16, 17
Implementar soluciones basadas en la naturaleza
para hacer frente a los retos de la sociedad 54%
00s:1,2,3,11,13
Elementos
i) entregando productos de conocimiento 50%
ii) proporcionando resultados sobre el terreno 73%
iii) fortaleciendo politicas y gobernanza ambiental 69%
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Hectdreas Hectdreas Diferencia  Diferencia
autorizadas  reportadas absoluta: relativa:
(A) por el ineci (B) A-B AvsB
Agricultura 1726 2151957 -2150231 0.08%
Pecuario* 51 862139 -862088 0.01%
Selva -21928 —1341655 1319727 1.63%
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Principales resultados

1300 hectéreas reforestadas.

185 hectéreas con trabajos de conservacién de suelos.

1200 hectdreas destinadas 100% a su conservacién al interior del Parque.

10 500 hectéreas (ejidales y comunales), conservadas bajo mecanismos de pago de
servicios ambientales, a través de un fondo concurrente con la Conafor y Heineken
México.

Construccién de vivero forestal con capacidad de més de quinientos mil plantas al
afio, con apoyo de la Secretaria de Desarrollo Sustentable del gobierno estatal.
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Sector Visién y expectativas Interés en Estrategias
Gobierno Electricidad alimentada Mejorar la calidad del aire Subsidiar el transporte puiblico
delaCiudad  por energias renovables Mitigar las emisiones de e Fomentar tecnologias nacionales
de México Transporte piblico y privado Evaluar tecnologias - hibridos, Crear laboratorio de movilidad. Aplicar incentivos
descarbonizado e-motor, taxis diferenciados a vehiculos eléctricos o hibridos
El gobierno como regulador Desalentar el uso de vehiculos privados
Mejorar la seguridad Comunicar las ventajas de los vehiculos eléctricos
ONG La movilidad eléctrica como Comunicar las ventajas Crear incentivos diferenciados por regiones
clave para la transicién de los vehiculos eléctricos Integrar tecnologias en las politicas de transporte
energética Mejorar la infraestructura sostenible
Subsidiar el transporte piiblico de recarga Fomentar las tecnologias nacionales
Transporte descarbonizado Cumplir con el Acuerdo de Paris Monitorear los impactos de la movilidad compartida
- electrificado - privado Crear regulaciones que consideren cambios futuros
Una menor flota de vehiculos en movilidad
privados Diversificar los modos de movilidad eléctrica, no sélo
automévil
Academia La movilidad eléctrica como Comunicar las ventajas de los Subsidiar el transporte puiblico

elemento clave para mejorar el
transporte

Dependencia tecnoldgica
reducida

La movilidad eléctrica como
servicio, no como negocio

vehiculos eléctricos

Las empresas de vehiculos
eléctricos desarrollan su propia
infraestructura

Costos operativos como ventaja
de vehiculos eléctricos

Empoderar a las industrias locales y fomentar
la tecnologia nacional

Crear incentivos diferenciados por regiones
Regular el uso, la infraestructura y el desarrollo
tecnolégico de la movilidad eléctrica

Mejorar el transporte publico reduciendo el uso
del transporte privado
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uicn miembros por region estatutaria Nim. Porcentaje
Aftica 238 7
Europa del Este, Norte y Centro de Asia 63 45
Mesoamérica y Sudamérica 201 14.4
Norteamérica y el Caribe 162 1.6
Oceania 51 3.6
Sury Este de Asia 278 20
Oeste de Asia 77 55
Europa 330 23.6
Total 1400 100
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Combustible fésil cubierto
por el impuesto

Tasa impositiva

Precio efectivo por
tonelada de CO,

Tipo Unidad Propuesta Aprobada pesos/tonCO,  USD/tonCO ¥
Gas natural Centavos/litro 11.94 0.00 0.00 0.00
Propano Centavos/litro 10.50 5.91 39.78 2.06
Butano Centavos/litro 12.86 7.66 42.10 218
Gasolina Centavos/litro 16.21 10.38 45.26 2.35
Turbosina y keroseno Centavos/litro 18.71 12.40 46.84 2.44
Diésel Centavos/litro 19.17 12.59 46.42 2.4
Combustéleo Centavos/litro 20.74 13.45 45.84 238
Coque de petréleo Centavos/kg 18.99 156 5.80 030
Carbén mineral Centavos/kg 17.83 2.75 10.92 0.57






